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Artículos Originales 


Alfredo Vásquez Acevedo 


Contribución al estudio de su vida y su obra 


CAPÍTULO V 


El legislador 
1901-1908. 1914-1919 


1 


En noviembre de 1900 el Partido Nacional concurrió con 
candidatos propios a las elecciones de Senadores, apartándose de 
la política de los acuerdos electorales que venía realizándose 
desde 1898. Como ya lo expresáramos cuando estudiamos la ges- 
ción política del Dr. Vásquez Acevedo, de las seis senaturías que 
en aquel momento debían renovarse, los nacionalistas obtuvieron 
cinco. En esa oportunidad Vásquez Acevedo resultó electo por el 

epartamento de Flores. 


Iniciaba entonces una nueva forma de actividad, la de legis- 
lador, que sucedía a las de Fiscal, Profesor, miembro de la Di- 
rección General de Instrucción Pública y Rector de la Univer- 
sidad, que había desarrollado en casi treinta años de servicios 
públicos. A ello se sumaba su militancia política que le había 
conducido a ocupar cargos relevantes en la dirección del Partido 
Nacional. En sus Memorias refiere como fue llevado a la acción 
legislativa, El presidente del Directorio del Partido Nacional, 
Enrique Anaya, le propuso por encargo de algunos amigos polí- 
ticos, la senaturía de Flores que los nacionalistas creían ganar. 
Vásquez Acevedo aceptó complacido. “Yo —Jice— no había 
ocupado nunca, no obstante mis deseos en las buenas épocas, una 
banca en la Legislatura de mi país; y el puesto de Senador, en 
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aquella situación que tanto prometía, halagaba mi ambición, 
ofreciéndome la oportunidad de concurrir con mis esfuerzos a 
encaminar la política en el sentido de las grandes aspiraciones 
patrióticas”.* 

Es explicable que Vásquez Acevedo se sintiera en aquel mo- 
mento, particularmente impulsado a actuar en el ámbito legis- 
lativo. Sostenedor del evolucionismo político, apreciaba lo que 
significaba en ese sentido, la política de coparticipación surgida 
del Pacto de Setiembre y sostenida por el Presidente Cuestas. 
Hombre de acción, el cargo que se le ofrecía, le proporcionaba 
la oportunidad de participar directamente en el afianzamiento 
de una política en la que cifraba el triunfo de los ideales de su 
Partido y el bienestar del país. 

A principios del mes de agosto de 1900, Vásquez Acevedo 
fué proclamado reservadamente candidato a la senaturía del De- 
partamento por las autoridades del Partido Nacional de Flores; 
la Convención Departamental lo hizo públicamente el 6 de 
noviembre. En la misma ocasión fueron proclamados suplentes 
los Dres. Alfonso Lamas, Antonio Carvalho Lerena, Alfredo 
Vidal y Fuentes y Germán Roosen.’ En la carta que dirigió al 
Presidente de la Comisión Departamental del Partido Nacional 
de Flores, Comandante Cayetano Gutiérrez, aceptando la candi- 
datura expresó Vásquez Acevedo: “Si como debe esperarse, el 
partido nacional obtiene el triunfo en los próximos comicios, iré 
complacido a ocupar por primera vez un puesto político en la 
administración de mi país. No llevaré a el sino mi humilde 
concurso, porque he gastado ya gran parte de mis energías en 
otras labores, menos activas, aunque no menos proficuas quizás, 
para los intereses permanentes de la República. Aseguro a uste- 
des sin embargo, que me esforzaré por ser en el parlamento un 
obrero útil de la causa pública, y que nuestros amigos tendrán 
siempre en mi un defensor entusiasta de los ideales del Patrio- 
tismo”.* 

La gestión legislativa de Vásquez Acevedo se desarrolló en 
dos etapas bien diferenciadas. Se inició en 1901 en el Senado. 


1 "Revista Histórica”. Tomo XXXVI, pág. 220, 

2 Carta de A. Lombardini a Alfredo Vásquez Acevedo. Trinidad. 
agosto 4 de 1900 y hoja suelta impresa, fechada en Trinidad, Nbre., 6 
de 1900, en el Museo Histórico Nacional, Colección de Manuscritos. Ar- 
chivo del Dr. Alfredo Vásquez Acevedo, tomo 1872. 

3 Borrador en el Museo Histórico Nacional. Colección de Manuscri- 
ros. Archivo del Dr. Alfredo Vásquez Acevedo, tomo 1872. 
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De acuerdo a la Constitución de la República su mandato debió 
durar seis años pero fue interrumpido por la Revolución de 
1904, En febrero de aquel año quedó cesante al igual que los 
demás legisladores nacionalistas que prestaron su concurso al 
movimiento dirigido por Aparicio Saravia. Restablecida la paz, 
retornó al parlamento en 1905, ingresando a la Cámara de Re- 
presentantes como diputado por el departamento de Montevideo. 
Cumplido su período legal abandonó el Cuerpo Legislativo al 
no resultar reelecto en los comicios del 24 de noviembre de 
1907 en los que el Partido Nacional, por disidencias internas, 
dividió sus fuerzas no logrando obtener la minoría en Monte- 
video.* Años después, en 1914, volvió a la Cámara de Represen- 
tantes donde muevamente representó al departamento de Mon- 
tevideo, Al término de su gestión ingresó al Senado donde ocupó 
la banca correspondiente al departamento de San José. Renunció 
a ella en 1919 cuando fue electo para integrar el Consejo Na- 
cional de Administración. 


H 


Al iniciar su vida parlamentaria, Vásquez Acevedo se trazó 
un programa que observó “con inflexibilidad”: “seguir ante todo 
las aspiraciones del patriotismo, aun con sacrificio de los intereses 
partidarios y de la popularidad o aplauso de la opinión y pro- 
pender con energía a lograr la observancia de la Constitución, 
de las leyes y de los principios democráticos, sin detenerse ante 
ninguna consideración”.” Se incorporó al Senado el 11 de febrero 
de 1901 luego que sus poderes fueron aprobados en la sesión 
de ese día, El 25 de febrero fue designado presidente de la Co- 
misión de Legislación que integró con los Dres. José L. Terra y 
José R. Mendoza. En ese carácter, según declara en sus Memorias, 
redactó la mayor parte de los informes que dicha Comisión pre- 
sentó al Senado y promovió el despacho de diversos asuntos que 
existían paralizados. 


A este respecto propuso en la sesión del 17 de abril, la 
reforma de algunas disposiciones reglamentarias. Hizo notar que 
en casi dos meses de sesiones, apenas se habían sancionado “dos 
o tres sencillísimos proyectos remitidos por la Cámara de Repre- 


å Véase en el Tomo XXXVI de la "Revista Histórica”, el estudio de 
la actividad política del Dr. Alfredo Vásquez Acevedo, págs. 54 y sigts. 
5 “Revista Histórica”. Tomo XXXVI, pág. 221. 
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sentantes”, Señaló igualmente que en las Comisiones existían a 
estudio, numerosos asuntos de ese período y de los anteriores. 
Creía que las causas de la inactividad de las Comisiones radicaba 
en el exceso de trabajo que tenían. Lo había podido apreciar per- 
sonalmente en lo referente a la Comisión de Legislación. Tam- 
bién, en la falta de una disposición reglamentaria que fijara 
término a las Comisiones para expedirse. Criticó el sistema vi- 
gente que dejaba librado a la sola voluntad de las Comisiones 
expedirse con más o menos celeridad o aplazar indefinidamente 
la consideración de los asuntos. Consideraba grave esta situación 
y para remediarla propuso ciertas modificaciones al Reglamento 
de la Cámara. Ellas afectaban a los artículos 70, 71 y 87 del 
mismo. Hasta el momento funcionaban cinco Comisiones; Le- 
gislación, Hacienda, Fomento, Milicias y Peticiones y Poderes. 
Vásquez Acevedo proponía en su proyecto agregar una sexta y 
modificaba las designaciones de acuerdo a sus cometidos: Ne- 
gocios Constitucionales y Legislación; Relaciones Exteriores y 
Gobierno; Hacienda y Presupuesto; Fomento, Milicias y Peticio- 
nes. El artículo 71 definía la competencia de cada una de ellas 
y el artículo 87 establecía que ninguna Comisión podía demorar 
más de ocho días el despacho de un asunto que se le hubiera 
pasado para dictaminar. Cuando tuviere motivos justificados po- 
día solicitar de la Cámara una prórroga a ese plazo. En las dis- 
posiciones transitorias se fijaba el lapso de un mes para que las 
diversas Comisiones despacharan los asuntos atrasados de pe- 
ríodos anteriores. Los de aquel período debían ser dictamina- 
dos dentro de los ocho días fijados en el artículo 87, que se 
contarían desde la fecha en que fuera adoptada esta resolución. 
Este proyecto pasó a estudio de la Comisión de Legislación 
donde quedó sin informar.* 


Entre los asuntos atrasados se encontraba el proyecto de 
ley que legitimaba los actos del Gobierno Provisional de 1898 
por el que se interesó particularmente el presidente del Senado, 
Dr. Juan Carlos Blanco. La Cámara de Representantes había 
devuelto con modificaciones el proyecto aprobado por el Se- 
nado que se limitaba a legitimar todas las leyes sancionadas 
por el Consejo de Estado creado por Cuestas el 10 de febrero 
de 1898, disuelto por decreto del 6 de febrero de 1899. 


6 "Diario de Sesiones de la H. Cámara de Senadores”. Tomo LXXVII, 
págs. 127-129, Montevideo, 1902. 
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Las modificaciones de la Cámara de Representantes exten- 
dían el alcance de la ley validando los actos de todas las auto- 
ridades existentes en la época en que funcionó el Consejo de 
Estado y los nombramientos y destituciones hechos por el Poder 
Ejecutivo provisional durante ese período. 

El informe de Vásquez Acevedo señalaba la conveniencia 
de estas modificaciones y aconsejaba la aprobación del proyecto 
en la forma en que había sido devuelto por la Cámara de Dipu- 
tados. Así quedó resuelto en la sesión del 29 de marzo de 1901." 


7 Con respecto a este asunto, el Dr. Vázquez Acevedo ha dejado en 
sus Memorias las siguientes explicaciones: “Muy al principio de las se- 
siones, Juan C. Blanco, Presidente del Senado, me recomendó muy particu- 
larmente el despacho inmediato de un proyecto de Ley sobre aprobación 
de los actos del Gobierno Provisional de 1898. Cuando Cuestas supo que 
yo era el Senador encargado de dictaminar sobre dicho Proyecto se alar- 
mó, temiendo que por nuestros viejos sentimientos yo me expidiera en 
sentido desfavorable, y en conversación con Blanco lamentó el hecho, ha- 
ciéndole sin embargo, grandes elogios de mi, que Blanco me transmitió en 
visita que al efecto me hizo. Como yo no le guardaba rencor a Cuestas, a 
pesar de las picardías innumerables que me había hecho y sobretodo como 
entendía que existía un evidente interés público en que los hombres que 
estábamos empeñados en asegurar el éxito de la política de coparticipa- 
ción partidaria y una patriótica candidatura Presidencial para 1903, estre- 
cháramos relaciones con el gobernante le manifesté a Blanco, que debía 
tranquilizar a Cuestas respecto de mi conducta, desde que yo me consideraba 
vinculado por mis opiniones bien conocidas a los sucesos del 10 de Febrero 
de 1898, y a la situación que había surgido de ellos; y que en señal de 
ello no solamente propendería con satisfacción a la sanción del proyecto, 
sino que le haría una visita para reiterarle personalmente mis propósitos y 
sentimientos políticos. Cuestas tuvo un gran placer al saber esto y le pidió 
a Blanco que me llevase a su casa lo más pronto posible. Uno o dos días 
después fue a buscarme Blanco y realicé la visita, recibiendo del Presi- 
dente las más grandes muestras de consideración. Creo que obré bien al 
colocarme en situación de influir en favor de las aspiraciones patrióticas 
de la época, olvidando los agravios de Cuestas; pero no conté con la índole 
arbitraria de este hombre, y muy pronto la buena relación que él se había 
empeñado en mantener conmigo y que yo hubiera querido conservar quedó 
quebrada y se convirtió en enemistad profunda de parte de él, porque yo 
fiel a mis ideales, no pude transigir, con sus arbitrariedades y con su política 
estrecha, y tuve necesariamente que combatir en el Senado unas y otras.” 
(“Revista Histórica”. Tomo XXXVI, págs. 221-222) 

A continuación publicamos el texto del proyecto y del informe del 
Dr. Vásquez Acevedo: “La Honorable Cámara de Representantes en sesión 
de hoy, ha sancionado el siguiente PROYECTO DE LEY, Artículo 1% Se 
declaran leyes de la República todas las resoluciones de carácter legislativo 
sancionadas por el H. Consejo de Estado, creado por decreto del Presidente 
Provisional en 10 de Febrero de 1898 y disuelto en 6 de Febrero de 1899. 
Ar. 2% Decláranse válidos los actos de todas las autoridades existentes en 
la época a que se refiere el artículo anterior siempre que en los asuntos de 
sus respectivos resortes hayan procedido de acuerdo con las formalidades 
legales. Art. 3% Apruébanse los nombramientos y destituciones que el 
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Mayor importancia tuvo en el plano político su intervención en 
el asunto de las elecciones de Riyera y Río Negro. Estas sena- 
turías habían sido ganadas por el Partido Nacional pero fueron 
protestadas por los colorados. A Vásquez Acevedo correspondió 
su defensa logrando hacer prevalecer el triunfo nacionalista. La 


Poder Ejecutivo Provisional haya hecho durante aquel período extraordinario 
que presidió. Art. 4% Comuníquese etc. 

Sala de Sesiones de la H. Cámara de Representantes, em Mon- 
tevideo, á 6 de Mayo de 1899. JOSE SAAVEDRA Presidente- Manuel 
García y Santos, Secretario Redactor.” 

“Comisión de Legislación, INFORME H. Cámara de Senadores, La 
H. Cámara de Representantes devuelve modificado y con ampliaciones el 
Proyecto de Ley que le fué remitido por V. H. con fecha 17 de Marzo del 
año próximo pasado sobre aprobación de las leyes dictadas por el Con- 
sejo de Estado. 

El proyecto sancionado por V. H. solo contenía un artículo, cuyo 
tenor era el siguiente: 

“Se declaran en su fuerza y vigor todas las leyes sancionadas por el 
H. Consejo de Estado, que fué creado por decreto del Presidente Provi- 
sional en 10 de Febrero de 1898 y disuelto por decreto de 6 de Febrero 
de 1899”. 

La H. Cámara de Representantes acepta esta declaración modificando 
solamente su redacción en una forma que no puede motivar disidencia 
alguna. 

Pero al mismo tiempo agrega al proyecto dos artículos nuevos, rela- 
tivos: uno a los actos de todas las autoridades existentes en la época en 
que funcionó el Consejo de Estado y otro a los nombramientos y destitu- 
ciones hechos por el Poder Ejecutivo Provisional durante el mismo período 
extraordinario. 

Vuestra Comisión de Legislación considera muy aceptables dichos 
artículos. 

Hay sin duda evidente conveniencia en extender el alcance de la ley 
proyectada por V.H. dejando bien establecido que las disposiciones de todas 
las autoridades existentes en la época quedan también validadas, en el 
interés de su estabilidad, con la reserva consignada en el proyecto de la 
H. Cámara de Representantes, esto es, en cuanto se hayan ellas ajustado 
a las formalidades legales. 

El artículo relativo a nombramientos y destituciones de empleados 
públicos tiene igualmente un fin útil; el de cerrar la puerta a quejas o 
reclamaciones sobre cuya justicia o mérito real no sería posible abrir juicio 
acertado después de varios años de producidos los hechos políticos que 
dieron motivo real a éstos, como a los demás actos del Gobierno Provi- 
sional. Vuestra Comisión de Legislación os aconseja, pues, la aprobación 
del proyecto en la forma en que ha sido devuelto por la H. Cámara de 
Representantes. Sala de Comisiones, Montevideo, Marzo 22 de 1901. José 
L. Terra— Alfredo Vásquez Acevedo— José R. Mendoza”. 

En el Tomo 1890 de la Colección de Manuscritos del Museo Histórico 
Nacional, correspondiente al Libro N? 5 de Recortes del Archivo del Dr. 
Vásquez Acevedo, página 8, figura este informe con una anotación de su 
puño y letra correspondiente al período que aparece en bastardilla, que 
fue subrayado por el Dr. Vásquez Acevedo, en la que expresa textualmente: 
“agregado por los compañeros de Comisión”, 


ALFREDO VASQUEZ ACEVEDO 7 


primera que se trató fue la de Rivera que dió ocasión a la in- 
tervención inicial de Vásquez Acevedo en un debate parlamen- 
tario. Juan Pedro Castro, apoyado por José Batlle y Ordóñez, 
fué el impugnador de los poderes del Sr. Buxareo. Vásquez Ace- 
vedo hizo su alegato en una exposición serena, mesurada, colo- 
cando el problema por encima de la lucha de partidos, despo- 
jándolo de todo apasionamiento político. Aprovechó la oportu- 
nidad para expresar su convicción de que el progreso institucional 
de la República se obtendría por la vía del sufragio libre leal- 
mente sostenido por las supremas autoridades del Estado. En la 
sesión del 6 de marzo Vásquez Acevedo señaló acertadamente 
que “La libertad de sufragio no consiste únicamente en que no 
exista O en que no se produzcan coacciones ni fraudes sino tam- 
bién en que los escrutinios se practiquen con verdad y en que 
la autoridad encargada de calificar las elecciones proceda con 
estricta sujeción a las leyes”. “Nada habríamos ganado —agre- 
gó— con que en las últimas elecciones los comisarios de policía 
no hubieran detenido a los ciudadanos en los pasos, en el mo- 
mento de trasladarse a las urnas, mada tampoco con que los 
escrutinios se hubieran practicado con estricta sujeción si el Ho- 
norable Senado encargado de decidir en este momento de la 
validez de las elecciones de Rivera y de otros Departamentos no 
hubiera de proceder con la debida sujeción a la ley y a la jus- 
ticia”. Manifestó que el resultado de los últimos comicios ha 
regocijado íntimamente a todos Jos buenos ciudadanos, no por 
lo que representa como triunfo partidario, sino como progreso 
institucional. En esos comicios se han encontrado por primera 
vez después de medio siglo los dos partidos tradicionales frente 
a frente, y en vez de producirse una lucha sangrienta como 
muchos temían, todo ha pasado tranquila y democráticamente, 
haciéndose evidente la posibilidad de que se diluciden en la 
grande y única vía del sufragio las cuestiones partidarias en vez 
de hacerlo en los campos de batalla. Lo que ha pasado en No- 
viembre último en las elecciones senaturiales es una promesa 
y a la yez una garantía para las elecciones futuras”. “Debemos 
empeñarnos —concluyó— en que las ilusiones adquiridas no se 
derrumben al impulso de fallos dictados caprichosamente o por 
efecto de la pasión política”.* La defensa de la elección de Río 
Negro, donde resultó electo por el Partido Nacional el Dr. Aure- 


8 "Diario de Sesiones de la H. Cámara de Senadores”. Tomo LXXVII 
ya citado, págs. 78 y sigts. 
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liano Rodríguez Larreta, ofreció mayores dificultades. Fue lenta 
y prolongada. El Senado pasó los antecedentes a estudio de la 
Comisión de Peticiones y a la de Poderes y Legislación y cada 
una de ellas produjo dos informes discrepantes. Correspondió 
nuevamente al Dr. Juan Pedro Castro la tarea de impugnar los 
poderes del senador nacionalista, apoyado por Batlle y Ordóñez 
cuyas interrupciones, “molestas y algunas veces groseras”, re- 
cuerda Vásquez Acevedo en sus Memorias, considerando a ambos 
“empeñados injusta y apasionadamente en inutilizar el triunfo 
nacionalista.” * 

En el año 1901 el Senado sancionó dos proyectos de ley 
en materia electoral en cuyos debates Vásquez Acevedo tuvo 
una parte muy activa ya que los consideraba “destinados a de- 
bilitar o contrariar la justa y conveniente influencia que el Par- 
tido Nacional había adquirido”. Al combatirlos vigorosamente 
Vásquez Acevedo buscó — como él mismo lo expresa en sus 
Memorias — afianzar “sanas ideas políticas”.'” Se trata de las 
leyes de 4 y 31 de mayo de 1901. La primera sobre períodos ins- 
cripcional y de tachas y la segunda sobre provisión de vacantes 
en las Juntas Electorales. El proyecto sobre prórroga del período 
de inscripción en el Registro Cívico y el de tachas, ya había 
sido sancionado por la Cámara de Representantes. Pasó a estu- 
dio de la Comisión de Legislación del Senado integrada por 
José R. Mendoza, José L. Terra y Alfredo Vásquez Acevedo. 
El informe respectivo, firmado en discordancia por Vásquez 
Acevedo, era favorable a su sanción en la misma forma en que 
había sido votado en la Cámara de Representantes. Creía la 
Comisión que cuando “los ciudadanos de todos los partidos se 
preparan a la lucha con un entusiasmo ardoroso pocas veces 
visto en muestros anales políticos” era un deber de los poderes 
públicos facilitar la concurrencia del mayor número posible a 
las urnas. 

El proyecto tendía — decía — precisamente a eso pues 
al ampliar el plazo de inscripción en el Registro Cívico se 
posibilita la concurrencia de un mayor número de sufragantes. 
Puntualizaba el informe que no se trataba de una prórroga para 
“determinado partido, ni determinado círculo, sino una prórroga 
para todos, amplia y liberal”. La Comisión — agregaba “no se 
explica que este Proyecto pueda levantar resistencias desde que 


9 “Revista Histórica”. Tomo XXXVI, pág. 222. 
10 "Revista Histórica”. Tomo XXXVI, pág. 222. 
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evidentemente su propósito no es otro que el de preparar el 
mayor número de electores para el ejercicio del sufragio, dando 
tiempo suficiente para que todos y cada uno puedan obtener los 
recaudos necesarios é inscribirse con arreglo a la Ley”. 

La oposición al proyecto — agregaba — podía explicarse 
"si este limitase en alguna forma el derecho de los sufragantes o 
tratase de alejar de las urnas con trabas e inconvenientes, a un 
número considerable de ciudadanos con derecho al voto, pero 
desde que el proyecto de prórroga por su espíritu y su letra se 
propone todo lo contrario, “la Comisión no se explicaba que esa 
oposición pudiera surgir en el seno del Senado”. 

Vásquez Acevedo, discorde con este informe, como dijimos, 
fundamentó extensamente su oposición en la sesión del 4 de 
mayo en que se inició su consideración por el Senado. 

"Es posible —dijo— que en la prórroga de inscripción no 
se halle interesado sólo uno, sino todos los partidos que van a 
disputarse el triunfo en los próximos comicios, aunque otra opi- 
nión pudiera formarse razonablemente en presencia de las ma- 
nifestaciones ruidosas que se han hecho por uno de ellos y de 
la propaganda ardiente de sus clubs y de su prensa. Para mi eso 
nada importa, Aún suponiendo que el Proyecto de Ley remitido 
por la Cámara de Representantes no obedeciera al propósito 
preconcebido de favorecer los intereses de un partido; aún admi- 
tiendo que la prórroga del plazo para las inscripciones hubiera 
sido inspirada por el único deseo de facilitar a todos los ciuda- 
danos el cumplimiento del más importante de los deberes cívicos; 
aún así, yo creo que el Senado debiera negarle su sanción a la 
Ley proyectada. Es cuestión de conducta para este alto cuerpo. 
Las leyes electorales no deben reformarse, no deben tocarse si- 
quiera en los momentos mismos en que las comunidades políticas 
se agitan nerviosamente y se aprestan con ardor para una cam- 
paña electoral de gran importancia. En esos momentos, hay el 
riesgo positivo de que los mandatarios del pueblo no obren con 
la independencia debida, de que sufran la influencia natural de 
los intereses transitorios de partido y descuiden las conveniencias 
reales y permanentes de la sociedad y del país, 

En la formación de las leyes, hay que dirigir muy arriba el 
pensamiento; hay que desdeñar los cálculos egoístas de partido o 
de círculo, para remontarse a la alta región de donde sólo se 
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descubre lo que engrandece, dignifica y puede hacer próspera y 
feliz a la patria de todos. Lás Cámaras deben por eso, imponerse 
como regla invariable de sus procederes, desestimar toda inicia- 
tiva para la modificación de las Leyes del sufragio, en épocas 
como la que atravesamos, destinada a la renovación de los Po- 
deres Públicos; y ya que la Cámara de Representantes parece 
dispuesta resueltamente a infringir esa regla, razonable y con- 
veniente es que el Senado le haga sentir su error y contraríe sus 
propósitos en ejercicio de la misión que nuestro régimen consti- 
tucional le atribuye con verdadero acierto. Existe otra conside- 
ración, a mi juicio muy importante, para rechazar la prórroga 
de la Cámara de Representantes. Una de las grandes, una de las 
sentidas necesidades de nuestro país, es la educación del ciuda- 
dano en el respeto debido a la ley. Hay que habituar a los ciu- 
dadanos a obedecer la ley y cumplir estrictamente sus obligacio- 
nes, y las leyes del carácter de la que propone la Cámara de 
Representantes, producen, precisamente, un efecto contrario. 
Cuando los ciudadanos saben que el Cuerpo Legislativo ha de 
ejercer una tutela indebida para corregir su abandono o su ne- 
gligencia, olvidan los términos y las prescripciones que estable- 
cen la forma y el tiempo de llenar sus deberes. Confían en que 
esa tutela se ejercerá más o menos tarde. Dentro del plazo 
marcado por la Ley vigente, hay tiempo sobrado para inscribirse, 
no mediando como no han mediado en este caso, motivos extra- 
ordinarios o imprevistos que hayan impedido a los ciudadanos 
ocurrir a los Registros Cívicos. Si todos no se han inscripto ya 
y han dejado con los brazos cruzados a las Mesas Inscriptoras 
en muchas secciones de la campaña y de la capital, según lo ha 
denunciado la prensa, débese sencillamente a que se contaba con 
que las Cámaras acordarían nuevos plazos. Ahora bien — ese 
es un mal, un mal muy grave, que es preciso remediar — Nece- 
sitamos crear buenos hábitos democráticos y no fomentar los 
malos. Esto es mucho, muchísimo más valioso por el alcance 
que tiene para el progreso institucional de la República, que el 
pequeño y transitorio beneficio de conseguir unas cuantas ins- 
cripciones más en los Registros. Los que queden por inscribirse 
sufrirán la merecida censura de sus compañeros ahora y después 
de las elecciones, si la falta de su concurso perjudica al partido 
a que pertenezcan; y ya tendrán buen cuidado otra vez de apre- 
surarse a cumplir con sus deberes cívicos en tiempo y forma. 
No hay nada más educativo que la disciplina de las consecuen- 
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cias. Por lo demás, si el plazo acordado por la ley vigente, contra 
lo que pienso, fuera corto, — lo razonable sería reformar en 
oportunidad esa Ley, ampliando el término en vez de acostum- 
brar a los ciudadanos a desatender las disposiciones legales y a 
esperar indebidas e inconvenientes prórrogas que trastornan la 
marcha regular de los actos preparatorios del sufragio”. 


Juan Pedro Castro refutó la exposición de Vásquez Acevedo. 
Expresó que el Dr. Vásquez Acevedo al considerar malo el pro- 
yecto, como él al juzgarlo bueno, tenía en cuenta los intereses 
de las agrupaciones de partidos en que militaban. Confiesa que 
él tiene muy presente, al defender el proyecto, los intereses de 
su partido que en este caso armonizaban —dijo— con los del país. 
Consideraba ello perfectamente legítimo — “No puede ser más 
legítimo que los miembros de un partido, llevados por él a un 
alto cargo en los Poderes Públicos, tengan en cuenta los inte- 
reses del partido que allí los ha colocado — Lo que hay que 
exigir es que no se olviden los derechos del adversario, que no 
huelle ni ese derecho ni la equidad”. — Dijo que el proyecto no 
atacaba los derechos del adversario mi descuidaba la equidad; lo 
consideraba ampliamente liberal, por que no acordaba favor ni 
privilegio alguno a partido mi a círculos; abría la inscripción 
a todos los ciudadanos blancos o colorados que no estaban 
inscriptos en el Registro Cívico. Agregó el Dr. Castro que el 
Partido Colorado confiando en el acuerdo Electoral había de- 
jado transcurrir, algunos años sin llevar al Registro Cívico a 
todos los elementos de que disponía. En ese sentido y por esa 
razón estaba más rezagado que el Partido Nacional, y por eso, 
con toda franqueza — dijo — reconozco que más aprovecharían 
los elementos colorados la prórroga de inscripción, que los ele- 
mentos nacionalistas. “Pero aún admitiendo que la falta de ins- 
cripción del Partido Colorado — agregó — fuera sencillamente 
imputable a desidia de ese partido, que los colorados, como los 
nacionalistas no inscriptos hubieran cometido una falta, conside- 
raba que esa clase de asuntos no se podía resolver "con ese cri- 
terio estrecho de silogismo: el ciudadano que no se inscribe es 
penado por la ley con la pérdida del voto; tales ciudadanos no 
se han inscripto, luego no deben votar”.'** Vásquez Acevedo in- 
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sistió que ello era una cuestión de educación política de alcance 
capital para la formación de los hábitos democráticos, 


Eduardo Acevedo Díaz intervino en el debate refutando las 
expresiones del Dr, Castro empeñándose en una discusión de AS 
rácter partidista con el senador Batlle y Ordoñez lo que motiv 
una nueva intervención del Dr. Vásquez Acevedo para establecer 
—dijo— las consecuencias que surgían de la discusión re 
Expresó que tanto el senador por Tacuarembó — Acevedo 
Díaz — como el senador por Montevideo — Batlle y Ordó- 
ñez — le habían dado la razón. "Yo he combatido — dijo — 
esta Ley como combatiré toda la que tenga el mismo FNA 
porque entiendo que no podrán nunca ser sinó Leyes malas as 
que se dicten obedeciendo a intereses estrechos, a intereses ie 
tas de partido. Yo entiendo que es un principio de moral po í- 
tica que las Cámaras Legislativas no deben ocuparse de los 
intereses o conveniencia de partido alguno y me sorprende que 
hombres de ilustración y reconocidas cualidades morales como 
los señores senadores que acaban de hablar sean capaces de 
sostener que un parlamento puede ponerse al servicio de hes 
conveniencias de un partido dado y dictar leyes que respondan 
a los planes o propósitos particulares de las comunidades po- 
líticas. Si conviene al país es lo único que deben tener en 
cuenta los representantes del pueblo, discernir si interesa O no n 
los ciudadanos en general y no a los ciudadanos de este O aque 
partido. Las ideas que preconizan Jos señores senadores por 
Tacuarembó y Montevideo, corresponden a aquel sistema m 
guo, tan condenado de aquellos gobernantes que declarat > 
gobernar no sólo con su partido sino también para su partido. 
El Poder Ejecutivo los mismo que el Poder Legislativo Pp 
biernan para ningún partido, gobiernan para todo el país. a igo 
pues que se me ha dado toda la razón y que se ha venido a 
demostrar que hay inconveniencia real en provocar en Eie 
tos de agitaciones políticas la reforma de las leyes Electorales. 
El doctor Castro lo mismo que el señor Batlle, reconocen que 
esta Ley está destinada a servir los intereses de un partido. Por 
eso digo que es mala”. Luego agregó: “El señor senador por 
Montevideo considera que es una teoría rara la que yo he desen- 

vuelto sobre las leyes de ocasión. Pienso todo lo contrario, señor 
Presidente, y creo que me será muy fácil demostrar que mi teoría 
es la única justa y razonable en presencia de lo que está actual- 
mente ocurriendo entre nosotros. Ya he señalado, sin que se 
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hayan refutado mis argumentos, el daño que está destinada a 
causar la Ley que discutimos, en los buenos hábitos democráti- 
cos. Es ella la primera Ley de ocasión cuya sanción nos promue- 
ve la Cámara de Representantes. Pero tenemos otra que va a 
someterse á la consideración del Senado dentro de breves días 
— me refiero a la Ley de reforma de las Leyes Electorales. Bien, 
esa Ley comprueba perfectamente todo cuanto he dicho sobre 
los peligros de estar dictando Leyes en materia de elecciones 
porque pone de manifiesto como se extravían los hombres más 
sanos y más ilustrados en los momentos de la lucha electoral. 
Las disposiciones que ella contiene, no solamente violan los 
principios más elementales de justicia, no solamente trastornan 
el sistema adoptado por la Ley Electoral sobre la manera en 
que han de ser elegidas las Juntas, adoptando la forma indirecta, 
en lugar de la forma directa que proclama la Ley vigente; no 
solamente consagra contra los principios de legislación común 
el efecto retroactivo, tratándose de hechos ya consumados, sino 
que va hasta violar la Constitución de la República, acordando 
facultades electivas a la Cámara de Representantes, que no puede 
darle nadie sino la Asamblea Constituyente. Pero no es esto todo, 
detrás de esa Ley viene otra, por la que se establece un aumento 
en el número de Diputados, determinándose que ciertos Depar- 
tamentos que se presume probablemente que respondan al Par- 
tido Colorado, tendrán un número mayor de Diputados que otros 
en que se reputa que el número de adeptos al Partido Nacional 
estarán en proporción mayor. Después de la ley de reformas elec- 
torales, viene otra que ya se ha anunciado en reuniones públicas 
en nombre de la mayoría de la Cámara de Diputados, y en la 
que se viola por partida doble la Constitución de la República, 
estableciéndose primero una forma de integración desigual de 
la Diputación de los Departamentos, cuando la Constitución pres- 
cribe que el aumento de Diputados tendrá por base el censo 
general de la República y segundo, trastornando el sistema bi- 
cameral que rige por la Constitución de la República porque 
viene a desequilibrar la influencia del Senado dando suprema- 
cía a la Cámara de Representantes sobre la Cámara Alta. Esa 
es una doble violación de la Constitución. Ahora bien ¿Cuál 
es la causa de estas Leyes? Los intereses de un partido, según 
se confiesa y se declara públicamente. Luego, pues, tenía razón 
cuando dije que las Leyes de ocasión son malas, porque extra- 
vían a los ciudadanos, porque se les hace obedecer a inspira- 
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ciones ¡legítimas y perniciosas”.'* En la discusión particular le 
cupo a Vásquez Acevedo hacer, también, una serie de puntua- 
lizaciones. Consideraba que el período que se marcaba en la 
prórroga de la inscripción era demasiado largo con el incon- 
veniente de que sacrificaba la duración de los otros períodos 
especialmente el de reclamos y tachas. 


Proponía que en lugar de extenderse el plazo para las ins- 
cripciones hasta el segundo domingo inclusive del mes de julio, 
se limitara al cuarto domingo del mes de junio. Proponía que 
las inscripciones se hicieran no sólo los domingos sino los días 
festivos, cívicos y religiosos. Castro impugnó esta modificación 
que proponía Vásquez Acevedo sosteniendo en primera instancia 
que se mantenían los mismos plazos establecidos con la sola 
diferencia de correrse dos meses. 


Vásquez Acevedo demostró por el calendario, que el nú- 
mero de días para el período de tachas era inferior. Castro, 
aunque tuvo que admitir esa realidad del calendario, sostuvo la 
conveniencia de aprobar la ley tal como venía de Diputados por 
razones de tiempo pues si se la modificaba tenía que volver a 
la Cámara de origen y había urgencia de que quedara aprobada 
en aquella sesión. Así lo resolvió la mayoría colorada del Senado 
y el proyecto fue aprobado.'* 


II 


En la sesión del 22 de Mayo de 1901 el Senado entró a 
tratar el proyecto de ley sobre provisión de vacantes en las Jun- 
tas Electorales. El proyecto había sido sancionado por la Cámara 
de Diputados, en la sesión del 30 de marzo de ese año. Estable- 
cía que las vacantes que se produjeran en las Juntas Electorales 
se llenarían con suplentes de la misma filiación política que el 
titular cesante. En caso de no existir suplente del mismo partido 
político del titular cesante, se haría por nombramiento directo 
de la Cámara de Representantes, la que eligiría de entre una 
lista de candidatos que presentará la fracción política de esa 
misma Cámara, a que debían pertenecer los suplentes a elegirse. 
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Esta disposición era aplicable a las Juntas Electorales exis- 
tentes en aquel momento de tal modo que las integraciones que 
se hubieren verificado en ellas, en desacuerdo con lo que esos 
artículos disponían, quedaban sin efecto desde la promulgación 
de la ley. 


Las Juntas Electorales integradas del modo que se estable- 
cia, nombrarían, inmediatamente, las Comisiones Inscriptoras y 
demás autoridades de su dependencia. Las Juntas Electorales que 
en aquel momento no estuvieran integradas, como se establecía 
en el artículo 1° de este proyecto, debían comunicarlo a la Cá- 
mara de Representantes a fin de que esta procediese de inmediato 
a integrarlas como allí se establecía; vale decir, a llenar las va- 
cantes que se hubieran producido con suplentes de la misma 
filiación política que el titular cesante. 


El informe de la Comisión de Legislación del Senado fir- 
mado solamente por los Dres. José L. Terra y José Román Men- 
doza aconsejaba su aprobación con algunas modificaciones, La 
más importante de ellas era la que quitaba a la Cámara de Re- 
presentantes la atribución de integrar las Juntas Electorales y 
se la confería a las Comisiones Directivas de los partidos políticos. 


En ese sentido expresaba el informe que, sin manifestar opi- 
nión sobre la constitucionalidad de la intervención directa del 
Cuerpo Legislativo en la integración de las autoridades encar- 
gadas del comicio, consideraba correcta y más eficaz atribuir la 
integración de las Juntas, en caso de no existir suplente del 
mismo partido del titular cesante, a las Comisiones Directivas 
de los Partidos en lugar de la Cámara de Representantes, como 
establecía el proyecto, "Más en contacto con el cuerpo electoral 
—agregaba— interesados en todos los actos preparatorios del su- 
fragio, funcionando en permanencia mientras ellos se producen 
están sin duda más habilitados a desempeñar ese cometido pr 
prontitud y acierto.” 


El proyecto establecía, además, que las Juntas Electorales 
integradas nombrarían de inmediato las Comisiones Inscriptoras 
y demás autoridades de su dependencia. La Comisión consideraba 
más “prudente” dejar a la apreciación de las Juntas Electorales 
integradas la conveniencia del nombramiento inmediato de las 
Mesas Inscriptoras y demás autoridades de su dependencia “por 
el peligro que había para la regularidad de actos tan importan- 
tes del proceso comicial, en reemplazar a las que estuviesen en 


16 REVISTA HISTÓRICA 


desempeño de tareas que deben cumplirse en plazos relativa- 
mente cortos, sin que para ello hubiese necesidad evidente”. 

Al ponerse en discusión general el proyecto, Vásquez Ace- 
vedo hizo uso de la palabra para manifestar que, consecuente 
con opiniones ya emitidas al tratarse la ley anterior, creía que 
el Senado no debía sancionar este nuevo proyecto de la Cámara 
de Representantes. Por eso había discordado con el dictamen 
de la Comisión de Legislación. Expresó que creía que este pro- 
yecto respondía “al exclusivo fin de servir intereses partidarios”, 
que por otra parte habían sido reconocidos por uno de sus sos- 
tenedores en el curso de los debates de la Cámara de Repre- 
sentantes. Se refería al Dr. Juan Blengio Rocca cuyas manifesta- 
ciones —dijo— habían sido reiteradas en reuniones públicas, 
en la prensa y en los clubs. “Lo que se busca— expresó Vásquez 
Acevedo— con las reformas proyectadas, lo ha dicho de una 
manera clara y terminante el doctor Blengio Rocca, es que el 
Partido Colorado pueda reconquistar posiciones perdidas, usan- 
do para ello la fuerza”. Consideraba por lo tanto al proyecto 
afectado de un vicio insanable; respondía a su juicio, a un plan 
egoísta y pernicioso y como consecuencia de ello encerraba de- 
fectos gravísimos: “viola la Constitución de la República, in- 
fringe uno de los principios fundamentales en que descansa la 
Ley Electoral vigente, trastorna la marcha regular de los actos 
preparatorios del sufragio y por último sacrifica la justicia y la 
equidad”. “Digo que viola la Constitución de la República— 
agregó— porque con el fin de alterar la composición actual 
de algunas de las Juntas Electorales, a los efectos de la lucha 
comicial, y en la imposibilidad de mantener el régimen vigente 
sobre elección de los miembros de esa Junta, pasa por encima 
de la Carta Fundamental, acordando a la Cámara de Represen- 
tantes, menos aún, a una fracción de esa Cámara, una función 
electiva que ni sola ni acompañada por el Senado, puede ejer- 
cer, ya que los Poderes Públicos no tienen más facultades ni 


atribuciones que las que la Carta Fundamental les acuerda y no ' 


hay autoridad alguna que pueda ampliarlas o modificarlas en 
ningún sentido”. “Digo que infringe uno de los principios fun- 
damentales en que descansa la Ley que trata de enmendarse, 
porque sustituye al régimen de elección directa por el pueblo 
de los suplentes de las Juntas Electorales, por el de elección in- 
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directa, y eso es una manera anómala e inusitada. Transforma 
la marcha regular de los actos preparatorios del sufragio, con 
el fin de asegurar una mayoría en las Mesas Inscriptoras que 
creen los colorados no tener en alguno o algunos Departamen- 
tos, por el hecho de imponer el cambio del personal ya desig- 
nado y en ejercicio de esas mesas, exponiendo a interrupciones 
y dilaciones el funcionamiento de ella”. “Digo por último, que 
sacrifica la justicia y la equidad, al prevenir que han de aplicarse 
las nuevas disposiciones a hechos ya consumados, ya definitiva- 
mente concluídos, arrebatando por ese medio a ciudadanos de un 
partido en beneficio de los otros, situaciones adquiridas de una 
manera completamente legal y que ningún menoscabo infieren 
a las garantías que deben gozar todos los ciudadanos en el acto 
del sufragio”. Luego señaló que sus compañeros de la Comisión 
de Legislación, “como era de esperarse de su espíritu moderado 
y de sus dotes de legisladores experimentados”, habían introducido 
algunas modificaciones al proyecto que atenuaban "la faz agra- 
viante, odiosa, de algunas de las reformas intentadas”. 


“Yo creo— agregó— que la Ley continúa siendo mala, no 
solamente por los móviles que la han impulsado, y que es pre- 
ciso censurar enérgicamente, sino por la índole misma de sus 
disposiciones”. “Hay que convencerse, como lo he sostenido en 
otros momentos, que las reformas electorales no pueden ensa- 
yarse en los momentos de las grandes agitaciones políticas. Los 
espíritus más rectos, los caracteres más serenos, tienen que sufrir 
necesariamente la influencia de esas agitaciones, inhabilitándose 
para legislar con verdadero acierto. Yo no desconozco que las 
Leyes Electorales puedan adolecer de algunos defectos, pero no 
es esta la oportunidad para llevar a cabo las reformas, es menes- 
ter esperar a que se restablezca la calma, a que se serenen los 
ánimos, a que los intereses transitorios dejen de trabajar las 
opiniones. En el próximo período de esta Legislatura, será po- 
sible emprender la obra con criterio libre de preocupaciones y 
de influencias, y con más conocimientos de los defectos reales 
o de los méritos de Leyes que recién empiezan a practicarse. 
Entonces será posible pensar en realizar algunas de las reformas 
iniciadas por la Cámara de Representantes y otras que han sido 
sugeridas por la prensa y por los clubs, sin riesgo de incurrir 
en errores difíciles de reparar, sin herir suceptibilidades dignas 
de respeto y sobre todo sin conmover las pasiones partidarias. 
No se debe olvidar que no vivimos para el día, y que debemos, 
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sobre todo, y ante todo, preocuparnos de asentar bajo sólidas 
bases las instituciones democráticas que nos hemos dado”. ” 


El Dr. José L. Terra, miembro de la Comisión de Legisla- 
ción refutó los argumentos del Dr. Vásquez Acevedo contrarios 
al proyecto, cuya legitimidad y excelencias defendió también, el 
senador por Montevideo, José Batlle y Ordóñez. Este reaccionó 
ante una intervención del Sr. Alonso quien consideraba el pro- 
yecto atentarorio de las leyes electorales vigentes, sancionadas 
en cumplimiento de lo establecido en el pacto de Setiembre, 


“El pacto de Setiembre— dijo Batlle— es un pacto cum- 
plido y concluído, y del cual no hay ya porque hablar más. 
El pacto de Setiembre tuyo por único objeto— y no pudo tener 
otro— reconstituir, con arreglo a las leyes fundamentales, los 
Poderes Públicos. Realizado ese objeto ya no hay pacto de Se- 
tiembre. Si aquella situación creada por el pacto de Setiembre 
durante el gobierno provisional se ha prorrogado, ha sido por- 
que los partidos convinieron por el acuerdo electoral, en pro- 
rrogarlo, y no por otra razón. La actual Asamblea Nacional 
tiene plenas facultades para legislar sin más limitación que la 
que la Constitución le impone. De manera que si quisiera, en 
virtud de la soberanía que representa, reformar fundamentalmen- 
te las Leyes Electorales u otras cualesquiera, podría hacerlo sin 
que nadie tuviese derecho a contestarle esa facultad. Ya tuve 
ocasión de sentar doctrina —continuó— cuando se trató el acuer- 
do electoral, del que yo era uno de los negociadores. Se trataba 
del número de bancas que deberían concederse al Partido Nacio- 
nalista. Los representantes de ese partido sostenían que el nú- 
mero era escaso, que no era, precisamente, ni siquiera el que el 
Partido Nacionalista podría obtener en la lucha electoral triun- 
fando solamente en aquellos Departamentos en que se había 
convenido en suponer que tenía mayoría, Yo entonces pregunté 
a los señores delegados del Partido Nacionalista por cuantas 


bancas calculaban cada Jefatura, porque la condición del Go- , 


bierno que se crease había de gobernar concediendo al Partido 
Nacionalista seis Jafaturas Políticas, era una condición subenten- 
dida aunque no se expresase terminantemente. Se me dijo, en- 
tonces, que aquello estaba consagrado por el pacto de Setiembre, 
y yo sostuve, que desde el momento en que los Poderes se creasen 
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constitucionalmente dejaría de tener efectos el pacto de Setiem- 
bre. El Dr. Don José Pedro Ramírez, uno de los negociadores 
de la paz, estaba allí presente y yo dije: “Se halla aquí Don José 
Pedro Ramírez. Preguntémosle como interpreta el Pacto de Se- 
tiembre a este respecto”. Y yo mismo me dirigí hacia él hacién- 
dole la interrogación, El doctor Don José Pedro Ramírez mani- 
festó que no había dudas, que el Pacto de Setiembre no tenía 
efectos sino para crear una situación constitucional. Esto mismo 
sucedió también cuando el pacto de Abril según las referencias 
que hacen los diarios de aquella época; resulta que el acuerdo 
sobre las Jefaturas no debían de tener vigencia sino hasta que se 
establecieran los Poderes Constitucionales. Después aquello fue 
prorrogándose. El Partido Nacionalista, como ahora, sostuvo 
entonces que el pacto aquel era un pacto permanente y se con- 
tinuó designando, aún después de creado el nuevo régimen cons- 
titucional, ciudadanos afiliados al Partido Nacionalista para de- 
sempeñar las cuatro jefaturas que entonces se concedieron”. Agre- 
gó a continuación: “Me he detenido en este punto porque es 
conveniente fijar ideas al respecto. No puede haber dos constitu- 
ciones, y, sobre todo, no puede haber un pacto superior a la 
Constitución de la República y a la misma soberanía nacional 
encarnada en el Cuerpo Legislativo”.** 

En la discusión particular, en la que se puso a consideración 
el proyecto de la Cámara de Representantes y las modificaciones 
de la Comisión de Legislación, Vásquez Acevedo tuvo una inter- 
vención preponderante. Quiso colocar la discusión— en la que 
tuvo como contrincante a Batlle— por encima de los intereses 
de partido. “Hago esfuerzos— dijo— para evitar toda discusión 
partidaria en este asunto, porque creo que debemos prescindir 
completamente de ocuparnos de las conveniencias de los partidos 
en el desempeño de nuestra elevada misión de mandatarios del 
pueblo. Quizá sea yo un idealista, pero no encuentro razonable y 
patriótico que nos pasemos pesando los intereses de cada partido 
al hacer las Leyes que han de regir en nuestro país. Son los in- 
tereses de la nación, son los preceptos de la justicia y del dere- 
cho los que deben guiarnos únicamente en el ejercicio de nuestro 
mandato”. 

En otro pasaje de su alegato, Vásquez Acevedo señaló cual 
era la misión de los legisladores: “Los sostenedores de esta ley 


18 “Diario de Sesiones de la H. Cámara de Senadores”. Tomo LXXVII 
ya citado, págs. 300-301. 
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como de otras leyes con que se nos amenaza, están incurriendo 
en un error que es preciso condenar. Suponen que por el hecho 
de haber sido nombrados por un partido determinado, están en- 
cargados de defender a ese partido y de patrocinar sus intereses 
ante todo y sobre todo. Eso no es exacto. Su misión consiste en 
representar las ideas de su partido, sólo las ideas. La diferencia 
que existe entre una y otra cosa es grande. Esto es lícito y natural, 
aquello es ilegítimo e inmoral”. Apoyó estos conceptos con la 
autoridad de Lieber quien sostenía que “El verdadero Diputado 
está al servicio del pueblo, no va al Parlamento a servir sus 
asuntos particulares, ni los intereses de su partido, ni de una 


. . . . . .... . ”1i0 
clase previlegiada, ni a una simple división de la nación”. 


En la sesión del 24 de mayo de 1901 el proyecto quedó 
aprobado en primera discusión general y particular con las en- 
miendas propuestas por la Comisión de Legislación. Vásquez 
Acevedo sólo obtuvo que se aumentara el número de suplentes, 
en cuyo sentido abogó, a fin de evitar recurrir a las Comisiones 
Directivas de los partidos para su designación, pero no logró 
eliminar el artículo que confería dicha facultad a las Comisiones 
partidarias.** Quedó sancionado en la sesión del 29 de mayo, 
luego de la segunda discusión en la que el Dr. Vásquez Acevedo 
no volvió a hacer uso de la palabra. Fue promulgado por el 
Poder Ejecutivo el 31 de mayo de 1901. 


IV 


En el período de sesiones extraordinarias de fines de 1901, 
la Cámara de Senadores tuvo a su consideración un proyecto de 
creación de dos Regimientos de Caballería que por iniciativa del 
Poder Ejecutivo ya había aprobado la Cámara de Representantes. 
Vásquez Acevedo se opuso vigorosamente a la sanción de este 
proyecto por que veía en él una amenaza a las libertades públicas. 
Fue ésta una actitud personal. En sus Memorias dice que solo 
fue secundado por algunos de sus amigos políticos en la Cá- 
mara, “otros, dirigidos por el Dr. Rodríguez Larreta apoyaron 
el Proyecto por cálculos políticos extraviados”. Explica que “Al- 


19 "Diario de Sesiones de la H. Cámara de Senadores”. Tomo LXXVII 
ya citado, págs. 308-310. : 

20 “Diario de Sesiones de la H. Cámara de Senadores”. Tomo LXXVII 
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gunos compañeros de causa y particularmente Don Enrique Ana- 
ya, Presidente del Directorio, me vieron a mi para que no com- 
batiese el proyecto de los Regimientos por arreglos celebrados 
con Cuestas, pero yo me negué con firmeza a acceder al pedido 
por creer que no debía sacrificar los deberes del cargo a cálculos 
egoístas de partido, ni cejar de convicciones hondamente arraiga- 
das, en cuyo triunfo se encontraban a mi juicio comprometidas 
las instituciones democráticas”.? 


En la sesión del 29 de noviembre de 1901, Vásquez Aceve- 
do se opuso a que el proyecto de creación de los Regimientos 
fuese tratado sobre tablas como había mocionado el senador por 
Paysandú, D. Setembrino E. Pereda. Señaló que el asunto no 
era sencillo ni urgente, únicos casos previstos por el Reglamento 
para alterar la orden del día. Diferido para la sesión del 2 de 
diciembre, Vásquez Acevedo expuso con mayor amplitud las con- 
sideraciones que había formulado cuando pidió la postergación 
del asunto. Puso de manifiesto que no justificaba la creación 
de los Regimientos el aumento de población y de centros agríco- 
las e industriales, como argumentaba el Poder Ejecutivo para 
fundamentar su iniciativa. “Las fuerzas de línea —expresó— 
no están destinadas a velar por la tranquilidad de los particula- 
res y la seguridad de sus intereses, sino en casos extraordinarios 
o excepcionalísimos. Su misión es defender las instituciones y los 
Poderes Públicos en los casos de conmoción interior y la dignidad 
e integridad del Estado en los de ataque exterior. La protección 
de los habitantes y de los intereses particulares es del resorte 
exclusivo de la policía. Si pues— concluyó— se hubiera pro- 
ducido el aumento extraordinario e imprevisto de población— 
que no acusan a la verdad las mismas estadísticas oficiales— lo 
que correspondería sería aumentar la policía y no crear nuevos 
Regimientos de Caballería o de otra clase”. Rechazó, también, 
el argumento que se había hecho en la Cámara de Representantes: 
el de garantir el orden público contra posibles trastornos políti- 
cos. Dijo que debía considerársele inexacto por que el Poder 
Ejecutivo no lo aducía en su Mensaje. Pero Vásquez Acevedo no 
se limitó a demostrar la falta de justificación de las creaciones 
solicitadas por el Poder Ejecutivo, sino que expuso las razones 
económicas y políticas que se oponían a ellas. En primer lugar 
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señaló lo que significaban, como erogación en un Presupuesto 
General que no se cubría o se cubría apenas todos los años, y 
sobre “un presupuesto especial de guerra, que no tiene igual, 
puede asegurarse, en ningún otro país, dada la población y los 
recursos del muestro”. “Para cubrir esa erogación —señaló— 
sería menester echar mano de recursos onerosos, impopulares e 
injustos”. Puso de manifiesto —además— la injusticia que im- 
portaba destinar nuevas sumas para aumentar el ejército cuando 
se rechazaban proyectos “verdaderamente” útiles para el país por 
falta de recursos. Consideraba que si se podía disponer de los 
$ 150.000 que demandaba la creación de los Regimientos, lo 
juicioso sería destinarlos a satisfacer las sentidas necesidades de 
caminos, puentes, escuelas, cárceles y otras obras útiles desaten- 
didas en aquel momento. Respecto a las razones políticas que 
había para oponerse al proyecto expresó que constituía un pe- 
ligro para las instituciones democráticas y para la libertad in- 
dividual. “Los ejércitos permanentes numerosos —dijo— consti- 
tuyen un peligro verdadero para las instituciones democráticas. 
Esto lo vienen enseñando desde mucho tiempo atrás todos los 
escritores liberales, y lo acredita la experiencia de una manera 
dolorosa. Nosotros tenemos ya un ejército muy grande, Según 
he podido comprobarlo con el Presupuesto a la vista, nuestro 
ejército se compone de más de 4.000 hombres, es decir, de más 
de la mitad del ejército ordinario regular de la República Ar- 
gentina y de Chile, que tienen, la una cinco ó seis veces y la otra 
cuatro veces más población que nuestro país. A esos 4.000 hom- 
bres de línea, hay que agregar otros 4.000 soldados, más ó 
menos bien organizados, pero al fin soldados, de que se compo- 
nen las policías de toda la República, las compañías urbanas y 
las guardias de cárceles. Tenemos, pues, un ejército de 8.000 
soldados para una población de 800.000 habitantes. Si fuera, pues, 
el caso de hacer algo, lo que correspondería no sería aumentar el 
ejército, sino reducirlo y reducirlo mucho”. “Por último, conviene 
rener presente, muy presente, —agregó— otra observación que 
hace el señor miembro informante de la Comisión en minoría; 
y es la manera como se constituye el ejército en nuestro país. 
La Ley establece que se reclutará por enganche voluntario; pero 
todos sabemos que en la práctica, sinó, todos, una gran parte de 
los soldados se obtienen por la fuerza. Decretar, pues, la creación 
de dos Regimientos más, importaría decretar una verdadera ca- 
lamidad sobre el país. 600 soldados más, son 600 ciudadanos que 
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se arrebatan al hogar y al trabajo; — son quizá 600 atentados 
contra la libertad individual. Esta sola consideración, sinó hubiera 
otras, bastaría, á mi juicio, para rechazar el proyecto del Poder 


Ejecutivo”.”* 


Vy 


Integrante de la generación principista del 72 formada en 
la escuela liberal que exaltó los valores del individuo frente al 
Estado, Vásquez Acevedo fue en su vida pública un consecuente 
sostenedor de sus principios. De ahí que una de las características 
de su gestión legislativa fue la permanente defensa de los de- 
rechos y las garantías individuales. Ello se puso de manifiesto 
tanto en la conducta vigilante que observó frente a los actos 
del Poder Ejecutivo, cuyos desbordes no vaciló en denunciar, 
como en el cuidadoso estudio de los proyectos de leyes a fin 
de eliminar lo que en ellos pudiera constituir o interpretarse 
como una limitación a aquellas libertades. Fue así que al discu- 
tirse un proyecto de ley sobre impuesto de timbres y papel se- 
llado remitido por la Cámara de Representantes, Vásquez Ace- 
vedo observó que su artículo 21 establecía un timbre de cin- 
cuenta centésimos a las licencias acordadas para el ejercicio de 
industrias, profesiones u oficios. Este artículo tenía un inciso 
en que se decía que dichas licencias se expedirían gratuitamente 
por las Jefaturas Políticas. Vásquez Acevedo presentó una mo- 
ción para que se suprimiera dicho inciso por considerarlo lesivo 
de la libertad individual. “No conozco —dijo— Ley ninguna 
que obligue a los ciudadanos o habitantes de la República a 
pedir licencias en las Jefaturas Políticas o a cualquiera otra auto- 
ridad, para el ejercicio de las industrias, profesiones, artes u ofi- 
cios. No me explico por eso absolutamente la referencia inciden- 
tal que hace esta ley de impuestos a tales licencias, que serían, 
por otra parte, en mi concepto, un verdadero ataque inútil e in- 
justificado a la libertad individual. Entiendo que es simplemente 
una práctica; pero una práctica arbitraria que es oportuno pres- 
cribir, suprimiendo referencias que pueden tomarse como una 
aprobación de ella, Si se piensa que las industrias, profesiones, 
artes u oficios, deben pagar algún impuesto además del que es- 
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tablecen las leyes de Patentes, que se cree en hora buena, pero no 
en la forma de licencias para el ejercicio de actos perfectamente 


libres”. 


El senador Juan Pedro Castro, defendió la disposición im- 
pugnada por Vásquez Acevedo expresando que, si bien es cierto 
no conocía la ley de donde arrancara esa práctica, ella existía y 
era antiquísima. Creía que debía tener su razón de ser aunque 
—dijo— puede estar mal calificarla como licencia. No estaba de 
acuerdo con su supresión aunque si, en que se cambiara la de- 
signación. “Seguramente no es apropiada —expresó— la palabra 
licencia, desde que siendo libre por la Constitución el ejercicio 
de toda profesión o industria honesta, la Jefatura Política no 
puede rehusar la licencia que se le pide a los abogados, a los pro- 
curadores, a los escribanos, en fin, a cualquier comerciante o in- 
dustrial. Puesto que es una licencia obligada podría calificársela 
de algún otro modo y si eso se propone, por mi parte lo acepta- 
ré”.* Vásquez Acevedo insistió en su moción desde que —dijo— 
el senador por Tacuarembó no había dado razón alguna que jus- 
tificara las licencias que combatía. “Piensa el señor senador por 
Tacuarembó —agregó— que las licencias pueden ser útiles del 
punto de vista estadístico; pero hay otras formas de obtener datos 
estadísticos sin imponer a los ciudadanos la violencia de ir a 
pedir un permiso a la Jefatura Política para ejercer una industria 
u oficio o cualquier otro acto permitido por las leyes. Declaro 
que a mi me ha hecho una impresión dolorosa esta disposición 
que no conocía. Hay que rechazar con energía los ataques a la 
libertad individual donde quiera que se encuentre y para mi hay 
en las licencias a que alude esta Ley un ataque a esa libertad y 
ataque que no se debe seguir tolerando. La constancia del ejer- 
cicio de una industria, profesión, arte u oficio, se puede lograr de 
otra manera; se puede lograr por medio de la oficina encargada 
de la cobranza del impuesto de patente o de cualquier otra ofi- 
cina o funcionarios públicos. Es notorio que existen una porción 


de recursos sencillos para el efecto en una administración bien ' 


organizada, sin necesidad de obligar a los ciudadanos a que con- 
curran a la Jefatura Política a pedir licencias que no se les pueden 
negar, porque no hay ninguna ley que determine los motivos 


23 "Diario de Sesiones de la H. Cámara de Senadores”, Tomo LX XVII 
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en que se pueda basar la policía para una resolución desfavo- 
rable”.? 

A pesar de dos votaciones negativas, el inciso impugnado 
por Vásquez Acevedo fue finalmente aprobado. La defensa de 
los derechos individuales avasallados frecuentemente durante el 
gobierno de Cuestas requirió reiteradas intervenciones del Dr. 
Alfredo Vásquez Acevedo. En el período de receso de 1901, 
cuando Vásquez Acevedo ocupaba el cargo de Vicepresidente de 
la Comisión Permanente, apoyó la interpelación promovida por 
el diputado Eduardo Brito del Pino al Ministro de Gobierno sobre 
la prisión del Dr, Juan Francisco Lacoste. Lacoste había cen- 
surado en un acto público a la policía. Fué aprehendido, ence- 
rrándosele en un patio destinado a delincuentes comunes y luego 
fué excarcelado por orden del Poder Ejecutivo sin forma de pro- 
ceso alguno.” 

El Ministro de Gobierno Eduardo Mac Eachen presentó un 
memorandum que pasó a estudio de una Comisión Especial in- 
tegrada por los Doctores Vásquez Acevedo, José Espalter y los 
diputados Benito M. Cuñarro, Eduardo Brito del Pino y Mar- 
tin Berinduague.” 

En la sesión del 24 de octubre, la Comisión Permanente 
trató el asunto. La Comisión Especial produjo dos informes, el 
de la mayoría observando la conducta del Poder Ejecutivo y el de 
la minoría, absolviéndolo. Vásquez Acevedo al dar su voto favo- 
rable al informe de la Comisión en mayoría demostró la irre- 
gularidad del procedimiento de las autoridades tanto al detener 
a un ciudadano que no había cometido delito, como lo demostró 
haciendo un alegato de abogado defensor, como en la excarce- 
lación del mismo por simple resolución del Poder Ejecutivo. 

“Para mí —dijo— lo grave que hay en el asunto, no es la 
prisión del Dr. Lacoste: es la sustitución que hay en el caso, de 
la voluntad de la ley por la voluntad de los magistrados. Lo que 
yo creo grave, es que no rija, que no gobierne la ley misma, es 
que sea la voluntad de los funcionarios públicos la que decida 
de la suerte de los ciudadanos. Si la policía creyó que el señor 
Lacoste había delinquido, debió someterlo a su juez competente. 


25 "Diario de Sesiones de la H, Cámara de Senadores”. Tomo LXXVII 
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Eso es lo que se hace todos los días, y cuando la policía se equi- 
voca, el juez repara el mal. Pero aprehender a un ciudadano por 
simple resolución de una autoridad cualquiera para ponerlo en 
libertad en seguida por orden de la misma autoridad es sustituir, 
como digo, al gobierno de la ley, el gobierno de los hombres”.** 

Por eso creía que la Comisión Permanente debía aprobar la 
resolución propuesta por la Comisión Especial en mayoría, salvo 
algunas modificaciones que iba a proponer en la discusión par- 
ticular. En ésta, el Dr. Vásquez Acevedo sostuvo que el Poder 
Ejecutivo había contravenido —no disposiciones constitucionales 
como decía el informe de la Comisión Especial en mayoría— sino 
disposiciones de carácter legal por lo cual presentó otra fórmula 
de minuta cuyo texto era el siguiente: “Hágase presente al Poder 
Ejecutivo que la Honorable Comisión Permanente considera que 
en la aprehensión, detención y excarcelación del ciudadano don 
Juan Francisco Lacoste han sido infrigidas disposiciones legales 
y espera que dictará medidas eficaces para prevenir nuevos ata- 
ques a la libertad y seguridad individual”. Al fundamentarla 
expresó: “La Constitución establece que no podrá ser preso nin- 
gún ciudadano sino infraganti delito, y la cuestión aquí está en 
saber si había o no delito, Esa no es cuestión constitucional, sino 
simplemente legal. Por eso no me parece que es el caso que in- 
voca la Constitución. Lo que creo es que el Poder Ejecutivo ha 
encontrado delito donde no había delito. De manera que es ahí 
donde está la falta, y no en la violación de la Constitución. Y 
donde está la otra infracción del Poder Ejecutivo, es en haber 
puesto en libertad a un ciudadano que se creía delincuente, 
cuando debió ser pasado a sus Jueces competentes. De manera 
que es violación de otra ley, pero no violación de la Constitución. 
Me parece que es obvio, pues, que no son disposiciones consti- 
tucionales las que han sido infringidas, sino disposiciones legales. 
Se ha considerado delito lo que no es delito”.*” Esta minuta pro- 
puesta por el Dr. Vásquez Acevedo resultó finalmente aprobada. 


28 "Diario de Sesiones de la H. Comisión Permanente”. Tomo XI 
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Por idéntica consideración de orden legal y adhesión a los 
principios que consideraba justos apoyó en otra oportunidad el 
dictamen de la Comisión Especial sobre la resolución que la 
Comisión Permanente debía adoptar frente al arresto decretado 
por el Poder Ejecutivo del Teniente General Máximo Tajes y 
los generales Santos Arribio y Valentín Martínez. Estos militares 
habían incurrido en faltas disciplinarias y correspondía al Poder 
Ejecutivo el castigo, en su carácter de jefe superior del ejército. 
Habían contravenido el decreto del 14 de setiembre de 1891 que 
prohibía a los militares en actividad afiliarse a centros o clubs 
políticos y concurrir a reuniones de ese carácter “agravando, ade- 
más, su falta con la circunstancia de haber consentido tácita- 
mente o con su voto a las resoluciones adoptadas en dichas reu- 
niones en que se hicieron inculpaciones al Poder Ejecutivo, cen- 
surándose su conducta y atribuyéndosele el propósito de inter- 
venir ilegalmente en las elecciones de Representantes para la 
próxima Legislatura”.” 

“Con menos motivo y fundamento — dijo Vásquez Ace- 
vedo al dar su voto — el Tribunal Superior de Justicia impide 
a los jueces y funcionarios de su dependencia formar parte de 
clubs políticos y tomar parte activa en la política e igual prohi- 
bición pesa sobre los empleados superiores de Instrucción Pri- 
maria. Se dirá —agregó— que se impone de esta manera una 
gran limitación a la libertad política, pero más grandes limita- 
ciones tienen los militares, según los códigos de todos los países y 
según el que se halla en vigencia entre nosotros y esas limitaciones 
obedecen a una fundada razón: el ejército tiene que ser regido 
por una disciplina rigurosa pues solo así puede evitarse que se 
convierta en una amenaza y en un peligro para los mismos 


intereses que está encargado de proteger”.” 


Vásquez Acevedo expresa en sus Memorias que el período 
legislativo de 1902 fué para él de intensa agitación y de gran 
labor. Es que no podía desvincularse del momento político que 
se vivía. Se estaba en el último año del gobierno del presidente 
Cuestas. La próxima renovación presidencial daba lugar a una 
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Eso es lo que se hace todos los días, y cuando la policía se equi- 
voca, el juez repara el mal. Pero aprehender a un ciudadano por 
simple resolución de una autoridad cualquiera para ponerlo en 
libertad en seguida por orden de la misma autoridad es sustituir, 
como digo, al gobierno de la ley, el gobierno de los hombres”. 

Por eso creía que la Comisión Permanente debía aprobar la 
resolución propuesta por la Comisión Especial en mayoría, salvo 
algunas modificaciones que iba a proponer en la discusión par- 
ticular, En ésta, el Dr. Vásquez Acevedo sostuvo que el Poder 
Ejecutivo había contravenido —no disposiciones constitucionales 
como decía el informe de la Comisión Especial en mayoría— sino 
disposiciones de carácter legal por lo cual presentó otra fórmula 
de minuta cuyo texto era el siguiente: “Hágase presente al Poder 
Ejecutivo que la Honorable Comisión Permanente considera que 
en la aprehensión, detención y excarcelación del ciudadano don 
Juan Francisco Lacoste han sido infrigidas disposiciones legales 
y espera que dictará medidas eficaces para prevenir nuevos ata- 
ques a la libertad y seguridad individual”. Al fundamentarla 
expresó: “La Constitución establece que no podrá ser preso nin- 
gún ciudadano sino infraganti delito, y la cuestión aquí está en 
saber si había o no delito. Esa no es cuestión constitucional, sino 
simplemente legal. Por eso no me parece que es el caso que in- 
voca la Constitución. Lo que creo es que el Poder Ejecutivo ha 
encontrado delito donde no había delito. De manera que es ahí 
donde está la falta, y no en la violación de la Constitución. Y 
donde está la otra infracción del Poder Ejecutivo, es en haber 
puesto en libertad a un ciudadano que se creía delincuente, 
cuando debió ser pasado a sus Jueces competentes. De manera 
que es violación de otra ley, pero no violación de la Constitución. 
Me parece que es obvio, pues, que no son disposiciones consti- 
tucionales las que han sido infringidas, sino disposiciones legales. 
Se ha considerado delito lo que no es delito”. Esta minuta pro- 
puesta por el Dr. Vásquez Acevedo resultó finalmente aprobada. 


28 "Diario de Sesiones de la H. Comisión Permanente”. Tomo XI 
antes citado, pág. 268. 

29 "Diario de Sesiones de la H, Comisión Permanente” Tomo XI 
ya citado, págs. 269-270. “Este incidente volvió a indisponerme con Cuestas 
que no era capaz de comprender la conducta enérgica de los hombres de 
principios y creyó que yo obraba a impulso de animosidades contra él. Desde 
entonces me declaró la “guerra”, anotó el Dr. Vásquez Acevedo de su puño 
y letra al margen de la crónica parlamentaria de la sesión, en el Libro 5 
de su archivo particular. (Museo Histórico Nacional. Colección de Ma- 
nuscritos. Tomo 1890, pág. 75). 
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Por idéntica consideración de orden legal y adhesión a los 
principios que consideraba justos apoyó en otra oportunidad el 
dictamen de la Comisión Especial sobre la resolución que la 
Comisión Permanente debía adoptar frente al arresto decretado 
por el Poder Ejecutivo del Teniente General Máximo Tajes y 
los generales Santos Arribio y Valentín Martínez. Estos militares 
habían incurrido en faltas disciplinarias y correspondía al Poder 
Ejecutivo el castigo, en su carácter de jefe superior del ejército. 
Habían contravenido el decreto del 14 de setiembre de 1891 que 
prohibía a los militares en actividad afiliarse a centros o clubs 
políticos y concurrir a reuniones de ese carácter “agravando, ade- 
más, su falta con la circunstancia de haber consentido tácita- 
mente o con su voto a las resoluciones adoptadas en dichas reu- 
niones en que se hicieron inculpaciones al Poder Ejecutivo, cen- 
surándose su conducta y atribuyéndosele el propósito de inter- 
venir ilegalmente en las elecciones de Representantes para la 
próxima Legislatura”.* 

“Con menos motivo y fundamento — dijo Vásquez Ace- 
vedo al dar su voto — el Tribunal Superior de Justicia impide 
a los jueces y funcionarios de su dependencia formar parte de 
clubs políticos y tomar parte activa en la política e igual prohi- 
bición pesa sobre los empleados superiores de Instrucción Pri- 
maria. Se dirá —agregó— que se impone de esta manera una 
gran limitación a la libertad política, pero más grandes limita- 
ciones tienen los militares, según los códigos de todos los países y 
según el que se halla en vigencia entre nosotros y esas limitaciones 
obedecen a una fundada razón: el ejército tiene que ser regido 
por una disciplina rigurosa pues solo así puede evitarse que se 
convierta en una amenaza y en un peligro para los mismos 


intereses que está encargado de proteger”.” 


Vásquez Acevedo expresa en sus Memorias que el período 
legislativo de 1902 fué para él de intensa agitación y de gran 
labor. Es que no podía desvincularse del momento político que 
se vivía. Se estaba en el último año del gobierno del presidente 
Cuestas. La próxima renovación presidencial daba lugar a una 


30 Informe de la Comisión Especial de la Comisión Permanente 
suscrito por los Drs. Eduardo Brito del Pino y José Espalter el 29 de 
noviembre de 1901. (“Diario de Sesiones de la H. Comisión Permanente”. 
Tomo XI ya citado, pág. 298). 

31 "Diario de Sesiones de la H. Comisión Permanente”. Tomo XI 
ya citado, pág. 300. 
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serie de combinaciones políticas en las que estaban en juego las 
miras del oficialismo que buscaba prolongarse en el poder; los 
intereses del grupo colorado independiente que deseaba alcan- 
zarlo y las aspiraciones del Nacionalismo empeñado en man- 
tener las conquistas del Pacto de la Cruz. A ello se sumaban 
las aspiraciones de José Batlle y Ordóñez y el grupo de sus ad- 
herentes políticos que tenía ya un perfil bien definido dentro del 
Partido Colorado. Las actitudes de los legisladores llamados a 
ser los electores del futuro presidente necesariamente no podían 
desconocer esa realidad, ni prescindir de sus condicionantes. Por 
otra parte, ciertas actitudes del Presidente Cuestas, cuya “índole 
arbitraria” destaca Vásquez Acevedo, provocaban su reacción. Lo 
distanciaba de él una vieja enemistad desde la época en que 
desempeñaba el Rectorado de la Universidad y Cuestas era Mi- 
nistro de Instrucción Pública, que no había podido superarse a 
pesar del espíritu conciliador de que dió muestras Vásquez Ace- 
veds, ante los buenos oficios del Dr. Juan Carlos Blanco cuando 
ingresó al Senado. En sus Memorias recuerda que en los pri- 
meros meses del año 1902 “las arbitrariedades de Cuestas con- 
tinuaron”, Por sospechas no siempre motivadas hacía llevar a 
la cárcel a personajes de la situación anterior o a militares que 
le eran hostiles, Con ocasión del encarcelamiento del Dr. Miguel 
Herrera y Obes y de otros ciudadanos —dice— formé el propó- 
sito de promover una interpelación; pero todos los amigos del 
Senado y del Directorio juzgaron que podría producirse a con- 
secuencia de ella un rompimiento ruidoso del partido nacional 
con el gobernante, que obstaría al desenvolvimiento de los planes 
que se alimentaban sobre la nueva Presidencia y podría dar 
estímulo a los que todavía ansiaban resolver por la fuerza el 
problema político”.** El Partido Nacional creía en ese momen- 
to —continúa Vásquez Acevedo— en la posibilidad del triunfo 
de la candidatura a la presidencia de la República del Dr. Juan 
Carlos Blanco “y esperaba que sus esfuerzos combinados con los 
de un grupo de colorados adictos a la misma candidatura serían 
de resultado eficaz si Cuestas mo los contrariaba”. “Contábamos 
—agrega— con 37 votos en la Asamblea del grupo nacionalista, 
de manera que con un pequeño concurso colorado era posible 
asegurar el triunfo”. En esa situación, Vásquez Acevedo debió 
desistir de la interpelación pero formuló un amplio proyecto de 


32 "Revista Histórica”. Tomo XXXVI, pág, 224. 
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ley de Habeas Corpus que presentó pocos días después al Senado. 
Con él se proponía poner freno a las prisiones arbitrarias de 
ciudadanos. 


yI 


El proyecto lleva fecha 3 de marzo de 1902 y al funda- 
mentarlo expresaba Vásquez Acevedo que, de acuerdo a la Cons- 
titución de la República, era uno de los primeros deberes de la 
Asamblea General dictar leyes para la protección de todos los 
derechos individuales. Obedeciendo a ese precepto la ley de julio 
de 1874 había establecido la institución del habeas corpus que 
quedó derogada en el período de la dictadura de Latorre, en 1877, 
sin que hasta ese momento se hubiera establecido ningún otro 
recurso para garantizar la libertad y seguridad personal de los 
ciudadanos. Su proyecto se proponía llenar ese vacío. Con él se 
satisfacía —a su juicio— una necesidad de todos los tiempos y 
de todas las situaciones políticas. “La institución del habeas cor- 
pus, que él restablece con gran amplitud —explicaba— cons- 
tituye una garantía no solamente contra los abusos de mandones 
arbitrarios, sino contra los errores y ligerezas de magistrados bien 
intencionados. El objeto del proyecto es asegurar para hoy, para 
mañana y para siempre la libertad y seguridad contra ataques 
de los funcionarios públicos, y hacer imposibles graves atenta- 
dos contra esos mismos derechos que tienen por causa vicios Or- 
gánicos de nuestra embrionaria democracia”. Se reservaba exponer 
en la discusión particular el fundamento de sus principales dis- 
posiciones. No tuvo oportunidad de ello porque razones de orden 
político determinaron su estancamiento en el Senado.” 

El proyecto de Vásquez Acevedo se basa en la norma con- 
tenida en el artículo 113 de la Constitución de la República 
que establece, que ningún ciudadano puede ser privado de su 
libertad personal sino, en caso de infraganti delito o habiendo 
semi plena prueba de él, con orden escrita de juez competente; 
interpreta dicha norma; fija detalladamente el procedimiento a 
que deben sujetarse los funcionarios y los magistrados en su 
cumplimiento; las responsabilidades en que incurren en caso de 
violación o incumplimiento de la misma y los recursos que asis- 
ten a los ciudadanos. Vásquez Acevedo comienza por definir 
claramente las situaciones de infraganti delito y semiplena prueba 


33 Véase Apéndice N° 1. 
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de él; reconoce el derecho que le asiste al detenido de ocurrir 
ante los Tribunales Superiores o los jueces que correspondan, 
para conocer la causa de su prisión. Acuerda igual derecho al que 
fuere retenido en arresto por más de 24 horas sin ponérsele a 
disposición de su juez natural, derecho que puede ser ejercitado 
por cualquier persona a su nombre sin necesidad de poder. Fija 
en 48 horas el plazo en que debe expedirse el juez o Tribunal 
al que se ha recurrido, que deberá decretar la inmediata libertad 
si comprobare que la prisión del recurrente, se efectuó sin cum- 
plirse los requisitos legales. En caso de que, habiendo mérito 
para la prisión, se hubiesen alterado algunas de las formalidades 
prescritas, deberá decretar el inmediato cumplimiento de los pre- 
ceptos constitucionales, de lo contrario el juez o Tribunal invo- 
cado, incurrirá en idéntica responsabilidad que el funcionario que 
hubiese decretado la prisión indebida o retenido al reo en su 
poder por más de 24 horas sin pasarlo a su juez natural. Pres- 
dribe que las irregularidades cometidas por los jueces en la 
aprehensión de las personas, se reparan por la vía de los recur- 
sos legales. Establece garantías contra los excesos de la justicia 
militar al disponer que, en caso de que ésta invada la jurisdicción 
común, aprehendiendo o enjuiciando a personas no sujetas al 
fuero militar, el aprehendido o cualquiera en su nombre podrá 
ocurrir ante el Tribunal Pleno el que dentro de 48 horas deberá 
resolver el asunto. Contra los excesos policiales en caso de in- 
fracciones sancionadas con multas, dispone que el infractor no 
podrá ser reducido a prisión sino en caso de negarse a pagar 
la multa o garantir su pago. Protege a los ciudadanos de las 
levas forzosas al disponer que son aplicables sus disposiciones 
a los casos de personas que, sin previo y formal contrato de 
enrolamiento, fueran tomadas para el servicio de las armas. 
Declara mulos dichos contratos cuando han sido celebrados des- 
pués que el ciudadano fuera incorporado por la fuerza al ser- 
vicio militar. Los enrolados en esas condiciones no pueden ser, 
apresados ni juzgados como desertores. Por el artículo 14 ex- 
tendía el recurso de habeas corpus a los casos de privaciones de 
la libertad individual en aplicación de las medidas de seguridad 
previstas en el último inciso del artículo 81 de la Constitución, 
cuando el Poder Ejecutivo no hubiere dado cuenta a la Asamblea 
General o Comisión Permanente de la aprehensión realizada 
dentro del término de 48 horas. El proyecto contenía todavía 
otras dos disposiciones destinadas a asegurar la libertad indivi- 
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dual. La primera contenida en el artículo 16 hacía extensiva la 
excarcelación bajo fianza a todas las causas comunes y militares 
que no merecieran pena de muerte, presidio, penitenciaría o más 
de dos años de prisión; con esto se quería poner fin a una prác- 
tica de la justicia militar que —<como las penas corporales no 
eran excarcelables según la Constitución— consideraba como 
tales a todas aquellas que limitaban la libertad individual por 
lo cual ningún procesado por dicha justicia podía obtener la li- 
bertad bajo fianza. La segunda disposición, aclaratoria también 
de la morma constitucional, establecía que el allanamiento del 
domicilio privado sólo podía efectuarse por decreto de juez com- 
petente, para la instrucción del sumario o para el enjuiciamien- 
to del delito. 

Juan Andrés Ramírez comentó este proyecto del Dr. Vás- 
quez Acevedo en una serie de artículos que publicó en el diario 
La Razón.* Aplaudió la iniciativa cuya importancia puso de ma- 
nifiesto. Expresó que en nuestro país los principios fundamentales 
del recurso de habeas corpus se encontraban en la Constitución 
de 1830 pero faltaba el mecanismo que asegurara su practica- 
bilidad y las sanciones a quienes los infringieran. Recordaba que 
la Asamblea principista de 1873 quiso llenar ese vacío con la 
ley de julio de 1874 que la dictadura de Latorre dejó sin efecto. 
Consideraba muy oportuna la presentación de un proyecto de 
éste carácter de cuya eficacia, una vez sancionado, no tenía dudas. 
"No podríamos decirlo —expresa— si viviéramos bajo uno de 
esos déspotas que todo lo atropellan, instituciones, leyes, derechos, 
sin obedecer a otro principio que el de la fuerza bruta. Podemos 
decirlo, cuando está en el gobierno un hombre como el señor 
Cuestas. Arbitrario, es éste, sin duda, en sus resoluciones, y es- 
casos sus miramientos para con la libertad de los ciudadanos 
pero siempre, justo es decirlo, trata de dar a sus ordenes un 
cierto aspecto de legalidad. Atropella con violencia llevado por 
sus pasiones, y sin embargo, en cierto punto se detiene. Alli donde 
la acción de los otros poderes tiene campo para hacer sentir su 
influencia con el apoyo de la ley. Por eso, una ley clara y explí- 
cita, que suministre los medios necesarios para corregir las su- 
percherías con que, a menudo, se atropella el derecho de los 
ciudadanos, sustrayéndolos a sus jueces naturales o de otro modo 
cualquiera, y que haga sentir sobre todos los funcionarios la gra- 
vísima responsabilidad en que incurren si proceden ilegalmente 
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contra la libertad personal, es una ley sabia, una ley preciosa 
en los actuales momentos”.** 

Sin embargo al analizar cada una de las disposiciones conte- 
nidas en el proyecto del Dr. Vásquez Acevedo, Ramírez formuló 
algunas observaciones. La primera de ellas se refería a la ex- 
clusión que, en el artículo 1o., se hacía de las autoridades mi- 
litares, cuando se enunciaban los funcionarios a quienes alcan- 
zaban las exigencias requeridas para la aprehensión de los 
ciudadanos. Entendía que la enunciación hecha en el artículo 
lo. debía tener la misma amplitud que en el artículo 5o., vale 
decir, debía comprender a los funcionarios policiales y militares, 
La segunda observación se refería a los casos de semi plena 
prueba del delito, en los que la aprehensión puede realizarse sin 
mandato del juez competente, casos que habían sido consigna- 
dos en el proyecto de Código de Precedimiento Penal del propio 
Vásquez Acevedo, pendiente aún de sanción legislativa, pero que 
no estaban incluídos en el proyecto de ley de habeas corpus, en 
cuyo artículo 30. solo se enumeran los casos de semi plena prue- 
ba en que la aprehensión puede verificarse en virtud de orden 
escrita del juez competente. Ramírez dice que, según el proyecto 
de Código de Procedimiento Penal, son cuatro los casos en que 
la policía no necesita orden del juez para aprehender: "lo. al 
que después de haber sido sorprendido “infraganti” delito con- 
siguiese escapar de la acción pública; 2o. al que se hubiese fugado 
estando preso por causa pendiente; 3o, al que se hubiese fugado 
del establecimiento penal en que debiere cumplir la condena 
que se le hubiere impuesto”, El 4o. caso sería el de un motín, 
sedición o asonada o hecho criminal al que hayan concurrido 
muchas personas y no sea posible determinar exactamente a los 
culpables. Para esas situaciones, el proyecto de Código de Vás- 
quez Acevedo disponía que podían ser aprehendidos todos los 
que se encuentren presentes y no esten exentos de participación. 
Ramírez entiende que la inclusión de éstas situaciones en el pro- 
yecto de habeas corpus sería un buen complemento de las dis- 
posiciones que contiene, porque “amplía de una manera razo- 
nable las facultades de la autoridad policial que de otra manera 
podría encontrarse cohibida en el desempeño de su cometido y 
ser impotente pata llenar cumplidamente la misión conservadora 
que le incumbe dentro de la sociedad”.** 


35 “La Razón”, Montevideo, Marzo 8 de 1902 en Apéndice N? 1, 
36 “La Razón”. Montevideo, Marzo 14 de 1902 en Apéndice N? 1. 
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Los recursos establecidos en el proyecto no ofrecen reparos 
a la crítica de Ramírez; por el contrario señala que mediante 
un procedimiento breve y sumario se corrige facilmente “cual- 
quier atentado y aún la más leve trasgresión de las formalidades 
tutelares de la libertad individual”. “Plazos breves, trámites sen- 
cillos, sanciones fáciles e inmediatamente aplicables, tales son 
—dice— en general las condiciones que debe reunir la parte pro- 
cesal de una ley de habeas corpus, y no hay duda de que el 
proyecto del doctor Vásquez Acevedo las llenas de una manera 
que no puede ser más satisfactoria”. Por ello opinaba que no 
debían ser alterados los artículos del No. 5 al No. 10 aunque 
éste le sugería una observación: la reparación por la vía de 
los recursos legales en caso de irregularidades cometidas por 
los propios jueces en la aprehensión de las personas. Hacía 
notar que esto era posible una vez comenzado el sumario, pero 
en el momento inmediato a la aprehensión, el detenido no puede 
hacerse oir, no tiene defensor y está entregado en absoluto al juez. 
Expresa Ramírez que un juez “con fútiles pretextos o sin ellos” 
puede faltar al deber elemental de comenzar el sumario en el 
plazo que le impone la ley procesal; puede “dejar que transcurra 
el tiempo sin efectuar los actos indicados y mantener así en 
prisión a un inocente, sin interrogarlo, sin oir sus defensas, sin 
darle ocasión de justificarse o de obtener por lo pronto, la libertad 
provisional”. Reconoce que en el procedimiento ordinario hay 
recursos contra esas trasgresiones, pero son largos y dispendiosos. 
Considera que una ley de habeas corpus debe preveer el fácil co- 
rrectivo de esa falta del magistrado como lo hace con las faltas 
de los funcionarios dependientes del Poder Ejecutivo. Sugiere 
que cualquier persona que tenga conocimiento de un detenido 
por más de 24 horas, que no ha sido interrogado ni se le ha 
nombrado defensor, pueda reclamar sin necesidad de mandato 
especial, ante magistrados superiores y que estos deban expe- 
dirse prontamente “restableciendo el imperio de la ley procesal 


y aplicando al juez omiso o culpable una sanción inmediata”.*” 


Al comentar el artículo 11 del proyecto, en que se preveen 
recursos contra los actos arbitrarios de la justicia militar 
—aprehensión o enjuiciamiento de personas no sujetas a la ju- 
risdicción militar— Ramírez señala su oportunidad en vista de 
los procedimientos de Cuestas que en repetidas ocasiones “ha 
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pisoteado la libertad de los ciudadanos, sustrayéndolos a sus 
jueces naturales, encerrándolos en fortalezas, sometiéndolos a una 
justicia sobre la que tiene una influencia poco menos que omni- 
potente”. Mientras se tramita la contienda de competencias pasan 
los días —dice— y “cuando se va a fallar, para evitar que se falle 
y quede sentado el precedente contrario a la arbitrariedad favo- 
recida por los jueces militares, el presidente de la República pro- 
nuncia la frase de perdon, y abre las puertas de la cárcel a quie- 
nes legalmente no pudieron estar en ella un solo instante”. Ra- 
mírez apunta que convendría, para que se cumpliera el propósito 
perseguido por el Dr. Vásquez Acevedo de evitar ese abuso, 
agregar un plazo breve para que la justicia militar cumpliera lo 
dispuesto por el Tribunal pleno al que se recurrió, bajo las penas 
establecidas para los que indebidamente retienen en prisión a 
una persona.** 


La observación más importante que formula Ramírez al pro- 
yecto de Vásquez Acevedo se refiere al artículo 14. Comparte el 
propósito que lo anima, que no es otro —dice— que el de sal- 
vaguardar las libertades individuales aun en las situaciones ex- 
traordinarias previstas en el artículo 81 de la Constitución, evi- 
tando el abuso frecuente de los gobiernos que, facultados para 
suspender, en casos de conmoción interior o peligro exterior, 
el regimen legal ordinario, olvidan la prescripción constitucional 
de dar cuenta de ello inmediatamente a la Asamblea General o 
a la Comisión Permanente, estando a su resolución pero no 
acepta la solución que en él se da al problema. Referidas las 
medidas prontas de seguridad a la aprehensión de una persona, 
el Poder Ejecutivo, según el artículo 14 del proyecto de habeas 
corpus, debía dar cuenta al Poder Legislativo en el término de 
48 horas y en caso de no hacerlo, correspondía poner en juego 
el recurso de habeas corpus. Ramírez considera que esta disposi- 
ción “lejos de amparar la libertad personal restringe las garan- 
tías que la Constitución ha dado a dicha libertad” por lo que no 
la acepta. Fundamenta su opinión en el artículo 83 de la Cons- 
titución que establece que el presidente de la República no 
puede privar de la libertad personal a individuo alguno y en el 
caso de exigírselo así urgentemente el interés público— que 
sería el caso del artículo 81 — se limitará al simple arresto “con 
obligación de ponerlo en el perentorio término de 24 horas a 
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disposición de juez competente”. Apoyaba su opinión, además, 
en la ley de noviembre de 1873 que limitaba el alcance de las 
medidas prontas de seguridad conferidas en el artículo 81, con 
los artículos 136 y 143 de la Constitución que establecían que 
ninguno puede ser penado ni confinado sin forma de proceso 
y sentencia legal y que la seguridad individual no podía sus- 
penderse sino con anuencia de la Asamblea General o de la 
Comisión Permanente y en el caso extraordinario de traición o 
conspiración contra la patria y entonces solo será para la 
aprehensión de los delincuentes. Ramírez consideraba que la in- 
terpretación de Vázquez Acevedo limitaba las garantías que los 
constituyentes dieron a la libertad individual. Entendía que el re- 
curso de habeas corpus subsistía aun en situaciones extraordinarias 
y amparaba a todos los detenidos que pasaran más de 24 horas 
sin ser entregados a sus jueces, aun cuando se hubiera dado cuen- 
ta a la Asamblea General. El proyecto de Vásquez Acevedo lo 
hacía funcionar después de las 48 horas, si el Poder Ejecutivo 
no hubiera dado cuenta a la Asamblea." 

Vásquez Acevedo discrepó con esta interpretación del Dr. 
Ramírez. En carta que le dirigió el 19 de marzo de 1902, luego 
de señalar su conformidad con las anteriores observaciones, ex- 
puso los fundamentos de su artículo 14, Expresaba en un pasaje: 
"El artículo 83 de la Constitución dice efectivamente que el pre- 
sidente de la República no puede privar de su libertad personal 
a ningún individuo sino en el caso de exigirlo así urgentísima- 
mente el interés público, limitándose entonces al simple arresto 
de la persona, con obligación de ponerla en el perentorio término 
de 24 horas a la disposición de su juez competente. Pero esa 
prescripción constitucional, lo mismo que las de los artículos 
136 y 143 de la carta fundamental, que usted también invoca, 
hay que armonizarla con la del artículo 81. De otra manera 
resultaría que el Poder Ejecutivo en los casos de conmoción 
interior o ataque exterior no podría, entre las medidas de segu- 
ridad que le es permitido adoptar, aprehender o alejar aquellos 
ciudadanos que pueden constituir en ciertas circunstancias, por 
su poderosa influencia o prestigio, un grave peligro para la 
estabilidad de las instituciones o para el orden público. Obligado 
con arreglo a las doctrinas sustentadas por usted a entregar 
inmediatamente esos ciudadanos a la justicia, el Poder Ejecutivo 
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quedaría expuesto a que por falta de pruebas se decretase inme- 
diatamente su libertad. Y eso no sería razonable ni fundado. 
además de ser impracticable”. Más adelante agregaba: “El ar- 
tículo 83, aunque se refiere a exigencias urgentes del interés 
público, debe entenderse que alude a casos distintos de los que 
menciona el artículo 81. El artículo 136 solo establece una pres- 
cripción de carácter general que no excluye las excepciones pre- 
vistas o contempladas por la misma carta fundamental. En el caso 
no se trataría además, de penas propiamente dichas, sino de 
seguridades transitorias a que ciertamente no alude el artículo. 
El artículo 143 se refiere no ya a la aprehensión de un ciudadano 
sino a la suspensión general de las garantías individuales, o sea 
al estado de sitio, Todas esas disposiciones pueden perfectamente 
coexistir, sin perjuicio de la facultad extraordinaria y excepcional 
a que se refiere el último período del artículo 81. Esa facultad 
es necesaria y no puede hacerse depender de ninguna condición 
previa para su ejercitación, porque hay casos en que los acon- 
tecimientos no permiten dilación alguna. La garantía para los 
ciudadanos se halla sólo en la intervención que debe darse 
“expost facto” aunque inmediatamente, a la Asamblea General 
o Comisión Permanente, quien puede aprobar o desaprobar las 
medidas adoptadas por el Poder Ejecutivo debiendo estarse a su 
resolución. Por eso es que yo creí —agrega— deber acordar el 
recurso de “habeas corpus” para el caso de que transcurridas 


48 horas de la aprehensión no se hubiese llenado esa importante 
formalidad”.* 


Juan Andrés Ramírez mantuvo sus puntos de vista en la 
respuesta que dió a la explicación formulada por el Dr. Vásquez 
Acevedo. Creía que la doctrina que sostenía respecto al artículo 
81, era la verdadera; “la que fluye de la letra de la Constitución, 
la que se armoniza con el espíritu de los constituyentes y la que 
mejor consulta las exigencias opuestas de la libertad y del orden, 
asegurando la libertad de los ciudadanos sin dificultar por eso, 
mas de lo necesario y conveniente, la acción eficaz de los po- 
deres públicos”. Refutó con una argumentación muy sólida y 
convincente la interpretación de las normas constitucionales que 
fundamentaba la doctrina sostenida por el Dr. Vásques Acevedo. 
Insistió en que el artículo 83 era limitativo del 81. “El senador 
por Flores no niega —expresa Ramírez— y dice que ese caso 
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en el que un urgentísimo interés público exige la prisión de 
algunas personas es diferente del que ha previsto el inciso últi- 
mo del artículo 81. Podemos decir que tal aseveración no tiene 
fundamento aceptable. Bastan la gramática y el sentido vulgar 
para demostrarlo. El caso del artículo 83 envuelve todos los 
demas casos, inclusive los del artículo 81. La locución "en el caso 
de exigirlo urgentísimamente el interés público” es de una am- 
plitud que envuelve todos los otros términos empleados por la 
Constitución; es la locución general y abarca, por lo tanto, las 
mil situaciones en que el interés público exige la adopción inme- 
diata de medidas restrictivas de la libertad de los ciudadanos. En 
consecuencia, si ese artículo no permite al presidente de la Re- 
pública privar de su libertad a una persona sino para entregarla 
dentro de 24 horas a juez competente, ni aún en el caso de pe- 
ligro exterior o conmoción interior —artículo 81— le será dado 
ir más alla. ¿Qué podría invocar en ese caso el presidente? La 
existencia urgentísima del interés público. Y bien, aun invocando 
fundamento tan respetable, vería detenida su acción por ese ar- 
tículo 83, categóricamente restrictivo de las facultades del presi- 
dente de la República”. No admite tampoco Ramírez la inter- 
pretación del Dr. Vásquez Acevedo referente al artículo 136 de 
que se trata de una prescripción de carácter general que no 
excluye las excepciones previstas en la Constitución. Dice que 
el argumento por probar demasiado no prueba nada ya que pro- 
baría que el Poder Ejecutivo está facultado en casos extraordi- 
narios para imponer penas sin forma de proceso y sentencia 
legal, cosa que no cabe dentro de nuestra Constitución. Deduce 
entonces que el artículo 136 “rige aún en los casos extraordina- 
rios; que nadie puede ser penado ni confinado aun en tales 
casos, sin previa sentencia dictada en forma legal; que los le- 
gisladores de 1873 estuvieron en lo cierto cuando señalaron ese 
artículo, entre otros, como limitativo de las facultades extraordi- 
narias del Poder Ejecutivo”. Respecto al artículo 143, Ramírez, 
partiendo de la interpretación de Vásquez Acevedo de que no se 
refiere a la aprehensión de un ciudadano “sino a la suspensión 
general de las garantías individuales, o sea al estado de sitio” 
replica que si la suspensión de la seguridad individual dictada 
por la Asamblea no puede tener más objeto que la aprehensión 
de los delincuentes, “si fuera de ese único fin, aun mediando 
resolución de la Asamblea, recobran todo su imperio las garan- 
tías constitucionales, parece obvio que el presidente de la Repú- 
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blica, por sí solo no puede ir más lejos y que lo que no le es 
dado hacer sin autorización de la Asamblea, menos puede hacerlo 
por su voluntad exclusiva”. Concretando su posición expresa: 
“El presidente de la República en casos graves e imprevistos 
puede privar de su libertad a un ciudadano —artículo 81— 
pero con obligación de someterlo dentro de 24 horas a sus jueces 
naturales —artículo 83— y fuera de esas situaciones imprevis- 
tas que hacen indispensable la acción inmediata, puede obtener 
de la Asamblea la suspensión de la seguridad individual —ar- 
tículo 143— también al solo efecto de la aprehensión de los 
delincuentes. Ahí está la verdad. Tal es, según nuestro criterio, 
la verdadera doctrina de la Constitución de la República”. 


En otro orden de ideas discrepaba también el Dr. Ramírez 
con la resis sustentada por el Dr. Vásquez Acevedo: en el relativo 
al peligro que para el mantenimiento del orden y la estabilidad 
institucional implicaba la interpretación restrictiva de las facul- 
tades acordadas por el artículo 81 al Poder Ejecutivo. Con fer- 
vorosa convicción, expuso sus ideas al respecto: “Entendemos que 
nuestra Constitución ha creado, en materia de facultades extraor- 
dinarias, un sistema que siendo ampliamente tutelar para las 
libertades públicas, no priva al gobierno de la mínima autoridad 
indispensable para conjurar ciertas crisis extraordinarias, y mí- 
nima tiene que ser si no se quiere sacrificar la libertad al orden 
y la justicia a la seguridad general, sinó armonizar esos elementos 
igualmente dignos de consideración. El mal de nuestras socie- 
dades, al menos de treinta años a esta parte, no ha sido, como 
dicen a menudo los autoritarios, no ha sido la anarquía, sinó el 
despotismo; no ha sido el desenfreno de la plebe lo que ha obs- 
taculizado el desarrollo del organismo nacional. Ha sido el auto- 
ritarismo apoderándose del gobierno, absorbiendo todos los po- 
deres públicos, ahogando todas las libertades, y ese autoritarismo 
funesto halla satisfacción en las interpretaciones extensivas del 
artículo 81 de la Constitución y contra ese autoritarismo funesto 
han luchado todos los que buscan y encuentran sin esfuerzo en 
la misma Constitución la explicación restrictiva del indicado ar- 
tículo. No es exacto que al limitar la facultad extraordinaria 
del Poder Ejecutivo sobre la libertad personal, a la aprehensión 
de los delincuentes, quede maniatado, inerme, ante los golpes de 
los enemigos del orden. Tener el derecho de encarcelar a un 
ciudadano en cualquier momento, sin más que una denuncia, que 
una sospecha, no es, por cierto, carecer de atribuciones eficientes 
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en las horas de crisis. La simple aprehensión de los conspiradores, 
y el plazo no siempre breve que tendrán que permanecer en la 
cárcel sometidos a la justicia, unido a la convicción de que los 
planes están revelados, de que la autoridad los conoce, los sigue 
y los espera, es ya una buena defensa para el orden público. 
Conceder más, es abrir campo a todos los atropellos, mucho más 
en estos países, donde, á menudo, es inmensa la influencia del 
presidente de la República sobre el Poder Legislativo”. Terminó 
proclamando su fe en que “la libertad es la mayor custodia de 
la libertad y que la Constitución no exige, para rechazar los ata- 
ques que se le dirijan, otra cosa que el cumplimiento de los prin- 
cipios generales consagrados en la misma Constitución”.* 

Meses después de presentado el proyecto de “Habeas Corpus”, 
nuevos atentados a las libertades individuales indujeron a Vás- 
quez Acevedo a presentar un proyecto ampliatorio del de Habeas 
Corpus.** En sus Memorias, Vásquez Acevedo dice al respecto: 
"Las arbitrariedades del Presidente con sus antiguos amigos po- 
líticos tomaron formas cada vez más duras. Cuestas hacía condu- 
cir a la Fortaleza del Cerro a los militares que le eran desafectos 
o incurrían en cualquier falta de disciplina, como por ejemplo, 
doblar en una boca calle o entrar en una tienda para no salu- 
darlo cuando lo veían venir con su escolta, y a otros cuya con- 
ducta o antecedentes le parecían sospechosos los hacía vigilar y 
seguir por espías en forma humillante. Un incidente producido 
con el Coronel Tezanos, que revistió un carácter grave, me indu- 
jo a presentar en el Senado, como lección, ya que otra cosa ofre- 
cía dificultades para los amigos, un proyecto ampliatorio del de 
habeas corpus, por el que se prohibía encerrar a los militares en 
fortalezas o cuarteles por faltas disciplinarias, y se establecía que 
la vigilancia de la autoridad no debería jamás ejercerse en forma 
deprimente. También ese proyecto, cuyo alcance se comprendió, 
fué bien recibido y elogiado”.** Sin embargo, como el anterior, 
quedó detenido por razones de orden político, en la Comisión 
de Legislación del Senado. 


vu 


En mayo de 1902 se produjo un incidente ruidoso entre el 
Senado y el Poder Ejecutivo. Este solicitó la venia correspon- 
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diente para el nombramiento de tres directores del Banco Re- 
pública, los Sres. Fernando C. Pereda, Pedro Echegaray y Dr. 
José Espalter. El asunto fué considerado en sesión secreta, el 26 
de mayo. Algunos senadores, entre ellos Vásquez Acevedo, for- 
mularon observaciones a los nombramientos propuestos y las 
venias fueron denegadas. Días después, al salir del Senado los 
senadores que se habían opuesto a las venias fueron objeto de 
amenazas por una turba que los rodeó “sin que la policía hiciera 
lo más mínimo para prevenir o reprimir el atentado, lo que de- 
mostraba que se había procedido con su acuerdo o a instigación 
de Cuestas”. Así se expresa Vásquez Acevedo en sus Memorias, 
al relatar este suceso agregando que un grupo mumeroso de 
amigos políticos lo rodeó en la puerta del Cabildo para defen- 
derlo de la turba “que parecía dispuesta a todo” acompañándolo 
hasta la calle Rincón “donde —dice— cesaron los gritos de los 
marcianos”.** Al iniciarse la siguiente sesión del Senado, Vásquez 
Acevedo se refirió al hecho condenando enérgicamente la acti- 
tud del Poder Ejecutivo y señaló la necesidad de exigir el respeto 
a las inmunidades parlamentarias. 


Comenzó expresando que el Senado no podía guardar si- 
lencio frente a los hechos ocurridos. “Por más firme que sea 
—dijo— el propósito de esta Cámara de evitar contestaciones 
con el Poder Ejecutivo; por más grande que sea su deseo de 
perseverar en el plan de patriótica moderación que se ha trazado 
para sus relaciones con el gobierno, el honor de la Asamblea 
Nacional exige que se requiera una explicación de esos sucesos 
y una garantía eficaz de la libertad e independencia de sus 
miembros dentro y fuera del recinto legislativo. Existen presun- 
ciones de que la turba de mercenarios que insultó y rodeó en 
actitud amenazadora, á varios de los miembros del Senado, que 
no votaron el proyecto del Poder Ejecutivo, en momentos de 
salir de la última sesión, se han venido preparando para la eje- 
cución de su obra criminal, á vista y paciencia de las autoridades 
policiales, Quiero creer, por el honor de mi país, que esas pre- 
sunciones no son fundadas; quiero admitir también, por amor 
propio de oriental, que no existen en la República funcionarios 
capaces de valerse de turbas siniestras, para sofocar la libertad de 
los representantes del pueblo. 
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Quiero creer todo eso; pero la conducta de las autoridades 
policiales acusa, por lo menos, una criminal desidia ó un grave 
menosprecio de sus deberes mas elementales. Denunciados por 
todos los diarios durante varios días, los planes de la turba sedi- 
ciosa, la policia ha debido tomar medidas eficaces y completas 
para impedir la realizacion de ellos, colocando guardias suficien- 
tes en la plaza y en los alrededores de esta casa, como se hace 
aun en la mas insignificante reunion pública, siempre que existe 
motivo para temer desórdenes. La policía no hizo nada para im- 
pedir el delito definido y penado por las leyes, — delito de se- 
dicion y desacato; y lo que es mas grave aún no hizo nada, des- 
pues de consumado, para la aprehension y castigo de sus autores, 
á pesar de ser conocidos en gran parte y de haber sido designados 
hasta por sus nombres en muchas hojas de publicidad. 


El H. Senado no podría, sin mengua de su decoro, consen- 
tir en que quedaran impunes los funcionarios policiales que 
resulten responsables de tan grave falta. No podría tampoco 
seguir funcionando decorosamente si el P. E. no tomara medidas 
eficaces para evitar la repeticion de atentados análogos y para 
garantir la libertad é independencia de los miembros del Sena- 
do”.** Propuso a continuación una minuta de comunicación al 
Poder Ejecutivo cuyo texto era el siguiente: “Varios miembros 
del H. Senado, al retirarse de la sesión celebrada el último lunes, 
fueron insultados y rodeados en actitud amenazadora por una 
banda organizada de individuos, que se habian reunido frente al 
recinto del Cuerpo Legislativo. Apesar de haber sido denunciados 
con muchos dias de anticipacion por diversos diarios, los planes 
criminales de esos individuos, las autoridades policiales omitieron 
las precauciones comunes que su deber les manda observar en 
cualquier caso de amenazas contra el orden público, y con más 
razon, tratándose de amenazas contra la libertad y seguridad de 
los Representantes del pueblo. Es público, además, que no se ha 
intentado siquiera aprehender á los autores conocidos del cri- 
minal atentado, — no obstante haber sido dados los nombres de 
muchos de ellos por varias hojas de publicidad. En presencia de tan 
graves sucesos, el H. Senado ha resuelto en sesión de esta fecha, 
se pida al P. E. el inmediato castigo de los funcionarios que re- 
sulten responsables de las faltas enunciadas, así como la adop- 
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ción de medidas rigurosas que garantan de una manera eficaz la 
seguridad é independencia de los miembros del H. Senado”.*" 

Esta comunicación no fué enviada porque según Vásquez 
Acevedo “los cálculos políticos tuvieron más fuerza que los prin- 
cipios democráticos y el decoro parlamentario, y con excepción 
de unos pocos amigos políticos, el resto de los Senadores nacio- 
nalistas y colorados aliados, consideraron que no debían darse 
ulterioridades al asunto y mandaron mi proyecto a Comisión, lo 
que equivalía a encarpetarlo”.* Dos meses después el Poder Eje- 
cutivo remitió a la Comisión Permanente un nuevo pedido de 
venia para integrar el Directorio del Banco República. En la 
sesión del día 29 de Julio de 1902 se puso a consideración; 
aunque fue tratado en sesión secreta, la prensa dió cuenta que 
los Señores Setembrino Pereda, Juan A. Capurro, Rosalío 
Rodríguez, Diego M. Martínez y Vásquez Acevedo hicieron 


46 “Diario de Sesiones de la H. Cámara de Senadores”. Tomo LXXIX 
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José Luciano Martínez relata este episodio en su libro "Cuestas y su 
administración” en los siguientes términos: “Cuestas pretendió imponerse 
al Senado con el objeto de que éste le concediera la venia legal solicitada 
por el Poder Ejecutivo para nombrar miembros del Directorio del Banco 
de la República á los señores Fernando C. Pereda, Pedro Etchegaray y 
doctor José Espalter. 

El objetivo primordial de Cuestas era confiar en manos de políticos 
de su plena confianza intereses importantes, que para prosperar requieren 
permanecer alejados de la política y de sus luchas apasionadas. 

Cuestas no ahorró siquiera las amenazas desembozadas contra el H. 
Senado, contenidas en los artículos publicados en las columnas del diario 
oficial; pero el Senado, procediendo muy cuerdamente, dió un alto ejem- 
plo, y demostró su celo por los intereses públicos, manteniéndose firme 
en el propósito de mo conceder la venia que se le solicitaba. 

La negativa de la aquiescencia del Senado para efectuar el referido 
nombramiento, fué comunicada en el día al Poder Ejecutivo. 

Desde entonces, cuando se iban á tratar cuestiones que tenía interés 
directo en que fueran sancionadas por la Cámara alta, Cuestas dió en llenar 
la barra del Senado con gente reclutada en los más bajos fondos sociales, 
especialmente con tahures de ruletas y el marcianaje policial, á cuyo frente 
figuraba un garitero apodado el Tábano. 

Todos ellos iban provistos de un descomunal garrote en la diestra, y 
un instrumento que llaman sapito ó cri-crí, en la izquierda, para armar la 
más tremenda rechifla á los senadores que se opusieran á las pretensiones 
presidenciales. 

La población de la capital presenció indignada los vergomzosos es- 
pectáculos de las postrimerías del gobierno de Cuestas, que retrotraían la 
cultura nacional á épocas de oprobio que ya se conceptuaba imposible 
resucitar y que, sin embargo, Cuestas renovó para su gloria. 

El escándalo que en la sesión celebrada por el Senado en la tarde del 
lunes 9 de Junio, al tratarse el proyecto del Poder Ejecutivo sobre la 
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salvedades al dar sus votos. Conocemos la formulada por Vás- 
quez Acevedo porque la ha dejado consignada de su puño y 
letra al margen de una crónica periodística de la sesión en que 
se trató el asunto. Repudia el sectarismo del gobierno. Dice 
textualmente: “Manifesté que no negaría mi voto a la aceptación 
de los tres candidatos propuestos por el gobierno pero le reproché 
a éste que no reaccionara contra el sistema de exclusivismo par- 
tidario, llevando al Banco a ciudadanos del partido nacional asi 
como que por buscar personas de la relación particular del Pre- 
sidente o de sus amigos, no se tuvieran en cuenta los intereses 
mismos del Banco, que exigían en su directorio hombres de ma- 
yor preparación intelectual y comercial y de mayor representación 
en la industria o el comercio”.** Es explicable esta reserva de 
Vásquez Acevedo. Como ya hemos visto, creía que la política de 


compatibilidad ó incompatibilidad entre las funciones de legislador y las 
de miembro del Directorio del Banco de la República, produjo la policía 
con el concurso de los tertulianos de los garitos y prostíbulos, y que era 
especialmente dirigido contra los senadores que no votaron el mensaje 
del Ejecutivo, no tenía en la historia parlamentaria del país precedente 
que se le asemejara. 

Desde las primeras horas de la tarde los grupos de gariteros y tahures 
se situaron en la plaza frente al Cabildo, á la espera de los senadores 
independientes. 

La indigna asonada tuvo su obertura musical con un prólogo de sil- 
bidos. La pitada formidable fué dirigida contra el senador don Juan Carlos 
Blanco, a quien además se le recibió con una gritería de malón, sobre- 
saliendo en la explosión de aquel vocerío pampeano los gritos de “¡Abajo 
los pasteleros!” "¡Mueran los traidores!” "¡Viva el Gobierno!”. 

Con iguales gritos y sonatas fueron recibidos los demás senadores 
que contribuyeron con sus votos á rechazar el mensaje del Ejecutivo. 

Toda la prensa independiente — El Tiempo, El Siglo, La Tribuna Po- 
pular, El Nacional y demás diarios — censuró con acritud los hechos, 
considerándolos como atentatorios á la independencia del Poder Legislativo y 
como verdaderamente desdorosos para la dignidad del país. 

Tanta trascendencia tuvo la mazhorcada, que, á raíz de estas escenas, 
propias de un pueblo semi bárbaro, un diputado presentó a la Cámara de 
que formaba parte un proyecto de ley que establecía penas especiales para 
los que de obra ó de palabra ofendieran á los miembros del Cuerpo 
Legislativo en el acto de retirarse del recinto en que éste celebra sus sesiones. 

Todo lo que el periodismo tenía de más culto inculpó al Presidente 
de la República de ser el promotor de los disturbios ocurridos y de los 
atentados realizados á la vez contra la independencia de la Asamblea y 
contra la tranquilidad pública. 

La prensa misma fué amenazada, lo que pinta acabadamente el cuadro 
de la situación creada por las neurosis del soberbio y envanecido gober- 
nante” (págs. 386-88). 

48 Museo Histórico Nacional. Colección de Manuscritos. Tomo 1890. 
Libro 5 del Archivo del Dr. Alfredo Vásquez Acevedo: “Discursos en el 
Senado y Comisión Permanente. Años 1901 y 1902” pág. 140. 
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coparticipación, en la cual se estaba desde el Pacto de la Cruz, 
constituía el instrumento adecuado para propiciar la evolución 
cívica del país y el consiguiente alejamiento de la lucha armada 
como medio de dirimir las contiendas entre los partidos. Servir 
a esa política había sido una de las motivaciones que tuvo para 
ingresar a la vida legislativa. De ahí su actitud en el asunto de 
las venias en el que creyó ver una nueva manifestación del par- 
tidismo exclusivista que alimentaba las pasiones políticas. Para 
contribuir a su desaparición a principios de ese año 1902, había 
presentado al Senado un proyecto de ley sobre días festivos y de 
duelo nacional. No desconocía el aspecto económico de la cues- 
tión cuando hacía notar que mientras Inglaterra, Francia, Alema- 
nia, Estados Unidos, Bélgica y otras naciones, interrumpían el 
trabajo cincuenta y seis o cincuenta y siete días al año, en 
nuestro país eso ocurría en setenta y cuatro O setenta y cinco, 
pero asignaba al asunto mayor importancia del punto de vista 
político. Consideraba que era una cuestión de educación política; 
por eso al fundamentar su proyecto explicó claramente su pen- 
samiento: “El animo se contrista —dijo— y se contrista hon- 
damente en presencia del culto intencional que se hace entre 
nosotros de los odios y rencores politicos, algunas veces con el 
concurso de la autoridad pública. Vamos en camino de perder 
las conquistas alcanzadas a favor de la propaganda elevada y 
patriótica que hombres eminentes han hecho en distintas epocas 
de nuestra vida nacional, en pro de la tolerancia publica, del 
olvido de los agravios recíprocos, de la morigeración de las pa- 
siones y sentimientos de partido. Las luchas políticas de los últi- 
mos tiempos, — han estimulado de tal manera, en ciertos centros, 
aún cultos y sanos, las pasiones partidarias, que si no se cono- 
ciera la realidad de las cosas, parecería que vivíamos en un es- 
tado precursor de guerras civiles desesperantes y no en medio 
de una paz bienhechora y llena de promesas y esperanzas. La 
ley no puede valerse de medios coercirivos para modificar las 
costumbres e impedir los extravíos de la exaltación partidaria, 
Pero ella tiene en su mano el modo de disminuir; por lo menos 
las ocasiones propicias para la excitacion de los odios y resenti- 
mientos de partido. Y eso es lo que yo voy buscando con el 
Proyecto que se ha leído. Las disposiciones vigentes, señalan días 
de fiesta cívica, que responden por la intención, más que á otra 
cosa, a la conmemoración, de hechos relacionados directamente 
con las luchas civiles. Se halla en tal caso la del 3 de Febrero. 
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La batalla de Monte Caseros, de que esta fecha es aniversario, 
no es un suceso histórico mas glorioso que la batalla de Las 
Piedras, la del Rincón, la del Sarandí ó la de Ituzaingó. Entre- 
tanto, mientras éstas no se commemoran ni recuerdan casi en 
sus aniversarios, aquella se celebra infaliblemente todos los años, 
haciéndose mas en nuestro país que en la misma República Ar- 
gentina, donde el 3 de Febrero simboliza un acontecimiento de 
grande é indiscutible valor. Lo que ocurre con los días de duelo 
nacional es más grave aun. Casi todos esos días están ligados de 
tal manera a nuestras guerras civiles ó á los hombres que tu- 
vieron mayor figuración en ellos, que en realidad son considera- 
dos mas que como glorificadores de carácter nacional, como sa- 
tisfacciones de espíritu partidista. Para los que pensamos, pues, 
que solo es posible asegurar para la República un porvenir dig- 
no, glorioso y feliz— por la paz, por la coparticipación de los 
partidos en el poder, por el olvido de los viejos odios y renco- 
res, por la moderación y la prudencia,— es obra de patriotismo 
y sensatez propender a que se supriman todos los estímulos de 
exaltación partidaria, en lo que cabe y es posible, sin menoscabo 
de la libertad individual.“ 


El proyecto no tuvo andamiento; quedó encarperado en la 
Comisión de Legislación. En sus Memorias, Vásquez Acevedo 
explica el fracaso: “Mi proyecto —dice— era perfectamente ra- 
zonable; pero algunos amigos políticos creyeron que la supresión 


49 "Diario de Sesiones de la H. Cámara de Senadores”. Montevideo, 
1903. Tomo LXXVIII, págs. 449-452. 
“El Senado y Cámara de Representantes, reunidos en Asamblea General 


DECRETAN 


Artículo 19 — Se declaran únicos días de fiesta cívica en la República, 
los siguientes: 

El 19 de Abril, aniversario del desembarco de los Treinta y Tres. 

El 25 de Agosto, aniversario de la Declaración de Independencia. 

El 18 de Julio, aniversario de la Jura de la Constitución. 

Art. 22 — El Poder Ejecutivo proveerá lo conveniente para que sean con- 
memorados los gloriosos acontecimientos que esos días señalan. Las oficinas 
públicas, sin embargo, sólo serán clausuradas el 25 de Agosto. 

Art, 39 — Quedan suprimidos los días de duelo nacional establecidos por 
leyes o disposiciones anteriores, 

Art. 4% Las Autoridades públicas no concurrirán en ninguna forma a la 
conmemoración de sucesos de la historia nacional relacionados con las 
contiendas civiles, 

Art. 59 — Comuníquese, etc. — Montevideo, Febrero 26 de 1902. Alfredo 
Vásquez Acevedo. Senador Por Flores”. 
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de los absurdos días de duelo nacional podían herir susceptibi- 
lidades que convenía evitar en aquellos momentos”.”” 

Es de hacer notar que Vásquez Acevedo, consecuente con 
el criterio histórico de su generación, todavía en 1902, exalta la 
tradición patria a partir de la Cruzada Libertadora de Lavalleja. 
Sin embargo, el proceso de reivindicación de la figura de Artigas 
y de las glorias de la Patria Vieja, al que asistió sin participar 
en él, le han permitido valorar con una misma escala la tras- 
cendencia de la batalla de Las Piedras y las de Rincón, Sarandí 
e Ituzaingó.” 


VIII 


A principios del mes de julio de 1902 la designación de 
la Comisión Permanente que fiscalizaría la acción del Ejecutivo 
durante el receso parlamentario —15 de julio a 14 de febrero— 
suscitó muevos desagrados entre el gobierno, y el Senado. En 
ambas cámaras legislativas el oficialismo se encontraba en mi- 
noría frente a la alianza existente entre los colorados indepen- 
dientes y los nacionalistas que se disponían a elegir una Comi- 
sión Permanente contraria a la voluntad de Cuestas, Este intentó 
romper aquella alianza pero no lo logró. El senador Rufino T. 


50 "Revista Histórica”. Tomo XXXVI. Nota 135 en la pág. 223. 

51 Respecto a las ideas que el Dr. Vásquez Acevedo tenía sobre 
Artigas, ilustran los siguientes documentos: “Mont. Agosto 29/ 900 — 
Distinguido Compatriota: La Comisión Provisional Pro Artigas que tengo 
el honor de presidir resolvió en su última reunión nombrar a Vd. para 
integrarla en unión de los señores generales Nicomedes Castro, Eduardo 
Vazquez y Salvador Tajes y los señores A. Vásquez Acevedo, A. Rodríguez 
Larreta y Manuel Artagaveitia. Esperando de su patriotismo la aceptación 
de tan honroso cometido me es grato saludarlo con mi mas distiguida 
consideración — José P. Ramírez. Pte. Pedro Requena Bermúdez, Scto”. 

Sr. Dr. A. Vásquez Acevedo (Museo Histórico Nacional. Colección 
de manuscritos. Tomo 1778, Original manuscrito en el tomo X del archi- 
vo particular del Dr. Alfredo Vásquez Acevedo.) “Montevideo Setiembre 
19 de 1900. Sr, Presidente de la Comisión Provisional “Pro Artigas” Dr. 
Don José Pedro Ramírez. — Aunque estoy profundamente convencido de 
la necesidad de levantar un monumento en Montevideo, que antes que 
ningún otro, simbolice las glorias de la patria, ([no]) soy de los que 
([ven en]) (piensan que en) el General Artigas (mo se halla) la en- 
carnación de esas glorias. Me considero por esta razón inhabilitado para 
formar parte de la Comisión que Vd dignamente preside; por lo que espero 
se aceptará mi excusación y se designará a otro compatriota para remplazar- 
me. Aprovecho la ocasión para reiterar a Vd. las seguridades de mi consi- 
deración y estima. Alfredo Vásquez Acevedo”. (Museo Histórico Nacional. 
Colección de Manuscritos. Tomo 1778. Borrador manuscrito de puño y letra 
del Dr. Alfredo Vásquez Acevedo en el tomo X de su archivo particular.) 
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Domínguez aparecía como candidato a la presidencia de la fu- 
tura Comisión Permanente. En esa situación Cuestas tomó una 
medida destinada a quebrar la oposición del Senado y a intimi- 
dar a sus miembros. 


Vinculada al asesinato de un señor Carlos Pallini, ocurrido 
en Buenos Aires, se denunció la existencia de una fantástica cons- 
piración contra Cuestas en la que el gobierno involucró a los 
senadores del grupo colorado independiente, Rufino T. Domín- 
guez y José R. Mendoza. El 12 de julio de 1902 el presidente 
de la República dispuso el arresto y destierro de ambos. Mendoza 
no resistió la orden de prisión; fue apresado cuando salió de su 
casa. Conducido a la Comandancia de Marina donde se le tuvo 
incomunicado fue luego enmbarcado en el vapor Júpiter para 
Buenos Aires sin más trámite. Domínguez que se encontraba en 
su domicilio, se resistió a entregarse. Sin embargo al día siguiente 
13 de julio, la orden de Cuestas fue cumplida sin resistencia de 
parte del senador Domínguez. El gobierno había adoptado toda 
clase de providencias para hacer efectiva su prisión. Según in- 
formaba la prensa, un cerrajero, un herrero y carpinteros para 
forzar la puerta en caso de resistencia, habían sido incorporados 
a las fuerzas encargadas de cumplir la orden del gobernante. Do- 
mínguez fue conducido a la jefatura de policía y luego embarcado 
en el “Chapicuy” que fondeó a cierta distancia de la costa desde 
donde, más tarde, fue conducido al “Eolo” sin permitírsele co- 
municación con nadie. Este lo condujo a Buenos Aires. El 
Senado presidido por el Dr. Juan Carlos Blanco se reunió 
en la tarde del día 12 para considerar el asunto. El pri- 
mero en hacer uso de la palabra fue el Dr. Vásquez Acevedo 
quien había sido uno de los senadores que había solicitado la 
reunión del Cuerpo. Condenó enérgicamente la actitud del go- 
bierno no sólo porque lesionaba los derechos individuales sino 
también las inmunidades parlamentarias y la dignidad del Senado. 


Luego de referirse a la prisión de los senadores Domínguez 
y Mendoza puntualizó que la Constitución establecía de manera 
terminante, que los senadores y diputados no podían ser presos 
sino infraganti delito y en tal caso con la condición expresa de 
dar cuenta “inmediatamente” a la respectiva Cámara. Agregó 
que no se corría riesgo alguno de errar afirmando que los sena- 
dores apresados no habían sido sorprendidos infraganti delito. 
Señaló además, que el Poder Ejecutivo no había dado cuenta 
de la causa de la prisión. La gravedad de tal conducta exigía 
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que el Senado considerara el asunto para resolver lo que juz- 
gare más acertado en defensa de los principios constitucionales. 

Vásquez Acevedo integró a continuación, conjuntamente con 
José Batlle y Ordóñez y Eduardo Acevedo Díaz, la Comisión 
Especial designada para dictaminar en el asunto. Se resolvió 
aconsejar al Senado el envío de una minuta al Poder Ejecutivo 
en la que se le observaba que no estaba facultado para adoptar 
tal medida “sino en el caso y con las condiciones taxativamente 
establecidas por el artículo 50 de la Constitución, es decir, in- 
fraganti delito y dando inmediata cuenta a la Cámara respecti- 
va”. En consecuencia, no mediando las circuntancias constitucio- 
nales indicadas, el Senado esperaba que el Poder Ejecutivo “or- 
denara sin dilación, la libertad de los señores senadores por 
Canelones y Florida”. Aprobada por el Senado fue inmediata- 
mente cursada al Poder Ejecutivo. ” 

Cuestas no contestó esta minuta al Senado sino que envió 
un mensaje a la Asamblea General dando cuenta de los sucesos y 
estando a su resolución.” 


52 “Diario de Sesiones de la H. Cámara de Senadores”. Montevideo, 
1903. Tomo LXXX, pág. 103. 

El Dr. Vásquez Acevedo, en sus Memorias, anota respecto a esta 
minuta enviada al Poder Ejecutivo: "Batlle que en todas las ocasiones hacía 
empeño para no indisponerse con Cuestas, cuyo apoyo esperaba para el 
éxito de su candidatura presidencial, hizo los mayores esfuerzos para ate- 
nuar en todo lo posible los términos de la minuta. Lo ayudó en el propó- 
sito el Dr. Juan P. Castro; pero Acevedo Díaz y yo nos mantuvimos firmes 
en lo fundamental de la minuta combatiendo las tendencias de Batlle y 
Castro”. (“Revista Histórica”, T. XXXVI, pág. 227). 

53 “Montevideo, Julio 14 de 1902. Honorable Asamblea General: 
En cumplimiento de los artículos 79 y 81 de la Carta Fundamental, el 
Poder Ejecutivo ha tomado las medidas que requieren el orden y la seguridad 
del Estado, que expresa el decreto que en copia autorizada adjunto. 

El Poder Ejecutivo hubiera dado inmediatamente cuenta al Honorable 
Senado, con arreglo al artículo 50, y á la Honorable Asamblea con su- 
jeción al artículo 81 de la Constitución, pero la resistencia del señor Do- 
mínguez á cumplir lo ordenado, ha impedido que el Poder Ejecutivo cum- 
pliera con ese deber. 

Hoy que el decreto se ha cumplido y que los señores Domínguez y 
Mendoza se encuentran alejados del país provisoriamente y hasta que los 
ánimos tomen la serenidad que no debía perderse por razones del mo- 
mento, el Poder Ejecutivo tiene y tendrá el honor de dar á la Honorable 
Asamblea General todas las explicaciones que sean necesarias, á fin de 
que los actos del Poder Ejecutivo sean debidamente apreciados. 

Todos los Gobiernos que se inspiran en el orden, y la paz, ponen al 
servicio de la sociedad todo lo que puede ser eficaz al bien general, cuales- 
quiera que sean las responsabilidades en que puedan incurrir ante las opi- 
niones extraviadas. 

Así lo entendió el buen administrador y ciudadano don Bernardo 
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El mismo día de recibido el mensaje del Ejecutivo, —14 
de julio de 1902— la Asamblea General reunida para conside- 
rarlo, lo sometió al dictamen de la Comisión de Legislación 
integrada por la de ambas cámaras la que debió expedirse en 
cuarto intermedio. La Comisión de Legislación expresaba en su 
informe que no eran suficientes las razones aducidas por el Poder 
Ejecutivo para el destierro de los Senadores Dominguez y Men- 
doza, que importa el desconocimiento de las garantías constitu- 
cionales y legales a la libertad de los ciudadanos y muy espe- 
cialmente a los legisladores y que prescinde del procedimiento 
establecido por disposiciones constitucionales según la ley in- 
terpretativa de 21 de noviembre de 1873. Pero como el Poder 
Ejecutivo manifestaba que no le era posible entrar en el detalle 
de los hechos por el momento y prometía enviarlos a la Asam- 
blea General o a la Comisión Permanente, se esperaba que ese 
envío se haría inmediatamente a fin de que el Cuerpo Legisla- 
tivo pudiera sin demora, dictar la resolución definitiva que co- 
rrespondía de acuerdo a la parte final del art. 81 de la Consti- 
tución de la República, resolución a la que el Poder Ejecutivo 
debería sujetar su conducta. Este dictamen no contó con la una- 
nimidad de las opiniones de sus integrantes, Vásquez Acevedo, 
Julián Graña y Martín Aguirre lo firmaron discordes pues en- 
tendían que debía, sin más dilaciones, desaprobarse la conducta 


Berro, Presidente de la República en su tiempo, alejando del país á varios 
ciudadanos espectables, —Senadores á la sazón—, resolución tomada en 
beneficio del orden y la tranquilidad pública, la que fué muy aplaudida 
por los intereses honestos del país. 

Igual determinación tomó el Presidente del Senado en ejercicio del 
Poder Ejecutivo en 1897, alejando del país á dos Senadores y algún otro 
ciudadano, por convenir así á los intereses públicos. 

Igual aprobación de los intereses conservadores y políticos, recibió 
esta resolución del Gobierno, porque alejaba la posibilidad de agitaciones 
políticas en la Capital, y tal vez en todo el país. El Poder Ejecutivo no 
solicitó el desaforo previo de los Senadores nombrados, no solo por tra- 
tarse de medidas prontas de seguridad, sino también por no considerar 
necesario ese requisito, de conformidad con lo que dispone el artículo 50 
de la Constitución, que no lo exije para los casos de infraganti delito, como 
es el que al presente ha ocurrido. f 

El Poder Ejecutivo entiende, de acuerdo con la doctrina generalmente 
seguida por los tratadistas de Derecho Constitucional y Criminal que tra- 
tándose de delitos subversivos contra el orden público, el solo descubri- 
miento de su preparación importa sorprender á sus autores en el hecho 
infraganti, pues de lo contrario resultaría que la simple proposición y la 
conspiración para tales delitos, á pesar de ser transgresiones que el artículo 
117 del Código Penal castiga, nunca serían susceptibles de acto infraganti, 
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del Poder Ejecutivo y exigirse la revocación de la medida tomada 
contra los senadores Dominguez y Mendoza. 

Así lo sostuvo enérgicamente en la Asamblea, Eduardo Ace- 
vedo Díaz. Esta discordia dió lugar a un amplio debate en el que 
diversos senadores usaron la palabra para defender una y otra 
posición. Vásquez Acevedo fundamentó su discrepancia mani- 
festando que no había necesidad alguna de esperar los nuevos 
datos del Poder Ejecutivo. Los que la Asamblea poseía “bastan 
y sobran —dijo— para adoptar una resolución”. Luego agregó: 
“El art. 50 de la Constitución establece que los senadores y Di- 
putados no pueden ser presos sino infraganti delito y del propio 
mensaje del Poder Ejecutivo resulta de una manera clara, inter- 
giversable, que los señores senadores por la Florida y Canelones 
no han sido presos en el acto de delinquir. Es cierto que el Poder 
Ejecutivo desenvuelve una teoría especial sobre lo que debe en- 
tenderse por infraganti delito en el caso de conspiración; pero 
esa teoría no tiene apoyo ninguno ni en nuestra legislación ni 
en la legislación de ningún país del mundo. Debe considerarse, 
por consiguiente, que el artículo constitucional ha sido violado 
por el Poder Ejecutivo sin ningún género de dudas”. 


desde que esos hechos se realizan siempre en una forma completamente 
secreta. 

Dados, pues, estos antecedentes, la doctrina que establece el Honorable 
Senado, no puede ser absoluta, y mucho menos cuando de la seguridad 
pública se trata. 

Por lo demás, el Poder Ejecutivo es el primero en el respeto á las 
leyes, habiéndolo comprobado en una actuación laboriosa y difícil de cerca 
de cinco años. 

El Poder Ejecutivo ha contraído un compromiso formal con el país 
de sostener la paz y el orden hasta el fin de su gobierno y lo cumplirá 
cualesquiera que sean los peligros que tenga que arrostrar y las resistencias 
que se vea obligado á vencer en todo trance. 

Encontrándose aún el Gobierno en observación de los sucesos que 
pueden producirse en contra del orden público y seguridad del Estado, y 
en espera de otros datos, no le es posible por el momento entrar en deta- 
lles de la conspiración que se proyectaba, pero lo hará luego que pueda 
formar el memorandum exacto, que es el deber del Poder Ejecutivo pasar 
á la Honorable Asamblea General ó á la Comisión Permanente en su receso. 

En el decreto de extrañamiento de los señores Mendoza y Domínguez 
que se acompaña á Vuestra Honorabilidad, se encuentra el fundamento esen- 
cial de la medida adoptada en bien de los intereses generales del país. 

Saluda á Vuestra Honorabilidad con toda consideración. 


JUAN L. CUESTAS. 
Eduardo Mac-Eachen.” 


(“Diario de Sesiones de la H. Asamblea General”. Tomo X, 1906, pág. 
6 a 8). 
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Señaló que había otra violación a la Constitución. “El artícu- 
lo 81 —expresó— en su período final, acuerda al Poder Ejecutivo 
la facultad de tomar medidas prontas de seguridad en los casos 
graves e imprevistos de conmoción interior o ataque exterior, 
Analizando o midiendo bien estas palabras no puede menos de 
reconocerse que la Constitución ha querido referirse únicamente 
a los casos de rebelión ya producidos o de amenaza inminente 
al orden público con caracteres imprevistos y de verdadera gra- 
vedad”. Manifestó que para desterrar senadores, aprisionar ciu- 
dadanos, amordazar a la prensa, llevar la alarma a los hogares, 
atemorizar al comercio y a la industria, desacreditar al país en 
el exterior, era necesario mucho más que simples sospechas de 
conspiración, eran necesarios hechos positivos, amenazas reales 
contra el orden constituído, que se impongan por su evidencia. 
En su concepto lo que correspondía era contestar al Poder Eje- 
cutivo en los términos que señaló el Senador por Maldonado, 
E. Acevedo Díaz, cuya fórmula perfeccionada su redacción por 
Vásquez Acevedo, decía así: “La Asamblea General entiende 
que el Poder Ejecutivo no ha estado en el caso de usar de la 
facultad que le acuerda el período final del artículo 81 de la 
Constitución y considera en consecuencia, que debe dejar sin 
efecto las medidas de que instruye su mensaje de esta fecha, res- 
tituyendo a los ciudadanos deportados y aprendidos al pleno goce 
de su libertad personal”. Esta moción que contó con el apoyo 
de un grupo de legisladores no llegó a ponerse en consideración 
porque la de la Comisión de Legislación puesta a votación en 
primer término contó con cuarenta y tres votos a su favor y 
treinta y seis en contra resultando en consecuencia, aprobada.”* 


En la sesión celebrada el 19 de julio por la Comisión Per- 
manente ésta tomó conocimiento del memorándum que el Poder 
Ejecutivo había prometido enviar sobre las causas de las medidas 
adoptadas el 12 de julio. Vásquez Acevedo propuso que se tratara 
sobre tablas porque, dijo, había verdadera conveniencia pública 
en no dilatar más la solución de ese asunto. Apoyada su moción, 
el Dr, Vásquez Acevedo se refirió al decreto que el día anterior 
el Poder Ejecutivo había dictado revocando las medidas contra 
los senadores Dominguez y Mendoza. Agregó que el Poder Eje- 
cutivo había invocado “malas razones, razones contrarias a la 


54 "Diario de Sesiones de la H. Asamblea General”. Montevideo, 
1904, Tomo X, págs. 5-46. 
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verdad y gravedad de los sucesos”. “Mas propio —dijo— más 
digno sin duda, habría sido que el Gobierno hubiera reconocido 
su falta y acatado francamente las decisiones de la Asamblea 
General basadas en los preceptos sagrados de la carta fundamental. 
Pero está en la conciencia pública que la única, que la verdadera 
razón de las resoluciones adoptadas ayer por el Gobierno, han 
sido las observaciones y advertencias de la Asamblea General 
primero y de la Comisión Permanente después. La Constitución 
se ha impuesto, pues. Las instituciones han triunfado. Eso es lo 
que importa. Hago moción, por consiguiente para que dándose 
por terminado el conflicto con el Poder Ejecutivo, se mande ar- 
chivar sin más trámites el memorandum elevado por él a la Co- 
misión Permanente”.”” Puesta a votación fue apoyada unánime- 
mente. En sus Memorias, Vásquez Acevedo ha relatado este 
episodio de su vida parlamentaria con interesantes detalles que 
enriquecen su conocimiento, y el de la situación política que se 
vivía: “En el mes de Julio de 1902 se produjo la mas torpe é 
injustificada arbitrariedad de Cuestas. Contrariado éste por la 
influencia que en el Senado tenía el grupo aliado de nacionalistas 
y colorados independientes y creyendo posible sin duda dominarlo 
á fuerza de violencia, de improviso y á pretexto de una ridícula 
é infundada conspiración, hizo prender y desterrar á Buenos Aires 
á los Senadores Domínguez y Mendoza, que con el Dr, Blanco, 
constituían el grupo de colorados independientes. Para comple- 
tar el atentado mandó cerrar las rejas de la entrada principal del 
Senado, para impedir que éste, como era de suponer, se reuniese. 
Supe esto último por aviso que el Presidente del Senado me 
mandó, indicándome que la entrada al recinto de la Cámara 
podía hacerse por una puerta falsa de la Calle del Cerro. El Se- 
nado estaba citado para las 4 de la tarde. Mucho pensé en la ac- 
titud que debíamos asumir los Senadores nacionalistas. Las arbi- 
trariedades groseras y contínuas de Cuestas, nos daban una gran 
bandera para la revolución. Cuestas, que había iniciado su go- 
bierno, con un programa patriótico, entraba en la mala senda de 
los gobiernos despóticos é irregulares que desde el año 1865 
dominaban al país, lo que demostraba que nada era posible 
esperar del partido colorado para la felicidad de la República. 
La situación para una guerra no podía sernos mas favorable; 


55 “Diario de Sesiones de la H. Comisión Permanente”. Montevideo, 
1914. Tomo XI, págs. 327-328. 
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Cuestas estaba solo, no contaba con la masa de su partido, que 
lo odiaba á muerte, carecía de elementos bélicos casi de una 
manera absoluta, —y en cambio el partido nacional estaba fuer- 
te, unido, prestigiado en el interior y aun en el exterior. El 
descrédito pues del Gobierno de Cuestas nos ofrecía una favora- 
ble coyuntura para conquistar el poder de que tan injustamente 
habíamos sido privados cuarenta años atrás. Para provocar el 
levantamiento del General Saravia y con él de todo el partido 
nacional, bastaría que Cuestas, encarcelase y desterrase á dos ó tres 
Senadores nacionalistas, —y para esto bastaba asumir en la Cá- 
mara una actitud severa, maltratar al Gobernante por sus arbi- 
trariedades y declararle la guerra en una sesión tumultuosa. Se 
me pasó por la mente todo esto. Pensé en tomar yo la iniciativa 
de ese plan. El éxito mos habría seguramente favorecido, evitan- 
donos todos los males que han venido después; —las guerras 
desastrosas que han dañado al país, que han desprestigiado y casi 
destruído al partido nacional.— No quise sin embargo asumir la 
inmensa responsabilidad de una guerra nueva, y sacrificar las 
esperanzas que por tanto tiempo había alimentado el patriotismo 
de constituir un gobierno juicioso, en que tuviesen participación 
todos los elementos sanos del país. Quizás, me dije, podamos to- 
davía alcanzar el triunfo de la candidatura de Blanco ó de otro 
buen ciudadano. 


Resolví, en consecuencia no extremar por mi parte la situa- 
ción difícil que se había producido, y propender solamente á 
salvar los principios por la revocación de las medidas arbitrarias 
del Gobierno. La mayoría del Senado, incluso varios Senadores 
nacionalistas, se inclinaba á contemporizar con Cuestas. Reunido 
el Senado yo promoví la consideración del grave asunto, para 
que se tratara en la misma sesión, nombrándose una Comisión 
especial encargada de dictaminar sobre él, Asi se resolvió y la 
Comisión nombrada de que yo formé parte, se expidió en cuarto 
intermedio, aconsejando que se pasase una nota al Poder Eje- 
cutivo en la que se le hiciese sentir la necesidad de ordenar la 
libertad inmediata de los senadores Mendoza y Domínguez. El 
dictamen fué aprobado por la Cámara y la nota se dirijió inme- 
diatamente al Poder Ejecutivo. Dos días después, el 14 de Julio 
volvió a reunirse el Senado á la espera de una contestación del 
Gobierno; pero éste, desatendiéndose del Senado, envió al Dr. 
Blanco un mensaje para la Asamblea General en el que daba 


12 


cuenta de los sucesos. Se cerró á consecuencia de eso la sesión, 
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después de designarse para componer la Comisión Permanente 
al Dr. Blanco como Presidente y á mi como Vice, —hecho que 
acabó de fastidiarlo á Cuestas. Ese mismo día, á la noche, se 
reunió la Asamblea General. En las Comisiones de Legislación 
de las dos Cámaras, encargadas de dictaminar sobre el mensaje 
del Gobierno, prevaleció un espíritu de contemporización, y se 
resolvió aconsejar, contra mi opinión y la de dos ó tres com- 
pañeros una minuta de comunicación, llena de ambiguedades 
y notoriamente débil, por la cual se aplazaba el pronunciamien- 
to enérgico que la opinión pública reclamaba contra la actitud 
arbitraria de Cuestas. La Asamblea discutió largamente el dic- 
tamen de la Comisión y diversas fórmulas de comunicación al 
Poder Ejecutivo. Yo fundé mi oposición al dictamen en discusión 
y presenté una fórmula, que fué inmediatamente aceptada por 
todos los que deseaban una actitud ajustada á los principios y al 
decoro de la representación nacional. No triunfó, sin embargo, 
la fórmula mía, por diferencia de pocos votos; pero la opinión 
pública y los diarios independientes juzgaron que había sido la 
mas feliz y digna. Cuestas quedó asi mismo vencido. Dos ó tres 
días después dio un decreto revocando por malas razones, según 
lo hice notar en la Comisión Permanente, sus medidas arbitrarias 
y el conflicto quedó terminado”.”* 

El 18 de julio, en homenaje al aniversario de la Jura de 
la Constitución, el presidente Cuestas dictó un decreto anulando 
el del día 12, que había dispuesto el destierro de los Drs. Men- 
doza y Domínguez. En esa oportunidad recobraron también la 
libertad algunos militares detenidos arbitrariamente por Cuestas: 
los generales Ricardo Estevan, Valentín Martínez y los coroneles 
Manuel Rodríguez y Américo Fernández. 


IX 


En noviembre de 1902 se produjo un nuevo enfrentamiento 
entre el Poder Ejecutivo y la Comisión Permanente como con- 
secuencia de las denuncias periodísticas de las torturas infrigidas 
al soldado Oroz en el batallón 4% de Cazadores. El Dr. Vásquez 
Acevedo presidió la Comisión Permanente cuando ésta trató el 
asunto. En sus Memorias declara haber sido el autor de las dos 
minutas de Comunicación dirigidas al Poder Ejecutivo con mo- 
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tivo de la interpelación planteada por el Dr. Rosalío Rodríguez 
al Ministro de Guerra, Pedro Callorda. En la sesión del 5 de 
noviembre se resolvió invitarle a que concurriera a la Comisión 
Permanente el día 7 a fin de informar sobre las denuncias for- 
muladas contra el jefe del Batallón 4° de Cazadores y sobre los 
sucesos de Paysandú relacionados con la prisión del periodista 
Sr. Lassus, Aduciendo razones de trabajo, el Ministro no con- 
currió a la Comisión. El Poder Ejecutivo se limitó a informar 
mediante el envío de un mensaje sobre los sucesos que motiva- 
ban la interpelación redactado en términos que merecieron la 
severa censura de los miembros de la Comisión Permanente, es- 
pecialmente del diputado interpelante y del Sr. Setembrino Pe- 
reda. La Comisión resolvió pasar al Poder Ejecutivo una minu- 
ta, que redactó el Dr. Vásquez Acevedo y que fue presentada 
después de un cuarto intermedio para su redacción, por el Dr. 
Rosalío Rodríguez. Por ella se advertía al Poder Ejecutivo que 
estaba en el deber “de someter sin dilación a los Tribunales res- 
pectivos, al Jefe y Oficiales del Batallón 4% de Cazadores, acu- 
sados por la prensa de actos de violencia y crueldad contra in- 
felices soldados de ese Cuerpo.” “Ha resuelto igualmente —agre- 
gaba— se signifique al Poder Ejecutivo la necesidad que existe de 
prevenir con un régimen enérgico y una fiscalización severa, la 
repetición de hechos tan graves, que afectan a la humanidad y me- 
noscaban el decoro del Ejército Nacional”. “Respecto a la prisión 
del señor Lassus —continuaba— aunque la Comisión Permanente 
experimenta una verdadera alarma ante el gravísimo riesgo que co- 
rrería la libertad de imprenta y la seguridad individual, si pudiera 
torcerse el espíritu liberal de nuestras leyes y arrastrarse a los 
periodistas ante los Tribunales Militares para reprimir agravios 
presuntos o reales de la prensa, bajo el pretexto de delitos milita- 
res, se abstiene por ahora de adelantar juicios al respecto, y es- 
pera para hacerlo a conocer las ulterioridades del proceso que se 
ha instaurado”.** 


Recién el 17 de noviembre respondió el Poder Ejecutivo 
luego que la Comisión Permanente, ante su silencio, le reiteró 
con fecha 13 de noviembre la advertencia de que debía “some- 
ter sin dilación a los Tribunales respectivos, al Jefe y a los 
Oficiales del Batallón 4o. de Cazadores, acusados por la prensa 
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de actos de violencia y crueldad contra soldados de ese Cuer- 
po”. En la sesión del 19 de noviembre la Comisión Perma- 
nente tomó conocimiento del nuevo mensaje del Poder Ejecutivo. 
Las explicaciones que en él formulaba no resultaron satisfacto- 
rias. El dictamen de la Comisión Especial, integrada por los Srs. 
Diego M. Martínez y Setembrino Pereda, a que fue sometido, 
fue redactado por el Dr. Vásquez Acevedo.” En él se rechazaban 
por “injustos e inmotivados”, los “agravios” que la nota del 
Poder Ejecutivo infería a la Comisión Permanente; no admitía 
sus explicaciones y reiteraba las advertencias que le había di- 
rigido con fecha 7 y 13 de ese mes. Por la energía y dignidad 
con que Vásquez Acevedo defendió en esta nueva ocasión los 
fueros constitucionales y legales y enjuició la conducta del Po- 
der Ejecutivo, transcribimos a continuación sus partes substan- 
ciales: “La Comisión Permanente, en esta ocasión como en todas, 
ha guardado la corrección y mesura que corresponde á los altos 
poderes del Estado, cediendo sólo á las sugestiones del deber 
ante irregulares procederes del gobierno. 

Que las denuncias de la prensa sobre violencias cometidas 
en el cuartel del 4o. de cazadores revestían una seriedad inne- 
gable porque habían sido formuladas en términos concretos, con 
indicación de autores, víctimas y medios precisos de comprobación. 

Que la relativa al soldado Oroz adquirió caracteres de abru- 
madora evidencia en virtud de la exhibición casi pública que 
ese soldado hizo de sus numerosas lesiones, y por los múltiples y 
autorizados informes médicos que vieron la luz en la prensa 
diaria. 

Que en razón de esto, quedó completamente desmentida 
la primera declaración de Oroz, prestada cuando se hallaba aún 
bajo la influencia de la disciplina militar. 

Que era notorio, además, que la Inspección General de 
Armas había mandado instruir averiguaciones en el cuartel del 
40. de Cazadores, respecto de lo ocurrido con dicho militar, mo- 
tivo por el cual no podía admitirse que el gobierno ignorara la 
verdad completa de los hechos. 
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Que las violencias cometidas con Oroz constituían un de- 
lito de carácter “público”, especialmente penado por el Código 
militar en los artículos 939 y 942, 

Que la disposición del artículo 115 de la Constitución á que 
el Poder Ejecutivo alude, mo obsta á la instrucción de sumarios, 
según lo declara expresamente el artículo 188 del Código de 
Instrucción Criminal, aplicable á las causas militares, y lo en- 
seña la jurisprudencia uniforme y constante de los Tribunales 
de la República. 

Que es principio inconcuso de derecho, consagrado en la 
legislación de todos los países, que las autoridades públicas de 
todo orden, están obligadas á dar conocimiento á los Jueces ó 
Tribunales respectivos de los delitos de que tengan noticia, por 
razón de sus funciones, para su enjuiciamiento y condigno castigo. 

Que la Inspección General de Armas tiene especialmente 
cometida por el Código Militar, la misión de velar por la forma- 
ción de sumarios militares, según resulta de la siguiente disposi- 
ción: Art. 413 Cuando el Inspector General de Armas tenga 
conocimiento de un delito militar, respecto del cual no se ha 
iniciado el correspondiente sumario, si el delito se ha cometido 
en un cuerpo ordenará "su formación y si fuera de él, dará aviso 
al Juez de Instrucción”. 

Que la omisión en el cumplimiento del deber de denun- 
ciar los delitos, á sus superiores, constituye á su vez en los mili- 
tares, un delito punible con dos años de prisión (artículo 918 
del mismo Código). 

Que la obligación de promover el enjuiciamiento y castigo 
de los delitos militares alcanza al Poder Ejecutivo en su carácter 
de Jefe general de la Administración, con encargo de ejecutar las 
leyes y de hacerlas ejecutar, así como en el de Jefe Superior 
del Ejército. 

Que así lo ha entendido y practicado siempre el Poder Eje- 
cutivo, pudiendo citarse entre mumerosos casos el muy reciente 
del periodista Lassús, acusado de provocar deserciones militares. 

Que por consecuencia, la Comisión Permanente no puede 
ni debe admitir las razones aducidas por el Poder Ejecutivo para 
defender su conducta, y mantiene en todas sus partes las adver- 
tencias que, en extricto cumplimiento de su deber, le ha dirigido 
con fechas 7 y 13 del corriente si bien por motivos patrióticos 
y en atención á lo dispuesto en el artículo 57 de la Carta Fun- 
damental, se abstiene de dar mayores ulterioridades á este asunto 
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por el momento, reservándose informar en oportunidad á la 
Honorable Asamblea General”.* 


Después de un breve debate en el que hicieron uso de la 
palabra el Dr. Rodríguez, el Dr. Martínez, el Ing. Capurro y 
el Sr. Pereda para fundamentar su voto favorable al proyecto 
de minuta de comunicación al Poder Ejecutivo, éste fue apro- 
bado por la Comisión Permanente en la sesión de ese día 19 
de noviembre de 1902, 


X 


La provisión de la vacante ocurrida en el Senado a la muer- 
te del senador por Colonia Dr. José Ladislao Terra dió lugar, 
a mediados de 1902, a una larga cuestión sobre la forma en 
que debía procederse en el caso. Es que el problema tenía re- 
percusión política por su incidencia en la futura elección pre- 
sidencial. Vásquez Acevedo en sus Memorias lo pone de mani- 
fiesto. Dice así: “La opinión se dividió en el Senado. Unos en- 
tendían que por haberse agotado o estar inutilizados los suplen- 
tes, debía procederse a nueva elección por el pueblo; otros creían 
que el Colegio Elector debía designar nueyos suplentes. La 
cuestión se relacionaba intimamente con la lucha Presidencial, 
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bien por motivos patrióticos” referidas al propósito de no dar mayores 
ulterioridades a este punto, no le pertenecían pues habían sido “propuestas 
por los compañeros”. À continuación y al margen de la crónica respectiva 
deja constancia del incidente que tuvo con el diputado Setembrino E. Pe- 
reda por las expresiones contra Cuestas que pronunció al fundar su voto. 
En la sesión del 19 de noviembre al fundar su voto, el diputado Setembrino 
E. Pereda pronunció palabras contra Cuestas que Vásquez Acevedo consideró 
lesivas para la investidura de primer magistrado de la Nación, por lo que, 
en su calidad de presidente de la sesión, llamó al orden al Senador Pereda 
suscitándose un incidente comentado en la prensa y narrado por él mismo en 
sus Memorias: "Me tocó a mí —dice— presidir las sesiones de la Co- 
misión en que se trató la interpelación. En la última me ocurrió un inci- 
dente com el diputado Don Setembrino Pereda. Al fundar este su voto 
profirió una frase hiriente y antiparlamentaria contra Cuestas; le llamó á 
este Presidente neurótico y deschavetado. Yo me creí en el deber de llamarlo 
al orden á Pereda, en mi carácter de Presidente de la Sesión, y ordené 
que en el acta no se hicieran constar las palabras injuriosas pronunciadas 
contra el primer magistrado, cualesquiera que fueran sus errores Ó sus 
faltas. La Comisión Permanente no aceptó mi decisión, y yo no creí deber 
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porque en el primer caso el elemento oficial podía imponerse en 
las elecciones, y en el segundo existía la seguridad de que el 
Colegio Electoral existente designaría una persona adicta á la 
candidatura popular de Blanco. A mí me tocó sostener la se- 
gunda solución y lo hice en un extenso discurso — en el que 
rebatí todas las razones invocadas por los partidarios de la pri- 
mera y la cuestión habría sido ganada por el grupo de naciona- 
listas y colorados aliados del Senado, si el Dr. Baena (naciona- 
lista) por una aberración inconcebible ó por algun plan desco- 
nocido de la política de entretelones, no se hubiera puesto del 
lado de nuestros adversarios. 

Quizá á causa de esa actitud del Dr. Baena malogramos el 
éxito de la candidatura Presidencial de Blanco, — por que el 
triunfo de nuestra doctrina habría llevado al Senado á Don José 
Ma. Neves, partidario de éste, y habríamos afianzado una ma- 


yoría invencible para la discusión de los poderes de los Senadores 


nuevos que debían entrar en Febrero”.” 


En la sesión del 18 de junio de 1902, Vásquez Acevedo 
pronunció un extenso alegato contra el informe de la Comisión 
de Poderes en mayoría, la que consideraba indispensable llamar a 
nuevas elecciones de Colegio Elector, al agotarse la lista de su- 
plentes electos, por no estar en condiciones constitucionales los 
dos suplentes allí registrados. Vásquez Acevedo defendió el cri- 


insistir en ella, contentándome con que constara mi actitud personal y la 
desautorizacion que había hecho de la conducta irregular del diputado 
Pereda. No podía suponerse que había procedido por el interés de con- 
quistar la buena voluntad de Cuestas, desde que nadie había sido ni era 
más severo que yo para apreciar sus arbitrariedades. Pero respetuoso siempre 
del decoro de los altos cargos públicos, no había querido que mi silencio 
en aquel momento, se interpretase como una aprobación de las palabras 
injuriosas del Sr. Pereda. 

Siendo Rector de la Universidad, me ocurrió un caso análogo, en la 
época de Cuestas, cuando no veía ni oía á este. Un muchacho, en la clase de 
Frances, al leerse un pasaje en que se hablaba de un gobernante tiránico y 
ambicioso exclamó en voz fuerte: ¿Como Cuestas! El profesor se contentó 
con echarlo de la clase; pero cuando me comunicó á mí el hecho, yo ordené 
que se le expulsara por lo que faltaba del año, del aula de Francés. Creí 
cumplir un deber como gefe de la institución, encargado de velar por el 
respeto debido al Primer magistrado de la República, por la cultura moral 
de la juventud estudiosa y por el orden del establecimiento. Cuestas, sin 
embargo cuando tuvo noticia del hecho me hizo escribir por su secretario, 
una carta tonta en que me pedía que dejase sin efecto mi resolución, por 
razones estúpidas. Me pareció que no debía negarme a complacerlo y re- 
voqué la orden de expulsión del muchacho atolondrado”. ("Revista Históri- 
ca”. Tomo XXXVI, pág. 228). 
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terio sustentado por la Comisión en minoría, es decir, que corres- 
pondía al Colegio Elector ya designado, el nombramiento de 
los nuevos suplentes de senador. A la luz de los preceptos cons- 
titucionales y de disposiciones legales señaló los defectos que 
podrían señalarse al informe de la Comisión en mayoría, defec- 
tos que no existían en el de la Comisión en minoría. "De dos 
soluciones —dijo— en cualquier cuestión de derecho, es incon- 
tetable que debe primar aquella en que resultan respetadas todas 
las leyes y los principios jurídicos, y ese es el caso, precisamente, 
respecto de la que propone al Honorable Senado la Comisión de 
Poderes en minoría”. Refutó las observaciones que la Comisión 
en mayoría formulaba a la posición de la Comisión en minoría; 
señaló la interpretación que consideraba correcta de las disposi- 
ciones constitucionales y legales en la materia, posteriores a 1830, 
reforzándola con los precedentes legislativos que mencionó. Bat- 
lle y Ordóñez y Juan P. Castro defendieron el dictamen de la 
comisión en mayoría, refutando el alegato de Vásquez Acevedo, 
lo que obligó a éste a hacer nuevas puntualizaciones respecto a 
que solo correspondía hacer la elección al Colegio Electoral ya 
existente. Aureliano Rodríguez Larreta intervino apoyando la 
resis defendida por el Dr. Vásquez Acevedo. 


El asunto fué extensamente debatido sin llegar el Senado 
a adoptar resolución ya que los diversos proyectos que se pre- 
sentaron no llegaron a contar con el número de votos que exigía 
el reglamento. En esa situación, el 25 de setiembre, el Poder Eje- 
cutivo envió un Mensaje acompañando un proyecto de ley sobre 
la elección de senador por Colonia. El artículo 1° establecía, que 
agotado el número de suplentes de senador por el departamento 
de Colonia, la elección del colegio electoral se efectuaría con 
arreglo a la ley de elecciones y en la fecha designada por la 
misma. El artículo 2° disponía que hallándose vacante la sena- 
turía de Colonia, el último domingo del mes de noviembre se 
procediera a la elección del Colegio electoral que habría de ele- 
gir al senador y los suplentes respectivos por el tiempo com- 
plementario. Este proyecto tratado en la Cámara de Represen- 
tantes, fué rechazado casi unánimemente, de acuerdo con el in- 
forme de la Comisión de Asuntos Constitucionales, por inconsti- 
tucional, ya que violaba el artículo 43 de la Constitución, que 


62 "Diario de Sesiones de la H. Cámara de Senadores”. Montevideo, 
1903. Tomo LXXIX, págs. 486-487. 


ALFREDO VÁSQUEZ ACEVEDO 61 


establecía que cada Cámara, era el juez privativo en las elecciones 
de sus miembros. 


Estando aún el asunto pendiente en el Senado, el 2 de ene- 
ro de 1903 el Poder Ejecutivo dictó un decreto llamando a los 
ciudadanos de Colonia a elecciones de Senador y suplentes para 
el día 18 de ese mes. Vásquez Acevedo en sus Memorias, explica 
las motivaciones de este decreto de Cuestas en el siguiente pa- 
saje: “Este, guiado por el propósito claro de contrariar los tra- 
bajos en pro de la Candidatura de Blanco o favorecer el éxito 
de sus planes en favor de otras candidaturas, se lanzó a resolver 
por su cuenta la cuestión pendiente en el Senado sobre provisión 
de la vacante de Senador por Colonia y tiró inesperadamente 
un decreto por el cual se convocaba a elecciones a los ciudadanos 
de ese Departamento”.” Vásquez Acevedo planteó en la Comi- 
sión Permanente el asunto. Expresó que los fundamentos del de- 
creto eran “falsos e irrisorios”. El precedente del año 1868 que 
se invocaba no era tal pues — según había podido comprobar 
consultando el archivo del Senado — las elecciones de senador 
por el departamento de Colonia en aquel año se realizaron por 
el antiguo colegio electoral. Se invoca — dijo — “la autoridad 
de actos legislativos que no han pasado aún por los trámites 
constitucionales necesarios para adquirir el carácter de leyes y 
que por consiguiente, carecen absolutamente de fuerza. Se in- 
terpretan arbitrariamente ciertos preceptos de la Constitución, que 
han sido mal entendidos y peor aplicados; y se alega — y esto 
es un verdadero colmo — el derecho que podría tener el pueblo 
de Colonia para revolucionarse si no se llamase a elecciones de 
senador y suplente”. Luego agregó: “Está uno curado de espanto 
en materia de resoluciones del Poder Ejecutivo, tales son el de- 
sacierto y la incorrección que viene caracterizando de tiempo 
atrás la marcha del gobierno, especialmente en todos los asun- 
tos que se relacionan más o menos con la próxima elección de 
presidente de la república, pero el decreto mencionado ultrapasa 
la medida de lo que es dado tolerar en silencio, e impone a la 
Comisión Permanente el deber de ejercitar una vez más las atri- 
buciones que le confiere la carta fundamental. Ese decreto en- 
traña la infracción de preceptos y principios constitucionales”... 
Reivindicó para el Senado la competencia exclusiva en el asunto; 
señaló los artículos constitucionales vulnerados por la medida 
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adoptada por el Poder Ejecutivo y declaró que el decreto del 2 
de enero sobre elecciones de senador en Colonia, era inconstitu- 
cional, nulo y de ningún efecto. Propuso seguidamente una mi- 
nuta de comunicación al Poder Ejecutivo cuyo texto era el si- 
guiente: “La Honorable Comisión Permanente advierte al poder 
ejecutivo que el decreto de fecha de ayer por el cual se convoca 
å elecciones de senador y suplentes en el departamento de la 
Colonia infrinje la carta fundamental 


1% En cuanto usurpa el conocimiento y decisión de un 
asunto de la privativa incumbencia del honorable senado en vir- 
tud de lo dispuesto por el artículo 43 de la carta fundamental. 


2% En cuanto constituye al poder ejecutivo en juez ó árbi- 
tro de los procederes del honorable senado, contra la letra y es- 
píritu de la constitución y contra el sistema de gobierno que rige 
en la república. 

30 En cuanto ultrapasa las atribuciones que le confiere el 
artículo 82 de la constitución, según el cual el poder ejecutivo 
sólo está facultado para convocar á elecciones ordinarias y en 
los términos que la ley señala. 

49 y último. En cuanto se separa de lo dispuesto por los 
artículos 29 y 35 de la carta fundamental. —Montevideo, ene- 
ro 3 de 1903”.*”* 

Esta minuta pasó a estudio de una Comisión especial inte- 
grada por los diputados Setembrino E. Pereda y Rosalío Rodrí- 
guez cuyo dictamen favorable se consideró en la sesión del día 
9 de enero. El Dr. Rosalío Rodríguez hizo una extensa expo- 
sición fundamentando el dictamen de la Comisión que aconse- 
jaba la sanción de la minuta propuesta por el Dr. Vásquez Ace- 
vedo. Esta había sido contravertida en la prensa donde había 
aparecido una interpretación del Dr. Justino Jiménez de Aréchaga 
favorable al Poder Ejecutivo. En la sesión del 9 de enero, luego 
de la exposición del Dr. Rosalío Rodríguez, el Dr. Vásquez 
Acevedo usó de la palabra para rebatir al Dr. Jiménez de Aré- 
chaga. Previamente declaró que su posición en este asunto no 
respondía “a cálculos o planes políticos” de ningún género; “mi 
actitud en este caso, manifestó, no obedece sino al deber; y no 
tengo más norma de conducta, como ciudadano y miembro de 
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la Asamblea, que la Constitución y las leyes; y a ellas subordino 
y he subordinado siempre todos mis actos. Creo, además, que el 
primero y más urgente de todos los deberes de los hombres pú- 
blicos en nuestro país, de mucho tiempo atrás, es propender a 
encerrar al Poder Ejecutivo dentro de la órbita de sus atribu- 
ciones constitucionales, obligarlo a sufrir la influencia legítima 
y provechosa del Cuerpo Legislativo, y reducirlo al respeto ri- 
guroso de la Constitución y de las leyes. Eso es lo que ha deter- 
minado mi conducta, y nada más que eso”. A continuación el 
Dr. Vásquez Acevedo se ocupó de la interpretación del Dr. 
Justino Jiménez de Aréchaga que refutó con argumentos de 
orden constitucional y legal. En el debate que siguió, el In- 
geniero Juan Alberto Capurro fundamentó su voto negati- 
vo en que el asunto era dudoso desde el punto de vista 
legal e inoportuno políticamente. Aconsejaba una conducta pru- 
dente y circunspecta. “No son momentos —dijo— para hacer 
advertencias al Poder Ejecutivo cuando se trata de cuestiones 
dudosas y discutibles”. El Dr. Anacleto Dufort y Alvarez tam- 
bién se mostró contrario a la minuta propuesta por el Dr. Vás- 
quez Acevedo. Creía legítima la facultad del Poder Ejecutivo para 
dictar el decreto convocando a elecciones en Colonia. Más aún, 
consideraba que era un deber ineludible del Poder Ejecutivo 
proceder de ese modo. Sin embargo la mayoría de la Comisión 
Permanente votó favorablemente y la minuta quedó aprobada.”* 

"La buena causa — dice Vásquez Acevedo en sus Memo- 
rías — aunque triunfante en la Comisión Permanente, resultó 
vencida en los hechos, porque Cuestas mantuvo su decreto y las 
elecciones se realizaron, asegurando el triunfo oficialista. La pren- 
sa independiente y la opinión sana del país estuvo con nosotros 
y aplaudió calurosamente la actitud de la Comisión Permanente”.** 


XI 


A mediados de 1903, Vásquez Acevedo promovió una nue- 
va interpelación al Ministro de Gobierno sobre la conducta del 
Dr, Carlos Travieso, que había sido enviado en una misión poli- 
cial de carácter imspectivo, al Departamento de Rivera. Rivera 
era uno de los departamentos administrados por un jefe político 
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blanco en virtud de lo acordado en el Pacto de setiembre y ra- 
tificado en el de Nico Pérez. Carmelo Cabrera desempeñaba 
el cargo. 

El país vivía un clima político convulsionado desde los 
sucesos de marzo. El Pacto de Nico Perez no había logrado des- 
vanecer las aprehensiones ni del gobierno ni del Partido Nacio- 
nal que recelaba de las medidas que aquel venía adoptando, 
principalmente en campaña, 

Vásquez Acevedo y Aureliano Rodríguez Larreta en repre- 
sentación del Directorio nacionalista, hubieron de realizar ges- 
tiones personales con el Presidente Batlle y Ordóñez para des- 
vanecer, ante la opinión pública, los temores de una alteración 
del orden y la renovación de la guerra civil. Al estudiar la vida 
política del Dr. Vásquez Acevedo nos hemos referido particu- 
larmente a esa situación y a estas gestiones que, en el primer 
momento, parecieron de resultados satisfactorios. Sin embargo, 
“No duró mucho el bienestar engendrado por la conferencia 
amistosa con Batlle” dice Vásquez Acevedo en sus Memorias. 
“Este — agrega — fiel a sus resentimientos y al plan bastardo 
que perseguía, promovió días después en el Departamento de 
Rivera unas pesquisas irregulares sobre hechos delictuosos que se 
decían cometidos durante la revolución de marzo, a consecuen- 
cia de los cuales se produjo una gran alarma y queja entre los 
jefes nacionalistas de aquella zona, que eran citados o persegui- 
dos por el Fiscal de Policías Dr. Travieso, comisionado para las 
investigaciones”. Explica luego que, habiéndosele hecho sentir 
"por amigos políticos la necesidad de calmar la agitación, hacien- 
do cesar los procedimientos irregulares del Fiscal Travieso O 
más bien del gobierno” promovió en el Senado “una discreta y 
moderada interpelación para que se llamase al Ministro respec- 
tivo a dar explicaciones”. “Me guiaba — declara — más que 
otra cosa el deseo patriótico de prevenir que la situación por 
que atravesaban muestros amigos en Rivera acosados y persegui- 
dos por torpes sospechas, pudiera agriar los ánimos de importan- 


tes caudillos, y arrastrarnos a un conflicto”.*” 


La interpelación tuvo lugar el 24 de junio de 1903 cuando 
el Dr. Juan Campisteguy, en su carácter de Ministro de Gobier- 
no concurrió a la Cámara Alta. El Dr. Vásquez Acevedo con- 
cretó las acusaciones a la conducta del Inspector Travieso en 
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cuatro puntos sobre los que pedía al Ministro, informara. Ellos 
eran: haber levantado sumarios por delitos en diversas secciones 
del departamento; haber practicado pesquisas de carácter gene- 
ral; haber ordenado y realizado la prisión de varias personas en 
casos en que para ello, no estaba autorizada la policía y haber 
suspendido en el ejercicio de sus funciones, a varios empleados. 
El Ministro hizo una extensa exposición justificando todos los 
actos del Inspector Travieso y defendiendo la legalidad de sus 
procedimientos. Vásquez Acevedo no se declaró satisfecho con 
las explicaciones ministeriales; por el contrario, encontró ple- 
namente justificados los cargos que se habían formulado a la 
gestión del Inspector Travieso y demostró con una sólida argu- 
mentación de carácter jurídico, la ilegalidad de los procedimien- 
tos que había realizado en el Departamento de Rivera. 


“La policía — concluyó después de caracterizar los sumarios 
administrativos — no puede ni por intermedio de los jefes po- 
líticos, ni de los fiscales de policía, mi de los comisarios, levantar 
sumarios criminales” de competencia exclusiva de los jueces. El 
Inspector Travieso había usurpado funciones privativas del Po- 
der Judicial. “El honor, la libertad y la seguridad de los ciuda- 
danos — dijo — se hallan comprometidos en todos los procesos 
criminales y las garantías de respeto a esos sagrados derechos 
que ofrecen los jueces por su competencia y por las cualidades 
especiales de que deben estar dotados, no se encuentran en los 
agentes de policía”. También era ilegal la conducta del Inspector 
Travieso al practicar pesquisas de carácter general sobre delitos, 
cosa que está prohibida —dijo— por las leyes de la República 
y los principios dominantes en la materia. “A fin de evitar que 
los ciudadanos vivieran en constante alarma, bajo amenaza de 
ser envueltos en juicios criminales, a mérito de una denuncia 
maliciosa o de una sospecha injusta, inspirada por el odio, la 
venganza u otro sentimiento ruin, las leyes no permiten la for- 
mación de tales procesos, sinó cuando media una base suficien- 
te” Recuerda las disposiciones del Código de Instrucción Criminal 
que establecen que “no tratándose de infraganti delito, no se 
podrá iniciar juicio criminal sino a petición de parte o del acu- 
sador público” (art. 146) y “Todo juicio criminal empezará por 
acusación de parte o del acusador público........” (art. 188). 
En el caso del Inspector Travieso “no existía ni infraganti delito, 
ni querella de parte, ni denuncia formal, por consiguiente, ni 
aún los mismos jueces habrían podido iniciar sumarios” “mucho 
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menos — concluye — podría iniciarlos el señor Inspector de 
Policías”, 

Después de referirse a otros procederes del Inspector Tra- 
vieso en contravención con las disposiciones legales sobre arrestos 
y suspensiones de funcionarios terminó manifestando su espe- 
ranza de que el gobierno — a pesar de la actitud del Ministro — 
diera por terminada la misión ilegal y perturbadora del Dr. 
Travieso que constituía una amenaza para la tranquilidad pública.” 


El Dr. José Espalter tomó a su cargo la defensa del Inspector 
Travieso aunque admitía que no pudieran “justificarse de una 
manera estrictamente jurídica todos y cada uno de los procede- 
res del Fiscal de Policías”. Sostuyo que la libertad individual 
no estaba en peligro en Rivera. Para que pudiera admitirse eso, 
sería necesario demostrar — dijo — “que ha habido intención 
aviesa por parte del funcionario que ha realizado las incorrec- 
ciones de que se trata; sería necesario demostrar que ha habido 
desdén por las formas legales; que ha habido atropello brutal 
de las prescripciones consagradas en la ley misma.” Admitía — 
como lo sostenía Vásquez Acevedo — que para haber delito 
contra la libertad individual era necesario que se diera el caso de 
la aprehensión de una persona fuera de las circunstancias pre- 
vistas por la ley pero, dijo que se necesitaba “fundamental, esen- 
cialmente, puede decirse, que haya intención dolosa, mala fe 
manifiesta por parte del que lo perpetra”. “No hay delito — afir- 
mó — cuando no hay intención dolosa y esta intención dolosa 
no se desprende de los hechos denunciados; no se desprende del 
conjunto de circunstancias que rodean e inspiran las acciones 
del señor Travieso que se condenan”. Luego rebatió el cargo que 
para él era el más importante de los formulados por el Dr. Vás- 
quez Acevedo; el de que el poder Ejecutivo había invadido la 
esfera de acción del Poder Judicial y desarrolló la doctrina de 
que el Poder Ejecutivo podía instruir sumarios. “A este respec- 
to — dijo — el Poder Ejecutivo no puede estar subordinado a 
la Administración de Justicia”. 

Sostuvo que no había motivo para la interpelación. “El 
Poder Ejecutivo —expresó— obra por sí solo en los casos de 
destituciones por delito. El, destituye, en el caso de delito, al 
empleado público; y según la Constitución de la República, aún 
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cuando dijeran los Tribunales que no ha habido delito, el em- 
pleado destituído por el Poder Ejecutivo queda definitivamente 
destituído. 


Según el artículo 81 de la Constitución de la República, 
quien aprecia el delito cometido por un empleado, a los efectos 
de la destitución, es únicamente el Poder Ejecutivo. El Poder 
Ejecutivo lo destituye definitivamente, desde el primer momento 
desde que juzga que el delito se ha cometido. 


La absolución de la justicia, no importa nada a los efectos 
de la reposición en el empleo; porque la apreciación del delito 
a los efectos de la destitución es, lo repito, de la exclusiva in- 
cumbencia del Poder Administrador. 


Todo esto, evidentemente importa decir que el Poder Eje- 
cutivo averigua los delitos de los empleados por medio de sus 
órganos propios, con entera independencia del criterio del Poder 
Judicial. Mira las cosas con sus ojos; advierte los hechos con 
sus sentidos; sin hacer uso para nada de los ojos ni de los sen- 
tidos del Poder Judicial. 


Creo deber recalcar sobre esta doctrina, porque, a mi juicio, 
una vez que se justifique en Jos términos en que se ha expresado, 
queda absolutamente despejada de fundamento la moción de 
interpelación formulada por el señor Senador por Flores”. El Dr. 
José Espalter sin embargo, como Vásquez Acevedo, aspiraba a 
que se diera por finalizada la misión del Inspector Travieso 
por razones de orden político o si se quiere de patriotismo.” 
Vásquez Acevedo replicó al Dr. Espalter desarrollando a su vez 
la doctrina de la interpelación: “Si para que proceda una inter- 
pelación, es menester que el Poder Ejecutivo haya realizado 
grandes atentados contra la libertad y la seguridad individuales, 
entonces la que yo he promovido, no habría tenido una base 
fundada. El doctor Espalter tendría razón. 


Pero si basta para justificar las interpelaciones, que exis- 
tan violaciones de las leyes que garanten aquellos dos sagrados 
derechos, aunque no tengan el carácter de grandes atentados, 
entonces mi interpelación ha sido perfectamente justificada, da- 
dos los hechos aducidos por mí y cuya verdad ha sido recono- 
cida por el señor Ministro. 
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El inspector señor Travieso, ha violado las leyes que garanten 
la seguridad individual, porque ha invadido la jurisdicción que 
tienen los Tribunales para la instrucción de procesos criminales; 
porque ha practicado pesquisas generales sobre delitos; y porque 
ha ordenado y realizado prisiones en casos en que la Constitu- 
ción y las leyes lo tienen terminantemente prohibido. 

Todo esto entiendo haberlo dejado demostrado en mi ex- 
posición, de una manera concluyente. 

Por eso creo y creí siempre que era motivada y justa mi 
interpelación. 

Si hubiera de entenderse que solo proceden las interpelacio- 
nes en los casos de grandes atentados contra la libertad indivi- 
dual, como lo piensa el señor Senador por el Durazno, tendría- 
mos que consentir impasibles todas las demás violaciones de las 
leyes, por grande que fuera su valor. 

No pienso como el señor Senador por el Durazno. 

En mi concepto, es deber de las Cámaras Legislativas, velar 
por el extricto cumplimiento de las leyes, cualesquiera que ellas 
sean, porque solo así podrá formar el hábito de respetarlas, y ese 
culto verdadero por su observancia que ha hecho la felicidad y 
la gloria de otras naciones. 

Por eso, creo yo que no obstante la agitación que ordina- 
riamente producen en nuestro pequeño y emocionable mundo 
político las interpelaciones legislativas, es menester hacer uso 
inflexible de éstas, cuando el Gobierno o sus delegados no ajus- 
ten rigurosamente su marcha a los mandatos legislativos en casos 
de verdadera e innegable importancia como el actual. 

Además, yo veía —como creo haberlo manifestado— en la 
misión del señor Travieso, una causa de complicaciones o con- 
flictos de delicada naturaleza. 

Después de esto, solo deseo ocuparme brevemente de una 
observación que con insistencia ha hecho el señor Senador por el 
Durazno, respecto de lo que él llama la cuestión fundamental, 
es decir, respecto de la facultad del Poder Ejecutivo para le- 
vantar sumarios. 

El señor Senador por el Durazno, manifiesta que si se hu- 
biera demostrado que el Poder Ejecutivo no tiene la facultad, él 
habría adherido a la interpelación, porque entonces habría exis- 
tido de parte del Poder Ejecutivo una gran falta, 

Me parece muy fácil la demostración de la tesis que yo he 
sostenido al respecto, y creo que el señor Senador por el Duraz- 
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no, incurre, a pesar de su talento, en una verdadera confusión 
sobre el punto. 

El Gobierno puede levantar sumarios administrativos, —no 
cabe ningún género de duda al respecto— en los casos en que 
se trate de hechos de la administración, como lo dije antes, o 
de actos de sus empleados, al solo efecto de dictar medidas pu- 
ramente disciplinarias. 

Cuando hay motivo para creer que un empleado es omiso 
en el cumplimiento de sus deberes, o que es inepto, o cuando 
el Gobierno tiene motivos para creer que se ha cometido algún 
delito en una oficina o repartición pública, puede indudablemen- 
te ordenar que instruyan ciertas averiguaciones, a fin de adoptar 
las resoluciones convenientes que sean de su resorte; pero de eso 
no se trataba en el caso de que se ocupa el Honorable Senado. 

La misión conferida al señor Travieso, no ha tenido por 
objeto, según ha quedado probado a la evidencia, hacer sumarios 
administrativos, sinó descubrir y perseguir delitos, ajenos com- 
pletamente a la administración. 

Por consiguiente, no estamos en el caso de las simples ave- 
riguaciones que el Poder Ejecutivo puede ordenar para los efectos 
puramente administrativos. 

Se trata de sumarios bien caracterizados sobre delitos co- 
munes, sobre homicidios cometidos durante el último movimiento 
revolucionario; y esos sumarios — como lo demostré claramente, 
invocando leyes, jurisprudencias de los Tribunales y decretos 
del mismo Poder Ejecutivo — son de la exclusiva competencia 
de los jueces. 

En la cuestión fundamental, pues, — como la llama el señor 
Senador por el Durazno, — la interpelación está perfectamente 
justificada, porque resulta bien establecido que el inspector Tra- 
vieso o el Poder Ejecutivo, ha invadido funciones de carácter 
judicial”? 

Vásquez Acevedo en sus Memorias comenta este episodio 
de su vida parlamentaria con las siguientes palabras: “El Ministro 
dió algunas malas explicaciones o mas bien dicho no dió explica- 
ciones, quedando la Cámara satisfecha; pero yo dejé demostrado 
en un extenso discurso que el Fiscal Travieso por sí o por orden 
del gobierno había invadido arbitrariamente funciones judiciales 


70 "Diario de Sesiones de la H. Cámara de Senadores”. Tomo LXXXI 
ya citado, págs. 451-453. 


7u REVISTA HISTÓRICA 


e inferido graves ataques a la libertad individual”. Agrega que 
Travieso continuó su obra perjudicial provocando resentimien- 
tos € inquietudes que llegaron a preocupar al Directorio del Par- 
tido Nacional. Una nueva gestión ante el presidente Batlle y Or- 
dóñez desempeñada por el Dr. Vásquez Acevedo y Aureliano 
Rodríguez Larreta para acordar medidas tranquilizadoras incluía, 
entre éstas, “el retiro o cese de la misión Travieso” a lo que 
el Sr. Batlle y Ordóñez accedió diciendo “que la haría cesar en 
seguida pero deseaba que la noticia no se diera a la prensa”. Sin 
embargo, anota Vásquez Acevedo, "Travieso continuó su tarea 


hasta concluirla”.”* 


XII 


Un rasgo que caracteriza la vida pública del Dr. Alfredo 
Vásquez Acevedo, es la firmeza con que propugnó, en la pren- 
sa, en la cátedra, en el libro, en la militancia cívica, por la 
intangibilidad de los principios constitucionales, por el perfec- 
cionamiento de las instituciones, convencido de que la consoli- 
dación de la República sólo podría alcanzarse cuando esos prin- 
cipios se hubieran arraigado en el ánimo de los gobernantes y 
en el espíritu público. Sus ideas en tal sentido fueron ratificadas 
en el parlamento al discutirse la ley que creó la Alta Corte de 
Justicia, la que se refiere a la integración de conjueces; al con- 
siderarse lo relativo al contencioso-administrativo, la destitución 
de funcionarios, la inconstitucionalidad de las leyes, el proyecto 
de ley orgánica de las Juntas Económico Administrativas y Otros 
tantos temas afines con su vocación. El codificador, el profesor, 
el constitucionalista de afinado y claro sentido jurídico, dió a 
los debates en que intervino, un carácter doctrinario que enno- 
bleció la función legislativa, que, para el Dr. Vásquez Acevedo 
fue una forma de docencia cívica. 

En 1901, como miembro de la Comisión de Legislación, 
correspondió a Vásquez Acevedo el estudio de un proyecto sobre 
abigeato que había sancionado la Cámara de Representantes. 
En el informe que produjo señalaba, de acuerdo con los funda- 
mentos expuestos por la Cámara de Diputados, los defectos de 
que adolecía la ley vigente que databa de 1882. Sin embargo 
Vásquez Acevedo consideraba que las reformas propuestas con 
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el fin de enmendarlos, no eran totalmente satisfactorias. Obser- 
vaba que no era exacta la definición del delito; que omitía pe- 
nar el encubrimiento; que no determinaba agravaciones espe- 
ciales para los casos de reincidencia y que era muy severa en 
cuanto a la penalidad que se aplicaba al delito. De ahí el nuevo 
articulado que propuso, El proyecto redactado por Vásquez Ace- 
vedo respondía al siguiente plan: tipificación del delito de abi- 
geato; establecimiento de su pena; agravantes que la hacían 
más severa; atenuantes de la misma; tipificación del encubri- 
miento; cumplimiento de la pena. En la discusión particular 
Vásquez Acevedo explicó, al considerarse cada artículo, el fun- 
damento de la modificación introducida y al hacerlo puso de 
manifiesto el sólido criterio jurídico que había caracterizado su 
labor de penalista y codificador. Fué el único que hizo uso de la 
palabra. No hubo debate y el proyecto fue aprobado tal como 
lo había formulado Vasquez Acevedo." Sin embargo no llegó 
a convertirse en ley. La reforma de la ley de abigeato, que el 
Dr. José Espalter quiso promover cuando presentó el proyecto 
inicial del proceso el 23 de Mayo de 1899 en la Cámara de 
Representantes, recién se materializó en el año 1911. El proyecto 
de Vásquez Acevedo aprobado en el Senado el 29 de marzo de 
1901 pasó a la Cámara de Representantes cuya Comisión de 
Legislación recién informó el 13 de marzo de 1905. Firmaban 
el informe Angel F. Costa, Adolfo Perez Olave, Juan Paullier, 
Aureliano Rodríguez Larreta, José P. Massera y Vicente Ponce 
de León. La Comisión aconsejaba sostener el primitivo proyecto 
aprobado por la Cámara de Representantes al solo efecto de 
que el asunto pasara a ser discutido en Asamblea General. Lle- 
gado ese caso —agregaba— la Comisión propondría las modi- 
ficaciones que a su juicio convenía introducirle. Vicente Ponce 
de León aclaró el propósito que animaba a la Comisión al pro- 
ducir este informe. Dijo que la opinión de la Comisión se en- 
contró dividida en favor de los dos proyectos aunque el apoyo 
no era absoluto por cuanto se proponían importantes modifica- 
ciones tanto al de Representantes como al de Senadores. En esas 
condiciones consideró conveniente que el asunto fuera estudiado 
en Asamblea General esperando que reunidas las Comisiones 
Legislativas de ambas Cámaras, se armonizaran los distintos cri- 
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terios y se llegara a un proyecto que satisfaciera a todos. Así 
quedó resuelto en la sesión del 6 de mayo de 1905.”* La Asam- 
blea General recién trató el asunto en la sesión del 13 de julio 
de 1911. La discusión se realizó sobre el proyecto preparado por 
la Comisión de Legislación de la Asamblea General de acuerdo 
a una moción del Sr. Perez Olave fundada en el atraso de la 
fecha de los proyectos de la Cámara de Representantes y de Se- 
nadores. Como el nuevo proyecto había logrado uniformar todas 
las opiniones de los miembros de la Comisión de la Asamblea 
General, fue aprobado sin discusión quedando sancionada en 
esa fecha la nueva ley de abigeato.”* 


XII 


En 1902 el Senado consideró un proyecto de ley estable- 
ciendo la Alta Corte de Justicia cuyo autor era el Dr. Alfredo 
Vásquez Acevedo. El asunto no era nuevo. Por el contrario, en 
los anales legislativos tenía numerosos precedentes. 


Instituída la Alta Corte de Justicia por el artículo 91 de 
la Constitución de la República, la ley del 3 de mayo de 1881 
había dispuesto su nombramiento luego que estuviesen sancio- 
nadas las leyes que debía aplicar en los casos de su jurisdicción 
privativa y aquellas que debían regular sus procedimientos y los 
de los Tribunales de Apelación y Juzgados de la. Instancia. 
Prescribía, además, que el Poder Ejecutivo nombraría una co- 
misión de cinco abogados para que proyectaran dichas leyes que 
serían elevadas al Poder Legislativo para su aprobación. 


En la misma fecha el Poder Ejecutivo nombró la preindi- 
cada Comisión. La presidió Manuel Herrera y Obes. Angel Floro 
Costa y Carlos de Castro fueron encargados de redactar el pro- 
yecto de Código judicial. Este, en realidad, fué obra del Dr. 
Angel Floro Costa por así haberlo acordado con el Dr. Castro 
quien se encargaría de redactar, revisar y ordenar las actas de la 
Comisión en que se discutiesen y sancionasen sus artículos. 


El proyecto redactado por Angel Floro Costa fué aprobado 
por la Comisión y presentado al Poder Ejecutivo como proyecto 
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de “Ley Orgánica del Poder Judicial” el 15 de setiembre de 
1881. El gobierno no le dió trámite. Preocupaciones de orden 
político en vísperas de la asunción del poder por Máximo San- 
tos llevaron la atención hacia otros problemas. 


En 1890, el 31 de marzo, poco después de haber sido 
electo presidente de la República Julio Herrera y Obes, Angel 
Floro Costa le envió su proyecto de Código de Administra- 
ción de Justicia con algunas modificaciones, en virtud de que, 
en su programa de candidato, el Dr. Herrera y Obes había 
anunciado el propósito de llevar adelante, entre otros proyectos, 
la organización del Poder Judicial apoyando la iniciativa que 
surgiera en esa materia, viniera de donde viniera. 


El proyecto del Dr. Costa fue sometido al estudio de una 
Comisión nombrada por el Poder Ejecutivo que presidió el Dr. 
Joaquín Requena. Una vez aprobado por la Comisión Revisora, 
el Poder Ejecutivo lo elevó al parlamento en marzo de 1892. 
Este segundo proyecto del Dr. Costa no fué sancionado; ni si- 
quiera estudiado por la Cámara durante el gobierno de Julio 
Herrera y Obes, 


En la presidencia de Juan Idiarte Borda, el 7 de noviembre 
de 1894, el Poder Ejecutivo, respondiendo a una gestión de 
los integrantes del foro nacional de fecha 4 de octubre de 1894, 
reiteró el proyecto ante el Cuerpo Legislativo. La Comisión de 
Legislación de la Cámara de Representantes se pronunció el 
14 de diciembre de 1894 aconsejando su sanción con las modi- 
ficaciones y supresiones que le había introducido. 


Pero en esta oportunidad tampoco el proyecto marchó 
adelante; fue repartido pero no llegó a tratarse. El 29 de se- 
tiembre de 1899 el Poder Ejecutivo dirigió un mensaje al Se- 
nado acompañando un nuevo proyecto que llevaba la firma del 
Ministro Manuel Herrero y Espinosa, limitado a la creación 
de la Alta Corte de Justicia. 


El proyecto gubernamental pasó a estudio de la Comisión de 
Legislación del Senado presidida por el Dr. Vásquez Acevedo a 
quien el tema ya había preocupado, En 1872 había escrito en 
"La Democracia” sobre la necesidad de la creación de la Alta 
Corte de Justicia, cuya postergación no podía seguir justificándose 
en la autorización constitucional del artículo 117, de suspender 
su establecimiento por falta de letrados y medios porque ya el 
país contaba con suficientes personas competentes como para 
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organizar el Poder Judicial, en la forma prescripta por la Cons- 
titución." 

En aquel momento el establecimiento de la Alta Corte de 
Justicia apareció también como uno de los postulados de los 
partidos principistas, figurando en los programas del Partido Ra- 
dical y del Partido Nacional de 1872. 

Posteriormente, durante la Revolución de 1897, en las bases 
de paz propuestas por el Comité de Guerra revolucionario por 
intermedio de los Dres. Juan Angel Golfarini y Juan José de 
Herrera, de 5 de agosto, se incluyó entre las aspiraciones del Par- 
tido Nacional, la creación de la Alta Corte de Justicia, "“com- 
poniéndose su personal de los jurisconsultos de más nota que 
tenga el país, y cuidando de que, en la elección de éstos, se 
vea comprendida por igual la representación de los partidos po- 
pulares”.** 

El Dr. Vásquez Acevedo, luego de estudiar el proyecto del 
Poder Ejecutivo, propuso a sus compañeros de Comisión uno sus- 
titutivo que, una vez aprobado, fue elevado al Senado con fecha 
10 de julio de 1901. En el informe que lo acompañaba, Vás- 
quez Acevedo expresaba que la iniciativa del gobierno era en 
general aceptable; que la creación de la Alta Corte de Justicia 
era no sólo un deber sino una necesidad; que no podía dilatarse 
más la organización del Poder Judicial en la forma establecida 
en la Constitución, porque ya no se daban las causas que habían 
autorizado su postergación; que había que evitar los evidentes 
perjuicios que resultaban de su organización provisoria. “Los 
Tribunales de Apelación —decía— por la índole y extensión 
de sus tareas no pueden desempeñar la misión que la Constitu- 
ción atribuye a aquel Alto Cuerpo en todo lo que se refiere 
a la dirección y control de la Administración de Justicia”. Pero 
consideraba necesario simplificar el proyecto del Poder Ejecutivo, 
suprimiendo algunos capítulos que podían, sin inconveniente, re- 
servarse para otra oportunidad. 

El propósito que inducía a esa simplificación era el de evitar 
disidencias en la Cámara que podían alejar o dificultar la crea- 
ción de la Alta Corte, creación que juzgaba primordial. 

La principal modificación que introdujo Vásquez Acevedo 
al proyecto del Poder Ejecutivo, radicaba en la composición de 
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la Alta Corte. Esta aparecía integrada exclusivamente por letra- 
dos. “En su concepto — expresaba el informe de la Comisión 
redactado por Vásquez Acevedo — no sería dado — sin contra- 
riar la mente clara y aún la letra de la Carta Fundamental — 
integrar ese cuerpo solamente con personas de competencia ex- 
clusiva para la resolución de los pleitos entre particulares. Las 
cuestiones trascendentales sobre violación de la Constitución, sobre 
delitos contra el derecho de gentes, sobre causas de almirantaz- 
go, sobre tratados y negociaciones con potencias extranjeras, sobre 
ministros diplomáticos, sobre concesiones de ferrocarriles y mu- 
chas otras análogas, reclaman la intervención de personas de 
competencia especial en esa clase de cuestiones, con o sin título 
universitario. 


De ahí que haya entendido deber componer la Alta Corte 
de Justicia con cinco miembros: tres letrados, dotados de las 
condiciones establecidas en el artículo 93 de la Constitución, y 
dos letrados o no letrados, con los requisitos marcados para éstos 
últimos y con acreditada o notoria suficiencia en asuntos cons- 
titucionales, internacionales o administrativos”. La presidiría el 
miembro que ella misma designare a mayoría de votos, reno- 
vándose la presidencia cada dos años. Por los artículos 5° y 6° 
se establecía su competencia de acuerdo a las prescripciones cons- 
titucionales, Para dictar resolución definitiva necesitaba la ma- 
yoría de sus miembros pero bastarían tres votos conformes. Para 
dictar sentencias interlocutorias bastaba la presencia de tres 
miembros y dos votos conformes. Para los autos mere-interlocu- 
torios, bastaba la presencia y conformidad de dos miembros, En 
caso de discordia, impedimento o recusación de uno o más miem- 
bros de la Alta Corte, se integraría con letrados sorteados de una 
lista de los veinte abogados nacionales más antiguos. Los miem- 
bros de la Alta Corte, en asuntos contenciosos pueden excusarse 
y ser recusados ante la misma por las causas previstas en el Có- 
digo de Procedimiento Civil. De los incidentes que con tal mo- 
tivo surjan y de los relativos a la recusación de los miembros 
de los Tribunales de Apelaciones entendería la Alta Corte en 
la forma prevenida en el Código de Procedimiento Civil. El ar- 
tículo 10 del proyecto establecía que las resoluciones de la Alta 
Corte causaban siempre ejecutoria y en el desempeño de su co- 
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metido observaría el procedimiento señalado por las leyes y prác- 
ticas que hasta entonces habían regido los actos del Tribunal 
Pleno. 

Las funciones correspondientes al Ministerio Público ante 
la Corte, las desempeñaría el Fiscal de Corte, quien debería reu- 
nir las mismas calidades que los miembros de la Corte y sería 
nombrado por ella. En el ejercicio de sus funciones, la Corte se 
comunicaría directamente con los otros Poderes. 

Este proyecto fue tratado por el Senado, en la sesión del 
28 de mayo de 1902, resultando aprobado sin objeción. El se- 
nador por Rocha, Manuel R. Alonso propuso que se facultara a 
la Alta Corte para nombrar a todos los jueces de su dependen- 
cia, confirmando a los que estaban en ejercicio si lo creyera 
conveniente y sustituyendo a aquellos que no habían desempe- 
ñado satisfactoriamente el cargo. Es decir, propuso se acordara 
a la Corte la facultad de remover al personal de la Administra- 
ción de Justicia. En ese sentido presentó un artículo aditivo. La 
consideración de este artículo aditivo fue postergada para la 
segunda discusión del proyecto a propuesta del Dr. Juan Pedro 
Castro, quien señaló la necesidad de meditarlo en vista de la 
amplitud de facultades que dicho artículo concedía a la Alta 
Corte, como no la tenía ningún otro Poder del Estado. En la 
segunda discusión, Vásquez Acevedo explicó, que el pensamiento 
del senador Alonso se halla consignado en el proyecto del Poder 
Ejecutivo y en algunos otros que existían sobre la creación de 
la Alta Corte. La Comisión de Legislación que estudió el punto 
“creyó que no debía prestarle su adhesión por respeto al princi- 
pio consagrado en nuestra Carta Fundamental y en nuestras leyes, 
de la inamovilidad de los jueces”. Por esa razón creía que no 
podía aceptarse el artículo aditivo propuesto por Alonso. Pero, 
agregó, teniendo en cuenta que la Constitución confería a la 
Alta Corte la superintendencia correccional sobre todos los jue- 
ces y Tribunales de la República, consideraba, una vez creada 
la Corte, que las disposiciones del Código de Procedimiento vi- 
gente, que acordaba a ciertos jueces y Tribunales el conocimiento 
de las causas de destitución de magistrados, debían entenderse 
derogadas como también el procedimiento que ese mismo Código 
establecía para la destitución o corrección de los jueces y miem- 

bros de los Tribunales. En razón de esto proponía, para conciliar 
opiniones modificar la redacción del inciso æ del artículo 6°., En 
lugar de decir: “Ejercer la superintendencia directiva, correccional, 
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consultiva y económica sobre todos los Tribunales y Juzgados, así 
civiles como criminales y militares, de conformidad a los Códigos 
y Leyes de la Nación” proponía: “Ejercer la superintendencia 
directiva, correccional, consultiva y económica sobre todos los 
Tribunales y Juzgados de la Nación. En virtud de esta atribución 
puede amonestar, reprender, apercibir y multar a los jueces Fis- 
cales y miembros de los Tribunales cuando falten a los deberes 
anexos a su ministerio. Le corresponde privativamente también 
decretar la destitución de los mismos funcionarios por ineptitud 
omisión o faltas graves, siguiendo el procedimiento que se fijará 
de acuerdo con la disposición del artículo 14, “Esta disposición 
establecía que la Alta Corte sometería a la aprobación de la 
Asamblea un proyecto de Reglamento para regular sus procedi- 
mientos. Esta modificación fue aceptada tanto por el senador 
Alonso como por el senador Castro quien, al expresar su confor- 
midad, manifestó que la Asamblea al sancionar su Reglamento. 
según lo dispuesto por el art, 14, al que se refería el proyecto 
sustitutivo de Vásquez Acevedo, “establecerá como mejor le pa- 
rezca, los trámites necesarios para que la Alta Corte pueda llegar 
a la destitución de un juez inferior por causas probadas de inha- 
bilidad o culpa”. 


Otra modificación propuso Vásquez Acevedo en la segunda 
discusión: suprimir el artículo 11 y dar una nueva redacción al 
artículo 14 porque tal como estaban, encerraban una aparente 
contradicción. Aceptada la enmienda, el artículo 14 que pasó 
a ser el 13 al suprimirse el 11, quedó redactado de la siguiente 
manera: “Instalada la Alta Corte y a la brevedad posible some- 
terá ésta a la aprobación de la Asamblea un proyecto general 
de sus procedimientos, observando, entre tanto, las reglas y prác- 
ticas que han regido hasta ahora los actos del Tribunal Pleno 
y los asuntos de que se ocupa la presente ley en cuanto no se 
opongan a las disposiciones de la misma”. 

El proyecto quedó aprobado el 2 de junio de 1902." Pasó 
a la Cámara de Representantes “donde se estacionó por la in- 
fluencia que ejerció el Dr. Angel Floro Costa”. Así se expresa 
el propio Dr. Vásquez Acevedo en una anotación de su puño 
y letra que ha dejado en el tomo de recortes correspondiente 
a su actuación parlamentaria de aquel período. 
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“Los nacionalistas de la Cámara que acompañaron a éste, 
cometieron un grave error, porque contando entonces como con- 
taba la Asamblea con 37 votos nacionalistas, si el proyecto se 
hubiera sancionado, habríamos logrado nombrar una Alta Corte 
compuesta de una gran mayoría de hombres preparados. Des- 
pués no volvió nunca a presentarse la ocasión de influir tan 
poderosamente en la constitución de la Alta Corte como yo lo 
preví al urgir la sanción del proyecto”, "° 

En sus Memorias, refiriéndose a este tema, Vásquez Ace- 
vedo escribió: “Yo creí que había gran conveniencia en aprove- 
char aquel momento para la creación de la Alta Corte, porque 
consideraba que el espíritu dominante en la opinión, y la gran 
influencia que los nacionalistas teníamos en el Cuerpo Legisla- 
tivo, permitiría constituir aquel alto Tribunal en condiciones que 
no se habían presentado ni presentarían quizá. Mi plan tuvo 
éxito en el Senado, donde el Proyecto formulado por mí fué 
sancionado sin controversia; pero en la Cámara de Representan- 
tes, los amigos políticos no se dieron cuenta de la importancia 
de no demorar la creación de la Alta Corte, y por complacencias 
indebidas con Angel Costa, que quería hacer prevalecer su des- 
cabellado proyecto sobre reorganización de la administración de 
Justicia, consintieron en aplazar casi indefinidamente el Proyecto 
aprobado por el Senado. — A eso debemos la manera como se 
ha constituído ultimamente la Alta Corte”.* 

Entre tanto, el Dr, Angel Floro Costa, que integraba la 
Comisión de Legislación de la Cámara de Representantes, con 
el ánimo de llevar adelante su proyecto de 1894 que estaba 
encarpetado, removió el asunto de la organización judicial y en 
conocimiento de que el Senado tenía a estudio el proyecto del 
Poder Ejecutivo de 1899 de creación de la Alta Corte, promovió 
una gestión ante aquella Cámara, para que se le enviara dicho 
proyecto a fin de armonizarlo con los trabajos que la Comisión 
de Legislación de la Cámara de Representantes estaba realizando. 
Fue en esa oportunidad, que el Dr. Vásquez Acevedo propuso, 
y el Senado apoyó, una minuta de comunicación, por la que se 
contestó a la Cámara de Representantes, con fecha 10 de abril de 
1902, que el proyecto del Poder Ejecutivo de marzo de 1892, 
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había sido sustituído por otro, presentado por el mismo Poder 
Ejecutivo con fecha 29 de Setiembre de 1899, que estaba a estu- 
dio del Senado, lo que impedía acceder a lo solicitado." La Co- 
misión de Legislación de la Cámara de Representantes prosiguió 
entonces sus trabajos y aprobó el proyecto de organización de la 
Administración de Justicia del Dr. Costa, con algunas modifi- 
caciones que se le introdujeron. El nuevo proyecto fue presen- 
tado en Cámara y repartido, pero el Dr. Costa, en la sesión del 
31 de marzo de 1903, pidió que volviera a la Comisión para que 
lo estudiaran los nuevos miembros de la Comisión de Legisla- 
ción. El 23 de setiembre de 1903 fue elevado, nuevamente, con 
un extenso informe del Dr. Costa quien lo suscribía conjunta- 
mente con los Sres. Martín Suárez, Francisco del Campo, Carlos 
A. Berro, Diego M. Martínez y Julián Graña, en el que, al 
enumerar los antecedentes en materia de legislación judicial, se 
hacía la crítica al proyecto de Vásquez Acevedo aprobado por 
el Senado el 2 de junio de 1902, en los siguientes términos: 
"Vuestra Comisión, prestando el debido acatamiento á la trascen- 
dental importancia de un proyecto que viene ya prestigiado por 
la otra rama del cuerpo legislativo, le ha dedicado preferente 
y excepcional atención, suspendiendo sus trabajos sobre el pro- 
yecto del código de organización judicial, para consagrarse por 
completo a su estudio. 

Del detenido examen que ha hecho de sus disposiciones, 
fluye como primera consideración, que en su sanción se ha pres- 
cindido en absoluto de las prescripciones vigentes de la ley de 
3 de mayo de 1881, que trazan la pauta á que ambas Cámaras 
deben sujetar sus procedimientos, mientras esa ley no haya sido 
expresamente derogada. 

En efecto, ella dispone: “Artículo lo. La alta corte de jus- 
ticia será nombrada por la asamblea general vego de sanciona- 
das las leyes que deba aplicar en los casos de su jurisdicción 
privativa, y aquellas que deban regular sus procedimientos y los 
de los tribunales de apelaciones y juzgados de la. instancia. 


“Art, 2% El poder ejecutivo nombrará una Comisión de 
cinco abogados que proyecten las leyes de que habla el artículo 
anterior, elevando al poder legislativo el proyecto ó proyectos 
que preparen”. 
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El H., Senado, prescindiendo de esa ley, ha invertido los 
términos, procediendo á crear la alta corte antes de las leyes que 
deben regular sus procedimientos conectivos con los de los tri- 
bunales de apelación y juzgados de la. instancia, y cometiendo 
por el artículo II á la alta corte, una vez instalada, el proyecto 
de procedimientos generales que la ley de 3 de mayo de 1881 
cometió á una Comisión de abogados que desde hace veinte 
años dió principio á su cometido legal, y terminó sus trabajos 
con laboriosidad excepcional en junio de 1891, 

De esa prescindencia resultaría que la alta corte, que es 
la cabeza del organismo judicial constitucional, existiría antes 
que la ley que articulara sus funciones con las de los demás 
tribunales, siendo ella misma su propio legislador, á sancionarse 
la atribución que le confiere el artículo II del proyecto del H. 
Senado, lo que sería por demás anómalo, siéndolo mucho más 
aun el espectáculo que ofrecería el poder legislativo haciendo 
caso omiso de sus leyes vigentes y nulificando toda una serie 
de trabajos pacientes é ilustrados, que han merecido por dos veces 
ser recomendados á su sanción por el poder ejecutivo, y en los 
que han colaborado algunos de los jurisconsultos más comspicuos 
de la nación. 

Además de estas consideraciones de orden fundamental, el 
proyecto sancionado mutila en parte el proyecto del poder eje- 
cutivo del año 1899, y apenas tiene en cuenta los principios 
más inconcusos de la ciencia jurídica y las necesidades de una 
verdadera reforma judiciaria, reclamadas por las más imperio- 
sas exigencias de la época y por las aspiraciones más vehementes 
é ineludibles del foro y del país entero. 


Ninguna de las grandes reformas sobre costas, expropiación 
de oficios, archivo general, registro general, atribuciones com- 
plementarias de la alta corte, recursos jerárquicos, institución 
del ministerio de menores, jubilaciones de magistrados, presu- 
puestos de gastos y otras más que se imponen ante los progre- 
sos de la ciencia jurídica y que han merecido ya los desvelos del 
legislador y de los primeros hombres del foro, han concitado 
su fugaz atención. 

Hasta se incurre en el anacronismo de pretender constituir 
la alta corte con miembros no letrados, sin que se alcance la 
razón que nos constituiría á este respecto en una excepción en 
el mundo. 
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Por todas estas razones y las que ampliará el miembro infor- 
mante ante V. H., ha creído vuestra Comisión que sólo debía acep- 
tar del proyecto del H. Senado aquellas disposiciones que más 
se armonizan con las del código aprobado por la Comisión re- 
visora, que han servido de base á sus trabajos y que con sólo 
pequeñas variantes de redacción se registran en uno y Otro pro- 
yecto, aconsejándoos la sanción del proyecto sustitutivo y más 
completo que tiene el honor de someter á vuestra consideración 
con las modificaciones que brevemente pasa á fundar”.** En 
la sesión del 18 de diciembre de ese año se puso a considera- 
ción de la Cámara. En esa oportunidad el Dr. Costa hizo una 
larga exposición refiriéndose a los antecedentes de la reforma 
judicial hasta la sanción por el Senado del proyecto que en 
junio del año anterior había pasado a estudio de la Cámara de 
Representantes donde había sido detenido. Para explicar esa de- 
tención expresó en el siguiente pasaje: “El señor Cuestas deseaba 
que la Alta Corte se inaugurara el 25 de agosto y pugnaba por- 
que la Comisión que presido fuese práctica y redujera sus ideales 
limitándose a la creación de la Alta Corte, pues todo lo demás, 
decía, podría hacerse después, cuando estuviese instalada. Esta es 
todavía la doctrina reinante entre los numerosos empíricos de 
nuestro foro que proclaman como divisa socorrida que lo mejor 
es siempre el enemigo de lo bueno, reservándose el monopolio 
de declamar contra todos los males económicos que nos afligen 
á la vez que dificultan toda reforma. Había sin embargo en la 
política judiciaria del señor Cuestas, un pensamiento recóndito 
que entrañaba un peligro para el país y para la institución 
misma. El señor Cuestas, cuya influencia oficial nos fué tan 
difícil neutralizar para la elección del Presidente de la República, 
pretendió igualmente hacerla sentir en la composición de la 
Alta Corte. Hasta se señalaban los candidatos de su predilección. 

Creí entonces, señor presidente, y creo hoy, que fué acto de 
prevision y patriotismo por parte de la Comisión de Legislación 
aplazar los trabajos del poder judicial hasta pasada la solución 
de marzo”. Se refería a la elección presidencial de José Batlle 
y Ordoñez. 


A la sesión del 18 de diciembre de 1903, en que se puso 
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a consideración el proyecto del Dr. Costa, asistió invitado al 
efecto, el Ministro de Gobierno, Dr. Juan Campisteguy, quien 
manifestó que el Poder Ejecutivo no se oponía a la iniciativa. 
Estaba de acuerdo con la creación de la Alta Corte de Justicia 
pero disentía con algunos puntos del proyecto. La disidencia ra- 
dicaba “en razones de oportunidad y en dificultades de detalle 
relacionados con sus proyecciones financieras”. Agregó que el 
Poder Ejecutivo todavía no había concretado sus ideas al res- 
pecto por lo que pedía que el asunto pasara nuevamente a es- 
tudio de la Comisión de Legislación a donde él concurriría en 
oportunidad. Así se resolvió.** Recién el 24 de abril de 1905 
la Comisión informó. En la sesión del 29 de abril se dispuso 
su repartido, En ese estado, un año y medio después, el 9 de 
octubre de 1906, la Cámara de Representantes recibió un men- 
saje del Poder Ejecutivo adjuntando un nuevo proyecto de ley 
sobre creación de Alta Corte de Justicia, que deseaba sustituyera 
al informado por la Comisión de Legislación en 24 de abril de 
1905; vale decir, un proyecto sustitutivo del proyecto del Dr. 
Costa. La Comisión se pronunció sobre este proyecto del Poder 
Ejecutivo el 30 de enero de 1907 en un extenso informe suscrito 
por Adolfo H. Pérez Olave, Aureliano Rodríguez Larreta, Alvaro 
Guillot, Ramón Saldaña, Vicente Ponce de León y José Pedro 
Massera (discorde). Aconsejaba su aprobación —con algunas 
modificaciones que fundamentaba— en lugar del que había sido 
aprobado por el Senado con fecha 3 de junio de 1902. 

La Comisión consideraba a este proyecto —que era el re- 
dactado por el Dr. Vásquez Acevedo— “demasiado limitado, no 
respondiendo así a las verdaderas conveniencias a que debe ajus- 
tarse la complementación de un Poder del Estado”. 

“El proyecto del Poder Ejecutivo por el contrario —decía— 
satisface más y del estudio practicado ha podido comprobar esta 
Comisión que, con estas modificaciones que no alteran funda- 
mentalmente la economía de aquel, responde bien a los prin- 
cipios que deben regular la perfecta organización del departa- 
mento judicial”.* 

El 13 de abril de ese año la Cámara inició el estudio del 
asunto. El Dr. Vásquez Acevedo integraba en ese momento el 
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Cuerpo en calidad de representante por el departamento de 
Montevideo. Tuvo así oportunidad de intervenir en la etapa de- 
cisiva de la creación de la Alta Corte de Justicia aunque, por 
razones de salud, su intervención quedó limitada a la primera 
parte de la consideración del proyecto del Poder Ejecutivo. En 
la sesión del 13 de abril sostuvo que la discusión debía tomar 
como base el proyecto sancionado por el Senado en 1902, en 
primer lugar —dijo— por que eso es lo que establece el Re- 
glamento. El art. 116 del Reglamento de la Cámara establecía 
que el orden de discusión de los proyectos sería el siguiente: 
“1° el del autor o el venido de la otra Cámara 2° el de la Comi- 
sión dictaminante”. Agregó que “el Reglamento no se puede 
modificar por resolución sobre tablas de la Honorable Cámara: 
en segundo lugar, porque el proyecto del Honorable Senado es 
más sencillo, y me atrevo a decir que más metódico que el de 
la Comisión. Es más sencillo —continuó— porque el otro tiene 
una multitud de disposiciones repetidas o innecesarias, y es más 
metódico, porque el de la Comisión no ha hecho una exposición 
clara y conveniente de las facultades de la Alta Corte de Jus- 
ticia, agrupando algunas que deberían estar separadas y sepa- 
rando otras que debieran estar unidas. No hay orden lógico 
además; en algunas disposiciones se ocupa por ejemplo, del 
Procurador General de Corte y de sus funciones, antes de 
mencionar las funciones de la Alta Corte de Justicia, y contiene 
en el 1° y 2? títulos una serie de disposiciones, que deberían 
estar colocadas después de otras que tienen una importancia 
mayor. Por estas razones —concluyó— creo que si no seguimos 
el proyecto del Senado, surgirán en la discusión del asunto una 
multitud de cuestiones inútiles que nos robarán el tiempo”. 
Su criterio no fue compartido por el Dr. Pérez Olave quien 
abogó por que se tomara como base de la discusión el proyecto 
de la Comisión, al que el Dr. Vásquez Acevedo —dijo— podría 
señalar los errores en la discusión particular y ser subsanados 
por la Cámara. Esta, después de discutir largamente el punto 
y ante la imposibilidad de considerar paralelamente los dos pro- 
yectos, artículo por artículo, porque no había concordancia entre 
ellos, resolvió desechar el proyecto aprobado por el Senado en 
1902 y discutir el de la Comisión. El Dr. Vásquez Acevedo 
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participó activamente en los debates que suscitó el estudio de 
este proyecto. Su intervención fue muy importante en lo rela- 
tivo a la integración de la Corte sobre la que se sostuvieron 
diversas opiniones. El artículo 4? del proyecto establecía: “Los 
ministros de la Alta Corte deberán ser abogados con seis años 
de ejercicio de la profesión y cuatro de magistratura, equiva- 
liendo a ésta el ejercicio de las funciones de conjuez durante 
el mismo número de años; tener cuarenta años cumplidos de 
edad y las demás calidades precisas para ser senador que establece 
el artículo 30 de la Constitución”. De este artículo se impugnó 
la asimilación de las funciones de conjuez a las de magistrados 
considerándosele inconstitucional porque no exigía a quienes iban 
a ser miembros de la Corte, las condiciones requeridas por el 
artículo 93 de la Constitución. Carvalho Lerena dijo que no 
creía que “el desempeño accidental de las funciones de conjuez 
coloque a los abogados como magistrados que han desempeñado 
por cuatro años las funciones de juez, para ponerse en las con- 
diciones del artículo 93 y poder ser mombrado miembro de la 
Alta Corte de Justicia”. 


Carlos E. Lenzi opinó en el mismo sentido. "No puede 
—dijo— de ninguna manera, según mi sentir, entenderse que 
los cuatro años de práctica como conjuez, equivalgan a los cuatro 
años de magistrado que exige la Constitución de la República”. 
El Dr. Martín C. Martínez rechazaba igualmente la equiparación 
de los conjueces a los magistrados. El Dr. José P. Massera, miem- 
bro en discordia de la Comisión, dijo que éste era precisamente 
uno de los puntos fundamentales de su discrepancia con el informe 
por lo cual se sentía obligado a fundamentarla ante la Cámara. 
Creía que “la intención de los constituyentes al sancionar la sec- 
ción 9a, de la Constitución fue dar la organización definitiva 
que debería tener la Alta Corte en el momento en que se pusiera 
en práctica, sin permitir, por ningún pretexto, a los legisladores 
futuros, que variasen un solo artículo constitucional y la Comi- 
sión de Legislación a mi juicio —dijo— so pretexto de una in- 
terpretación de un artículo que no es obscuro, que no puede ser 
obscuro para nadie, intenta una violación de la Constitución al 
equiparar el cargo de conjuez al ejercicio de la “profesión” de 
la magistratura”. También a su juicio el proyecto del Senado, el 
del Poder Ejecutivo y el de la Comisión, violaban la Constitu- 
ción al permitir la entrada a la Alta Corte de miembros perma- 
nentes no letrados. Entendía el Dr. Massera “que no podía inte- 
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grarse la Alta Corte sino con miembros que tuvieran todas y 
cada una de las condiciones que se fijaban en el artículo 93”. 
Luis Ponce de León compartió la posición del Dr. Massera. El 
Dr. Manuel B. Otero, con un criterio práctico y realista opinaba 
que en el país no había todavía número suficiente de personas 
que estuvieran en las condiciones del artículo 93, es decir, que 
tuvieran seis años de abogacía y cuatro de magistratura como 
para poder hacerse la elección de los miembros de la Alta Corte. 
“Debería —dijo— haber un número de personas elegibles, doble 
por lo menos, del número de miembros de la Alta Corte, para 
que la elección no fuera necesaria y forzada. Es público y noto- 
rio que no lo tenemos”, por tanto creía que se podía crear la 
Alta Corte, organizada con todas sus atribuciones “sin perjuicio 
de que sigan siendo provisorias las condiciones del nombramien- 
to de sus miembros”. “Después —agregó— más adelante, cuan- 
do haya personas que reunan abogacía y magistratura y en nú- 
mero suficiente, el nombramiento se hará de otro modo”. Sos- 
tenía que desde el principio no era necesario un régimen abso- 
luto, radical. Creía que había que nombrar para la Alta Corte 
de Justicia “a personas que en opinión de la Asamblea reunan 
las más nobles condiciones personales de virtud, sabiduría, de 
equidad, sin detenernos a averiguar sí tienen mas o menos años 
de magistratura o de abogacía”. “Estamos facultados por la Cons- 
titución misma para no detenernos en eso por el momento”. 

A esta altura del debate —en la sesión del 30 de abril de 
1907— intervino el Dr. Vásquez Acevedo quien expresó compar- 
tir las opiniones del Dr. Otero en cuanto a la necesidad de 
otorgarle a la Asamblea Legislativa amplitud en la elección de 
los miembros de la Alta Corte pero por otras razones. "Yo 
considero —dijo— que es inconstitucional sin duda alguna, la 
forma de componer la Alta Corte de Justicia, que propone la 
Comisión de Legislación en el artículo que es materia de de- 
bate. Hay una flagrante violación de la Constitución en esa 
equivalencia que pretende establecerse entre las funciones del 
conjuez, y el ejercicio de la magistratura. El conjuez no ejerce la 
profesión de magistrado, su profesión es la de abogado, á la que 
consagra su tiempo y sus estudios, y sólo desempeña por excep- 
ción, de tiempo en tiempo, la magistratura. 

No es eso lo que la Constitución quiere. 

El artículo 93 habla de letrados que hayan ejercido cuatro 
años “la profesión de magistrado”; esto es, que durante cuatro 
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años se hayan consagrado, de una manera especial y constante, 
al desempeño de la magistratura. 

La letra de la Constitución mo puede ser más terminante y 
su mente es también clarísima. 

No por esto, sin embargo, creo que deba aceptarse la fór- 
mula que proponen el doctor Massera y algunos otros compa- 
fieros, según la cual la Alta Corte debería componerse única- 
mente de letrados con cuatro años de ejercicio de la magistratura 
y seis de la profesión de abogado. 

Esa fórmula, como se ha alegado ya, tiene el grave incon- 
veniente de que estrecha demasiado el círculo de las personas 
entre las cuales podría recaer la elección de la Asamblea General. 

Con sujeción á ella, á ésta no le sería dado llevar á la 
Alta Corte á ninguna persona que hubiera ejercido sólo la abo- 
gacía, aunque hubiera pasado 20, 30 ó más años defendiendo 
pleitos y fuera una verdadera eminencia por su talento, por su 
saber ó por sus virtudes. Con arreglo á esa fórmula, no sería po- 
sible tampoco elegir para la Alta Corte á una persona que sólo 
hubiera ejercido la magistratura, aunque se hubiera encanecido 
en servicio de ella, desempeñándola con relevantes condiciones 
de acierto, de competencia y de honorabilidad. 

No se dirá, ciertamente que en uno ú otro de estos casos, la 
falta de los cuatro años de magistratura ó de los seis de aboga- 
cía constituye una deficiencia real para desempeñar acertadamen- 
te las funciones de miembro de la Alta Corte. La larga práctica 
en la magistratura, la prolongada consagración al estudio del de- 
recho y á las cuestiones forenses, en las condiciones enunciadas, 
compensan ampliamente aquella falta. 

No podría, pues, sin menoscabo de los intereses de la causa 
pública, adoptarse la fórmula restrictiva que ha sostenido mi 
ilustrado colega el doctor Massera, para la elección de miem- 
bros de la Alta Corte”, 

“Pero —continuó— se dirá: si no se acepta la fórmula pro- 
puesta por la Comisión de Legislación, ni la propuesta por el 
doctor Massera, ¿cuál sería la fórmula que adoptaría la Cáma- 
ra? Yo reconozco —agregó— que el problema no se presen- 
ta fácil. 

Siempre que se ha tratado de la constitución definitiva de 
la Alta Corte, se ha suscitado la dificultad que es hoy materia 
de debate en esta Cámara, pero me parece que la solución de 
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la cuestión podría hallarse en la fórmula sancionada por el Se- 
nado, introduciendo en ella una ligera modificación. El artículo 
3% del proyecto del Senado, dice lo siguiente: “La Alta Corte se 
compondrá de tres miembros letrados, con las condiciones fija- 
das por el artículo 93 de la Carta Fundamental, y dos miembros 
letrados ó no letrados que reúnan los requisitos exigidos para 
estos últimos por la misma disposición y sean de competencia 
notoria en asuntos constitucionales, internacionales ó adminis- 
trativos”. Piensan algunos que hoy no sería justificado llevar á 
la Alta Corte miembros que no fueran letrados, dado el desarro- 
llo que ha adquirido la ilustración en nuestro país y las ma- 
yores exigencias de la Administración de Justicia, comparadas 
con las del año 1830. 


Reconozco el valor de esta observación; pero creo que todo 
se arreglaría si se redactase el artículo sancionado por el Sena- 
do, en la forma siguiente: 


"La Alta Corte de Justicia se compondrá de tres miembros 
letrados, que reúnan todos los requisitos fijados por el artículo 
93 de la Carta Fundamental, de otros dos miembros letrados 
que, teniendo las condiciones precisas para senador, hayan ejer- 
cido la magistratura por largos años, ó sean de competencia no- 
toria en asuntos constitucionales, internacionales ó administrati- 
vos”. De esta manera —continuó— podrían entrar en la Alta 
Corte, magistrados de larga práctica, que no hubieran ejercido 
la abogacía y abogados de grandes méritos que no hubieran 
ejercido la magistratura. 


Se ha dicho que es inconstitucional llevar á la Alta Corte 
letrados que no tengan cuatro años de ejercicio de la magis- 
tratura, ó los seis años de ejercicio de la abogacía, pero hay en 
esto un error á mi juicio. 


La Constitución admite la posibilidad de que entren en la 
Alta Corte personas que no sean letradas según resulta de la 
disposición del artículo 93. Dentro de los preceptos de la ley 
fundamental, estaría, pues, facultada la Asamblea General para 
nombrar uno, dos ó más ciudadanos completamente legos. 


Ahora bien: si es constitucionalmente posible llevar á la 
Alta Corte personas iletradas, ¿por qué razón no han de poder 
ser llevados letrados que no tengan el requisito de magistratura 
ó de los seis de abogacía? 
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¿Acaso el poseer el título de la Facultad de Derecho puede 
ser un inconveniente para ello?... 

No se podría razonablemente contestar de una manera 
afirmativa á esta pregunta. 

Al contrario, debe admitirse que si puede llevarse á la 
Alta Corte personas iletradas, con más razón es dado llevar 
letrados; que si pueden llevarse legos, que sólo tengan los re- 
quisitos precisos para senador, con más razón pueden llevarse 
ciudadanos que, además de esos requisitos, tengan conocimiento 
del derecho y se hallen dotados de cualidades relevantes de 
saber ó de talento”. Más adelante agregó: “Se dice: la Consti- 
tución establece que los miembros letrados han de tener cuatro 
años de ejercicio de la magistratura y seis de la abogacía; —por 
consiguiente, no puede haber miembros letrados que carezcan de 
tales requisitos. 

Pero la objeción carece de valor real; su fuerza es apa- 
rente, porque lo que propone no es componer toda la Alta 
Corte con miembros letrados que no tengan cuatro años de 
magistratura y seis de abogacía. Lo que se propone es sólo 
“reemplazar los miembros no letrados”, que la Constitución 
admite, con miembros letrados que no tengan alguno de esos 
requisitos, 

La Alta Corte tendrá, en el número necesario, miembros 
letrados con todas las señaladas por la Constitución y además 
miembros letrados sin alguna de esas condiciones, "en sustitu- 
ción de los no letrados”. 

De esta manera —dijo— se concilian los preceptos consti- 
tucionales con las verdaderas conveniencias públicas. 

Yo entiendo, señor Presidente, que la intención de los Cons- 
tituyentes, al establecer que pudieran entrar á la Alta Corte 
personas no letradas, fué abrir la puerta para que se llevaran á 
ese Cuerpo ciudadanos que tuvieran conocimientos sobre algunas 
de las materias especiales encomendadas á la Alta Corte, que en 
aquella época no siempre entraban en el bagaje científico de 
los abogados, como los relativos á asuntos internacionales, ecle- 
siásticos, y aún constitucionales. 

Hoy no ocurre ésto; son precisamente los abogados las per- 
sonas más preparadas para toda esa clase de asuntos; pero el 
fin que los Constituyentes tuvieron en vista se cumpliría adop- 
tando la fórmula sancionada por el Senado, y cuya modificación 
he propuesto. 
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Conciliaríanse así los preceptos constitucionales y las exi- 


gencias de la época actual”.*” 


Discutida la moción del Dr. Vásquez Acevedo fue final- 
mente aprobada en la sesión del 30 de abril con las enmiendas 
propuestas por los Dres. Domingo Arena y Aureliano Rodríguez 
Larreta: “La Alta Corte de Justicia se compondrá de dos miem- 
bros letrados que reunan todas los requisitos fijados por el ar- 
tículo 93 de la Carta Fundamental y de otros tres miembros 
letrados que teniendo las condiciones precisas para senador, hayan 
ejercido la magistratura por largos años o sean de competencia 
notoria en asuntos constitucionales, internacionales o adminis- 


trativos”.** 


Posteriormente, en la sesión del 11 de junio de 1907, de la 
que estuvo ausente el Dr. Vásquez Acevedo por motivos de 
salud, este artículo 4% fue reconsiderado a propuesta del Dr. 
Adolfo H. Perez Olave en lo que se refería a las condiciones 
que debían reunir los miembros de la Alta Corte de Justicia. 
Propuso y fue aceptado por la Cámara, la supresión de la parte 
final en la que prescribía que hubieran “ejercido la magistratura 
por largos años o sean de competencia notoria en asuntos cons- 
titucionales, internacionales o administrativos” por que —dijo— 
“habría muchísimos abogados que podrán ser excelentes miem- 
bros de la Corte de Justicia, pero como quizá no van a consi- 
derarse aptos especialmente en derecho administrativo, interna- 
cional o constitucional, no yan a querer aceptar el cargo de 
miembros de la Alta Corte...” ® 

Al considerarse el artículo 50. que extendía a los miembros 
de la Alta Corte lo dispuesto en los artículos 17 y 641 del Có- 
digo de Procedimiento Civil, el Dr. Vásquez Acevedo propuso 
se suspendiera su estudio —y así se resolvió en la sesión del 30 
de abril— porque lo consideraba incompleto y porque en el 
proyecto habían varias disposiciones análogas que podrían acu- 
mularse en un solo artículo en beneficio de la claridad y de 
la sencillez.” 
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En la sesión del 11 de junio, también éste artículo se trató 
nuevamente, aprobándose una fórmula sustitutiva propuesta por 
el Dr. Massera. El Dr. Vásquez Acevedo, como ya hemos dicho, 
no concurría a las sesiones por encontrarse enfermo.” 


Respecto al artículo 60. —cuyo estudio se realizó en la 
sesión del 30 de abril— que otorgaba a los miembros de la 
Alta Corte de Justicia el tratamiento de Excelencia, el Dr. Vás- 
quez Acevedo propuso sin éxito, su eliminación por antidemo- 
crático y antirepublicano.”* Observó luego el artículo 70. que 
establecía para la Alta Corte, un Secretario y un Prosecretario 
letrados y los demás empleados que la ley determinare; los nom- 
bramientos serían hechos por la propia Alta Corte siendo todos 
los cargos amovibles, 


La primera observación de Vásquez Acevedo a este artículo 
se refería a la falta de precisión de las funciones que desem- 
peñaría el Secretario. “Las leyes procesales —dijo— establecen 
que todos los actos de los jueces de los Tribunales serán auto- 
rizados por un escribano. Es menester por consiguiente, saber 
si el Secretario letrado que se crea hará funciones de escribano, 
o ejercerá otra clase de funciones, para que no se produzcan 
conflictos de atribuciones”. En segundo lugar, Vásquez Acevedo 
consideraba innecesaria la creación de un Prosecretario letrado. 
“Yo creo —expresó— que basta con el Secretario letrado que 
se crea, desde que la Alta Corte ha de tener, además, todos los 
otros empleos que sean indispensables para su funcionamiento 
regular y perfecto”. Por último observaba que no había necesi- 
dad de hacer referencia especial a la facultad que tiene la Alta 
Corte de nombrar sus propios empleados, porque eso se deduce 
ya de las disposiciones del Código de Procedimiento Civil. Lo 
mismo puede decirse de la amovilidad de tales empleados. El 
Código de Procedimiento Civil establece que los actuarios y 
empleados de las oficinas son amovibles a propuesta de los jueces. 
Por consiguiente no hay necesidad de volverlo a decir aquí”. 
Creía que el artículo debía limitarse a establecer que la Alta 
Corte tendrá un Secretario letrado que autorizará sus actos y 
desempeñará las funciones de actuario. Mocionó en ese sentido. 
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El Dr. Adolfo H. Perez Olave —miembro informante— 
sostuvo el artículo de la Comisión. Defendió la creación del 
cargo de Pro secretario por la complejidad y extensión de las 
funciones de la Alta Corte, a las que un solo Secretario no 
podría atender en todo momento. Respecto a la determinación 
de sus cometidos creía que ello correspondía a la misma Alta 
Corte. Tampoco consideraba necesario decir que iba a desem- 
peñar funciones de actuario. “Demasiado sabido es —expresó— 
que los cometidos del Secretario de la Alta Corte consistirán 
principalmente en legalizar los actos que efectúe la Alta Corte”. 
Vásquez Acevedo solo insistió en sus observaciones respecto a 
las funciones que habría de desempeñar el Secretario de la Alta 
Corte. Entendía que era necesario fijar las atribuciones del Se- 
cretario pues no creía conveniente que se dejara para que la 
Corte las fijara oportunamente. Expresó que mientras la Corte 
no hacía esa determinación y ella fuera aprobada por el Poder 
Legislativo existiría “una verdadera confusión entre las atribu- 
ciones que ha de tener el Secretario letrado y las del Actuario, 
si es que se entiende —dijo— que los Secretarios han de reem- 
plazar a los actuarios”. Luego agregó: “El Código de Procedi- 
miento Civil establece que los actuarios están encargados de 
autorizar los actos de los jueces y tribunales y previene que los 
actuarios han de ser escribanos. Si se entiende que el Secretario 
de la Alta Corte ha de ejercer funciones de actuario es me- 
nester expresarlo por que de otra manera, con razón, no se les 
admitirá a desempeñarlas”. "En caso contrario —agregó— si 
el Secretario no ha de ejercer las funciones de Actuario enton- 
ces ¿qué otras funciones tendrá? No las concibo, a no ser que 
sea únicamente las que se expresa en otro artículo: de redactar 
las sentencias”. Entendía que esto mo debía aceptarse. El Dr. 
Vásquez Acevedo expresó en otro momento del debate que Se- 
cretario podía ser una persona simplemente encargada de redac- 
tar las notas y las sentencias de los Tribunales y esa no era 
la función del actuario por tanto si se entendía que era función 
del actuario la que iba a desempeñar el Secretario letrado debía 
decirse expresamente. Reiteró que el Código de Procedimiento 
Civil establecía “que los actos de los Tribunales serán autori- 
zados por los Escribanos actuarios”. La Alta Corte no puede 
—manifestó— modificar las leyes de manera que los Secretarios 
no pueden autorizar los actos de la Alta Corte. La Comisión, 
por intermedio de su miembro informante Dr. Perez Olave, 
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aceptó la modificación propuesta por el Dr. Vásquez Acevedo 
aprobándose el artículo 70. en los siguientes términos: “La Al- 
ta Corte tendrá un Secretario y un Prosecretario letrado, que 
desempeñarán las funciones de Actuario, y los demás empleados 


que la ley determine”.*” 


La Comisión también aceptó la moción del Dr. Vásquez 
Acevedo para que se suprimiera la parte final del Artículo 8o., 
que prescribía el juramento del Fiscal de Corte ante el Poder 
Ejecutivo, por innecesario ya que todo funcionario público debía 
prestar juramento ante su superior y el Fiscal de Corte era nom- 
brado por el Poder Ejecutivo.”* 


En la discusión del artículo 10 relativo a la creación y 
funciones del Fiscal de Corte, el Dr. Vásquez Acevedo sólo in- 
tervino en la primera parte. En la sesión del 7 de mayo cuando 
se inició su estudio, el Dr. Vásquez Acevedo anunció su pro- 
pósito de formular algunas observaciones a la segunda parte de 
este artículo, la relativa al nombramiento del Fiscal de Corte 
por el Poder Ejecutivo con acuerdo del Senado. Esto sin em- 
bargo no significó que se abstuviera de intervenir en el estudio 
del primer inciso referente a las funciones que ejercería el Fiscal 
ante la Alta Corte y el Poder Ejecutivo; por el contrario, tomó 
parte activa en la enmienda de la fórmula propuesta por la Co- 
misión.” En la sesión siguiente, del día 14 de mayo a la que 
ya no concurrió por encontrarse enfermo, el Dr. Martín C. Mar- 
tínez aludió a las observaciones que el Dr. Vásquez Acevedo 
pensaba hacer, entre las cuales dijo, había una de orden: la de 
discutir en una misma oportunidad la segunda parte del artículo 
10 y el inciso final del artículo 16 del proyecto en que se 
volvía sobre el tema al tratarse del nombramiento de los fiscales 
de lo Civil, Menores, Ausentes e incapaces, del Crimen y De- 
partamentales. El Dr. Vásquez Acevedo, según expresó el Dr. 
Martínez, sugería se aplazara la discusión de la segunda parte 
del artículo 10 para cuando se considerara el artículo 16; segu- 
ramente lo hacía con la esperanza de poder concurrir entonces 
a la Cámara e intervenir en el debate de un punto sobre el cual 
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tenía ideas muy definidas. No fue asi sin embrago. Su enferme- 
dad no le permitió reintegrarse hasta el 6 de julio. Para esa 
fecha el proyecto ya había sido sancionado por la Cámara de 
Representantes en la sesión del 11 de junio.”” Por otra parte la 
Cámara en la sesión del 14 de mayo resolvió tratar conjunta- 
mente en aquella oportunidad los dos artículos. Es evidente que 
que lo que quería observar el Dr. Vásquez Acevedo era el 
nombramiento del Fiscal de Corte por el Poder Ejecutivo. En 
su proyecto de 1902, esa facultad la tenía la propia Corte. Que 
sobre ese punto no tenía dudas, lo revela el hecho de que en 
el proyecto de Constitución que presentó a la Convención Na- 
cional Constituyente en 1916, nuevamente aparece el Fiscal de 
Corte nombrado por la Alta Corte de Justicia como así mismo 
los demás fiscales. De ese modo creía se aseguraba su indepen- 
dencia. 

Al ponerse en discusión el punto, en la sesión del 14 de 
mayo de 1907, el Dr. José Pedro Massera sostuvo el mismo 
criterio defendiendo el nombramiento de los fiscales por la Alta 
Corte de Justicia en virtud del principio de la separación de 
poderes. Sostenía que los fiscales, aunque sus funciones no sean 
judiciales, son empleados del Poder Judicial y que por lo tanto 
no deben ser nombrados por el Poder Ejecutivo. No concebía 
que un Poder interviniera en el nombramiento de los emplea- 
dos de otro Poder. El Dr. Gregorio L. Rodríguez intervino en 
el debate; consideraba que el Fiscal de Corte debía ser nombrado 
por la Asamblea General como los miembros de la Corte. Sin 
embargo la Cámara aprobó el nombramiento por el Poder Eje- 
cutivo con acuerdo del Senado como venía propuesto en la ini- 
ciativa del Poder Ejecutivo que el Dr. Perez Olave defendió en 
nombre de la Comisión. 

El Dr. Martínez transmitió también una observación del Dr. 
Vásquez Acevedo —que no tuvo andamiento— sobre el artículo 
11 relativo a los casos en que debería ser oído el Fiscal de Corte. 
El Dr. Vásquez Acevedo, de acuerdo con lo establecido en su 
proyecto de 1902, era partidario de una redacción más sintética; 
“Decir simplemente que el Fiscal de Corte ejercerá las funciones 


del Ministerio público en los asuntos originarios de la Corte”.” 
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Al ponerse en discusión el artículo 14 sobre las atribucio- 
nes de la Alta Corte de Justicia, el Dr, Martínez, nuevamente 
por indicación del Dr. Vásquez Acevedo, señaló la conveniencia 
de mejorar la redacción del inciso lo. Donde decía “velar por 
el respeto de las inmunidades del Poder Judicial..... ” debería 
decir “velar por el respeto de las atribuciones e inmunidades del 
Poder Judicial..... ” porque —dijo— “lo más importante es 
velar por las atribuciones de ese Poder porque ese es el caso 
que puede ocurrir, en que la Alta Corte intervenga— que sean 
desconocidas las atribuciones de un magistrado, más seguramente 
que el de que sean desconocidas sus inmunidades, que son las 
generales de los habitantes del país”.*” Así se resolvió. Al con- 
siderarse el inciso 30, nuevamente el Dr. Martínez transmitió 
la opinión del Dr. Vásquez Acevedo en el sentido de que debía 
suprimirse la exigencia de “previa vista fiscal” al dictamen de 
la Alta Corte sobre admisión o retención de las bulas y breves 
pontificios (art. 98 de la Constitución), opinión que el Dr. Mar- 
tínez hacía suya, apoyando la expresada en Sala por el Dr. Mora 
Magariños, quien había propuesto su supresión porque limitaba 
la facultad que la Constitución confería a la Alta Corte. La 
corrección fue aceptada, Hasta aquí la intervención directa o in- 
directa del Dr. Vásquez Acevedo en el estudio y sanción del 
proyecto de ley de creación de la Alta Corte de Justicia que 
fue aprobado por la Cámara de Representantes el 11 de junio 
de 1907. Este proyecto estaba ordenado en cinco títulos: el 


98 "Diario de Sesiones de la H. Cámara de Representantes”. Tomo 
CXC ya citado, pág. 620. 

99 Respecto a su actuación en esta etapa del debate de la ley de 
creación de la Alta Corte de Justicia, el Dr. Vásquez Acevedo se ha re- 
ferido en el siguiente pasaje de sus Memorias: "La primera cuestión motivó 
debates interesantes en que tomé parte, creyendo que las ideas sustentadas 
por mi podrían favorecer una digna composición de la Alta Corte; el 
discurso que pronuncié decidió el punto principal que motivaba disidencias 
en el seno de la Cámara; pero contra lo que yo candidamente había es- 
perado, abrió la puerta para que mas tarde se integrara el Cuerpo superior 
del Poder Judicial, con (algunas) personas que no reunían las condiciones 
necesarias para tan grande distinción. 

Yo había estudiado largamente los diversos proyectos sobre creación 
de la Alta Corte, y tenía apuntes numerosos respecto de las observaciones 
u objeciones a que se prestaban; pero muy al principio de la discusión 
particular cai con un ataque de influenza que me obligó a guardar cama 
y me mantuvo impedido para toda clase de trabajo durante un mes o 
mas. Quedaron por eso en la ley una multitud de incorrecciones de que 
no se apercibieron otros compañeros bien inspirados.” (“Revista Histórica”, 
Tomo XXXVI, pág. 243.) 
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primero se refería a la creación, integración y funcionamiento 
de la Alta Corte; el segundo, a la creación, atribuciones y fun- 
cionamiento de la Fiscalía de Corte; el tercero, a las competen- 
cias de la Alta Corte de Justicia; el cuarto al procedimiento 
que debía seguir la Alta Corte de Justicia en todos los casos 
en que tenía jurisdicción originaria ya sea por mandato cons- 
titucional o legal y el título quinto, entre otras disposiciones, 
consagraba el principio de la inamovilidad de los jueces; trataba 
de las relaciones de la Alta Corte con las demás autoridades 
judiciales; del retiro y cese de los miembros del Poder Judicial 
y del presupuesto general de la Alta Corte y de la Fiscalía de 
Corte. 


El proyecto tenía diferencias sustanciales con el del Dr. Vás- 
quez Acevedo sancionado por el Senado en 1902. En primer 
término, en el tratamiento del tema. El proyecto de Vásquez 
Acevedo estaba concebido con la concreción y justeza de un 
texto constitucional, estableciendo principios y normas de carác- 
ter general, mediante las cuales se trazaban las grandes líneas 
del nuevo órgano. El proyecto sancionado por la Cámara de Re- 
presentantes, importaba una amplia y detallada ley que abarcaba 
además del aspecto institucional, el procesal, funcional y presu- 
puestal de la Alta Corte. En lo que respecta a la integración de 
ésta, la diferencia que puede anotarse entre ambos proyectos 
perdió significación desde el momento en que el proyecto apro- 
bado por la Cámara de Representantes incorporó, con ligeras 
variantes, la fórmula que en el desarrollo del debate, propuso 
el Dr. Vásquez Acevedo, fórmula que enmendaba la consignada 
en su proyecto de 1902. 


Ambos proyectos diferían también en el criterio con que 
fueron señaladas las competencias de la Alta Corte; el proyecto 
sancionado por la Cámara de Representantes era más enumera- 
tivo pero no más amplio que el del Dr. Vásquez Acevedo, Este 
así lo puso de manifiesto en el debate al criticarle que no hacía 

una exposición clara y conveniente de las facultades de la Alta 
Corte de Justicia, agrupando algunas que deberían estar sepa- 
radas y separando otras que deberían estar unidas”. El proyecto 
de Vásquez Acevedo era menos severo en cuanto a la exigencia 
del número de votos conformes para dictar sentencia definitiva 
O interlocutoria y confería a la Alta Corte la preparación de un 
proyecto sobre procedimiento que debía ser aprobado por la 
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Asamblea General. El proyecto sancionado por la Cámara de Re- 
presentantes, en cambio, establecía lo relativo a procedimiento en 
el título cuarto. Sobre este punto también el Dr. Vásquez Ace- 
vedo tenía ideas muy definidas. En su proyecto de Constitución 
de 1916 mantuvo esta disposición y al fundamentarla, señalaba 
su discrepancia con el establecimiento de un procedimiento uni- 
forme como el señalado en el título cuarto. "Fácilmente se com- 
prende que no es posible tal uniformidad. El procedimiento tiene 
forzosamente que variar según la naturaleza de las causas”, Por 
eso dejaba a la Alta Corte la facultad de establecerlo. En cuanto 
al nombramiento del Fiscal de Corte ya nos hemos referido al 
diferente criterio sustentado por el Dr. Vásquez Acevedo quien 
entendía que para asegurar la imparcialidad de sus opiniones 
no debía ser nombrado por el Poder Ejecutivo sino por la propia 
Corte. El proyecto sancionado en la Cámara de Representantes 
pasó al Senado donde se trató en la sesión del 9 de octubre de 
ese año. La Comisión de Legislación de la Cámara Alta se había 
expedido favorablemente. Al aconsejar su aprobación expresa- 
ba: “Las modificaciones y ampliaciones sancionada por la Ho- 
norable Cámara de Representantes al proyecto de Ley que el 
Honorable Senado aprobó en 1902 sobre la creación de la Alta 
Corte de Justicia, completan el proyecto, estableciendo en título 
separados las disposiciones relativas a la organización y funcio- 
namiento de la Alta Corte y su Secretaria; a la creación de la 
Fiscalía de Corte; a la competencia y jurisdicción originaria de 
la Alta Corte y la que le corresponde a los recursos de alzada 
o apelación con el procedimiento a seguirse; a la designación 
del personal que debe componer los Tribunales de Apelaciones 
y Juzgados de toda la República; al retiro de los Jueces actuales 
que resulten exonerados del cargo que desempeñan; y, por úl- 
timo, al presupuesto de la Alta Corte y de la Fiscalía. Si vuestra 
Comisión creyera del caso pronunciarse separadamente sobre 
cada uno de los puntos que abarca el proyecto con las modi- 
ficaciones y ampliaciones sancionado por la Honorable Cámara 
de Representantes, quizá discordara de algunos detalles, espe- 
cialmente en lo que concierne al procedimiento, pero es tan 
sentida y urgente la necesidad de crear definitivamente la cor- 
poración que tendrá la representación del Poder Judicial, con 
las facultades y atribuciones fijadas por la Constitución de la 
República, que Vuestra Comisión cree deber aconsejaros la 
aceptación lisa y llana de todas las modificaciones y ampliacio- 
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nes introducidas al proyecto, evitando así la demora consiguiente 


a una discusión en Asamblea General”. 


El Dr. Ricardo J. Areco hizo moción para que se aprobaran 
en block las modificaciones introducidas por la Cámara de Re- 
presentantes. “No se me oculta —dijo— ni se le ocultó a la 
Comisión de Legislación, cuando redactó su informe, que era 
indudable que en este proyecto podían, tal vez, ser mejorados 
algunos de sus artículos, por aquello de que siempre a una 
persona que está regularmente preparada en el estudio de una 
ciencia de la cual se va a hacer aplicación estricta, está habili- 
tada para mejorar los trabajos, por buenos que sean, que otras 
personas hayan hecho con anterioridad. Pero la circunstancia de 
que pudieran tal vez haberse aconsejado algunas modificaciones 
especialmente en cuanto al procedimiento se refiere, como lo 
dice la Comisión, que a juicio de esta hubieran hecho un poco 
mejor el proyecto no impide que la propia Comisión reconozca 
y proclame que el proyecto es bueno y que no solo es bueno, 
sino que viene a llenar una necesidad sentida y que hay verda- 
dero interés patriótico en que sea sancionado cuanto antes, para 
completar lo más rápidamente posible los altos poderes del Es- 
tado. Es precisamente en los países nuevos como el nuestro, en 
donde lo mejor perjudica siempre a lo bueno; tal vez muchas 
conquistas realizadas ya por otras corporaciones políticas no haya 
sido posible incorporarlas a muestra nacionalidad, no por falta 
de buena voluntad de las personas bien intencionadas que se 
han ocupado de su estudio y han tratado de que se incorporen 
a las leyes positivas que nos rigen, sino precisamente por ese 
espíritu innato que tenemos todos los orientales, de pretender 
hacer tan bien las cosas que no nos conformamos nunca con lo 
que es bueno relativamente, pretendiendo mejorarlo”. El Dr. 
Areco consideraba de alto patriotismo prestar cuanto antes apro- 
bación al proyecto para convertirlo en ley. “Eso —agregó— 
no nos inhabilitará, en absoluto, para que más tarde, cuando 
la ley esté funcionando, todos los defectos que puedan encontrar- 
se, puedan ser subsanados por otras leyes, porque el Poder Le- 
gislativo no tiene límites para poder legislar sobre esa cuestión”. 
En consecuencia mocionó para que fueran votadas en block las 
modificaciones introducidas al proyecto por la Cámara de Re- 
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presentantes. El Senado así lo resolvió aunque algunos senadores, 
al dar su voto, dejaron consignadas sus observaciones sobre cier- 
tos aspectos del proyecto. Este quedó sancionado cuando, en la 
misma forma, fue aprobado en segunda discusión en la sesión 
del 14 de octubre de 1907. La ley fue promulgada el 28 de 
octubre de 1907.'” 


Al redactar los artículos relativos a la Alta Corte de Jus- 
ticia de su proyecto de Constitución de 1916, en el que, reiteró 
algunas disposiciones del proyecto de 1902, el Dr. Vásquez Ace- 
vedo señaló algunas fallas que, a su juicio, tenía la ley de 1907 
y que corresponden a la parte en que había estado ausente. 
Cuando tratemos el proyecto de Constitución en el capítulo 
siguiente, volveremos sobre este tema. 


En 1903 correspondió al Dr. Vásquez Acevedo, en su cali- 
dad de miembro de la Comisión de Legislación, informar sobre 
un proyecto de indulto al penado Andrade que ya había sido 
aprobado en la Cámara de Representantes. En el informe, que 
suscribió también el Dr, Carlos E, Lenzi, luego de estudiar el 
proceso de Andrade, el Dr. Vásquez Acevedo se pronunció con- 
tra el indulto por considerarlo injustificado e inconstitucional, 
Sostuvo que los indultos se reservan para casos extraordinarios 
“que no son ni pueden ser otros —según la opinión de los par- 
tidarios de la institución— expresó, que los de una imperfección 
de la ley penal aplicada al condenado, o un error de la justicia 
en el juzgamiento del delito castigado”. Creía el Dr. Vásquez 
Acevedo que este no era el caso del penado Andrade. Por el con- 
trario se le había aplicado la pena más benigna. Su delito era 
castigado con la pena de muerte pero en el momento de fallarse 
la causa estaba ya promulgado el muevo Código Penal —del 
cual el Dr. Vásquez Acevedo era coautor— y se consideró del 
caso tener en cuenta el inciso final del artículo 29 que disponía 
que “Si la ley penal vigente en la época de la comisión del delito 
y la posterior son diversas, se aplicará la que contenga disposi- 
ciones más favorables al imputado”. Como las prescripciones del 
Código Penal eran más favorables, se le aplicó la de treinta 
años de penitenciaría. Además, consideraba que el fundamento 
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de buena conducta que se daba para conceder el indulto no se 
justificaba. La Constitución y los partidarios del indulto daban 
como base del mismo, hechos o circunstancias extraordinarias. 
La buena conducta, expresaba el Dr. Vásquez Acevedo en su 
informe, no es una causa extraordinaria. De acuerdo al Código 
Penal, la buena conducta es motivo de liberación condicional. 
Creía que ésta era la solución legal para el caso del penado 
Andrade. La buena conducta —decía— le permitirá gestionar 
“cuando llegue el tiempo establecido en el Código Penal en su 


artículo 93, su liberación por los trámites debidos sin menosca- 


bo de los sanos principios y de la recta justicia”.*” 


102 "Diario de Sesiones de la H. Cámara de Senadores”. Tomo 
LXXXI ya citado, págs. 523-26. El siguiente es el texto del informe: "Ho- 
norable Cámara de Senadores: La Honorable Cámara de Representantes, 
eleva á la consideración de V. H., un proyecto de ley, por el cual se 
acuerda al penado Jacinto Andrade, el indulto de la parte de pena que 
aún le resta cumplir. Vuestra Comisión ha examinado el proceso de An- 
drade, así como las razones que han servido de fundamento á ese proyecto, 
—y cree debe aconsejar á V. H. que le niegue su sanción. Se apoya para 
esto en las siguientes consideraciones: Es opinión muy generalizada entre 
los criminalistas de nota, que el indulto, lo mismo que la gracia y la am- 
nistía aplicada á los delitos comunes, no tienen razón de ser. Florán, en 
su reciente y acreditada obra sobre los "Delitos y sus penas” se expresa 
así respecto de esas tres instituciones: “Un dilema es evidente: ó esas ins- 
títuciones se ejercen á impulso de la arbitrariedad, de recomendaciones ó 
de influencias, —ó se aplican cuando la justicia lo requiere. En el primer 
caso, faltaría la causa justificativa: en el segundo, la justicia debería ser 
dispensada no por razón de indulgencia soberana Ó favor casi arbitrario, 
sinó bajo un método prestablecido, seguro, igual para todos. En razón de 
esto, si por acaso alguna categoría de delitos mo envolviere ya una lesión 
jurídica, en vez de decretarse la amnistía, se debería derogar directamente 
la correspondiente sanción penal; si uno ó muchos individuos hubieren 
sido condenados injustamente, en vez de aplicarles el indulto ó la gracia, 
se debería recurrir á la revisión de los procesos ó á otro instituto procesal 
análogo. En sustancia, la voluntad del soberano, no disciplinada por re- 
glas uniformes y constantes, no sujeta á control, expuesto más bien á la 
arbitrariedad y á las oscilaciones del Poder Ejecutivo ó de la influencia 
parlamentaria, representa un elemento perturbador en el organismo proce- 
sal; á causa de ella, la pena viene á despojarse en la práctica de uno de 
sus más valiosos atributos: el de la efectividad de su aplicación”. El doctor 
Aréchaga, en una de sus reputadas obras, observa, además con mucha razón, 
que: “Ni el Poder Legislativo, ni el Ejecutivo, reunen las condiciones in- 
dispensables para descubrir los errores ó injusticias que se dan como fun- 
damento del indulto. 

“Que para apreciar la justicia ó injusticia de una sentencia condenato- 
ria, es necesario estudiar el proceso con todo detenimiento y poseer los 
conocimientos jurídicos que se requieren para el ejercicio de las funciones 
judiciales. 

“Y por último, que es evidente que las Cámaras y el Poder Ejecutivo, 
por su organización y por la naturaleza de sus funciones no tienen ni el 
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Este dictamen fue impugnado por el Dr. Aureliano Rodri- 
guez Larreta quien argumentó, precisamente sobre la base de la 
buena conducta, que calificó de extraordinaria, del penado An- 
drade dándose entonces, a su juicio, la situación prevista por la 


tiempo ni las aptitudes indispensables para revisar las faltas judiciales y 
conceder ó negar con acierto el perdón de las penas impuestas por los jueces”. 

Malo ó bueno, se dirá, el indulto está admitido por la Constitución de 
la República, y no es caso, por consiguiente, de entrar á discutir sus in- 
convenientes Ó ventajas. 

Es cierto; pero hay que reconocer, por lo menos, que, dado el con- 
cepto desfavorable en que se le tiene, su aplicación debe limitarse lo más 
posible, reservándosele para casos extraordinarios, como lo indica la misma 
Constitución. 

Esos casos extraordinarios, no son ni pueden ser otros, — según la 
opinión de los partidarios de la institución, — que los de una imperfección 
de la ley penal aplicada al condenado, ó un error de la justicia en el juzga- 
miento del delito castigado. Ahora bien: en el caso de Andrade, no ocurre 
ni una ni otra cosa, como facilmente puede demostrarse. 

No puede considerarse imperfecta ó injusta la ley penal en virtud de la 
cual, Andrade se halla en la Penitenciaría. Andrade cometió dos homicidios, 
con circunstancias agravantes ambos: uno por precio ó mandato: otro, para 
ocultar y asegurar la impunidad del mismo. Desempeñaba, cuando delin- 
quió, funciones públicas, y los dos homicidios fueron cometidos de manera 
cobarde y alevosa. No existe ni existió jamás duda alguna sobre la crimi- 
nalidad de Andrade ni sobre los caracteres de sus delitos. 

No puede tampoco alegarse error en el fallo de los Tribunales que lo 
han condenado á la pena de 30 años de Penitenciaría, al menos en per- 
juicio de él. La ley penal que regía en la época del crimen, lo castigaba 
con pena de muerte; y todos los códigos del mundo que le imponen la 
pena de muerte, lo castigan con presidio perpetuo ó el máximum de la 
pena de penitenciaría. Andrade fué en realidad tratado con más benignidad 
que la que merecía por su doble homicidio. 

Se ha alegado en el seno de la Cámara de Representantes, que los 
Tribunales no pudieron condenar á Andrade á 30 años de Penitenciaría, 
porque las leyes vigentes en la época del delito fijaban como máximum 
de la pena de prisión el término de diez años; pero esa alegación ha sido 
apreciada y refutada concluyentemente en el proceso. 

La pena que legalmente correspondía aplicar al delito ó delitos de 
Andrade, era la de muerte; y si dejó imponérsele ésta y se le aplicó la 
de 30 años de Penitenciaría, fué porque en el momento de fallarse la 
causa, había sido ya promulgado el nuevo Código Penal, y se consideró 
del caso tener en cuenta el inciso final del artículo 29 de este Código, 
que se expresa así. “Si la ley penal vigente en la época de la comisión 
del delito y la posterior son diversas, se aplicará la que contenga disposi- 
ciones más favorables al imputado”. 

Las prescripciones del Código Penal y el espíritu que domina en 
él, eran sin duda más favorables que las de las viejas leyes Recopiladas y 
de Partida. 

Se invoca en favor de Andrade, la conducta moral que lleva en la 
Penitenciaría, y de la cual hacen grandes elogios los directores de ese 
establecimiento; pero esa circunstancia no constituye una causa legal Ó ra- 
zomable para justificar el indulto del penado. La Constitución y los par- 
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Constitución para que se le otorgue. Esta opinión prevaleció 
en el Senado y el proyecto de indulto sancionado por la Cáma- 
ra de Representantes fue aprobado.” 


Como miembro de la Comisión de Legislación, a la que 
pasó a estudio un proyecto del Poder Ejecutivo sobre integración 
de conjueces que modificaba ciertos artículos del Código de Pro- 
cedimiento Civil, el Dr. Vásquez Acevedo preparó otro proyecto 
que, aceptado por la Comisión fue sometido a la consideración 
del Senado. En el informe que lo acompañaba, expresaba el Dr. 
Vásquez Acevedo que el proyecto del Poder Ejecutivo respondía 
a una sentida necesidad: la de asegurar la integración de los Tri- 
bunales de Apelaciones, en los casos de impedimento o recusa- 
ción de sus miembros, con letrados de notoria suficiencia y hono- 
rabilidad. Hasta entonces, los conjueces se elegían por sorteo 
dentro de los abogados de la matrícula que reunieran las con- 
diciones establecidas en el artículo 102 de la Constitución y cuyo 
número alcanzaba a 175. En el proyecto del Poder Ejecutivo se 
proponía reducir ese número mediante una cuidada selección 
realizada por el Tribunal Pleno o la Alta Corte de Justicia, a 
treinta y seis, de los cuales el Senado elegiría una lista de diecio- 
cho abogados para actuar como conjueces. Las mayores garantías 
que con este régimen se tendría en la integración de los conjue- 
ces traía como consecuencia la supresión de las recusaciones 
sin causa. En el régimen hasta entonces vigentes, se daban, en 
esta materia, grandes facilidades a los litigantes que podían re- 
cusar hasta tres comjueces sin causa. Ello era explicable cuando 
los Tribunales se podían integrar con abogados no sujetos a 


tidarios del indulto, toman como base de éste la existencia de hechos ó 
circunstancias extraordinarias; y la buena conducta no tiene este carácter, 
puesto que se halla expresamente previsto por el Código Penal, que hace 
de ella un motivo para la liberación condicional. 

La situación de Andrade tiene ya en el cumplimiento extricto de la ley 
un medio para ser resuelta favorablemente. Si como se afirma, ese conde- 
nado ha dado pruebas ciertas de su corrección moral, cuando llegue el 
tiempo establecido por el Código Penal, en su artículo 93, podrá gestionarse 
su liberación por los trámites debidos, sin menoscabo de los sanos princi- 
pios y de la recta justicia. 

Tales son las razones en que esta Comisión funda su dictamen 

Sala de Comisiones. Montevideo, Junio 17 de 1903”, 
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ninguna selección; pero en el sistema proyectado, al ser ésta reali- 
zada teniendo en cuenta la inteligencia y la honorabilidad, no se 
justificaba la continuación de aquella liberalidad. Por eso en el 
informe de la Comisión suscrito, además del Dr. Vásquez Ace- 
vedo, por los Dres. Aureliano Rodríguez Larreta y Carlos E. 
Lenzi, se aconsejaba la sanción del proyecto presentado por el 
Poder Ejecutivo al que, sin embargo, proponía algunas modifica- 
ciones. La más importante de ellas se refería a extender a dos 
años y no a uno como establecía el proyecto, la duración de las 
listas de conjueces elegidas por el Senado y propuestas por el 
Tribunal pleno o la Alta Corte de Justicia cuando se instalase. 
Otra modificación era hacer obligatorio la aceptación del cargo 
de conjuez. “Se evitaría así —decía— que sin motivo alguno se 
excusen de prestar servicios a la justicia personas de reconocidas 
aptitudes y que se reduzcan, con los trastornos consiguientes, las 
listas adoptadas para el sorteo de conjueces”. En la sesión del 19 
de octubre de 1903, el Senado entró al estudio de este proyecto 
que fue aprobado sin debate en la primera discusión general y 
particular.?” 


En segunda discusión, el Dr. José Espalter observó el 
reducido número de integrantes de la lista de candidatos que el 
Tribunal debía presentar al Senado. Juzgaba muy limitado el 
número de treinta y seis que había establecido el proyecto ori- 
ginal del Poder Ejecutivo y mantenía el presentado por la Co- 
misión. Se extendió sobre la conveniencia de que la lista no 
fuera muy numerosa pero tampoco muy restringida. Recogió 
además los comentarios que esta disposición había provocado en 
la prensa donde se la criticó desde diversos puntos de vista. 
Terminó proponiendo que la lista fuera de sesenta candidatos 
en lugar de treinta y seis y que el Senado nombrara treinta con- 
jueces en lugar de dieciocho. El Dr. Vásquez Acevedo refutó 
la exposición del Dr. Espalter y defendió el proyecto de la Co- 
misión, del cual era autor, con las siguientes palabras: “La 
Comisión de Legislación entiende que es en el número limitado 
de personas seleccionadas para conjueces, que se halla la ga- 
rantía principal de competencia y rectitud que se busca por este 
proyecto de ley. Cuanto mayor sea la lista de conjueces, más 
riesgo habrá de que puedan entrar en ella personas que carezcan 
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de las aptitudes necesarias para desempeñar tan delicada fun- 
ción de conjuez. Reduciendo, por el contrario, esa lista a su 
menor expresión, aumentan las probabilidades de que las per- 
sonas que se elijan, sean las que tengan mejores aptitudes. No 
es para mí dudoso que en la matrícula de abogados nacionales 
existen, no diré sesenta personas, sino muchas más, que reunen 
condiciones innegables de inteligencia, ilustración, y rectitud; 
pero la aptitud, lo mismo que la rectitud, son cualidades relativas 
y lo que conviene para la función de juez, y de juez del Tri- 
bunal Superior de Justicia, es el summun de la rectitud y de la 
competencia. Es preciso tener en cuenta que cuando se trata 
de formar los Tribunales Superiores de Justicia, no se eligen, ni 
deben elegirse, a los letrados que reunen condiciones comunes 
de competencia, ilustración y rectitud, sinó que buscan aquellos 
que sobresalen por esas condiciones, aquellos que las tienen 
bien acreditadas en la opinión. Lo mismo debe ocurrir tra- 
tándose de conjueces, que no son otra cosa que suplentes 
de los ministros de los Tribunales; debe buscarse para de- 
sempeñar las funciones de tales, a los abogados más reputa- 
dos, a los mejores conceptuados por su ilustración, su honorabi- 
lidad, su experiencia, su buen juicio; y para no salir de ellos, 
es menester formar listas cortas de conjueces porque el número 
de esos abogados, no puede ser grande”. Refutó luego las críticas 
de que se había hecho eco el Dr. Espalter y ratificó su juicio 
de que la gran ventaja de este proyecto consistía en la cuidadosa 
selección de los conjueces “y que esa ventaja se perdería, agran- 
dando las listas que deben formar el Tribunal primero y el 
Senado después”. "No debe olvidarse —agregó— que, en rigor, 
la verdadera manera de resolver la cuestión, consistirá, no en 
formar listas más o menos numerosas de conjueces, sinó en 
nombrar suplentes en número reducido del Tribunal, como se 
hace en otros países; que a esto debemos llegar algún día y 
que el proyecto actual, no hace más que adelantar algunos pasos 
en ese camino, que es el único bueno y conveniente”. Por todo 
lo expuesto, el Dr. Vásquez Acevedo manifestó su Oposición a 
la propuesta formulada por el Dr. Espalter. Este rebatió la ex- 
posición del Dr. Vásquez Acevedo siendo apoyado por el Dr. 
Lenzi cuya intervención provocó la reacción del Dr. Aureliano 
Rodríguez Larreta prolongándose el debate alrededor de éste 
punto. Puesto a votación el proyecto de la Comisión fue apro- 
bado excepto en lo relativo al número de los integrantes de las 
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listas de candidatos y de conjueces. En este punto el Senado 
hizo suyo el criterio sustentado por el Dr. Espalter, aprobándose 
la moción que había hecho al respecto.'” 


XIV 


En el senado el Dr, Vásquez Acevedo tuvo oportunidad de 
exponer sus ideas sobre el recurso de lo contencioso administra- 
tivo planteado en más de una ocasión con motivo de peticiones 
elevadas a aquel alto Cuerpo. Sostuvo la doctrina de que el Poder 
Legislativo no era el llamado a intervenir en los reclamos de 
los particulares por actos del Poder Ejecutivo contrarios a las 
leyes; que el recurso contencioso-administrativo debía usarse 
ante los jueces y no ante los legisladores porque, si bien es cierto 
no había en nuestra organización institucional tribunales espe- 
ciales de lo contencioso administrativo, había jueces y era más 
natural que éstos entendieran en dichos asuntos, que el Cuerpo 
Legislativo cuya función específica era la de dictar leyes. En la 
sesión del 23 de mayo de 1902 se debatió el tema al conside- 
rarse un informe de la Comisión de Peticiones favorable al re- 
clamo del soldado Isidro Pereyra ante un decreto del Poder 
Ejecutivo que declaraba prescripto su derecho a percibir una 
pensión. El Dr. Vásquez Acevedo sostuvo que la resolución del 
gobierno era injusta e ilegal, por tanto nula, ya que el Poder 
Ejecutivo —dijo— no tenía facultades para establecer prescrip- 
ciones de derechos como tampoco las tenía para alterar las ya 
establecidas por las leyes generales. Sin embargo no estaba de 
acuerdo con el dictamen de la Comisión de Peticiones al que 
juzgaba contrario a los principios constitucionales. Opinaba que 
el Cuerpo Legislativo no podía ser llamado a pronunciarse sobre 
la justicia o injusticia de las resoluciones que el Poder Ejecutivo 
dictara en materia de pensiones. “Cuando el Poder Ejecutivo 
comete una injusticia lo procedente es que las personas perju- 
dicadas ocurran ante los tribunales a deducir sus acciones. Lo 
demás importa contrariar, como he dicho antes, los principios 
constitucionales y en primer término el gran principio de la di- 
visión de poderes. El Cuerpo Legislativo, según la disposición 
clara de la Constitución, no tiene la facultad de aplicar las 
leyes en los casos prácticos; esa es una función puramente ju- 
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dicial. Creo pues que lo procedente en este asunto, sería ordenar 
que el interesado hiciera uso de su derecho ante los tribuna- 
les”.'*” El Senador Manuel R. Alonso defendió el informe de 
la Comisión señalando que contra la doctrina sostenida por el 
Dr. Vásquez Acevedo había numerosos precedentes legislativos. 
Agregó que no se trataba de un asunto particular sino de un 
decreto del Poder Ejecutivo de carácter general, por lo que creía 
aplicable la resolución que proponía la Comisión." 


El Dr, Aureliano Rodríguez Larreta intervino en la discu- 
sión. Puntualizó que el caso concreto que se trataba era el re- 
lativo a un decreto del Poder Ejecutivo, mediante el cual se 
arrogaba la facultad de establecer la prescripción de un derecho 
acordado por una ley. Ese decreto sin embargo se aplicaba con 
carácter general a todas las reclamaciones que se deducían y 
era indudable —dijo— que la Asamblea tenía el derecho de 
decir, por medio de una ley, que esa nulidad existe y que por 
consiguiente, en adelante no se siguiera aplicando por el Poder 
Ejecutivo dicha disposición. Hizo luego referencia a la faz 
doctrimaria del problema, discutido en otras oportunidades 
en ambas ramas del Cuerpo Legislativo. Recordó que en la Cá- 
mara de Representantes se propugnó en anterior oportunidad, 
en favor de la misma doctrina que defendía en aquel momento 
el Dr. Vásquez Acevedo, es decir, que los reclamos por injus- 
ticias o ilegalidades que el Poder Ejecutivo cometiera con par- 
ticulares, debían deducirse ante los tribunales. El Dr. Rodríguez 
Larreta expresó, que en esa ocasión sostuvo la doctrina contraria 
porque en el país no existían tribunales de lo Contencioso Ad- 
ministrativo ante quienes se debía, en realidad, ocurrir. Entre 
nosotros —dijo— enviar estos asuntos ante el Juzgado de Ha- 
cienda, sería como desatender el pedido porque tendría que se- 
guirse un juicio ordinario, amplio como los juicios que se siguen 
para reclamar cuantiosas sumas que el Estado pueda adeudar a 
particulares. Ese juicio podría tener tres instancias, recién enton- 
ces se sabría si el Estado estaba o no obligado a pagarle a 
Isidro Pereyra los nueve pesos mensuales que reclamaba, Para 
resolver estos asuntos, ya que no hay tribunales de lo contencioso 
administrativo en el país, "no hay otro poder —dijo— que aquel 
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que está sobre los otros poderes, el poder que tiene la facultad 
de hacer las leyes, el Poder Legislativo”.'”* Vásquez Acevedo 
refutó esta posición. Dijo que lo único fuerte eran los prece- 
dentes, pero, agregó, “cuando los precedentes son malos, 
siempre es tiempo de volver sobre ellos”. Creía que los prece- 
dentes que se invocaban en este caso eran malos, “porque 
—dijo— violentan los principios constitucionales y para mí — 
como lo he sostenido en otras ocasiones, el respeto estricto a 
la Carta Fundamental está más arriba que toda otra conside- 
ración, cualquiera que sea su naturaleza e importancia”. Dijo que 
la misión del Poder Legislativo no era pronunciarse sobre los 
decretos del Poder Ejecutivo que no se ajusten a las leyes. Si 
se le diera esa misión se le sacaría de la propia y se le haría 
hacer un trabajo inútil, pues es cosa bien sabida, que las leyes 
no pueden ser derogadas sino por otras leyes. De manera que 
cuando el Poder Ejecutivo dicta decretos contra las leyes, esos 
decretos no valen nada, son nulos, absolutamente nulos”. Agre- 
gó que creía que era “una aberración verdadera dictar leyes, como 
la que pretende la Comisión de Peticiones, para declarar nulos 
los decretos ilegales del Poder Ejecutivo”. De acuerdo a la 
Constitución no tiene vacilación en afirmar que el asunto no 
puede dar lugar a controversia. “El Cuerpo Legislativo lo mismo 
que el Poder Ejecutivo y el Poder Judicial no tienen más fa- 
cultades que los que la Constitución les confiere”. “Las facul- 
tades del Cuerpo Legislativo son taxativas y entre ellas no existe 
ninguna que se relacione directa mi indirectamente con el caso”. 
Considera que es un caso típico de aplicación de leyes. La cues- 
tión versa sobre si el Poder Ejecutivo puede o no negarle al 
Sr. Isidro Pereyra la pensión que solicita. Es necesario examinar 
las leyes y ver si procede o no otorgarle la pensión solicitada. 
Es un caso —dijo— que corresponde completamente a las fun- 
ciones judiciales. Frente al argumento del Dr. Aureliano Ro- 
dríguez Larreta de que no había tribunales de lo Contencioso 
Administrativo a quien, por la naturaleza de la materia corres- 
pondería intervenir, no creía que al Poder Legislativo correspon- 
da hacerlo. “No hay jueces especiales —dijo— pero existen 
jueces, con el mandato de aplicar las leyes en general y de re- 
solver los conflictos de Derecho entre particulares y entre par- 


108 "Diario de Sesiones de la H. Cámara de Senadores”. Tomo 
LXXIX ya citado, págs. 256-258. 


ALFREDO VÁSQUEZ ACEVEDO 107 


ticulares y el Estado”. “¿Lo razonable —se pregunta— es que, 
ante la falta de jueces especiales, sea el Cuerpo Legislativo el 
llamado a decidir o considerar las cuestiones que promuevan 
los pensionistas y todos los que se hallen en caso análogo, o 
que sean los Tribunales?” “¿No es más propio que esos individuos 
ocurran ante el Poder Judicial llamado a decidir todas las con- 
tiendas sobre derechos o intereses, que el Poder Legislativo cuya 
misión es únicamente la de dictar las leyes?” Consideraba de 
un orden secundario los perjucios que pudiera ocasionar a los 
pensionistas la tramitación de su reclamo ante la justicia ordi- 
naria. “Más arriba de ella están los principios que resultarían 
sacrificados si se procediese en sentido contrario al que vengo 


sosteniendo”.** 


En esta ocasión, el Senado no apoyó la doctrina defendida 
por el Dr. Vásquez Acevedo. Aprobado en la primera discusión 
el proyecto propuesto por la Comisión de Peticiones, no hubo 
debate en la segunda, quedando sancionado en la sesión del 28 
de mayo de 1902.'*" 


Al año siguiente se planteó un problema similar en el que 
Vásquez Acevedo, si bien mantuvo sus ideas del punto de vista 
doctrinario, apoyó con su voto una solución contraria, favorable 
a la tesis de Rodríguez Larreta, por razones de equidad. Se 
trataba de la petición de Silvestre Hernández, teniente coronel 
graduado de caballería, comprendido en el ascenso acordado a 
los defensores de Paysandú por decreto del Poder Ejecutivo de 
11 de enero de 1865. 

Desde 1875, en diversas ocasiones, y ante reclamaciones 
personales, el Senado dispuso que el Poder Ejecutivo diera cum- 
plimiento a lo establecido en el mencionado decreto liquidando 
a los favorecidos, los correspondientes haberes. En abril de 1899, 
Silvestre Hernández ejercitó su derecho de petición ante el Se- 
nado solicitando se le reconociera el ascenso a que se había 
hecho acreedor de acuerdo al decreto de 1865 y se le pagasen 
los sueldos respectivos. El 13 de julio de aquel año, la Comisión 
de Peticiones informó favorablemente y aconsejó la sanción de 
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un proyecto de ley disponiendo la liquidación de los haberes de 
Silvestre Hernández. Pasó a la Comisión de Milicias la que re- 
cién en 1902 se expidió, haciéndolo en términos similares a la 
de Peticiones; sin embargo este dictamen fue modificado por 
un nuevo informe de la Comisión de Milicias de 4 de abril de 
1903, en el que si bien se le reconoce a Hernández el derecho 
al ascenso dispone que por la liquidación y pago de los sueldos 
devengados, ocurra el peticionante ante quienes corresponda. 
Este dictamen planteó nuevamente el problema de si corres- 
pondía al Senado o a la justicia ordinaria resolver un asunto que 
caía dentro de la materia contencioso-administrativa. El primer 
informe de la Comisión de Milicias otorgaba al Senado tal fa- 
cultad, en tanto que en el segundo informe, la Comisión creía 
que era a los Tribunales, haciendo notar que en los precedentes 
parlamentarios se habían sostenido ambos criterios. Esto dió ori- 
gen a un largo debate de carácter doctrinario sobre si corres- 
pondía entender al Poder Legislativo en materia contencioso- 
administrativa. El Dr. José Espalter, sin dejar de reconocer la 
justicia de la petición del coronel Silvestre Hernández, sostuvo 
la doctrina de que no es ante la Legislatura a donde se debía 
ocurrir en estos casos sino al propio Poder Ejecutivo o Poder 
Administrador y en caso de que este Poder desconociera los de- 
rechos del reclamante, recién entonces correspondería su pre- 
sentación al Poder Judicial pero no al Poder Legislativo. “Quien 
tiene —dice— facultad para solucionar este caso concreto, como 
todos los casos concretos de aplicación de leyes en el vasto 
dominio de la esfera administrativa, es, en primer término, el 
Poder Ejecutivo, o sea el Poder Administrador, y en el caso 
en que el Poder Ejecutivo desconociera los derechos que se re- 
claman, lo sería el Poder Judicial. Nunca tiene la Legislatura la 
facultad de aplicar leyes en los casos que ocurran; nunca tiene 
absolutamente la Legislatura, la facultad para resolver casos 
concretos por medio de leyes, por medio de disposiciones legis- 
lativas”. Lo que el coronel Hernández reclama —dijo— es la 
aplicación de leyes preexistentes a Casos COncretos; lo que con- 
yertiría a la Legislatura “en este caso, en administración o en 
juez; y esto yo creo que no es absolutamente pertinente”, “Esa 
reclamación —continuó— nunca puede hacerse a la Legislatura. 
Yo se que la vía Legislativa es mucho más expeditiva, es mucho 
más fácil —agregó— yo se que se emplea mucho menos tiempo 
en resolver estos casos en el Cuerpo Legislativo que resolverlos 
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ante la administración y que resolverlos en varias instancias 
como los pleitos ordinarios, ante el Poder Judicial, pero yo creo 
que la Legislatura debe restableeer en todos los casos el imperio 
de las leyes, y debe restablecerlo no sólo por medio de leyes y 
disposiciones, sino lo que es mucho más eficiente, por medio 
de sus actos, por medio de su propia conducta”. Creía que el Juz- 
gado Nacional de Hacienda debía entender en este caso como lo 
había hecho últimamente con otros similares. Rodríguez Larreta 
rebatió la doctrina de Espalter. Dijo que durante setenta años se 
había sostenido la doctrina que acordaba ingerencia al Poder Le- 
gislativo en los casos de reclamaciones por grados militares, ascen- 
sos, retiros, pensiones a viudas de militares o empleados públicos; 
que últimamente había surgido esa doctrina nueva —como él la 
llamaba— que sostiene que corresponde entender a los Tribunales 
y que es a ellos a quienes deben recurrir los que sientan heridos 
sus derechos. Considera errónea esta doctrina que importa negar 
justicia a los reclamantes, obligándolos a someterse a los pro- 
cedimientos amplios y largos que han sido creados por las leyes 
para resolver otra clase de asuntos. “Yo entiendo —agregó— 
que en la República no existen jueces con jurisdicción para re- 
solver sobre grados militares, sobre ascensos militares, sobre 
pensiones que se deben a viudas de militares o de simples em- 
pleados públicos”. “En otros países han sido creados, en el nues- 
tro todavía no. Pretender que los jueces de hacienda sean jueces 
en esta cuestión es darles una jurisdicción que las leyes no 
les han atribuído”. Puesto a votación el asunto fue derrotada 
la doctrina defendida por Espalter al mo aprobarse el artículo 
2o. del proyecto de la Comisión de Milicias que establecía que 
para la liquidación de los haberes adeudados el peticionante 
debía ocurrir “ante quien corresponda”. Se aprobó en cambio 
el artículo sustitutivo propuesto por el senador por Rocha, Sr. 
Manuel Alonso, que disponía simplemente su liquidación. La 
discusión sobre el fondo del problema se renovó en la sesión 
del 8 de mayo cuando el asunto de Silvestre Hernández entró 
en segunda discusión general. El Dr. Espalter tomó la palabra 
para expresar que había meditado muevamente sobre el tema 
y la doctrina desenvuelta por el Dr. Rodríguez Larreta. Expresó 
que estaba más convencido de sostener la sana doctrina, que no 
era tan nueva como había dicho el senador por Río Negro desde 
que en 1873 ya había sido sostenida por José Pedro Ramírez y 
Julio Herrera y Obes en un caso similar. Refutó a Rodríguez 
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Larreta en cuanto a que nuestra Constitución y nuestras leyes 
no reglamentaban las cuestiones de carácter contencioso-admi- 
nistrativas; que nada había en ellas que determinara el juez na- 
tural que debía entenderlas. Espalter sostuvo que la Constitu- 
ción en su espíritu y en su letra establecía claramente “que 
estas cuestiones son de carácter judicial; que quien debe entender 
en ellas no es la Legislatura sino sencillamente el Poder Judicial 
por sus órganos ordinarios”. Recordaba las palabras de Ellauri al 
presentar el proyecto en la Asamblea Constituyente cuando ca- 
racterizó la esfera de acción de cada poder del Estado. Dijo que 
el Legislativo tenía la voluntad, el Ejecutivo la acción y el ju- 
dicial la aplicación “o sea —expresó Espalter— es el que ha de 
dirimir las contiendas que puedan presentarse en el seno de la 
sociedad”, “En este caso —agregó— se trata de dirimir una dis- 
cordia jurídica entre la administración y un particular: se trata 
de resolver una contienda de verdadero carácter judicial entre 
la administración por una parte y por la otra el particular que 
juzga que la administración ha lesionado sus derechos consagra- 
dos por la ley”. Insistió en que era una contienda de carácter 
judicial con la única diferencia de que en los pleitos civiles las 
dos partes son particulares y en los administrativos, una parte 
es el Estado y la otra un particular, pero la esencia de la con- 
tienda es la misma. Hay una contienda jurídica y ella según 
la Constitución tiene que ser dirimida por el Poder Judicial, 
encargado de resolver todos los conflictos de derechos que se 
produzcan. Espalter afirmaba y sostenía contra la opinión de 
Rodríguez Larreta, que la reglamentación del recurso conten- 
cioso-administrativo existía en muestras leyes ordinarias y en el 
Código de Procedimientos “no de una manera expresa, pero sí 
de una manera que, no por ser expresa, deja de ser suficiente- 
mente clara”. No hay un procedimiento especial, “pero —agre- 
gó— desde que nada existe de expreso, hay que estar a los tér- 
minos generales de los Códigos, a los términos generales de las 
leyes de procedimientos”. Al no existir tribunales especiales para 
los asuntos contencioso-administrativos, esas contiendas las juz- 
gan los jueces ordinarios. Invocó el artículo 97 del Código de 
Procedimientos que establecía que el Juez Letrado Nacional de 
Hacienda entendía en todos los pleitos administrativos que afecta- 
ban los intereses relacionados con la hacienda pública. En la sesión 
del 13 de mayo de 1903, Rodríguez Larreta rebatió la refutación 
de Espalter. Ratificó su opinión de que era una doctrina nueva 
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por que no había sido adoptada hasta entonces. En 1873 a pesar 
de haberla sostenido José Pedro Ramírez y Julio Herrera y Obes, 
la Cámara no aceptó esa opinión sino la opuesta, Analizó los 
distintos criterios en materia contencioso-administrativa sobre la 
base del tratado del Dr. Luis Varela y mencionó finalmente, 
todos los casos anteriores a éste, fallados favorablemente por el 
Senado. Rodríguez Larreta terminó sosteniendo que entre noso- 
tros no se habían creado tribunales para resolver estas cuestiones 
y que debido a eso siempre habían sido llevadas al Cuerpo Le- 
gislativo el que las había resuelto y “debe —dijo— continuar 
haciéndolo así, hasta que esos tribunales se establezcan por ley”. 

El Dr. Vásquez Acevedo habló a continuación. Dijo que 
participaba de la doctrina sustentada por el senador por Duraz- 
no, Dr. Espalter y que se proponía acompañarlo en la defensa 
de ella, pero los datos suministrados por el senador por Río 
Negro, Dr. Rodríguez Larreta, respecto a los numerosos prece- 
dentes en todas las solicitudes análogas a ésta le habían hecho 
vacilar en su decisión. "Yo no concibo —manifestó— que dada 
la solaridad que debe existir en este alto Cuerpo, pueda hoy el 
Honorable Senado decidir respecto de esta petición, una cosa 
absolutamente contraria a la que ha sido resuelta por él mismo 
en diez y ocho casos iguales. Me parecía que tal conducta cons- 
tituiría una verdadera iniquidad”. Por esa razón votó en favor 
del proyecto de la Comisión de Peticiones. 

La opinión del Senado se encontró dividida por igual en 
torno a las dos posiciones que se habían sustentado aunque fi- 
nalmente el asunto fue resuelto en favor de la petición del 


coronel Silvestre Hernández por el presidente Dr. Juan Pedro 
Castro.'”* 


En junio de 1903 el Dr. Vásquez Acevedo sostuvo un de- 
bate con el Dr. José Espalter sobre facultades del Senado en 
caso de destitución de empleados, al tratarse la reclamación del 
Sr. Benito Domínguez, Contador de la Receptoría de La Palo- 
ma, que había sido separado del cargo por decreto del Poder 
Ejecutivo de 8 de enero de 1897. El Dr. Vásquez Acevedo sos- 
tuvo que el Senado podía ordenar al Poder Ejecutivo que re- 
pusiera a un funcionario legalmente destituído en virtud de sus 
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potestades constitucionales; en cambio, el Dr. José Espalter, sos- 
tuvo que el Senado no podía ordenar la revocación de un acto 
del Poder Ejecutivo; sólo podía tomar medidas para corregir 
la culpabilidad en que hubiera incurrido. Al funcionario lesiona- 
do en su derecho, solo le quedaba, para corregir la arbitrariedad 
del Poder Ejecutivo, la acción ante los Tribunales de Justicia. El 
informe de la Comisión de Legislación de 17 de mayo de 1902, 
ratificado el 8 de junio de 1903, establecía que la separación 
había sido injusta y arbitraria, “ya que tratándose de cargo con- 
ferido en propiedad, la destitución solo podía decretarse con 
causa justificada y acuerdo del Senado según lo dispuesto por 
el artículo 81 de la Constitución”. La Comisión aconsejaba el 
envío de una minuta de Comunicación al Poder Ejecutivo ha- 
ciéndole presente la necesidad de que el Sr. Benito Domínguez 
fuera repuesto en el empleo de Contador de la Receptoría de 
La Paloma “por no haberse llenado para su separación, los re- 
quisitos prevenidos en el 6o. período del artículo 81 de la Cons- 
titución”.**? El Dr. José Espalter manifestó su discordancia con 
este proyecto de resolución. Admitía la injusticia de la separa- 
ción de Domínguez pero consideraba que ni la Cámara de Re- 
presentantes, ni el Senado, ni las dos corporaciones juntas, ni 
la Comisión Permanente, tenían “facultades para ordenar la re- 
posición de un empleado arbitrariamente destituído”. Con esto 
no quería decir que la arbitrariedad no pudiera ser corregida 
sino que no lo podía ser en la forma en que quería corregirla 
el informe de la Comisión que estaba tratándose. Sostenía el Dr. 
Espalter que no podía invocarse ningún texto legal ni consti- 
tucional para sostener la doctrina de que el Senado puede orde- 
narle al Poder Ejecutivo que reponga un funcionario arbitrarja- 
mente destituído. Es que esa facultad no existe. “Si se considera 
que el Poder Ejecutivo comete grandes abusos, la manera de 
remediar el mal, es llamarlo a juicio de responsabilidades, con 
arreglo a esos preceptos bien claramente establecidos en la Cons- 
titución sobre la responsabilidad política del Poder Ejecutivo y 
sus agentes”. Además de esta razón de principios que a su juicio 
se oponía a la sanción del proyecto de la Comisión, el Dr. Es- 
palter señalaba “una razón de buen orden administrativo”, una 
razón —según su opinión— vinculada con el buen funciona- 
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miento de la cosa pública. Se refería a la situación del otro 
ciudadano que había sido designado en el cargo, quien, si se 
aceptara el dictamen de la Comisión, tendría que ser separado 
de él. Para corregir una arbitrariedad —dijo— habría que co- 
meter otra arbitrariedad que no tendría remedio. Agregó el Dr. 
Espalter que sin ir al juicio político, reservado para los gran- 
des atentados, los ciudadanos tenían otros recursos contra los 
actos arbitrarios del Poder Ejecutivo. Como lo había sostenido 
en otras Oportunidades “siempre que hubiera un derecho herido 
por parte del Poder Ejecutivo, lo que correspondía era hacer 
valer ese derecho ante los tribunales competentes”. Era el recur- 
so, que a juicio de Espalter, tenía en sus manos Dominguez.'** 


Vásquez Acevedo refutó esta exposición. Dijo que no lo 
tomaba de sorpresa la tesis del Dr. Espalter ya conocida porque 
había sido sostenida por un distinguido tratadista nacional. Inició 
su refutación partiendo del principio constitucional que establece 
que el Poder Ejecutivo no puede destituir a ningún funcionario 
de su dependencia sinó con la venia del Senado. Una resolución 
del gobierno prescindiendo de este requisito —agregó— importa 
no sólo una violación de la Constitución, sino también un ata- 
que a las facultades del Senado. Ante esto el Senado no puede 
observar una actitud prescindente, sin anularse completamente y 
perder su legítima influencia en el mecanismo gubernativo. Así 
como el Poder Ejecutivo desconoce esa facultad del Senado, 
mañana podría desconocer cualquier otra de las que la Constitu- 
ción le acuerda. Prescindir del Senado en los casos en que la Cons- 
titución le da ingerencia significa "arrebatarle parte de su autori- 
dad”. No se trata ya de la violación simple de la Constitución, es 
un grave desconocimiento de la autoridad del Senado y es por eso 
que el Dr. Vásquez Acevedo entendía que el Senado estaba auto- 
rizado para intervenir en esta clase de asuntos. El recurso del juicio 
político al que se refirió el Dr. Espalter, lo consideraba inadmi- 
sible en este caso. No se puede promover, por los efectos que 
tiene, por los trastornos de que puede ser causa, sino mediando 
muy graves y trascendentales violaciones de la Carta Funda- 
mental. Sino hubiera otro recurso que ese —dijo— el Senado 
tendría que contemplar impasible el desconocimiento de sus fa- 
cultades y la privación por parte del Poder Ejecutivo de la par- 
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ticipación que en sus funciones ha acordado la Constitución 
en el interés del mejor acierto de sus resoluciones. Entendía que 
era razonable admitir esta forma de hacer notar al Poder Eje- 
cutivo la falta en que había incurrido al prescindir de la venia 
del Senado para la destitución de uno de sus empleados, como 
era otra forma justificada, la de interpelar al Poder Ejecutivo 
en los casos en que no ajustase su marcha a los preceptos de 
la ley, porque ambas formas encerraban un temperamento me- 
dio entre el juicio político y la completa pasividad, que puede 
tener efectos morales de importancia." En cuanto a la situación 
del ciudadano que ocupaba el cargo, Vásquez Acevedo conside- 
raba que no tenía fuerza alguna como argumento pues ese ciu- 
dadano —expresó— no tenía derecho alguno que hacer valer. 
La resolución del Poder Ejecutivo en virtud de la cual ocupaba 
el cargo carecía de valor y de eficacia legal. Espalter contestó 
la refutación de Vásquez Acevedo sosteniendo que el acto del 
Poder Ejecutivo no podía ser considerado nulo o inexistente; 
creía que era una violación de la ley que determina un hecho 
imposible de negar. El Senado podía tomarlo en cuenta para 
corregir la culpabilidad del que lo ha cometido, pero no puede 
de ninguna manera tomarlo en cuenta para revocarlo, porque en 
ningún caso, ni el Senado, ni ninguna otra Corporación, es 
Tribunal de Alzada para anular, revocar o dejar sin efecto los 
actos cometidos por el Poder Ejecutivo por más ilegales o in- 
constitucionales que sean. Insistió en que la única forma de co- 
rregir esa arbitrariedad era la acción seguida por los empleados 
ilegalmente destituídos ante los Tribunales a efectos de obtener 
la consigiente reparación.'*” Desechado en la primera discusión, 
el asunto entró nuevamente a consideración del Senado en la 
sesión del 22 de junio de ese año 1903. En ella Espalter renovó 
sus argumentos de carácter doctrinario contra la procedencia de 
la minuta de comunicación al Ejecutivo que proponía la Comi- 
sión de Legislación. Expresó que el Senado "no es competente 
para ordenarle al P. E. y ni siquiera para indicarle que proceda 
a la reposición de un empleado, en razón de que ese empleado 
haya podido ser destituído arbitrariamente”. Jamás —dijo— un 
órgano del Poder Legislativo tiene facultad para revocar los 
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actos del Poder Ejecutivo realizados en el ejercicio de sus fun- 
ciones de agente director de la Administración Pública. “En 
ningún caso —agregó— pueden dejarse sin efecto o declararse 
inexistentes los actos realizados por el Poder Ejecutivo, aunque 
esos actos entrañen irregularidades y arbitrariedades visibles y 
notorias”. Si el Poder Ejecutivo comete una arbitrariedad en el 
acto de la distitución, esa arbitrariedad puede ser denunciada y 
reclamada ante el Cuerpo Legislativo pero no en la forma en 
que se denunciaba y reclamaba la que estaban tratando, Si 
prescinde del Senado —continuó— si usurpa sus atribuciones, 
si provoca desórdenes políticos, lo que corresponde es que el 
Senado, en defensa de sus atribuciones desconocidas, “denuncie 
el hecho ante la Cámara de Representantes para que esta tome 
las medidas del caso en emergencias tan graves”. Para defender 
sus facultades el Senado tiene los medios que la Constitución 
establece; podría denunciar la invasión de sus facultades a la 
Cámara de Representantes y ese hecho se corregiría “por medio 
de la responsabilidad política que constituye el verdadero y cons- 
titucional remedio del mal”. Vale decir el juicio político. Frente 
al argumento —que considera exacto— de que los particulares 
quedarían desamparados porque son impotentes para mover ese 
resorte reservado para casos excepcionales, el Dr. Espalter ex- 
presó que al particular le quedaba, para reclamar sus derechos, 
la acción ante los tribunales de justicia a los que les estaba en- 
comendada la obligación de aplicar las leyes, dirimir las dis- 
cordias de derecho y dar a cada cual lo que le pertenece. “Yo 
no concibo de otra manera el juego regular de las instituciones; 
no concibo de otra manera el gran principio de la división de 
Poderes que es el fundamento inconmovible de la libertad civil 
y de la libertad individual”.”* 


Vásquez Acevedo respondió a este nuevo alegato de Espal- 
ter señalando dos contradicciones en su doctrina. Primero la de 
reconocer la obligación del Senado de defender sus facultades 
al mismo tiempo que hace imposible tal obligación al sostener 
que en el caso de ataque a sus facultades, no tiene más recurso 
que el juicio político siendo éste un recurso del que no puede 
hacerse uso sino en grandes ocasiones. “Si el Senado —concluye 
Vásquez Acevedo— tiene la obligación de defender sus facul- 
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tades como lo admite Espalter, forzoso es reconocerle el de- 
recho de emplear los medios conducentes al cumplimiento de 
tal obligación”. La segunda contradicción que Vásquez Acevedo 
anotaba en la doctrina de Espalter, estaba en sostener que había 
en el caso una invasión de facultades del Senado, pero que éste 
no tenía el derecho de hacérselo notar al Poder Ejecutivo, porque 
el Poder Ejecutivo en la destitución de empleados, ejercitaba un 
derecho que le había acordado la Constitución de la República. 
“Si hay invasión de facultades del Senado, no puede el Poder 
Ejecutivo al mismo tiempo ejercitar una facultad propia”. “La 
destitución de empleados no es una facultad exclusiva del Poder 
Ejecutivo; es una facultad del Poder Ejecutivo y del Senado por 
que la Constitución establece que el Poder Ejecutivo no podía 
destituir empleados sino con la venia del Senado, lo que im- 
porta decir que el Poder Ejecutivo y el Senado deben concurrir 
al acto. Es una facultad de los dos poderes”. Por tanto —conclu- 
yó Vásquez Acevedo— no es el caso de dejar librado a los 
Tribunales la validez o nulidad de la destitución del Sr. Do- 
mínguez por que no se trata de un asunto de puro interés par- 
ticular. Se trata de una cuestión de interés público en que están 
comprometidas las atribuciones constitucionales del Senado. 

En esta instancia la tesis sustentada por Vásquez Acevedo 
defendiendo las potestades del Senado en caso de destitución de 
empleados, resultó triunfante al darle su voto el presidente del 
Cuerpo, Dr. Juan Pedro Castro, pues las opiniones de sus inte- 
grantes se habían dividido en torno a ambas posiciones.*** 


Con motivo de tratarse en el Senado la protesta presentada 
por el Partido Colorado de las elecciones complementarias de 
miembros de la Junta Económico Administrativa de San José, 
en noviembre de 1903, se suscitó un debate de carácter doctri- 
nario entre el Dr. José Espalter y el Dr. Vásquez Acevedo sobre 
inconstitucionalidad de las leyes. En virtud de una disposición 
de la ley de Registro Cívico de 1899 que establecía en su ar- 
tículo 3%, que nadie podía ocupar cargo o empleo público, pro- 
fesión, arte u oficio para cuyo desempeño se requiriera el ejer- 
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cicio de la ciudadanía, sin acreditar su calidad de ciudadano 
con la boleta de incripción en el Registro Cívico, se impugnaba 
la elección de uno de los miembros de la Junta Económico Ad- 
ministrativa por no estar inscripto en el Registro Cívico, El in- 
forme de la Comisión de Legislación en mayoría redactado por 
Vásquez Acevedo, había considerado improcedente esta tacha 
porque la ley de elecciones, en su artículo 50 y la de Juntas 
Económico Administrativas en su artículo 1%, de acuerdo con la 
Constitución, sólo exigían tres condiciones para ser miembro 
de dichas Juntas: ciudadanía, vecindad y arraigo. Por tanto, no 
existía la exigencia legal de la inscripción en el Registro Cívico. 
El Dr. José Espalter suscribió este informe en discordancia. Al 
tratarse el asunto en el Senado sostuvo que no había contradic- 
ción entre esas leyes y el texto constitucional. Agregó que aún 
admitiendo que el artículo 3o. de la ley de Registro Cívico es- 
tuviese en pugna con el artículo 122 de la Constitución de la 
República; admitiendo que fuera absolutamente inconstitucional, 
creía que el Senado no podía dejar de aplicar las leyes vigentes 
en este caso concreto porque las considerara inconstitucionales. 
“Entre nosotros —dijo— no hay leyes legalmente inconstitucio- 
nales; todas las leyes son legalmente constitucionales. Podrá 
haber leyes como las ha habido en muchísimos casos, como las 
hay todavía en nuestra legislación, que pugnan con la letra y 
el espíritu de nuestra constitución; podrá haber leyes que inter- 
preten y expliquen mal la Constitución; pero no hay leyes como 
tales leyes, inconstitucionales; mo hay leyes que sean radicalmen- 
te mulas, por estar en pugna con el espíritu y la letra de la 
Constitución de la República”, Espalter creía que solamente 
la Legislatura podía explicar o interpretar la Constitución; ad- 
mitía que podía hacerlo bien o mal, pero sostenía que no había 
ningún otro Órgano que legítimamente pudiera tildar de incons- 
titucional la interpretación o explicación que ella hiciera. Si la 
ley es inconstitucional —dijo— el único medio de desentenderse 
de ella es derogarla y quien puede derogarla es la Legislatura 
misma. En el caso concreto que se trataba, entendía Espalter que 
el Senado no podía hacer otra cosa que aplicar la ley esté o no 
esté, según su criterio, en pugna con la Constitución de la Re- 
pública. “En otras constituciones —expresó— el Poder Judicial 
tiene la facultad de no aplicar las leyes inconstitucionales en un 
conflicto entre la ley y la Constitución; aplica la ley superior, 
la ley soberana, la ley inmutable porque tiene la facultad de no 
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aplicar las leyes inconstitucionales; pero entre nosotros no puede 
haber conflictos entre la ley y la Constitución. La Legislatura 
es quien la interpreta y hay que aceptar la interpretación de la 
Legislatura, como la única legal y constitucional”. Agregó que 
si el Senado desempeñaba el papel de juez y establecía la no 
aplicación de una ley por inscontitucional, no veía porqué esa 
facultad no la tenían los jueces, el Poder Ejecutivo o cualquier 
corporación administrativa de la República. Consideraba que 
esta era una doctrina violatoria de la Constitución en su artícu- 
lo 152 y “aun completamente subversiva en sus proyecciones 
lógicas”. Hasta ahora —prosiguió— se han atacado las leyes 
inconstitucionales para provocar su derogación por la misma Le- 
gislatura, “pero nunca han sido atacadas de inconstitucionales con 
el objeto de prescindir de ellas, de sustraerse a su obediencia, 
para establecer la doctrina de que los jueces deben desacatarla 
cuando la juzguen en pugna con la Constitución de la República, 
para establecer la doctrina de que la misma autoridad adminis- 
trativa estaría facultada para desacatarlas y desobedecerlas cuando 
las creyera inconstitucionales”. En el caso concreto que se deba- 
tía, el Senado —según Espalter— actuaba no como órgano 
legislador sino como juez, por tanto, debía ceñirse a las leyes, 
debía limitarse a aplicarlas cuidándose “de no usurpar las facul- 
tades propias de la legislatura, que es quien puede establecer 
cual es el sentido y el carácter de una disposición constitucio- 
nal" >" 


Vásquez Acevedo respondió a Espalter desarrollando una 
doctrina opuesta sobre el problema de la inconstitucionalidad de 
las leyes. Comenzó defendiendo la interpretación sustentada en 
el informe de la Comisión de Legislación en mayoría respecto 
a que el artículo 3° de la Ley de Registro Cívico no tuvo por 
finalidad establecer la manera de probar la ciudadanía sino hacer 
obligatoria la inscripción en el Registro Cívico. Para probar la 
ciudadanía —dijo— hay un documento más decisivo: la partida 
de nacimiento o carta de naturalización según los casos. Expresó 
su convicción de que el espíritu de la disposición de la ley de 
Registro Cívico fue el de obligar a los ciudadanos a inscribirse 
en el Registro Cívico. Pero admitiendo que el espíritu haya 
sido otro: el de establecer una prueba de la ciudadanía, la ins- 
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cripción en el Registro Cívico vendría a transformarse en un 
requisito indispensable para el ejercicio de la ciudadanía y de 
su falta, una causa de suspensión de los derechos cívicos, no 
señalada por la Constitución. De ahí surgiría que el artículo 3* 
de la Ley de Registro Cívico establecía una modificación del 
artículo 11 de la Constitución, en cuanto incluye un nuevo caso de 
suspensión de la ciudadanía, casos que han sido expresamente enu- 
merados por aquella. El artículo 3? de la Ley de Registro Cívico 
resultaría violatorio de la Constitución, máxime teniendo en 
cuenta que cuando se discutió el artículo 11 de la Constitución, 
se propuso en la Constituyente que se incluyera, entre los casos 
de suspensión de la ciudadanía, la falta de inscripción en el Re- 
gistro Cívico, cosa que no fue aceptada, Según el Dr. Vásquez 
Acevedo, interpretar del modo que lo hacía el Dr. Espalter, al 
artículo 3% de la Ley de Registro Cívico, importaba reconocer 
que ese artículo había falseado la letra y el espíritu de la Cons- 
titución. Además —a su juicio— habría otra violación de la 
Constitución al agregarse una mueva calidad a las establecidas 
por ésta para el desempeño de las funciones de miembros de 
Juntas Económico Administrativas. Recordó que los requisitos 
establecidos eran tres: ciudadanía, vecindad y arraigo. La condi- 
ción de inscripto en el Registro Cívico no se exigía y la Asam- 
blea ordinaria carecía de facultades para aumentar o disminuir 
los fijados por la Constitución para el desempeño de los cargos 
públicos. El Dr. Vásquez Acevedo expresó su convicción sobre 
la inconstitucionalidad del artículo 3% de la Ley de Registro Cí- 
vico en su aplicación al desempeño de cargos públicos, espe- 
cialmente de cargos constitucionales. Respecto al problema doc- 
trinario de si pueden prevalecer las leyes inconstitucionales, dijo 
el Dr. Vásquez Acevedo que los constitucionalistas lo resolvían 
en un sentido contrario a las opiniones del Senador por Durazno; 
más aún, afirmaba que no había ningún tratadista de nota para 
quien las leyes inconstitucionales no fueran mulas y de ningún 
valor. “Si fuera posible —agregó— que las Asambleas Legis- 
lativas modificaran la Constitución a su antojo, ésta no tendría 


objeto de ninguna clase; sería un Código sin valor. Esto no es 


admisible por que sería dejar sin base estable la organización 
política y social de los pueblos. El Cuerpo Legislativo, al igual 
que los demás poderes públicos no tiene sino facultades limi- 
tadas y si la Constitución pudiera ser alterada por la Legislatura 
resultaría armada de verdadera omnipotencia, con riesgo para 
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las libertades de los ciudadanos y para la estabilidad de las ins- 
tituciones que se hubiesen ellos dado”. Respecto a la afirmación 
del Dr, Espalter de que entre nosotros no podía admitirse la 
doctrina de la inconstitucionalidad de las leyes porque mo había 
ningún órgano encargado de establecerla y porque de acuerdo 
a una disposición expresa de la misma Constitución, solo co- 
rrespondía interpretarla a la Asamblea Legislativa, el Dr. Vás- 
quez Acevedo aclaró cual era el significado de la palabra inter- 
pretar: determinar el sentido de alguna disposición dudosa. En 
tal caso corresponde a la Asamblea Legislativa fijar el verda- 
dero sentido de la misma. Pero interpretar la Constitución no 
quiere decir dictar disposiciones contrarias a lo que ella establece. 
Lo contrario sería dejar librado todas las instituciones, todos los 
derechos a la voluntad de la Asamblea en cualquier momento. 
En eso dijo el Dr. Vásquez Acevedo, hay riesgo y no en que 
los jueces y los magistrados tengan la facultad de no aplicar leyes 
inconstitucionales dando a la Constitución la prevalencia que 
tiene y debe tener sobre todas las otras leyes.'”” El Dr. Espalter 
rebatió la argumentación de Vásquez Acevedo aunque no insis- 
tió sobre la constitucionalidad del artículo 3% de la Ley de Re- 
gistro Cívico llegando a admitir que fuera inconstitucional, pero 
reafirmó su opinión de que a la Legislatura correspondía el de- 
recho exclusivo y privativo de interpretar o explicar la Consti- 
tución en forma que considere más acertada. Es obvio —dijo— 
que al interpretar la Constitución debe hacerlo subordinándose a 
su letra y a su espíritu pero si como ha ocurrido muchas veces 
la Legislatura interpreta torcidamente el espíritu y la letra de 
la Constitución y dicta leyes inconstitucionales, nadie, sostiene 
Espalter, puede enmendar esa interpretación sino es la misma 
Legislatura. Ni el poder judicial, mi los órganos administrativos, 
ni aún el titular del Poder Ejecutivo, pueden decir que esas leyes 
son inconstitucionales aunque lo sean, ni pueden negarse a cum- 

plirlas. “Yo creo —agregó— que decir que todos los jueces, 

que todas las autoridades administrativas pueden tener la facul- 

tad de tildar de inconstitucional la ley y decir que es radical- 
mente nula, es establecer una facultad sumamente peligrosa y 
destinada a perturbar el juego armónico de nuestras instituciones 

políticas”. “Quien tiene la facultad de tildar la ley de inconsti- 
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tucional al efecto de hacerla desaparecer, es la misma legisla- 
tura que la ha dictado; quien tiene facultad de derogar las leyes 
es la Legislatura”.*” 

El Dr. Aureliano Rodríguez Larreta terció en el debate 
apoyando la interpretación del Dr. Espalter respecto al problema 
concreto, es decir, que la disposición de la Ley de Registro Cívico 
podía armonizarse con la Constitución y los Otros textos legales. 
Entendía que la Constitución establecía las condiciones requeridas 
para ser electo miembro de las Juntas Económico Administrati- 
vas pero "no le ha arrebatado a las leyes formales, a las leyes 
adjetivas, como la llaman algunos autores, el derecho de esta- 
blecer los medios probatorios de esas condiciones”. Eso es lo 
que —en su Opinión— ha hecho el artículo 3% de la Ley de 
Registro Cívico. Pero disentía con el Dr. Espalter en cuanto a la 
doctrina sobre inconstitucionalidad de las leyes. Opinaba que en 
nuestro país, donde no existe poder alguno fuera del Cuerpo 
Legislativo, con facultades para interpretar la Constitución con 
carácter general obligatorio, los jueces tenían el derecho de ne- 
gar la aplicación de las leyes que consideren inconstitucionales 
en el caso ocurrente y limitándose a esto”; “lo que no existe 
—agregó más adelante— es el derecho de declarar con carácter 
general la inconstitucionalidad de una ley”. Es una obligación 
aplicar la Constitución que es una ley superior a la ley ordinaria 
dictada por la Asamblea.” En esta etapa, la resolución del 
Senado fue contraria a la interpretación doctrinaria del Dr. Vás- 
quez Acevedo, Su tesis fue sostenida en la segunda discusión 
del asunto por el Senador Dr. Carlos E. Lenzi quien también 
había suscrito el informe de la Comisión de Legislación en ma- 
yoría. El Dr. Lenzi rebatió la argumentación del Dr. Espalter. 
Puntualizó que en la Comisión el Dr. Espalter sostuvo la opi- 
nión de que no existen en absoluto leyes inconstitucionales 
“desde que toda obra legislativa, por el solo hecho de serlo, im- 
porta darle base constitucional a las leyes que se dictaren , en 
tanto el Dr. Vásquez Acevedo y él, entendían que existen leyes 
inconstitucionales: “aquellas que son manifiestamente contrarias a 
la letra y al espíritu claro de la Constitución de la República ; Se 
gún el criterio del senador por Durazno —continuó— jamás 
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podrían presentarse conflictos entre ellos porque habría que apli- 
car “indiscutiblemente” las leyes orgánicas de lo que resulta 
—dijo el Dr. Lenzi— que éstas son superiores a la Constitución, 
mientras que no sean derogadas por la Legislatura. El caso con- 
creto que estaban tratando era a su juicio “un caso manifiesta- 
mente claro de conflicto entre el artículo 122 de la Constitución 
de la República y el artículo 3% de la Ley de Registro Cívico 
Permanente”. Refutó las manifestaciones del Dr. Rodríguez La- 
rreta sobre el carácter de la Ley del Registro Cívico. “El artículo 
3% de la Ley de Registro Cívico Permanente —expresó— crea 
una nueva condición para poder ser electo, condición manifies- 
tamente inconstitucional, no solo porque es contraria al texto 
expreso de la Constitución sino porque es contraria al debate que 
hubo en la Cámara Constituyente cuando se trató este mismo asun- 
to. No es esto una simple reglamentación de la ley, como lo dijo 
el señor senador por Río Negro; es exigir una condición que no 
consideró la Constituyente necesaria”. Agregó que las leyes orgáni- 
cas posteriores a la ley de Registro Cívico no exigían para ser 
miembros de las Juntas Económico Administrativas más condi- 
ciones que las comprendidas en el artículo 122 de la Cons- 
titución. El debate se cerró luego que el Dr. Rodríguez Larreta 
contestó al Dr. Lenzi reafirmando sus Opiniones sobre la cons- 
titucionalidad del artículo 3% de la Ley de Registro Cívico. “La 
ley fundamental, dijo, establece el principio abstracto: para votar 
se necesita ser ciudadano, La ley ordinaria, la ley que debe ne- 
cesariamente ser variable según los tiempos y las circunstancias, 
es la que debe determinar la manera de comprobar la ciudadanía”. 


Este fue el criterio que predominó en el Senado para re- 
solver la protesta de la elección de miembro de la Junta Eco- 
nómico Administrativa de San José.” 


XV 


El 25 de abril de 1901, la Cámara de Representantes había 
aprobado un proyecto de Ley Orgánica de las Juntas Económico- 
Administrativas que pasó a estudio del Senado. La Comisión de 
Legislación de este Cuerpo, integrada por los Drs. José R. Men- 
doza, Aureliano Rodríguez Larreta y Alfredo Vásquez Acevedo, 
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al estudiar el proyecto mo lograron aunar opiniones sobre los 
diversos puntos que abarcaba, aunque sí estaban concordes en 
la necesidad de la aprobación rápida de esta ley, insistentemente 
reclamada por los habitantes de los departamentos. De ahí en- 
tonces que aconsejaron al Senado su aprobación en la misma 
forma en que había venido de la Cámara baja, reservándose cada 
uno de ellos, el derecho de formular las observaciones que cre- 
yeran oportunas al discutirse en Sala. Vásquez Acevedo en su 
Memoria hace referencia a la intervención que le cupo en la 
sanción de esta ley expresando la preocupación que tuvo sobre 
el tema, preocupación que le llevó a proponer importantes mo- 
dificaciones durante su discusión.'** Efectivamente, en la sesión 
del 6 de junio de 1902, cuando el asunto se puso a considera- 
ción del Senado, el Dr. Vásquez Acevedo observó el artículo 
2 relativo a las incomparibilidades que, de acuerdo con el artícu- 
lo 52 de la ley de elecciones, regirían para los cargos en las 
Juntas Económico-Administrativas. La observación del Dr. Vás- 
quez Acevedo se refería a la inhabilitación de los magistrados. 
Consideraba que no había razón para que los jueces letrados, los 
fiscales, los magistrados en general, no pudieran formar parte de 
dichas Juntas. Señalaba que esa inhabilitación no tenía mayores 
consecuencias en Montevideo donde había un número considera- 
ble de ciudadanos capacitados para desempeñar las funciones 
municipales pero sí la podía tener en los departamentos del 
interior. “Los jueces letrados —expresó— lo mismo que los 
agentes fiscales en campaña, pueden sin inconveniente ninguno, 
formar parte de las Juntas y llevar el concurso de su prepara- 
ción e inteligencia a las cuestiones de interés municipal”. No 
creía que el exceso de tareas de estos magistrados —causal que 
podría justificar la inhabilitación— fuera común a todos los 
jueces letrados y fiscales. Podría darse en alguno que otro caso, 
pero creía que esas situaciones especiales podían salvarse si recaía 
la elección en uno de ellos, con la renuncia, por lo que creía 
que esta incompatibilidad debía suprimirse. Tampoco aceptaba 
la incompatibilidad establecida para los miembros del Cuerpo 
Legislativo. No la creía justificada porque los diputados y los 
senadores “no tienen —dijo— más inhabilidades ni incompati- 
bilidades que las que le señala la Carta Fundamental”. La ley 
no podía ampliar o aumentar las que ésta establecía. Además, le 
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parecía inútil, porque creía que el caso no se presentaría, la 
inhabilitación establecida para los ministros de Estado. 


Estas observaciones no fueron compartidas por el Senado 
que no aceptó la modificación del artículo propuesta por el 
Dr. Vásquez Acevedo, quien seguidamente, impugnó el artículo 
tercero del proyecto relativo a los derechos de los extranjeros a 
intervenir en las elecciones de miembros de las Juntas Económico 
Administrativas. Sostuvo que ello era inconstitucional. “La Cons- 
titución de la República —dijo— en su art. 9o. establece que 
los ciudadanos son miembros de la soberanía de la Nación y 
como tales tienen voto activo y pasivo. Esto importa acordar a 
los ciudadanos la prerrogativa exclusiva del sufragio. La Cons- 
titución mo se refiere a caso determinado sino a todos los casos 
de que ella se ocupa. Por consiguiente, están comprendidas las 
elecciones de Junta Económico-Administrativa lo mismo que los 
Diputados y Senadores”. En este punto el Senado aceptó el cri- 
terio sustentado por el Dr. Vásquez Acevedo; el artículo 3o. del 
proyecto fue suprimido como asi mismo todos los relativos a 
la intervención de los extranjeros en el acto electoral y, además, 
como consecuencia de esta exclusión de los extranjeros, se su- 
primió el inciso 2o del artículo 35 por el cual podían integrar 
las Comisiones Auxiliares. Se entendía que si los extranjeros no 
podían votar, tampoco podían ocupar cargos públicos munici- 
pales. El artículo 19 del proyecto se refería a las atribuciones 
de las Juntas. Vásquez Acevedo propuso, y así se hizo, que fuera 
discutido inciso por inciso. Llegado el momento observó el in- 
ciso 60. que confería a las Juntas la facultad de formar y pro- 
poner ternas al Supremo Tribunal de Justicia para el mombra- 
miento de jueces de Paz y Tenientes Alcaldes, siempre que estos 
funcionarios —decía— no fueran elegidos por sufragio popular. 
El Dr. Vásquez Acevedo entendía que al no estar aún resuelto 
definitivamente si el nombramiento de los jueces de paz y te- 
nientes alcaldes debía hacerse por elección popular o por el 
Supremo Tribunal de Justicia, convenía suprimir el indicado 
inciso y reservar a la ley que debía dictarse, la solución del 
punto. En la primera discusión, el inciso fue aprobado pero en 
la segunda discusión, después de un breve debate, fue suprimi- 
do. El Dr. Juan Pedro Castro en esta oportunidad, se manifestó 
contrario a la supresión porque consideraba que resultaría bene- 
ficioso que el Tribunal Superior de Justicia “tuviera solamente 
que optar entre personas que le hubieran sido recomendadas o 
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propuestas por una corporación de las más altas del Departamento, 
que se supone siempre debe estar interesada en la buena admi- 
nistración de la justicia local”. Creía que se mejoraría la situa- 
ción existente dando ese derecho a las Juntas Económico Admi- 
nistrativas mientras no fueran elegidos los jueces de paz y los 
tenientes alcaldes por sufragio popular. Quien refutó esta argu- 
mentación fue el Dr. Aureliano Rodríguez Larreta que compar- 
tió las observaciones del Dr. Vásquez Acevedo. 


El inciso 23 de ese artículo 19, atribuía a las Juntas la fa- 
cultad de “vigilar la ortografía de los letreros públicos”. El Dr. 
Vásquez Acevedo entendía que la Junta no tenía derecho para 
intervenir en esa materia. “Es llevar un poco lejos —dijo— la 
acción de la autoridad pública y su ingerencia en los actos de los 
ciudadanos. Creo que habría en ello un ataque injustificado a la 
libertad individual”, De las atribuciones conferidas a las Juntas 
por el artículo 19, el Dr. Vásquez Acevedo, en la segunda dis- 
cusión, observó la que se refería a “la inspección veterinaria y 
adopción de las medidas que juzguen necesarias para garantía 
de la salud pública”, establecida en el inciso 16, letra h, por 
juzgar demasiado general la última parte. En la práctica —dijo 
refiriéndose a la gestión de la Junta de Montevideo— a título 
de garantir la salud pública, se toman medidas que no son del 
todo justificadas”. “Creo —agregó— que eso es llevar un poco 
lejos las precauciones en favor de la salud pública, es establecer 
disposiciones preventivas demasiado onerosas y no autorizadas en 
realidad por las exigencias de la higiene”. Proponía que se su- 
primiera ese período “con tanta más razón cuanto que ya están 
señaladas —dijo— en un artículo especial, de una manera ca- 
tegórica, todos los casos en que pueden ejercitar sus facultades 
las Juntas para garantir la higiene pública”. Esta observación 
provocó un breve debate, cuando el Dr. José Luis Baena se 
opuso a la supresión en virtud de razones de salud pública que 
explicitó, las que fueron rebatidas por el Dr. Vásquez Acevedo. 
El Dr. Aureliano Rodríguez Larreta colocó la controversia en su 
justo plano votándose la disposición en el sentido por él seña- 
lado de atribuir a las Juntas la facultad de adoptar medidas 
necesarias a la salud pública en relación a la inspección veteri- 
naria. 


Del Capítulo VII referente a “Procedimientos y Compe- 
tencias. Disposiciones Generales”, por moción del Dr. Vásquez 
Acevedo, se suprimieron los artículos 46, 47, 49, 50 y 51. El 
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fundamento de su observación radicaba en que contenían dis- 
posiciones propias del reglamento interno de las Juntas y ano- 
taba, además, que por disposición constitucional, dicho regla- 
mento interno debía ser hecho por el Poder Ejecutivo. El artículo 
53 de este mismo capítulo VII provocó el debate más importante 
de los que suscitó la sanción de esta ley. El mencionado artículo 
establecía que “Las resoluciones, ordenanzas y reglamentos dicta- 
dos por las Juntas, podrán ser reclamados por los particulares a 
quienes damnifiquen, ante las mismas Juntas en primer término, 
con recurso para ante el Poder Ejecutivo. Según la gravedad del 
caso, el Poder Ejecutivo podrá ordenar la suspensión del acto re- 
clamado, mientras resuelve la cuestión. Cuando se trate de reso- 
luciones relativas a contrato o de cesión de derechos privados y 
en general en todos aquellos casos en que las Juntas obren como 
personas jurídicas demandarán y podrán ser demandadas ante 
los jueces ordinarios según las reglas del procedimiento”. Al po- 
nerse en consideración este artículo, el Dr. Vásquez Acevedo 
expresó que la disposición contenida en él era, quizá, la más 
importante de la ley porque —dijo— establece la manera de 
reclamar de los agravios que pueden inferir las Juntas Econó- 
mico-Administrativas, con sus resoluciones, a los intereses par- 
ticulares”. Estaba de acuerdo con algunas de sus cláusulas, desa- 
probaba otras y juzgaba que el último párrafo carecía de claridad 
por lo cual propuso un artículo sustitutivo y uno complemen- 
tario cuyos textos eran los siguientes: "Art. 53. — Las resolucio- 
nes, ordenanzas y reglamentos dictados por las Juntas podrán 
ser reclamados por los particulares a quienes damnifiquen ante 
las mismas Juntas en primer término, con recurso para ante el 
Poder Ejecutivo. Cuando se trate de resoluciones, ordenanzas o 
reglamentos en que medie oposición de derechos entre las Jun- 
tas y los particulares, las reclamaciones deberán ventilarse ante 
los jueces ordinarios por el procedimiento de los juicios pose- 
sorios. Se entiende que hay oposición de derechos, cuando se 
desconoce la facultad en virtud de la cual ha obrado la Junta 
o se aduce por los particulares un derecho propio fundado en 
ley o en concesión”. “Art, 54. — Cuando las Juntas actúen como 
personas jurídicas en actos comunes de la vida civil demandarán 
y serán demandadas ante los jueces ordinarios, según las reglas 
generales de procedimientos”. Por pedido del Dr. Aureliano Ro- 
dríguez Larreta, quien recordó la discusión que sobre este punto 
había tenido lugar en la Cámara de Representantes donde se 
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había rechazado una enmienda similar a la propuesta por el 
Dr. Vásquez Acevedo, este asunto volvió a la Comisión de Le- 
gislación para ser estudiado nuevamente, En la sesión del 4 de 
julio el Dr. Vásquez Acevedo, a nombre de la Comisión de Le- 
gislación, informó el resultado del estudio que se le había en- 
comendado del artículo 53 del proyecto. Manifestó que la Co- 
misión de Legislación luego de varias reuniones y de un examen 
detenido, creía haber llegado a una solución satisfactoria por 
medio de tres artículos. Explicó que el primero “establece la 
manera de reparar los agravios que pueden inferir las Juntas 
Económico Administrativas a los intereses y derechos de particu- 
lares, creando primero un recurso general ante el Poder Ejecu- 
tivo y consagrando después, para el caso grave de lesión de 
derechos, una acción más amplia ante los tribunales”. “El se- 
gundo artículo —agregó— llena un vacío o deficiencia del pro- 
yecto en debate y de la legislación vigente en la República, 
estableciendo jueces y tribunales especiales para el conocimiento 
de las cuestiones contencioso-administrativas y un procedimiento 
también especial para la resolución de esas cuestiones, todo de 
acuerdo con las doctrinas más autorizadas de derecho adminis- 
trativo”, “El tercer artículo —concluyó— no hace más que dar 
un carácter más general a una disposición ya existente en el 
proyecto que se halla a la consideración del Honorable Senado”. 
El texto de estos artículos era el siguiente: “Artículo 53. — 
Las ordenanzas, reglamentos y resoluciones, de cualquier natu- 
raleza, que dicten las Juntas Económico Administrativas, serán 
apelables ante el Poder Ejecutivo. Si las Juntas o los particula- 
res se considerasen lesionadas en un derecho, podrán ocurrir ante 
los Tribunales, cualquiera que haya sido la resolución del Poder 
Ejecutivo. Artículo 54. — Las cuestiones a que hace referencia 
el inciso segundo del artículo precedente, serán resueltas en pri- 
mera instancia por el juez letrado de Hacienda en Montevideo 
y por los jueces letrados departamentales en el interior, con ape- 
lación para ante el Tribunal Superior de turno. Tratándose de 
cuestiones que se estimen en más de 10.000 $ conocerá en 
primera instancia el Tribunal Superior de turno, con apelación 
ante la Alta Corte y a falta de esta, ante el otro Tribunal inte- 
grado con dos conjueces. En ambos casos seguirá el procedimiento 
de los juicios posesorios. De la sentencia de segunda instancia, 
cualquiera que ella sea, no habrá recurso alguno, Artículo 55, — 
Según la gravedad del caso, el Poder Ejecutivo, los jueces o 
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tribunales respectivamente podrán ordenar la suspensión del acto 
reclamado, mientras se decide la cuestión”. El Dr. Vásquez Ace- 
vedo puntualizó que presentaba estos tres artículos, como susti- 
tutivos del artículo 53, en nombre de la Comisión de Legisla- 
ción. El problema no quedó resuelto en esta sesión por cuanto 
el senador Federico Canfield solicitó su aplazamiento a los 
efectos de su mejor estudio. Por esta razón la discusión de los 
artículos mencionados quedó pendiente, luego de ser aprobado el 
resto del articulado. Fueron tratados en la sesión del 7 de julio en 
la que, finalmente, quedaron aprobados como los había pro- 
puesto la Comisión. Es de hacer notar que, al tratarse el artículo 
58 eri la primera discusión, artículo que establecía una serie de 
limitaciones a la gestión de las Juntas, por moción del Dr. Vás- 
quez Acevedo, se amplió la prohibición relativa a crear impues- 
tos o alterar los existentes sin consentimiento legislativo con el 
siguiente agregado: “o exigir compensaciones no autoriza- 
das de una manera expresa por la ley”. *” Con estas modifica- 
ciones el proyecto de Ley Orgánica de las Juntas Económico- 
Administrativas volvió a la Cámara de Representantes pasando, 
para su estudio, a la Comisión de Legislación. Esta se expidió 
el 15 de mayo de 1903 y la Cámara inició su consideración el 
27 de junio de ese mismo año. El informe de la Comisión era 
favorable a la aceptación de las enmiendas introducidas en el 
proyecto por la Cámara de Senadores. Expresaba que dichas 
enmiendas no alteraban el propósito fundamental del cual es- 
taba informado el proyecto primitivo porque quedaban “subsis- 
tentes todas aquellas disposiciones tendientes a dar mayor am- 
plitud a las atribuciones de las Juntas y favorecer el plantea- 
miento de la autonomía municipal, hasta donde lo permite el 
régimen establecido en muestra Constitución”. La Comisión se 
refirió especialmente a las dos modificaciones más importantes 
del proyecto: la supresión del voto de los extranjeros y la en- 
mienda del artículo 53. Respecto al primer punto expresaba 
el informe: “Esta Comisión de Legislación cree aceptable la mo- 
dificación indicada, tanto porque los extranjeros que no obtienen 
carta de ciudadanía, no están realmente incorporados a nuestra 
sociedad política, no son parte de la soberanía nacional, cuanto 
porque el derecho de elegir debe tener como correlativos todos 
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aquellos deberes que son consecuencia del ejercicio de ciertas 
facultades, inherentes solo a la calidad de ciudadano, y los ex- 
tranjeros se hallan exentos de esas obligaciones. No puede esti- 
mularse, con disposiciones en extremo liberales, el egoismo del 
que habiendo formado en el país un hogar y bienestar asegurán- 
dose un porvenir desahogado, deseche todo cuanto tiende a es- 
tablecer vínculos de deber para con el estado. Parece también 
—agrega— lo más conveniente que lo que se refiera al ejercicio 
del derecho de sufragio por los extranjeros avecindados en la 
república, sea objeto de una ley especial en la cual se reglen 
extensamente todas las relaciones que les conciernan, consignán- 
dose tanto lo referente al voto como a las obligaciones que 
equitativamente proceda”. 


En lo que se refiere a la enmienda del artículo 53 la Co- 
misión no estaba muy de acuerdo con el criterio sustentado por 
el Senado por el cual las contiendas judiciales en que sean 
parte las Juntas Económico Administrativas no tendrían una ter- 
cera instancia como ocurría en los juicios y pleitos en general. 
“Por punto general —expresa— no entiende la Comisión infor- 
mante que haya sido oportuno establecer esta variación al pro- 
cedimiento judicial vigente, al aprobarse una ley extraña por 
completo a la organización judicial. Hubiera sido preferible no 
innovar en esta ocasión el trámite ordinario de los pleitos y dejar 
esa reforma para cuando se tratara especialmente de la admi- 
nistración de justicia y del procedimiento correspondiente”. “Tal 
vez —continúa— conviniese la supresión de la tercera instancia 
en los pleitos de menor cuantía antes que establecerla para liti- 
gios de gran importancia, pues el ensayo al respecto sería pre- 
ferente cuando se discuten intereses de poca monta”. Sin embar- 
go, por la urgencia que existía en la aprobación de esta ley, la 
Comisión aconsejaba se aprobara esta enmienda del artículo 53, 
máxime teniendo en cuenta que próximamente se iba a tratar 
el proyecto de ley orgánica de los tribunales, lo que daría opor- 
tunidad para debatir nuevamente el punto. En cuanto a las otras 
modificaciones, la Comisión consideraba que eran de detalle, 
destinadas a garantizar el cumplimiento de los fines de las ins- 
tituciones municipales. 


A solicitud de algunos legisladores que recién tomaban con- 
tacto con esta ley, el debate fue diferido hasta la sesión del día 
7 de julio, en que las enmiendas introducidas por el Senado 
fueron aprobadas, sancionándose la ley orgánica de las Juntas 
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Económico Administrativas largamente reclamada, a pesar de 
las objeciones que formularon algunos representantes, a la nega- 
tiva del voto en las elecciones de miembros de las Juntas, 
a los extranjeros, punto sobre el cual versó fundamentalmente 
el debate”: 


En noviembre de 1903 al tratarse una ley de pavimentación 
sancionada por la Cámara de Representantes, el Dr. Vásquez 
Acevedo propuso importantes modificaciones que fueron apro- 
badas por el Senado. El proyecto establecía la obligatoriedad de 
la pavimentación de los caminos nacionales y departamentales 
de Montevideo. La de los caminos vecinales sería igualmente 
obligatoria si así lo solicitasen dos tercios de los dueños o posee- 
dores de los terrenos linderos. La Comisión de Fomento acon- 
sejó al Senado su aprobación recordando que este proyecto había 
tenido su origen en la Junta Económico Administrativa de Mon- 
tevideo que se había preocupado por el asunto desde años atrás. 
Señalaba que el problema principal que el proyecto debió re- 
solver, fue el de la financiación de las obras y creía que lo había 
resuelto bien. Las obras serían pagadas por la Junta Económico 
Administrativa y los propietarios. A aquella corresponderían 
las dos terceras partes del costo y la tercera parte restante, “en la 
proporción del valor fijado a sus respectivas fincas para el pago 
de la contribución inmobiliaria”, a los propietarios de los terrenos 
comprendidos en la llamada "zona de influencia” cuya deter- 
minación quedaba a cargo de la Junta Económico Administrativa. 
Al ponerse en consideración de la Cámara Alta este sistema de 
financiación establecido en el artículo 3° del proyecto, el Dr. 
Vásquez Acevedo formuló una serie de observaciones sobre lo 
que dijo constituía una innovación en el sistema seguido para 
el pago de los pavimentos. Hasta entonces, estos eran pagados 
por los propietarios linderos de los caminos; en el proyecto a 
estudio se extendía a todos los propietarios de la zona de influen 
cia, es decir a todos los propietarios que resultasen favorecidos 
con la mejora, fueran o no linderos. Juzgaba que la innovación 
era inconveniente e injusta por la razones que a continuación 
expuso. Estas manifestaciones dieron lugar a un detenido aná- 
lisis del punto entre el Dr. Vásquez Acevedo y los miembros 
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de la Comisión de Fomento, Drs. Aureliano Rodríguez Larreta 
y Diego Pons, al cabo del cual el Dr. Rodríguez Larreta, que 
actuaba como miembro informante, declaró que el debate que 
se había producido le había sugerido dudas y que no se encon- 
traba habilitado para resolver la cuestión en aquel momento. 
Propuso que el asunto volviera a la Comisión y que ésta se in- 
tegrara con el Dr. Vásquez Acevedo. Así fue resuelto a pesar 
de que el senador por Rocha Dr. Manuel Alonso, presentó un 
artículo sustitutivo con el ánimo de salvar las observaciones del 
Dr. Vásquez Acevedo.” En la sesión del 13 de noviembre la 
Comisión de Fomento produjo su informe. Comenzaba por enun- 
ciar las observaciones formuladas por el Dr. Vásquez Acevedo: 
“que dejaba al arbitrio de la Junta E. Administrativa, la fijación 
absoluta de la zona de influencia; que hacía pagar por igual el 
pavimento de los caminos nacionales y departamentales, a los 
propietarios linderos y a los no linderos; que exponía a los pro- 
pietarios no linderos a tener que pagar o contribuir al pago de 
dos caminos nacionales o departamentales; que omitía determi- 
nar quienes y en que proporción debían abonar la pavimentación 
de los caminos vecinales”. 


La Comisión encontraba un fondo de verdad en estas ob- 
servaciones y para salvarlas, “sin perjudicar la idea fundamental 
de partir el pago del impuesto entre todos los propietarios lin- 
deros y no linderos favorecidos por la mejora”, proponía dos 
artículos sustitutivos del artículo 3% del proyecto. Por el nuevo 
artículo tercero se establecía que la tercera parte a cargo de los 
vecinos sería pagada en sus dos tercios por los propietarios que 
tuvieran frente al camino empedrado y el tercio restante por los 
demás. Se consideraban comprendidos en la zona de influencia 
a todos los propietarios linderos y no linderos que tuvieran sa- 
lida obligada por el camino empedrado o por este y otro camino 
a cuya pavimentación no hubieran contribuído. Cada propietario 
pagaría en proporción a la Contribución inmobiliaria. El artículo 
49 establecía la forma en que debía pagarse la pavimentación de 
los caminos vecinales: dos tercios del valor correspondería a la 
Junta Económico Administrativa y la tercera parte a los propie- 
tarios linderos en proporción al valor asignado a sus respectivas 
fincas para la Contribución Inmobiliaria. El Senado aprobó sin 
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discusión estos artículos. El inciso 3o. del artículo 80, relativo 
a la forma de hacerse el pago del pavimento por los propieta- 
rios, fue también modificado en Sala por moción del Dr. Vásquez 
Acevedo quien señaló la conveniencia de que los propietarios 
fueran emplazados personalmente para el correspondiente pago 
a fin de evitar los inconvenientes prácticos que en casos de ausen- 
cia de propietarios traían aparejados los juicios en rebeldía, puestos 
de manifiesto —dijo— por disposiciones similares que existían 
en la ley de Contribución Directa o en alguna ley de empedra- 
do. “Los juicios de esta clase, según es notorio —expresó— han 
dado y dan lugar en la práctica a grandes abusos, que la ley 
debe prevenir”. Por eso proponía contra la opinión del Dr. Ro- 
dríguez Larreta, con quien sostuvo un cambio de ideas, que los 
propietarios fueran citados personalmente. Si no fuera posible 
llegar a conocer el nombre del propietario de un inmueble o si 
estuviese ausente y sin domicilio conocido, se publicarían en dos 
diarios, edictos de emplazamientos por un plazo de treinta días. 
Si vencido dicho plazo no compareciese, se le nombraría defen- 
sor de oficio. En la sesión del 18 de noviembre de 1903 el Se- 
nado sancionó el proyecto después de introducirle algunas otras 
modificaciones que perfeccionaron su redacción.” Volvió a la 
Cámara de Representantes. El Dr. Gregorio L. Rodríguez, 
miembro informante de la Comisión de Hacienda a cuyo estudio 
pasó, luego de analizar verbalmente las enmiendas introducidas 
por el Senado, principalmente la relativa al artículo 30., ma” 
nifestó que ellas eran muy aceptables por cuanto tendía a per- 
feccionar ventajosamente la ley por lo cual aconsejaba su apro- 
bación. La Cámara se pronunció favorablemente y la ley de 
pavimentación quedó sancionada el 10 de diciembre de 1903.'”* 


XVI 


En 1902 el Poder Ejecutivo elevó al Senado de la Repú- 
blica dos tratados de Arbitraje suscritos en la ciudad de México 
por el representante de la República D. Juan Cuestas. Uno de 
ellos fue concertado en el Congreso Pan Americano celebrado 
en aquella ciudad del que participaron Argentina, Bolivia, Re- 
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pública Dominicana, Guatemala, El Salvador, México, Paraguay 
y Perú. El otro era un tratado de arbitraje con España. En la 
sesión del 2 de mayo de 1902, la Cámara de Senadores, a pro- 
puesta del Dr. Aureliano Rodríguez Larreta, resolvió tratar con- 
juntamente, es decir, en una misma sesión, ambas negociaciones 
diplomáticas por la afinidad que había entre ellas y porque las 
objeciones que se habían hecho públicas al tratado con España 
podían considerarse comunes al tratado de Arbitraje general. Así 
quedó resuelto.'**” 

Días después, el senador Eduardo Acevedo Díaz planteó el 
problema del orden en que iban a ser estudiados ya que tenía 
especial interés en el Tratado con España. Por moción del Dr, 
Aureliano Rodríguez Larreta se resolvió considerar primero el 
tratado hispano-uruguayo y luego el tratado de México en razón 
del mayor interés que había suscitado el tratado con España 
por el debate público que se había promovido sobre él. Efecti- 
vamente, en la prensa, en la tribuna del Ateneo y aún en Bue- 
nos Aires, donde Agustín de Vedia había escrito también, el 
tratado con España fue ampliamente discutido.*** 

En la sesión del 19 de mayo de 1902, el Senado entró a 
la consideración del mensaje del Poder Ejecutivo de 2 de abril 
anterior, suscrito por el presidente Juan Lindolfo Cuestas y el 
Ministro de Relaciones Exteriores Dr. Germán Roosen, mediante 
el cual sometía a la consideración de la Cámara Alta el tratado 
de Arbitraje hispanocuruguayo, negociado y firmado en la ciu- 
dad de México el 28 de enero de ese año por el representante 
de la República D. Juan Cuestas y el de España, Marqués de Prar 
de Nantouillet. Expresaba en esta oportunidad el Poder Eje- 
cutivo que, luego de suscrito el convenio con la República Ar- 
gentina, el principio del arbitraje había quedado incorporado a 
la legislación internacional de la República “como medio para 
dirimir los conflictos entre los Estados, una vez agotada la con- 
troversia entre ellos”. Formulaba, además, algunas considera- 
ciones sobre la trascendencia del principio y la conveniencia de 
su adopción en las relaciones con los países amigos. 

La Comisión de Legislación se expidió el 15 de abril de 
1902. El informe suscrito por los Drs. Aureliano Rodríguez La- 
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rreta, José R. Mendoza y Alfredo Vásquez Acevedo aconsejó su 
aprobación. Cuando el Senado entró a la consideración de este 
asunto, había ya trascendido la opinión favorable de la Comisión 
de Legislación y el tema era objeto de un amplio debate en la 
prensa y en la tribuna del Ateneo donde el Dr. Gonzalo Ramírez 
—cel más autorizado opositor al tratado— había pronunciado una 
conferencia el 28 de abril señalando las fallas de ésta negocia- 
ción. El Dr. Gonzalo Ramírez se oponía a su aprobación porque 
—expresó— “daña intereses de un orden superior, y lo que es 
más grave, compromete, sin que Jo hayan comprendido sus au- 
tores, los fueros de la dignidad nacional”. En esos términos el Dr. 
Gonzalo Ramírez dejaba planteada las dos objeciones al tratado 
hispano-uruguayo que a continuación desarrolló. La primera se 
concretaba a que el tratado no exceptuaba de la justicia arbitral 
sino las cuestiones que afectaban disposiciones constitucionales. 
De acuerdo al artículo primero, las partes contratantes se obli- 
gaban a someter a juicio arbitral “todas las controversias de 
cualquier naturaleza que por cualquier causa surgieren entre ellas 
en cuanto no afecten a los preceptos de la Constitución de uno 
u otro país y siempre que no puedan ser resueltos por negocia- 
ciones directas”. Esto, según la interpretación del Dr. Gonzalo 
Ramírez, significaba que las cuestiones de Derecho Internacional 
Privado podían ser motivo de arbitraje con menoscabo de nues 
tras leyes, sobre las cuales se impondría la justicia internacional. 
Ponía como ejemplos los casos de sucesiones, quiebras, de do- 
minio de bienes, propiedad literaria, de derecho marítimo, las 
cuestiones de daños y perjuicios entre un Estado y los nacionales 
de otros, o entre nacionales y extranjeros. Para el Dr. Gonzalo 
Ramírez, ésta cláusula implicaba un desconocimiento del prin- 
cipio de la territorialidad de la ley que, por oposición al jus 
sanguinum sostenido por las naciones de Europa, había sido re- 
conocido en el Congreso Sud Americano de Derecho Interna- 
cional Privado, que por su iniciativa, se había reunido en Mon- 
tevideo en 1889. “Estableciéndose —dijo— que todas las cues- 
tiones que puedan surgir entre las naciones deben someterse a 
arbitraje amplio, en todo lo que no afecte a los preceptos de la 
Constitución de uno y otro país, queda sentado que todas las 
cuestiones de derecho internacional privado quedan sometidas a 
arbitraje”, El Dr. Gonzalo Ramírez recordaba que una negocia- 
ción con España, a los efectos de la aprobación de los tratados 
de Derecho Internacional Privado, firmados en el Congreso de 
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1889, ocurrida en 1893 durante el ministerio del Dr. Manuel 
Herrero y Espinosa, había quedado trunca ya que el tratado 
firmado con el Ministro español en Montevideo no había sido 
ratificado por el gobierno de España hasta aquel momento, De 
ahí que el Dr. Gonzalo Ramírez concluyese que si se sancionaba 
el tratado de arbitraje hispanouruguayo, “España tendría perfecto 
derecho para sostener que la ley nacional sigue a los españoles 
a todas partes, desde que esa es la doctrina europea; y cuando 
el gobierno oriental le oponga la ley territorial, reconocerá el de- 
recho de oponerla, pero le negará la facultad de convertirse en 
juez del conflicto, y justificará su pretensión con la cláusula 
compromisoria del tratado de arbitraje, en la que se establece 
“que todas las dificultades entre las dos naciones se resolverán 
por árbitros”, salvo aquellas que estén legisladas por un precep- 
to de la Constitución. Como nuestra Constitución —agrega— ni 
ninguna otra se ocupa de cuestiones de derecho internacional 
privado, quedarían estas sujetas a la justicia internacional, con 
mengua de la autonomía con que cada país dicta leyes que solo 
van a tener efecto en su territorio”. 


El Dr. Gonzalo Ramírez reconocía que en el tratado no se 
establecía expresamente que las cuestiones de derecho internacio- 
nal privado quedaban sometidas al arbitraje, pero como tampoco 
se las excluía, consideraba que caían bajo el compromiso arbitral 
con lo cual la República contradecía la doctrina sostenida en 
el reciente Congreso de México donde había rechazado la pro- 
posición de someter a árbitros las cuestiones de derecho inter- 
nacional privado. 


Pero el Dr. Gonzalo Ramírez impugnaba además el tra- 
tado por otra razón: por la ingerencia que se daba en el artículo 
tercero a la Corte de La Haya: “Para la decisión —expresaba di- 
cho artículo— de las cuestiones que, en cumplimiento de este 
convenio, se sometieran a arbitraje, las funciones de árbitros serán 
encomendadas con preferencia a un jefe de Estado de una de 
las repúblicas hispanoamericanas o a un tribunal formado por 
jueces y peritos españoles, uruguayos o hispanoamericanos. En 
caso de no recaer acuerdo sobre la designación de árbitros, las 
altas partes signatarias se someterán al tribunal internacional 
permanente de arbitraje, establecido conforme a las resoluciones 
de la conferencia de La Haya de 1889, sujetándose en éste y en 
el anterior caso a los procedimientos arbitrales especificados en 
el capítulo II de dichas resoluciones”. No sólo rechazaba el Dr. 
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Ramírez “entregar cuestiones que pueden ser de derecho inter- 
nacional privado a la jurisdicción de un tribunal cuyos miembros 
por sus opiniones científicas las han resuelto de antemano contra 
la República” sino a un tribunal “organizado —decía— por la 
Conferencia Internacional de la paz que ha hecho a las repú- 
blicas sudamericanas el agravio de negarles el derecho de formar 
parte de aquel tribunal por su estado inferior de civilización”. 
Como nuestro país —terminaba señalando— no participó de 
la Conferencia, llegado el caso de un conflicto con España en 
el que hubiera que recurrir al Tribunal de La Haya, “estaríamos 
obligados a elegir entre los delegados designados por otras po- 
tencias, ya que no tenemos en la Corte ninguna representación”. 
Las manifestaciones del Dr. Gonzálo Ramírez en el Ateneo fue- 
ron contestadas por el Dr, Alfredo Vásquez Acevedo desde su 
banca en el Senado en el momento de entrarse a la consideración 
del Tratado. Expresó que cuando la Comisión de Legislación 
estudió el tratado de Arbitraje no encontró ninguna cláusula que 
le hiciera dudar de la conveniencia de su aceptación, máxime 
que, con España, desde el tratado de 1882, estaban satisfactoria- 
mente arregladas todas las cuestiones que pudieran provocar con- 
flictos. De ahí que no vacilara en aconsejar su sanción. Si alguna 
objeción se le hizo fue la “de ser un tanto restrictivo” pues de 
acuerdo al artículo primero, no se establecía el arbitraje con 
carácter absoluto como era la moderna tendencia y parecían de- 
searlo las repúblicas americanas que, en el último Congreso La- 
tino americano celebrado en Montevideo, aprobaron por unani- 
midad de votos la conclusión propuesta por el jurisconsulto 
brasileño Manuel A. de Souza Sá Vianna que expresaba: "El 
arbitraje debe comprender todas las cuestiones que entre las 
Naciones ocurran, sean cuales fueren su naturaleza y su causa”. 
Manifestó luego que su convicción respecto a la conveniencia 
de la sanción del tratado no aminoró ante las objeciones formu- 
ladas por el Dr, Gonzalo Ramírez en su conferencia del Ateneo. 
Señalaba la contradicción en que incurría el Dr. Ramírez al 
rechazar la cláusula primera del tratado con España y admitirla 
en idénticos términos en el celebrado con la República Argen- 
tina. No le parecía admisible la explicación dada por el Dr. 
Ramírez de que aceptaba con la Argentina lo que rechazaba con 
España en razón a “la calidad de las relaciones internacionales 
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que median entre el Uruguay y la Argentina y la identidad de 
filosofía de sus sistemas políticos que los lleyan a sustentar los 
mismos principios en materia de Derecho Internacional, cosa que 
no ocurre con España”. Consideraba el Dr. Vásquez Acevedo que 
si es válida la interpretación de que esa cláusula “compromete 
la soberanía nacional y deprime la autonomía de la República 
entregando la dilucidación de las cuestiones que pueden surgir 
sobre Derecho Internacional Privado a una justicia que no es 
nacional”, ella debe regir tanto para el Tratado con España como 
para el Tratado con la Argentina en el cual el Dr. Gonzalo 
Ramírez la admite. Señalaba otra contradicción en el Dr. Ramírez 
al objetar en el tratado hispano uruguayo, la generalidad con que 
está concebido el expresado artículo primero, cuando en el últi- 
mo Congreso Latino americano, uno de los más decididos soste- 
nedores de la fórmula de arbitraje absoluto propuesta por el 
Dr. Sá Vianna fue el Dr. Gonzalo Ramírez, quien manifestó 
su Opinión favorable a que el arbitraje absoluto regulase las re- 
laciones de todas las naciones civilizadas. El Dr. Vásquez Acevedo 
explicó luego, rebatiendo las consideraciones del Dr. Ramírez, que 
las cuestiones de Derecho Internacional Privado no estaban com- 
prendidas en el artículo primero del tratado con España porque 
esta clase de tratados sólo se refieren a hechos sometidos al Dere- 
cho Internacional Público. “No hay ejemplos —dice— de que na- 
ción alguna haya celebrado Tratados de Arbitraje para dirimir 
cuestiones de Derecho Internacional Privado, por una razón muy 
sencilla y es que estas cuestiones son del resorte privativo de las 
leyes y tribunales de cada país”. Dijo que así lo establecían todos 
los tratadistas, apoyando sus palabras en textos de Carlos Vergé 
y Carlos Calvo. Por otra parte, sostuvo el Dr. Vásquez Acevedo 
las cuestiones de Derecho Internacional Privado no podrían ser 
matería de arbitraje porque estarían comprendidas en la sal- 
vedad del artículo primero que establece que serían sometidas 
a arbitraje todas las cuestiones en cuanto no afecten a la Cons- 
titución de uno y otro país. “Las cuestiones todas de Derecho 
Internacional Privado — afirmó Vásquez Acevedo— afectan a 
la Constitución. Luego deben forzosamente considerarse excluí- 
das del Tratado”. Consideraba un error del Dr. Gonzalo Ramírez 
creer que porque nuestra Constitución, ni ninguna otra, se ocupa 
de las cuestiones de Derecho Internacional, la salvedad no le 
alcanza. “La Constitución —dijo el Dr. Vásquez Acevedo— no 
se ocupa de cuestiones de Derecho Internacional Privado pero 
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sienta principios que se relacionan fundamentalmente con ellas; 
y el Tratado con España al referirse a cuestiones que no afectan 
a la Constitución de uno y otro país, ha querido precisamente 
salvar esos principios. Entre ellos se hallan en primer término el 
de la soberanía y el de la Independencia Nacional, y si se en- 
tendiera que las cuestiones de Internacional Privado que, como 
lo he demostrado antes, son del resorte privativo de cada país, 
podían ser materia de arbitraje, se violarían esos dos grandes 
principios”. “Se puede pues concluir —agregó— que de cual- 
quier punto de vista que se mire, el artículo primero del tra- 
tado hispano-uruguayo, son infundadas las objeciones del Dr. 
Ramírez”. Pasó luego, el Dr. Vásquez Acevedo, a analizar la 
crítica relativa al Tribunal Permanente de La Haya. Desestimó 
la afirmación del Dr. Ramírez de que afectaba la dignidad de 
la República porque no se invitó a la Conferencia ni se permitió 
adherir a sus tratados a las Repúblicas sudamericanas en virtud 
de su estado inferior de civilización. Analizó las diversas expli 
caciones que fueron publicadas sobre esos puntos para llegar 
al siguiente resultado: “lo. Que la exclusión de la casi totali- 
dad de las Repúblicas Americanas, y de otros países de la Con- 
ferencia de La Haya, tuvo por única causa la limitación que el 
Emperador de Rusia hizo de la invitación a las potencias que 
tenían representantes en San Petersburgo, y a ciertas exigencias 
de la política europea, extrañas de todo punto a los países de la 
América, 20. Que los publicistas que se han ocupado de la Con- 
ferencia de La Haya, convienen en que no ha habido ni podido 
haber motivo alguno para excluir a las Repúblicas Sud-Ame- 
ricanas de dicha Conferencia. 30. Que esos publicistas están con- 
testes así mismo, en que no debe dejar de invitarse a todas las 
naciones civilizadas y consiguientemente a las Repúblicas Sud- 
Americanas, para las nuevas Conferencias que se celebren. 40. y 
último: Que la disposición del artículo 60 de la Convención 
de La Haya, por la cual quedó decretada la llamada «ccesión 
fermée, obedeció unicamente a la política de la Gran Bretaña 
y de la Italia, interesada la primera en dificultar el ingreso del 
Transvaal y la segunda el del Papado. Puede pues con entera 
satisfacción, concluirse que el desaire inferido —según el Dr. Ra- 
mírez— a las Repúblicas Latino-Americanas por inferioridad de 
civilización, no ha existido en el ánimo de la Conferencia y de 
ninguna de las potencias que a ella concurrieron”. Por último 
el Dr. Vásquez Acevedo rebatió la objeción formulada por el 
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Dr. Gonzalo Ramírez en lo relativo a que este tratado colocaría, 
en caso de arbitraje por la Corte de La Haya, en situación des- 
ventajosa a la República porque, al no estar representada en 
ella, tendría que recurrir a árbitros europeos que en materia de 
Derecho Internacional Privado, sustentan ideas contrarias a las 
nuestras y por tanto nos serían desfavorables. “Demostrado 
—cexpresó— como queda que no ha habido ni podido razonable- 
mente haber intención premeditada, de excluir a nuestro país y 
a los demás Estados Sud-Americanos de la Convención de la 
Haya, esta apreciación del Dr. Ramírez carece absolutamente de 
fuerza, puesto que es imposible presumir que la República no 
sea incondicionalmente y sin demora alguna admitida a dicha 
Convención, tan pronto como se solicite su adhesión por los 
comisionados designados en el Congreso de México”. “Al pactarse 
—agregó para terminar— la sumisión a la Corte Arbitral de La 
Haya, se ha partido naturalmente de la base de que la República 
fuera incorporada a la Convención y tuviera designados sus cua- 
tro Delegados, como todas las demás naciones. Otra cosa no 
podría razonablemente entenderse, en primer lugar, por la situa- 
ción de evidente desigualdad en que quedarían las dos partes 
contratantes, que invalidaría el pacto; en segundo lugar, por- 
que producido el rechazo de la República de la Convención de 
La Haya, su dignidad resultaría lastimada y la España, tan ca- 
balleresca, no sería ciertamente capaz de exigirnos que soportára- 
mos la humillación de ocurrir a la Corte Permanente para di- 
rimir nuestras diferencias con ella. Por lo demás creo que el 
Dr. Ramírez, hace una conjetura infundada, al suponer que en 
el Tribunal de La Haya nuestra situación sería más desventajosa 
que en cualquier otro tribunal, por diferencia de principios en 
materia de Derecho Internacional Privado, si sobre esto pudiera 
versar el conflicto con España, no obstante lo que antes he ar- 
gúido. No puede, a mi juicio, pretenderse, que todos los prin- 
cipios sancionados por el Congreso de Montevideo, defieran de 
los proclamados por la generalidad de los publicistas y de los 
adoptados por la gran mayoría de las naciones civilizadas. Al 
contrario, son pocas las conclusiones de ese Congreso que no 
tengan por base las doctrinas sustentadas por los padres de la 
ciencia en Europa. Es bueno, además, no olvidar que la Corte 
Permanente de La Haya, no debe formarse con simples ministros 
diplomáticos, sumisos a las instrucciones de sus Gobiernos, sino 
con internacionalistas de nota, con hombres de reputación uni- 
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versal y de honrosos antecedentes —según lo prevenido en el 
artículo 23 de la Convención— que no se prestarían jamás a 
servir mezquinos intereses, sino los grandes ideales y aspiraciones 


de la justicia y de la humanidad”.'** 


Seguidamente a estas manifestaciones del Dr. Vásquez Ace- 
vedo el senador Eduardo Acevedo Díaz expresó sus dudas acerca 
del tratado y comentó los juicios emitidos por el Dr. Gonzalo 
Ramírez en el Ateneo. Propuso como solución un proyecto sus- 
titutivo que contemplaba las objeciones formuladas por el Dr. 
Ramírez. Por este muevo proyecto de ley de aprobación del 
tratado de arbitraje hispano uruguayo, la excepción contenida 
en el artículo primero respecto a los preceptos constitucionales 
comprendía también la autonomía de cada una de las partes 
contratantes para darse las leyes y aplicarlas por el órgano ex- 
clusivo de sus tribunales y el canje de las ratificaciones de este 
tratado se verificaría una vez que la Corte Permanente de La 
Haya se abriera a la República con reconocimiento de los de- 
rechos y prerrogativas que poseen las naciones signatarias de la 
Convención de La Haya. 


Juan Andrés Ramírez, desde las columnas de El Siglo, con- 
contestó la exposición del Dr. Vásquez Acevedo en un extenso 
artículo en que refutó sus argumentos en favor del tratado y 
contra las interpretaciones de su padre, el Dr. Gonzalo Ramirez. 
Juzgaba muy débil la defensa que el Dr. Vásquez Acevedo había 
hecho del tratado sobre la base de argumentos que ya habían 
sido rebatidos en la prensa; le acusó de prescindir absolutamente 
de todo lo que se había dicho y escrito contra sus ideas y de 
preocuparse más en señalar las contradicciones del Dr. Gonzalo 
Ramírez que en demostrar las excelencias de la negociación. In- 
sistió en las interpretaciones de éste y explicó el carácter que 
tuvo su moción de arbitraje amplio en el Congreso Latino ame- 
ricano para concluir que no había contradicciones en las ideas 
sostenidas por el Dr. Gonzalo Ramírez. No le parecen satisfac- 
torias las explicaciones dadas por el Dr. Vásquez Acevedo res- 
pecto al asunto de la exclusión de las repúblicas sudamericanas 
de la Conferencia de La Haya y juzga que “la única fórmula 
de aprobación del tratado hispano-uruguayo, debe ser la presen- 
tada por Eduardo Acevedo Díaz, a la que considera una fórmula 
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de transacción “puesto que acepta el tribunal de La Haya, si bien 
bajo la condición expresa de ser aceptada la República en la 
Corte Permanente”. “Es una fórmula feliz —Agrega— porque 
salva las cuestiones de derecho internacional privado del alcance 
de la jurisdicción arbitral” 1% 


La aprobación del tratado hispano-uruguayo quedó final- 
mente resuelta en la sesión siguiente que celebró la Cámara 
de Senadores el 21 de mayo, luego que el Dr. Aureliano Ro- 
dríguez Larreta terminó la disertación que había iniciado en la 
reunión anterior, después de la intervención de Eduardo Acevedo 
Díaz. El Dr. Rodríguez Larreta ratificó su adhesión al informe 
que como miembro de la Comisión de Legislación había suscrito 
aconsejando la sanción del tratado. Se refirió a la conferencia del 
Dr. Gonzalo Ramírez y a sus objeciones de las que dijo que ca- 
recían "completamente de fundamento serio”. En concordancia 
con el Dr. Vásquez Acevedo, expresó que la Comisión entendía 
que el arbitraje solo podía darse cuando se trataba de evitar un 
conflicto armado; “que la adopción del arbitraje importaba so- 
meter el casus belli del Derecho Público en caso de Arbitraje, 
y nada más”. Rebatió la interpretación del Dr. Ramírez respecto 
a las cuestiones de Derecho Internacional Privado. Dijo que éste 
tenía “un concepto equivocado de lo que son, de lo que impor- 
tan y de la trascendencia que pueden tener las cuestiones de 
Derecho Internacional Privado”. Manifestó que desconocía que 
en la vida diplomática de las naciones se hubieran producido 
conflictos por las cuestiones de Derecho Internacional Privado 
enunciadas por el Dr, Ramírez en su conferencia. “Solo conozco 
—dijo— dos cuestiones que tienen cierta atingencia en el De- 
recho Internacional Privado, así como la tienen también en el 
Derecho Internacional Público, que han dado lugar a conflictos 
internacionales y que en ciertos casos han podido llevar y han 
llevado —me parece— algunas veces a la guerra. Esas cuestio- 
nes, son las cuestiones de nacionalidad y las relativas a indem- 
nización de daños y perjuicios, ya procedan esos perjuicios de la 
guerra o hayan sido causados por autoridades nacionales a súb- 
ditos extranjeros”. Luego de analizarlas sostuyo la conveniencia 
en que dichas cuestiones, si llegaban a producir conflictos, pu- 
dieran resolverse por el arbitraje, Desestimó luego las objeciones 
relativas al Tribunal de La Haya y se refirió al proyecto sus- 
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titutivo de Eduardo Acevedo Díaz. Manifestó su desacuerdo 
con el agregado que éste proponía al artículo primero por con- 
sideralo contraproducente y aberrante porque “ese agregado 
—dijo— importa poner en duda el derecho de esas mismas Na- 
ciones para legislar, y para juzgar las cosas que pasan en su te- 
rritorio...” También criticó el artículo segundo por innecesario, 
Si hubiera que recurrir al Tribunal de La Haya “lo haríamos 
en iguales condiciones a todas las Naciones signatarias, nom- 
brando nuestros Delegados para que nos representaran en el 
Tribunal de Arbitraje libremente, ya fuera entre los candidatos 
proclamados por las Naciones europeas o aquellos candidatos 
nacionales o extranjeros que nos inspiraran mayor confianza o 
que fueran de nuestro gusto, como dice el artículo 32 de la 
Convención”. Terminó expresando su firme convicción en las 
conveniencias que reportaría a la República la firma del Tra- 
tado. Consideraba que la firma de tratados de arbitraje para 
dirimir las contiendas internacionales era un paso hacia adelante 
y que las naciones sudamericanas eran las menos indicadas para 
poner inconvenientes y dificultades cuando se ha conseguido 
celebrar uno con una Nación europea”. Agregó que con sus 
compañeros de Comisión, los Dres. Mendoza y Vásquez Acevedo, 
habían encontrado a las negociaciones de México el defecto de 
establecer un arbitraje limitado. “A nosotros, terminó, lo que 
nos conviene es el Arbitraje absoluto, para resolver todas las 
cuestiones que ocurren entre las Naciones, y que pueden con- 
ducir a la guerra”. Puesto el asunto a votación después del ale- 
gato del Dr. Rodríguez Larreta, el tratado de arbitraje hispano- 
uruguayo fue aprobado en los términos propuestos por la Comi- 
sión, desechándose las enmiendas proyectadas por Eduardo Ace- 
vedo Díaz" 

A continuación, como ya se había resuelto, el Senado entró 
a considerar el tratado suscrito en el Congreso Pan Americano 
de México que el Poder Ejecutivo había elevado para su aproba- 
ción con mensaje del 7 de abril anterior. Fue aprobado en los 
términos propuestos sin discusión.'*” 

En relación con estos tratados, meses después, en octubre 
de ese año 1902, el Senado sancionó un proyecto de ley ya apro- 
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bado por la Cámara de Representantes mediante el cual se auto- 
rizaba al Poder Ejecutivo a adherir en nombre de la República, 
a la Convención de La Haya con arreglo a las actas firmadas 
el 29 de julio de 1889. Dichas actas comprendían tres convenios 
y tres declaraciones: lo. Convenio para el arreglo pacífico de 
los conflictos internacionales; 20. Convenio concerniente a las 
leyes y usos de la guerra terrestre y 30. Convenio para la adop- 
ción en la guerra marítima, de los principios de la Convención 
de Ginebra de 22 de agosto de 1864. Las declaraciones se refe- 
ferían a la prohibición de lanzar proyectiles desde globos aeros- 
táticos O por otros medios análogos nuevos: a emplazar proyectiles 
que tengan por único objeto esparcir gases asfixiantes o deleté- 
reos y a emplear balas que exploten o se aplasten en el cuerpo 
humano. 


El Dr. Vásquez Acevedo, en el informe de la Comisión de 
Legislación y en sus manifestaciones en Sala, señaló la conve- 
niencia de especificar en el texto de la ley de aprobación, los 
tres convenios y las tres declaraciones emanadas de la Confe- 
rencia de la Paz reunida en aquella ciudad, pero el Senado re- 
solvió, de acuerdo con lo propuesto por el Dr. Aureliano Rodrí- 
guez Larreta, aprobar el proyecto con la redacción que traía de 
la Cámara de Representantes considerando que en las expresio- 
nes: “actas firmadas el 29 de julio de 1899” por su generalidad, 
quedaban comprendidas las Convenciones y las Declaraciones. 
El Dr. Vásquez Acevedo aceptó esta interpretación y con ese 
sentido, fue sancionado el proyecto de ley que aprobaba las re- 
soluciones adoptadas por la Conferencia de la Paz de La Haya 
de 1899.'”” 


XVII 


En 1902, al tratarse en sesión secreta de la Comisión Per- 
manente, la venia para el nombramiento del hijo del presidente 
de la República como Ministro ante los gobiernos de Italia y 
Austria, el Dr. Vásquez Acevedo, al igual que los otros miem- 
bros nacionalistas de la Comisión Permanente, Diego M. Mar- 
tinez y Rosalío Rodríguez, votó negativamente. Fundamentó su 
voto, revelador de su independencia cívica, en la inconvenien- 
cia de elegir para cargos tan importantes a jóvenes desprovistos 
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de la competencia y experiencia que requieren funciones como 
las diplomáticas, en las que están en juego los intereses de la 
República. Consideraba sin embargo, que lo más grave, en el 
caso que estaban tratando, era el parentesco tan estrecho que 
ligaba al Dr. Juan Cuestas con el presidente de la República. 
“No se aviene —expresó— a mi juicio con los principios de- 
mocráticos eso de que un gobernante nombre a los miembros de 
su familia, a sus hijos nada menos, para cargos públicos de im- 
portancia y de gran representación. No se aviene tampoco con el 
crédito de la República que esos nombramientos se hagan para 
empleos que deben desempeñarse en el exterior donde tiene que 
formarse necesariamente una pobre opinión de un país cuyas 
instituciones admiten tan grave inconsecuencia”. Luego agregó: 
"Se observará quizá que en el caso, se trata de un traslado y que 
teniendo ya el Sr. Cuestas hijo, el carácter de Ministro diplomá- 
tico, la Comisión personalmente, al aprobar el nuevo nombra- 
miento, partiría de la base de un hecho ya producido, imputable 
a una legislatura anterior sobre el cual no es posible volver”. 
A su juicio, esta observación no tenía fuerza porque el nuevo 
nombramiento importaría una confirmación del acto indebido ya 
ejecutado “y los actos malos —afirmó—no deben confirmarse 
por más que no sea posible algunas veces, dejarlos sin efecto”. 
Consideraba que el traslado del Dr. Cuestas a Europa, que sig- 
nificaría un mejoramiento personal de su situación, “importaría 
una nueva complacencia del Poder Legislativo que no tendría 
excusa” y afectaría el buen nombre del país "ante un rasgo tan 


marcado de nepotismo”. S 


En 1902 intervino también en la discusión de un proyecto 
de ley que acordaba franquicias especiales a las empresas que 
elaboraban y exportaban carne congelada. El Dr. Vásquez Ace- 
vedo, defendió la supresión absoluta de impuestos de exporta- 
ción a los Frigoríficos. Al dar su voto expresó que "Todas las 
facilidades son pocas tratándose de una industria —la de la car- 
ne congelada— que estaba destinada a favorecer la ganadería, 
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fuente principal de la riqueza nacional y a promover un gran 


movimiento en la economía del país”.'”” 


Entre los diversos asuntos menores en que intervino en este 
período de su gestión de senador, cabe mencionar la actuación 
que le cupo en la redacción del proyecto sobre penalidades a las 
infracciones del Reglamento de Sanidad marítima y sobre fran- 
quicias a las fábricas de hilados y tejidos. En el primer caso 
aportó sus conocimientos y experiencia en materia penal para 
el correcto ajuste de las penas que se proponían, a fin de armo- 
nizarlas con los principios generales del derecho. En el segundo, 
sostuvo que, habiéndose demostrado los inconvenientes de un 
privilegio otorgado con demasiada amplitud, mada debía dete- 
nerlos para modificar las disposiciones que estaban proyectadas. 
Lo que corresponde razonablemente —dijo— es poner límite 
al error y no seguir perseverando en él. La enmienda que se- 
guidamente propuso fue aprobada por la Cámara. Se concretaba 
a limitar la exoneración de impuestos otorgada a la fábrica Salvo 
Hnos., a la contribución inmobiliaria y a la patente.’ 


Al discutirse los recursos para la erección del Palacio Le- 
gislativo se mostró contrario a la inversión de grandes sumas de 
dinero en las obras. Dijo que no era permitido “levantar monu- 
mentos lujosos cuando no se atienden cumplidamente los com- 
promisos de la Nación y cuando es menester, día a día, ir pos- 
tergando, como lo hacemos, obras importantes y servicios inelu- 
dibles, por falta de recursos”. “Digo que no podemos —agregó— 
porque es notorio que las rentas de la Nación apenas alcanzan 
para cubrir estrictamente los presupuestos públicos”.**”* 


XVIII 


Los temas de orden cultural que se plantearon en el Senado 
durante este período de la gestión legislativa del Dr. Alfredo 
Vásquez Acevedo, encontraron en él un decidido y eficaz soste- 
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nedor. Su versación en la materia, respaldada por una larga 
experiencia en la dirección de la enseñanza pública, confirió una 
especial autoridad a su palabra cuando se trataron en Cámara 
dichos temas. Muchas veces fue el propio Dr. Vásquez Acevedo 
quien los promovió a fin de dar trámite a proyectos que habían 
quedado encarpetados en las Comisiones. Tal es el caso del 
edificio de la Facultad de Medicina cuya construcción había pro- 
puesto en el último período de su Rectorado, en 1897 y 1899, 
en que lo había reiterado. El proyecto fue elevado por el Poder 
Ejecutivo el 2 de mayo de 1900, cuando ya el Dr. Vásquez Ace- 
vedo había abandonado la Universidad.*** La Cámara de Repre- 
sentantes lo aprobó el 11 de octubre de 1900. Por él se dejaba 
librado al Poder Ejecutivo el lugar en que debía levantarse el 
nuevo edificio. Establecía que el costo total de la obra y el te- 
rreno no excedería de $ 150.000 a cuyo pago se destinaba el 
producido de la venta del terreno ubicado en las calles Soriano, 
Cuareim y Canelones, adquirido por el Estado para la Univer- 
sidad y además la cantidad de $ 10.000 en efectivo, que, de sus 
entradas propias, aplicaría anualmente la Universidad durante el 
tiempo que fuese necesario, hasta completar el pago del importe 
de la obra. 


En el Senado el proyecto pasó a estudio de la Comisión de 
Fomento, integrada por los Sres. Eduardo Acevedo Díaz, Juan 
Maza y José Batlle y Ordóñez. Esta se expidió en un informe 
que tiene fecha 7 de mayo de 1901 en el que fundamentaba las 
modificaciones que creía debían introducirse al proyecto de la 
Cámara de Representantes. Las modificaciones se referían en 
primer lugar al sitio en que debía levantarse el nuevo edificio. 
Se destinaba para ello la antigua plaza de frutos de la Aguada 
denominada “Sarandí”, reservando una parte de ella para jar- 
dines públicos. En segundo lugar, las modificaciones propuestas 
por el Senado se referían a la financiación de la obra. No sólo 
se afectaría el producido de la venta del terreno situado en las 
calles Cuareim, Canelones y Soriano y los $ 10.000 de las rentas 
propias de la Universidad, sino también el producido de la venta 
de la finca que en aquellos momentos ocupaba la Facultad de 
Medicina, es decir, la vieja casa de Ejercicios, venta a la que al- 
gunos se oponían por razones de orden sentimental. En el memo- 


142 "Diario de Sesiones de la H. Cámara de Representantes”. Monte- 
video, 1901. Tomo CLXII, pág. 379 y sigts. 


ALFREDO VÁSQUEZ ACEVEDO 147 


randum presentado por el Cuerpo médico a la Comisión de Fo- 
mento se abogaba por esta solución. Los legisladores adhirieron 
a ella incorporándola al proyecto, Este fué puesto a considera- 
ción del Senado en la sesión del 29 de mayo de 1901. Aprobado 
en primera discusión, el Senado pasó, el día 3 de junio, a la 
segunda discusión general del proyecto. En esta oportunidad el 
senador por Paysandú, Setembrino E. Pereda, manifestó su opi- 
nión en el sentido de que el proyecto volviera a la Comisión de 
Fomento a objeto de que se estudiase nuevamente, de acuerdo a 
los antecedentes remitidos últimamente por el Presidente de la 
Junta Económico-Administrativa. El Dr. Vásquez Acevedo 
tomó la palabra para expresar su oposición a la moción del se- 
nador Pereda, Dijo que sería injustificable una nueva dilación 
en este asunto. Hacía dos años que el proyecto de construcción 
de un edificio para la Facultad de Medicina había sido presentado 
a la Cámara de Representantes. Esta lo demoró más de un año 
y hacía otro año que el Senado lo tenía en su poder. Dijo que se 
trataba de “una obra urgentísima”, que no ofrecía ninguna clase 
de dificultades reales. En cuanto a los nuevos antecedentes a que 
se refería el senador por Paysandú, señaló que eran conocidos 
desde hacía tiempo por estar divulgados en un folleto que estaba 
en circulación. Consideraba que la Comisión de Fomento debió 
haberlos tenido en cuenta cuando expidió su dictamen; además 
estaban en conocimiento de todos o casi todos los señores sena- 
dores. Luego agregó: “Las objeciones que hace la Junta Econó- 
mico-Administrativa son además notorias: no obedecen sino al 
deseo de conservar la plaza “Sarandí” en beneficio del desahogo 
de la población de Montevideo. No veo, por eso razón suficiente 
para la postergación que se pide”, Se inició luego la discusión 
del proyecto. En el curso de esta discusión el senador por Rocha, 
Manuel R. Alonso, planteó ciertas dudas referidas a la situación 
de la Casa de Ejercicios; a la posibilidad de la Universidad de 
aportar $ 10.000 anuales de sus rentas y a la oposición de la 
Junta Económico-Administrativa al Proyecto. 


La intervención de Vásquez Acevedo fué decisiva en esta 
instancia. En ausencia del miembro informante de la Comisión, 
declaró hallarse habilitado — y lo estaba por el conocimiento 
personal que tenía del problema — para aclarar las dudas del 
senador Alonso. Comenzó su exposición diciendo: “Observa el 
señor Senador por Rocha, que el edificio antiguo de la Facul- 
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tad de Medicina, fue donado con la condición expresa de desti- 
narse á la Universidad. 

Hay en esto un error. La finca en que estuvo instalada la 
Universidad por muchos años, no fué donada para esa institución, 
sino para Casa de Ejercicios y el Estado la destinó para Uni- 
versidad. 

Esa circunstancia motivó un pleito; pero el pleito concluyó 
hace ya ocho ó diez años por una transacción entre los herederos 
de la sucesión García Zúñiga y el fisco, por lo cual recibió una 
fuerte indemnización. De manera que el terreno que ocupa hoy 
la Facultad de Medicina es de propiedad del Estado, y no está 
sujeto á condiciones ni trabas de ninguna naturaleza, — se puede 
disponer de él libremente”. 

"Puedo garantir al señor Senador por Rocha y al Honorable 
Senado, que estos datos son completamente exactos”. Agregó a 
continuación: “Obserya también el señor Senador por Rocha que 
la cantidad que se destina de la renta de la Universidad para la 
construcción del edificio, es quizás superior á las fuerzas de la 
institución. Puedo también asegurar que el dato es inexacto, 

La Universidad recibe anualmente, como término medio, 
de sus entradas, más de 30.000 pesos; por lo menos 30.000 pesos. 

De esos 30.000 pesos se emplean en la adquisición de útiles, 
libros y menage, que no siempre son de necesidad urgente, cerca 
de 20.000 pesos. 

Puede, pues, muy bien destinarse una mitad de esta suma 
para la obra, teniendo en cuenta sobre todo, que mientras se 
esté construyendo el edificio será posible suspender la adquisi- 
sión de elementos y materiales de enseñanza para la Facultad, sin 
mayor perjuicio”. Refiriéndose a los antecedentes aludidos por el 
Sr, Pereda, expresó: “En cuanto á las observaciones de la Junta 
Económico-Administrativa, yo hubiera deseado que el señor Se- 
nador por Rocha nos hubiera dicho cual de ellas es la que le 
merece consideración, porque las que yo recuerdo carecen com- 
pletamente de valor. 

La plaza Sarandí es hoy un local que no presta absoluta- 
mente ningún servicio á la población. 

La construcción de la Facultad de Medicina, vendrá precisa- 
mente á hacerle útil para la localidad en que está situada, como 
fácilmente se reconocerá si se tiene en cuenta que no existe el 
propósito de ocupar toda la plaza, sinó una parte de ella, hacien- 
do las obras necesarias para la Facultad de Medicina en una 
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mitad de ella y destinar la otra mitad más ó menos á jardines de 
uso público. 

De esa manera, los habitantes de aquel barrio quedarán en 
mejor condición que como están actualmente; tendrán un centro 
importante de vida y movimiento, y al mismo tiempo un punto 
de recreo y animación. 


Pretende la Junta Económico-Administrativa que es indis- 
pensable la conservación íntegra de la plaza Sarandí. 


Creo infundada la pretensión. 


Montevideo, por sus condiciones, no tiene tanta necesidad 
como otras ciudades, de grandes plazas. 


Sus anchas calles, sus edificios bajos, su proximidad al mar, 
su elevación, y una multitud de otras circunstancias, hacen me- 
nos necesarias las espaciosas plazas que la higiene reclama en 
otras ciudades, especialmente en las ciudades europeas, en que 
las calles son angostas y los edificios muy altos; Montevideo 
tiene una planta que corresponde á la de grandes ciudades euro- 
peas. El espacio que ocupa hoy, es el de una ciudad de tres 6 
cuatro veces más población, en Europa. 


Bajo el punto de vista de la higiene, no se justifica la pre- 
tensión de la Junta Económico-Administrativa. 


Como desahogo para la población, mo es necesaria tampoco 
la plaza Sarandí. Para ese fin, su utilidad es muy pequeña. Para 
desahogo de Ja población se necesitan grandes espacios, como 
son los Parques en las ciudades europeas. Nosotros tenemos otros 
lugares especialmente destinados á ese fin: el Prado y el Parque 
Central. 


A ellos debería la Junta consagrar su atención para que 
prestasen á la población los servicios que pueden y deben prestar 
como verdaderos desahogos, sin necesidad de venir á poner obs- 
táculos á una obra tan urgente como esta, tan útil y que puede 
llevarse á cabo sin inconvenientes reales de ningún género ni 
trastornos para la renta pública, ya que ha de hacerse con los 
propios recursos y bienes de la Universidad”, Terminó manifes- 
tando la necesidad urgente del edificio de la Facultad de Medi- 
cina "porque el local en que ésta se halla actualmente —dijo— 
no le permite desenvolverse. Es notorio que está en un lugar 
reducido. Ni sus salas mi sus gabinetes tienen la amplitud que 
necesitan, lo que es realmente sensible, porque no debe olvidarse 
que es en la Facultad de Medicina donde se forman los médicos 
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que están destinados á atender la salud de la población, donde se 
estudian todas las cuestiones que afectan la higiene general del 
país" 2% 

Al cabo de esta exposición, el proyecto fue aprobado sin 
discusión con las modificaciones que le había introducido la Co- 
misión de Fomento en la sesión del 3 de junio de 1901. 

Volvió a la Cámara de Representantes. Su Comisión de Fo- 
mento, que estudió las modificaciones del Senado, no logró la 
uniformidad de opiniones acerca de ellas. Mientras la mayoría 
de la Comisión aconsejó aceptarlas, el representante Laureano B. 
Brito se Opuso, discrepando en lo relativo a la afectación de la 
Plaza Sarandí y considerando desfavorables las condiciones de 
enagenación del terreno de la Universidad y la Capilla de los 
Ejercicios que ocupaba en aquel momento la Facultad. En Cá- 
mara el asunto fue extensamente debatido durante las sesiones 
del 6, 8 y 9 de julio de 1901. Fue aprobado finalmente en los 
mismos términos en que lo había sido en el Senado.*** 


En la Comisión de Legislación, Vásquez Acevedo encontró 
el proyecto de ley que en octubre de 1896, en su carácter de 
Rector de la Universidad y Presidente del Consejo de Enseñanza 
Secundaria y Superior, había presentado al Poder Ejecutivo y 
que éste había elevado al Cuerpo Legislativo el 30 de marzo de 
1897. Con ese proyecto Vásquez Acevedo se proponía corregir 
tres defectos de la legislación universitaria vigente, restableciendo 
disposiciones anteriores cuya autoría le pertenecía. En 1885, al 
formular el proyecto de ley orgánica de la Universidad, Vásquez 
Acevedo había incorporado a la misma el principio de la acu- 
mulación del sueldo de profesor con el de cualquier otro cargo 
público. No aceptaba en cambio, la acumulación de dos cátedras 
por una misma persona. Estas disposiciones fueron modificadas 
en la discusión legislativa. La acumulación de sueldos no fue 
aceptada. La ley orgánica de 14 de julio de 1885 no la consa- 
gró. Admitió, sí, la acumulación de dos cátedras en determinados 
casos. Cuando se discutió la ley universitaria de 1889 se trató 
nuevamente el tema de la acumulación de sueldos reiterándose 


143 "Diario de Sesiones de la H. Cámara de Senadores”. Tomo 
LXXVII, págs. 380-385. 

144 “Diario de Sesiones de la H. Cámara de Representantes”. Mon- 
tevideo, 1902. Tomo CLXV, págs. 425-483. 


ALFREDO VÁSQUEZ ACEVEDO 151 


los argumentos en contra.'* Las razones que tuvo Vásquez Ace- 
vedo como Rector en 1896 para propiciar la reforma del artículo 
39 de la ley de 1885, las ratificó en 1901 como miembro infor- 
mante de la Comisión de Legislación del Senado, al exhumar 
el proyecto que hacía cinco años estaba en las carpetas de dicha 
Comisión. En el informe elevado a la Cámara en 1901 decía: 
“Por regla general, lo que la justicia y los principios democrá 
ticos aconsejan, es el reparto entre el mayor número de ciuda- 
danos de los empleos públicos. Pero no hay duda alguna que 
tratándose de cargos científicos, se impone una excepción de dicha 
regla, por el número escaso de personas capaces de desempeñar- 
los y la imposibilidad de exigir á los que tengan ya otro empleo 
un aumento de tareas, sin un aumento proporcional de retribu- 
ciones. La Universidad busca, con la reforma proyectada á este 
respecto, ponerse en situación de aprovechar los servicios de 
hombres ilustrados que por encontrarse ocupando otros cargos 
no han podido hasta ahora llevar su concurso intelectual á la 
institución. Espero también que la acumulación de empleos y 
sueldos en la forma indicada por ella, alentará, con beneficio 
evidente para la enseñanza, la formación de profesores compe- 
tentes en ramos determinados, que encontrarán así el estímulo 
para consagrarse exclusivamente á una carrera que en la actua- 
lidad ofrece pocos alicientes; y aún permitirá para ciertas Cáte- 
dras de las Facultades de Medicina y Matemáticas superiores, 
hacer venir de Europa, como lo han hecho otras Universidades 
sudamericanas, profesores especialistas en ciertas asignaturas, de 
que carecemos y careceremos por algún tiempo. Vuestra Comi- 
sión acepta, pues, el artículo 1% del Proyecto del Consejo de 
Instrucción Secundaria y Superior con ligera modificación en su 
letra y una limitación en el número de Cátedras acumulables 
que considera justa”. La segunda reforma que se proponía, se 
refería a la derogación del artículo 12 de la ley de 25 de no- 
viembre de 1889, en el que se había establecido que las cátedras, 
salvo el caso de una expectabilidad notoria, serían llenadas por 
concurso prefiriéndose los ciudadanos naturales o legales, en caso 
de igualdad de condiciones entre los candidatos. Con esto se 
modificaba el régimen establecido en el Reglamento de 1887 
—cuyo autor había sido el Rector Vásquez Acevedo— que en 
el artículo 23 dejaba librado al Consejo Universitario la desig- 
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nación de los catedráticos titulares por concurso o por nombra- 
miento directo según lo resolviese en cada caso. La exigencia del 
concurso no estaba en el proyecto original de la ley de 25 de 
noviembre de 1889. Sus autores lo habían eliminado como forma 
de proveer las cátedras porque, según explicó Marcelino Izcua 
Barbat, quien declaró ser personalmente afecto al sistema del 
concurso, había razones de orden práctico que así lo aconsejaban. 
En nuestro país —dijo— no había alicientes para la carrera de 
profesor y nadie quería presentarse, Ante las críticas que formuló 
en esa ocasión Francisco Bauzá, se restableció el concurso pero 
se le dió un carácter casi excluyente.*** 


Con el proyecto de 1896, Vásquez Acevedo se proponía 
volver al régimen más flexible de 1887. En el informe de 1901 
fundamentaba la reforma en los siguientes términos: “El Con- 
sejo de Instrucción Secundaria y Superior, considera que esa 
prescripción debe ser sustituída por otra en que se deje al ar- 
bitrio de la corporación adoptar, según los casos, para la pro- 
visión de cada Cátedra la forma del concurso ó la del nombra- 
miento directo; y Vuestra Comisión participa completamente de 
las Opiniones del citado Consejo. Es notorio que los mejores, 
los más distinguidos profesores que tiene y ha tenido la Univer- 
sidad, salvo algunas raras excepciones, son los que han sido nom- 
brados directamente. Los hombres de ciencia, que tienen repu- 
tación hecha, no se exponen jamás á los azares de un concurso. 
Por eso, conviene reservar esta forma de provisión de empleos 
científicos para aquellos casos en que á juicio de las autoridades 
universitarias puedan encontrarse personas suficientemente prepa- 
radas, dispuestas a discutir la obtención de los empleos”. 


La tercera reforma que proponía el proyecto de 1896 im- 
portaba el restablecimiento de una disposición contenida en el 
artículo 40 de la ley orgánica de 1885, que establecía que las 
cátedras tenían que proveerse con ciudadanos naturales o legales, 
con algunas excepciones que quedaban a juicio del Consejo de 
Instrucción Secundaria y Superior. En el siguiente pasaje del 
informe de 1901 Vásquez Acevedo fundamentaba la modifica- 
ción: “La tercera reforma proyectada por el Consejo de Instruc- 
ción Secundaria y Superior, no importa más que el restableci- 
miento de la antigua disposición del artículo 40 de la Ley de 
14 de Julio de 1885, con una razonable excepción. 
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Los empleos públicos deben siempre ser conferidos á los 
ciudadanos, y sólo se explica que en otros tiempos no haya pre- 
valecido la ciudadanía de una manera absoluta, tratándose de 
cargos científicos, por el escaso número de hijos del país prepa- 
rados para el desempeño de estos. 

Hoy, felizmente, merced a los progresos alcanzados por 
los Institutos Científicos de la República, contamos ya con un 
personal numeroso y distinguido de ciudadanos aptos para el 
ejercicio del profesorado. 

Es preciso, sin embargo, no inhabilitar á la Universidad 
para utilizar en ciertos casos los servicios de sabios extranjeros 
especializados en aquellos ramos del saber aún no cultivados 
en la República con bastante extensión; y á ese fin responde 
la excepción establecida por el Consejo de Instrucción Secunda- 
ria y Superior”, 

El proyecto fue aprobado sin discusión en la sesión del 29 
de abril de 1901." En la Cámara de Representantes, a pesar 
de encontrar la acumulación de sueldos tenaz resistencia en al- 
gunos representantes, fue aprobado en la sesión del 11 de julio 
de 1901 de acuerdo al dictamen de la Comisión de Legislación.** 
El Poder Ejecutivo la promulgó el 19 de julio de 1901. 

Años después, en 1906, el Dr. Vásquez Acevedo, como 
miembro de la Cámara de Representantes, tuvo oportunidad de 
intervenir en la discusión de un proyecto del Dr. José Pedro 
Massera, sobre provisión de las cátedras universitarias, que mo- 
dificaba esta su ley de 1901. El proyecto del Dr. Massera esta- 
blecía tres sistemas. En primer término la provisión de las cá- 
tedras se haría por nombramiento directo, según lo determinara 
en cada caso el Consejo de Instrucción Secundaria y Superior. 
En segundo término — y aquí radicaba la reforma principal — 
por elección entre los sustitutos de la materia que contasen dos 
años de antigüedad y hubieran cumplido con las obligaciones 
impuestas por el Reglamento Universitario. “El sustituto —decía 
el proyecto— será encargado interinamente de la regencia de la 
cátedra, por dos años, y vencido este término será designado como 
titular en propiedad, siempre que por su competencia y laborio- 
sidad, que deberán comprobarse con las inspecciones que el Rec- 
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tor y el Decano harán en su clase, se haya hecho acreedor a ese 
nombramiento”. En tercer término aparecía el concurso cuando 
no pudiera hacerse el nombramiento del catedrático por ninguno 
de los dos procedimientos anteriores.'* 


En la sesión del 9 de julio de 1906, la Cámara de Repre- 
sentantes entró al estudio del proyecto del Dr. Massera que 
había sido informado favorablemente por la Comisión de Legis- 
lación. El Dr. Vásquez Acevedo fue el primero en hacer uso 
de la palabra promunciándose contra el proyecto a la vez que 
defendía la ley de 1901, cuyo origen historió. “Yo no considero, 
señor Presidente, comenzó diciendo, acertada la reforma que se 
quiere introducir en la manera de proveer las cátedras universi- 
tarias, y voy á dar las razones en que fundo mi opinión. La ley 
vigente establece que esas cátedras serán provistas por concurso 
ó por nombramiento directo, según lo determine, en cada caso 
particular, el Consejo de Enseñanza Secundaria y Superior. El 
proyecto que se halla á la consideración de la Cámara acepta 
los dos medios pero restringe el primero á casos muy raros, é 
introduce un tercer medio, que consiste en proveer las cátedras 
vacantes con los profesores sustitutos de las mismas. Soy y he 
sido un adversario decidido y constante del concurso, como 
medio exclusivo de nombrar los catedráticos, porque creo que 
él cierra las puertas de la Universidad á las personas de gran 
representación científica, que no se prestan a soportar los azares 
de una contienda de competencia, comprometiendo su reputación, 
para obtener un empleo, á menudo más penoso que grato. El 
sistema que rige actualmente, fué adoptado —según mis recuer- 
dos— por iniciativa mía. Cuando ingresé al Rectorado, en el 
año 1880, dominaba en la Universidad el régimen del concurso, 
como medio exclusivo de elegir profesores. A causa de eso, esca- 
seaban en el personal docente los profesores de nota, especialmente 
en la Facultad de Medicina. Inicié por eso la modificación de las 
disposiciones que regían y conseguí que se acordara al Consejo 
Universitario la facultad de nombrar también directamente los 
catedráticos de la Universidad. La reforma se consiguió en el 
Reglamento General del año 87 dictado como consecuencia de 
la ley de julio del 85, y en virtud de ella ingresaron á la Uni- 
versidad casi todos los distinguidos profesores que hoy honran 
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la institución por su talento y su saber. Más tarde, la malhadada 
ley de noviembre de 1896 —malhadada, digo, por los daños 
que ha causado bajo distintos conceptos á la Universidad — vol- 
vió á poner en vigor el régimen exclusivo del concurso, facul- 
tando sólo á las autoridades universitarias para nombrar directa- 
mente profesores en el caso de especialidad notoria. Como esta 
excepción se presentaba en rarísimos casos, el Consejo de Ense- 
ñanza Secundaria y Superior, algunos años después, á instancia 
mía también, promovió el restablecimiento de las disposiciones 
del reglamento del 87, obteniéndose en julio de 1901 la sanción 
de la ley que rige actualmente, Soy, pues, un convencido de los 
inconvenientes del concurso como sistema exclusivo de nombrar 
catedráticos; pero creo que el proyecto del doctor Massera, acep- 
tado por la Comisión de Legislación, entraña una reacción ex- 
trema contra ese sistema, Ya no se quiere dejar al arbitrio de 
las autoridades universitarias la utilización del medio del con- 
curso, según lo juzguen conveniente. Se les impone la designa- 
ción de los sustitutos cuando no se use del medio del nombra- 
miento directo. En esto consiste la modificación proyectada por 
el doctor Massera. Ahora bien: yo no desconozco que pueda 
haber sustitutos que reunan, sin dudas para nadie, las condiciones 
completas para el ejercicio del magisterio: talento, saber, apti- 
tudes pedagógicas, contracción al estudio, celo en el desempeño 
del cargo; pero, para ese caso, no hay necesidad de modificar 
la ley existente. El Consejo tiene en la facultad que esa ley le 
da, de nombrar directamente profesores, el medio de entregar 
la cátedra vacante al sustituto que reuna ese conjunto de con- 
diciones satisfactorias. Pero puede suceder muchas veces que el 
sustituto ó sustitutos de una clase, no obstante tener buenas notas 
de competencia y laboriosidad, ofrezcan dudas respecto de su 
completa suficiencia; puede suceder asimismo que existan dos ó 
más sustitutos de una misma clase con buenas notas, ya que la 
Universidad nombra cuantos sustitutos quiera para cada asigna- 
tura; y puede, por último, suceder que las autoridades universi- 
tarias crean alguna vez posible encontrar fuera del personal de 
sustitutos, profesores de más aptitudes, 


¿Por qué, en todos esos casos, ha de ser forzoso nombrar 
un sustituto y no se ha de permitir echar mano del medio del 
concurso? La Universidad no debe contentarse con tener profe- 
sores medianos ó buenos; debe esforzarse por tener los mejores 
profesores posibles. La justicia, además, exige que se contemplen 
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las aspiraciones legítimas de todos los estudiosos, y que no se 
abra la puerta á los favores y al exclusivismo. Se dice que el 
concurso tiene muchos azares. Yo no lo desconozco; pero creo 
que esos azares disminuyen á medida que aumentan las ilus- 
traciones universitarias y se perfeccionan los resortes y la mar- 
cha de nuestros institutos de enseñanza superior. La gran publi- 
cidad que los concursos tienen, es una garantía, además, contra 
los desaciertos y las injusticias. No son jueces únicamente de las 
competencias de los aspirantes á las cátedras, los miembros de 
los tribunales de concurso. La Universidad entera, representada 
por sus autoridades, por sus profesores, gran número de estu- 
diantes, juzga todos los ejercicios de prueba, los comenta y forma 
una opinión que pesa, y tiene que pesar necesariamente, en el 
ánimo de los jueces llamados á resolver. Más azares, muchos más 
azares tiene, en mi concepto, el sistema que envuelve el pro- 
yecto del doctor Massera. 


Para convencerse de ello, basta tener en cuenta la manera 
cómo son elegidos los sustitutos. Los reglamentos universitarios 
no requieren pruebas previas de competencia: la elección se 
realiza á indicación únicamente del Rector ó del Decano. Es 
cierto que el proyecto en discusión establece que el sustituto será 
encargado, durante un intervalo de dos años, de la clase y que 
sólo la obtendrá con carácter definitivo cuando las notas de 
inspección del Rector y del Decano sobre su competencia y la- 
boriosidad, sean satisfactorias. Pero esto no constituye, á mi juicio, 
una garantía suficiente. Por más ilustración que se suponga en 
el Rector, lo mismo que en el Decano, ellos no pueden conocer 
todas las ciencias que se enseñan en la Universidad, ni siquiera 
las especialidades que son propias de cada Facultad. Por consi- 
guiente, su juicio respecto del saber de los sustitutos no puede 
tener entero valor en la gran mayoría de los casos. Se da otra 
razón en apoyo del proyecto, y es esta: que la Universidad debe 
empeñarse en formar profesores, y que para eso es menester 
estimular á los sustitutos. Yo reconozco que hay gran interés 
en formar profesores verdaderos, —dotados de ciencia y aptitu- 
des pedagógicas. Lo previene, además, la misma ley orgánica 
de la Universidad; pero no creo que es indispensable el estímulo 
que encierra este proyecto; y la prueba de ello se halla en que 
la Universidad tiene actualmente todos los sustitutos que nece- 
sita, y que esos sustitutos cumplen sus deberes y trabajan con 
ahinco sin contar con la seguridad de ser mombrados catedrá- 
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ticos efectivos. Encuentran ellos suficiente estímulo en el honor 
que apareja el cargo en sí mismo: en la especialización en el 
estudio de ciencias determinadas; en las ventajas que de ahí les 
resulta para su carrera, —para la vida pública cuando á ella 
pueden consagrar una parte de su tiempo,— para la enseñanza, 
y por último, en las probabilidades de éxito que su preparación 
especial les da para el caso de concurso cuando llegue la opor- 
tunidad. No creo por eso que necesiten mayores estímulos. Los 
que tienen ya son suficientes. Resulta, pues, que los motivos que 
han inspirado este proyecto, no son justificados. Creo, por conse- 
cuencia, que se debe mantener la ley vigente, tal como se halla, 
sin introducir ninguna reforma en ella”.*" 

El Dr. Massera defendió su proyecto rebatiendo los argu- 
mentos del Dr. Vásquez Acevedo en un prolongado debate en 
el que solamente el Dr. Arturo Lussich manifestó su oposición 
al proyecto que contó con el apoyo decidido de Carlos Roxlo. 
Sancionado en esa sesión del 9 de julio de 1906 el proyecto 
pasó al Senado donde no fue aprobado.'”* 


Otro asunto en el que intervino Vásquez Acevedo fue el 
relativo a la supresión de los exámenes generales. 

Como miembro de la Comisión de Legislación le correspon- 
dió la redacción del informe sobre el proyecto de la Cámara de 
Representantes de supresión de los exámenes generales y de 
tesis para optar a los grados académicos en la Universidad de la 
República. Era éste un viejo problema sobre el cual Vásquez 
Acevedo ya había tenido oportunidad de pronunciarse en su 
época de Rector. 

El examen general y de tesis estaba establecido en el Re- 
glamento de 1887 que completó la organización de los estudios 
universitarios promovidos por Vásquez Acevedo con la ley de 
1885. Fueron suprimidos por la ley de 25 de enero de 1888 que 
fue, en muchos aspectos, una reacción contra la ley de 1885. 
Posteriormente, la ley de 25 de noviembre de 1889 reimplantó 
la obligatoriedad del examen general y de tesis. A partir de ese 
momento se hizo sentir la resistencia del sector estudiantil que 


150 "Diario de Sesiones de la H. Cámara de Representantes”. Tomo 
CLXXXVI ya citado, págs. 433-435. 

151 “Diario de Sesiones de la H. Cámara de Representantes”. Tomo 
CLXXXVII ya citado, págs. 435-449. 
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pugnó por la reforma de estas disposiciones. El rector Vásquez 
Acevedo, en nota al Ministro de Fomento de abril de 1892 
señalaba el inconveniente de modificar los reglamentos de la 
Universidad “según los gustos y conveniencias de los estudiantes”. 
Reivindicaba para el Consejo Universitario la iniciativa de toda 
reforma en la materia desde que la ley le confería la facultad 
de establecerlos y desde que tenía competencia técnica para ello. 
“Los reglamentos —decía Vásquez Acevedo— no pueden ser 
reformados ó modificados según los gustos y conveniencias de 
los estudiantes. La iniciativa de toda reforma debe partir de 
los funcionarios á quienes la ley ha dado la misión de velar por 
la organización y desenvolvimiento de la enseñanza secundaria 
y superior; porque son ellos los competentes para apreciar las 
ventajas Ó inconvenientes de las prescripciones reglamentarias. 
Los mismos estudiantes no tienen ni la preparación suficiente 
para darse cuenta de cuestiones tan delicadas ni la imparcialidad 
necesaria para comprender lo que beneficia ó daña á la causa 
pública. Para ellos la Universidad es una institución destinada 
á servir únicamente sus intereses particulares; de ahí el que se 
sientan contrariados por toda medida ó prescripción reglamenta- 
ria que afecte esos intereses. Pero es menester hacerles com- 
prender que la Universidad, ó sea el Estado, no costea la en- 
señanza secundaria y superior, con el fin exclusivo de proporcio- 
nar carrera á unos cuantos jóvenes, sino, principalmente, con el 
de dotar á la nación de hombres distinguidos en las letras y en 
las ciencias, que puedan favorecer sus progreso y bienestar; y 
por esa razón es que no siempre el interés público se armoniza 
con el interés particular de los estudiantes; pero, forzoso es que 
aquél prevalezca sobre éste”. 


El 12 de abril de 1902 el representante por Salto, Dr. Fe- 
liciano Viera, presentó un proyecto para la supresión de los exá- 
menes generales y de tesis. 


La Comisión a cuyo dictamen pasó, estudió largamente este 
proyecto; oyó la opinión del Rector de la Universidad, Dr. Pablo 
De María y de los decanos de las distintas Facultades y llegó a 
la conclusión de que el proyecto del Dr. Viera era demasiado 
radical y que reclamaba modificaciones adecuadas a la naturaleza 
de los diversos exámenes generales que se exigían para optar 
a los grados académicos. Después de exponer ampliamente su 
pensamiento, la Comisión no vacilaba en aconsejar la supresión 
de los exámenes generales teóricos pero no los de carácter prác- 
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tico y los de tesis. De acuerdo a ésto presentó a la consideración 
de la Cámara un proyecto sustitutivo. Este fue debatido en las 
sesiones del 24 y 26 de junio de 1902 aprobándose con algu- 
nas modificaciones: la relativa a la supresión del examen prác- 
tico, además del teórico, en la Facultad de Derecho; ampliándose 
las pruebas de los cursos de Práctica Forense con un examen que 
se rendiría al finalizar el segundo curso en la forma que se 
establecía en el artículo 4? Respecto a la presentación de la 
tesis, se estableció que no era obligatoria para la obtención de 
los grados académicos. La Universidad llamaría a concurso a los 
graduados que querían presentarla premiando la que concep- 
twase sobresaliente o notable con su publicación, además de 
eximir de derechos de título al que sacare el primer premio. 


Cuando entró a estudio de la Comisión de Legislación del 
Senado, la Universidad por intermedio de su rector Dr. Claudio 
Williman, se dirigió al Ministro de Fomento Dr, Luis Varela 
por nota de 7 de julio de 1902 manifestándole la atención con 
que el Consejo de Instrucción Secundaria y Superior había se- 
guido la marcha de aquel proyecto que afectaba “directamente 
a la buena organización de las Facultades Superiores” de la 
Universidad. Expresaba que por su parte había estudiado la cues- 
tión con el propósito “de que no se alterase sin muy fundadas 
razones, lo que es el resultado de las sabias lecciones de la ob- 
servación y de la experiencia, mi quede completamente librado 
al interés individual, lo que ante todo, atañe al de la causa 
pública, en las nobles manifestaciones morales que la Univer- 
sidad representa”. Decía que el proyecto a estudio del Poder Le- 
gislativo era "la obra de la influencia de un determinado número 
de estudiantes”. Recordaba al respecto las palabras del Rector 
Alfredo Vásquez Acevedo vertidas en 1892 en la nota dirigida 
al Ministro de Fomento y expresaba su extrañeza por la con- 
ducta de los estudiantes que habían prescindido del Consejo Uni- 
versitario para gestionar la abolición del examen general. Luego 
reivindicaba para el Consejo, la facultad privativa de la distri- 
bución y “la forma en que deben cursarse las asignaturas com- 
prendidas dentro de los períodos de estudios en que se dividen 
las carreras”, Expresaba que no podía despojársele de ella sin 
invalidar su gestión. “La Honorable Cámara de Representantes 
—agregaba— al derogar las disposiciones reglamentarias aplica- 
bles al examen general desconoce una atribución privativa del 
Consejo, disminuye su capacidad moral y lesioma el respeto de- 
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bido a sus resoluciones emanadas de la misión que le ha con- 
fiado la ley. Al hacerlo —continuaba— la Honorable Cámara 
arrebata también el derecho que la ley ha reservado al Poder 
Ejecutivo de aprobar o reprobar la organización interna de las 
Facultades en virtud de su carácter de Poder Administrador”. 
Informaba al Ministro que ante esos hechos el Consejo, teniendo 
en cuenta los antecedentes invocados por los estudiantes y la 
opinión de sus integrantes, había procedido a sancionar un pro- 
yecto de reformas al Reglamento General de la Universidad, por 
el cual se reglamentaba el examen general, en el que se con- 
ciliaban las opiniones de sus sostenedores e impugnadores. En él 
se abolía la parte teórica del examen. Dejaba subsistente la 
parte práctica. El Consejo Universitario elevaba dicho proyecto 
a la consideración del Poder Ejecutivo a través del Ministerio 
de Fomento, única autoridad, según la ley, llamada a juzgar sus 
resoluciones. 


De ese modo el Consejo Universitario consideraba “haber 
puesto a cubierto sus fueros de un desconocimiento que lo le- 
siona —decía— en el cumplimiento de sus cometidos, al mismo 
tiempo que somete al fallo de su superior jerárquico, el medio 
conciliatorio que ha empleado para transar, donde las circuns- 
tancias legitimamente se lo permiten, las diferencias surgidas 
alrededor de la cuestión que entraña la supresión del examen 
general”, En cuanto a la tesis, el proyecto elevado por el Consejo 
Universitario al Poder Ejecutivo, la mantenía.*” 


Esta iniciativa tardía no tuvo andamiento, El proyecto apro- 
bado ya por la Cámara de Representantes estaba inspirado en 
el mismo criterio que el que adoptaban las autoridades universi- 
tarias en el proyecto elevado por el Rector Claudio Williman 
al Poder Ejecutivo. Esto explicaría el trámite rápido que tuvo 
el asunto en el Senado donde fue considerado en la sesión del 
9 de julio de 1902. Fue aprobado sobre tablas, sin que ninguno 
de los senadores hiciera uso de la palabra, a pesar de que el 
informe de su Comisión de Legislación aconsejaba su rechazo 
por entender que las resoluciones en la materia correspondían 
al Consejo de Enseñanza Secundaria y Superior. Así se expresaba 


152 “Anales de la Universidad”. Tomo XII, pág. 536 y sigts. En el 
mismo tomo, pág, 525 y siguientes, se pueden ver las opiniones sobre el 
mismo tema, emitidas por el Rector de la Universidad y los Decanos de 
las Facultades de Derecho y Ciencias Sociales, Medicina y de Matemáticas, 
en la Comisión de Legislación de la Cámara de Representantes. 
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en el informe que —como hemos dicho— redactó el Dr. Vás- 
quez Acevedo. Sin entrar a analizar las reformas contenidas en 
el proyecto; identificado con la actitud asumida por las auto- 
ridades universitarias en aquel momento y consecuente con 
ideas sustentadas en el desempeño del Rectorado, el Dr. Vásquez 
Acevedo defendió en esta ocasión, la facultad privativa que su 
ley de 1885 había conferido en la materia, al Consejo Univer- 
sitario. “Es sin duda alguna esa corporación —decia— la única 
que podía ejercerla con tino y competencia, por la preparación 
especial, científica y pedagógica, de las personas que la cons- 
tituyen”. “En todas las naciones del mundo son las corporaciones 
universitarias —agregaba— compuestas de profesores y hom- 
bres de ciencia, las encargadas de reglamentar ampliamente la 
enseñanza y fijar con especialidad las reglas a que deben subor- 
dinarse los estudiantes en todo lo relativo a exámenes y prue- 
bas de suficiencia”. No consideraba adecuado que las Cámaras 
legislaran sobre esos temas porque generalmente estaban com- 
puestas de personas que carecían de conocimientos especiales y 
de práctica en dichas cuestiones. Por el contrario sostenía que 
"mucho ganaría la sana doctrina respetándose las facultades pro- 
pias del Consejo de Enseñanza Secundaria y Preparatoria”.*** 

Esa y no otra era la razón que tenía para aconsejar el re- 
chazo del proyecto de la Cámara de Representantes, rechazo 
que permitiría que el asunto fuera resuelto en su órbita natural 
de acuerdo al proyecto —coincidente con el de la Cámara— 
que el Consejo Universitario había sometido a la consideración 
del Poder Ejecutivo.'”* 


153 "Diario de Sesiones de la H. Cámara de Senadores”. Tomo 
LXXX ya citado, págs. 64-67. 

154 La posición del Dr. Vásquez Acevedo contraria a que las Cá- 
maras legislaran en la materia, sostenida en la Comisión de Legislación, y 
la solución que propuso en la sesión celebrada por ésta, el 3 de julio de 
1902, trascendieron a la prensa. “El Siglo” dió cuenta de ello en la si- 
guiente información: “Los examenes generales. — Actitud de la Comisión 
de Legislación — Ayer se reunió la Comisión de Legislación de la Cámara 
de Senadores para ocuparse del proyecto de ley que suprime los exámenes 
generales universitarios. Asistían a la reunión los decanos de todas las facul- 
tades y el Rector Arq. Williman. La resolución adoptada, de acuerdo entre 
los presentes, ha causado profundo desagrado en los elementos estudiantiles. 
Es la siguiente, que propuso el Dr. Vásquez Acevedo. Que la Comisión 
no informa sobre el proyecto sancionado por la Cámara de diputados porque 
entiende que no es de la incumbencia del Poder Legislativo resolver si 
conviene o no la supresión de los exámenes generales, siendo la Universidad 
la que debe opinar y proponer la reforma en el sentido del proyecto si la 
cree conveniente o necesaria. Como consecuencia de dicha resolución, el 
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La ley que suprimió los exámenes generales en los estudios 
de Medicina, Farmacia, Matemáticas y Derecho fue promulgada 
el 11 de julio de 1902. 


Al año siguiente los estudiantes de la Facultad de Matemá- 
ticas se presentaron a la Cámara de Representantes solicitando 


Consejo Universitario se propone dictar una reglamentación especial sobre 
los exámenes generales, suprimiendo el teórico pero estableciendo precepti- 
vamente el práctico general y el de tesis. Se cree, sin embargo, que la actitud 
de la Comisión de Legislación no satisfará a la mayoría del Senado, que 
es favorable a la sanción del proyecto elevado por la Cámara de Diputa- 
dos”. (“El Siglo”. Montevideo, julio 4 de 1902). Esta información fue 
recogida por el Dr. Vásquez Acevedo en el Libro de Recortes No. 5 de su 
archivo particular, anotando al pie, de su puño y letra, la explicación que 
sigue: "Lo ocurrido fue esto: Las autoridades universitarias manifestaron 
en la reunión, que ellas encontraban aceptable todo lo establecido en el 
Proyecto de la Cámara menos la disposición relativa al examen de práctica 
forense — que podrá dejar escapar sin prueba suficiente de conocimientos 
a una porción de estudiantes que habían concluído sus cursos de Dere- 
cho — y la referente a la tesis. Participando en todo de las opiniones de 
las autoridades universitarias, propuse entonces a éstas que reformaran ellos 
su Reglamento, en uso de sus atribuciones, de la manera conveniente, y 
que entre tanto se demoraría si era posible, el despacho del proyecto en 
el Senado. Todos estuvieron de acuerdo en aceptar el temperamento, que- 
dando el Rector y Decanos en reunirse el mismo día para que el Cuerpo 
pudiera resolver al siguiente todas las reformas en la forma convenida”. 
(Libro de Recortes No. 3 del archivo del Dr. Alfredo Vásquez Acevedo, 
en el tomo 1890 de la Colección de Manuscritos del Museo Histórico 
Nacional, pág. 131). 

Relacionada con la publicación de “El Siglo”, su director, Juan Andrés 
Ramírez, dirigió al Dr. Vásquez Acevedo la carta que se lee a continuación: 

“Montevideo, Julio 4 de 1902. Señor Dr. Don Alfredo Vásquez Ace- 
vedo. Estimado Doctor. Por uno de nuestros reporteros me he enterado 
que han producido a usted desagrado, tanto la forma en que dio noticia 
“El Siglo”, acerca de lo resuelto ayer en la Comisión de Legislación, como 
del breve comentario aparecido al pie de dicha noticia. 

No obstante los deseos que tendría de complacer a usted rectificando 
la noticia y modificando el comentario, estoy en la imposibilidad de ha- 
cerlo. Entiendo que la noticia es exacta y que solo por la forma difiere de la 
información suministrada por usted a nuestro reporter, desde que lo que 
ha prometido el Consejo universitario es, como precisamente lo decía “El 
Siglo”, mantener el examen práctico y la tesis, suprimiendo sólo el teórico. 

En lo que se refiere al comentario es, también, la expresión de la 
verdad, que conozco por conversaciones con estudiantes y diputados y 
por referencias de senadores. 

Por otra parte, si hiciera la rectificación, tendría que hablar mucho 
y muy largo sobre el asunto de los exámenes generales así como sobre 
la actitud de las autoridades universitarias, y estando interesado personal- 
mente en la cuestión, desde que empezó a agitarse me formé el propósito 
de no emitir opinión al respecto. 

Deseando satisfagan a usted estas explicaciones me repito su afímo 
S.S. Juan Andrés Ramírez”, (Museo Histórico Nacional. Colección de Ma- 
nuscritos. Tomo 1870.) 
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la supresión del examen general práctico que la ley del 11 de 
julio de 1902 había dejado subsistente. La Cámara pasó este 
petitorio al Ministerio de Fomento el que, en 7 de julio de 
1903, le dió traslado a la Universidad. El Consejo de Enseñanza 
Secundaria y Superior, para pronunciarse, requirió el dictamen 
del Decano de la Facultad de Matemáticas, Ingeniero Juan Mon- 
teverde, quien el 7 de agosto de 1903 se pronuncia en un ex- 
tenso y fundado informe, manifestando su Opinión contraria a la 
supresión solicitada. El Consejo Universitario lo hizo suyo y lo 
elevó al Ministerio de Fomento. El 27 de mayo de 1904 el 
Ministerio envió a la Cámara de Representantes éste dictamen 
que pasó a estudio de su Comisión de Legislación. Esta se expi- 
dió, el 24 de junio de 1905, en sentido favorable a la petición 
estudiantil proponiendo un proyecto de ley en cuyo artículo lo. 
se establecía la supresión del examen general práctico que se 
exigía en la Facultad de Matemáticas. Por el artículo 2o., el Con- 
sejo Universitario debía formular un plan de trabajos prácticos 
para la Facultad de Matemáticas que debía someterlo a la apro- 
bación del Poder Ejecutivo. 

En la sesión del 27 de junio de 1905, la Cámara de Repre- 
sentantes trató este proyecto que fué aprobado después de un 
debate en el cual el Dr. Vásquez Acevedo —que había ingresado 
a la Cámara ese año— manifestó su desacuerdo con el dictamen 
de la Comisión que, a su juicio, lesionaba la autonomía univer- 
sitaria. Consideraba que el proyecto de ley aconsejado por la 
Comisión de Legislación implicaba una “intromisión en funcio- 
nes de un carácter completamente técnico y administrativo”. Ex- 
presó que la “determinación de las pruebas de suficiencia y de- 
más formalidades a que debe someterse el otorgamiento de títulos 
académicos y profesionales, es de la exclusiva incumbencia de las 
autoridades universitarias. Son esas autoridades —agregó— las 
únicas que tienen competencia y la preparación suficientes 
para resolver todas las cuestiones que se refieren al mecanismo 
íntimo —diré así— de la enseñanza secundaria y superior”, 
Leyó a continuación parte de su informe del 7 de julio de 1902 
cuando el Senado trató la supresión de los exámenes generales, 
en el que desarrolló esta tesis que reafirmó con las ideas expre- 
sadas por el Poder Ejecutivo el año anterior al solicitar del par- 
lamento la sanción de un proyecto que se ha llamado —dijo— 
de autonomía universitaria *** y del que leyó los siguientes pá- 


155 El Dr. Vásquez Acevedo se refiere al mensaje y proyecto de 
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rrafos: “Es una verdad recomendada, tanto por la ciencia admi- 
nistrativa como por la propia pedagogía universitaria, que la 
alta superintendencia de la enseñanza debe estar confiada exclusi- 
vamente á un regimen corporativo, idóneo y responsable, en- 
cargado de dirigirla, fiscalizarla y modificarla conforme lo im- 
pongan las revelaciones de la experiencia y las exigencias del 
ambiente social. La acción legislativa mo puede superponerse á 
este orden de fenómenos tan complejos para ordenarlos y diri- 
girlos de una manera conveniente, La constitución del centro de 
autoridad que tenga tales cometidos, es incuestionablemente de 
origen legislativo: una ley debe crearlo señalando sus atribucio- 
nes, facultades y obligaciones, pero la ley no debe determinar y 
definir con precisión científica el rumbo y la característica de la 
enseñanza bajo su aspecto integral, económico y reglamentario, 
so pena de crear un regimen de estagnación á la sombra de la 
legalidad más perfecta. Así la función educativa al ser goberna- 
da, dirigida y reglamentada por nuestro Consejo, bajo la vigilan- 
cia del Gobierno, tiene que apreciarse forzosamente como un 
hecho externo, de índole sociológica, sujeto á la influencia de 
múltiples factores y suscetible, por lo mismo, de variaciones é 
influencias combinadas, todo lo que generará correcciones ó re- 
formas más ó menos perentorias que sepan traducir, en un mo- 
mento dado, exigencias y necesidades de orden social. Si se 
acudiera al Cuerpo Legislativo en cada situación singular, se 
fracasaría la mayor parte de las veces”. 

Y agrega después: “Es evidente, pues, que este serio pro- 
blema de la cultura general del pueblo, ampliada en el sentido 
que acaba de explicarse y restringida en el referente al profesio- 


ley enviado por el Poder Ejecutivo a la Asamblea General el 10 de se- 
tiembre de 1904, que el Senado aprobó el 10 de octubre de ese año, en 
cuya fecha pasó a la Cámara de Representantes. La Comisión de Legisla- 
ción de ésta Cámara lo informó el 10 de diciembre de 1904 proponiendo 
un proyecto sustitutivo que no tuvo sanción legislariva. El proyecto inicial 
del Poder Ejecutivo establecía en su artículo principal: "Art. lo. El régi- 
men universitario en todo lo concerniente a planes de estudios, su dura- 
ción, número, naturaleza y extensión de las materias que hayan de cursarse, 
condiciones de ingreso a la Sección de Estudios Secundarios y a las Facul- 
tades, pruebas de suficiencia que hayan de rendirse por todos los estudian- 
tes y obtención de grados o títulos, estará sujeto exclusivamente a los 
reglamentos que sancione el Consejo de Instrucción Secundaria y Superior 
con la aprobación del Poder Ejecutivo”. 

Este proyecto había sido propuesto al Poder Ejecutivo por el Con- 
sejo de Enseñanza Secundaria y Superior de la Universidad, de la que era 
Rector el Dr. Eduardo Acevedo. ("Diario de Sesiones de la H. Cámara de 
Representantes”. Montevideo, 1905. Tomo CLXXIX, págs. 216-219.) 
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nalismo intelectual, es muy complejo en sí mismo y en sus 
proyecciones para que su contenido pueda definirse, detallarse 
por entero y reglamentarse en simples preceptos legales. 


“Su comprensión diaria y su gobierno inmediato, se concibe 
más bien como la acción de un conjunto de hombres idóneos, 
que en cumplimiento de sus deberes propios y respondiendo á 
altos designios patrióticos, encaran los fenómenos inherentes á la 
cultura humana al igual de aquellos otros de cuyo estudio se 
ocupa asimismo la ciencia social. La intervención legislativa tiene 
que resultar impotente, según lo acredita la experiencia, para 
seguir su desarrollo paso á paso, aparte de que llamada ella á 
otras esferas, distraería al Cuerpo Legislativo de sus tareas pri- 
mordiales que son de índole menos particularista”. 


“El Senado, —continuó el Dr. Vásquez Acevedo en su expo- 
sición— que se ocupó en primer término del proyecto de ley á 
que se refiere este mensaje y que le ha prestado su aprobación, 
aceptó también estas mismas ideas, puesto que aceptó el infor- 
me de su Comisión de Legislación, que se expresaba así: "Vues- 
tra Comisión participa del criterio del Poder Ejecutivo respecto 
á la derogación de las leyes que como la de noviembre 25 de 
1889, quitaron al Consejo Universitario las facultades que le 
deben ser privativas en todo lo que se refiere, en el regimen 
universitario, á planes de estudios, duración, número, naturaleza 
y extensión de las materias, y en general todo lo que diga rela- 
ción con las pruebas de suficiencia que hayan de rendirse por 
todos los estudiantes. El propio texto del mensaje con que se 
acompaña el proyecto de ley es una exposición de motivos de 
cuya lectura surge claramente la necesidad y urgencia de que 
vuelva al Consejo Universitario su amplia autonomía en todo 
lo concerniente á sus estudios superiores”. 


Y después dice: "La Legislatura no debe intervenir en lo 
referente al régimen universitario, á la naturaleza de los estudios, 
á las materias que hayan de cursarse, á las condiciones de sufi- 
ciencia para el ingreso y para la obtención de grados ó de títulos, 
ni menos intervenir, dictando leyes, en todos esos detalles del 
procedimiento universitario, fijando épocas para exámenes ex- 
traordinarios, mi adoptando textos de enseñanza que son funcio- 
nes de carácter puramente administrativo. Por ilustrada que sea 
una Cámara, los técnicos y los especialistas en estas cuestiones 
universitarias son los menos; además, las cuestiones referentes á 
la enseñanza progresan tan rápidamente que no podría la Le- 
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gislatura atenderlos en su exigencia evolutiva y científica, pues 
ello absorbería toda la atención del Cuerpo Legislativo, que 
tiene que atender á tantos intereses de complejo orden. Si se deja 
en manos del Poder Legislativo, como existe actualmente, la 
facultad de legislar en todo lo que á estas cuestiones universi- 
tarias se refiere, tiene que existir y existen largos períodos de 
estacionamiento, desde que la Legislatura no puede seguir de 
cerca el movimiento y el adelanto de la enseñanza superior, 
porque no está especialmente dedicada á ello”. 


“Yo espero —prosiguió el Dr. Vásquez Acevedo— que estas 
mismas ideas han de predominar en el seno de la Comisión de 
Legislación, cuando le toque dictaminar sobre el proyecto de 
autonomía universitaria, —ese proyecto que devuelve á la Uni- 
versidad todas las facultades que le acordaba ya la ley orgánica 
del 85 y que le fueron restringidas por leyes especiales. Por eso, 
no me explico cómo ha podido la Comisión de Legislación acon- 
sejar á la Honorable Cámara el proyecto de ley que está a su 
consideración en estos momentos. El argumento mejor que se 
hace, el que se refiere á la deficiencia que existe y que es muy 
sentida efectivamente, será salvada por la Universidad, una vez 
que se le devuelva la amplitud de sus facultades. Entretanto, lo 
que en realidad corresponde, consultando los intereses bien en- 
tendidos de la Universidad, es mantener las cosas en el estado en 
que se hallan, y apresurar la sanción de la ley á que antes he 
hecho referencia —en la seguridad de que no se harán esperar 
resoluciones de la Universidad que satisfagan las aspiraciones de 
los estudiantes y de la Cámara misma. 


Por estas razones votaré en contra del proyecto que ha pre- 


sentado la Comisión de Legislación”.'”" 


El Dr. José Pedro Massera rebatió la argumentación del 
Dr. Vásquez Acevedo. Sostuvo que la Universidad no tenía com- 
pleta autonomía. “Si la Universidad pide a la Cámara que le 
conceda esa autonomía —dijo— es porque no la tiene; por con- 
siguiente, todo el razonamiento desaparece”. A título personal 
expresó su parecer de “que la autonomía universitaria no en- 
cuadra perfectamente en nuestro sistema constitucional, sencilla- 
mente porque la Cámara no puede delegar en otro Poder las 
facultades que le son inherentes”. Luego agregó: “Si la Cons- 
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titución establece clara y precisamente que incumbe al Poder 
Legislativo dictar leyes para el fomento de la instrucción pública, 
no comprendo cómo puede atarse las manos y abdicar para 
siempre esa prerrogativa. Sobre todo está moralmente impedido 
de hacerlo. Por otra parte, —agregó— hay que encarar el pro- 
blema bajo otro punto de vista. Este proyecto de ley es una 
consecuencia, puede decirse, de una ley anterior. Las Cámaras 
sancionaron en el año 1902 un proyecto de ley por el cual se 
suprimían los exámenes en todas las Facultades superiores de 
la Universidad, y se suprimiían á la vez algunos de los exámenes 
prácticos que en ellas se rendían. Como una excepción quedó 
en pie el examen práctico en la Facultad de Matemáticas. Más 
aún: en aquella misma ley se estableció —y creo que por mo- 
ción del diputado señor Rodó— que las tesis fuesen abolidas en 
la forma que existían hasta entonces, y quedasen sustituídas por 
un concurso con premios determinados por las autoridades esco- 
lares. La tesis dejó de ser obligatoria, pasó á ser voluntaria. Pues 
bien: este examen general práctico que continuó establecido en 
la Universidad, á pesar de esta ley, mo es otra cosa en rigor que 
el examen de tesis abolido por la ley de 1902. De manera, 
pues, que, fuere cual fuere el valor de la argumentación del 
doctor Vásquez Acevedo respecto de la autonomía universitaria 
y sus proyecciones en este asunto, yo creo que la Cámara está 
obligada de todos modos á sancionar esta ley, aunque más no 
fuera por razones de equidad y por hacer cumplir el espíritu 
de su propia ley de 1902. Yo comparto con el doctor Vásquez 
Acevedo algunos de los principios que ha sentado. Creo indudable 
que las autoridades universitarias son las que deben determinar 
cuáles son los exámenes que han de rendirse en esas Facultades, 
y el sistema de pruebas á establecerse; pero precisamente esta 
ley que ha proyectado la Comisión de Legislación, no va contra 
esos principios, desde que si el doctor Vásquez Acevedo fija su 
atención en su artículo 2%, verá que en él se establece clara y 
explícitamente que el Consejo Universitario formulará un plan 
de trabajos prácticos completo para la Facultad de Matemáticas, 
debiendo someterlo á la aprobación del Poder Legislativo. La 
misión de la Cámara en este caso, se reduce simplemente á su- 
primir ese examen práctico que se ha demostrado que no es 


justo mantener”, 
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El Dr, Vásquez Acevedo consideró que el Dr. Massera no 
había apreciado bien sus argumentos por lo cual hizo uso nueva- 
mente de la palabra para expresar: "Yo no me basé en la auto- 
nomía de que gozaba la Universidad, para sostener que este pro- 
yecto era inconveniente: me basé en la autonomía de que debía 
gozar, que debía reconocérsele por conveniencia y por principio. 

De manera que le ha fallado el raciocinio aparentemente 
decisivo que mi distinguido adversario ha hecho al empezar su 
discurso. 

La necesidad de la autonomía universitaria se impone por 
las razones que he expuesto y se hallan consignadas en los 
dictámenes y documentos leídos por mí, y porque tratándose de 
un establecimiento de naturaleza especial que se halla dirigido 
por una corporación compuesta de personas escogidas, con apti- 
tudes adecuadas, nadie sino esa corporación está habilitada para 
intervenir en los asuntos propios de tal establecimiento”. 

En medio de un debate libre en el que frecuentemente fue 
interrumpido por diversos legisladores, el Dr. Vásquez Acevedo 
continuó su refutación al Dr. Massera expresando: “Aqui no 
se trata de dictar una ley que afecte fundamentalmente el re- 
gimen universitario. Si así fuera, no cabrían dos opiniones. Se 
trata de una ley que penetra en el mecanismo íntimo de la en- 
señanza, en aquello que debe estar reservado á la reglamenta- 
ción, y que es del resorte propio de las autoridades administrati- 
vas encargadas de la dirección de la Universidad, porque son 
ellas las únicas que pueden saber lo que conviene y lo que no 
conviene en materia de exámenes. Decía, pues, que el argumento 
del diputado señor Massera respecto de la autonomía, es equi- 
vocado. Yo no me he fundado en la existencia de la autonomía 
universitaria: he dicho sólo que la Universidad debía gozar am- 
pliamente de ella, porque eso es lo conveniente para el progreso 
y porvenir de la institución”. 

Luego agregó: “Ha hecho otro argumento el señor doctor 
Massera, que debo refutar ahora. 

Ha dicho que reconocerle á la Universidad la autonomía 
en la forma en que yo lo pretendo, importaba delegar facultades 
legislativas: no es exacto. Para demostrarlo, no tengo más que 
preguntar dónde está la disposición constitucional que le acuerde 
al Cuerpo Legislativo la facultad de dictar leyes sobre exámenes 
universitarios”. Expresó que no hay ninguna disposición de ese 
carácter y agrega: “No hay tal delegación de facultades. Se con- 
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funde la facultad de legislar con la facultad de reglamentar. Lo 
relativo á exámenes, con arreglo á mi criterio, es propio á los 
reglamentos, no de las leyes. El mismo doctor Massera lo ha 
reconocido al decir hace un momento que la Universidad tenía 
la facultad de determinar las pruebas de suficiencia. Pues en- 
tonces, si puede hacer esa determinación la Universidad, ¿por 
qué se dice que se trata de una delegación de facultades?” “Debe 
reconocerse —agregó— que no hay delegación de facultades, 
porque de otra manera todos los reglamentos importarían una 
delegación y habría imposibilidad real de que las corporaciones 
públicas tuvieran funciones propias. En tal caso ni la Universi- 
dad, ni la Dirección de Instrucción Pública, ni la Junta de Hi- 
giene, ni la Comisión de Caridad, mi ninguna otra corporación 
podrían dictar resoluciones de ninguna clase, y sería necesario 
que el Cuerpo Legislativo se estuviera ocupando de arreglar la 
marcha de esas instituciones”. 


Al proseguir su refutación al Dr. Massera expresó: "El 
último argumento del doctor Massera se refiere á la ley de 1902. 
Dice que el proyecto actual no es más que una consecuencia de 
esa ley, No es esto exacto, El proyecto actual, lejos de ser una con- 
secuencia de la ley de 1902, es una derogación de ella, porque 
esa ley se ocupó especialmente de los exámenes generales de 
todas las Facultades, y á pesar de suprimir los exámenes gene- 
rales prácticos de Medicina dejó subsistentes los de Matemáticas. 
Si ella hubiera entendido que éstos estaban en el caso de los 
exámenes de Medicina, los hubiera suprimido también; pero 
lejos de eso, los mantuvo, como mantuvo el examen práctico de 
abogacía y el de notariado. Pero yo quiero admitir que la supre- 
sión del examen general práctico de la Facultad de Matemáticas, 
sea una consecuencia lógica de las disposiciones de la ley de 
1902. No es razonable perseverar en el error. Esa ley de 1902 
fué mala porque invadió las funciones propias de las autoridades 
universitarias. No debemos, por consiguiente, procediendo juicio- 
samente, agravar el daño, extendiendo el alcance de dicha ley”. 
“Nada probaría, pues, —agregó— que el proyecto en discusión 
fuera realmente una consecuencia de la ley de 1902. Por lo demás, 
yo no encaro la cuestión del punto de vista de las ventajas ó 
inconvenientes del examen práctico, precisamente porque con- 
sidero que la Cámara mo puede ni debe abordarla. La miro 
únicamente del punto de vista de la Universidad. Creo que noso- 
tros, aunque estuviéramos convencidos de que el examen prác- 
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funde la facultad de legislar con la facultad de reglamentar. Lo 
relativo á exámenes, con arreglo á mi criterio, es propio á los 
reglamentos, no de las leyes. El mismo doctor Massera lo ha 
reconocido al decir hace un momento que la Universidad tenía 
la facultad de determinar las pruebas de suficiencia. Pues en- 
tonces, si puede hacer esa determinación la Universidad, ¿por 
qué se dice que se trata de una delegación de facultades?” “Debe 
reconocerse —agregó— que no hay delegación de facultades, 
porque de otra manera todos los reglamentos importarían una 
delegación y habría imposibilidad real de que las corporaciones 
públicas tuvieran funciones propias. En tal caso ni la Universi- 
dad, ni la Dirección de Instrucción Pública, ni la Junta de Hi- 
giene, ni la Comisión de Caridad, ni ninguna otra corporación 
podrían dictar resoluciones de ninguna clase, y sería necesario 
que el Cuerpo Legislativo se estuviera ocupando de arreglar la 
marcha de esas instituciones”. 


Al proseguir su refutación al Dr. Massera expresó: “El 
último argumento del doctor Massera se refiere á la ley de 1902. 
Dice que el proyecto actual no es más que una consecuencia de 
esa ley. No es esto exacto. El proyecto actual, lejos de ser una con- 
secuencia de la ley de 1902, es una derogación de ella, porque 
esa ley se ocupó especialmente de los exámenes generales de 
todas las Facultades, y á pesar de suprimir los exámenes gene- 
rales prácticos de Medicina dejó subsistentes los de Matemáticas. 
Si ella hubiera entendido que éstos estaban en el caso de los 
exámenes de Medicina, los hubiera suprimido también; pero 
lejos de eso, los mantuvo, como mantuvo el examen práctico de 
abogacía y el de notariado. Pero yo quiero admitir que la supre- 
sión del examen general práctico de la Facultad de Matemáticas, 
sea una consecuencia lógica de las disposiciones de la ley de 
1902. No es razonable perseverar en el error. Esa ley de 1902 
fué mala porque invadió las funciones propias de las autoridades 
universitarias. No debemos, por consiguiente, procediendo juicio- 
samente, agravar el daño, extendiendo el alcance de dicha ley”. 
"Nada probaría, pues, —agregó— que el proyecto en discusión 
fuera realmente una consecuencia de la ley de 1902. Por lo demás, 
yo no encaro la cuestión del punto de vista de las ventajas ó 
inconvenientes del examen práctico, precisamente porque con- 
sidero que la Cámara no puede ni debe abordarla. La miro 
únicamente del punto de vista de la Universidad. Creo que noso- 
tros, aunque estuviéramos convencidos de que el examen prác- 
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tico de la Facultad de Matemáticas es inconveniente, no debe- 
ríamos dictar la ley proyectada; y no deberíamos dictarla por 
respeto á ese principio: porque conviene que las leyes no inyadan 
el terreno propio de los reglamentos, dictando disposiciones que 
deben estar reservadas á las autoridades administrativas. Es ne- 
cesario que se deje al Consejo de Enseñanza Superior y al Go- 
bierno la amplitud de facultades que requieren para poder dirigir 
bien la marcha de la Universidad. Esas leyes á que se refiere el 
dictamen de la Comisión de Legislación del Senado, que he leído, 
esas leyes de enero de 1888 y noviembre de 1899, han produ- 
cido muy grandes trastornos. Todavía hoy está trabado el pro- 
greso y mejoramiento de la enseñanza universitaria por algunas 
de sus disposiciones. Así, por ejemplo, á causa de ellas no ha 
sido posible suprimir el latín del plan de estudios secundarios, 
a pesar de estar convencidos los rectores y autoridades de la 
Universidad, de la necesidad de la medida, y todo porque la ley 
de 1899 se entrometió a fijar las asignaturas que debía com- 
prender la enseñanza secundaria invadiendo la conveniente y 
propia jurisdicción de los reglamentos universitarios”.'”* 

El debate continuó; el Dr. Vásquez Acevedo con la energía 
y la convicción del viejo Rector sostuvo solo la discusión, en la 
que Carlos Roxlo, Juan Francisco Lacoste, Domingo Arena y 
Pedro Manini Ríos apoyaron la supresión del examen práctico 
en la Facultad de Matemáticas. Finalmente la Cámara aprobó el 
proyecto de la Comisión.'*”” En el Senado también fue aprobado 
en la sesión del 11 de julio con el voto contrario del Dr. Pablo 
De María." El 15 de julio de 1905, el Poder Ejecutivo pro- 
mulgó la ley suprimiendo el examen general práctico en la 
Facultad de Matemáticas. 


Como miembro de la Cámara de Representantes, corres- 
pondió al Dr. Vásquez Acevedo intervenir en la discusión de 
un proyecto de ley enviado por el Poder Ejecutivo autorizándole 
a contratar un empréstito de ocho millones de pesos, que se 
denominaría “Empréstito Extraordinario de 1904”, destinado a 
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atender obligaciones emergentes del movimiento revolucionario 
del año anterior. Un millón doscientos mil pesos se destinarían 
a cubrir el déficit del ejercicio 1904-1905 y el resto a satisfacer 
las reclamaciones por ganados, suministros en general y demás 
erogaciones causadas por la movilización de fuerzas en 1904. 
Al iniciarse su estudio en la sesión del 7 de setiembre de 1905, 
los Drs. Ricardo Areco y Feliciano Viera, propusieron aumentar 
en un millón el monto del empréstito con el fin de destinarla 
a la construcción de casas para escuelas públicas en todo el te- 
rritorio de la República, de acuerdo a planes y disposiciones del 
Poder Ejecutivo.'” Esta moción de los Drs, Areco y Viera dió 
lugar a un interesante debate sobre la escuela primaria y la 
educación en el que el Dr. Manuel B. Otero propuso la distri- 
bución de los recursos proyectados. En dicha distribución in- 
cluía la fundación de diez centros escolares modelos en el in- 
terior del país; reparación de edificios escolares; construcción 
de escuelas rurales; terminación de las obras de la escuela que 
se estaba edificando en la calle Canelones y Municipio; edificio 
para la Biblioteca Nacional y recursos para el Museo Nacional. 
En la sesión del 23 de setiembre, luego de la extensa exposición 
del Dr. Otero, el Dr. Vásquez Acevedo manifestó su entusiasmo 
por la “feliz y patriótica iniciativa” de los Drs. Areco y Viera. 
Reviviendo su fervor por la causa de la enseñanza primaria de 
la época de la Sociedad de Amigos de la Educación Popular, la 
apoyó con expresivas palabras: “Era ya tiempo —dijo— que 
abandonáramos, siquiera momentáneamente, preocupaciones de 
otro orden, no siempre gratas, para pensar un poco en la Ins- 
trucción primaria, que en otro tiempo dió lustre á la República 
haciéndole un lugar distinguido entre los países americanos, y 
que ha permanecido durante muchos años completamente ol- 
vidada. 

El proyecto de los doctores Areco y Viera ha despertado en 
mi espíritu el entusiasmo que en otro tiempo colmó todos mis 
ideales cívicos y que, lo digo con franqueza, casi estaban extin- 
guidos por dolorosos desencantos. Ese mismo efecto, tengo la 
seguridad, ha de producir en la opinión nacional, ansiosa de ver 
á los Poderes públicos consagrarse á esa gran causa de la edu- 
cación popular, en la que está cifrada, puede asegurarse, el bien- 
estar y la prosperidad nacional”. “Debemos por eso —agregó— 
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apresurarnos a prestar nuestra sanción al proyecto”; pero creía 
conveniente introducirle algunas modificaciones para mejor ob- 
tener los resultados que se deseaban. Asistido por su experiencia 
en la matería y por su espíritu práctico y realizador creía que 
la idea de la creación de centros escolares, sostenida por el Dr. 
Otero en su exposición, “de gran alcance, —dijo— que ha de 
hacer camino en el porvenir”, en el momento presentaba difi- 
cultades que impedían su realización. “Hay que aplazarla —agre- 
gó— hasta que el estudio de todos los medios capaces de con- 
ducir a su realización, nos permita llevarla a cabo de una manera 
segura”. Opinaba también que no debían disminuirse los recur- 
sos que se proyectaban para la Instrucción Primaria destinando 
parte de ellos a la Biblioteca Nacional y al Museo Nacional. 
“Ya llegará —expresó— la oportunidad de pensar en esos edi- 
ficios, si es que hiciera camino una idea, que ya Otra vez se tuvo, 
de incorporarlos á la Universidad, donde yo entiendo que pres- 
tarían verdaderos y útiles beneficios”. Luego continuó: “Pero hay 
un punto en el cual coincido completamente con el señor Oteto, 
y es éste: yo creo que no es la construcción de edificios escolares 
la única grande necesidad de la Instrucción primaria. Es urgente, 
muy urgente, á mi juicio llevar esa instrucción á los pequeños 
distritos rurales, donde por el escaso número de niños no es 
posible fundar escuelas en las condiciones ordinarias. Esos dis- 
tritos son los que dan principalmente esa masa enorme de anal- 
fabetos que acusan las estadísticas. Ahora bien: son varios los 
sistemas que existen ó que se preconizan para la solución de ese 
problema; pero es notorio que las corporaciones escolares no 
han podido poner en ejecución ninguno de esos sistemas por 
falta de medios. Debemos, pues, darle los medios para que ellos 
venzan todas las dificultades y hagan todos los esfuerzos posibles 
á fin de llevar la instrucción primaria á todos los rincones más 
necesitados de la República. 


El doctor Otero ha señalado, además, otra de las grandes 
necesidades de la instrucción primaria, y es la falta de elementos 
bastantes de enseñanza en las escuelas públicas. Es notorio que 
existe una gran cantidad de escuelas que carecen de muebles y 
útiles de los más indispensables para la enseñanza, y que la 
casi totalidad de ellas no tienen los útiles completos que la 
Pedagogía reclama para la buena enseñanza. Hay, pues, que sa- 


tisfacer esas dos necesidades agregándolas á la construcción de los 
edificios...” 
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Con ese fin proyectó una modificación al inciso propuesto 
por los Drs. Areco y Viera en la que se especificaba que el 
millón de pesos sería invertido en la "construcción y reparación 
de edificios escolares, la instalación de nuevas escuelas en los 


distritos rurales y la adquisición de muebles y elementos de en- 


señanza”. 0? 


Discutido ampliamente el punto por los Drs. Vásquez Ace- 
vedo, Areco, Viera, Otero y con la intervención de otros le- 
gisladores, la Cámara aprobó finalmente una disposición que re- 
fundía las mociones de los Drs. Areco y Viera y la del Dr. 
Vásquez Acevedo, agregándose al proyecto un nuevo inciso que 
contemplaba la aspiración del Dr. Otero de destinar cien mil 
pesos a la Biblioteca Nacional y al Museo Nacional.'*”” El Se- 
nado introdujo modificaciones al proyecto. Ellas se referían fun- 
damentalmente a la parte relativa a la amortización de la deuda. 
Sin embargo el Dr. Pablo De María logró que se aprobara un 
artículo aditivo —que pasó a ser el tercero del proyecto— por 
el cual, las economías que resultaren de la aplicación de esta 
ley, en el rubro de Alquileres de edificios del Presupuesto escolar, 
se destinaban al sostenimiento de las nuevas escuelas rurales que 
se erigieran y al establecimiento y sostenimiento de los nuevos 
tipos de escuelas rurales que la Dirección General de Instrucción 
Primaria considerara dignos de ser ensayados. El Dr. Pablo De 
María se refería a escuelas rurales particulares subvencionadas.'”* 


162 "Diario de Sesiones de la H. Cámara de Representantes”. Tomo 
CLXXXI ya citado, págs. 234-235. 

163 "Diario de Sesiones de la H. Cámara de Representantes”. Tomo 
CLXXXIII ya citado, pág. 248. 

164 Al fundamentar su proyecto de artículo el Dr. De María pro- 
aunció las siguientes palabras: “Los señores diputados doctores Areco y 
Viera fueron los que, si mal no recuerdo, tuvieron la muy plausible idea de 
proponer en la Cámara de que forman parte, que el Empréstito de que se 
trata, se elevara a 9:000.000 de pesos, destinándose uno de éstos a la 
construcción y reparación de edificios escolares y a la adquisición de mue- 
bles y elementos de enseñanza. Aquella idea, a pesar de su bondad intrín- 
seca, era deficiente en su desarrollo, pues se refería nada más que a lo 
accesorio, es decir, a los edificios y útiles escolares, dejando olvidado lo 
principal, que es la enseñanza en sí misma, la creación de nuevas escuelas, 
el aumento del número a todas luces insuficiente que hoy existe. 

Un grande y viejo amigo de la educación popular, el diputado doctor 
Vásquez Acevedo, completó el feliz pensamiento de los doctores Areco y 
Viera, pidiendo que el millón a votarse fuese destinado también a la ins- 
talación de nuevas escuelas en los distritos de campaña. Su indicación tuyo 
el apoyo que merecía, y la Cámara de Diputados sancionó el inciso b) del 
artículo 2o. que también acaba de sancionar ahora el Senado en la si- 
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La Cámara de Representantes, en su sesión del 30 de no- 
viembre de 1905, aprobó las modificaciones introducidas por el 
Senado, pero el Poder Ejecutivo formuló observaciones sobre el 


guiente forma: "La suma de un millón de pesos para la construcción y 
reparación de edificios escolares en todo el territorio de la República, la 
instalación de muevas escuelas en los distritos rurales, y la adquisición de 
muebles y elementos de enseñanza”. Este inciso digno del mayor aplauso por 
lo patriótico del fin a que responde, no es por sí sólo, una obra acabada; 
no satisface por sí sólo las necesidades que deben ser tenidas en vista: re- 
quiere un corolario, un complemento. Con instalar muevas escuelas rurales 
no está hecho todo; hay que sostener esas escuelas después de instaladas; 
hay que asegurar el mantenimiento ulterior, la vida de ellas, y para el 
efecto hay que crear los recursos necesarios. Esta ley va a producir economías 
en el rubro “alquileres de edificios” que figura en el presupuesto escolar 
vigente, y ¿a donde irán esas economías? Me parece que a ningún fin 
mejor pueden destinarse, que al fomento de la enseñanza primaria, al fo- 
mento de la misma institución en que van a producirse. Ese es su destino 
natural y lógico, y al mismo tiempo el más patriótico, el más santo, si así 
puede decirse, porque si hay una necesidad vital en la República, es la 
de civilizar nuestra campaña, la de redimir de la ignorancia a los cien mil 
niños analfabetos que, más o menos, existe, creando y sosteniendo para el 
efecto, escuelas que sean principalmente educativas, que despierten el amor 
al trabajo y al ahorro, y que den a los futuros ciudadanos, a la vez que el 
sentimiento de la dignidad cívica y de la libertad, el del respeto al orden 
y a las instituciones”. 

"Entre los varios tipos posibles de escuelas rurales, se preconiza por 
algunos, el de la escuela particular subvencionada, admitiéndolo como su- 
pletorio del de las escuelas públicas, en los distritos donde no es posible 
el establecimiento de éstas. En mi proyecto yo no establezco imperativa- 
mente ese tipo de escuela, es decir, de las particulares subvencionadas, pero 
tampoco lo proscribo. Dejo librado el ensayo de él al buen criterio de la 
corporación técnica competente, que es la Dirección General de Instrucción 
Primaria. Debo declarar en honor de la verdad, que la iniciativa de des- 
tinar las economías a que me he referido, al fomento de las escuelas 
rurales, no me pertenece; pertenece a un ciudadano ilustrado y patriota 
que consagra desde hace años todas sus energías a la causa de la educa- 
ción: al doctor Mariano Pereyra Nuñez. Como partidario decidido que 
es de las escuelas particulares subvencionadas, el doctor Pereyra Nuñez, 
deseaba que esta ley contuviese disposiciones resueltamente favorables a 
ellas. Pero yo he tenido siembre graves dudas sobre la utilidad de las es- 
cuelas de esa clase, y por eso, antes de decidirme en un sentido o en otro, 
creí oportuno oir la opinión de dos distinguidos especialistas que tienen 
indisputable autoridad en materia de enseñanza primaria: el señor Figueira 
y el doctor Vaz Ferreira. El señor Figueira es adversario radical de las escue- 
las particulares subvencionadas. Considera que la enseñanza primaria, en- 
señanza que debe ser principalmente moral y política, es una función del 
Estado, que éste debe desempeñar por sí mismo, directamente. El doctor 
Figueira dice que en Estados Unidos casi no se conocen las escuelas pri- 
marias privadas, y que en Inglaterra, país por excelencia individualista, 
se nota, desde hace pocos años, una acentuada reacción en el sentido de la 
enseñanza primaria oficial. 

El doctor Vaz Ferreira se coloca en un término medio: considera que 
la escuela particular subvencionada no debe ser impuesta mi proscrita, desde 
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aspecto financiero del proyecto que determinaron la reunión de 
la Asamblea General la que, en la sesión del 22 de marzo de 
1906, aprobó las enmiendas que le propuso su Comisión de Ha- 
cienda.'*? El Poder Ejecutivo promulgó la ley el 23 de marzo 
de 1906. 


En el capítulo dedicado al Rector y al Pedagogo hemos 
hecho mención a estas intervenciones del Dr. Vásquez Acevedo 
al tratarse en la Cámara de Representantes proyectos relativos 
a la Instrucción Primaria y a los estudios universitarios. Hici- 
mos igualmente referencia a la actitud que asumió al iniciarse 


luego, por la ley, y que lo conveniente es dejar que la Dirección de Ins- 
trucción Primaria ensaye ese tipo de escuelas, si asi lo juzga oportuno. Creo 
que esta última opinión es la más prudente y aceptable, por ahora, en 
nuestro país, y por eso en el artículo que he proyectado, no establezco que 
la Dirección General de Instrucción Primaria quedará obligada a subven- 
cionar escuelas particulares allí donde no sea posible establecer escuelas 
públicas, sino que podrá incluir ese tipo de escuelas entre los varios que 
ensaye en los distritos de campaña. 

En cuanto a la inspección especial de las muevas escuelas a crearse, me 
parece que puede ser necesaria y que, por consiguiente, conviene establecer 
en la ley que las economías a que me he referido, también podrán ser des- 
tinadas en parte a los gastos que demande aquella inspección. Una cantidad 
de dinero, aunque sea considerable, votada por una sola vez, no produce 
tan buenos efectos como una asignación mucho más pequeña, pero de ca- 
rácter sucesivo y periódico”. 

"Esto es lo que se necesita para el sostenimiento de las muevas escue- 
las rurales a crearse, y esto se conseguirá destinando a ese sostenimiento, 
la economía que la presente ley va a producir en el rubro de alquileres de 
edificios. Espero que mis honorables colegas de esta Cámara no negarán su 
voto al artículo que dejo propuesto. Creo que será un gran bien para el 
país, el sancionarlo. Mi pasaje por el Cuerpo Legislativo de la República 
es muy breve, pero daría por muy bien empleado el corto tiempo que ha de 
durar, y me sentiría satisfecho de mi mismo, si lograse vincular en cierto 
modo, secundariamente, mi modesto nombre, a una obra tan trascendental 
como la de llevar a cabo una de las pocas invasiones y una de las pocas 
conquistas dignas de despertar el entusiasmo de los hombres justos: la in- 
vasión de nuestra campaña por los maestros de escuela; la conquista de 
nuestros millares de miños campesinos, por la educación y la civilización. 

Démosnos la gran satisfacción de hacer que de un mal surja un bien, 
sacando de los recursos que, desgraciadamente tenemos que votar para pagar 
los males materiales de la guerra, una buena parte a fin de destinarla al 
fomento de la educación, que es uno de los mejores remedios contra la 
misma guerra, contra esa maldita enfermedad de muestra raza, o más bien 
dicho, del período en que se encuentra nuestra evolución nacional”. (“Dia- 
rio de Sesiones de la H. Cámara de Senadores”. Montevideo, 1908, Tomo 
LXXXVI, págs. 429-431). 

165 “Diario de Sesiones de la H. Asamblea General”. Montevideo, 
1914. Tomo XL, págs. 189-192. 
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la discusión del proyecto de reforma de la organización univer- 
sitaria, que culminó con la ley No. 3.425 de 31 de diciembre 
de 1908, por la que se crearon los Consejos Directivos de las 
Facultades de Derecho, Medicina y Matemáticas. Destacamos 
allí las líneas generales que orientaron su pensamiento contrario 
a la ley que modificaba la estructura que él había dado a la 
Universidad en 1885.'*” Corresponde ahora que nos ocupemos 
con mayor amplitud de la posición adoptada en la circunstancia 
por el Dr. Vásquez Acevedo. El proyecto de ley enviado con 
mensaje del Poder Ejecutivo de 14 de mayo de 1907, que sus- 
cribía el presidente Claudio Williman —ex-decano de Enseñan- 
za Secundaria— y su ministro Dr. Gabriel Terra, establecía la 
creación de Consejos Directivos en las Facultades de Derecho y 
Ciencias Sociales, Ingeniería y ramas anexas, Medicina y ramas 
anexas y Enseñanza Secundaria y de Preparatorios. Cada Consejo 
se compondría de ocho miembros, de los cuales cuatro debían 
ser profesores de las respectivas Facultades, y un Rector que 
tendría la vicepresidencia del Consejo y ejecutaría sus decisiones. 
El Ministro de Industria, Trabajo e Instrucción Pública, era el 
presidente de todos los Consejos. Siete miembros de éstos serían 
elegidos por mayoría de votos de los profesionales de las facul- 
tades respectivas y el octavo miembro sería de elección estudian- 
til. El Poder Ejecutivo nombraría al Rector de cada Facultad de 
una terna de candidatos propuesta por el respectivo Consejo. 


Las cuatro Facultades mencionadas en el artículo primero 
constituirían la Universidad de Montevideo, representada por los 
Rectores “que se reunirían para tratar las cuestiones didácticas 
que interesen en general a la enseñanza secundaria, preparatoria 
y superior”. El Poder Ejecutivo eligiría entre los cuatro Recto- 
res, el que debía ejercer la Vicepresidencia y a la vez actuaría 
como Inspector General de Facultades. Los Consejos se renova- 
rían por mitades cada dos años. El cargo de Rector duraría dos 
años siendo reelegible. 


El proyecto eliminaba de la Universidad las Facultades de 
Comercio, Agronomía y Veterinaria que se transformaban en 
simples Escuelas dirigidas cada una de ellas por un Director y 
un Consejo Superior de diez personas, unos y otros, designados 
por el Poder Ejecutivo. Todos los Consejeros y cargos de Rector 
tenían, según este proyecto, además de las atribuciones que con- 


166 “Revista Histórica”. Tomo XL, págs. 399-403. 
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ferían las leyes de julio de 1885 y noviembre de 1899 al Rec- 
tor y al Consejo Universitario, “las de entender con relación a 
las respectivas Facultades y Escuelas, de todo lo concerniente a 
planes de estudio, duración, número, naturaleza y extensión de 
las materias que hayan de cursarse, condiciones de ingreso a 
las Facultades y a las Escuelas, pruebas de suficiencia que hayan 
de rendirse por todos los estudiantes y obtención de grados, cer- 
tificados o títulos”. Los reglamentos que se vincularan a estas 
cuestiones, debían ser aprobados por el Poder Ejecutivo” 3° 
En el mensaje que acompañaba a este proyecto, el Poder 
Ejecutivo desarrolló las ideas que fundamentaban la nueva or- 
ganización que se pretendía dar a la Universidad: descentraliza- 
ción, intervención directa del profesorado y los estudiantes en la 
marcha de la Universidad; eliminación de las Facultades de Co- 
mercio, Veterinaria y Agronomía que dejarían de tener el carác- 
ter de tales e integrar la Universidad; reforma en los planes de 
la enseñanza secundaria. Señalaba el mensaje que, respetando el 
principio tradicional de la autonomía —aunque en Italia y 
otros países europeos se estuviera reaccionando en la materia, 
el Poder Ejecutivo quería dar intervención directa en la direc- 
ción de la marcha de las Facultades al profesorado y a los 
estudiantes. Seguidamente explicaba los motivos por los cuales 
se suprimían las Facultades de Comercio, Agronomía y Veteri- 
naria. Adhería al concepto de que en la Universidad se debe 
impartir una enseñanza superior y esencialmente científica en 
esas materias. "Nadie podrá sostener —expresaba— que es esto 
lo que el país necesita por el momento, cuando lo que se pre- 
tende es precisamente lo contrario: es hacer enseñanza profesio- 
nal, práctica, desalojando en absoluto todo propósito de especu- 
lación científica, o de teoría pura, que sería una vanidad y un 
absurdo para nuestro país en el transcurso de muchos años to- 
davía. Mal no podemos ambicionar la enseñanza superior cuando 
recién iniciamos a muestra juventud en esas nuevas carreras y 
debemos ahora limitarnos a pretender que los que la sigan co- 
nozcan lo necesario para ser buenos capataces o administrado- 
res de establecimientos agropecuarios o buenos dependientes de 
comercio y nunca propender a crear otra clase de doctores en 
agronomía o en cuestiones comerciales que solo servirían dentro 
de nuestro medio, para cruzar con un título incómodo, por más 


167 "Diario de Sesiones de la H. Cámara de Representantes”. Mon- 
tevideo, 1908. Tomo CXCII, págs. 866-867. 


178 REVISTA HISTÓRICA 


honroso que fuera, una vida de esterilidad y de pobreza en com- 
pañía de las otras víctimas ya abundantes que forman el pro- 
letariado intelectual”. El mensaje propugnaba un nuevo concepto 
de la institución universitaria. Se pronunciaba contra el sistema 
de centralizar en un solo organismo toda la enseñanza de un 
país. Expresa su adhesión a la ley spenceriana, “que señala un 
proceso cada vez más intenso de diferenciación en los órganos 
y las funciones”, por lo cual propone la separación de los es- 
tudios de Agronomía, Veterinaria y Comercio de la Universidad 
“que está dirigida hoy por abogados, por médicos e ingenieros, 
para confiar aquella enseñanza a comerciantes, industriales, ha- 
cendados y agrónomos, porque es así como se multiplican los 
vínculos entre todos los elementos componentes de un cuerpo 
social, haciendo más intenso y proficuo el sentimiento de la sola- 
ridad y conquistando para la gran causa educativa el contingente 
de otras fuerzas y la aplicación de muevas energías”. Respecto 
a la enseñanza secundaria, el mensaje del Poder Ejecutivo sos- 
tenía la conveniencia de que no fuera oficial. "El Poder Ejecu- 
tivo —decía— hubiera deseado desde ya suprimir la enseñanza 
secundaria oficial, por que tiene el convencimiento de que el 
Estado no debe suplir ni hacer competencia injusta a la iniciativa 
privada, cuando ella se revela con suficientes energías para cum- 
plir satisfactoriamente con un servicio de interés social y hoy ya 
se puede afirmar que no está lejano el día que se lleve adelan- 
te, por uniformidad de opiniones, la reforma que consiste en 
limitar la acción del Poder público, en la enseñanza secundaria, 
a una actitud de simple vigilancia en las escuelas particulares y, 
cuando más, a intervenir en el plan de estudios para darle uni- 
dad, juzgar en las pruebas de suficiencia y exigir la enseñanza 
práctica de ciertos conocimientos”. Sin embargo, por el momen- 
to, no creía oportuno prestigiar una reforma tan radical, Creía 
facilitarla para el futuro, al dividir sus estudios en secundarios 
y preparatorios. “Justo es que en los primeros años de ingreso 
en la Facultad de Preparatorios todos los estudiantes se en- 
cuentren en las mismas aulas para recoger con idénticos progra- 
mas aquellas enseñanzas rudimentarias de las ciencias y de las 
letras que es conveniente posean todos los ciudadanos y que 
son indispensables para el ejercicio de cualquier profesión, pero 
después de transcurridos tres años y cuando están bien definidas 
las inclinaciones de sus temperamentos y pueden saber donde 
van, esas nociones deben profundizarse con arreglo a la idio- 
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sincracia de cada uno; si el estudiante tiene amor a las ciencias 
médicas, lo que se impone es que preste su atención a los co- 
nocimientos que lo harán más apto, en el ingreso a la Facultad 
de Medicina, y si su espíritu lo lleva a las matemáticas, la en- 
señanza de los problemas de la ciencia de Pascal es la que debe 
preferirse para el futuro alumno de la Facultad de Ingeniería; 
y si se trata de un elemento pobre que no puede proseguir lar- 
gas carreras porque tiene rápidamente que solucionar su situa- 
ción económica o si es alguien que por naturaleza no siente 
inclinación al estudio prolongado o no posee capacidad suficien- 
te para las carreras largas, lo conveniente es que no fracase, 
como sucede hoy, y se retire desmoralizado de los centros de 
enseñanza, y para eso es necesario que tenga abiertas las puer- 
tas de las escuelas de Comercio, de Agronomía, y de Veterina- 
ria que le permitirán seguir una carrera corta pero bien útil 
para la sociedad en que vive”.** 

La Comisión de Legislación al pronunciarse favorablemen- 
te sobre el proyecto adhería al nuevo concepto de la Universidad 
que —decía— por la evolución operada a través del tiempo 
no podía ser ya el centro donde se impartieran todos los cono- 
cimientos. No puede menos esta Comisión —expresaba— que 
prestigiar la idea que informa el proyecto del Ejecutivo “al 
establecer dentro de la Universidad verdadera independencia 
entre las distintas Facultades, dotando a cada una de ellas de 
autoridades propias con su dirección técnica especial y sin otras 
relaciones entre si que las reclamadas por las exigencias de una 
buena administración”. Consideraba más lógica esa organización 
que la que tenía en aquel momento la Universidad donde, decía, 
los asuntos de Medicina o Ingeniería, debían discutirse y resol- 
verse en un Consejo compuesto en su mayoría por abogados. 
Pero la Comisión que expresaba en forma tan decidida su 
adhesión a la idea fundamental de la nueva organización de 
la Universidad y a la supresión de las Facultades de Comercio, 
Agronomía y Veterinaria, introdujo algunas modificaciones en 
el proyecto del Poder Ejecutivo. Entre ellas, las más significa- 
tivas fueron la designación directa por el Poder Ejecutivo de los 
Rectores de las Facultades y el establecimiento de un Rector 
General también nombrado directamente por el Poder Ejecutivo. 
La Comisión consideraba indispensable la existencia del Rector 
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General “como la expresión de la más alta representación de la 
Universidad”, a la vez que juzgaba inaceptable la existencia de 
uno de los Rectores investido por el Poder Ejecutivo con el 
carácter de Inspector de Facultades, porque esa situación no 
solo conspira contra la independencia y la autonomía que se 
pretendía establecer entre las distintas Facultades, sino también 
por razones de buena administración. No es conveniente entre 
funcionarios de la misma categoría, conferir a uno de ellos atri- 
buciones especiales que lo coloquen en una posición jerárquica 
superior a sus colegas. 


Se esforzó en señalar las ventajas de la elección directa 
sobre el sistema de la terna vigente. Manifiesta que estas refor- 
mas se hicieron de acuerdo con el Ministro de Industria e Ins- 
trucción Pública con quien también la Comisión acordó limitar 
las facultades que el proyecto confería a los Consejos de las Es- 
cuelas estableciendo que ellas se limitarán puramente al patro- 
nato y administración, quedando deslindadas sus atribuciones de 
las del Director, a fin de evitar los conflictos que pudieran sur- 
gir en la dirección técnica de los respectivos establecimientos. 


Otra importante modificación proponía la Comisión de 
Legislación que afectaba una de las novedades del proyecto del 
Poder Ejecutivo. No confería a los estudiantes de preparatorios 
el derecho al voto en la elección de miembros del Consejo de 
la Facultad de Enseñanza Secundaria. Juzgaba que no había 
conveniencia “en dar intervención a elementos tan jóvenes en la 
formación de sus propias autoridades, de los que dirigirán sus 
estudios y serán los que entiendan de sus reclamaciones cuando 
aquellos se presenten ante el Consejo”. 


La Comisión al adherir a la división de los estudios medios 
en secundarios y preparatorios expresaba su opinión favorable 
a la supresión de la Enseñanza Secundaria oficial. Expresaba 
que la creación de la Facultad de Preparatorios respondió a ne- 
cesidades que fueron satisfechas con exceso y que en el momen- 
to esa enseñanza en manos del Estado representaba una com- 
petencia injusta a las iniciativas privadas que en el momento 
se revelaba con suficientes fuerzas como para satisfacer las exi- 
gencias del país. Bastaría —decía— que el Estado tomara me- 
didas para asegurar una enseñanza arreglada a planes y méto- 
tos científicos y controlara los exámenes. Otra modificación 
introducida por la Comisión fue la relativa a la ingerencia del 
Poder Legislativo en los planes de estudio que el proyecto con- 
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fiaba exclusivamente a los Consejos. “Entiende la Comisión 
—expresaba— que los Consejos por la especialidad de sus co- 
metidos son los indicados para formular el plan de estudios, 
pero dada la trascendencia de éste, lo que afecta al crédito de 
la cultura nacional y al porvenir de la enseñanza secundaria y 
superior del país, debe tener intervención el Cuerpo Legislativo 
a fin de que el referido plan de estudios tenga todos los pres- 
tigios de una ley”. Igual exigencia de sanción legislativa se 
establecía para los planes de los estudios de las Escuelas de Co- 
mercio, Agronomía y Veterinaria. 


Por otra parte, la Comisión aprobaba la reorganización de 
la Escuela de Artes y Oficios. Firmaban este informe los Drs. 
Carlos Oneto y Viana, Aureliano Rodríguez Larreta, Adolfo H. 
Perez Olave y Juan Paullier.'*” 


El articulado de este proyecto, modificado por la Comisión 
como acabamos de ver, y la orientación que lo presidía, merecie- 
ron al Dr. Vásquez Acevedo objeciones fundamentales en la 
exposición mediante la cual impugnó el proyecto en Sala, ex- 
posición realizada en la última sesión del período legislativo en 
que expiraba su mandato. “Me he enterado —comenzó dicien- 
do— de este proyecto de ley con verdadera pena, porque, en 
mi concepto, echa por tierra la organización que dió a la ense- 
ñanza secundaria y superior la ley de julio de 1885, a cuyo 
amparo se han realizado en la Universidad todos los grandes 
progresos de que con razón nos enorgullecemos”. Entrando en 
materia expresó: “En la actualidad, la dirección de la enseñanza 
universitaria se halla confiada a un Consejo y un Rector. Son 
estas únicas autoridades las que forman los reglamentos, de 
acuerdo con el Poder Ejecutivo, dirigen la marcha y el desen- 
volvimiento de los estudios, velan por el orden y la disciplina, 
perciben, distribuyen y aplican las rentas, etcétera, La Facultad 
de Derecho, la de Medicina, la de Matemáticas y la Sección de 
Enseñanza Secundaria, forman un todo armónico, que obedece á 
un mismo espíritu, a las mismas tendencias á las mismas ideas. 
Pues bien: en vez de eso el proyecto en discusión crea cuatro 
Consejos y Cuatro Rectores; un Consejo y un Rector para cada 
Facultad, con las mismas atribuciones que la ley vigente confiere 
al Consejo y al Rector de la Universidad. No tomo en cuenta 


169 “Diario de Sesiones de la H. Cámara de Representantes”, Tomo 
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un Consejo de Rectores y un Rector General que también esta- 
blece el proyecto, porque son meros figurantes, —piezas inútiles 
de la máquina— que no tienen rol ni misión alguna. Cada Con- 
sejo y cada Rector —con arreglo al proyecto— gobernarán sus 
respectiva Facultad como lo entiendan, con el criterio y con las 
ideas que dominen en ellos. Así, en una Facultad la dirección 
de la enseñanza obedecerá á una tendencia, mientras en otra 
podrá obedecer á ideas diametralmente opuestas. Lo mismo ocu- 
rrirá en el régimen de los estudios, de los exámenes, de la disci- 
plina, etcétera. Habrá cuatro institutos distintos, que marcharán 
cada uno a su manera en lugar de un solo instituto, como sucede 
hoy, que obedece á una dirección uniforme. Desaparecerá por con- 
siguiente, la unidad en la marcha de la Universidad y desaparecerá 
más: desaparecerá completamente la personalidad de la Universi- 
dad misma. No se puede dar una inspiración menos feliz. El Go- 
bierno y la Comisión de Legislación han tomado por modelo, para 
su gran reforma, á un país cuya organización de estudios supe- 
riores es defectuosa; han tomado por modelo á la Francia, donde 
no existen Universidades, sino Facultades aisladas. Y que la orga- 
nización de los estudios superiores en Francia es defectuosa, 
no es opinión mía: es opinión de los mismos franceses. El ilus- 
trado Padre Didon, en su célebre libro sobre los alemanes y 
la Francia, —en que estudia con gran altura y competencia las 
Universidades alemanas— se expresa así: “La organización de 
nuestra enseñanza es viciosa. Ella produce fatalmente la división 
en el orden intelectual, y, por consecuencia, en el orden político 
y social, Mientras esa organización no sea reformada, ningún 
progreso, ningún vuelo poderoso arrastrará al país por vías nue- 
vas y uniformes”. 


“Pero la Comisión de Legislación —prosiguió— no ha te- 
nido en cuenta que en Francia misma el sistema adoptado por 
ella va en camino de ser abandonado. 


Ya la ley de 1885 creó los Consejos Generales de las 
Facultades, que establecen cierta centralización en la dirección 
de la enseñanza superior, y hombres eminentes como Coussin, 
Guizot, Gubler, Ferry, Berthellot, Bourgeois, Fallieres y otros han 
proclamado la necesidad de restablecer el viejo sistema de las 
Universidades, como en todos los otros países del mundo. No- 
sotros vamos, pues, á recoger lo que la Francia abandona. ¿Y 
por qué? ¿Acaso se ha demostrado que el sistema actual ofrezca 
algunos inconvenientes, que apareje algunos males? El mensaje 
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del Poder Ejecutivo no dice una sola palabra para demostrarlo. 
La Comisión de Legislación ha querido llenar ese vacío. Nos 
habla de diferenciación spenceriana; pero toda diferenciación su- 
pone un nuevo organismo apto para la vida propia. À nadie, en 
efecto, se le ocurriría, á título de diferenciación, convertir á 
nuestros Departamentos en Estados, dándoles Cámaras, Poder 
Ejecutivo y Poder Judicial independientes. En materia de ins- 
trucción primaria á nadie tampoco se le ocurriría dar Consejos 
de Enseñanza independientes á todos los departamentos. ¿Por 
qué? Porque no tenemos ni la preparación ni los elementos ne- 
cesarios para ello. Pues lo mismo ocurre con la Enseñanza Su- 
perior: nos falta número bastante de personas aptas para dirigir 
esa clase de instituciones. Hasta ahora, la enseñanza universitaria 
ha estado dirigida por un Consejo de nueve personas. Yo podría 
demostrar que durante muchos períodos ha sido un problema 
serio el de integrar el Consejo Superior con personas competen- 
tes. ¿Qué será si en vez de nueve personas necesitamos treinta 
y seis para dirigir la enseñanza secundaria y superior? La Co- 
misión de Legislación ha entendido que esto no era una difi- 
cultad. Ella cree que para dirigir la Facultad de Medicina, basta 
ser médico; para la de Derecho, ser abogado, y para la de Ma- 
temáticas, ser ingeniero; pero eso es un gran error. Puede haber 
grandes médicos, eminentes jurisconsultos, profundos matemá- 
ticos, completamente ineptos para dirigir la enseñanza. La di- 
rección de la enseñanza supone conocimientos muy especiales. 
Es necesario haber consagrado ciertos estudios á esas infinitas 
cuestiones que á cada momento se presentan en la enseñanza y 
para las que no están preparados todos los que saben medicina, 
los que saben derecho, ó los que saben matemáticas. También 
ha supuesto la Comisión de Legislación, sin duda, que es fácil 
encontrar numerosas personas con voluntad para trabajar desin- 
teresadamente y con la asiduidad necesaria en esa clase de corpo- 
raciones: la experiencia desmiente completamente esa suposición. 
Es, por el contrario, muy difícil, tratándose de puestos no remu- 
nerados, como los de los Consejos de Enseñanza, conseguir per- 
sonal suficientemente laborioso, suficientemente contraído, ade- 
más de competente, para servirlos bien. El aumento, pues, de per- 
sonal para la dirección de los establecimientos de enseñanza per- 
judicará real y positivamente la buena marcha de éstos”. Luego 
continuó: “Esta es una de las fases, la faz principal a mi juicio, 
de la reforma proyectada por el Gobierno; pero hay otra, im- 
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portante también, porque afecta seriamente á la autonomía de 
la Universidad. En la actualidad es la Universidad la que pro- 
pone su Rector, y por medio del Rector la que propone sus De- 
canos, El proyecto establece que el Rector general y los Rectores 
que en el proyecto sustituyen á los Decanos actuales, serán nom- 
brados por el Poder Ejecutivo. Obedece ésto á una tendencia 
funestísima que viene marcándose de una manera alarmante de 
cierto tiempo acá. 


Al crearse la Alta Corte de Justicia, se ha arrebatado al 
Poder Judicial el nombramiento de los Fiscales para dárselo al 
Poder Ejecutivo. Anda por ahí un proyecto sobre Intendencias 
Municipales, en que se arrebata á las Juntas Económico-Adminis- 
trativas, entre otras cosas, la Facultad de designar sus presidentes 
y sus autoridades ejecutivas. Este proyecto arrebata á la Univer- 
sidad la tradicional facultad de proponer sus Rectores. Parecería 
que el Poder Ejecutivo en nuestro país y por nuestra organiza- 
ción constitucional fuera un poder débil, de escasas y limitadas 
atribuciones. No es así, sin embargo. El senador Travieso, en un 
hermoso discurso que pronunciaba hace pocos meses, con mo- 
tivo de la reforma constitucional, con esa energía é independencia 
que lo caracterizan, atribuía al gran poder que por la Constitu- 
ción tiene el Ejecutivo, al poder formidable, decía, que le da 
la Constitución, si no la causa única, á lo menos la causa princi- 
pal de las desgracias y viscisitudes de nuestro país. Y las opinio- 
nes del doctor Travieso han sido compartidas por Carlos María 
Ramírez, por Aréchaga, por Bauzá y por todos los hombres que 
en nuestro país se han preocupado seriamente del desenvolvi- 
miento de nuestras instituciones políticas. En vez, pues de aumen- 
tar las facultades del Poder Ejecutivo, deberíamos tratar de dis- 
minuírlas, dentro de las disposiciones de la Constitución misma. 
Por otra parte, ¿Hay alguna razón para modificar el sistema que 
nos rige? ¿Acaso la experiencia ha demostrado que ofrezca in- 
convenientes la facultad de que goza la Sala de Doctores, de 
proponer los Rectores? No, señor Presidente: La experiencia 
prueba todo lo contrario. Hace muy pocos días un diario adicto 
á la situación, adicto al Gobierno y partidario, según me ha 
parecido comprender, de esta ley, decía, hablando de una próxi- 
ma elección de Rector: “La Universidad podría mostrar con 
orgullo el cuadro que contiene los nombres de las personas que 
han ejercido su dirección”. “Se invoca —agregó— el ejemplo de 
la Italia, donde parece que recientemente se ha manifestado una 
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tendencia á dar al rey la elección de los Rectores. No me parece 
que Italia pueda ser un modelo en materia de organización uni- 
versitaria; mejor habría sido que la Comisión de Legislación 
hubiera buscado inspiración en las Universidades de Alemania, de 
Inglaterra, y sobre todo, de los Estados Unidos. No creo, por otra 
parte, que sea razonable esa tendencia á imitarlo todo, sin motivo 
ni razón. Las naciones deben tener más amor propio para no 
decidirse á imitar lo que otros países hacen, sino cuando tiene la 
seguridad de que lo propio no es bueno y necesitan transfor- 
marlo”. Señaló a continuación que en el proyecto había otro 
ataque á la autonomía de la Universidad en la disposición que 
establecía que los programas universitarios serían sometidos á la 
aprobación del Gobierno. “Ya no se arrebata á la Universidad, 
—expresó— una facultad más o menos propia de ella, sino una 
facultad que le es peculiar. Yo no alcanzo á explicarme cómo 
puede ser llamado el Gobierno á pronunciarse sobre los progra- 
mas de enseñanza; no comprendo qué procedimientos habrá de 
seguir el Ministro de Instrucción Pública para resolver si ha de 
aceptar ó no un programa de patología ó un programa de dere- 
cho internacional privado, ó un programa de química ó de física. 
¿Consultará al Consejo de Higiene? ¿Consultará á la Asociación 
Jurídica? ¿Consultará al Departamento de Ingenieros? Pero ¿aca- 
so esas corporaciones pueden considerarse más competentes que 
las que están especialmente encargadas de la enseñanza?” “No 
paran ahí las reformas en esta materia” agregó. “La Comisión 
de Legislación ha ido más lejos que el Gobierno: ha establecido 
en su proyecto que los planes de estudio, su duración, las asig- 
naturas que han de comprender, serán materia, no ya de apro- 
bación por el Poder Ejecutivo, sino de sanción legislativa, De 
manera que tendrán que venir á las cámaras los planes de estu- 
dios de medicina, de derecho, de matemáticas de preparatorios, 
para que el Cuerpo Legislativo se pronuncie sobre el número de 
años, sobre las asignaturas que ha de comprender ó no cada uno 
de ellos. ¿Tiene aptitud el Cuerpo Legislativo para esa función? 
¿Tiene tiempo para ocuparse de esa clase de cuestiones, en medio 
de los múltiples y complicados asuntos en que es llamado á 
intervenir? Puedo presentar un caso que da una idea de esta 
reforma. En el año 89, dominando en la Cámara ciertas influen- 
cias que eran hostiles á la Universidad, se sancionó una ley que 
ha causado inmumerables trastornos. En esa ley se estableció, 
entre otras cosas, el plan de estudios del bachillerato. Eso ocu- 
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rrió, como he dicho, el año 1889. Pues bien, la Universidad 
viene clamando desde entonces contra esa traba puesta á sus 
naturales facultades, pidiendo la modificación de la ley enunciada 
y del plan de estudios del bachillerato. Nada se ha logrado. 
La Universidad deseaba suprimir el 'latín, como se ha hecho en 
muchos países, pero ha sido forzoso mantenerlo. ¿Por qué? 
Porque el Cuerpo Legislativo no ha podido todavía, después de 


dieciocho años, ocuparse del asunto”.'*” 


Fueron éstas las observaciones fundamentales que le suge- 
ría el proyecto, pero declaró que en caso de entrar a la discusión 
particular, se ocuparía de “otras también importantes”.'”* Las 
opiniones del Dr. Vásquez Acevedo fueron seguidamente rebatidas 
por los Drs. Carlos Oneto Viana y Adolfo Perez Olave, miem- 
bros de la Comisión de Legislación, que defendieron el proyecto 
en los términos en que había sido informado. El proyecto volvió 
a la Comisión de Legislación. 

Al instalarse el 8 de febrero de 1908 la XXIII Legislatura, 
de la que como ya hemos dicho, no formó parte el Dr. Vásquez 
Acevedo, la nueva Comisión de Legislación integrada por los 
Drs. Carlos Oneto y Viana, Gabriel Terra, Julio María Sosa, Al- 
fredo E. Vidal, Ubaldo Ramón Guerra, Francisco Soca, Juan A. 
Cachón y Joaquín de Salterain, lo estudió e informó nuevamen- 


170 "Diario de Sesiones de la H. Cámara de Representantes”. Tomo 
CXCII ya citado, págs. 872-876. 

171 En el Libro 7 de Recortes del archivo particular del Dr. Vásquez 
Acevedo, al pie de la crónica parlamentaria que reproduce su exposición 
en la Cámara de Representantes, el Dr. Vásquez Acevedo escribió de su 
puño y letra: “En la discusión particular me proponía sostener que de 
acuerdo con lo establecido ya por la ley de 1885, se organizasen las Fa- 
cultades, constituyéndose un Consejo de profesores en cada una, con la 
misión de asesorar al Consejo de Enseñanza Secundaria y Superior en todas 
las cuestiones técnicas, como adopción de planes de estudios, programas, 
textos de sus respectivas Facultades, nombramiento de profesores, etc., etc., 
etc, etc.” (Museo Histórico Nacional. Colección de Manuscritos. Tomo 
1892, pág. 105.) 

En sus Memorias ha dejado el siguiente comentario a su intervención 
en la discusión de la reforma de la ley orgánica de la Universidad: “Por 
último, la cuestión sobre reforma universitaria dió lugar a un debate en 
que me tocó demostrar, basado en mi larga experiencia de los asuntos de 
la Universidad, los defectos importantes que entrañaba el proyecto sometido 
a la sanción de la Cámara. Mis esfuerzos fueron inútiles. El Gobierno estaba 
empeñado en realizar la reforma, y su empeño como siempre debía triun- 
far. Esa vez trabajé solo, ni mis compañeros me ayudaron. Pero mi discurso 
mereció el aplauso de las personas interiorizadas en la cuestión. Algunos 
ear roda elogiaron mi actitud”. (“Revista Histórica”. Tomo XXXVI, 
pág. 243.) 
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te. En la sesión del 11 de abril, la Cámara entró a tratar el 
tema. Con el voto discorde del Dr. Salterain, la Comisión acon- 
sejó la aprobación del proyecto en el que había introducido al- 
gunas modificaciones. Desde luego, mantenía la autonomía de 
las Facultades, “idea madre” —decía— del proyecto del Ejecuti- 
vo. Se eliminaba la Facultad de Enseñanza Secundaria y Prepa- 
ratoria que quedaba como una sección anexa a la Universidad, 
dirigida por un Decano y sometida directamente al Consejo 
Universitario. Daba mayor intervención a los profesores en la 
elección de los Consejos de Facultad y en la de Decano, Este, 
era nombrado por el Poder Ejecutivo a propuesta del Consejo 
de Facultad respectivo. El Rector de la Universidad también era 
nombrado por el Poder Ejecutivo pero con anuencia del Senado. 
Por último, aumentaba las atribuciones del Consejo Universita- 
rio, integrado por los Decanos, un delegado de cada Consejo de 
Facultad y el Rector que lo presidía. Podía rever las decisiones 
de los Consejos de Facultad.” Al ponerse a consideración de la 
Cámara, el Dr. Joaquín de Salterain fundamentó en un extenso 
discurso que finalizó en la sesión del 21 de abril, su oposición 
a la sanción de este proyecto. El debate prosiguió en las sesiones 
del 23, 25 y 28 de abril; 9, 12, 14, 16, 21 y 30 de mayo; 2, 6 
y 13 de junio en que quedó finalmente aprobado con algunas 
modificaciones introducidas en Sala, Entre ellas, la relativa a la 
elección de Rector que se haría por el Poder Ejecutivo de una 
terna propuesta por los Consejos de Facultad reunidos.*”* El 9 
de diciembre de 1908 el Senado aprobó el proyecto al que 
introdujo algunas modificaciones. La más importante era la rela- 
tiva a la elección del Rector. El Senado insistió en que la desig- 
nación de éste debía hacerse con su anuencia.*"* Vuelto a la 
Cámara de Representantes, ésta aceptó las enmiendas del Senado 
y el proyecto fue sancionado el 29 de diciembre de 1908." La 
nueva ley orgánica de la Universidad fue promulgada por el 
Poder Ejecutivo el 31 de diciembre de ese año. 


_ 172 "Diario de Sesiones de la H. Cámara de Representantes”. Mon- 
tevideo, 1909, Tomo CXCIII, págs. 496-499. 
. 173 "Diario de Sesiones de la H. Cámara de Representantes”. Mon- 
ls 1909. Tomo CXCIV, págs. 474. 
74 "Diario de Sesiones de la H. Cámara de Senadores”. i 
1911. Tomo XCIV, págs. 61-71. A O 
175 "Diario de Sesiones de la H. Cámara de Representantes”. Mon- 
revideo, 1910. Tomo CXCVII, págs. 508-519. å ad 


188 REVISTA HISTÓRICA 


El Dr. Vásquez Acevedo, que fue siempre tan sensible a 
los problemas relacionados con la enseñanza, a la que consagró 
muchos años y muchas energías con el alto propósito de promo- 
ver su desarrollo, fue sin embargo reacio a facilitar el otorga- 
miento de pensiones O becas de estudio. En actitud que se nos 
aparece como contradictoria con ese afán, y que él sabía no 
era compartida, se opuso generalmente a otorgamientos de ese 
carácter, ya fuera para estudiar en el país o en el extranjero. 
En cierta ocasión, al fundamentar su voto negativo, expresó: 
"Por regla general no hay ninguna razón para que el Estado 
subvencione a los particulares que aspiran a formarse una carrera. 
El que quiere adquirir profesión liberal debe hacer como el que 
desea adquirir cualquier otra carrera: buscarse por sí mismo los 
recursos necesarios para costear sus gastos por medio de sus re- 
laciones o de su trabajo“ “La nación no tiene porque ayudarlo 
con los fondos destinados a los servicios públicos y no tiene 
porque ayudarlo por la sencilla razón de que ningún beneficio 
reporta con ello. En otro tiempo, cuando eran muy pocas las 
ilustraciones que había en nuestro país, se explicaba que la ini- 
ciativa oficial propendiese a formarlas por todos los medios po- 
sibles, pero ya esa necesidad no existe, hay hoy bastantes ilus- 
traciones y un empeño muy marcado a aumentarlas; quizá hay 
exageración en la tendencia de adquirir carreras liberales. Esto 
está perfectamente constatado por los datos estadísticos de la 
Instrucción Pública en nuestro país. Si pues, en general, no hay 
razón alguna para que el Estado subvencione a los particulares, 
ni aún tratándose de carreras de índole especial, como las que 
no pueden adquirirse aquí, menos razón hay para pensionar a 
las personas que tienen la posibilidad de asistir a los cursos pú- 
blicos ya pagados y sostenidos por el Estado. Las circunstancias 
extraordinarias o singulares en que pueda hallarse un estudiante, 


no importan nada a la nación”.”" 


No puede ponerse en duda con que pasión el Dr. Vásquez 
Acevedo sintió la causa de la educación popular y con que fervor 
aplicó los mejores años de su vida a elevar el nivel de la ense- 
ñanza media y superior. Trabajó en favor de ellas en el orden 
privado y en representación del Estado, sobre cuyos fines sostuvo 
las ideas comunes a la generalidad de los hombres de su gene- 
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neración: el Estado liberal, que sustenta la paz y la armonía 
social, garantiza las libertades públicas, los derechos individuales; 
administra los bienes de la comunidad, imparte justicia y mantiene 
el orden público. Consideró que el Estado debía tomar una par- 
ticipación preponderante en la enseñanza en la etapa de su orga- 
nización, llevándola al grado de progreso que permitiera su 
ulterior desarrollo, pero cumplido ese ciclo, estimaba que ya no 
le alcanzaban al Estado otras obligaciones. No estuvo solo en esta 
posición. Como hemos visto en 1907, el presidente Williman 
y su Ministro de Industria e Instrucción Pública, Gabriel Terra, 
enviaron al Parlamento un Mensaje con el proyecto de ley mo- 
dificativo de la ley orgánica del 14 de julio de 1885. En la ini- 
ciativa del Poder Ejecutivo se propone que éste se desligue de 
la obligación de continuar impartiendo oficialmente la Ense- 
ñanza Secundaria.'”” 

Opinaba Vásquez Acevedo que el esfuerzo privado debía ser 
el gran fundamento del progreso en todos los órdenes — en el 
particular como en el público — bajo la orientación del Estado 
que debía regular la vida del país. Era decididamente anti-etatista 
y así lo fue durante toda su vida sin rectificar esta línea de su 
pensamiento después que a comienzos de siglo, se acentuó en el 
país una marcada evolución acerca de los fines del Estado. Su 
actitud en los casos en que se proponían otorgamientos de becas 
y pensiones está comprendida dentro de esa concepción general 
de sus ideas y a medida que el proceso de extensión del dominio 
del Estado avanzaba, aparecían más extrañas y contradictorias; 
juzgadas con un criterio actual, mos resultan inaceptables. En su 
actitud sobre este punto no se distinguen matices. Su negativa 
al otorgamiento de tales facilidades por parte del Estado fue sis- 
temática, ya se tratara de estudios universitarios a realizarse en 
el país o de cursos de especialización artística a realizarse en el 
extranjero; en este caso la negativa resulta más chocante porque 
en nuestro medio no existía una tradición artística que permitie- 
ra a un jóven con aptitudes naturales relevantes y manifiesta 
vocación realizar la etapa del aprendizaje y perfeccionamiento 
académico para ser un gran pintor, un gran músico, un gran 
escultor, o un gran cantante. La generación anterior a la que 
pertenecía Vásquez Acevedo, en una época más convulsionada 
de nuestra historia y de mayores apremios económicos votó re- 
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cursos para que Gualberto Mendez, J. M. Blanes, Pedro Visca, 
Luis Maturana, pudieran estudiar medicina y pintura en Europa. 
En cuanto al concepto de que el país hubiera alcanzado en 
materia cultural un grado de perfección que hacía innecesario 
ir a la busca de él, por aquellos que lo deseaban, a los centros 
europeos, el Dr. Vásquez Acevedo apreciaba nuestros progresos 
en ese campo con excesiva amplitud, acaso por un sentido de 
orgullo nacional. El grado de desarrollo logrado por la inteli- 
gencia uruguaya, manifestado a través de tantas individualidades 
descollantes, y el progreso general de las ideas, no significaba 
que hubiéramos alcanzado una madurez capaz de posibilitar el 
avance ulterior sin acudir a los grandes centros tradicionales de 
la cultura. No escapaba por cierto a su percepción, que estas acti- 
tudes le restaban simpatías y creábanle animosidades, y sin em- 
bargo persistió en ellas por la sincera e invariable fidelidad a sus 
convicciones que fue rasgo característico de su personalidad. 


XIX 


En febrero de 1905, cuando el Dr. Alfredo Vásquez Ace- 
vedo ingresó en la Cámara de Representantes como diputado por 
el departamento de Montevideo, el clima político no era favo- 
rable a los nacionalistas. La paz de Acegúa que había puesto fin 
a la Revolución de 1904, había liquidado el sistema de copar- 
ticipación inaugurado en 1872; la ley electoral de diciembre 
de 1904 “llamada del mal tercio”, había cercenado las posibili- 
dades del Partido Nacional disminuyendo su representación le- 
gislativa. De ahí las expresiones del Dr. Vásquez Acevedo en 
sus Memorias: “Los nacionalistas, sino todos algunos de ellos, 
fuimos al Parlamento con desgano. La conducta intransigente de 
Batlle, la influencia que ejercía sobre la mayoría colorada, el 
convencimiento de nuestra impotencia para la lucha política, de- 
bían naturalmente desalentarnos. Nos faltaba la esperanza en el 
éxito de nuestros patrióticos esfuerzos que nos había dado aliento 
en la Legislatura anterior. Nuestra actitud fue siempre juiciosa. 
Defendimos nuestros derechos con firmeza pero sin buscar in- 
cidentes que agravaran la difícil situación en que se encontraba el 
país, por la política de Batlle y los resentimientos a que había 
dado lugar la guerra”,'”* 

El Dr. Vásquez Acevedo integró la Comisión de Constitu- 
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ción aunque personalmente hubiera preferido formar parte de la 
Comisión de Legislación donde hubiera tenido más oportunidad 
de servir a sus ideas, según expresa en sus Memorias.” 


En el mismo mes de marzo de 1905, el Dr. Vásquez Ace- 
vedo intervino en el debate que se promovió sobre las elecciones 
en la 5a. sección del departamento de Treinta y Tres. Esas elec- 
ciones habían sido protestadas por los atentados cometidos contra 
los nacionalistas de aquella sección, con la intervención de los 
soldados del 6o. Regimiento de Caballería, atentados que deter- 
minaron su total abstención en los comicios. La Junta Electoral 
de aquel Departamento había remitido a la Cámara todos los 
antecedentes. La Comisión de Poderes a cuyo estudio pasaron, 
en el informe suscrito por los Dres. Pedro Manini Ríos, Gabriel 
Terra, Luis Alberto de Herrera, Martín C. Martínez y Adolfo H. 
Perez Olave, se pronunció unánimemente por la anulación de 
las elecciones de Representantes celebradas en la 5a. sección de 
Treinta y Tres el día 22 de enero. 


La mayoría colorada de la Cámara no estuvo de acuerdo con 
este dictamen, que impugnó en Sala, defendiendo la validez del 
acto eleccionario a través de la palabra de diversos legisladores. 
Los nacionalistas por su parte, argumentaron en favor de la 
anulación. El debate se prolongó durante varias sesiones. El Dr. 
Pedro Manini Ríos sostuvo el informe frente a sus compañeros 
de bancada. En la sesión del 30 de marzo el Dr. Vásquez Acevedo 
hizo uso de la palabra. Aunque creía inútil la discusión, porque 
la opinión estaba ya hecha, juzgaba necesario salvar ciertos prin- 
cipios. 

Comenzó expresando: "Yo considero perfectamente justifi- 
cada la solución propuesta por la Comisión de Poderes en lo que 
se refiere á las elecciones verificadas en la 5a. sección del depar- 
tamento de Treinta y Tres; pero, por lo mismo, no comprendo 
por qué razón la resolución aconsejada se limita á la 5a. sección y 
no se extiende á la 4a. y á la 6a. De los documentos publicados 
resulta comprobado de una manera plena que también en estas 
secciones se hizo ostentación indebida de fuerza armada. No hubo, 
es cierto, atropello de ciudadanos como en la 5a., pero se envia- 
ron también á ellas piquetes de soldados del regimiento 60. de 
caballería de línea. Como bien lo dice la Comisión de Poderes, 
la menor ostentación de fuerza armada en las elecciones puede 
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retraer á los ciudadanos de asistir á las urnas. Los ciudadanos, 
en efecto, necesitan contar siempre con que su libertad electoral 
será rigurosamente respetada. Es solo á esa condición que el su- 
fragio puede ser un hecho general que comprenda á todas las 
personas hábiles para votar; á los fuertes y enérgicos lo mismo que 
á los débiles; á los que se interesan por la cosa pública lo mismo 
que á los indiferentes y á los egoístas. Esto, que es una verdad 
en todos los países, lo es más, como bien lo dijo el diputado 
señor Manini, en países como el nuestro, donde todavía no existe 
una preparación suficiente para las lides democráticas, y faltan 
estímulos para cumplir el deber electoral. Se ha observado por 
uno de los oradores, que los piquetes de soldados enviados á las 
secciones del departamento de Treinta y Tres eran tan pequeños 
que no podían impresionar el ánimo de la gente hasta el punto 
de retraerlos de asistir á las urnas. La observación puede ser 
exacta en ciertos casos, pero no lo es tratándose de los distritos 
rurales, y especialmente de nuestro país. Un oficial y diez solda- 
dos pueden en nuestra campaña — no diré atemorizar á los 
ciudadanos — pero, sí, desanimar á los votantes, induciéndolos 
á la abstención por el convencimiento de la inutilidad de sus 
esfuerzos. La fuerza armada en las elecciones, mo impresiona 
por su poder, sino por la significación que tiene. Fuerza armada 
en las elecciones, significa intervención interesada de las autori- 
dades públicas, en ellas, lo que vale decir: disposición á las vio- 
lencias en caso de necesidad, amparo de los que las ejecutan, ocul- 
tación y patrocinio de los fraudes, y empleo de todos los medios 
indispensables para asegurar el triunfo de los candidatos adictos 
al Poder”, 


"Todo eso —agregó— significa la ostentación de fuerza ar- 
mada en los casos comunes, y mucho más, señor Presidente, en 
aquellos casos, como el presente, en que los oficiales y los solda- 
dos del ejército nacional llevan una indumentaria aparatosa con 
el distintivo de sus vinculaciones con uno de los partidos en 
lucha, — hecho irregular y vituperable que ha debido ya motivar 
una severa censura del Gobierno”. 


Aludía el Dr. Vásquez Acevedo a que los soldados usaban 
boinas rojas. El Dr. Manini Ríos consideró del caso aclarar que 
ello no era por ostentación de partidismo sino porque, debido a 
la guerra pasada, el Ejército estaba “casi sin uniforme”; los sol- 
dados —dijo— tienen “los uniformes que la necesidad les pueda 
dar”, Agregó que durante la guerra civil habían destruído sus 
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kepies y ahora estaban obligados a llevar “una indumentaria 
que, en verdad, es un poco extraña”, El Dr. Vásquez Acevedo 
señaló lo difícil que era demostrar “que después de seis meses 
de terminada la guerra civil, cuando nuestro Erario —dijo— no 
está exhausto de recursos, no ha sido posible darles a los regi- 
mientos de caballería de línea el kepí reglamentario, en lugar 
de los sombreros colorados que usan los oficiales y de las boinas 
del mismo color que usan los soldados”. En esos casos era expli- 
cable —expresó— que “los ciudadanos se alejen de las urnas 
y abandonen el ejercicio de sus legítimos derechos, que era lo que 
había ocurrido en el departamento de Treinta y Tres”, Luego el 
Dr. Vásquez Acevedo rebatió el argumento que se había hecho 
para defender la intromisión de la tropa de línea: que el Jefe 
de Policía de Treinta y Tres tuvo necesidad de reforzar la policía 
con el Ejército en previsión de posibles disturbios y ante la es- 
casez de agentes del orden. “Es esta una excusa inadmisible”, 
expresó. Es más razonable y prudente —continuó— reprimir 
los disturbios después que se han realizado, que adelantarse a 
prevenirlos con medios capaces de comprometer la libertad am- 
plia de que deben gozar los ciudadanos en todos los actos del 
sufragio. Agregó que a ese respecto, las disposiciones legales 
eran claras y terminantes: “No se hará ostentación de fuerza 
armada el día del sufragio”."Las fuerzas públicas que existan en 
el lugar de las elecciones, se mantendrán acuarteladas” según 
establece, en los artículos 63 y 65, la ley de Elecciones. Terminó 
manifestando: “El Poder Ejecutivo no ha podido separarse de 
estas prescripciones por ninguna causa ni pretexto. Cuando la 
letra de la ley es clara, a ella es preciso sujetarse sin que sea 
dado, a título de interpretarla, salir de su tenor literal. Se impone, 
pues, señor Presidente, la solución aconsejada por la Comisión 
de Poderes, extendiéndola a las elecciones verificadas en la 4a. 
y en la 6a. sección”. 

El resultado de este debate —como lo suponía el Dr. Vás- 
quez Acevedo— fue el rechazo del informe de la Comisión y 
la aprobación de la moción presentada por el Dr. Julio María 
Sosa mediante la cual se proclamaban diputados titulares por el 
departamento de Treinta y Tres a los Drs. Ricardo J. Areco y 
Mateo Magariños Veira y como suplentes a los Srs. Alberto Zo- 
rrilla y Eufemio Buenafama.'*" 
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En la sesión del 6 de abril de 1905, la Cámara entró al 
estudio del dictamen de la Comisión de Asuntos Constituciona- 
les sobre la petición del Dr. Francisco H. López, representante 
electo por el departamento de Rocha, quien había solicitado se 
le autorizara a defender sus poderes. La calificación de estos había 


En el curso del debate sobre las elecciones en Treinta y Tres, en la 
sesión del lo. de abril de 1905, se produjo un incidente entre el Dr. 
Carlos Oneto y Viana y el Dr. Alfredo Vásquez Acevedo. El Dr. Oneto y Via- 
na estaba de acuerdo con el informe de la Comisión que aconsejaba la anu- 
lación de las elecciones en la 5a. sección por los atropellos de que habían 
sido víctimas los ciudadanos nacionalistas y en desacuerdo con sus corre- 
ligionarios de la mayoría colorada de la Cámara. En consecuencia, iba a 
votar junto con los nacionalistas. Esto le indujo a hacer ciertas salvedades: 
que no acompañaba absolutamente todas las manifestaciones hechas por los 
nacionalistas en el curso del debate; que él se refería pura y concretamente 
a lo de Treinta y Tres. Luego declaró, dirigiéndose al Dr. Herrera, que 
había exaltado la figura de los caudillos y la de Aparicio Saravia cuyo 
nombre —dijo— “es como la sombra del Cid, que todavía causa esco- 
zor”, que él nunca daría su voto para apoyar procederes incorrectos de 
ningún caudillo colorado por que en esa materia sus ideas eran radicales. 
Para él, los caudillos significaban la arbitrariedad, El Dr. Francisco Accinelli 
acotó que si no fuera por los caudillos no hubiéramos tenido patria. El 
Dr. Oneto y Viana replicó que él siempre había fulminado a los caudillos 
y a los que han sido con ellos complacientes. “Creo —agregó— que la 
última guerra no fue otra cosa que la consecuencia fatal e inevitable de 
la conducta irregular de los hombres del Partido Nacional, que en vez 
de asumir la dirección de su colectividad, consagraron todas sus energías a 
elogiar al caudillaje”. El Dr. Vásquez Acevedo rechazó este cargo por in- 
justificado. Personalmente podía hacerlo. Ya hemos visto en su militancia 
partidaria, como contrarió en nombre de sus principios ideológicos, las so- 
luciones propiciadas por los elementos caudillistas. El Dr. Oneto y Viana 
afirmó seguidamente que toda la actuación del Partido Nacional en los 
últimos siete años había tenido por base el caudillaje. Vásquez Acevedo 
respondió que no era exacto, lo que provocó que Oneto y Viana manifes- 
tara: "Pasma que un hombre de pensamiento como el señor Vasquez Ace- 
vedo, haga una negación de esa forma”. Este respondió que “sería muy 
largo discutir y demostrar” que el Dr. Oneto y Viana estaba en un error 
“y que aquel no era el momento”. El Dr. Oneto y Viana inculpó entonces 
al Dr. Vásquez Acevedo haber sido “uno de tantos ciudadanos que jamás 
levantó su voz para contrariar las imposiciones del caudillaje nacionalista”. 
El Dr. Vásquez Acevedo se consideró ofendido por estas manifestaciones y 
reclamó del Presidente el llamado al orden al orador. El Dr. Oneto y Viana 
dirigiéndose al Dr. Vásquez Acevedo pidió perdón manifestando que no 
había sido su intención ofenderlo. “Sabe usted —expresó— que le tengo 
profunda estima, no solamente al ciudadano sino al que fue mi maestro”. 
Vásquez Acevedo agradeció estas palabras pero dijo que había motivos 
para que, sino él, “por lo menos los hombres de pensamiento del Partido 
Nacional se sintieran heridos”. Oneto y Viana replicó: “Pero si la conducta 
de los hombres de pensamiento del Partido Nacional no ha sido la correcta, 
yo no tengo la culpa.” (“Diario de Sesiones de la H. Cámara de Repre- 
sentantes". Tomo CLXXX, págs. 448-49), 
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sido postergada para las sesiones ordinarias. La Comisión de Asun- 
tos Constitucionales integrada por los Drs. Alfredo Vásquez Ace- 
vedo, Carlos Oneto y Viana, Ricardo J. Areco, Francisco Acci- 
nelli y Pedro Manini Ríos, se había expedido el 23 de marzo 
opinando que en las sesiones ordinarias de la Cámara no podía 
admitirse la intervención del Dr. López “pues una vez consti- 
tuída, solo sus miembros están autorizados a tomar parte en sus 
deliberaciones”. Sin embargo, la Comisión juzgaba acertado, si la 
Cámara lo creía conveniente por lo arduo del asunto, oir al Dr. 
López en Comisión General. Consideraba que este era el mejor 
medio de atender el petitorio del diputado electo, único por 
otra parte, que permitía conciliar las disposiciones reglamenta- 
rias con el espíritu de liberalidad que debía presidir las determi- 
naciones en asuntos de ese carácter. El Dr. Vásquez Acevedo 
suscribió el informe en discordancia porque entendía que debía 
accederse al pedido del Dr. López sin reservas ni limitaciones de 
ninguna clase. Así lo manifestó en Sala. Consideraba errónea la 
interpretación que la Comisión hacía del Reglamento en el sen- 
tido de que una vez instalada, no podían formar parte de sus 
deliberaciones sino los diputados cuyos poderes hubieran sido 
aprobados. Sostuvo el Dr. Vásquez Acevedo que el Reglamento 
no tenía ninguna disposición que, “explícita o implícitamente”, 
se opusiera a la admisión de los diputados con poderes pendien- 
tes en las sesiones de la Cámara. Admitía que no se les per- 
mitiera tomar parte en la resolución de otros asuntos, ni aún de 
votar sobre sus propios poderes o sobre los de otros ciudadanos 
pero no veía la razón para que se les impidiera la entrada a la 
Cámara a aquellos que tenían aún sus poderes pendientes y 
tomar parte en los debates sobre su elección. Apoyó ésta su 
interpretación, en disposiciones reglamentarias de otros países 
y en opiniones de tratadistas autorizados. Finalmente mocionó en 
el sentido de que la Cámara declarara al Dr. López facultado 
para concurrir a las sesiones de la Cámara en que se examinaran 
sus poderes pudiendo tomar parte en el debate, aunque no votar 
su validez, Después de una prolongada discusión en la que el 
Dr. Oneto y Viana defendió el criterio sustentado por el infor- 
mante de la Comisión, lo que provocó nuevas intervenciones 
del Dr. Vásquez Acevedo y de otros legisladores que apoyaron 
su interpretación, la moción del Dr. Vásquez Acevedo fue apro- 
bada quedando el Dr. Francisco H. Lopez habilitado para inter- 
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venir en la defensa de sus poderes.'** La discusión de éstos se 


inició en la sesión del 11 de abril de 1905, cuando la Cámara 
entró al estudio de los informes de la Comisión de Poderes sobre 
las elecciones de Rocha. Estas habían sido protestadas por el 
Partido Colorado porque —según se expresaba en la nota diri- 
gida a la Cámara en 5 de febrero de 1905— la Junta Electoral 
de aquel departamento había hecho “deliberadamente” un cómpu- 
to ilegal de los votos, con perjuicio de sus legítimos intereses. 
El informe de la Comisión en mayoría, integrada por los Drs. 
Pedro Manini Ríos, Adolfo H. Pérez Olave y Gabriel Terra, llega- 
ba a la conclusión que del escrutinio efectuado por la Junta Electo- 
ral de Rocha debían descontarse ciento veintiseis sufragios a la lis- 
ta del Partido Nacional de lo que resultaba el triunfo de la Lista 
del Partido Colorado por sesenta votos. En virtud de ello pro- 
ponía que se proclamaran representantes del departamento de 
Rocha a la XXII legislatura, al Dr. Martín Suárez y al Sr. José 
Astigarraga. El informe de la Comisión en minoría suscrito por 
los Drs. Martín C. Martínez y Luis Alberto de Herrera, por el 
contrario, llegaba a la conclusión que el escrutinio general de la 
elección en Rocha era “el trasunto fiel de los escrutinios locales”, 
después de analizar la situación de los votos cuestionados, por lo 
cual aconsejaba que se aprobaran los poderes presentados por los 
Srs. Francisco H, López y Ernesto F. Perez.*** 


El debate que suscitó esta elección del departamento de 
Rocha fue muy largo y engorroso. En él, como en todos los que 
planteó el examen de poderes contestados, la militancia política 
jugó un papel preponderante. En la sesión del 29 de abril se 
aprobó una moción del Dr. Areco en el sentido de nombrar una 
Comisión investigadora de siete miembros para realizar nueva- 
mente el escrutinio, previo estudio de todos los antecedentes, 
especialmente en lo relativo a las inscripciones que se hubieran 
verificado en mérito a pruebas supletorias. La Comisión inves- 
tigadora debía aconsejar luego a la Cámara la resolución que 
se debería adoptar. 


La Comisión quedó integrada con los Drs. Feliciano Viera, 
Manuel B. Otero, Vicente Ponce de León, Ricardo J. Areco, Fe- 
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derico Fleurquin, Germán Roosen y Juan Fr. Lacoste.'* Seis 
meses necesitó la Comisión investigadora para expedirse. El 18 
de octubre de ese año 1905 presentó su informe a la Cámara. 
En él opinaba que las elecciones de Rocha debían anularse. 
Reconocía que “las Cámaras legislativas, al juzgar los casos elec- 
rorales, deben desconfiar siempre de la acción perturbadora que 
sobre su recto juzgamiento puedan producir la pasión o el inte- 
rés partidario”. Pensaba que “anulada la elección de Rocha, de- 
saparecida la presión moral que necesariamente producen las 
circuntancias en que se encuentra el asunto, después de tan lar- 
gos y apasionados debates, el Cuerpo Legislativo podrá dictar 
una ley que evite la repetición en lo futuro de largos procesos 
e investigaciones que prácticamente son incompatibles con la 
organización regular y rápida de los altos Poderes públicos”.*** 
Este informe de la Comisión investigadora no satisfizo a muchos 
legisladores que esperaban un pronunciamiento concreto sobre la 
validez de los votos impugnados por información supletoria. Por 
esta circunstancia, las elecciones de Rocha volvieron a ser ob- 
jeto de apasionados debates en el seno de la Cámara, donde se 
trató en la sesión del 23 de octubre sin que pudiera resolverse 
el punto. El 26 continuó la discusión aprobándose finalmente el 
informe de la Comisión investigadora: se anulaban las elecciones 
de Rocha y se autorizaba al Presidente de la Cámara para que 
solicitara del Poder Ejecutivo la inclusión, entre los asuntos a 
tratar en sesiones extraordinarias, de un proyecto de ley mediante 
el cual se daba plazo de tres meses a los ciudadanos de Rocha 
para regularizar sus inscripciones en la forma establecida en el 
proyecto. El Poder Ejecutivo, para convocar a nuevas elecciones, 
debía tener en cuenta dicho plazo “a fin de que puedan votar 
los ciudadanos en cuyo beneficio se ha establecido”, 


El Dr. Vásquez Acevedo tuvo una activa participación en 
el curso de la primera etapa de este debate. En la sesión del 14 
de abril pronunció un extenso alegato refutando las conclusiones 
del informe de la Comisión de Poderes en mayoría. Expresó 
que, después de haber hecho un estudio detenido de los ante- 
cedentes de la elección de Rocha, la solución propuesta por la 
mayoría de la Comisión de Poderes no era justa, ni legal, ni 
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constitucional. Comenzó analizando los fundamentos dados por 
la Comisión en mayoría para declarar nulos los votos impugna- 
dos por el Partido Colorado por juicios de tachas aun pendientes, 
por corresponder a ciudadanos que residían fuera de la sección 
o que fueron inscriptos con informaciones supletorias. Respecto 
a los primeros, el Dr. Vásquez Acevedo sostuvo que la Cámara 
“no puede constituirse en juez de tachas; en primer lugar, porque 
ello importaría usurpar las funciones que por la ley correspon- 
den a las Comisiones electorales y al Tribunal Superior de Jus- 
ticia. En segundo lugar, porque existe imposibilidad real de que 
la Cámara pueda juzgar con acierto y justicia sobre la verdad y 
legitimidad de las tachas sin oir a las partes y recibir las pruebas 
que ellas pudieran producir, en los términos y condiciones de- 
bidas”. Pero admitiendo —dijo— que la Comisión pudiera exa- 
minar las tachas, no estaba de acuerdo con el criterio que siguió. 
Expresó: “No es exacto que la ley requiera la comparecencia per- 
sonal, en el juicio de los tachados por no saber leer y escribir, 
ni tampoco que sólo admita la prueba de la firma para el levan- 
tamiento de la tacha”, como sostenía la Comisión. 


Apoyándose en una disposición de la ley de Registro Cí- 
vico sostuvo “que en casos de tachas por no saber leer y escribir, 
lo mismo que en el de cualquier otra clase de tachas, puede un 
ciudadano cualquiera, asumir la personería y defensa del tacha- 
do”. Dijo que tampoco era exacto "que la ley exija como única 
prueba, la firma del tachado en el acto del juicio”. Lo que la 
ley dice —expresó— es que “la firma del tachado será prueba 
bastante de saber leer y escribir, y eso mismo sin referirse espe- 
cialmente a la firma puesta en el acto del juicio, sino a la firma 
en general, De ahi que en la práctica se haya entendido —agre- 
gó— que basta exhibir la boleta respectiva firmada por el ciu- 
dadano en presencia de la Comisión inscriptora como lo pre- 
viene el artículo 23 de la ley de Registro Cívico”. Agregó que 
lo peor del dictamen de la Comisión en mayoría en este punto 
no estaba en los fundamentos legales que invoca sino en la 
aplicación que de ellos hace. “No es exacto, señor Presi- 
dente —continuú— que todos los ciudadanos tachados por no 
saber leer y escribir dejaran de comparecer personalmente a le- 
vantar sus tachas”. Recogía la información que muchos de los 
ciudadanos tachados por no saber leer y escribir ocurrieron a 
levantar sus tachas varias veces sin lograr que la Comisión 
Calificadora les diera audiencia. 
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Respecto a la exclusión de tres votos tachados por falta 
de domicilio en la sección, aduciéndose un certificado debida- 
mente legalizado del Intendente de Santa Victoria declarando 
que todos ellos residían allí, dijo el Dr. Vásquez Acevedo que era 
completamente injusta e ilegal. “Por causa de los últimos acon- 
tecimientos —expresó— atravesaron la frontera y se hallaban 
residiendo en el Brasil en diciembre del año anterior con ánimo 
de regresar, como regresaron a la República, donde tienen sus 
hogares, una vez restablecidos el orden y la tranquilidad pública”. 
La Comision en mayoría frente al informe del Intendente brasi- 
leño consideró que residían en el extranjero”. La ley —agregó— 
establece que el domicilio no se pierde aún por la larga residen- 
cia de la persona en Otra parte, siempre que se conserve en él, 
el hogar o el asiento de los negocios y ese es el caso precisa- 
mente de los tres ciudadanos excluídos por la Comisión de Po- 
deres”. 


Luego el Dr. Vásquez Acevedo entró a analizar las razo- 
nes aducidas por la Comisión de Poderes en mayoría para re- 
chazar 92 votos de ciudadanos inscriptos con informaciones su- 
pletorias. Fundándose en disposiciones de la ley de Registro Cí- 
vico demostró la ilegalidad del rechazo de esos 92 votos. Se re- 
firió más adelante, al alcance de las facultades de la Cámara para 
entender en las elecciones de sus miembros. El art. 43 de la 
Constitución, “no le concede —afirmó— esa facultad ilimitada, 
absoluta, discrecional que le atribuyen los miembros de la Co- 
misión en mayoría. Lo que quiere decir el art. 43 es que la 
Cámara es juez único de las elecciones de sus miembros, esto 
es, que nadie, ninguna otra autoridad puede juzgar sobre la 
validez o nulidad de las elecciones de sus miembros”, “sin pro- 
nunciarse sobre el alcance de la facultad o el de los poderes 
que esa jurisdicción entraña y que se hallan naturalmente, subor- 
dinados a los principios generales del sistema republicano”. 
Entendía que la Cámara, en virtud de lo dispuesto por el art. 
43 de la Constitución, “no tenía más facultad que la de aplicar 
las leyes electorales en el juzgamiento de los poderes de sus 
miembros. Así, continuó, si se presenta una protesta, como su- 
cede ahora, alegando que las elecciones se han hecho con ins- 
cripciones indebidas y resulta que esas inscripciones no han sido 
tachadas o que, tachadas, han sido declaradas válidas, el deber 
de la Cámara es rechazar la protesta porque en virtud de lo 
dispuesto por la ley, esas inscripciones son irrevocables”. Juez 
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privativo —reafirmó— “no quiere decir juez absoluto, sino juez 
exclusivo, y en el gobierno democrático no hay jueces soberanos, 
ni jueces absolutos, porque arriba de todo está la ley”. Rebatió la 
idea de que la Constitución no le ha puesto vallas ni límites al po- 
der de la Cámara. “Existe esa valla —dijo— existen esos límites. 
La Cámara sólo está autorizada para calificar las elecciones y califi- 
car elecciones quiere decir juzgar si son buenas o malas, con arre- 
glo a la ley”. “El respeto de la ley —agregó— la subordinación 
de todo a ella, está siempre sobrentendida en todo caso y tratán- 
dose de todos los Poderes. Las Cámaras legislativas, lo mismo 
que el Poder Ejecutivo, lo mismo que el Poder Judicial, tienen 
el deber de respetar la ley. La ley está arriba de todos. Es el 
único soberano en las democracias”. Vásquez Acevedo se exten- 
dió en la refutación de la interpretación que la Comisión en 
mayoría hacía del art. 43 de la Constitución. Por último el Dr. 
Vásquez Acevedo se refirió al fallo que había dado la Comisión 
en mayoría sobre la cuestión de las informaciones supletorias. 
Consideraba esas informaciones “perfectamente procedentes y le- 
gales”. “No se trata —dijo— como se ha pretendido, de casos de 
rectificación de partidas”. Luego de exponer sus puntos de vista 
en la materia, terminó su alegato expresando que consideraba la 
solución mas correcta, más arreglada a la Constitución, a la ley 
y a los principios la que proponía la Comisión de Poderes en 
minoría.*** El Dr. Martín C. Martínez defendió también el in- 
forme de la Comisión en Minoría encarando el problema — se- 
gún manifestó— de un punto de vista estrictamente constitu- 
cional. El Dr. Manini Rios sostuvo el informe de la Comisión en 
mayoría refutando las interpretaciones que los Doctores Vásquez 
Acevedo y Martín C. Martínez hacían de los textos legales, 
principalmente del art. 43, Entendía que la calidad de juez pri- 
vativo en la elección de sus miembros, le confería a la Cámara 
una facultad realmente extraordinaria y absoluta; “y al decir 
—agregó— que somos jueces de elección, nos ha dado las facul- 
tades de juzgar las elecciones en todos sus actos, en todos sus 
antecedentes, desde el acto de la inscripción hasta el acto del 
escrutinio general”. 

Apoyó esta opinión con citas doctrinarias y de jurispruden- 
cia, En la sesión del 29 de abril, en la que el Dr. Manini ter- 


185 "Diario de Sesiones de la H. Cámara de Representantes”. Tomo 
CLXXX ya citado, págs. 601-611. 


ALFREDO VÁSQUEZ ACEVEDO 201 


minó su refutación, el Dr. Vásquez le replicó concretando su 
exposición, por razones de tiempo, a lo que consideraba esen- 
cial: a la interpretación del art. 43 de la Constitución: “Voy a 
ocuparme de este punto, porque en su solución va envuelta 
también la de toda la cuestión de las elecciones de Rocha, y 
porque considero que hay interés público en dejar también sen- 
tada la justa y verdadera doctrina constitucional. 

Yo soy, señor Presidente, uno de esos líricos, según se les 
llama, que no comprenden la posibilidad de alcanzar el bienestar 
y la felicidad de la República sino por el fiel cumplimiento de 
la Constitución y de las leyes. 

Para mí no existirá ningún progreso político, moral ó ins- 
titucional, en la República, mientras la observancia de la Consti- 
tución y de las leyes no sea un culto para gobernantes y gober- 
nados. Por eso peco, quizás, de exagerado en la tendencia á 
encarar siempre las cuestiones del punto de vista constitucional 
y legal”. 

El Dr. Vásquez Acevedo centró su larga disertación, fre- 
cuentemente interrumpida, en el análisis de la razón de la dis- 
posición que establecía que la Cámara sería el juez para calificar 
las elecciones de sus miembros y afirmó que “no fue la de acordar 
poderes extraordinarios a la Cámara, como se pretende, sino sim- 
plemente sentar un precepto de gran trascendencia para la inde- 
pendencia del Poder Legislativo”. Demostró, apoyándose en la 
opinión de diversos tratadistas cuyos textos estudió, que el fin 
perseguido con ese artículo no era otorgarle a la Cámara facul- 
tades extraordinarias sino asegurar su independencia. Si las Cá- 
maras no tienen facultades especiales, extraordinarias, dijo des- 
pués, “debe entenderse que tiene las facultades de todo juez, que 
se reducen a aplicar las leyes”. 

“La Cámara —afirmó— es juez para aplicar la ley electo- 
ral. Nada más”.'** 


Debido a las violencias policiales de que habían sido objeto 
las comisiones Calificadoras en el Departamento de Maldonado, 
quedaron sin depurar las inscripciones de los ciudadanos de la 
la, 2a y 6a sección. Verificadas las elecciones de enero de 
1905, la Junta Electoral de Maldonado no realizó el escrutinio 


186 "Diario de Sesiones de la H. Cámara de Representantes”. Monte- 
video, 1906. Tomo CLXXXI, págs. 103-113. 
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de los votos emitidos en dichas secciones aduciendo que no 
estaban calificados. De ello dió cuenta a la Cámara de Represen- 
tantes. La Junta Electoral de Maldonado entendía que previa- 
mente debían ser calificadas las inscripciones de los ciudadanos. 
Sometido el asunto a estudio de la Comisión de Poderes, esta 
produjo dos informes. La mayoría integrada por los Drs. Gabriel 
Terra, Pedro Manini Ríos y Adolfo H. Perez Olave resolvió 
— luego de analizar los hechos y que los votos observados eran 
sólo setenta y nueve — aconsejar a la Cámara que comunicara 
a la Junta Electoral de Maldonado que debía proceder a la 
brevedad, al escrutinio de las secciones la, 2a y 6a “contando 
como válidos los votos observados en el acto de la votación”. El 
informe de la minoría, suscrito por los Drs. Martín C. Martínez 
y Luis Alberto de Herrera, después de pormenorizar los hechos 
ocurridos, sostuvo la tesis de que mientras no hubiera sentencia 
que excluyera al ciudadano del Registro Cívico, debía considerarse 
válida su inscripción. Por tanto, debían admitirse los votos emi- 
tidos en las secciones referidas. También entendía que la propia 
Junta Electoral de Maldonado debía realizar el escrutinio ya que 
era competencia que le confería la ley. En consecuencia, aconse- 
jaba devolver los antecedentes a la Junta Electoral de Maldo- 
nado para que completara el escrutinio debiendo considerar vá- 
lidas las elecciones realizadas en la la, 2a y 6a. sección del 
departamento. 


Al tratarse este asunto en Sala, en la sesión del 9 de marzo 
de 1905, el Dr. Ricardo J. Areco manifestó su discrepancia con 
ambos informes y sostuvo que la Cámara debía hacer el escru- 
tinio cuestionado por que esa atribución estaba implícita en la 
disposición constitucional que facultaba a cada rama del Cuerpo 
Legislativo para resolver, como juez privativo, en las elecciones 
de sus miembros. En apoyo de esta, su interpretación, señaló 
disposiciones expresas en la legislación de los Estados Unidos y 
Francia que conferían al Cuerpo Legislativo la facultad de prac- 
ticar directamente el escrutinio de las elecciones de sus miembros. 
Citó también la opinión de tratadistas de derechos parlamentario 
y terminó mocionando en el sentido de que el escrutinio de las 
tres secciones que faltaban de Maldonado, fuera realizado por 
una Comisión Especial de tres miembros designados por la Mesa. 
El Dr, Vásquez Acevedo manifestó su desacuerdo con esta in- 
terpretación y con la sustentada en los dos informes de la Co- 
misión de Poderes, que, a pesar de sus diferencias eran coin- 
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cidentes en la solución del asunto. El Dr. Vásquez Acevedo en- 
tendía que estos informes partían de un error en la interpre- 
tación de las facultades constitucionales de las Cámaras en ma- 
teria electoral, error que también encontraba en la posición sus- 
tentada por el Dr. Areco. “Consiste ese error —dijo— en creer 
que la H. Cámara tiene facultades para ingerirse en el proceso 
electoral de Maldonado, dando órdenes o haciendo declaraciones 
que sirvan de norma o de guía a los procederes de la Junta Elec- 
toral de Maldonado”. Agregó que “la Honorable Cámara no 
tiene esa facultad. No es admisible, constitucionalmente, que cada 
Cámara pueda entrometerse en la marcha de las elecciones de 
sus miembros para encaminarlas ó dirigirlas en un sentido de- 
terminado. La índole de las funciones legislativas y los preceptos 
y principios constitucionales, rechazan de una manera absoluta 
esa intromisión. El artículo 43 de la Constitución que se invoca, 
sólo hace juez privativo á la Cámara “para calificar las elecciones 
de sus miembros”, — esto es, para pronunciarse sobre la validez 
ó nulidad de esas elecciones una vez terminadas, o mejor dicho, 
una vez que le sean presentados los poderes de los ciudadanos 
electos. Hasta ese momento, cada Cámara debe mantenerse com- 
pletamente extraña al proceso electoral, dejando á éste desen- 
volverse libremente bajo la dirección de las autoridades especiales 
creadas por la ley. Esas autoridades —dijo— no necesitan ni 
dirección ni consejo de nadie. Ellas están facultadas para aplicar, 
en el ejercicio de sus funciones, las leyes existentes, y aún para 
interpretarlas en caso de silencio, de duda o de obscuridad, con 
arreglo á los principios de justicia y de equidad, siendo á este 
respecto tan independientes como las más altas corporaciones 
públicas”. Luego continuó: “En lo que se refiere á la moción que 
acaba de presentar el diputado señor Areco, creo, como he dicho 
antes, que el error va mucho más lejos; ya no se trata solamente 
de dar dirección á los cometidos ó funciones de las autoridades 
constituídas por la ley para presidir las elecciones: se trata de 
usurpar esos cometidos ó funciones. La ley confiere expresamente 
á las Juntas Electorales la facultad de hacer el escrutinio de las 
elecciones. Esa disposición legal es superior á la facultad que 
pretende tener la Cámara de Representantes. 


La Cámara no puede ir contra las leyes; la Cámara no 
puede dictar disposiciones que contraríen los mandatos legales; 
ella debe ajustarse á lo que las leyes mandan, no es más que juez 
privativo de la elección de sus miembros, lo que quiere decir 
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que está encargada de juzgar, con arreglo á la ley, si las elec- 
ciones se han hecho bien ó mal. En ningún caso podría enten- 
derse, sin darle un poder soberano, que la Cámara tiene o puede 
tener la facultad de modificar o alterar las disposiciones preexis- 
rentes dictadas por ambas Cámaras”. 


Con estas palabras, que contaron con el apoyo de Carlos 
Roxlo y otros legisladores, el Dr. Vásquez Acevedo dejó salva- 
da su opinión. 


El Dr. Manuel E. Tiscornia y el Dr. Manuel B. Otero, al 
apoyar la posición sustentada por el Dr. Areco, refutaron la in- 
terpretación del Dr. Vásquez Acevedo. El primero sostuvo “que 
al decir la Constitución que la Cámara es el juez privativo de 
la elección de sus miembros, dijo algo más que si dijera que es 
juez privativo de los poderes de sus miembros”. El Dr. Otero, 
luego de analizar la ley de Elecciones y la de Registro Cívico, 
señaló que la Cámara no debía limitar su esfera de acción — 
como lo entendía el Dr. Vásquez Acevedo — “y respetar en 
materia de elecciones, jurisdicciones particulares que no existen 
y que sólo se refieren al Registro Cívico Permanente”. Rebatió 
también al Dr. Vásquez Acevedo, en cuanto a que la elección 
terminaba con la presentación del Poder a la Cámara. Para él, 
la elección terminaba “pasada la hora del día en que tiene lugar 
la elección”. El problema quedó resuelto, finalmente, al aprobar 
la Cámara la moción del Dr. Areco y nombrarse la Comisión Es- 
pecial que debía hacer el escrutinio.**” 


XX 


El artículo 443 del Código Militar establecía que podían 
alterarse las disposiciones relativas al ascenso en la carrera de 
las armas para premiar acciones distinguidas, debidamente jus- 
tificadas y publicadas en la orden general, o al frente del ene- 
migo. El Dr. Feliciano Viera, representante por el departamento 
de Salto, en marzo de 1905 presentó un proyecto de ley am- 
pliando la disposición del artículo 443. De acuerdo a él, también 
podía alterarse el orden y las condiciones de los ascensos “siem- 
pre que en el acto de inaugurarse una Legislatura, la Asamblea 
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recomiende al Poder Ejecutivo, al Jefe que manda la guardia 
de honor, para que se le conceda un ascenso”. Motivó la pre- 
sentación de este proyecto, que, por otra parte venía a confirmar 
una práctica establecida desde hacía años, el propósito de so- 
lucionar las dudas que se plantearon al Poder Ejecutivo ante 
el hecho de que la recomendación del ascenso del Sargento 
Mayor José Chiappara, que mandaba las fuerzas que rindieron 
honores a la nueva legislatura, fue decidida por una Asamblea 
en la que no había número para tomar decisión alguna. 

La Comisión de Milicias, integrada por Ubaldo Ramón 
Guerra, Agustín Ferrando y Olaondo, Félix A. Olivera y Feli- 
ciano Viera, aconsejó su sanción. Entendía que el artículo 443 
era demasiado restrictivo desde que sólo admitía ascensos por 
acciones en el orden militar sin contemplar la posibilidad de 
acciones distinguidas en otros ordenes. Para dar su opinión fa- 
vorable, la Comisión entendía que el proyecto venía a llenar 
un vacío en la legislación; que ya había tradición en el país 
en el sentido de conceder ascensos para solemnizar aconteci- 
mientos nacionales; que la práctica ya había dado a la Asamblea 
General la facultad de conceder el grado inmediato superior al Jefe 
que le rinde honores en el acto de la inauguración de la legis- 
latura. Por otra parte, la Comisión no veía ningún peligro en 
que se incorporara a la legislación vigente la nueva disposición, 
“porque a buen seguro que la facultad que se crea —decía— 
será usada como medio de prestigiar y ennoblecer cada día más 
la azarosa carrera de las armas”; sería un estímulo “para incul- 
car y desarrollar las virtudes civiles, el amor por los intereses, 
por el reconocimiento y glorificación que se hace de aquel que, 
por sus actos, se señala como mejor y más fuerte entre los de- 
más”. Entendía, además, que el ascenso a que se refería el pro- 
yecto “tendrá siempre que ajustarse a las verdaderas convenien- 
cias públicas y a señaladísimos merecimientos, porque será la 
obra del Poder Ejecutivo y del Poder Legislativo puestos de 
consuno para realizar un acto especialísimo”. 

El Dr. Vásquez Acevedo impugnó este dictamen y se ma- 
nifestó contrario a la sanción del proyecto, Discrepaba con la 
interpretación que la Comisión hacía del artículo 443. A su 
juicio, dicho artículo tenía dos alcances: ascensos por acciones 
distinguidas, debidamente justificadas y ascensos por acciones 
distinguidas frente al enemigo. Las acciones a que se refería la 
Comisión, que ennoblecen y dan brillo a la milicia por otros 
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medios que la guerra, entran, según su opinión en la primera ca- 
tegoría. Por tanto no creía en la necesidad de reformar el Código 
Militar. Pero aunque así no fuera —agregó el Dr. Vásquez Ace- 
vedo— y realmente hubiera una deficiencia, el medio para sub- 
sanarla consideraba que no era el que se había buscado. En- 
tendía que desde este punto de vista, el proyecto era inconsti- 
tucional. “Dentro de las facultades constitucionales de las Cá- 
maras —dijo— no figura ciertamente la de dirigir recomenda- 
ciones al Poder Ejecutivo y mucho menos en asuntos de la ex- 
clusiva incumbencia de ese Poder”. Consideraba viciosa la prác- 
tica existente de recomendar al Poder Ejecutivo el ascenso del 
jefe que mandaba la tropa encargada de tributar honores a la 
Asamblea, en la ceremonia de la instalación de la legislatura, 
y en lugar de afirmarla en la ley, creía que había que corregirla. 
Señalaba también, que estando ya establecida esa costumbre, “no 
serían los militares a que se refiere la Comisión, es decir, los 
que se han distinguido por servicios notables fuera de la guerra, 
los verdaderamente favorecidos, sino aquellos que el Poder Eje- 
cutivo quisiera hacer ascender enviándolos a la apertura de la 
Asamblea”. El Dr. Viera, al hacer la defensa de su proyecto, 
insistió en que con él no hacía más que consagrar una Cos- 
tumbre. Rebatió los argumentos del Dr. Vásquez Acevedo y 
concluyó expresando que la Asamblea venía desde hacía mucho 
tiempo ejerciendo actos que no estaban encuadrados dentro de 
ninguna ley. Corregir esa anomalía había sido su propósito. Con 
el inciso que había propuesto, la Asamblea podrá —dijo— "usar 
de esa facultad cuando lo crea conveniente, cuando crea que está 
justificado el ascenso que va a conferir al jefe que manda la 


guardia de honor”.'** 


188 En el curso de su exposición el Dr. Viera recordó que en la 
legislatura anterior, de la que formaba parte el Dr. Vásquez Acevedo, se 
había concedido el ascenso al jefe de las fuerzas que rendía honores a la 
Asamblea sin que él se hubiera opuesto a ello. El Dr. Vásquez Acevedo 
respondió que él no había aceptado nunca esa práctica; que la única Asam- 
blea en que él había estado y se había tratado de ascensos, había sido en 
la que se había propuesto el ascenso para el hijo del Presidente Cuestas 
que fue rechazado cuando él “se proponía hablar y hablar muy severamen- 
te”. El Dr. Viera insistió en que no se refería a ese caso y el Dr. Vásquez 
Acevedo reafirmó que él no había asistido a otra moción de ascenso que 
la del hijo de Cuestas. Preocupado con el incidente, el Dr. Vásquez Acevedo 
revisó las actas de la Asamblea General del período en que había sido 
senador, encontrando entonces la explicación de las palabras del Dr, Viera. 
La siguiente anotación de su puño y letra, al margen de la crónica parla- 
mentaria correspondiente, que guardó en el Libro 7 de Recortes de su 
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El Dr. Luis Alberto de Herrera apoyó el proyecto del Dr. 
Viera y fundamentó su aprobación en los merecimientos del 
sargento mayor Chiappara. Esto motivó que el Dr, Vásquez 
Acevedo hiciera nuevamente uso de la palabra y expusiera am- 
pliamente sus ideas sobre el fondo del asunto: “Es lamentable, 
señor Presidente, que en esta clase de cuestiones se haga alusión 
á las personas que pueden estar interesadas en las leyes que se 
debaten. Yo ignoraba absolutamente á quien afectaba ó podría 
afectar el proyecto en discusión, No me había preocupado de 
investigarlo ni me importaba saberlo. Creo que á los legisladores 
sólo les debe interesar saber si lo que van á resolver se ajusta 
ó no á los principios constitucionales y á las conveniencias pú- 
blicas. Por lo demás, conozco también al comandante Chiappara 
y tengo una excelente idea de sus cualidades personales, pero 
creo que la manera conveniente de prestigiar los buenos y útiles 
servicios que haya prestado ó pueda prestar á la nación, es la 
que establecen las leyes y no las prácticas irregulares y viciosas. 
Yo he basado principalmente mi oposición á este proyecto de ley, 
en su disconformidad con los principios constitucionales y de- 
mocráticos. Me parece que es esta una fuerte razón, porque, 
sobre todas las prácticas, largas ó cortas, está el respeto de la 
Constitución y de las ideas fundamentales de nuestro sistema 
político. Todas las observaciones que no tiendan, pues, á de- 
mostrar que estoy equivocado al respecto, nada valen. La mayor 
ó menor duración que haya tenido la práctica de recomendar 
ascensos en la apertura de las Asambleas Legislativas, poco sig- 
nifica; y eso es lo único que se ha invocado para combatir 
mis Opiniones. Mantengo, por consecuencia, lo que he dicho”. 

El Dr, Manuel Otero defendió el proyecto sosteniendo que 
era un acto de cortesía mediante el cual se dispensaba un favor, 
un regalo, al jefe de la guardia: “La Asamblea —dijo— no 
debe entrar á investigar si el oficial tiene, ó no, el tiempo ó 


archivo personal, aclara la incidencia: “Con motivo de esta discusión 
—dice— ocurrí a revisar las actas de la Asamblea General y encontré la 
constancia de que en la apertura del Cuerpo Legislativo en Febrero de 
1902, se había pedido el ascenso para el jefe que mandaba la tropa en- 
cargada de los honores. Yo había asistido al acto, pero fui nombrado para 
componer la comisión de recibo del Presidente y la moción de ascenso se 
hizo cuando yo desempeñaba mi comisión, en el intervalo de espera del 
Presidente, encontrándome yo en la escalera y sus antesalas. Se lo comuniqué 
esto al Diputado Viera, para que se convenciese de la veracidad de mis 
afirmaciones.” (Museo Histórico Nacional. Colección de Manuscritos. 
Tomo 1892, pág. 43). 
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los merecimientos para ser ascendido; mo juzga ese punto, por- 
que ello tal vez implicaría, en el fondo, invadir atribuciones del 
Poder Ejecutivo: lo único que hace es ser noblemente cortés 
con la guardia que la ley pone á sus órdenes en el día en que 
inicia sus tareas, en ese día de fiesta, y de buenos augurios; el 
favor dispensado por la Asamblea al oficial de guardia tiene 
en sí algo de digno y de majestuoso, dadas las condiciones es- 
peciales y relativas del alto Cuerpo que dicta las leyes, y la 
fuerza que estará destinada á hacerla cumplir. Y si hay mucho 
de simbólico en esa guardia de honor, lo hay, también, en el 
grado con que se acostumbra agraciar al oficial que la manda. 

No han querido nuestras costumbres políticas hacer partí- 
cipes á los militares del “vin h'honneur” con que se celebra la 
fiesta, y han preferido á ello una merced soberana, un regalo, 
eligiendo el regalo más correcto que se puede hacer á un mili- 
tar un ascenso en su carrera; y, como la Asamblea no puede, 
constitucionalmente, acordar el ascenso á determinada persona 
(aunque, en efecto, alguna vez eso se haya hecho, irregularmen- 
te), la recomienda al Poder Ejecutivo”. 

No lo consideraba ni inconstitucional mi contrario a los 
sentimientos republicanos por lo cual entendía que la Asamblea 
y el Poder Ejecutivo podían “al empezar cada período legisla- 
tivo, hacer una merced al oficial que simboliza la fuerza al 
servicio de las instituciones; y en el momento de los buenos 
augurios, hacer que la esperanza, que se anticipa a lo futuro, 
ocupe el puesto de la justicia que premia lo pasado 4 El Dr. 
Vásquez Acevedo respondió que ese sistema de gracias rige en 
los países monárquicos o en sistemas “completamente atrasa- 
dos”. “Dentro del régimen republicano —afirmó— no caben 
los grados y los honores sino en cumplimiento de la ley”. “Los 
honores sólo se deben dispensar —agregó— según la carta fun- 
damental, a los grandes servicios de la nación...” 18% A pesar 
de haber sostenido en este caso la sama doctrina, el proyecto 
fue aprobado. 


XXI 
En nuestro país, el alborear del siglo XX trajo consigo, 


entre numerosas inquietudes que parecían orientar todas las vo- 
luntades hacia el progreso material y espiritual, la preocupación 


189 “Diario de Sesiones de la H. Cámara de Representantes”. Tomo 
CLXXX ya citado, págs. 297-304. 
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por los problemas sociales que ya habían comenzado a traducirse 
en manifestaciones aisladas. Entre los temas vinculados a las 
cuestiones sociales, a las relaciones del capital con el trabajo, 
del patrón con el obrero, a los derechos de éste a ser retribuído 
con mejores salarios, se destaca en el interés general, la huelga, 
es decir la cesación del trabajo en forma colectiva por los obre- 
ros o empleados de un mismo oficio con el fin de imponer con- 
diciones a los patronos. Ya alguna vez, a fines del siglo XIX, 
se había pensado en apelar a ese recurso extremo de la huelga 
aunque no fueran, precisamente, obreros los protagonistas de 
los hechos, sino maestros de enseñanza primaria. En octubre de 
1882, como medio de obtener el pago de sus sueldos atrasados 
—problema endémico que afectaba al magisterio— un grupo de 
maestros celebraron una reunión pública en la que acordaron 
dirigirse al gobierno reclamando el pago de los adeudos dentro 
de determinado plazo. De no obtenerlo, cerrarían por un día 
todas las escuelas de Montevideo. El Poder Ejecutivo, por decreto 
del 6 de octubre de 1882 suscrito por el Presidente Máximo 
Santos y su Ministro José L. Terra, dispuso el cese en sus cargos 
de algunos inspectores y maestros de escuelas, dirigentes del 
movimiento.” En 1901 se produjeron en Montevideo tres huel- 
gas que conmovieron el ambiente: la de los tranviarios, la de los 
obreros de molinos y fideerías y la de los obreros de los talleres 
instalados en La Teja por la empresa constructora del puerto 
de Montevideo. Reclamaban disminución de las jornadas de tra- 
bajo y mejores salarios.'” 


Un escritor y periodista de la época, fino observador de 
nuestra realidad social, Benjamín Fernández y Medina, se ocupó 
del tema en 1902 en ocasión del 2° Congreso de los Círculos 
Católicos de Obreros del Uruguay celebrado el 5, 6 y 7 de oc- 
tubre de ese año, instituciones éstas, que respondían a la orienta- 
ción que en materia social, sustentaba la Iglesia bajo la inspira- 
ción del Papa Leon XIII quien la había expuesto en la Encíclica 
“Rerun Novarum”. El Sr. Fernández y Medina luego de historiar 
las huelgas en Europa y Estados Unidos y analizar los datos de 
la estadística, llegaba a la conclusión de “que salvo contadas 
excepciones, las huelgas no producen ningún resultado útil para 


190 Orestes Araújo: “Historia de la Escuela Uruguaya”. Montevideo, 
1911, págs. 477 y 500. 

191 Eduardo Acevedo: “Anales Históricos del Uruguay”. Tomo Y 
Montevideo, 1934, págs. 198-199. 
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el obrero y que en cambio son perniciosas para ellos, para la 
industria y para el comercio”. Expresaba que entre nosotros, las 
huelgas producidas en la última década, “sólo han servido para 
sumir en la miseria a un gran número de familias obreras, para 
arruinar a industrias y causar pérdidas irreparables al comercio”. 
Al estudiar el tema de la huelga para el Congreso, el Sr. Fer- 
nández y Medina se propuso evitar —según expresó— las con- 
secuencias funestas de los conflictos entre obreros y patronos, 
como así mismo señalar a la consideración del Consejo Superior 
de los Círculos Obreros la necesidad de estudiar las condiciones 
del trabajo de las mujeres y de los menores. Terminó su di- 
sertación entregando a la consideración del Consejo Superior 
un proyecto de ley sobre huelgas “por el que se determinan los 
casos en que son lícitas las huelgas y los casos en que no lo 
son y las medidas que el Estado puede adoptar para que ese 
recurso no degenere en perjuicio de la sociedad en general y de 
las industrias y del orden público en particular”. El proyecto, 
en su artículo 10, establecía además, “que toda diferencia que 
surja entre los obreros y el contratista se dirimirá por los Co- 
mités o Tribunales de Arbitraje” sobre cuya organización y fun- 
cionamiento adjuntaba unas Bases ordenadas en XI puntos.*** 


El tema de la huelga fue poco despues tratado a nivel le- 
gislativo cuando en diciembre de 1905 los empleados de los 
servicios municipales encargados de la limpieza pública amena- 
zaban con ir a la huelga por la tardanza del Senado en expedirse 
en el presupuesto de la Junta Económico Administrativa sobre 
el cual, la Cámara de Representantes, ya se había pronunciado. 
Como la consideración del presupuesto municipal demandaría 
mucho tiempo al Senado, se planteó la posibilidad de evitar el 
conflicto mediante la sanción de una ley que suprimiera los im- 
puestos de 10 y 5% que gravaban los sueldos de los empleados 
públicos. Así se propondría en un proyecto de ley que el Poder 
Ejecutivo enviaría a la Cámara. En la sesión del 14 de diciem- 
bre, en que se discutió esta solución, el Dr. Vásquez Acevedo se 
manifestó contrario a ella; en primer término porque conside- 
raba que legislar bajo presión de una amenaza —en este caso, 
la de la huelga municipal— lesionaba el decoro del Cuerpo 


192 El discurso del Sr. Fernández y Medina fue publicado ese mismo 
año en un folleto con el título de “Las Huelgas. Trabajo presentado en el 
2o. Congreso de los Círculos Católicos de Obreros del Uruguay celebrado 
el 5, 6 y 7 de octubre de 1902”. 
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Legislativo y en segundo lugar, porque entendía que la huelga 
cuando afectaba servicios públicos, era un delito. En un debate 
muy agitado en que la posición del Dr. Vásquez Acevedo fue 
sostenida por Carlos Roxlo y Gregorio L. Rodríguez, la Cámara 
resolvió no aprobar sobre tablas, como se proponía, el proyecto 
del Poder Ejecutivo relativo a la supresión de los impuestos a 
los sueldos de los funcionarios públicos.**”* 


XXII 


Con motivo de los rumores revolucionarios de principios de 
marzo de 1906, el Poder Ejecutivo —como vimos en el capítulo 
correspondiente a la gestión política del Dr. Vásquez Acevedo— 
adoptó medidas prontas de seguridad y ciudadanos nacionalistas 
de todo el país fueron encarcelados.'* El 5 de marzo el Presi- 
dente Batlle y Ordoñez y su Ministro Claudio Williman, dirigie- 
ron un mensaje a la Asamblea General informando sobre la si- 
tuación y las medidas adoptadas. La Asamblea luego de discutir 
a que Comisión correspondía informar, aprobó una moción del 
Sr, Julio M. Sosa mediante la cual se le pasaba a estudio de 
una Comisión Especial integrada con la de Legislación del Se- 
nado y la de Asuntos Constitucionales de Representantes. A 
esta misma Comisión pasó también el muevo mensaje que el 
día 9 recibió la Asamblea General, en el que se informaba que 
“después de sometidos a la justicia ordinaria todos los detenidos 
por medidas prontas de seguridad adoptadas con motivo de la 
última intentona de conmoción del orden público, el Poder Eje- 
cutivo ha creído necesario hacer quedar con libertad limitada a 
residir en las capitales de los respectivos departamentos, a los 
jefes y caudillos que habían sido anteriormente arrestados”. El 
Poder Ejecutivo creía indispensable mantener todavía esta me- 
dida de seguridad. Comunicaba también que ese día habían que- 
dado levantadas las medidas en lo que se referían a la interven- 
ción del telégrafo, a la libertad de prensa y a la clausura de los 
locales partidarios. Recién en la sesión del 12 de marzo, la Asam- 
blea General estuvo en condiciones de tratar los informes que 
en mayoría y minoría había producido la Comisión Especial. 


. 193 "Diario de Sesiones de la H. Cámara de Representantes”, Mon- 
tevideo, 1907. Tomo CLXXXIV, págs. 238-256. 
194 "Revista Histórica”. Tomo XXXVI, pág. 93. 
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El Dr. Vásquez Acevedo que la integraba en su calidad de 
miembro de la Comisión de Asuntos Constitucionales de la Cá- 
mara de Representantes, no pudo asistir a sus reuniones por ra- 
zones de salud. Por esta circuntancia no firmó el informe de la 
minoría con el cual estaba de acuerdo. En la sesión de ese día 
doce de marzo, luego de la exposición del Dr. Julián Quintana, 
quien fundamentó su discrepancia con la Mayoría de la Comi- 
sión, el Dr. Vásquez Acevedo hizo uso de la palabra para ma- 
nifestar su opinión sobre el mensaje del Poder Ejecutivo. Sostuvo 
la doctrina — inspirada en la figura de la legítima defensa del 
Derecho Penal— de que las medidas extraordinarias no debían 
adoptarse “sino cuando hay necesidad racional de ellas”. Consi- 
deraba que esa no era la situación planteada en el país por lo 
que el Poder Ejecutivo no había actuado correctamente al tomar 
las medidas que había adoptado. “Yo creo —dijo— que el Po- 
der Ejecutivo no ha estado autorizado para adoptar las medidas 
violentas a que hace referencia su mensaje. El uso de las me- 
didas extraordinarias, por los grandes daños que pueden causar, 
por las perturbaciones de orden público y particular que pueden 
producir, no se justifican sino cuando median muy graves y 
poderosos motivos. No basta cualquier rumor, de posible con- 
moción interior. Se requieren datos formales, concretos, fidedignos. 
De otra manera, en un país como el nuestro, el Poder Ejecutivo 
podría a cada momento echar mano de las medidas extraordi- 
narias llevando la perturbación a la sociedad y a los hogares. 
Es preciso, además, que se trate de conmociones que por su ca- 
rácter de gravedad y de inminencia justifiquen el empleo de 
medidas violentas e ingratas siempre. El Derecho Español ha 
ideado una frase feliz para justificar la defensa legítima, frase 
que ha sido adoptada por casi todos los códigos americanos; 
“La defensa legítima, establece, no se justifica sino cuando hay 
Necesidad Racional del medio empleado”. La frase enun- 
ciada es de perfecta aplicación al caso de las medidas extraor- 
dinarias por causa de conmoción interior. Esas medidas no deben 
adoptarse sino cuando hay necesidad racional de ellas. Anali- 
zando a la luz de estas ideas la conducta del Poder Ejecutivo, es 
que yo considero que no ha obrado correctamente. El Poder 
Ejecutivo no ha tenido datos concretos, formales, fidedignos, de 
que estuviera por estallar un movimiento revolucionario. Según 
se desprende de su mensaje, la base principal que ha tenido 
para presumir una conmoción interior, ha sido el manifiesto lan- 
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zado por el Directorio Nacionalista, Ahora bien: ese manifiesto, 
que fue inspirado por el propósito patriótico de calmar las zo- 
zobras e inquietudes en que el país vive desde hace mucho tiem- 
po — como lo ha dicho el doctor Quintana— y al mismo tiempo, 
de orientar a los miembros de un gran partido contra desvíos 
posibles, engendrados precisamente por esas zozobras e inquie- 
tudes, no afirma que exista una conspiración contra el orden 
público, y mucho menos que esté próxima a estallar. Alude 
únicamente a los rumores que circulan y se renuevan sin cesar, 
que la prensa repite y que el mismo Poder Ejecutivo conoce”. 
Luego agregó: “Pero yo quiero admitir que de este documento 
se desprenda una presunción vehemente de que exista una cons- 
piración contra el orden público. Se trataría de una conspiración 
sin base formal, de desarrollo incierto, que empieza por ser con- 
denada por las autoridades del mismo partido a que pertenecen 
los conspiradores; de una conspiración que no se ha manifestado 
de ninguna manera a los agentes vigilantes y numerosos del 
Poder Ejecutivo en toda la República; de una conspiración que no 
se ha señalado por ningún acto demostrativo de armas ó de 
hombres y esa clase de conspiraciones no legitiman las medidas 
extraordinarias del artículo 81 de la Constitución — sobre todo 
cuando el país se halla en un pie formidable de guerra; cuando 
se tiene un ejército numeroso prevenido y bien provisto de ele- 
mentos bélicos y cuando todas las autoridades de la República 
por disciplina ó por espíritu de partido responden ciegamente a 
las ordenes del Gobierno constituído”. 


Insistió en que faltaba "precisamente la necesidad racional 
de que hablaba antes”. Expresó que “con simples movimientos 
de tropa, con refuerzo de vigilancia de parte de los delegados del 
Poder Ejecutivo, se habría podido conjurar el daño de una even- 
tual conmoción, sin necesidad de llevarse por delante la libertad 
y la seguridad individual”. A su juicio ésta era “la primera 
irregularidad cometida por el Poder Ejecutivo” aunque conside- 
raba que había otra más censurable porque era la primera vez 
que se presentaba en la República con caracteres tan graves. 
“El Poder Ejecutivo —dijo— ante el simple anuncio de una 
conmoción interior, da ordenes telegráficas a todos los Jefes 
Políticos de los Departamentos, para que por su cuenta proce- 
dan a aprehender y á encarcelar nacionalistas sin ton ni son. De 
esa manera han sido aprehendidos una gran cantidad de ciuda- 
danos ajenos a toda conspiración y a todo propósito político, y 
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entre ellos, algunos que se habían acercado a las autoridades 
públicas a manifestar días antes que eran contrarios a todo mo- 
vimiento revolucionario, Se explica que al amago de una cons- 
piración política seria, se detenga a los jefes o caudillos supe- 
riores, de orden militar o político, de un Partido. Podría decirse 
que de ellos depende muchas veces el desarrollo de un plan 
revolucionario. Pero es injustificado, de todo punto —agregó— 
encarcelar y perseguir a los miembros de una comunidad política, 
que no son jefes ni caudillos importantes, sino simples indivi- 
dualidades, señaladas sólo por el amor a su causa; y aprehen- 
derlas así en masa, por decenas, como si fuera una cosa baladí 
la libertad y seguridad personales. No podrá decirse ciertamente 
que la aprehensión de tales ciudadanos entra en las medidas 
prontas de seguridad a que la Constitución se refiere”.*” La 
tesis sostenida por el Dr. Vásquez Acevedo no encontró apoyo 
en la Asamblea donde fue rebatida por los legisladores de la 
mayoría, Drs. Ricardo J. Areco y Manuel Tiscornia, en medio de 
una sesión borrascosa en la que finalmente fue aprobada la 
conducta del Poder Ejecutivo. 


XXIII 


En 1906 la Cámara de Representantes inició el estudio de 
un proyecto de ley enviado por el Poder Ejecutivo sobre aboli- 
ción de la pena de muerte. El tema había ya suscitado la defi- 
nición de dos corrientes de opinión que habían controvertido pú- 
blicamente en la prensa y en el libro. 

En el país la pena de muerte se venía aplicando desde la 
época colonial. Carlos Ferrés en su obra sobre la Administración 
de Justicia en la Epoca Colonial registra ocho casos de sentencias 
de muerte pronunciadas y ejecutadas en Montevideo durante ese 
período. En realidad la primera sentencia de muerte fue dictada 
en 1745 contra un esclavo que había dado muerte a su amo, 
pero no existe constancia de que se haya cumplido. En 1756 se 
aplicó por primera vez. Esta, y las dos siguientes sentencias de 
muerte producidas en 1757, corresponden al fuero militar. En 
1771 se ejecutó la misma pena, en sentencia dictada en el fuero 
común, en tres casos. Luego se aplicó en 1794 y en 1803.” 


195 "Diario de Sesiones de la H. Asamblea General”. Montevideo, 
1914. Tomo XI, págs. 84-86. 

196 Carlos Ferrés: "Epoca Colonial. La Administración de la Justicia 
en Montevideo.” Montevideo, 1944, págs. 261 y sigts. 
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En el período revolucionario continuó en vigencia; también 
durante la dominación luso-brasileña, En 1817, cuando Monte- 
video estaba en poder de las fuerzas portuguesas comandadas 
por el General Carlos Federico Lecor, el Cabildo de la ciudad por 
inspiración de éste, resolvió enviar a Río de Janeiro una misión 
para solicitar a Su Majestad Fidelísima el Rey D. Juan VI, la in- 
corporación de la Provincia Oriental a la monarquía portuguesa 
con el rango y nombre de Reino Cisplatino. Los comisionados 
fueron el Padre Dámaso Antonio Larrañaga y Jerónimo Pío Bian- 
qui. La incorporación debía hacerse mediante condiciones. Entre 
éstas figuraba una relativa, sino a la abolición de la pena de 
muerte, por lo menos a la reducción de su aplicación. En el artícu- 
lo 9° de la petición, relativo a la seguridad individual y expresivo 
de las ideas liberales del Padre Larrañaga, se decía textualmente: 
Será abolida la pena de tormentos que aún permiten nuestras 
leyes, y se encargará a todos los jueces, que en cuanto se pueda 
eviten la pena capital en un país de tan corta población conmu- 
rándola en otra útil a la Sociedad, y quizás de corrección del 
mismo Reo, y en caso de ser precisa su imposición, que no se 
pueda executar sin la confirmación de V. M. Se permitirá a 
todo Reo nombrar un Padrino, que presencie su confesión y de- 
claración de los testigos, y del asiento de ellas en los mismos 
términos, auxiliando al Reo en todo aquello en que por el te- 
mor, O pocas luces no pueda por sí mismo expresar”.*” 


Independizado el país y constituida la República, el Padre 
Larrañaga dió forma más amplia a sus ideas contrarias a la 
pena de muerte, El 4 de febrero de 1831, presentó en el Senado 
un proyecto de abolición de la pena de muerte sustituyéndola 
por trabajos forzados, perpetuos o temporales. Fundamentó su 
iniciativa en un extenso discurso en el que citó el proyecto 
abolicionista presentado en la Cámara de Diputados de Francia 
por Destutt de Tracy. En su exposición, el Padre Larrañaga se 
mostró como un decidido sostenedor de las ideas liberales y 
humanitarias. 


En 1833 el General Lavalleja en la Exposición que publicó 
en Buenos Aires para explicar su conducta en los sucesos de 
julio de 1832, se refirió a las medidas represivas del Gobierno 
del general Rivera que había recurrido a los fusilamientos y a 


197 Juan E. Piyel Devoto y Rodolfo Fonseca Muñoz: " iplomacia 
de la Patria Vieja”, Montevideo, 1943, págs. 350351. E 
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las confiscaciones para apagar el movimiento revolucionario. Con 
respecto a la pena de muerte expresó: “No es este el lugar de 
discutir la pena de muerte. Cuanto ha existido de humano, de 
ilustrado y de filósofo, ha levantado contra ella la voz de la 
justicia; y si todavía no se ha uniformado la opinión respecto 
de su abolición absoluta, se ha llegado a convenir unánimemente 
en que no debe usarse sino para muy raros y determinados casos. 
Aplicarla a delitos políticos, como medio de prevenir las revo- 
luciones, es un absurdo, y el profundo y político Mr Guizot, 
no sólo le niega toda virtud sino también manifiesta que es 
perjudicial a los mismos que la emplean. Los hombres, por 
grande que sea su nombre, nada son en nuestros días en com- 
paración a las ideas; se pasó el tiempo en que en política un 
nombre por sí solo, era una potencia inmensa. ¿Que quiere el 
Gobierno de Montevideo? consolidar su poder: pues bien; forme 
la opinión, hágala suya y “verá que, como dice Maquiavelo, un 
Gobierno protegido por el voto público debe hacer poco caso de 
las conspiraciones, pues los complots mismos serán tan impo- 
tentes contra el poder, como es impotente la pena de muerte 
contra los complots”. 

“Sino puede cambiar las ideas en vano derrama sangre. No 
prolongará su existencia ni un instante mas del que sea preciso 
para cavar su sepulcro; y los muertos, esas víctimas de su ven- 
ganza, serán sus más formidables acusadores; los primeros que 
lo arrastren a él. Que no se alucine con la obscuridad de sus 
nombres, su infortunio les dará poder, y por lo mismo que están 
más identificados con las masas, tanto más sensible serán estas 
a su clamor... Y ya que ha precipitado al país a tan doloroso 
término, no lo desmoralice con crueldades inútiles, no convierta 
una cuestión de principios en una guerra de venganzas... .”™ 

Hacia 1840 se incorporó al foro nacional un abogado re- 
cién graduado en Buenos Aires, que iba a tener gran influencia 
en nuestro medio donde ejerció la profesión y docencia desde 
las cátedras de la Universidad. Nos referimos al Dr, Tristán 
Narvaja, jurisconsulto de renombre y autor del Código Civil 
promulgado en 1868, del que eliminó la prisión por deudas y 
la muerte civil. Al graduarse de Doctor en la Universidad de 


198 "“Esposición del General D. Juan A. Lavalleja de su conducta 
relativa a los últimos acontecimientos del Estado Oriental del Uruguay y 
examen de los hechos del Gobierno de Montevideo.” Buenos Ayres, Im- 
prenta de la Independencia. 1833, págs. 19-21. 
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Buenos Aires, eligió como tema de la disertación que realizó el 
12 de diciembre de 1840, la abolición de la pena de muerte. 
Defendió la tesis de la legitimidad de la pena pero sostuvo 
que la justicia, de acuerdo con la humanidad, reclaman su pros- 
cripción. El Dr. Tristán Narvaja dudaba de la eficacia de la 
pena de muerte y sostenía que debía ser eliminada de los Có- 
digos.” 


En 1861, José E. Ellauri se pronunció también contra la 
pena de muerte en un artículo periodístico que apareció en 
"El Plata” —periódico forense literario que se publicaba en 
Montevideo.” Emilio Romero, uno de los integrantes del núcleo 
orientado por Carlos María Ramírez, en una nota publicada en 
La Bandera Radical, el 25 de junio de 1871 sobre la situación 
caótica de la campaña, sin pronunciarse sobre el fondo de la 
cuestión, señalaba las consecuencias que tenía la conmutación de 
la pena de muerte en nuestro medio por influjo de sentimientos 
humanitarios que se ponían en juego una vez dictada una sen- 
rencia de muerte, presionando el espíritu de los jueces. “Si es la 
muerte lo que os horroriza —escribe— comparad la muerte de 
un hombre lleno de crímenes, con las escenas de destrucción y 
de sangre que legáis a la campaña en ese hombre. Porque ese 
hombre, tarde o temprano, ha de ir a la campaña y ha de apa- 
recer por los pagos donde cometió el crimen y ha de tratar de 
vengarse de aquellos que se pusieron al servicio de la justicia 
para prenderlo”.** En setiembre de ese mismo año de 1871, el 
Dr. Carlos María Ramírez, como comentario de la ejecución 
en la Plaza Artola de los asesinos del Dr, Feliciangeli, se mostró 
partidario de la pena de muerte mientras no evolucionase el 
estado social del país. “El problema de la pena de muerte no es 
un problema resuelto” —decía y agregaba a continuación: 
“Disminuir los casos de su aplicación a los delitos, es sin duda 
un paso imprescindible del progreso actual, pero suprimirla de la 
legislación penal, solo será una conquista laboriosa del futuro. 
La abolición de la pena de muerte no puede ser sino el artículo 
final de un gran programa civilizador y reformista, que se llama 
escuelas, colonización, penitenciaría, enseñanza moral y religiosa, 
reconstrucción social... Como coronamiento del edificio, salu- 


199 Original manuscrito en la Biblioteca Nacional de Buenos Aires. 

200 "El Plata”, Montevideo, marzo 10 de 1861. 

201 "La Bandera Radical”. Montevideo, Junio 25 de 1871. Tomo 
Il, pág. 399, 
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damos regocijados la abolición de la pena de muerte; como pie- 
dra angular yemos en ella un abismo de sangre, pero no de 
sangre culpable, sino de sangre inocente, virtuosa, ilustre aca- 
so”. Sin embargo el Dr. José Pedro Ramírez, refiriéndose al 
mismo hecho, sostenía la necesidad de la abolición de la pena 
de muerte desde el diario “El Siglo”, “Más que nunca —escri- 
bió— ahora írgamonos sobre el pedestal del derecho eterno e 
inmutable y repitamos que la pena de muerte aplicada a los 
hombres por los hombres, es un crimen horrible que deshonra 
a la humanidad”.** 

La abolición de la pena de muerte para los delitos políticos 
apareció entre las aspiraciones de los grupos principistas que se 
organizaron en partidos para la acción cívica después de la Paz 
del 6 de abril de 1872. El Partido Nacional y el Club Radical la 
incluyeron en sus programas. En 1878 José R. Mendoza se pro- 
nunció en favor de la abolición en un estudio publicado en la 
revista "El Panorama” que dirigía José A. Tavolara.””* 

En 1903 se inició una campaña en favor de la abolición de 
la pena de muerte. Se anunció que el Presidente de la República 
presentaría a las Cámaras un proyecto en ese sentido. El 4 de 
diciembre de ese año, el Dr. Pedro Figari pronunció una confe- 
rencia en el Ateneo abogando por la abolición de la pena de 
muerte. En ella expresó que no se proponía tratar la pena que 
debería sustituir a la de muerte sino solo demostrar “lo excesivo 
del patíbulo”. Se refirió extensamente a la ineficacia de la pena 
de muerte como pena ejemplarizante y afirmó que “la presun- 
ción de ser habidos y convictos detiene cien veces más, que el 
bárbaro e inicuo espantajo del cadalso”. Expresó que “por la 
dignidad humana y la dignidad social, más vale contar con 
una organización policial modelo” sin perjuicio de un sustitutivo 
penal que aceptaba de antemano, “toda vez que no suponga la 
violencia, la barbarie, la crueldad, innecesarias, o tal vez contra- 


202 “La Bandera Radical”. Montevideo, setiembre 24 de 1871. Tomo 
IL, pág. 439. 

203 "El Siglo”. Montevideo, setiembre 22 y 23 de 1871. Un año 
antes, en agosto de 1870, desde las mismas columnas de “El Siglo” el Dr. 
José Pedro Ramírez había puesto de manifiesto estas ideas contrarias a la 
pena de muerte al agradecer a las señoras Josefa De María de Artigas y 
Florinda M. de Artigas, su magnánima interposición ante el Presidente de 
la República General Lorenzo Batlle, por la vida del asesino de su hijo y 
esposo, Capitán José Artigas —nieto del prócer— que había sido conde- 
nado a muerte. ("El Siglo”. Montevideo, Agosto 23 y 25 de 1870). 

204 “El Panorama”, Montevideo, setiembre lo. de 1878, págs. 18-23. 
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producentes”. Finalizó su disertación refiriéndose a la irrepara- 
bilidad de la pena y exhortando a la mujer uruguaya a prestar su 
concurso a la causa abolicionista que patrocinaba.?” 


Esto determinó que el problema fuera estudiado en la pren- 
sa antes que en el Parlamento. El Dr. José Salgado y el Dr. José 
Irureta Goyena publicaron en el diario “El Siglo” una serie de 
artículos —recogidos luego en folletos por resolución de la Cá- 
mara de Representantes— en los que refutaban la conferencia 
del Dr. Figari. Ambos se pronunciaron contra la abolición aun- 
que se declararon abolicionistas cuando las condiciones sociales 
permitieran eliminar la pena de muerte sin peligro para la co- 
munidad. 


El Dr. Salgado, luego de referirse a la legitimidad de la 
pena de muerte desde un punto de vista teórico, señaló la incon- 
veniencia de suprimirla en muestro medio por el elevado índice 
de criminalidad y por la carencia de establecimientos carcelarios 
adecuados para cumplir la pena de reclusión indefinida que, a 
su juicio, en caso de abolición, debía ser aplicada. Señaló tam- 
bién la necesidad de modificar lo que de acuerdo a nuestra 
legislación penal, en su opinión, la hacía inmoral: las cuarenta 
y ocho horas de capilla y la publicidad de las ejecuciones.?%* 
Por su parte el Dr. José Irureta Goyena, después de reseñar 
las distintas posiciones doctrinarias sobre el problema de la 
pena de muerte y de referirse a su aplicación en nuestro medio 
refutando las opiniones sostenidas por el Dr. Figari, considera- 
ba que la pena de muerte era todavía necesaria en nuestro país 
y que debía esperarse aún, algunos años para llevar a cabo esa 
reforma; “si el progreso de la moralidad y el mejoramiento cre- 
ciente de las costumbres no es una vana quimera en nuestro país 
—escribió— no tardará en llegar la oportunidad de implantarla 
sin peligro alguno de la seguridad social. Es un error creer que 
se gana tiempo con precipitar la evolución de las instituciones. 
No hay práctica, por mala que parezca, que no sea susceptible 
de justificación en determinadas condiciones sociales”. “Para no- 
sotros —declaró— la supresión de la pena capital es un galar- 


205 “La Pena de Muerte. Conferencia leída en el Ateneo de Monte- 
video por el Dr. Pedro Figari, el día 4 de diciembre de 1903, Montevi- 
deo, 1903”, 

206 José Salgado: "La Pena de Muerte. Artículos publicados en “El 
Siglo” de Montevideo del 11 al 17 de diciembre de 1903, junio 29 y 
2, 5, 7 y 9 de julio de 1905.” Imprenta "El Siglo Ilustrado”. Montevideo. 
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dón que hay que conquistarlo previamente a base de cultura 
y perfeccionamiento moral de la sociedad”.*” La réplica del Dr. 
Figari se demoró a causa de la Revolución de 1904. Recién en 
marzo de 1905 reinició su campaña abolicionista desde las mis- 
mas columnas de “El Siglo” refutando, con informaciones esta- 
dísticas, los índices de criminalidad en nuestro país que, a juicio 
de los Drs. Irureta Goyena y Salgado, hacían necesaria la pena 
de muerte. Así mismo, con razonamientos de orden empírico, 
rebatió los argumentos clásicos que aquellos esgrimían sobre 
temibilidad y ejemplaridad de la pena de muerte. Señaló a ésta, 
entre otros defectos, el muy grave de su irreparabilidad, sobre 
el que puso su acento humanista. En la serie de artículos que 
publicó desde el 9 de mayo hasta el 21 de junio de ese año 
1905, el Dr. Figari situó el tema de la abolición de la pena 
de muerte, no en el plano doctrinario sino en el de la realidad 
nacional y lo trató con criterio de sociólogo antes que de jurista. 
Sus apreciaciones sobre las características de muestra raza; sobre 
el medio rural —donde se daban con mayor frecuencia los casos 
de criminalidad peligrosa— y sobre la idiosincracia de sus po- 
bladores, así lo revelan. Entendía que la penalidad debía tener 
en cuenta dichos elementos. Sostenía que una pena adecuada al 
medio era la que mejor contemplaba la necesidad de defensa 
que tenía la sociedad. Para el muestro, creía que era más eficaz 
la prisión perpetua que la de muerte, porque esta intimidaba 
menos que aquella. Por otra parte, estaba íntimamente conven- 
cido de los efectos moralizadores de una buena organización 
penitenciaria. Sus observaciones personales sobre la psicología 
de los penados y su conducta carcelaria le llevaban a confiar 
más en una reclusión severa, que en la “iniquidad social de 


los fusilamientos”.?"* 


La contraréplica del Dr. Salgado se hizo sentir cuando ya 
estaba en la Cámara el proyecto del Poder Ejecutivo. El Dr. Sal- 
gado rebatió la argumentación del Dr. Figari demostrando, prin- 
cipalmente, la inexactitud de las informaciones estadísticas en 
que el Dr, Figari basaba sus conclusiones. Sostuvo, además, que 
la mayor parte de los inconvenientes que el Poder Ejecutivo, en 
su mensaje, señalaba a la pena de muerte, se suprimirían si, 


207 José Irureta Goyena: “La Pena de Muerte”. págs, 41-42. 

208 Pedro Figari: “La Pena de Muerte. Veintidós artículos de po- 
lémica publicados en “El Siglo” de mayo 9 a junio 21 de 1905.” Monte- 
video. Imprenta “El Siglo Ilustrado”, 
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como ya lo había señalado, se evitaba la publicidad de las eje- 
cuciones, volviendo a la vieja práctica de aplicarla reservada- 
mente y suprimiendo las cuarenta y ocho horas de capilla, de 
ee que se aplicara, después de dictada, lo más pronto po- 
sible. 

El 27 de junio de 1905 el Poder Ejecutivo había enviado 
a la Asamblea General el proyecto de ley sobre abolición de la 
pena de muerte. No era nueva la idea en el Señor Batlle y 
Ordóñez. Ya en 1890, con motivo de la aplicación de la pena 
había escrito en “El Día” manifestándose radicalmente contra- 
rio a la pena de muerte, posición que renovó toda vez que la 
justicia dictaba una sentencia de ese carácter,” 


En el mensaje que acompañaba el proyecto, el presidente 
José Batlle y Ordóñez y su ministro Claudio Williman funda- 
mentaban la iniciativa en que esta pena, “que en su ejecución 
—decían— tiene que ocultarse cada día más en el fondo de las 
penitenciarías, porque repugna al sentimiento público, está lejos 
de imponerse como una consecuencia forzosa de las teorías sobre 
la naturaleza y el fin de la pena, sostenida por los tratadista de 
Derecho penal y, al contrario, se halla en pugna con las genero- 
sas y avanzadas”. El proyecto en su artículo 1° suprimía la pena 
de muerte establecida en el artículo 32 del Código Penal y 778 
del Código Militar. La Comisión de Legislación, a cuyo estudio 
pasó, en un extenso y exhaustivo informe suscrito el 18 de 
abril de 1906 por los Drs. José P. Massera, Aureliano Rodríguez 
Larreta, Alvaro Guillot, Juan Paullier, Adolfo H. Pérez Olave y 
Vicente Ponce de León —estos dos últimos discordes— aconsejó 
su aprobación con algunas variantes. En la sesión del 25 de junio 
de 1906, la Cámara comenzó a tratar el proyecto. Luego que 
Carlos Roxlo hubo expresado su apoyo basándose, fundamental- 
mente, en razones de orden sentimental, habló el Dr. Alfredo 
Vásquez Acevedo quien se pronunció contra la iniciativa del Poder 
Ejecutivo. Su posición frente al problema de la abolición de la 
pena de muerte se encuadraba dentro de la corriente sostenida 
por Carlos María Ramírez y más recientemente por los Drs. 
Salgado e Irureta Goyena en la controversia mantenida con el 
Dr. Figari. Comenzó diciendo: “Yo no soy partidario, señor Pre- 
sidente, de la abolición de la pena de muerte. Pienso hoy como 


¿209 Roberto B. Giúdice y Efrain González Conzi: “Batlle y el Batllis- 
mo”. Segunda edición. Montevideo, 1959, págs, 273-275, 
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pensaba cuando tuve el honor de formar parte de la Comisión 
de Código Penal; esto es: que la pena de muerte, con todos sus 
defectos, es en nuestro país una necesidad, ya que no tenemos 
otra capaz de reemplazarla, con el poder de intimidación que ella 
tiene, y, por consiguiente, que debemos mantenerla en nuestras 
leyes, siquiera sea para castigar los delitos calificados de atroces. 
Pero mi ánimo no es entrar al debate de esta gran cuestión. 
Deseo únicamente someter á la Honorable Cámara algunas re- 
flexiones sobre la necesidad de postergar para mejores tiempos 
la consideración del proyecto de ley presentado por el Poder 
Ejecutivo. La vida, más bien dicho, la seguridad personal y la 
propiedad privada, no están todavía entre nosotros suficientemen- 
te garantidas Ó al menos no están garantidas tan eficazmente 
como en otros países. Con harta frecuencia la noticia de graves 
crímenes de sangre conmueve á nuestras poblaciones; y la pren- 
sa de los Departamentos registra también muy á menudo infor- 
maciones sobre rudos ataques al derecho de propiedad, especial- 
mente en los distritos rurales, No hacemos nada ó hacemos muy 
poco para remediar ó disminuir esos males que tanto daño in- 
fieren al bienestar y á la prosperidad privada y á la prosperidad 
y al crédito de la República. Nuestras policías tienen una orga- 
nización imperfecta, y son deficientes. Es notorio que el per- 
sonal de ellas es muy escaso en toda la República, habiendo sec- 
ciones rurales de enorme extensión guardadas apenas por cuatro 
ó seis agentes del orden público. Las cárceles de los Departamen- 
tos, donde existen, y si es que pueden llamarse tales, son inse- 
guras. Los jueces no siempre tienen la ilustración, la inteligencia 
y el celo necesarios para la instrucción de los procesos, y no 
es raro que ésta se realice por jueces completamente legos, que 
pierden, por ignorancia ó ineptitud, los datos más indispensables 
para el esclarecimiento y castigo de los delitos. La legislación 
procesal es sumamente imperfecta. De acuerdo con ella, basta 
que á un mal Fiscal se le ocurra pedir el sobreseimiento en una 
causa, por grave que ella sea, para que el Juez deba mandarla 
archivar, poniendo en libertad á los procesados. 


Las sentencias de todas las causas graves se dictan en virtud 
de veredictos pronunciados por jurados de Montevideo, que for- 
man juicio sin oir a los testigos, y en mérito de un proceso 
escrito, mal leído y peor escuchado. Por último, domina en nues- 
tro país, por efecto de un sentimentalismo exagerado de raza, un 
espíritu de benevolencia en favor de los reos que se extiende á 
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los magistrados, á los jurados y aún á los altos Poderes del Es- 
tado”. 


Ante las manifestaciones de otros legisladores contrarias a 
esta aseveración, el Dr. Vásquez Acevedo prosiguió: “No hago 
una afirmación que no pueda fácilmente justificarse. Podría pre- 
sentar diarios en que han sido publicadas hasta tres sentencias 
del Tribunal Superior de Justicia, en que se censura á los Fisca- 
les por haber pedido pena inferior á la marcada por las leyes: 
y es muy frecuente encontrar veredictos publicados en que los 
tres Ministros del Tribunal de Justicia, es decir, los tres más 
altos magistrados en el orden judicial, firman discordes por no 
haber podido aceptar las declaraciones benignas de los jurados. 

Todo esto lo saben los criminales; con todo esto cuentan 
antes de lanzarse á delinquir; cuentan con librarse de la policía 
por falta de guardianes; cuentan con escaparse de las cárceles 
de los Departamentos, aprovechándose de una puerta mal cerrada 
ó de un muro demasiado bajo: cuentan con burlar la sanción 
penal, mediante la impericia de un Juez ó la imperfección de la 
ley procesal, y para el caso de que todo esto les falle, todavía 
confían en una evasión de la Penitenciaría, en un anticipo de la 
liberación condicional ó en la conmutación de la pena...” 

“Ahora bien, señor Presidente: ante tal situación, ¿es pru- 
dente, es razonable aventurarse á suprimir la pena de muerte, 
dando así una facilidad más á los grandes criminales para de- 
linquir? No: lo razonable, lo prudente sería empezar por ase- 
gurar en toda la República la represión de los delitos, por asegu- 
rar la efectividad de las penas, por salvar, en una palabra, todas 
las deficiencias de la justicia penal, en el orden administrativo, 
en el orden judicial, en la legislación misma. De otra manera, 
la abolición de la pena de muerte producirá entre los ha- 
bitantes de la República, especialmente de la campaña, una 
alarma honda y justificada; y en vez de enaltecer á la Re- 
pública, como se desea y se busca, mo haremos más que 
desprestigiarla ante propios y extraños. Las naciones se acre- 
ditan más por la prudencia de sus leyes y la sensatez de 
sus procederes, que por sus iniciativas avanzadas. No hay apuro 
en realizar una reforma tan trascendental. Las naciones que 
están á la cabeza de la civilización, la Inglaterra, la Francia, 
los Estados Unidos, la Alemania y muchas otras, vienen discu- 
tiendo, hace larguísimos años, la abolición de la pena de muerte 
y no se han atrevido todavía a decretarla. Todos los pueblos 
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hermanos de la América Latina, entre los cuales hay muchos 
que tienen más medios que nosotros, tampoco sé han animado 
á abolir la pena de muerte. ¿Tendríamos nosotros, acaso, la 
pretensión de pensar con más acierto que los sesudos pueblos 
sajones? ¿Tendríamos, acaso, nosotros, la pretensión de ser más 
generosos, mas humanitarios que la Francia, esa constante ins- 
piradora de los grandes ideales de nuestra raza? Nos falta ade- 
más, señor Presidente, una base sólida y firme para pronunciar- 
nos sobre una cuestión tan grave. No bastan los datos que su- 
ministran la observación y la ciencia ajenas: necesitamos hacer 
observación y ciencia propias; necesitamos estudiar la crimina- 
lidad en nuestro país, saber cuáles son los factores que entran 
en ella, si crece Ó si aumenta, la influencia que en el crecimiento 
ó aumento tiene la penalidad, y muchas otras circunstancias Sin 
las cuales es imposible formar un juicio acabado. Esos datos no 
los puede suministrar sino una estadística formal, completa, bien 
organizada. La que tenemos es completamente defectuosa: nues- 
tros criminalistas no han podido entenderse respecto del valor 
de sus cifras en los debates que acaban de sostener preci- 
samente con motivo de este proyecto de ley. Es preciso 
crear una oficina especial de estadística criminal, como se 
ha pensado alguna vez, bajo la dirección de personas aptas y 
especialmente preparadas, que vayan reuniendo todos los datos 
relativos á la criminalidad de la República, á fin de que en el 
transcurso de unos cuantos años los Poderes públicos se hallen ha- 
bilitados para pronunciarse con entero acierto sobre la cuestión 
de la pena de muerte, lo mismo que sobre una multitud de otras 
cuestiones de justicia penal. Mientras tanto, no €s posible resolver 
nada: correríamos el riesgo de abolir la pena de muerte hoy, 


para tener que restablecerla mañana, como ha sucedido ya en 
» 210 


algunos países”. 

ña la discusión particular del proyecto, el diputado Juan 
Francisco Lacoste propuso una enmienda al artículo PL relativa 
al mantenimiento de la pena de muerte para los militares en 
tiempo de guerra, que provocó un acalorado debate, cuyo resul- 
tado fue el envío del proyecto a informe de la Comisión de Mi- 
licias. Esta se pronunció en contra de la enmienda del Sr. La- 
coste. Al tratarse en Cámara, el tema dió origen a una prolon- 
gada discusión que transcurrió durante varias sesiones. En la del 


210 "Diario de Sesiones de la H. Cámara de Representantes”. Mon- 
tevideo, 1907. Tomo CLXXXVIIL, págs. 109-111. 
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día 27 de octubre de 1906, el Dr. Vásquez Acevedo manifestó 
que, a pesar de ser contrario a la abolición de la pena de muerte, 
si ésta se establecía para los delitos comunes, “lógica y racional- 
mente” debía extenderse a los delitos militares. Se propusieron 
fórmulas sustitutivas resultando aprobada la supresión de la pena 
de muerte establecida en el Código Penal, y en el Militar “en 
cuanto se relaciona con los delitos cometidos en tiempos de paz”. 


El estudio del artículo 2° del proyecto del Poder Ejecutivo 
en el que se sustituía la pena de muerte por la de penitenciaría 
por tiempo indeterminado, con un mínimum de treinta años, 
provocó igualmente un intenso debate en el cual, el diputado 
Dr, José Pedro Massera, miembro informante de la Comisión, 
propuso un artículo sustitutivo. En él no se fijaba término a 
la pena. Los jueces en ningún caso podían fijar su duración que 
tendría un máximum de cuarenta años y un mínimum de trein- 
ta. Después de los treinta se podría conceder la liberación con- 
dicional. Esta sería acordada, a pedido de los penados, por la 
Alta Corte de Justicia, por mayoría de votos y en determinadas 
condiciones. El Dr. Vásquez Acevedo formuló algunas observa- 
ciones a esta fórmula del Dr. Massera. "Yo señor Presidente, 
—comenzó diciendo— soy, como lo he manifestado en sesiones 
anteriores, adversario de este proyecto; pero creo que tenemos 
el deber, todos los miembros de la Cámara, de concurrir á que 
sea sancionado en las mejores condiciones posibles. En ese sen- 
tido voy á intervenir en la discusión, para tratar de hacer pre- 
valecer algunas ideas que considero justas. Yo estoy conforme 
con la pena de penitenciaría por tiempo indeterminado— ya que 
no tememos otra mejor com qué reemplazar á la de muerte. La 
pena de penitenciaría indeterminada, reune las ventajas de la 
reclusión perpetua de los grandes criminales, sin sus inconve- 
nientes. Estoy conforme, también con la limitación de término 
que se fija para el otorgamiento de la libertad condicional; pero 
participo de las opiniones del doctor Vidal, sobre la inconve- 
niencia de señalar un máximum á la indeterminación. El pro- 
yecto prevé el caso de que el criminal se corrija, y á ese efecto 
establece que, vencidos los treinta años, es decir, cuando ya ha 
sufrido un castigo bastante fuerte, pueda ser liberado, si ha dado 
muestras de corrección moral; pero no prevé el caso de que no 
se corrija, como puede suceder, —como debe suceder en mu- 
chísimas ocasiones. Tiene razón el señor diputado Vidal: hay 
criminales incorregibles, que no se enmiendan nunca; que perse- 
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veran en sus tendencias malas, ¿Qué se hace con ellos? La so- 
ciedad, que puede poner en libertad á los treinta años al indivi- 
duo que se ha corregido, ¿no tendrá el derecho de prolongar su 
eliminación de la sociedad, cuando haya llegado á los cuarenta 
años sin dar muestra alguna de corrección? Más aún: cuando 
haya dado pruebas ciertas de no estar corregido, Ó cuando haya 
vuelto a delinquir, porque supongo que el proyecto no prevé la 
posibilidad de volver á aplicar otros cuarenta años de peniten- 
ciaría indeterminada al delincuente ya condenado á esa pena 
una vez; presumo que los cuarenta años es el máximum de tiem- 
po que un reo puede estar en la penitenciaría, según el proyecto: 
por consiguiente, si á los 39 años vuelve á cometer otro homi- 
cidio con brutal ferocidad, por ejemplo, ¿habrá que ponerlo en 
libertad al año siguiente?” 


Más adelante dijo: “Si la sociedad tiene el deber de antici- 
par la liberación de los condenados que han dado pruebas de 
corrección, ¿por qué no ha de tener el derecho de retener en 
la cárcel después de los cuarenta años al que ha dado pruebas 
de no estar corregido? La lógica así lo exigiría. Naturalmente 
me pongo en el caso de un individuo que ha cometido un cri- 
men tan grave que merecería con arreglo á las leyes la pena 
de muerte. Esta es la objeción fundamental que hago al proyecto 
en discusión. Yo suprimiría, pues, el máximum fijado á la pena 
de penitenciaria”. 

Agregó a continuación: “En lo demás, acepto el primer 
inciso del nuevo proyecto, porque considero útiles las modifica- 
ciones que se han hecho al primitivo proyecto de la Comisión 
de Legislación. 


En los otros incisos hay disposiciones que reputo inconve- 
nientes y en primer término la que se refiere á la manera de 
acordar la liberación condicional; creo mala la modificación que 
se quiere introducir en las disposiciones del Código Penal vi- 
gente sobre el número de votos de los miembros del Tribunal 
que ha de acordar la liberación condicional. Acompañaría al 
señor diputado Massera en la reforma del Código Penal sobre 
el punto, tratándose de otros delitos, pero mo de los que se 
castigan hasta ahora con la pena de muerte, Para esos delitos 
debe conservarse el requisito de la unanimidad de votos de la 
Alta Corte, porque ya se da un paso muy avanzado con la abo- 
lición de la pena de muerte”. “No debe olvidarse —+expresó— 
que al abolir la terrible pena de muerte, la sustituímos con otra 
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pena relativamente benigna, como es la de penitenciaría, que no 
puede pesar del mismo modo en el ánimo de los delincuentes; 
y si todavía damos facilidades en lugar de poner restricciones, 
al otorgamiento de la liberación condicional, hacemos más fácil 
la comisión de los delitos que está destinada á reprimir esta 
ley. Yo he hecho, además, valer en otra oportunidad una con- 
sideración que reputo fuerte; me refiero al espíritu de benigni- 
dad que domina en muestro país en directores de cárceles, en 
Tribunales y en las autoridades públicas”, 


Ante objeciones del Dr. Massera, partidario de “la escuela 
de la blandura”, el Dr. Vásquez Acevedo insistió en que había 
que “tomar precauciones para que la pena tenga verdadero efec- 
to de intimidación y no se mire con desdén”. 


La última observación que formuló se refería a los requisi- 
tos exigidos para acordar la liberación condicional. “Establecen 
los proyectos —dijo— que se tendrá en cuenta para acordar la 
liberación condicional, la opinión del Ministerio público y la 
opinión del director del establecimiento penal. Yo le agregaría 
también: “Las anotaciones de los Registros carcelarios”, —por- 
que creo que no tiene valor suficiente la opinión del director de 
la Penitenciaría, si esa opinión no está apoyada en las anotacio- 
nes minuciosas que se hayan llevado en los Registros sobre la 
conducta del reo durante el transcurso de los últimos quince 
años; —eso es lo único que puede dar fuerza á los informes de 
los directores de las cárceles”. 


Terminó su intervención proponiendo los siguientes artícu- 
los sustitutivos de los del proyecto de la Comisión de Legisla- 
ción: “Artículo 2? La pena de muerte en los casos a que se re- 
fiere el artículo anterior, será sustituida por la de penitenciaría 
por tiempo indeterminado. 


Artículo 3% Vencido el término de treinta años, la Alta 
Corte de Justicia, por unanimidad de votos, acordará la libertad 
condicional á los condenados que durante la última mitad de 
dicho término hubieren dado pruebas ciertas de buena conducta 
y corrección moral. 

Para resolver, la Alta Corte oirá al Ministerio público, y 
tendrá en consideración los informes de los directores del esta- 
blecimiento penal, así como las anotaciones de los Registros 
carcelarios. 


Art. 4? Los liberados quedarán sometidos á la vigilancia 
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especial de la autoridad y sujetos á las obligaciones establecidas 
en el artículo 47 del Código Penal. 

Si tuvieren mala conducta ó quebrantasen esas obligaciones, 
les será revocada por la Alta Corte la libertad concedida, restitu- 
yéndoseles á la penitenciaría, sin que puedan optar más a la li- 
beración”.?* 

En el debate que siguió, estos artículos no fueron aproba- 
dos. La Cámara dió sus votos a los artículos propuestos por la 
Comisión de Legislación con una enmienda —el inciso 4o. del 
art. 20.— del Dr. Martín C. Martínez, respecto al número de 
votos que se requerían en la Alta Corte de Justicia para otorgar 
la libertad condicional: cuatro si son cinco sus miembros o 
cinco si los miembros de la Alta Corte son seis. 

El diputado Dr. Manuel Tiscornía propuso un artículo adi- 
tivo relativo a la derogación del inciso 20. del artículo 37 del 
Código Penal, que establecía que en la imposición de la pena, 
debe descontarse el tiempo de detención efectiva sufrida por el 
procesado hasta la sentencia ejecutoriada y que tratándose de 
pena de penitenciaría, el descuento se hará en la proporción de 
dos días de detención por uno de penitenciaría. En la sesión 
del 6 de noviembre se trató el artículo propuesto por el Dr. 
Tiscornia. El Dr. Vásquez Acevedo se manifestó contrario al 
mismo. “El inciso segundo del artículo 37 del Código Penal 
—dijo— establece que a los condenados a pena de penitenciaría 
se les computará el tiempo de detención preventiva que hayan 
sufrido en la proporción de dos días de prisión por uno de 
penitenciaría. El proyecto del Dr. Tiscornia, al suprimir este 
inciso del Código Penal, coloca en igualdad de condiciones a la 
prisión preventiva y a la pena de penitenciaría. Lo mismo vale 
para el Dr. Tiscornia un día de detención que un día de peni- 
tenciaría. Yo creo que hay un error grave en esto. La prisión 
preventiva no representa una violencia, un dolor moral compa- 
rable con el de un día de penitenciaría, puesto que durante 
aquella el encausado mo tiene más que una simple restricción 
de su libertad; no pesa sobre él la obligación de trabajar ni 
ninguna de las otras violencias a que están expuestos los con- 
denados a penitenciaría. Me parece pues, que no hay razón para 
computar como iguales un día de prisión preventiva y un día 
de penitenciaría. La disposición de nuestro Código envuelve un 
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progreso sobre las prescripciones de otros Códigos, que no com- 
putan la prisión preventiva absolutamente o dejan librado el 
cómputo a los jueces y se halla de acuerdo con las legislaciones 
de otros países adelantados. Así es que yo, por mi parte, votaré 
en contra del artículo presentado por el Dr. Tiscornia”.*** 

El tema fue debatido intensamente. El Dr. Vásquez Ace- 
vedo sostuvo su punto de vista frente al Dr. Massera quien apoyó 
el artículo propuesto por el Dr. Tiscornia el que, después de 
discutido, fue rechazado. 

El Dr. Vásquez Acevedo tuvo todavía otra intervención en 
la discusión de este proyecto cuando el diputado Laureano B. 
Brito propuso un nuevo artículo aditivo, en el que se decía que 
la pena de muerte que quedaba subsistente para los delitos mili- 
tares en tiempo de guerra, “será aplicada en los delitos que 
afectan a la disciplina militar”. Manifestó entonces el Dr. Vás- 
quez Acevedo que él tenía el propósito de proponer una am- 
pliación de lo sancionado en el artículo 1% en análogo sentido 
a la moción que había hecho el diputado Sr. Brito, “pero con 
alcance distinto”. 

“El artículo 1° —expresó— que ha sido sancionado ya por 
la Honorable Cámara, dice lo siguiente: “Queda abolida la pena 
de muerte que establece el Código Penal”; y después agrega: 
“Queda igualmente abolida la pena de muerte que establece el 
Código Militar en cuanto se relaciona con los delitos cometidos 
en tiempo de paz”. 

Con arreglo á esta última disposición, los delitos comunes, 
como el homicidio, parricidio, etcétera, cometidos por militares en 
tiempo de guerra, cualquiera que sea el lugar en que se ejecu- 
ten, dentro de lo dispuesto por el artículo 711 del Código Mi- 
litar, serán punibles con la pena de muerte. 

Con arreglo á la misma disposición, también serán castiga- 
dos con la pena de muerte algunos delitos genuinamente mili- 
tares y los actos de insubordinación á que se refiere el proyecto 
del señor diputado Brito, esos actos calificados com el nombre 
de maltrato en los artículos 856, 858 y 860 del Código Militar, 
que no tiene una gravedad suma, ni acusan en sus autores índole 
criminal ni instintos ó sentimientos peligrosos y que sólo se 
reprimen por las exigencias de la disciplina militar. El señor di- 
putado Brito conserva la pena de muerte para esos actos, cuando 
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se cometan en tiempo de guerra, cualquiera que sea el lugar, den- 
tro de las disposiciones actuales del Código Militar. Según su 
proyecto sólo estarían exceptuados de la pena de muerte en tiem- 
po de guerra, el asesinato, el parricidio y los otros delitos co- 
munes que tienen esa pena. Los actos de insubordinación come- 
tidos en tiempo de guerra permanecerán siempre sujetos á las 
penas del Código Militar, aunque se ejecuten fuera de cuerpo 
de ejército, plaza sitiada Ó militarizada. Yo no considero esto 
justo ni razonable, una vez abolida la pena de muerte para los 
delitos del fuero común y aún los del fuero militar, en tiempo 
de paz. Lo observó ya el diputado Rodríguez Larreta en una 
sesión anterior. No iba tan lejos el proyecto del señor diputado 
Lacoste, que inició la reacción contra los términos absolutos del 
proyecto del Gobierno y de la Comisión de Legislación. Ese 
proyecto mantenía la pena de muerte, establecida por el Código 
Militar, sólo para los delitos comunes de militares y delitos mi- 
litares cometidos en cuerpo de ejército, plaza militar ó militari- 
zada. Y esa es la única excepción que puede admitirse, sin 
incurrir en una injusticia cruel, Un homicidio cometido por un 
soldado, dentro de un cuartel, en Montevideo, por ejemplo, 
cuando la guerra está localizada al Norte del Río Negro, —un 
acto de insubordinación de los que señala el Código Militar en 
sus artículos 856, 858 y 860, —y aún otros delitos de carácter 
militar, ejecutados fuera de cuerpo de ejército ó plaza sitiada, no 
pueden castigarse con pena de muerte, cuando se impone sólo 
la de penitenciaría aún á los autores reincidentes de homicidios 
atroces. 

Por mi parte declaro que tratándose de los delitos de ca- 
rácter puramente militar, y especialmente de los actos de simple 
insubordinación, siempre he creído cruel la aplicación de la 
pena de muerte establecida por el Código Militar, y no obstante 
ser contrario á la abolición absoluta de esta pena, habría, sin 
vacilaciones, adherido en todo tiempo á la derogación de las 

disposiciones relativas de dicho Código”. 
f De acuerdo a estas ideas propuso el siguiente artículo: 
“Artículo 4o. Están comprendidos en el segundo inciso del ar- 
tículo lo. los delitos castigados con pena de muerte por el Có- 
digo Militar, que se cometan aún en tiempo de guerra, pero 


fuera de cuerpo de ejército, plaza sitiada o militarizada”.*** 
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Como los anteriores artículos este también dio lugar a una 
agitada discusión al cabo de la cual el diputado Brito presentó 
una nueva fórmula, idéntica a la presentada por el Dr. Vásquez 
Acevedo, que resultó aprobada. Ese día 6 de noviembre de 1906 
quedó sancionado el proyecto. En el Senado sufrió algunas mo- 
dificaciones.*** Volvió a la Cámara de Representantes. La Co- 
misión de Legislación aconsejó la aceptación de las modificacio- 
nes “por considerar que se inspiran en los más nobles y avanzados 
móviles y que completan el principio de la abolición de la pena 
de muerte que esta Cámara había aceptado con alguna timidez”. 
Señalaba que “la reforma más importante consistía en la extensión 
de la abolición de la pena de muerte a todos los casos previstos 
tanto en el Código Penal como en el Código Militar, entrando 
así de lleno en la vía franca y lógica del proyecto del Poder 
Ejecutivo...” La Cámara sancionó el proyecto el 21 de setiem- 
bre de 1907 sin discusión. Los Drs. Adolfo H. Perez Olave y 
Francisco Accinelli dejaron expresa constancia de su voto en 
contra. El Dr. Vásquez Acevedo no asistió a la sesión.” La ley 
que abolió la pena de muerte fue promulgada por el Poder 
Eejcutivo el 23 de setiembre de 1907. 


XXIV 


Al estudiar la actuación legislativa del Dr. Alfredo Vásquez 
Acevedo en 1907 tenemos que referirnos a la intervención que 
le cupo en la discusión del proyecto de ley de divorcio. 

Su maestro y orientador en materia jurídica fue el Dr. 
Eduardo Acevedo, cuyo “Proyecto de Código Civil para la Repú- 
blica Oriental del Uruguay” publicado en 1852 establecía el 
matrimonio civil obligatorio, el registro civil separado de la igle- 
sia, y disposiciones muy avanzadas en materia de divorcio o se- 
paración de los cónyugues en cuanto a la habitación. El proyecto 
de Código Civil de Eduardo Acevedo fue aprobado por la Cá- 
mara de Representantes en 1857, pero la oposición de la Iglesia 
Católica obstó a su sanción definitiva a pesar de los intentos 
realizados en 1863. Vásquez Acevedo era partidario de la ley 
de divorcio: tenía convicción formada al respecto; no lo inhibía 
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para ello ningún motivo de orden religioso, pero percibía que 
un sector, acaso mayoritario de nuestra sociedad, era contrario 
a su sanción. Ese sector de tradición católica estaba formado, 
entre otros, por núcleos militantes e influyentes en el Partido 
Nacional del que Vásquez Acevedo era figura prominente. Sin 
perjuicio de haber votado de acuerdo con sus convicciones, sólo 
intervino en forma activa en una parte de la discusión de la 
ley. A esa intervención se refiere en el siguiente pasaje de su 
Memoria: “Partidario convencido desde mucho tiempo atrás de 
la necesidad y justicia del divorcio, en ciertos casos, no vacilé en 
ponerme del lado de sus sostenedores, aunque estaba seguro de 
incurrir en el desagrado de muchos amigos políticos y sabía que 
no sería secundado por compañeros caracterizados del grupo na- 
cionalista, incluso algunos conocidamente liberales. Creí que 
debía ser fiel a la regla de conducta que me había trazado al 
ingresar a las Cámaras, sirviendo las ideas que juzgaba útiles y 
buenas, sin preocuparme de ninguna otra cosa. En la discusión 
particular de la ley combatí con empeño el divorcio por mutuo 
consentimiento y varias otras prescripciones erróneas o perjudi- 


ciales”,”* 


El proyecto de ley había sido presentado por el Dr. Carlos 
Oneto y Viana el 6 de mayo de 1905.”” En la sesión del 9 de 
setiembre de ese año, la Cámara de Representantes inició su 
estudio cuando se hacían oir voces hostiles contra la iniciativa. 
La Iglesia lo había condenado en la Pastoral que el Arzobispo 
de Montevideo, Monseñor Mariano Soler había dado el 30 de 
agosto de 1905.” Un Comité integrado por los Drs. Joaquín de 
Salterain, Manuel Herrero y Espinosa, José P. Massera y Sres. 
Ricardo Sánchez, Juan C. Quinteros, José C. Pérez Alvarez, Eze- 
quiel Baillo, Juan R. Dobal y Pedro Lezama Morrison, presti- 
giaba la propaganda contra el proyecto, que incluía conferencias 
públicas sobre el tema. Una solicitud en el mismo sentido fue 
dirigida por un núcleo numeroso de damas a la Cámara de Re- 
presentantes donde había una opinión general favorable á su 
sanción. En la sesión del 9 de setiembre ésta inició su estudio. 
La Comisión de Legislación integrada por los representantes Juan 
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Paullier, Adolfo H. Pérez Olave, Emilio Barbaroux, Alvaro 
Guillot, Aureliano Rodríguez Larreta, José P. Massera y Vicente 
Ponce de León —estos tres últimos discordes— se había pro- 
nunciado sobre el proyecto el 22 de agosto de 1905 aconsejando 
su sanción, no solo porque esta ley —decía— "constituye para 
el país un evidente progreso en las esferas del orden político y 
social, sino principalmente, desde el punto de vista jurídico, por 
cuanto importa la consagración de principios esenciales que de- 
ben regir la institución del matrimonio civil, a la vez que com- 
plementa su naturaleza jurídica de contrato”. La Comisión hacía 
suyos los fundamentos expuestos por el Dr. Oneto y Viana al 
presentar el proyecto y anunciaba que en la discusión particular 
se proponía introducir algunas modificaciones en su articulado.?*” 


En realidad, la Comisión de Legislación, dividida en sus 
opiniones respecto al proyecto, no llegó a producir un informe 
que ilustrara a la Cámara sobre el tema. Asi lo hizo notar el 
Dr. Aureliano Rodríguez Larreta quien mocionó para que el 
asunto volviera a Comisión y ésta se expidiera en mayoría y 
minoría mediante informes escritos fundados; la Cámara debía 
ser citada nuevamente con veinte días de anticipación. Conside- 
raba el Dr. Rodríguez Larreta que ésta sería una medida 
sensata ya que recién entonces se estaba debatiendo pública- 
mente el tema. Señaló que en el momento de la presentación 
del proyecto del Dr. Oneto y Viana, no había ambiente para 
su consideración. Hizo también referencia, para justificar su mo- 
ción, a los disturbios que se habían producido en el Ateneo de 
Montevideo cuando, el Sr. Amaro Carve intentó pronunciar una 
conferencia contra el proyecto, razón por la cual el Dr. Amadeo 
Almada desistió del propósito de pronunciar la que tenía pen- 
sada, que en aquellos momentos estaba publicando "La Tribuna 
Popbular”?*” El Dr. Pérez Olave, miembro informante de la Co- 
misión, explicó a continuación, que el artículo 66 del Regla- 
mento la autorizaba a pronunciarse verbalmente, mediante su 
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miembro informante, cuando no creía necesario el informe es- 
crito. 


La moción de aplazamiento no contó con la aprobación de 
la Cámara aunque sí con el apoyo de los representantes Manuel 
Tiscornia, Juan Paullier y Carlos Roxlo. En la discusión general, 
el Dr. Pérez Olave hizo la defensa del informe de la Comisión 
y del proyecto en una extensa disertación que absorbió varias 
sesiones. El tema promovió amplias exposiciones en las que los 
oradores defendieron o atacaron el principio del divorcio con 
argumentos de orden histórico, social, religioso, moral, jurídico 
y aun constitucional. El debate se prolongó hasta diciembre de 
ese año 1905. Quedó interrumpido en la sesión del 11 de dicho 
mes cuando hacía uso de la palabra Carlos Roxlo quien había 
iniciado su exposición en la sesión del día 5 de diciembre. Se 
reanudó el 21 de abril de 1906. Roxlo, ausente en Buenos Aires, 
no compareció entonces a continuar su exposición. Más tarde, 
cuando se inició la discusión particular, el 8 de enero de 1907 
retomó la palabra pero tampoco en esta oportunidad, pudo dar 
fin al desarrollo de sus ideas que luego fueron recogidas en un 
folleto.?** 


En esa sesión del 21 de abril el Dr. Carlos Oneto y Viana, 
como autor del proyecto, contestó las objeciones que le habían 
formulado Vicente Ponce de León, Manuel Tiscornia, Aureliano 
Rodríguez Larreta y Carlos Roxlo. Expresó que, consciente de la 
trascendencia del proyecto que había presentado y de la reso- 
nancia que estaba llamado a tener, no era su intención imponer 
a la Cámara determinado articulado, sino presentar un principio, 
incorporado a la legislación de la humanidad civilizada, para 
que lo tomara en consideración. Expresó también la satisfacción 
que tuvo al comprobar el ambiente favorable que había en ella 
para su iniciativa. Al señalar las adhesiones personales que en- 
contró dentro de la Cámara, mencionó especialmente al Dr. Al- 
fredo Vásquez Acevedo. Agregó que tuvo en cuenta para la 
presentación del proyecto el ambiente liberal que presentaba el 
país en esos momentos. Manifestó que sus propósitos no era de 
agresión religiosa, aunque comprendía que el proyecto hería a la 
Religión Católica. Se refirió a la esperada reacción del senti- 
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miento religioso y a la solicitud contraria presentada a la Cá- 
mara por un núcleo de damas uruguayas. Negó que su proyecto 
implicara un ataque a los derechos de la mujer y refutó el ar- 
gumento de inconstitucionalidad que se había hecho. Admitió que 
el proyecto hiriera a la Iglesia Católica pero, declaró, que ello 
no le preocupaba, dada su posición filosófica. Consideraba pre- 
juicios los ataques al divorcio en nombre de la tradición y ab- 
surdas las apreciaciones de orden moral formuladas por los anti 
divorcistas. Antes de cerrase la discusión el Dr. Luis Ponce de 
León manifestó su opinión contraria al proyecto insistiendo en 
su inconstitucionalidad, y en sus efectos perniciosos para la so- 
ciedad. Por el contrario, el Dr. Luis Alberto de Herrera expresó 
su Opinión favorable al proyecto, considerándolo útil y justo, 
independientemente de cualquier otra apreciación. Profesando 
opiniones filosóficas liberales, se creía obligado a votarlo afir- 
mativamente. Doroteo Navarrete también se pronunció par- 
tidario de su sanción, mientras que el diputado Casaravilla 
Vidal declaró su oposición al mismo por razones religiosas y por 
la convicción de que la sociedad uruguaya no estaba preparada 
para esta reforma. Clausurado el debate, el proyecto fue apro- 
bado en discusión general y votación nominal por treinta y siete 
votos contra trece.”* En la sesión del 8 de enero de 1907 se 
inició la discusión particular del proyecto. En la Cámara existía 
una mayoría favorable que aseguraba de antemano su sanción, 
de ahí que sin mayor incidencia se aprobaron los 23 primeros 
artículos, El problema más importante se planteó alrededor del 
artículo 3°, que establecía que el mutuo consentimiento no era 
causal de divorcio ni autorizaba la separación de los esposos. El 
Dr. Areco propuso un artículo sustitutivo en el que consagraba 
el divorcio por mutuo consentimiento. Luego de debatido el 
punto se rechazó el artículo 3° del proyecto, pero no resultó 
afirmativa la votación del artículo sustitutivo propuesto por el 
Dr. Areco. Al entrarse al estudio del artículo 24, relativo a las 
penas pecuniarias para el cónyuge que hubiera dado motivos 
para el divorcio, el Dr. Oneto y Viana solicitó que se suspen- 
diera la consideración del proyecto porque el Dr. Alfredo Vásquez 
Acevedo, ausente de la sesión por enfermedad, le había manifes- 
tado oportunamente que tenía que hacerle algunas modificacio- 
nes que juzgaba importantes. Esto ocurría el 15 de enero de 
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1907. En la sesión siguiente del día 29 el Dr. Vásquez Acevedo 
formuló una serie de observaciones a los artículos que se habían 
sancionado anteriormente, durante su ausencia, por lo cual pidió 
su reconsideración. El Dr. Oneto y Viana se opuso. Desechó las 
observaciones del Dr. Vásquez Acevedo con el que debatió cada 
una de ellas, admitiendo solamente la relativa al artículo 16 
que prohibía al marido toda venta o gravamen en los bienes 
de la sociedad conyugal una vez decretada por el juez la separa- 
ción provisional, en caso de que se tratara de un negocio. El 
Dr. Oneto y Viana declaró que no lo había tenido en cuenta 
sino que se había atenido al caso de bienes raíces. El Dr. Arturo 
Lussich también se opuso a la reconsideración solicitada por el 
Dr. Vásquez Acevedo si esa reconsideración era total sobre los 
artículos ya sancionados, temeroso de que pudiera aprobarse el 
divorcio por mutuo consentimiento que había sido rechazado por 
muy pocos votos. Solo votaría la reconsideración —dijo— si ella 
se refiriese solamente a los artículos impugnados por Vásquez 
Acevedo. En igual sentido se pronunció Carlos Roxlo. 


El Dr. Vásquez Acevedo dijo que a él no le preocupaba 
"la solución de las cuestiones que puedan venir de una manera 
imprevista. Lo que yo tengo en cuenta —declaró— es sostener 
y hacer prevalecer las ideas justas que profeso. No me impor- 
tan —agregó— las consecuencias que pueda tener la moción que 
he hecho. Defenderé mis opiniones y combatiré las que sean 
contrarias; y la responsabilidad de lo que se sancione pesará 
sobre quien corresponda”. 

Propuso entonces la reconsideración de los artículos 2, 5, 6, 
7, 9, 10, 12, 14, 16, 17 y 22 del proyecto de la Comisión. El 
Dr. Lussich propuso que Vásquez Acevedo agregara “a efectos 
de las modificaciones propuestas”, por que podía la reconsidera- 
ción dar lugar a que se modificara fundamentalmente el sentido 
del urtículo 2 relativo a los casos en que podía pedirse el divor- 
cio. El Dr. Manini Ríos en cambio, aceptaba la reconsideración 
amplia, para modificarlos en cualquier sentido. Los Dres. Areco 
y Arena estuvieron de acuerdo con él. El Dr. Alvaro Guillot 
propuso que la moción de reconsideración del Dr. Vásquez Ace- 
vedo se votara artículo por artículo, Puesta a votación esta fór- 
mula de reconsideración fraccionada, resultó aprobada. Reiniciado 
el estudio de la ley en estas condiciones, al reconsiderarse el ar- 
tículo 2* relativo a las causales de divorcio, el Dr. Vásquez Ace- 
vedo propuso una nueva fórmula para el inciso 3? del artículo 
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2%: “Cuando el marido trata cruelmente a su mujer dándole 
golpes con reiteración o infiriéndole lesiones graves o poniendo 
en peligro su vida”, Carlos Roxlo fue el primero en hablar, no 
para pronunciarse sobre la nueva fórmula propuesta por el Dr. 
Vásquez Acevedo sino para plantear un problema que llevó 
al Dr. Vásquez Acevedo a puntualizar su opinión sobre el di- 
vorcio y el proyecto, opinión que no había manifestado en la 
discusión general de la que estuvo generalmente ausente. Plan- 
teó Roxlo el problema de que, por el artículo 2°, el divorcio 
por adulterio no traía otra sanción que la disolución del vínculo 
pudiendo la mujer adúltera casarse con el cómplice de su falta. 
Roxlo dijo que “el divorcio por adulterio, consintiendo el enlace 
de los cómplices de esa falta o de esa culpa, es un gravísimo 
error. Es un premio o un aliciente”, 


El Dr. Vásquez Acevedo intervino entonces para señalar 
que “el Código Civil entre los impedimentos dirimentes para 
casarse, señala el del adúltero o adúltera con su cómplice”. El 
Dr. Oneto y Viana expresó que el proyecto derogaba toda dis- 
posición en contrario, El Dr. Vásquez Acevedo declaró entonces 
que en esas condiciones él rechazaba el proyecto: “eso sería una 
inmoralidad imposible de aceptar” —dijo— "Sería la más gran- 
de de todas las inmoralidades”. Oneto y Viana replicó que “sería 
una iniquidad establecer otra cosa”. El debate se tornó muy 
agitado. El Dr. Vásquez Acevedo insistió en que quedaba sub- 
sistente la disposición del Código Civil que impedía el matri- 
monio en esas condiciones. Lo que no había era sanción penal. 
El autor del proyecto y el miembro informante sostuvieron que 
el divorciado por adulterio podía casarse con su cómplice. A re- 
querimiento de Roxlo, el Dr. Oneto y Viana ratificó su idea de 
establecer el matrimonio entre los cómplices y a su pedido se 
postergó la discusión de este punto para cuando se reconsiderara 
el artículo 6° donde se decía que “Disuelto legalmente el matri- 
monio, los cónyuges quedan facultados para contraer nueva 
unión”. : 

El Dr. Areco insistió en agregar como causal de divorcio el 
mutuo consentimiento. Roxlo se opuso. Para él significaba san- 
cionar el amor libre. El Dr, Vásquez Acevedo manifestó su oposi- 
ción al divorcio por mutuo consentimiento propuesto por el Dr. 
Areco, basado, a su entender, en un error sobre la naturaleza del 
matrimonio: el considerarlo como un contrato. “Yo considero 
—dijo— que esto es un error: el matrimonio no es un contrato. 
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El matrimonio no está en la categoría de las convenciones vul- 
gares o comunes que celebran los hombres: como la compra, la 
permuta, el arrendamiento, etc. El matrimonio es una institución 
social, como es la adopción, como es la patria potestad, como es 
la tutela, como es el testamento, como son muchas otras insti- 
tuciones que tienen por base el interés de la sociedad. Por con- 
siguiente, no basta que dos personas se pongan de acuerdo para 
la disolución del matrimonio, como si se tratara de un asunto 
o negocio de su puro y exclusivo interés. Está el interés social de 
por medio. La sociedad tiene por base la organización de la 
familia, y ésta depende del matrimonio, que no puede estar 
subordinado a los deseos, a los caprichos, a los extravíos de los 
cónyuges. La suerte de los hijos no puede quedar al arbitrio de 
la voluntad de los padres. La ley necesita tomarla bajo su pro- 
tección, y la principal garantía que debe tomar para ese fin, 
consiste precisamente en obstar a la dispersión o disolución de 
los hogares cuando no existan muy grandes causas justificativas”. 
Ante una observación del Dr. Oneto y Viana de que esas mani- 
festaciones del Dr. Vásquez Acevedo se podrían aplicar al caso 
del divorcio por adulterio que el Dr. Vásquez Acevedo admitía, 
éste replicó: “No es lo mismo; porque en el caso de adulterio 
hay una situación completamente insostenible que destruye por 
su base el motivo del vínculo; porque media un agravio muy 
hondo, porque la sociedad misma está interesada en darle una 
sanción severa, porque los daños morales que causa son más 
graves que los perjuicios de la disolución del hogar”. En el 
mutuo consentimiento —agregó respondiendo a una observación 
del Dr. Manini Ríos— no hay motivo alguno; basta que dos 
personas se pongan de acuerdo y se presenten ante el juez de 
O li 

La discusión continuó en la sesión del 31 de enero de 1907 
a la que el Dr. Vásquez Acevedo no asistió. Se puso de nuevo 
a votación el artículo 2° del proyecto el que fue aprobado, por 
lo cual quedó rechazada la enmienda propuesta por el Dr. Vás- 
quez Acevedo relativa al inciso 3° del artículo 2, 

Luego se puso a votación el inciso 4° aditivo del Dr. Areco 
que establecía como causal de divorcio el mutuo consentimiento 
de los cónyuges. El Dr. Manini Ríos replicó los argumentos 
desarrollados por el Dr. Vásquez Acevedo y Roxlo en la sesión 
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anterior. Manini Ríos expresó que para él esta causal “es un 
complemento absolutamente necesario del mismo divorcio”. Par- 
te del punto de vista de que el matrimonio es un contrato por 
tanto el acuerdo de las partes es fundamental. Se manifestó 
partidario de la enmienda propuesta por el Dr. Areco, con una 
breve modificación: la reiteración por parte de los cónyuges, de 
la voluntad de divorcio, en dos oportunidades, cada seis meses, 
después de presentados. El Dr. Guillot también apoyó el divor- 
cio por mutuo consentimiento. El Dr. Areco defendió luego su 
enmienda. Juan Paullier lo apoyó. El Dr. Manuel B. Otero se 
manifestó contrario y no votó el mutuo consentimiento. “Yo he 
votado —dijo— el divorcio como una ley necesaria, pero como 
ley de excepción, porque entiendo que la civilización bien en- 
tendida está en la cohesión de la familia y no en su disolución”. 
“Yo creo que el divorcio quedará incorporado a nuestras leyes 
y a nuestras costumbres; pero como recurso de excepción...” ** 

Finalizado el debate, el inciso propuesto por el Dr. Areco 
fue aprobado por la Cámara, En cuanto a la reconsideración pe- 
dida por el Dr. Vásquez Acevedo del artículo 5°, su impugnador 
no tuvo éxito. Fue votado nuevamente el artículo de la Comi- 
sión. En el Artículo 6°, que facultaba a los cónyuges a contraer 
nuevo enlace, se aprobó un inciso aditivo propuesto por el Dr. 
Oneto y Viana mediante el cual se derogaba el artículo 93 del 
Código Civil en cuanto establece como impedimento dirimente 
para el matrimonio: “el adulterio precedente entre el culpable 
y su cómplice” con lo cual quedó resuelto el problema planteado 
por C. Roxlo en la sesión del 29 de enero. Se aprobó también 
el inciso aditivo propuesto por el Dr. Areco de que en caso de 
divorcio por mutuo consentimiento, las partes no podrán con- 
traer matrimonio sino después de dos años de dictada la sen- 
tencia de divorcio. No fue aceptada la reconsideración pedida 
por Vásquez Acevedo del artículo 7*.%* 

En la sesión del 19 de febrero de 1907 se reconsideró el 
artículo 9% cuya redacción había observado el Dr. Vásquez Ace- 
vedo quien expresó que la fórmula de que solo podría entablar 
demanda de divorcio el cónyuge inocente, mo se avenía con la 
situación en que los dos cónyuges fueran culpables ni se con- 
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ciliaba con la causal del mutuo consentimiento anteriormente 
sancionada. Propuso una nueva redacción que, sin embargo, re- 
tiró al aceptar la fórmula propuesta por el Dr. Guillot, la que 
resultó aprobada por la Cámara. Decía así: “La demanda de 
divorcio sólo podrá entablarse por el marido, por la mujer o por 
ambos pero ninguno de los cónyuges podrá fundar la acción 
en su propia culpa”. 

El artículo 10 también había sido impugnado por el Dr. 
Vásquez Acevedo por considerarlo inútil. Establecía este artículo 
que si alguno de los cónyuges era menor de edad no podía apa- 
recer en juicio, ni como demandante ni como demandado, sin la 
asistencia de un curador especial que eligirá la parte, o el juez 
con intervención del Fiscal de Menores. El Dr. Vásquez Ace- 
vedo sostuvo que lo que se disponía en este artículo ya estaba 
consagrado en las leyes. De acuerdo al Código Civil los menores, 
aun emancipados, no podían comparecer en juicio sin un curador 
especial. Entendía el Dr. Vásquez Acevedo que la única inno- 
vación, la de que la parte podía nombrar al curador, no debía 
ser admitida. “La garantía —expresó— que la ley busca con el 
nombramiento del curador desaparecería completamente si la 
misma parte interesada y no el juez, hubiera de designar la per- 
sona que ha de ocupar el cargo”. Por tales razones el Dr. Vás- 
quez Acevedo propuso la eliminación del artículo.*** La Cámara 
no apoyó al Dr. Vásquez Acevedo votando negativamente su 
moción. 

Al reconsiderarse el artículo 12, observado también por 
el Dr. Vásquez Acevedo, sobre pruebas en el juicio de divorcio, 
el Dr. Oneto y Viana presentó un artículo sustitutivo al del 
proyecto, explicando que en un principio se había opuesto a 
las reconsideraciones pedidas por el Dr. Vásquez Acevedo teme- 
roso de que volviese a discutirse el aspecto doctrinario del di- 
vorcio. Como no ocurrió así, sino que por el contrario, se am- 
pliaron las causales incorporándose la del mutuo consentimiento, 
y de acuerdo con algunas observaciones del Dr. Vásquez Ace- 
vedo, proponía un artículo sustitutivo por el cual se excluían de 
las pruebas del juicio de divorcio, el testimonio de los descen- 
dientes de los cónyuges y la confesión de las partes cuando se 
solicite el divorcio por las causales previstas en los incisos 1, 2 
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y 3 del artículo 2°., Al Dr Vásquez Acevedo no le satisfizo esta 
nueva fórmula, Por el contrario, manifestó su opinión de que el 
artículo debía ser suprimido, opinión que fue compartida por 
el representante Julio María Sosa “Lo que se refiere a la prueba 
testimonial —expresó el Dr. Vásquez Acevedo— puede regirse 
por las disposiciones generales de los Códigos, que determina 
quienes son las personas que pueden declarar, quienes las que 
tienen tachas absolutas y relativas y establecen al mismo tiempo 
el criterio con que el juez ha de proceder para la apreciación 
de esa clase de prueba. Dejando las cosas como están arregladas 
al respecto, no se perjudicaría en ningún sentido a esta clase de 
juicios. La excepción relativa a la confesión o juramento de los 
cónyuges, que antes se justificaba ampliamente, no tiene razón 
de ser hoy. Las leyes establecían que no se admitiese el jura- 
mento y la confesión de las partes, porque no querían dejar 
librada la disolución de los matrimonios a la voluntad de los 
cónyuges. Pero desde que este proyecto admite el divorcio por 
mutuo consentimiento, ¿qué objeto hay en eliminar la validez 
de la prueba de la confesión o del juramento? En realidad no 
hay razón para excluir esa prueba en ningún caso. Admitido el 
mutuo consentimiento como causa de disolución del matrimonio, 
puede admitirse la prueba de confesión para justificar las vio- 
lencias, las injurias, el adulterio o cualquiera otra causa de di- 
vorcio. ¿A qué responde el negar validez a la confesión o al 
juramento de los cónyuges, cuando basta que estos se pongan 
de acuerdo para romper el vínculo matrimonial? Bajo la legis- 
lación vigente se explica la exclusión que se hace de la confe- 
sión O juramento de las partes, porque la ley no quiere dejar 
librada en ningún caso a la sola voluntad de los cónyuges la 
subsistencia o disolución del matrimonio y exige que los hechos 
únicos que ella admite como causa de disolución se justifiquen 
plenamente, con intervención del ministerio público, defensor 
de los intereses sociales. Lo propio sería, pues —terminó— eli- 


minar completamente este artículo”.*”* 


Tanto el miembro informante, Dr. Pérez Olave como el Dr. 
Oneto y Viana no estuvieron de acuerdo con esta interpretación 
del Dr. Vásquez Acevedo. Oneto y Viana sostuvo que había que 
mantener el artículo e hizo una distinción entre el divorcio por 
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causal determinada y el divorcio por mutuo consentimiento que 
requería un procedimiento especial. “La ley, en el inciso 
propuesto por el Dr, Areco, establece un procedimiento especial 
—dijo— para el divorcio por consentimiento mutuo; establece 
garantías también especiales; hasta establece trabas para que los 
cónyuges puedan casarse después del divorcio. En cambio, cuando 
existe el divorcio por causal determinada, se sigue el procedi- 
miento general que marca este proyecto, y una vez producida la 
disolución del matrimonio, a no ser en el caso especialísimo que 
se establece una excepción para la mujer, pueden casarse inme- 
diatamente los cónyuges. Por tanto, si se admitiese la confesión 
de las partes en todos los casos, ocurriría que fácilmente podrían 
burlarse las disposiciones de la ley. Como se establecen, para el 
consentimiento mutuo, procedimientos especiales que dificultan 
la disolución, entonces los interesados alegando una causal de- 
terminada que la contraparte confesaría de inmediato, llegarían 
al divorcio”.?** Por estas consideraciones creía que el artículo 
debía dejarse en la forma en que lo había propuesto, La Cámara 
apoyó esta opinión y el artículo 12 fue sancionado sin modifi- 
cación alguna. 


En cambio el Dr, Oneto y Viana aceptó las observaciones 
que el Dr. Vásquez Acevedo había formulado al artículo 14 
en lo que se refería al reconocimiento a la mujer de los derechos 
de la vía ejecutiva para el cobro de la pensión alimenticia. El 
Dr. Vásquez Acevedo consideraba que al estar ya consagrada en 
el Código Civil debía ser suprimida. La Cámara así lo resolvió. 
También el Dr, Oneto y Viana se manifestó de acuerdo con la 
objeción del Dr. Vásquez Acevedo al artículo 16 en la parte re- 
lativa a la declaración de nula, cualquier venta o gravamen que 
hiciera el marido en los bienes de la sociedad conyugal una vez 
decretada la separación provisional de los cónyuges. El Dr. Vás- 
quez Acevedo se manifestó de acuerdo con el artículo sustitutivo 
propuesto por el propio Dr. Oneto y Viana, que la Cámara 
aprobó. El artículo 17, relativo a la administración de los bienes 
del matrimonio también fue aprobado en la forma acordada por 
los Dres. Vásquez Acevedo y Oneto y Viana. 


El Dr. Vásquez Acevedo había objetado el artículo 22 en 
cuanto daba efecto retroactivo a la ley al establecer: “La acción 
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de divorcio y la de separación de cuerpos, se prescriben a los 
seis meses de conocer el cónyuge el hecho que les da mérito; en 
caso de ignorancia, a los tres años de producido el hecho. No 
están comprendidos en el inciso anterior aquellos casos en que 
las causales del divorcio hubiesen tenido lugar antes de la vi- 
gencia de esta ley; para estos casos, el término de seis comen- 
zará a correr desde la promulgación de la ley de divorcio”. 


El Dr. Oneto y Viana defendió el artículo justificando que 
en ese caso la ley tuviera efecto retroactivo. El Dr. Vásquez 
Acevedo defendió su punto de vista y el Dr. Guillot apoyó la 
interpretación del Dr, Oneto y Viana de que el principio de 
la no retroactividad de la ley no podía ser absoluto sobre todo 
en materia civil, considerando que el artículo debía ser mante- 
nido. Así lo resolvió la Cámara no aprobando la enmienda pro- 
puesta por el Dr. Vásquez Acevedo. 


Terminada la reconsideración de los artículos que había 
observado, el Dr. Vásquez Acevedo continuó interviniendo en el 
estudio de los artículos subsiguientes, cuya redacción contribuyó 
a perfeccionar. Luego de sancionarse el artículo 30 relativo al 
no uso por parte de la mujer del apellido del marido después 
de ejecutoriada la sentencia, el Dr. Alvaro Guillot propuso un 
artículo aditivo con el cual creía llenar un vacío de la ley que 
se refería a los efectos del divorcio respecto a la afinidad que 
había creado el matrimonio. El Dr. Vásquez Acevedo solicitó 
entonces que se suspendiera la consideración de la ley hasta la 
otra sesión. Dada la trascendencia que tenía para los intereses 
permanentes de la sociedad, creía que no se debía proceder a su 
sanción apresuradamente. Además expresó su propósito de estu- 
diar con tiempo el artículo aditivo propuesto por el Dr. Guillot 
cuyo sentido y alcance no penetraba. Solo se accedió a suspender 
la consideración del artículo aditivo del Dr. Guillot, pero se 
continuó el estudio de la ley, de la que se aprobó hasta el ar- 
tículo 31, en esa sesión del 19 de febrero, en que quedó cerrada 
la intervención del Dr. Vásquez Acevedo en su estudio ya que 
no asistió a la sesión siguiente del 21 de febrero de 1907 en que 
terminó la consideración y quedó sancionada por la Cámara de 
Representantes la ley de divorcio presentada por el Dr. Carlos 
Oneto y Viana en 1905.** 
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En el Senado comenzó a tratarse el 7 de junio de 1907. La 
Comisión de Legislación integrada por los Dres. Ricardo Areco 
y Juan Blengio Rocca aconsejó su aprobación con la sola mo- 
dificación de ampliar las causales de divorcio incluyendo el caso 
en que uno de los cónyuges fuese condenado a la pena de pe- 
nitenciaría por más de diez años y en casos de abandono mali- 
cioso del hogar. Rápidamente, el proyecto quedó sancionado en 
primera discusión general y particular.” La segunda discusión, 
que se inició el 17 de junio de 1907 dio lugar a amplios debates 
prolongándose hasta el 16 de octubre en que el proyecto quedó 
aprobado con algunas modificaciones.” Vuelto a la Cámara de 
Representantes, la Comisión de Legislación aconsejó la acepta- 
ción de las modificaciones introducidas por el Senado porque 
hacían más liberal la ley al incorporar dos muevas causales de 
divorcio, aunque no compartía el espíritu del artículo 6° por con- 
trario al principio de la libertad. Este artículo establecía que 
nadie podía divorciarse más de dos veces. Esta disposición que 
sería seguramente derogada en la siguiente legislatura mo podía 
detener a juicio de la Comisión, la sanción de la ley. 

La Cámara, a pesar de la oposición de Carlos Roxlo que 
nuevamente levantó su voz contra el proyecto y contra el ar- 
tículo 6°, deseando fuese remitido a la Asamblea General, adhi- 
rió al dictámen de la Comisión de Legislación y sancionó el 
proyecto el 24 de octubre de 1907.*%”. El Poder Ejecutivo pro- 
mulgó la ley de divorcio, el 26 de octubre de 1907. 


XXV 


El 1° de marzo de 1907 había asumido la Presidencia de la 
República el Dr. Claudio Williman. Su elección no estuvo pre- 
cedida de lucha interna en el Partido Colorado para elegir al can- 
didato que debía suceder a José Batlle y Ordóñez. Este había 
hecho gravitar su influencia política para inclinar la voluntad 
del cuerpo legislativo en favor de la elección de un ciudadano, 
que sin exteriorizar aspiraciones ni tendencias personalistas, había 
alcanzado ascendiente por su militancia cívica, por su actuación 
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en el Municipio de Montevideo, en el decanato de la enseñanza 
media y en el desempeño del Ministerio de Gobierno, al que 
fue llamado durante la guerra civil de 1904, en el que continuó 
hasta el final del período presidencial. Identificado en el orden 
político con las orientaciones del Sr. Batlle, poseía un carácter 
moderado, inclinado a la reflexión y a soluciones para apaciguar 
los ánimos y disipar los rencores suscitados por la guerra civil 
y el radicalismo de la política de partido seguida por Batlle y 
Ordóñez. El Dr. Williman había acreditado dotes de eficaz ad- 
ministrador; su vocación por estas severas funciones eran en él 
superiores al juego de los intereses políticos: así lo puso de ma- 
nifiesto al designar su primer gabinete ministerial formado por 
ciudadanos cuya actuación anterior era garantía de tolerancia o 
por otros que en su formación universitaria habían acreditado 
aptitudes superiores. No es de extrañar que la iniciación de su 
gobierno fuera acompañada por un sentimiento general que in- 
clinó al espíritu público a buscar soluciones de convivencia na- 
cional. 


A pocos días de iniciado el período presidencial, el 7 de 
marzo de 1907, el Dr. Aureliano Rodríguez Larreta presentó 
en la Cámara de Representantes un proyecto de ley sobre el 
número de diputados que correspondería elegir a cada departa- 
mento. El departamento de Montevideo elegiría diez y ocho re- 
presentantes; el de Canelones, seis; tres los de Salto, Colonia, 
Florida, Soriano, Paysandú, San José, Durazno, Cerro Largo, Ta- 
cuarembó, Minas, Rocha, Maldonado, Artigas, Treinta y Tres, Ri- 
vera, Río Negro y Flores (18, más 6, más 51 : 75). El artículo 
segundo del proyecto propone: “Modifícase el artículo 3° de la 
Ley de Elecciones, en la forma siguiente: “Cada elector votará 
por tantos representantes e igual número de suplentes como elija 
el departamento, debiendo encabezar su lista con un lema. Para 
determinar los representantes electos, se practicará el escrutinio 
de esta manera: 1% Se contarán los votos válidos emitidos en 
todo el departamento y se dividirá el resultado por el número de 
representantes que corresponda al departamento de que se trate, 
y la cantidad que produzca esa división será el cociente electoral. 
2? Se contarán enseguida los votos obtenidos por cada lista, y 
la cantidad que resulte se dividirá por el cociente electoral, 
determinándose así el número de candidatos que debe tomarse de 
cada lista para integrar la representación del departamento. 3° 
Hecha esta operación, se proclamarán electos a los candidatos de 
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cada lista que haya obtenido mayor suma de votos hasta el nú- 
mero de representantes que a cada lista corresponda, según lo 
establecido en el inciso anterior. Si hubiere dos o más candidatos 
que tuvieran igual número de votos, se procederá por sorteo 
hasta completar la representación correspondiente a la lista. 4° 
Al mismo tiempo y en la misma forma se hará el escrutinio 
relativo a los suplentes”. 

El tercero y cuarto expresaban: “Art. 3. Si resultare a fayor 
de alguna o algunas listas un excedente de votos que no alcance 
al cociente electoral y no estuviere íntegra la representación del 
departamento, se considerará cuota válida la mayor aproxima- 
ción, y para integrar la representación se proclamará electo al 
candidato así votado. Si hay dos o más excedentes iguales entre 
sí, se proclamará electo al candidato de la lista que hubiere 
obtenido menor representación; y será preferida a ésta, en igual- 
dad de circunstancias, la lista que no hubiere obtenido represen- 
tación alguna”. 


“Art. 4° El sistema electoral adoptado por esta ley, será 
aplicable a las elecciones de Colegios Electorales de Senador, de 
Juntas Económico-Administrativas y de Juntas Electorales”. Por 
estos artículos se establecía una reforma radical del sistema elec- 
toral vigente: la representación proporcional, 

Apoyado que fue, el proyecto pasó a estudio de la Comi- 
sión de Legislación. Su autor lo fundamentó en una exposición 
que hizo en la misma sesión. “Ya en el año 1872, en un mani- 
fiesto que dio al país el Partido Nacional, se establecía como 
cuestión fundamental la necesidad de reformar nuestra ley elec- 
toral, en el sentido de adoptar el sistema proporcional, ya pre- 
gonado por autores y libros, y que en el mundo de la ciencia era 
conocido con el nombre de su autor, el señor Borel, sistema que 
se conoce también con la designación de doble voto simultáneo. 
Sucesivamente en documentos emanados de los dos grandes par- 
tidos del país, se ha pregonado la misma idea. En los últimos 
días, la Convención del Partido Colorado acaba de declarar que 
es una reforma esencial, que exige el interés del país, la adop- 
ción del sistema proporcional para la elección de senadores y 
diputados, y creo que también para las elecciones de Juntas Eco- 
nómico-Administrativas. Por otra parte, es evidente que la ley 
que actualmente rige, exige serias reformas. En el momento hay 
siete departamentos de la República, en los cuales están privadas 
las minorías de toda representación. Eso es necesario corregirlo. 
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No se concibe que en departamentos como los de Rocha, Treinta 
y Tres, Río Negro y Flores, en que los partidos están casi equi- 
librados, el partido de la mayoría se lleve toda la representación, 
y las minorías, que generalmente son de 10, 20 ó 30 votos me- 
nos, no tengan representación de ninguna especie. Eso es con- 
trario a la opinión de los autores, a las prescripciones de la cien- 
cia constitucional en el momento actual y a las nociones más 
elementales de justicia y de derecho. El sistema del voto doble 
simultáneo, es el que se ha considerado en la época moderna 
como el más perfecto para dar representación a las minorías. Es, 
en su aplicación, sumamente sencillo: se cuentan los votos que 
han sido emitidos en las circunscripciones electorales de que se 
trata; se divide el número de votos por el número de candidatos 
a elegir, y el cociente que resulta es lo que se llama “cociente 
electoral”: es el número de votos que necesita cada candidato 
para ser elegido, Después de hacerse esa operación, se hace el 
escrutinio de listas, determinándose así cuál es la lista triunfante; 
se hace el escrutinio de candidatos dentro de cada lista, y de 
esa manera se llega a la proclamación de los candidatos con que 
debe concurrir la lista triunfante a la integración de los repre- 
sentantes que corresponden a la circunscripción o Departamento 
en que se haga la elección. Con las otras listas que alcancen 
al cociente electoral, se hace igual operación hasta completar 
el número de candidatos. Este sistema, señor Presidente, como 
todos los sistemas electorales que se han ideado hasta ahora, 
puede estar sujeto a abusos, puede estar sujeto a fraudes; pero 
no hay nada que no corra ese peligro, cuando las autoridades 
que presiden los actos electorales no están bien inspiradas. En 
la época que se ha iniciado es de creerse— y así lo ha prome- 
tido el Presidente de la República en el discurso que pronunció 
hace pocos días ante la Asamblea General— se respetarán por 
el Gobierno las leyes, y se harán respetar por todos. En esa 
confianza, pues, me parece que la ocasión es propicia para abor- 
dar la resolución de este problema electoral y llegar a la adop- 
ción de un sistema que al mismo tiempo que sea la última pa- 
labra en la materia, de garantías a todos los partidos. He con- 
servado en el proyecto de que se ha dado lectura, el número 
de representantes que actualmente existe; pero lo he distribuído 
en otra proporción, con el fin principal de no recargar excesi- 
vamente el erario y de acordar representación a las minorías en 
los siete departamentos que hoy no la tienen. Esto, es, señor Pre- 
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sidente, todo lo que digo, por el momento, en apoyo del pro- 
yecto que he presentado”.*** 


“La Democracia” publicó en su columna editorial el pro- 
yecto del Dr. Rodríguez Larreta, acompañado de la exposición 
de motivos pronunciada por su autor. “El distinguido represen- 
tante por Montevideo, expresaba "La Democracia”, ha interpre- 
tado las exigencias del espíritu público con la presentación de ese 
importante proyecto”. “La reforma electoral encarna en la actua- 
lidad el anhelo más ardiente de la opinión nacional, que quiere 
comicios libres y puros. Por eso toda tentativa inteligente en 
ese sentido merecerá un caluroso aplauso de los ciudadanos bien 
inspirados, aplauso que desde ya tributamos al caracterizado le- 
gislador nacionalista”. 


Carlos Roxlo inició de inmediato la publicación de una serie 
de artículos sobre “La Representación proporcional”, en los que 
analizó los distintos sistemas y opiniones de renombrados trata- 
distas, por los que podía consagrarse ese principio esencial para 
la consolidación de la libertad política: “la representación de las 
minorías, tal como existe en las leyes nuestras, está muy lejos 
de responder a lo que las aspiraciones nacionales demandan”, 
expresaba Roxlo en el artículo inicial. “El proyecto de ley del 
doctor Aureliano Rodríguez Larreta no será aceptable en la parte 
que se refiere a la distribución de los cargos electivos entre las 
jurisdicciones electorales: pero ningún partido progresista po- 
drá rechazarlo en lo que atañe a la manera de distribuir las di- 
putaciones entre los partidos sin traicionar sus propios progra- 
mas de progreso y sin ponerse en pugna con los adelantos de la 
ciencia constitucional”. “Por el sistema actual, escribe Roxlo, en 
otro pasaje de su alegato, por el sistema del yoto incompleto y 
de la lista partidaria única, los partidos están arbitrariamente 
representados en la legislatura, y los ciudadanos sufragadores, 
dependen, casi de una manera servil, de los congresos electores 
del partido a que pertenecen, porque si no votan la lista de 
éste, aunque sea mala, se exponen a que su partido no alcance 
sino una representación nula o irrisoria. Al partido del poder le 
conviene salvar la primera de estas dificultades, desde que se 
atribuye el monopolio de las ideas más avanzadas, y a todos los 
partidos les interesa salvar la segunda de las dificultades a que 
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nos referimos, haciendo de la representación nacional un con- 
junto de reconocidos caracteres y de progresistas intelectualidades”. 


Roxlo abundó en ejemplos prácticos para explicar y difun- 
dir en la opinión los distintos procedimientos por los que podía 
hacerse efectiva la representación electoral y abogó con encen- 
dido fervor cívico por la pureza del sufragio. “Nada vale la ley, 
por justa que sea, si no se practica con sinceridad y no se cumple 
con rectitud, porque pasa con la libertad electoral lo que pasa 
con todas las libertades: — una cosa es su sanción y Otra es su 
ejercicio. — La libertad electoral impura no es libertad.— Un 
registro vicioso y contra el que no hay reclamo posible, es una 
patente de tiranía, porque consagra un mandato que carece de 
base y de derecho. Alberdi afirmaba con clarovidencia: “Decla- 
rar la libertad no es constituirla.— No se trata de declarar dere- 
chos, que nadie niega, sino de constituir hechos, que nadie prac- 
tica. No es cuestión de libertad escrita; es cuestión de libertad 
real. La libertad que no es un acto, no €s libertad; es una voz 
del diccionario de la lengua, un sonido que vive en el aire y 


muere en el aire”.*** 


En la sesión de la Cámara de Representantes del 4 de abril 
de 1907 se dio entrada a un proyecto del Dr. Ramón Mora Ma- 
gariños que modificaba los artículos 1 y 30 de la ley de eleccio- 
nes de 27 de diciembre de 1904. El proyecto modificaba la ad- 
judicación de las bancas por departamentos y los procedimientos 
del escrutinio. Proponía la siguiente distribución de bancas: 
Montevideo eligiría 26 representantes; Canelones 8; Colonia 5; 
los de Paysandú, Salto, Florida y San José, 4 cada uno; los de 
Soriano, Tacuarembó, Minas, Durazno, Cerro Largo, Río Negro, 
y Rocha, 3 cada uno; los de Artigas, Maldonado,Treinta y Tres 
y Rivera, 2 cada uno; y el de Flores uno. El proyecto. adjudicaba 
igual representación a los dos partidos en que se dividía la opi- 
nión política del país, en los departamentos que elegían solo dos 
diputados “cuando la diferencia del número de votos de un grupo 
a otro no pase de un décimo del total de los emitidos”, procedi- 
miento que ya había sido propuesto por el Dr. Angel Floro 
Costa. El proyecto del Dr. Mora Magariños, que pasó a estudio 
de la Comisión de Legislación, mo modificaba para nada el sis- 
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tema electoral establecido por la ley de 27 de diciembre de 
1904; en eso y en el criterio aplicado para la distribución de 
bancas difería fundamentalmente con el presentado por el Dr. 
Aureliano Rodríguez Larreta el 7 de marzo de 19072% 


La Comisión de Legislación tenía entonces a su estudio, 
además de los proyectos de los representantes Rodríguez Larreta 
y Mora Magariños, otro ya aprobado en la Cámara de Senado- 
res que modificaba la organización de las Juntas Electorales en 
toda la República. Este proyecto había sido presentado por los 
Senadores Feliciano Viera y Ricardo J. Areco el 24 de abril 
de 1907. De él nos ocuparemos oportunamente, En el seno de 
la Comisión, integrada por los representantes Adolfo H. Pérez 
Olave, José P. Massera, Aureliano Rodríguez Larreta, Ramón G. 
Saldaña y Carlos Oneto y Viana, fueron estudiadas simultánea- 
mente las tres iniciativas sobre materia electoral presentadas en 
ambas ramas del cuerpo legislativo. El 1° de Mayo de 1907 la 
Comisión informó sobre el tema relacionado con la distribución 
de las bancas por departamento, el escrutinio y el debatido pun- 
to de la representación de la minoría. Desechaba la iniciativa 
del Dr. Rodríguez Larreta sobre representación proporcional 
y proponía otro proyecto. “Persuadida esta Comisión —ex- 
presaba— de que en asuntos políticos la mejor de las le- 
yes es la que realiza en mayor grado las aspiraciones de 
los distintos partidos y satisface en mucha parte sus intereses 
en momentos determinados de la vida pública, no vacila en 
aconsejaros prestéis aprobación al Proyecto de ley adjunto, con- 
vencida, además, de que si bien a éste no lo fundamenta un 
sistema que responda a los más avanzados preceptos de la cien- 
cia constitucional en materia electoral, que en un futuro más o 
menos próximo nos será dado incorporar a nuestras instituciones 
políticas, reposa en cambio sobre principios de equidad y de jus- 
ticia que, al armonizar las aspiraciones e intereses de las agru- 
paciones partidarias, nos hacen augurar una perfecta unidad de 
miras en fayor del progreso institucional del país y de su pa- 
cífico desenvolvimiento”. El proyecto de la Comisión era el 
resultado de una transacción aceptada por los representantes del 
Partido Nacional, con la excepción del Sr. Vicente Ponce de 
León, quien expresó que después de haberse pronunciado en fa- 
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vor de la representación proporcional la Convención de ambos 
partidos tradicionales, “era el caso de haber ensayado esa repre- 
sentación proporcional en la primera oportunidad que se presen- 
tara, que era la actual”. “Se, agregó, que la mayoría de mis 
compañeros aceptarán esta reforma, repitiendo aquella frase de 
un discurso de O'Connell, que ha sido recordada estos días por 
un diario extranjero: “que es del caso tomar un chelín por una 
libra y dar un recibo a cuenta de mayor cantidad”, recibo que 
en este momento es fácil darlo, desde que la Comisión de Le- 
gislación, en su informe afirma la esperanza de que más ade- 
lante se llegará a una reforma más amplia”. El Dr. Vásquez 
Acevedo asistió a la sesión del 6 de julio de 1907 en la que el 
proyecto fue aprobado con su voto.*** El proyecto no satisfacía 
las aspiraciones del Partido Nacional, ni conformaba tampoco 
a legisladores del Partido Colorado, conscientes de la justicia 
que asistía al reclamo de una reforma más avanzada, que res- 
pondía a ideas ya arraigadas en la opinión culta del país por las 
enseñanzas de la cátedra y la prédica periodística. La Cámara 
de Senadores lo aprobó sin modificaciones el 28 de agosto de 
1907: la ley fue promulgada el 2 de setiembre. Consta de tres 
artículos que expresan: “Artículo 1° — El Departamento de 
Montevideo eligirá veinticuatro diputados; el de Canelones ocho; 
San José, Colonia, Florida, Salto, y Paysandú, cuatro represen- 
tantes respectivamente, Los Departamentos de Soriano, Río Ne- 
gro, Artigas, Rivera, Cerro Largo, Treinta y Tres, Rocha, Mal- 
donado, Minas, Durazno y Tacuarembó, eligirán tres diputados 
cada uno. El Departamento de Flores eligirá dos diputados. 


2° — Cada elector votará por tantos representantes y su- 
plentes como elija el Departamento. El escrutinio se verificará 
en la forma que determina la actual Ley de Elecciones, corres- 
pondiendo las tres cuartas partes de la representación a la ma- 
yoría y la cuarta parte a la minoría en los Departamentos de 
Montevideo, Canelones, San José, Florida, Colonia, Salto, y Pay- 
sandú; y los dos tercios a la lista más votada y el tercio a la 
minoría, en los Departamentos de Soriano, Río Negro, Artigas, 
Rivera, Cerro Largo, Treinta y Tres, Rocha, Maldonado, Minas, 
Durazno y Tacuarembó. En el Departamento de Flores, para que 
la minoría tenga derecho a representación, deberá alcanzar un 
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número de votos, por lo menos igual a la mitad del total de 
sufragio de la mayoría. 


3% — La minoría tendrá derecho a representación, si sus 
candidatos alcanzaren el cuarto o el tercio del total de votos emi- 
tidos, en los Departamentos que la ley asigna el cuarto o el ter- 
cio de representación respectivamente”.*” 


El proyecto de ley que modificaba el número de compo- 
nentes de las Juntas Electorales, presentado en la Cámara de 
Senadores por los Dres. Viera y Areco, al que nos hemos re- 
ferido, fue informado favorablemente por la Comisión de Legis- 
lación. Al aconsejar su aprobación expresaba: “Este proyecto 
hace regir el mismo criterio con respecto a la proporción de 
la mayoría y minoría en esas corporaciones, que es el que rige 
respecto de las Juntas Económico-Administrativas y Honorable 
Cámara de Representantes; y tiene, además, la ventaja de per- 
mitir a los partidos, mejor selección de los ciudadanos a quienes 
eligen, — porque desaparece la necesidad de conservar la una- 
nimidad de los que tienen una misma filiación política”.2* El 
proyecto fue sancionado sin discusión el 17 de mayo de 1907. 
Su articulado modificaba la organización de las Juntas Electora- 
les en toda la República. Dicho proyecto establecía que en los 
pueblos y ciudades cabezas de departamento habría una Junta 
Electoral compuesta de nueve miembros titulares y dieciocho su- 
plentes, elegidos de acuerdo al art. 30 de la ley de elecciones, 
correspondiendo dos tercios de candidatos a la mayoría y el otro 
tercio a la minoría. Estas juntas electorales no podían funcionar 
con un quorum menor de seis miembros. En la Cámara de Re- 
presentantes, este proyecto mereció, en el primer momento, el 
apoyo de la Comisión de Legislación. Así lo manifestó en el in- 
forme de 22 de mayo de 1907 suscrito por los representantes 
Don Adolfo H. Perez Olave, Juan Paullier, Ramón G. Saldaña, 
Aureliano Rodríguez Larreta, José P. Massera, Carlos Oneto y 
Viana y Vicente Ponce de León. Pero en la sesión del 10 de 
agosto se resolvió a pedido de la propia Comisión de Legisla- 
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ción, suspender su consideración y volverlo a ella para nuevo 
estudio. Efectivamente, la Comisión produjo otro informe el 
19 de agosto de 1907 en el cual expresaba que el proyecto de 
ley sancionado por la Cámara de Representantes, al modificar 
el art. 30 de la ley de elecciones en cuanto al número y pro- 
porcionalidad de diputados, afectaba también las elecciones de 
senadores, Juntas Económico-Administrativas y Juntas Electora- 
les. Se refería al proyecto de ley que fijaba el número de Dipu- 
tados y que debía elegir cada Departamento de la República, 
sancionado por la Cámara de Representantes el 6 de julio de 
1907, que en esos momentos estaba a estudio del Senado a cuya 
sanción y aprobación ya nos referimos. "De ahí —decía el in- 
forme de la Comisión— la necesidad de una nueva disposición 
que contemple y armonice los procedimientos eleccionarios en 
cada caso”. La oportunidad se ofrecía con motivo del proyecto 
enviado por el Senado modificando la integración de las Juntas 
Electorales por lo cual había creído necesario introducir algunas 
modificaciones al proyecto del Senado, que proponía a la consi- 
deración de la Cámara. Las elecciones de Colegios Electorales 
de senadores, Juntas Económico-Administrativas y Juntas Elec- 
torales se realizarían de acuerdo al art. 30 de la ley de Eleccio- 
nes, correspondiendo dos tercios de candidatos a las listas de la 
mayoría y el tercio restante, a la de la minoría. En estos casos 
la minoría tendría derecho a representación siempre que el nú- 
mero de sufragios alcanzaran al cuarto del total de votos emiti- 
dos. Mantenía el número de mueve miembros y dieciocho su- 
plentes, con un quorum mínimum de seis miembros para las 
Juntas Electorales. Este nuevo dictamen y proyecto no fue sus- 
crito por el Sr. Vicente Ponce de León. 


Cuando en la sesión del 27 de agosto se inició la discusión 
general de ambos proyectos, el del Senado y el de la Comisión 
de Legislación, Carlos Roxlo atacó el proyecto de la Comisión 
“por involucrar lo referente a los Colegios Electorales de Se- 
nador y las Juntas Económico Administrativas, con lo referente 
a las Juntas Electorales, usando para uno y otro caso, es decir 
para el caso en que se trata de Colegios Electorales de Senador, 
y de Juntas Económicas Administrativas, el mismo criterio que 
para el caso en que se trate de Juntas Electorales”. “La partici- 
pación —agregó— que el partido de la minoría puede tener en 
los Congresos Electorales de Senador, en realidad es de muy 
poca, de casi ninguna importancia. Se explica por otra parte, 
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que cuando se trata del gobierno comunal se tengan presentes 
las mismas condiciones que cuando se trata del gobierno parla- 
mentario, por la sencilla razón de que es justo que la mayoría 
de los votantes esté representada en mayoría en el Municipio, 
en la vida comunal, como es justo que esté representada tam- 
bién, en el recinto legislativo, con arreglo a su fuerza efectiva. 
Pero en cuanto a las Juntas Electorales, de ninguna manera...” 
Consideraba “un gravisimo error” comparar las Juntas Electo- 
rales, con el gobierno comunal y con el gobierno parlamentario. 
Reconocía que era una conquista que los partidos de la minoría 
llegaran a tener la representación de un tercio en las Juntas 
Económico Administrativas con el cuarto número de los votos 
emitidos en la elección, pero no creía que podía decirse lo mismo 
de las Juntas Electorales. Entendía Carlos Roxlo “que los parti- 
dos políticos cuando son una fuerza de opinión deben estar 
siempre representados en la Junta Electoral, aunque hayan obte- 
nido menos del cuarto de los votos”. Señalaba la conveniencia 
de la fiscalización de la minoría, aun para el partido de la ma- 
yoría. Por esa razón impugnaba también el aumento del número 
de miembros de las Juntas Electorales a mueve, repartidos en 
seis y tres. En este caso señalaba que la desproporción entre 
mayoría y minoría era tan grande que era nulo o poco menos, 
el control que esta pudiera ejercer. En apoyo de sus ideas recordó 
la opinión del Dr. Justino Jiménez de Aréchaga en el Consejo 
de Estado de 1898, al ocuparse de la composición de las Jun- 
tas Electorales al manifestar que se explicaba como muy justo 
el principio de la proporcionalidad en la integración de una 
Asamblea Legislativa, pero no se explicaba que “tratándose de 
constituir corporaciones destinadas tan solo a garantizar el ejer- 
cicio honrado y leal de los derechos políticos, un partido se 
atribuya el derecho de tener más influencia, más representación 
y más autoridad que otro”. 

Entendía el Dr. Jiménez de Aréchaga que en las Juntas 
Electorales debía regir el principio de la igualdad de represen- 
tación entre los distintos partidos, Carlos Roxlo insistió en este 
punto, Expresó que poco a poco se estaba desvirruando la ley 
de mayor alcance constitucional que había tenido el país en los 
últimos tiempos: la ley de representación de la minoría de 1898. 
Creía que, por las proyecciones que tendría sobre las Comisiones 
calificadoras y las Comisiones inscriptoras, el proyecto de ley que 
impugnaba, en el futuro quedaría “casi anulado el principio de 
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la representación de las minorías”. “Lo mismo que se quiere 
—dijo— que reconozcamos hoy que no tenemos derecho sino 
al tercio de los votos en la Junta Electoral, se nos va a pedir 
mañana que reconozcamos, con toda lógica, que no tenemos de- 
recho sino al tercio de votos en las Comisiones calificadoras e 
inscriptoras”. Señalaba que era mucho más difícil que se admi- 
tiera la razón de la minoría cuando la mayoría era de tres y no 
de uno como entonces. “Conseguir que un miembro de una 
Junta Electoral, rompiendo la disciplina partidaria, de la razón, 
a sus adversarios en un momento dado, siempre es muy difícil, 
dijo, pero será mucho más difícil señor Presidente, cuando la 
fuerza real de la minoría sea menos, por ser menor el número 
de sus componentes y cuando la fuerza disciplinaria de la ma- 
yoría sea mayor, por ser más repartida la responsabilidad y por 
ser mayor el número de los miembros de la mayoría”. Carlos 
Roxlo sostuvo a continuación un intenso y por momentos agi- 
tado debate con los Dres. Perez Olave y Aureliano Rodríguez 
Larreta sobre la incidencia de este proyecto en las designaciones 
de las Comisiones calificadoras e inscriptoras en el que fue 
apoyado en varias oportunidades, por el Dr. Alfredo Vásquez 
Acevedo quien tenía las mismas reservas. 

Julio M. Sosa expresó su discrepancia, tanto con la posi- 
ción de la Comisión de Legislación como con la de Carlos Roxlo, 
de acuerdo al criterio con que votó la reforma de la ley elec- 
toral en lo relativo a la elección de representantes. Sostuvo en- 
tonces “que la representación de los partidos en los cuerpos 
políticos debía ser proporcional al esfuerzo comicial de los mis- 
mos partidos”. Creía que en una Junta Electoral, como corpora- 
ción política que era, debían estar representadas todas las fuer- 
zas populares. Manifestó ser partidario de la representación de 
las minorías pero creía que esa representación debía regularse 
"por la capacidad electora de los partidos”. Por eso no aceptaba 
del proyecto que se discutía, que el tercio de la representación 
de un partido en la Junta Electoral podría obtenerse con el 
cuarto de sufragios. Insistió en su opinión de que la Junta Elec- 
toral era un cuerpo político en el cual las fuerzas populares 
debían estar representadas proporcionalmente a su capacidad. 
A pesar de las opiniones contrarias que se habían puesto de 
manifiesto, la Cámara aprobó el proyecto.” En la discusión 
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particular que se realizó en la sesión del 14 de setiembre de 
1907, el Dr. Vásquez Acevedo fue el primero en hacer uso de 
la palabra al ponerse a consideración el artículo 1% del proyecto 
del Senado y el de la Comisión. Como ya lo había puesto de 
manifiesto en las intervenciones que tuvo en la discusión gene- 
ral el 27 de agosto, el Dr. Vásquez Acevedo se declaró decidido 
opositor al régimen de integración establecido igualitariamente 
para los Colegios Electorales de Senador, Juntas Económico-Ad- 
ministrativas y Juntas Electorales, luego de reconocer como una 
reacción favorable “contra la injusta e inconveniente ley de oc- 
tubre de 1904 que modificó la de octubre de 1898”, la dispo- 
sición relativa al número de votos necesarios a la minoría para 
tener representación en los expresados cuerpos. He aquí las pa- 
labras del Dr. Vásquez Acevedo: “El artículo en discusión mo- 
difica en dos puntos la legislación vigente en materia electoral. 
Uno es el relativo al número de candidatos que ha de corres- 
ponder a la mayoría y minoría en la composición de las Juntas 
Electorales; el otro es el que se refiere a la cantidad de votos 
que han de llevar a las urnas las minorías para tener represen- 
tación en las Juntas Económico-Administrativas, en los Colegios 
Electorales de senador y en las Juntas Electorales. La reforma 
sobre este segundo punto importa una reacción contra la injusta 
e inconveniente ley de octubre de 1904 que modificó la de octu- 
bre de 1898. Es solo de lamentar que la Comisión de Legis- 
ción, no obstante reconocer la contradicción chocante que existe 
entre el criterio que sirve de base a la reforma de hoy y el que 
presidió la reforma de 1904, no haya querido admitir siquiera 
en principio, la necesidad de extender el sistema a la elección 
de representantes —de más trascendental importancia,— solo 
porque la complejidad de los problemas políticos no permite dar 
solución a las cuestiones de orden electoral, de conformidad a los 
principios constitucionales, sino con arreglo a las exigencias po- 
líticas de un momento determinado. (Mas o menos, son estas 
las palabras de la Comisión de Legislación.) Mucho habría que 
decir respecto de este criterio, a mi juicio arbitrario, que autoriza 
para apartarse de la única norma legítima que deben tener los 
representantes de la nación para hacer las leyes, y que pone en 
manos de las Cámaras el medio de sancionar los mas grandes 
inconvenientes en materia institucional, a pretexto de acomo- 
darse a circunstancias accidentales de la política que ni siquiera 
se mencionan y explican. Pero no es mi ánimo hacer cuestión 
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sobre el segundo punto que he señalado. Aunque incompleta, 
la reforma es buena y debe ser sancionada, a la espera de un 
nuevo paso adelante que restablezca por entero la ley de 1898. 
Es el primer punto de los dos que he indicado, el que, a mi 
juicio reclama una oposición decidida. La Comisión de Legisla- 
ción coloca en el mismo caso a las Juntas Económico-Adminis- 
trativas, a los Colegios y a las Juntas Electorales. Según ella, 
todas estas corporaciones deben constituirse con sujeción estricta 
al sistema del voto incompleto, acordándose dos terceras partes 
de candidatos al partido de la mayoría y una tercera al partido 
de la minoría. Importa esto, en lo que se refiere a las Juntas 
Electorales, un paso atrás, la anulación de una gran conquista 
alcanzada contra los fraudes de los partidos en los actos del 
sufragio. Ya en 1898, cuando se discutió la Ley de Elecciones 
hubo quienes propusieron que las Juntas Electorales se forma- 
ran de acuerdo con el sistema del voto incompleto, con nueve 
miembros, seis del partido de la mayoría y tres del partido de la 
minoría; o con siete miembros, cinco del partido de la mayoría 
y dos del partido de la minoría. A pesar de los esfuerzos que se 
hicieron para hacer triunfar una de estas dos fórmulas, el doctor 
Aréchaga, nacionalista, apoyado por los doctores Rodríguez (don 
Antonio M.) y Espalter, logró hacer triunfar la que hoy rige, 
en medio de manifestaciones entusiastas que acusaban un espíritu 
elevado y patriótico en la mayoría de la Cámara. El doctor Ro- 
dríguez dirigió un caluroso aplauso al doctor Giribaldi Heguy, 
por haberse plegado a las opiniones del doctor Aréchaga después 
de haberlas combatido con empeño. Dijo el doctor Rodríguez: 
“Pido la palabra para felicitar al señor miembro informante de 
la Comisión de Legislación, por su honrosa actitud en un debate 
que será histórico, porque como lo acaba de decir, esta reforma 
electoral es de tal trascendencia, que con toda seguridad, apli- 
cando lealmente esta ley, encarrilará a la República definitiva- 
mente en una era institucional”, Y había, a la verdad, razón 
para regocijarse de la ventaja alcanzada. Las Juntas Electorales 
no se hallan, no, en el caso de las Juntas Económico-Adminis- 
trativas y de los Colegios de Senador. Ellas constituyen verdade- 
ros tribunales encargados de velar por la estricta observancia y 
aplicación de las leyes electorales, en el interés de la libertad de 
sufragio, que constituye, sin duda alguna, la más grande, la más 
apremiante de las exigencias políticas de muestro país, demos- 
trado, como está, por una larga experiencia, que del sufragio 
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libre depende la estabilidad de la paz, el régimen institucional 
y el progreso de la República. Es porque las Juntas Electorales 
son verdaderos tribunales, que en algunos países las funciones 
que ellas ejercen se confieren a los más altos magistrados del 
orden judicial. En la provincia de Buenos Aires, la ley que rige 
actualmente comete la función escrutadora de las elecciones a 
una Junta compuesta del Presidente de la Suprema Corte de 
Justicia, del Fiscal del Estado y del Presidente del Tribunal de 
Cuentas, y el proyecto de nueva Constitución que acaba de ser 
redactado, por encargo del Gobierno de la Provincia, por el dis- 
tinguido constitucionalista doctor Varela, establece, en uno de 
sus artículos, que todos los actos electorales estarán bajo la su- 
perintendencia de una Junta Electoral permanente compuesta 
del Presidente de la Suprema Corte y de los Presidentes de las 
Cámaras de Apelaciones en lo Civil. Entre nosotros también al- 
guna vez se ha pensado en conferir a los altos magistrados judi- 
ciales la decisión exclusiva de las cuestiones electorales; pero el 
temor fundado de que en la elección de tales magistrados se 
atendiera, por esa circunstancia, más que a su rectitud y compe- 
tencia para la decisión de los pleitos, a sus vinculaciones partida- 
rías, ha aconsejado no imitar a tal respecto a otros países. Es sin 
embargo, indudable, que el verdadero ideal, el desiderátum en 
la materia, sería formar las Juntas Electorales con personas in- 
dependientes, extrañas a las ardientes agitaciones políticas, de 
alto y recto criterio, que fuesen guardianes fieles de la ley y una 
garantía eficaz para todos los partidos. Los comicios, dice el 
eminente Lieber, deben estar bajo la superintendencia de jueces 
electorales y de oficiales independientes del Poder Ejecutivo y de 
todo otro poder, organizado o no organizado. Llama, sin duda, 
Poder no organizado a los partidos. Es, pues, un error creer que 
es aplicable en principio a las Juntas Electorales el sistema del 
voto incompleto o cualquiera de los otros sistemas de represen- 
tación de las minorías. Hay, en los que eso piensan, un descono- 
cimiento de la índole propia de la institución. Hay más: hay una 
enseñanza perniciosa, porque se hace entender a los ciudadanos 
llamados a componer esas corporaciones, que su misión consiste 
en servir los intereses de los partidos a que pertenecen, cuando 
su única y legítima misión es velar por el cumplimiento de la 
ley. Se me observará quizá que si hay error en esto, ese error 
existía ya en la ley cuya defensa hago. No lo desconozco; pero 
si bien es cierto que la ley de 1898 proclama el sistema del 
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voto incompleto para la formación de las Juntas Electorales, no 
podrá negarse que en el hecho no lo sigue, puesto que manda 
componer tales corporaciones con cuatro miembros del partido 
de la mayoría y tres del de la minoría, lo que, ciertamente, no 
importa observar el sistema del voto incompleto. De los deba- 
tes de la Cámara en 1898, se desprende claramente que lo que 
se buscó al componer de esa manera las Juntas Electorales fue 
establecer la posible igualdad de los partidos en la formación de 
esos Cuerpos a fin de garantir a todos contra los grandes fraudes, 
porque la escasa diferencia que establecía entre los grupos de 
la mayoría y de la minoría, hacía indispensable la completa uni- 
formidad de votos en el de la mayoría para que prevalecieran 
sus decisiones. Contra esto se quiere ir hoy. El aumento de la 
diferencia entre el número de miembros de los dos grupos, nos 
permite contrarrestar la influencia decisiva del que pertenezca a 
la mayoría. En virtud de la reforma proyectada, para que la mi- 
noría pueda pesar en las decisiones contra los grandes fraudes 
electorales o contra las violaciones groseras de la ley, necesitará 
dos votos del grupo de la mayoría, mientras que hoy sólo ne- 
cesita uno; y si es posible en algunos casos encontrar un ciu- 
dadano recto y bastante enérgico para sobreponerse a las influen- 
cias del compañerismo político, no es igualmente posible conse- 
guir dos. El resultado, pues, de la reforma será la anulación 
completa de la influencia de las minorías en las resoluciones de 
las Juntas Electorales. Creo, por estas razones, que sería justo y 
patriótico dejar las cosas como están establecidas por la ley vi- 
gente, a lo menos mientras no sea posible organizar las Juntas 


Electorales en condiciones de perfecta independencia e impar- 
cialidad”.* 


Carlos Roxlo volvió a hacer uso de la palabra para expre- 
sar su conformidad con las manifestaciones del Dr. Vásquez Ace- 
vedo y reiterar su opinión que no era posible equiparar las 
Juntas Electorales a los Cuerpos Legislativos y a las Juntas 
Económico-Administrativas. Reconoció que las Juntas Electorales 
eran cuerpos políticos pero señaló que su acción "tiene por fin 
principal contrarrestar, evitar y atenuar todas las exageraciones 
de las mismas pasiones políticas”. Son Comisiones de control, 
dijo, de garantía y de vigilancia para el mejor cumplimiento de 
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las leyes electorales y no se explicaría —agregó— que en orga- 
nismos de esa naturaleza “un partido se encontrase en condi- 
ciones de poder hacer todo lo que quiera y de cualquier modo 
que se le antoje hacerlo”. "Desde el momento, continuó Roxlo, 
que se trata de garantir derechos, de defender derechos, es ne- 
cesario que en esas Comisiones, todos los derechos se encuentren 
con igual número de defensores”. Insistió en que la diferencia 
de número de miembros entre la mayoría y la minoría no 
podía ser tan grande, “Cuando una Junta Electoral —expresó— 
se compone de siete miembros, el Presidente resuelye, pero no 
vota. En caso de empate, es cuando se observa la acción del Pre- 
sidente. Ahora bien ¿qué resulta de ahi? Que cuando un Presi- 
dente, durante un número más o menos grande de resoluciones 
—diez, doce o quince— tiene que inclinarse a favor de un 
partido político contra otro partido político, titubea, vacila un 
poco, sobre todo si el partido político a que el pertenece no 
tiene razón. ¿Por que? Por que su puesto es muy visible, por- 
que como él resuelve, como que él es el juez en los casos de 
empate, no quiere aparecer ostensiblemente y a cada instante 
en contra de la verdad, en contra de la justicia, en contra de 
la razón. En cambio, cuando sean seis, contra tres, no sucederá 
tal cosa. Ya no se encontrará el Presidente en las mismas con- 
diciones, puesto que cinco votos contra tres van a resolver el 
conflicto; y sabido es como ya dije cuando se discutía este asunto 
en discusión general, que la responsabilidad muy repartida parece 
que es menos responsabilidad”.*** Recordó que el Dr. José Espalter 
en 1898 había hecho suyos los conceptos emitidos por el Dr. 
Jiménez de Aréchaga, es decir, que en las Juntas Electorales 
debían tener “casi igual número de miembros, la mayoría y la 
minoría”. Luego agregó Roxlo: “Desde el momento en que se 
trata de derechos de la mayoría y de la minoría, es preciso dar 
a esos derechos igual cantidad de garantías, igual fuerza en las 
discusiones. Con la proporción de seis contra tres, se anula por 
entero toda garantía. Es lo mismo que si no hubiera represen- 
tación de la minoría en las Juntas Electorales, porque no se 
trata, —como se decía aqui en la sesión primera en que se 
discutió este asunto— de intereses morales, se trata de intereses 
materiales. No importa, señor Presidente —continuió— que yo 
proteste, si mi protesta de nada sirve. De lo que se trata es de 
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que mi protesta tenga alguna acción real, práctica, y eso no 
se podrá conseguir siendo tres contra seis...” ** 


El diputado Dr. Antonio Carvalho Lerena manifestó tam- 
bién su oposición al proyecto por las mismas razones expuestas 
por Carlos Roxlo y el Dr. Vásquez Acevedo. 


El Dr. Aureliano Rodríguez Larreta hizo la defensa del 
proyecto procurando convencer a sus correligionarios de las 
ventajas que con él obtendría la minoría. Consideró ideales, 
carentes de sentido de la realidad, los argumentos de Vásquez 
Acevedo, Roxlo y Carvalho Lerena contra el proyecto. Expresó 
que no tenía dudas de que sería conveniente llegar al ideal de 
“constituir Comisiones Electorales de hombres absolutamente 
despreocupados de los partidos, de jueces absolutamente impar- 
ciales, que no dictarán nunca sino fallos absolutamente justos; 
pero sé desgraciadamente, que la realidad de las cosas es otra; 
que las Comisiones Electorales se compondrán, necesariamente, en 
el país de personas que militan en los partidos, con las pasiones 
que tienen los partidarios...” Se refirió luego a los términos en 
que el proyecto había sido sancionado en la Cámara de Senadores 
y a la compensación que quiso obtener, para el partido de la 
minoría, de la desventaja que significaba elevar de cuatro a seis 
la mayoría en las Juntas Electorales, con la obtención de la 
representación del tercio para la minoría en esos cuerpos y en 
las Juntas Económico-Administrativas con el cuarto de votos 
que se emitieran en la elección. “Me pareció —dijo— que esta 
ventaja para el partido de la minoría, que importaba volver a 
la ley de 1898 tan ponderada, era una ventaja sumamente apre- 
ciable que compensaba y excedía en importancia a la muy re- 
ducida de elevar la mayoría de las Juntas Electorales de cuatro 
miembros a seis”. Rodríguez Larreta no asignaba mayor trascen- 
dencia al aumento de la mayoría en las Juntas Electorales, en 
cambio, sí, a la representación que lograba el partido de la mi- 
noría en las Juntas Electorales y en las Juntas Económico-Ad- 
ministrativas con el cuarto de votos. “Es sabido —agregó— 
porque ha sido esto materia de largos debates en la prensa, la 
importancia que los partidos han atribuído a esa manera de 
votar, y dejando las cosas como estaban, no reformando la ley 
en el sentido que se reforma en este proyecto, podría suceder 
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que los mismos señores que hoy pugnan por que la mayoría de 
seis no se establezca en la ley, llegaran en la práctica al siguiente 
resultado: a no tener representación de ninguna especie en las 
Juntas Electorales mi en las Juntas Económico-Administrativas 
en algunos departamentos en los que hoy Ja ley establece la 
necesidad del tercio para obtener la minoría y que por esta ley 


no se necesitará sino del cuarto”.** 


El debate prosiguió con la participación del Dr. Adolfo 
Pérez Olave, miembro informante y diversos legisladores. El Dr. 
Vásquez Acevedo reiteró que las Juntas Electorales “no tienen 
porque arreglarse de acuerdo con el sistema de la representa- 
ción de las minorías. Eso es —dijo— para la Cámara de Re- 
presentantes y para las Juntas Económico-Administrativas”.?** 
Roxlo mantuvo su vigorosa y tenaz oposición manifestando al 
terminar su intervención que “la mejor manera de respetar los 
derechos, la mejor manera de empujar a los ciudadanos al cum- 
plimiento de su deber, es que las Juntas Electorales, lo mismo 
que las Comisiones calificadoras y lo mismo que las Comisiones 
inscriptoras no representen Comisiones de partidos sino que re- 
presenten verdaderas Comisiones de garantía del voto”. El Dr. 
Emilio Barbaroux fue el que dió la solución a este debate. Ex- 
presó que entre los representantes de la mayoría no había acuer- 
do respecto al proyecto de la Comisión de Legislación. La dis- 
crepancia radicaba en lo relativo a la integración del Colegio 
Electoral de Senador. Admitía que con el cuarto de los votos 
emitidos, la minoría obtuviera el tercio de las Juntas Electo- 
rales y de las Juntas Económico-Administrativas pero no en los 
Colegios Electorales de Senador. “Se explica —dijo— que en las 
Juntas Económico-Administrativas la minoría tenga esta repre- 
sentación por la acción de control que va a ejercer allí y mismo 
porque los miembros de la minoría pueden tener la iniciativa 
en una serie de cometidos que la Constitución confía a estas 
corporaciones. Se explica también que la minoría tenga su re- 
presentación en las Juntas Electorales, porque, además de las 
funciones de control, va a intervenir directamente en la forma- 
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ción de las Comisiones inscriptoras, calificadoras y receptoras de 
votos, pero ninguna de estas funciones puede desempeñar esa 
minoría en los Colegios Electorales de Senador. Mientras con- 
tinuemos con el régimen de que cada departamento elija un 
solo senador, el partido que triunfe en la elección de Colegio 
Electoral será el partido que llevará su representante al Senado 
y la minoría no tiene nada, absolutamente nada que hacer aquí”. 
Propuso en consecuencia suprimir del artículo 1° lo de “Colegio 
Electoral de Senador” y agregar un artículo final “por el cual 
se diga que en las elecciones de Colegio Electoral de Senador 
se votará por listas completas y se proclamarán electos los 
titulares y suplentes de la lista más yotada”.”** 

La Comisión de Legislación aceptó la moción del Dr. Bar- 
baroux para que se eliminaran las minorías en los Colegios 
Electorales de Senador, eliminación que al discutirse el proyecto 
en el seno de la Comisión, el Dr. A. Rodríguez Larreta había 
propuesto sin éxito. Al ser ahora propuesta nuevamente en la 
Cámara por el Dr. Barbaroux, la Comisión aceptaba la enmien- 
da. En esta forma el proyecto fue sancionado el 11 de setiem- 
bre de 1907, agregándosele dos artículos más, correspondientes 
al proyecto presentado por Luis Alberto de Herrera y Carlos 
Roxlo, por los cuales las elecciones de Representantes, Juntas 
Electorales y Juntas Económico-Administrativas se verificarían el 
mismo día, votándose por una sola lista en la que se especifi- 
carían con los títulos correspondientes, los candidatos a Repre- 
sentantes, Colegio Electoral de Senador, Junta Económico-Admi- 
nistrativa y Junta Electoral.?* 

La Cámara de Senadores aceptó las modificaciones que se 
habían introducido a su primitivo proyecto prestándole su apro- 
bación el 9 de octubre de 1907. La nueva ley sobre elecciones 
fue promulgada por el Poder Ejecutivo el 17 de ese mes.“ 


El 17 de agosto de 1909 el Poder Ejecutivo envió a la 
Asamblea General un proyecto de ley sobre reforma electoral. 
En el Mensaje refrendado por el Ministro del Interior, Dr. José 
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Espalter, inclinado siempre a soluciones de tolerancia y de jus- 
ticia en materia política, se hacen extensas consideraciones sobre 
el tema: el Poder Ejecutivo estaba animado de intenciones más 
amplias para contemplar aspiraciones enunciadas desde 1872 e 
incorporadas desde hace ya tiempo al pensamiento de los diri- 
gentes políticos más avanzados: la representación proporcional. 
El proyecto no la incorporaba a la legislación; con sentido caute- 
loso persistía en las soluciones mediante las cuales, en forma 
paulatina, el partido de gobierno, que ocupaba el poder desde 
1865, se aviniera a la idea de que todas las tendencias políticas 
que existieran en el país poseían los mismos derechos. 


El Mensaje analiza las leyes de 27 de diciembre de 1904 
y la de 2 de setiembre de 1907. “La reforma de 1904 —ex- 
presa— tuvo por principal objeto hacer una distribución razo- 
nable de la representación legislativa en cada circunscripción 
electoral, o sea en cada departamento, con arreglo a su po- 
blación respectiva, en cumplimiento de la parte sustancial del 
precepto contenido en el artículo 10 de la Constitución de la 
República”. 

“No necesito decir, que ni entonces, época de ardientes pa- 
siones políticas, esa reforma suscitó resistencias. Se hizo fácil- 
mente el convencimiento de que, ya que no era posible cumplir 
la letra de la Constitución que exige en el artículo 19 un di- 
putado por cada tres mil habitantes, lo que daría a la Cámara 
de Representantes más o menos trescientos cincuenta miembros, 
era sin embargo un deber adoptar un coeficiente uniforme de 
representación para todos los departamentos con lo cual se 
cumplía, al menos, el designio fundamental de la disposición 
mencionada, que no es otro que establecer una relación propor- 
cional entre el número de habitantes y el número de diputados 
que haya de haber”. 

“La reforma de 1907, por su parte, en la consecución del 
principal fin que perseguía, que era hacer más equitativa la 
representación de los partidos en cada departamento, desvirtuó 
en cierta manera aquel propósito de la ley anterior, y la asig- 
nación del número de bancas a cada departamento resultó un 
tanto arbitraria, resultado que condujo también la falta de un 
censo exacto de la población del país”. 

“La reforma que ahora os propongo, tiene por designio 
armonizar, refundir los méritos propios de cada una de aquellas 
leyes electorales, corrigiendo con el criterio de la ley de 1904, 
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los errores más saltantes en la distribución de bancas hechas 
por la ley de 1907, y corrigiendo bajo la inspiración del sentido 
político y práctico de esta última las soluciones poco equitativas 
a que llegó en algunos casos la ley de 1904 en punto a la 
representación de las minorías”. 

“Para fijar la relación entre el múmero de habitantes y el 
número de bancas, debemos partir del último censo general lle- 
vado a cabo el pasado año. El coeficiente de habitantes por 
diputado, es el resultado de la división del número total de 
habitantes por el número total de diputados. Y como la po- 
blación que da el censo es de un millón cuarenta y dos mil 
seiscientos sesenta y ocho y el número actual de diputados es 
de ochenta y siete, la cifra de doce mil habitantes, o poco menos, 
es el verdadero coeficiente actual de representación electoral, Y 
este coeficiente no se altera sensiblemente, por la circunstancia 
de aumentar hasta ochenta y nueve, o sea en dos bancas el 
número de diputados, como se hace por esta reforma, pues hay 
que tener en cuenta que de la fecha del censo acá, la población 
del país habrá aumentado seguramente en 25 ó 30.000 habi- 
tantes”. 

“Para determinar el número de diputados que corresponde 
a cada departamento, basta saber cuantas veces cabe el coeficiente 
en el número de habitantes que el departamento tiene, pues 
otros tantos serán los diputados que le correspondan”. 

“Este es el criterio que domina, en general, en la asigna- 
ción de bancas a las diversas circunscripciones electorales, que 
establece este proyecto de ley. Y digo que es el que domina en 
general, porque su aplicación estricta llevaría a algunas solucio- 
nes inconciliables con la representación de las minorías en un 
gran número de departamentos, como, por lo demás, quedó 
experimentalmente demostrado en la ley de 27 de diciembre de 
1904, que hizo gala de la aplicación inflexible del criterio 
enunciado. 

Ese criterio, daría a Montevideo veintiséis diputados y no 
daría a Flores sino uno; daría a Colonia cinco, pero no daría 
sino dos a Maldonado, Treinta y Tres, Artigas y Río Negro; y 
como fácilmente puede advertirse, esta distribución es inconci- 
liable con la aplicación de nuestro sistema electoral, cuya esen- 
cia consiste en una representación de la minoría que no sobre- 
pase el tercio de la representación, alcanzada por cocientes del 
tercio o del cuarto como regla general”. 
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“Atemperando, pues, la rigidez del criterio, sólo he pro- 
curado aumentar la representación en algunos departamentos, 
como Minas, Tacuarembó, Cerro Largo y Durazno, cuya pobla- 
ción casi iguala a la de Colonia, San José, Florida y Salto, que 
actualmente eligen y deben seguir eligiendo cuatro diputados, y 
disminuir la de Paysandú, que con más razón que Soriano, que es 
más poblado, no debe elegir sino tres, y la de Río Negro, que no 
debe elegir sino dos, por los mismos motivos que no elige y no 
debe elegir sino dos el Departamento de Flores”. 


El Mensaje se refería luego a otro aspecto de la reforma 
contenida en el proyecto: la representación que debían tener 
los dos partidos en cada una de las circunscripciones electorales: 
“En 1907 tomé la iniciativa de la reforma por la cual se au- 
mentaron algunas bancas, y se facilitaba a las minorías el obtener 
la representación, que en estricto derecho les correspondía”. “Así, 
elevando de veintidós a veinticuatro el número de diputados por 
Montevideo, de siete a ocho el de Canelones, y de tres a cuatro 
los de San José y Paysandú, de dos a tres los de Rocha, Maldo- 
nado, Artigas, Treinta y Tres, Rivera y Río Negro y de uno a 
dos el de Flores, se hizo más fácil la representación de las mino- 
rías, pues fue posible bajar al cuarto el cociente en Montevideo, 
Canelones, San José y Paysandú, y extenderla a Rocha, Maldo- 
nado, Artigas, Treinta y Tres, Rivera, Río Negro y Flores, de- 
partamentos en que antes se encontraba sin representación al- 


guna”. 

“Además, se corrigió el error de la ley entonces vigente, que 
consistía en exigir a las minorías el tercio del total de votos 
emitidos, en todos los casos, aun en aquellos en que, como en el 
Salto, Colonia y Florida, debieran elegirse cuatro diputados, y 
la representación de la minoría fuese de uno solo. La ley de 
1907 estableció una regla de proporcionalidad relativa. Y desde 
que la minoría sólo tenía una cuarta parte de la representa- 
ción, no le exigió sino la cuarta parte del total de votos para 
conseguirla”, 

“La reforma prestigiada entonces por mi Gobierno, facilitó 
la representación de las minorías sin salir de las líneas funda- 
mentales del sistema electoral adoptado desde hace años en la 
República”. 

“Es cierto que en los hechos no dio todo el resultado que 
de ella podía esperarse, pero eso fue debido a que el partido de 
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la minoría se abstuvo en gran parte en algunas circunscripciones 
como en Montevideo y Paysandú, y en otras, como en Florida 
y Soriano, fue a las urnas completamente anarquizado”, 


“Cuando la minoría se abstiene o se fracciona, no hay sis- 
tema alguno que le asegure representación, la cual tiene y debe 
tener siempre por precio, el ejercicio regular del derecho y no 
su abandono, y la unión y la solidez en las filas, y no la dispersión 
que es la derrota sin remedio posible”. 


“Pero esta misma reforma a que me vengo refiriendo, es 
susceptible de nuevas reformas. Y ha llegado el momento en 
que cumpliendo mi promesa, propongo a V. H. el perfecciona- 
miento de que es susceptible en la actualidad”. 


“Si hay materia de la legislación que deba de continuo 
adaptarse a las nuevas circunstancias, e inspirarse en los ideales 
de la opinión pública, esa materia es sin duda alguna la legis- 
lación electoral”. 

“Ella es la norma que modela la formación y la organiza- 
ción práctica de los Poderes públicos, y sus defectos y vicios de- 
forman y vician a esos Poderes, como sus cualidades y excelen- 
cias cimentan el régimen de las instituciones, el cual no es otra 
cosa que la soberanía del pueblo, convertida en principio armó- 
nico de todas las libertades”. 


“La bondad y la virtud de los hombres, que tienen tan 
grande papel en las sociedades de civilización inferior, son meros 
accidentes felices en los pueblos que han alcanzado, como ha 
alcanzado el nuestro, una elevada cultura social, los cuales re- 
claman con justicia el gobierno impersonal de la leyes”. 


“En nuestro país, periódicamente, las circunstancias, los he- 
chos mismos plantean el problema del mejoramiento de las leyes 
electorales. Las circunstancias, los hechos mismos lo han plan- 
teado ahora, y fuerza es resolverlo, y resolverlo con ecuanimidad 
y justicia, ya que los días son propicios, la autoridad de los 
Poderes públicos se extiende uniformemente en todo el país, el 
convencimiento está hecho de que la violencia no es capaz de 
conquistar nada legítimo ni duradero, y el espíritu de los parti- 
dos y los ciudadanos, pueden confundir sus ideas y sus esfuerzos 
en la síntesis armónica de un interés superior”. 

En otro pasaje del documento, expresa el Poder Ejecutivo: 
“La reforma que os presento no encierra en sí misma, ni en sus 
propósitos tendencias innovadoras. No es un cambio de sistema, 
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no es la adopción de fórmulas enteramente nuevas y no ensa- 
yados aun de una manera suficiente”. 

“Es sólo y propiamente una reforma, que deja subsistentes 
las bases esenciales del sistema hasta ahora seguido, pero adap- 
tándolo mejor a su fin, que no es otro que asegurar en cuanto 
sea posible la representación de la minoría, sin mengua del le- 
gítimo de la mayoría”. 

“No contradigo la bondad teórica del sistema del voto pro- 
porcional, pero me asaltan graves dudas respecto de su bondad 
práctica, aun aplicada en donde únicamente sería aplicada, en 
las circunscripciones electorales que tienen una representación 
relativamente mumerosa, como en Montevideo y Canelones”. 

“¿No estimularía ese sistema electoral, el fraccionamiento y 
la anarquía de los dos partidos políticos de nuestro país, en bene- 
ficio exclusivo de las banderías pequeñas, de los círculos persona- 
les acaudillados por directores improvisados y sin verdadera res- 
ponsabilidad ante la opinión?” 

“Si entre nosotros hubiera más de dos agrupaciones partida- 
rias acaso la necesidad de darles entrada a todas ellas lo aconse- 
jara; pero sin esta necesidad, ¿sería prudente correr los albures 
de la aventura?” 

“Las leyes no se han de dictar para resolver cuestiones pura- 
mente doctrinarias, sino para satisfacer las exigencias prácticas; 
y es por esto, que no he vacilado un momento en hacer a un 
lado, en este caso, cualquiera de las formas del sistema de la 
representación proporcional”. 

Afirma el Mensaje que asegurar la representación equita- 
tiva, de acuerdo a la importancia de los dos partidos en que 
está dividida la opinión “es el único problema que la situación 
plantea”. “O mejor dicho, ampliar y fortificar los medios que 
tiene la minoría para entrar al Cuerpo Legislativo a cumplir su 
alta misión de fiscalización política, esa es la aspiración pública 
de todos los que reflexionan hondamente sobre las necesidades 
políticas del país, en la hora presente”. 

“En todas partes y en particular entre nosotros, es menester 
integrar al Gobierno, tomando la palabra gobierno, en su signi- 
ficado más comprensivo, con las oposiciones”. 

"Un gobierno falto de control de la oposición, no es un 
gobierno enteramente ponderado y equilibrado, y con frecuencia 
degenera, y cae en los abusos de la subversión. Y por eso los 
ciudadanos de la libre Inglaterra, que son los maestros en la 
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práctica del gobierno libre, no contraponen la oposición al go- 
bierno, como si fuera un elemento antagónico, un factor desti- 
nado a combatirlo y destruirlo, sino que por el contrario, la 
consideran como un elemento integrante y complementario, y 
en sus expresiones de lenguaje, jamás dicen la oposición al go- 
bierno, sino la oposición del gobierno en el Parlamento, como 
si fuera una cosa tan propia de él, cual la misma mayoría que 
lo sostiene”. 


El Mensaje se detiene luego a analizar aspectos de la ley 
vigente; la abstención tan grande producida en las últimas 
elecciones y sus efectos; “pues bien; —agrega— se impone una 
reforma, merced a la cual se asegure en Montevideo y Canelones 
la representación de la minoría, aun cuando esa minoría no lle- 
gue al cuarto del total de los sufragantes, y esa reforma consiste 
en establecer, no una como hasta hoy, sino varias cuotas de 
representación para los dos partidos, en proporción al número 
de votos que cada uno lleve a las urnas”. 


“La ley vigente establece que en Montevideo y Canelones 
la mayoría tendrá tres cuartos de la representación y la minoría 
un cuarto, sin poder salir de esas porciones invariables, sino 
para caer en el sistema de la simple mayoría, en el cual la ma- 
yoría se queda con todo y la minoría se ve enteramente des- 
pojada”. 

“En Montevideo, agrega el Mensaje, donde deben elegirse 
veinticuatro diputados, la mayoría puede obtener desde los dos 
tercios hasta los once duodécimos, y la minoría, por consiguiente, 
desde el tercio hasta el duodécimo de la representación; y en 
Canelones, donde deben elegirse ocho, la mayoría puede obtener 
seis o siete y la minoría dos o uno según el número proporcional 
de sufragios que mayoría y minoría hayan aportado a las urnas”. 
“Si la minoría en Montevideo tiene el tercio de los sufragios, 
tiene derecho a elegir ocho diputados; si tiene el cuarto, seis; si 
tiene el sexto, cuatro; si tiene el octavo, tres; y si tiene el duodé- 
cimo, dos; así como si tiene en Canelones el cuarto de los vo- 
tantes, tiene derecho a elegir dos, y si tiene el octavo su opción 
es indiscutible a elegir un diputado. Todo esto es de absoluta 
evidencia y de absoluta justicia”. 


"Es este un sistema de voto incompleto que se acerca al 
voto proporcional, pero no se confunde con él; y en eso preci- 
samente consiste su mérito, pues reune todas o casi todas las 
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ventajas de la proporcionalidad, sin ninguno de los inconye- 
nientes prácticos que ella ofrece”.2% 

La Comisión de Constitución y Legislación, formada por 
los representantes Juan José Amézaga, Aureliano Rodríguez La- 
rreta, Pedro Manini Ríos, Diego M. Martínez, Eugenio J. La- 
garmilla, Carlos Oneto y Viana y Juan Giribaldi Heguy, en el 
informe que produjo el 3 de mayo de 1910, cuya consideración 
se inició el 31 de dicho mes, reveló haber realizado un detenido 
estudio del proyecto, en el que introdujo modificaciones que no 
alteraban su esencia; con ellas se aspiraba atenuar los males 
derivados de la desorganización de las minorías, mediante una 
fórmula legal que impidiera la derrota de un partido por la riva- 
lidad de las tendencias que pudieran surgir en su seno y que, a 
la vez, permitiera a “todos los ciudadanos expresar libremente 
su voluntad y sus simpatías por sus conciudadanos dignos de ser 
elegidos, sin que la violencia moral de perjudicar a su partido 
político emitiendo un voto ineficaz en el momento del escruti- 
nio, ahogue sus preferencias personales y desnaturalice una de 
las bases esencialísimas del régimen democrático”. 

El proyecto establecía el doble voto simultáneo, “aconse- 
jado y defendido por Mr. Borely”. Los electores votarían, a la 
vez, por el partido al que pertenecían y por los candidatos de 
sus preferencias, aun en el caso en que aparecieran en listas dis- 
tintas y respondieran a tendencias opuestas manifestadas en el 
seno de la misma colectividad. La Comisión de Constitución y 
Legislación, en cuyas deliberaciones el Poder Ejecutivo se hizo 
presente por intermedio del Dr. Espalter, sostuvo que existía una 
incapacidad electoral para que los Intendentes fueran electos di- 
putados en los departamentos en que ejercían sus funciones y 
que en adelante no podrían formar parte de las Juntas Electo- 
rales, ni de las autoridades elegidas por éstas, ni los actuarios 
de los Juzgados Letrados, ni los militares cualquiera fuera su 
situación”. 

De la discusión del proyecto resulta claro que los partidos 
tradicionales representados en la Cámara de Diputados, habían 
llegado a un acuerdo transaccional durante el estudio realizado 
en la Comisión, de la que eran integrantes Diego M. Martínez 
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y el Dr. Aureliano Rodríguez Larreta, que unía a sus arraigados 
sentimientos partidistas, una flexibilidad de criterio para conciliar 
puntos de vista extremos en beneficio de soluciones que repre- 
sentaran una conquista en el proceso evolucionista del que era 
partidario, en oposición a la tendencia radical del Partido Na- 
cional. Quien hizo enérgica crítica a un aspecto del proyecto 
fue el representante nacionalista Dr. Rosalío Rodríguez, soste- 
nedor de la representación proporcional, una vez más, dijo, 
aplazada por el legislador, no obstante manifestar que le daría 
su voto. En su apasionado alegato, recordó el Dr. Rodríguez, las 
iniciativas y estudios enunciados en el país en favor de aquella re- 
forma desde 1892, por la que entonces se había pronunciado favo- 
rablemente el Dr. Aureliano Rodríguez Larreta, autor de un pro- 
yecto inspirado en las mismas ideas, presentado a la Cámara de Re- 
presentantes en 1907, del que ya nos ocupamos en este capítulo. 
Juan José Amézaga y Pedro Manini Ríos refutaron algunas ase- 
veraciones del Dr. Rodríguez. Carlos Roxlo, siempre sincero y 
leal en sus actitudes, dijo que su propósito era votar en favor del 
proyecto, en silencio, pero que le asaltó un escrúpulo de con- 
ciencia. “Habiendo defendido durante más de dos lustros, no 
solamente en esta misma Cámara sino en la tribuna de los Clubs 
políticos, en la prensa de mi partido y en las Convenciones de 
la Asociación Nacionalista, el principio de la representación pro- 
porcional, me pareció que podrían acusarme si votaba en silen- 
cio, de haber abandonado ideas muy firmes, muy arraigadas en 
mi espíritu, para aceptar transacciones que están en desacuerdo 
con esas mismas ideas. Entonces creí un deber de fidelidad para 
mis Opiniones del pasado, explicar a la Cámara y decirle al 
país por qué yo voy a votar, en la discusión general y en la 
discusión particular, el proyecto de ley sometido a la considera- 
ción de la H. Cámara. Yo entiendo que en política, señor Presi- 
dente, y sobre todo en materia electoral, las reformas son lentas: 
hay interés conservador en un partido y hay otro interés de 
avance en el partido opuesto, Es la lucha de la ola contra la 
muralla: la una desea avanzar y la otra es natural que trate 
de resistir. Entonces cuando los partidos de la llanura logran 
socavar un poco la muralla, consiguen alguna ventaja eficiente, 
el deber de los partidos de la llanura es aceptar esa ventaja a 
cuenta — como ya se ha dicho — de mayor cantidad. Sería, 
por el contrario, un acto de mal partidario y un acto anti patrió- 
tico levantar una oposición tan fuerte a este proyecto, que lograre- 
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mos al combatirlo, que en la masa entrara la idea de que ese 
proyecto no va a tener ninguna eficacia, de que ese proyecto 
va a ser un proyecto contraproducente y de que, por lo tanto, 
los nacionalistas no deben acudir a depositar su voto en las urnas”. 
Manifestó después: “El país, los dos partidos más representati- 
vos del país, casi todos los miembros de esta H. Cámara, casi 
todos los publicistas de los dos partidos, casi toda la prensa de 
los dos partidos, han reconocido que es un progreso teórico, un 
progreso de las ideas la representación proporcional. Luego, cum- 
pliendo la frase de Hegel, más o menos tarde, llegaremos, por 
la fuerza del tiempo y por la fuerza de las circuntancias, a la 
representación proporcional encarnada en las leyes del país”. 
Expresó no compartir las ideas del Poder Ejecutivo en el sentido 
de que la representación proporcional quebrantaría la disciplina 
de los partidos; por el contrario, dijo, ella “tiende a hacer que 
predomine la voluntad del individuo, del ciudadano sobre la 
voluntad de las pequeñas capillas, de los pequeños núcleos di- 
rectores de los partidos. De lo que se trata, por el contrario, con 
la representación proporcional, es de que la disciplina no anule 
por entero las opiniones individuales, dejando a los matices po- 
líticos desenvolverse y venir al parlamento a exponer sus ideas. 
Este es el verdadero fin de la representación proporcional”.** 
Al imaginar las proyecciones que podría tener esa reforma, pun- 
tualizó: “Vengan en buena hora aquí los socialistas con sus ideas, 
por más avanzadas que fueren, a fin de que en la discusión 
tengan que hacer lo mismo que nosotros: tengan que transar y 
aceptar lo posible, dejando sus utopías para más tarde, aunque 
yo sé que esas utopías también se encargará el tiempo de conver- 
tirlas en realidad; vengan los católicos para que con sus mismas 
exageraciones, —que yo no comparto—, nos obliguen a noso- 
tros, a los liberales avanzadísimos, a tener que transar un poco 
con el pasado en beneficio del porvenir; vengan las fracciones 
disidentes, extremas, de los dos partidos, para que, uniéndose a 
nosotros, tengan que entrar necesariamente en el molde de la 
realidad de los hechos, renunciando a todas sus exageraciones y 


aceptando el presente como el presente es”.%* 


251 “Diario de Sesiones de la H. Cámara de Representantes”. Tomo 
antes citado. Págs. 176-177. 

252 “Diario de Sesiones de la H. Cámara de Representantes” Tomo 
antes citado, pág. 178. 

253 "Diario de Sesiones de la H. Cámara de Representantes”. Tomo 
antes citado, pág. 179. 
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El Dr. Aureliano Rodríguez Larreta que, en la Comisión de 
Constitución y Legislación, se había avenido con los represen- 
tantes de la mayoría a una solución transaccional, renunciando 
transitoriamente a aspiraciones más avanzadas por él antes de- 
fendidas, para aceptar con sentido realista una parte de las 
ventajas que se obtenían con la ley en discusión, se consideró 
obligado a explicar su actitud. Al hacerlo, trajo al debate ante- 
tecedentes muy interesantes para la historia de nuestra legisla- 
ción electoral.?** 


254 En la sesión del 4 de junio de 1910, al hacer la defensa de su 
conducta, expresó el Dr. Rodríguez Larreta: "No voy a fatigar a la Cámara 
citando todos aquellos casos en que he tenido que proceder como lo hago 
ahora; pero voy sí a recordar ciertos hechos culminantes, que creo que será 
interesante para la Cámara el tenerlos presentes y que podrán servir de lec- 
ción para todos aquellos que combaten estas reformas progresivas que el 
país va haciendo hace ya más de una docena de años, a pretexto de que 
deberían adoptarse otras mejores. Es notorio que en 1897 me tocó el alto 
honor de intervenir en las negociaciones que dieron lugar al pacto de pa- 
cificación que se celebró al final de ese año. Hice un viaje al ejército revo- 
lucionario, que estaba entonces en Aceguá, Departamento de Cerro Largo; 
traje bases de pacificación que se proponían al Gobierno por los jefes de 
las fuerzas revolucionarias —el general Aparicio Saravia y el coronel Diego 
Lamas— y en esas bases de pacificación los jefes revolucionarios se preocu- 
paban de establecer, en una de ellas, que se modificaran las leyes electorales 
de tal manera que ofrecieran garantías eficaces a los ciudadanos de que sus 
derechos serían respetados; pero ni los jefes revolucionarios ni los hombres 
del Gobierno en aquel entonces, pensaron en que sería conveniente adoptar 
en el país el sistema de la representación de las minorías: ni lo dijeron en las 
bases que proponían, ni tampoco fue mencionado por el Gobierno al cele- 
brarse las negociaciones preliminares. Recuerdo que, habiendo sido designado 
después de algunas alternativas, felices o desgraciadas, para representar al 
ejército revolucionario conjuntamente con los doctores Juan José Herrera, 
Carlos A. Berro y Eustaquio Tomé, al preparar para la firma el pacto que se 
trataba de celebrar, recibí en mi domicilio la visita de los doctores Carlos 
María Ramírez y Antonio María Rodríguez, y estos ciudadanos me indicaron 
que sería conveniente aprovechar la oportunidad que el pacto ofrecía para 
hacer la gran conquista de la representación de las minorías. Y en presencia 
de estos ciudadanos redacté la cláusula que se insertó en el convenio y que 
establecía que sería obligación del Gobierno de la República el someter a la 
Asamblea Legislativa un proyecto de ley en que se establecería la adopción 
de ese sistema electoral, recomendando especialmente el proyecto que había 
sido presentado al Cuerpo Legislativo en fecha próxima anterior, por el dipu- 
tado Señor Antonio María Rodríguez. El artículo de ese pacto en que se 
consignó esa condición de la paz, se redactó en estos términos: “El Poder 
Ejecutivo, en su carácter de Poder colegislador, prestigiará y sostendrá ante 
el Cuerpo Legislativo la reforma electoral, a cuya sanción se ha comprometido 
ante el país la mayoría de los miembros de dicho Poder en el manifiesto del 
4 del pasado agosto, siendo entendido que se incorporarán a la legislación 
vigente las modificaciones ya aprobadas por el Honorable Senado y los pro- 
yectos presentados a la Cámara de Diputados sobre representación de las 
minorías, por el sistema del voto incompleto, en las elecciones de Juntas 
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El proyecto de ley, aprobado por la Cámara de Represen- 
tantes el 7 de junio de 1910, pasó a la de Senadores.” Previo 
informe favorable de la Comisión de Legislación formada por 
los Senadores Juan Blengio Rocca, Ricardo J. Areco y Federico 
Fleurquin, dado el 13 de junio, se inició la discusión el 1° del 
mes siguiente, en la que intervinieron principalmente los Dres. 
Areco y Tiscornia. Este último, en la sesión del 4 de julio al 
iniciarse la discusión particular del proyecto, en circunstancias 


Electorales, de Juntas Económico-Administrativas y de representantes del 
pueblo. Esta cláusula, por la garantía institucional de futuro que importa 
para el país, es la base fundamental y esencial de esta negociación, y el Poder 
Ejecutivo contrae el compromiso de incluir esta reforma en las actuales 
sesiones extraordinarias y de gestionar su aprobación”. En ese entonces, señor 
Presidente, en que me cabía el inmenso honor de concurrir con mi esfuerzo 
a que se adoptara esta gran reforma, yo ya de mucho tiempo atrás era 
partidario del sistema de la representación proporcional”. 

“En 1906 ó 1907, —prosiguió— después de los sucesos desgraciados de 
1904, la legislación electoral dio un paso atrás: se había conquistado la 
representación de las minorías para toda la República, y la ley de fines de 
1904 se la hizo perder a siete departamentos”. “Entonces me cupo también 
el honor de presentar a la Cámara de que formaba parte, —no puedo decir 
precisamente si fue en 1906 ó 1907, porque la memoria no me es bastante 
fiel—, un proyecto de representación proporcional. El proyecto fue a la 
Comisión, se discutió largamente, el Poder Ejecutivo intervino en esa dis- 
cusión por intermedio de su Ministro del Interior, y la idea de la represen- 
tación proporcional no fue aceptada, con la particularidad de que el órgano 
principal, en la prensa del partido a que pertenezco no la aceptó tampoco, 
y sostuvo que era preferible continuar con el sistema llamado empírico del 
voto incompleto. En esa situación, ¿qué me tocaba hacer? ¿Insistir en que 
necesariamente se debía aceptar el sistema de representación proporcional que 
había propuesto en mi proyecto, o aceptar algo que importara un verdadero 
progreso sobre lo existente? Creí más conveniente lo segundo, y con mi 
concurso en la Comisión y mi voto en la Cámara, se adoptó la ley que ha 
regido y que rige hasta ahora, que restableció en esos siete departamentos a 
que antes me referí, la representación de las minorías, y dio lugar a que 
el Partido Nacional —si mo hubieran ocurrido circunstancias que son no- 
torias,— hubiera podido mandar a la Cámara una representación numerosa. 
Quiere decir que en este segundo caso tuve que hacer exactamente lo mismo 
que había hecho en el primero a que me referí hace un momento, En todas 
esas oportunidades he procedido, señor presidente, de acuerdo y en armonía y 
reinando entre todos el mayor espíritu de concordia, con los miembros del 
partido dominante que han figurado en las Comisiones en que en esas dis- 
tintas épocas he figurado yo también. Más tarde, hace muy poco tiempo, nos 
tocó tratar la cuestión de la depuración de los registros cívicos de Montevi- 
deo, Trabajamos con el mismo empeño, con la misma sinceridad, y se 
adoptó la ley que todos conocemos: se nombraron las Comisiones Depuradoras 
—cuya creación yo propuse en el seno de la Comisión, y fue aceptada— y la 
depuración se hizo con el aplauso de todo el país”. (“Diario de Sesiones de 
la H. Cámara de Representantes”. Tomo CCIV, págs. 219-222). 

255 "Diario de Sesiones de la H. Cámara de Representantes”. Tomo 
CCIV, págs. 167-182; 190-226; 229-241. 
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que entraba a sala el Ministro del Interior Dr. José Espalter, 
pidió la palabra y dijo: “El Poder Ejecutivo puede tener satis- 
facción en haber provocado la sanción de la ley que está en 
debate, que importa, sin disputa alguna, el triunfo de los más 
elevados principios democráticos. 


Ya hoy no se puede discutir que las minorías deben ser 
representadas. Que si las mayorías tienen el poder del mando, 
las minorías tienen el poder del control, 


Ya no se puede discutir la necesidad que existe de que en 
el Parlamento haya una fracción que vigile lo que hace la ma- 
yoría. 

Por eso dice bien el Poder Ejecutivo, como una doctrina 
digna de perdurar, “que asegurar la representación equitativa, 
equivalente a su importancia, de los dos partidos en que está 
dividida la opinión del país, ese es el único problema que la 
situación plantea”. 

Y continúa el Poder Ejecutivo aclarando la doctrina: “am- 
pliar y justificar —dice— los medios que tiene la minoría para 
entrar al Cuerpo Legislativo a cumplir su alta misión de fiscali- 
zación política, esa es la aspiración pública de todos los que 
reflexionan hondamente sobre las necesidades políticas del país 
en la hora presente”. 

“En todas partes, y en particular entre nosotros, es menester 
integrar el gobierno, tomando la palabra gobierno en su sig- 
nificado más comprensivo, con las oposiciones. 


Un gobierno falto de control de la oposición, no es un 
gobierno enteramente ponderado y equilibrado, y con frecuencia 
degenera, y cae en los abusos de la subversión. Y por eso los 
ciudadanos de la libre Inglaterra, que son los maestros en la 
práctica del gobierno libre, no contraponen la oposición al go- 
bierno, como si fuera un elemento antagónico, un factor desti- 
nado a combatirlo y destruirlo, sino que, por el contrario, la 
consideran como un elemento integrante y complementario, y 
en sus expresiones de lenguaje, jamás dicen “la oposición al 
gobierno”, sino “la oposición al gobierno en el Parlamento”, 
como si fuera una cosa tan propia de él, cual la misma mayoría 
que lo sostiene”. 

Desde este punto de vista, yo he acompañado con sincero 
entusiasmo la modificación de la ley vigente, en cuanto el pro- 
yecto, es un paso más adelante. 
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Pero en el ambiente, señor Presidente, hay una duda que es 
necesario extirpar en absoluto. Esa duda debe de ser destruida, 
en mi concepto, con una declaración expresa y categórica de que 
es de esperar del Poder Ejecutivo actual, presidido por una per- 
sona sana, bien intencionada, recta, incapaz de ninguna tropelía. 
Porque lo considero, así es que me ha parecido oportuno que su 
Ministro del Interior, el jefe en todo gabinete de la política 
interna, haga manifestaciones de orden general que arranquen 
toda sospecha, toda esa duda que pueda flotar en el ambiente. 

Pronto vendrá, señor Presidente, la renovación del Cuerpo 
Legislativo en toda la Cámara de Representantes y en parte del 
Senado. 

Yo tengo la completa seguridad de que esta ley será ho- 
nestamente cumplida, de que la intromisión de los poderes pú- 
blicos sólo será en lo que se refiere al mantenimiento del orden 
y al cumplimiento estricto de la ley. De que ha llegado la hora 
en que desaparezca todo resabio de aquella doctrina de la in- 
fluencia directriz, es decir, de la intervención del Poder Ejecu- 
tivo en la imposición de candidatos. 

Tengo la esperanza patriótica de que la acción del gobierno 
ha de estar en relación con las condiciones personales de los 
que lo desempeñan, porque yo tengo un poco de miedo, señor 
Presidente, á los círculos. Yo se que los círculos, aun compues- 
tos por elementos individualmente buenos, crean una especie de 
interés particular, y ese interés particular es el que precipita so- 
luciones inadecuadas, y el que arbitra recursos, no siempre con- 
cordes con la moral ni con la libertad de los ciudadanos. 

He dicho que he sido siempre enemigo de círculos, y por 
eso me veo fuera de ellos. 

Las condiciones, repito, personales de los que componen 
hoy el Poder Ejecutivo, y sobre todo la tradición larga del 
actual Presidente de la República, me fortifican en la opinión de 
que no se cometerán abusos, de que aquel criterio de la influen- 
cia directriz ha pasado ya de los altos de la Casa de Gobierno 
a la vida cívica de los partidos. 

Quiero, pues, facilitar al Señor Ministro del Interior la oca- 
sión de que haga manifestaciones al respecto, seguro de que esas 
manifestaciones calmarán alguna excitación de parte de la opi- 
nión pública, y llevarán a todos los ámbitos del país la seguri- 
dad de que la palabra honesta y recta del Poder Ejecutivo, será 
fielmente cumplida”. 
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El Dr. Espalter usó de la palabra para responder de in- 
mediato: “Con verdadera complacencia he oído las manifesta- 
ciones que acaba de hacer el señor Senador por Río Negro, que 
ha reconocido y declarado que la reforma electoral iniciada por 
el Poder Ejecutivo, y a la cual ha coadyuvado patrióticamente 
la Asamblea General, importa un gran progreso, una verdadera 
jornada hecha en el camino de la sinceridad y de la verdad 
institucional, y en nombre del Poder Ejecutivo, me es muy grato 
agradecer esos conceptos. 

Pero tiene razón el señor Senador por Río Negro; es ne- 
cesario, para acabar la obra, para culminarla, que la Ley Elec- 
toral sea legítima y honestamente cumplida, 

Podrá ser buena, podrá ser un dechado de perfecciones en 
el orden teórico, y sin embargo, convertirse en manos de los 
hombres en un instrumento de corrupción y de opresión. 

Debe ser legítima y honestamente cumplida la Ley Elec- 
toral. Ha dicho el señor Senador que hay una duda en el espíritu, 
una nube en el horizonte. Pero él mismo se ha encargado de 
desvanecer esa duda inquietante, de alejar esa nube que mancha 
el horizonte, recordando las cualidades, las virtudes políticas y 
cívicas del primer magistrado de la República, que para él, como 
para todos los ciudadanos, es una garantía de legalidad y mora- 
lidad electoral. Y ya que el señor Senador lo decía, lo dice 
el Poder Ejecutivo, no solamente no cometerá abusos ni estimu- 
lará violencias, sino que está dispuesto a corregirlos y reprimirlos 
con mano fuerte, toda vez que llegaran a producirse”.*** 

Sin que se modificara el texto sancionado en la Cámara de 
Representantes, el proyecto fue aprobado por el Senado el 4 
de julio. La ley fue promulgada el 11 de julio de 1910. Su 
articulado expresa: “Artículo 1? — El Departamento de Monte- 
video elegirá veinticuatro representantes; el de Canelones, ocho; 
los Departamentos de Colonia, Minas, Tacuarembó, Salto, San 
José, Florida, Cerro Largo, Durazno, Paysandú y Soriano, cuatro 
respectivamente; los de Rivera, Rocha, Maldonado y Treinta y 
Tres, eligirán tres cada uno; y los de Río Negro, Artigas y Flores, 
dos respectivamente. 


2° — Cada elector votará por tantos representantes y su- 
plentes como elija el Departamento. 


256 "Diario de Sesiones de la H. Cámara de Senadores”. Tomo XCVII, 
págs. 288-296, 333-342. 
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3° — En el Departamento de Montevideo, podrá corres- 
ponder a la mayoría dos tercios, tres cuartos, cinco sextos, siete 
octavos u once duodécimos, y a la minoría un tercio, un cuarto, 
un sexto, un octavo, o un duodécimo de la representación; en 
el de Canelones podrá corresponder a la mayoría tres cuartos o 
siete octavos y a la minoría un cuarto o un octavo; en los De- 
partamentos de Colonia, Minas, Tacuarembó, Salto, San José, 
Florida, Cerro Largo, Durazno, Paysandú y Soriano, respectiva- 
mente, tres cuartos a la mayoría, y un cuarto a la minoría; en 
los de Rivera, Rocha, Maldonado y Treinta y Tres, dos tercios 
a la mayoría y un tercio a la minoría en cada uno; y en los de 
Río Negro, Artigas y Flores, la mitad a la mayoría y la mitad 
a la minoría, respectivamente. 


4% — La minoría tendrá derecho a la representación con- 
forme al artículo anterior si sus candidatos alcanzaren en Mon- 
tevideo, el tercio, el cuarto, el sexto, el octavo o el duodécimo 
respectivamente de los votos emitidos en la elección, de acuerdo 
con el artículo 6% en Canelones, si alcanzaren el cuarto o el 
octavo respectivamente; en Colonia, Minas, Tacuarembó, Salto, 
San José, Florida, Cerro Largo, Durazno, Paysandú y Soriano, 
el cuarto; y en Rivera, Rocha, Maldonado, Treinta y Tres, Ar- 
tigas, Río Negro y Flores, si alcanzaren el tercio. 


5% — Todo elector deberá votar simultáneamente por el 
partido político permanente o accidental a que pertenece, y por 
los candidatos. Las listas que no se ajusten a esta exigencia serán 
nulas y no se computarán en ninguna de las operaciones del 
escrutinio. 

Los electores podrán agregar al lema de un partido el 
sublema o las denominaciones que juzguen convenientes para 
indicar tendencias dentro de su partido político. 


6° — El escrutinio se hará en la siguiente forma: 


A) Se contarán primeramente todos los votos válidos emi- 
tidos, poniéndolos a un lado; y se contarán y separarán también 
los declarados nulos por no ajustarse a las exigencias de la pre- 
sente ley. 


B) Se tomarán enseguida los votos válidos emitidos, y se 
clasificarán, se separarán y contarán teniendo únicamente en 
cuenta el lema del partido expresado por los votantes, cualesquie- 
ra que sean los sublemas o las denominaciones que se agreguen 
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al nombre del partido para indicar sus distintas fracciones o 
tendencias. 


C) Se separarán enseguida las dos listas más votadas, apar- 
tándose las demás. 


D) Inmediatamente se sumarán los votos obtenidos por 
estas dos listas más votadas, adjudicándose la mayoría a la que 
hubiere obtenido mayor número de votos, y adjudicándose la 
minoría a la menos votada de esas dos listas, siempre que al- 
cance a la cuota-parte que establece el artículo 4? de esta ley 
para que la minoría tenga derecho a esa representación. 

Esa cuota-parte se computará sobre el total de votos emi- 
tidos en favor de las dos listas más votadas, no teniéndose en 
cuenta las demás, 


E) Inmediatamente se procederá a efectuar el escrutinio de 
candidatos de la mayoría y la minoría cuando hubiere derecho a 
ello, dentro de sus respectivas listas y ajustándose a lo que 
disponen los incisos 3% y siguientes del artículo 30 de la ley de 
27 de noviembre de 1904, 


7° — Serán nulos los votos emitidos en favor de una 
lista que lleve el lema de determinado partido, cuando dos 
tercios de los candidatos indicados en esa lista, por lo menos, no 
pertenezcan al partido permanente o accidental que indica el 
lema. 


8? — Tienen incapacidad relativa para ser electos represen- 
tantes los Intendentes en los Departamentos en que ejerzan O 
hayan ejercido seis meses antes sus funciones. 


9% — No pueden formar parte de las Juntas Electorales los 
militares, cualesquiera que sea su situación, y los Actuarios de 
Juzgados Letrados. 


10° — Derógase la ley de 2 de Septiembre de 1907”.2* 


Cuando esta ley fue discutida y sancionada por el Parla- 
mento, el Dr. Alfredo Vásquez Acevedo no formaba parte de 
él; alejado de la actividad legislativa desde 1908, después de 
haber participado activamente en la discusión de la ley de 17 
de octubre de 1907 que modificó la integración de las Juntas 


257 “Leyes nuevas sancionadas en la administración Williman”, págs. 
411-414. Montevideo, 1910. 


280 REVISTA HISTÓRICA 


Electorales Departamentales, continuó atento a todo lo que se 
relacionara con los problemas del sufragio. Al ocuparnos de “El 
Político”, recordamos sus Opiniones sobre iniciativas de legis- 
lación electoral proyectadas en 1908. En el ejercicio de la pre- 
sidencia del Directorio del Partido Nacional, propuso el 14 de 
enero de 1910 una circular-manifiesto, en la que se abogaba por 
la reforma de la legislación electoral. El intento revolucionario 
producido entonces perturbó sus planes de político evolucionista. 
Pacificado el país persistió en su intento para unificar la ten- 
dencia conservadora del Partido Nacional con la radical y la 
concurrencia a los comicios de noviembre de 1910. La ley de 
elecciones de 11 de julio de 1910 surgida de una transacción 
en la que no intervino, aun con sus limitaciones, se orientaba 
hacia la consecución de los fines por los que venía luchando 
desde 1872. Constituye un antecedente importante del desarrollo 
de las ideas en materia electoral producido en este período, que 
debe asociarse a la última etapa del proceso de la reforma 
constitucional, 


XXVI 


La gestión legislativa del Dr. Alfredo Vásquez Acevedo, que 
hemos revisado en el período comprendido entre los años 1905 
y 1907, se complementó con la intervención que tuvo en otros 
diversos asuntos. De ellos, recuerda en sus Memorias, que en 
1905 presentó un proyecto oponiéndose a las pensiones abusi- 
vas.*** En 1906 combatió con empeño “un mal proyecto sobre 


258 "Revista Histórica”. Tomo XXXVI, pág. 249. 

El proyecto a que se refiere el Dr. Vásquez Acevedo fue presentado 
en la sesión que celebró la Cámara de Representantes el 15 de junio de 1905. 
Decía así: “Proyecto de ley. — El Senado y Cámara de Representantes de 
la República, reunidas en Asamblea General, etc., decretan. 

Artículo 1% — El otorgamiento de pensiones graciables se sujetará en 
lo sucesivo a lo prescripto en la presente ley. 

Ar. 2% — Toda persona que desee obtener una pensión del Estado 
deberá en la solicitud que presente al Cuerpo Legislativo exponer circuns- 
tancialmente los servicios que haya prestado por su causante y acompaña- 
rá al mismo tiempo: 

a) Los documentos que acrediten los servicios invocados, designando en 
su defecto la oficina pública donde se encuentren. 

b) Las partidas de estado civil que comprueben su parentesco en línea 
recta con la persona que haya prestado los servicios. 

c) La constancia formal de que carece de medios de subsistencia y 
de parientes obligados a suministrarles con arreglo a la ley civil. 
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reforma de la Ley de Registro Civil, proponiendo uno sustitutivo, 
que resolvía juiciosamente las deficiencias observadas en ésta 
ley”; se opuso tenazmente a un proyecto sobre altura de los 
edificios particulares de ciertas calles y plazas, sosteniendo que 
“atacaba el derecho de propiedad y perjudicaba a la higiene y al 
mismo embellecimiento de la ciudad”; defendió el proyecto sobre 
impuesto progresivo de herencia “proponiendo algunas impor- 
tantes modificaciones”; demostró en un breve discurso que era 
contrario a la Constitución, la supresión de la asignación de que 
gozaba el Seminario Conciliar aunque —dice— para que no se 


Art. 3" — La Comisión a cuyo estudio pase una solicitud de pensiones 
tendrá la obligación de comprobar la autenticidad de los documentos que 
lo acompañen; y en caso de un proyecto deberá solicitar de las oficinas pú- 
blicas o de los interesados los justificativos de que habla el artículo anterior. 

Art. 4% — No se acordará ninguna pensión ni se aumentará ninguna 
pensión ya acordada por las leyes generales, sino en caso de servicios va- 
liosos que hayan obligado la gratitud nacional. 

Cada Cámara al resolver sobre una solicitud o proyecto de pensión 
decidirá previamente si los servicios que se alegan han obligado o no la 
gratitud nacional. 

Art. 5% — Ninguna pensión graciable se concederá por más de diez 
años, debiendo determinar la ley el tiempo porque se acuerda dentro de 
ese plazo. 

Art. 6? — Comuníquese, etc. Montevideo, Junio 15 de 1905. Alfredo 
Vásquez Acevedo. Diputado por Montevideo”. Al fundarlo expresó el Dr. 
Vásquez Acevedo: "El proyecto que acaba de leerse, responde al propósito 
de limitar las pensiones graciables y de establecer un criterio uniforme y 
justo para el otorgamiento de ellas. 

No creo hacer un cargo gratuito a muestro Parlamento si digo que ha 
tenido siempre y tiene aún gran facilidad para conceder pensiones. Una 
generosidad ingénita, una exagerada piedad de raza, diré así nos arrastra a 
atender todas Ó mayor parte de las solicitudes de pensión que se presentan 
sin cuidarnos mucho de la injusticia, ni de la necesidad de su otorgamiento. 

De ahí esa carga que pesa sobre el erario nacional — carga enorme 
que no se alivia nunca y que siempre crece haciendo difícil la marcha finan- 
ciera del país. No puede continuarse así. Las pensiones por servicios pres- 
tados a la Nación, no deben concederse sino de conformidad con leyes o 
disposiciones preestablecidas por punto general. Esas son las únicas leyes 
buenas, porque se dictan sin tener en cuenta las personas ni las circunstan- 
cias, y porque solo consultan los dictados de la razón y los intereses bien 
entendidos de la sociedad. El Cuerpo Legislativo, en rigor, no debe consi- 
derarse facultado para dar pensiones, sino en casos excepcionales no previstos 
por las leyes generales; y eso mismo debe hacerlo con toda discreción 
para no recargar desmesuradamente el erario público. 

Debemos pues, reaccionar. Necesitamos hacer nosotros lo que han hecho 
ya otros países hermanos, víctimas del mismo mal, —dictar reglas inflexibles 
para el otorgamiento de las pensiones como medio único de trabar nuestro 
exagerado liberalismo, Es el objeto que me propongo”. (“Diario de Sesiones 
de la H. Cámara de Representantes”, Tomo CLXXXIL Montevideo, 1906, 
págs. 10 y 11), 
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creyese que su actitud obedecía al propósito de ponerse bien 
con el grupo anticlerical de su partido, tuvo “buen cuidado” de 
expresar en su discurso, que pertenecía a la Escuela Liberal y de 
“marcar” como grandes conquistas de ésta, el matrimonio civil, 
la libertad de cultos, la secularización de los cementerios, el Re- 
gistro Civil ** En 1907 presentó “dos importantes proyectos: 


259 "Revista Histórica”. Tomo XXXVI, págs. 241-242. 

A continuación transcribimos las palabras que pronunció el Dr. Vásquez 
Acevedo al tratarse la asignación que gozaba el Seminario Conciliar: “Yo 
voy a votar en contra, señor Presidente, de la moción que se está discutiendo; 
pero deseo expresar la razón de mi conducta, 

A diferencia de lo que piensan algunos distinguidos compañeros, yo 
creo que no ha existido ó que no existe propiamente un concordato, en el 
sentido que esta palabra tiene, —<que obligue al Estado á mantener la 
subvención en favor del Seminario Conciliar. Creo más: creo que aunque 
existiera un concordato, no tendría nunca el carácter de una obligación 
absoluta, porque es sabido que la misma Iglesia Católica no les da á los 
concordatos ese carácter. Para mí, lo que existe en el caso es un compro- 
miso moral emanado de los términos en que fue realizada la negociación 
para la erección del Obispado. Ese compromiso no debe desatenderse, porque 
fué contraído por el Poder Ejecutivo y ha sido tácitamente aprobado por el 
Cuerpo Legislativo al sancionar con entero conocimiento de causa las ero- 
gaciones ó asignaciones para el Seminario, que fueron consecuencia de 
aquella negociación. Pero para mí, señor Presidente, hay una fuente de 
obligación más imperativa, más ineludible que esa, y es la carta fundamental 
de la República. Se ha discutido el significado y alcance del artículo 5% 
de la Constitución. La escuela liberal, á la que me honro en pertenecer, 
ha dejado consagrado, como grandes conquistas, que esa disposición no 
hace imposible el ejercicio de los cultos disidentes, que no impide la 
libre discusión por la prensa de los dogmas religiosos; que esa disposición 
ño obsta á la secularización de los cementerios, á la reglamentación de los 
conventos, ni al Registro Civil, mi al matrimonio civil, ni al divorcio, ni 
á ninguna otra institución exigida por los intereses sociales, aunque no 
se avenga con los dogmas de la Iglesia; pero á nadie, mi aún a los libe- 
rales más exagerados, se le ha ocurrido nunca desconocer que el artículo 
constitucional ha querido establecer, por lo menos, el deber del Estado de 
costear el culto católico. Y á la verdad que si á tal extremo se llegase, 
el artículo 5% de la Constitución vendría á quedar sin sentido alguno. 
Sería una disposición completamente vana. Ahora bien: costear el culto 
católico quiere decir asignar el dinero necesario para erigir templos, para 
sufragar á los dignatarios de la Iglesia y para pagar la educación y for- 
mación de sacerdotes. Nadie ha negado nunca que el Estado deba levantar 
templos para el culto católico; y para mí no es más importante levantar 
templos que formar sacerdotes. Los sacerdotes tienen en su mano la edu- 
cación moral de la sociedad; y si ellos carecen de la instrucción necesaria, 
si no están vinculados á la sociedad que deben servir, por el afecto patrio, 
por los lazos de la familia, por las ideas y las costumbres; si desconocen 
la índole y condiciones de los centros sociales en que deben actuar, sus 
defectos y tendencias, jamás podrán desempeñar bien sus delicadas fun- 
ciones, mi satisfacer las verdaderas exigencias del culto religioso. Yo creo 
que si no le diéramos al artículo 5? de la Constitución el concepto que 
se le ha dado constantemente por todos los hombres de Estado, por 


ALFREDO VÁSQUEZ ACEVEDO 283 


uno que prohibía a la prensa dar noticias sobre suicidios y otro 
que derogaba la ley por la cual fue autorizada la venta de bo- 
letos de sport de carreras extranjeras. Ambos —dice— fueron 
muy elogiados pero quedaron en las Carpetas de la Cámara”.2"" 


Como ya expresamos, el Dr. Vásquez Acevedo no fue reelec- 
to en las elecciones de noviembre de 1907, por lo cual, al clausu- 
rarse el período legislativo en febrero de 1908, se retiró de la acti- 
vidad parlamentaria. Lo hizo sin el sentimiento de pesar que lo 


rodas las Asambleas, nos expondríamos á un justo y merecido reproche, e 
incurriríamos en una evidente infracción constitucional. Bien, pues; por 
estas razones, y porque creo que está más arriba de mis opiniones ó creen- 
cias liberales el respeto á la Constitución y á la ley, que es, en mi con- 
cepto, el más grande de todos los deberes, y la más imperiosa de todas 
las necesidades de nuestro país, yo votaré en contra de la moción que se 
ha hecho”. (“Diario de Sesiones de la H. Cámara de Representantes”. Tomo 
CLXXXVII, págs. 499-500). 

260 “Revista Histórica". Tomo XXXVI, pág. 242. Transcribimos del 
Diario de Sesiones de la Cámara, los proyectos presentados por el Dr. 
Vásquez Acevedo y su respectiva fundamentación: "Hay dos proyectos de 
ley de los que se va á dar lectura. (Se lee) PROYECTO DE LEY 

El Senado y Cámara de Representantes, etc. 


Artículo 1%. Los diarios ó periódicos que den noticia de suicidios co- 
meterán abuso de imprenta contra la sociedad. Existirá infracción aunque 
el suceso se relate en términos encubiertos. 

Art, 2%, Las personas responsables del delito serán penadas con multa 
de 50 á 100 pesos la primera vez, y con multa de 200 pesos en caso de 
reincidencia. 

Art, 3%, La acusación del delito, como en los demás casos del artículo 
406 del Código de Instrucción Criminal, será interpuesta por los Agentes 
del Ministerio Público, quienes caerán en responsabilidad por las omisiones 
en que incurran. 

Art. 4%, Comuníquese, etc. 


Montevideo, 25 de abril de 1907. 
Alfredo Vásquez Acevedo 
Representante por Montevideo 

¿Ha sido apoyado? 

(Apoyados) 

Pasa á estudio de la Comisión de Legislación. 

Tiene la palabra el autor del proyecto para fundarlo, 

Sr. Vásquez Acevedo, — Voy a decir dos palabras, señor Presidente, 

para fundar este proyecto de ley. 

„La observación entre nosotros, como en todas partes, demuestra que el 
suicidio es contagioso. Cuando se produce un caso no tardan en producirse 
otros, llegando algunas veces á constituir lo que podría llamarse una ver- 
dadera epidemia, como está sucediendo ahora. Hace uno ó dos meses, que 
no pasa día sin que en los diarios se deje de encontrar noticias de uno 
ó más suicidios. El ejemplo cunde en eso, como en todo, por la tendencia 
irresistible del hombre á la imitación. De ahí la necesidad, preconizada por 
publicistas y congresos filantrópicos, de impedir que se divulgue en las 
poblaciones la noticia de los suicidios, obligando á la prensa á guardar 
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acompañó al abandonar el Rectorado de la Universidad en 1899, 
cuando aún se sentía animado de grandes energías para conti- 
nuar en la obra en que estaba empeñado desde hacía dos décadas. 
Al margen del debilitamiento de fuerzas que pudo haberle aca- 
rreado su intensa y prolongada vida pública, es indudable que la 
situación política del país, la división interna de su partido y 
las características de la gestión parlamentaria desarrollada, no 
en el ambiente reducido del Senado, sino en el de la Cámara de 


silencio respecto de ellos. Los mismos periodistas, tan convencidos están 
del daño que el noticierismo causa, que han acordado espontáneamente, más 
de una vez, no hablar nunca de suicidios. Desgraciadamente no han perse- 
verado en s1 laudable propósito, y hoy todos los diarios gozan, puede 
decirse, en dar noticias sobre suicidios, con lujo grande de detalles. Hay, 
pues, necesidad de que la ley intervenga, con medidas oportunas, para 
disminuir —ya que otra cosa no €$ posible—, esas terribles tragedias que 
llevan desolación á los hogares. 

Este es el fundamento del proyecto que acabo de presentar. 

Sr. Presidente. — Pase la versión taquigráfica del discurso que ha 
pronunciado el señor diputado á la Comisión informante. 

Léase el otro proyecto de ley. 

(Se lee lo siguiente) 


PROYECTO DE LEY 


El Senado y Cámara de Representantes, etc. 

Artículo 1%. Derógase la ley de 26 de junio de 1900 por la cual 
se autorizó 4 la Sociedad denominada “Jockey Club” para expender bole- 
tos de apuestas mutuas sobre las carreras que se efectúen en el extranjero. 

Art. 2%, Comuníquese, etc. 

Montevideo, 25 de abril de 1907. 

Alfredo Vásquez Acevedo 
Representante por Montevideo 

¿Ha sido apoyado? 

(Apoyados) 

Pasa á estudio de la Comisión de Hacienda. 

Tiene la palabra el doctor Vásquez Acevedo para fundar el proyecto. 

Sr. Vásquez Acevedo. — Este otro proyecto, señor Presidente, tiene 
por objeto poner remedio á un mal que amenaza convertirse en una ver- 
dadera calamidad social y económica, si no lo es ya. La ley cuya derogación 
propongo, es la que acordó, por una debilidad inconcebible, á mi juicio, 
á la empresa del “Jockey Club” el privilegio de expender boletos de sport 
ó de apuestas mutuas de carreras que se efectúen en el extranjero. Esa ley 
tiene siete años de existencia y cada día se hacen más sensibles los graví- 
simos perjuicios que causa. Las casas de sport que ha establecido el “Jockey 
Club” aumentan inmensamente su clientela. Dos Ó tres veces por semana 
se llenan de personas de todas las condiciones sociales, especialmente de 
las más humildes, que acuden á ellas á comprometer en el juego sus es- 
casos ahorros y muchas veces el producto íntegro de su trabajo, aumentando 
así las penurias y estrecheses de sus hogares. El juego es sin duda uno 
de los vicios más contagiosos, el juego no reprimido, el juego legalmente 
autorizado y aún protegido, que se ejerce de una manera pública, tiene 
un poder irresistible de contagio. Montevideo lleva el camino de Buenos 
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Representantes, más numerosa y heterogénea, que se avenía me- 
nos con su personalidad de hombre de estudio y acción reali- 
zadora, habíanle producido cierto cansancio y desgano por la 
función. “No sentí —expresa en sus Memorias— alejarme del 
Cuerpo Legislativo. El convencimiento de la impotencia del 
grupo nacionalista para luchar con la mayoría colorada y la 
influencia oficial, aun en los asuntos ajenos a la política; la 
imposibilidad de asumir actitudes enérgicas en el parlamento 
contra la situación dominante, por el peligro de fomentar el 
espíritu ya muy exaltado del Partido Nacional y otras causas, 
me quitaban todo estímulo para seguir soportando inútiles desa- 
grados. Durante mi permanencia en la Cámara, sobre todo en 
los últimos tiempos —agrega— había empezado a notar que 
mis fuerzas decaían. No tenía ya la energía para el trabajo que 
me había animado cuando estuve en el Senado. Las largas se- 
siones me causaban fatiga. Necesitaba reposo. ..”?®™ Sin em- 
bargo, seis años después el Dr. Alfredo Vásquez Acevedo retor- 
nó a la Cámara de Representantes. Integró la representación 
nacionalista que resultó electa el 30 de noviembre de 1913, 
ocupando una banca por el Departamento de Montevideo. En el 
Partido Nacional se había ido acentuando paulatinamente la 
tendencia concurrencista para sacar al Partido de la abstención, 


Aires, donde, según declaraciones que acaban de hacerse en la prensa 
seria de allí y aún en las mismas Cámaras Legislativas, el juego de las ca- 
rreras toma un carácter verdaderamente aterrador, En el último año se ha 
jugado 36.000.000 de pesos, y según estadísticas, en diez años se ha ju- 
gado 250.000.000 que suman 500.000.000 entre los hipódromos y la lo- 
tería. Urge pues, preocuparse del mal. Si se deja correr el tiempo, será 
pues más difícil, quizás imposible, atacarlo por los múltiples intereses 
comprometidos y por los hábitos poderosos que se habrán formado. En 
Buenos Aires, es un problema económico gravísimo, que nadie se atreve á 
abordar, el de la supresión del juego por el gran número de personas ó 
de familias que viven de él. Por otra parte, no hay razón ninguna que 
excuse siquiera el mantenimiento de la ley de 1900. El “Jockey Club” 
es una sociedad particular que no merece, por su índole, la protección 
del Estado, y el Hospital de Caridad, que comparte con él las utilidades de 
los sports, ha tenido, según se declara en reciente mensaje, del Presidente 
de la República, un superávit de 180,000 pesos en el último año. No 
necesita, pues valerse del juego y explotar un vicio para servir los fines 
de su institución. 

Sr. Rodríguez (don Gil). — Del juego de carreras. 

Sr. Vásquez Acevedo. — Estas son, señor Presidente, someramente 
expuestas, las razones que han inducido á presentar el segundo proyecto 
de ley que se ha leído”. ("Diario de Sesiones de la H. Cámara de Represen- 
tantes”. Tomo CXC, págs. 450-452). 

261 "Revista Histórica”. Tomo XXXVI, pág. 245. 
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tendencia estimulada por la ley electoral de 1910 que, además 
de modificar el número de representantes por Departamento, 
había establecido el doble voto simultáneo. De esta manera el 
Partido Nacional logró una representación que por su número 
y la jerarquía de sus integrantes, estaba llamada a tener una 
importante gravitación en la legislatura que se instaló el 8 
de febrero de 1914. Pueden distinguirse entre los ciudadanos 
electos por el Partido Nacional, representantes de tres generacio- 
nes. Pertenecían a la generación de más actuación en la vida 
pública por razones de edad, los Drs, Alfredo Vásquez Acevedo, 
Carlos A. Berro y Duvimioso Terra; le seguían quienes se ha- 
bían iniciado en las lides políticas al finalizar el siglo XIX: 
Alejandro Gallinal, Luis Alberto de Herrera, Juan Andrés Ra- 
mírez, Leonel Aguirre, Luis Ponce de León, Ramón Vásquez Va- 
rela, Fernando Gutiérrez, Ernesto F. Pérez, Pedro Oribe, Joaquín 
Silván Fernández. La llamada generación del Centenario estaba 
representada por el Dr. Wáshington Beltrán, electo por Tacua- 
rembó, su Departamento natal. 


En el discurso que pronunció en el Teatro “Stella D'Ita- 
lia” el 27 de noviembre de 1913, al cerrarse la campaña elec- 
toral, el Dr. Vásquez Acevedo había expuesto el programa de 
acción que se habían trazado los diputados nacionalistas en la 
futura Cámara: “Resistir con vigor la influencia que el presi- 
dente pretende ejercer sobre la Cámara propendiendo a recon- 
quistar la legítima independencia del Cuerpo Legislativo. 
Obstar dentro de los límites posibles a la reforma constitucional 
en las condiciones en que el señor Batlle la quiere. Velar con 
tesón por alcanzar el gobierno institucional y el respeto rigu- 
roso de las leyes. Propender a asegurar de una manera amplia la 
libertad electoral, estableciendo penas severas contra la intromi- 
sión real o moral de los funcionarios públicos, grandes o chicos, 
en las luchas del sufragio. Hacer imposible los ejércitos perma- 
nentes, restableciendo la guardia nacional y el derecho de los 
ciudadanos a tener y llevar las armas necesarias para su defensa 
contra todas las opresiones. Trabar el aumento o creación de 
nuevos impuestos que dificulten la vida de las clases proletarias. 
Impedir el derroche de los dineros del Estado y de los Muni- 
cipios en obras de lujo y en embellecimientos desmedidos. Afir- 
mar bajo sólidas bases, el derecho de propiedad poniendo ba- 
rreras a las reglamentaciones abusivas, a las confiscaciones dis- 
frazadas y a las expropiaciones arbitrarias de uso en estos tiem- 
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pos. Proteger a los habitantes desheredados de nuestras campa- 
pañas fomentando seriamente y con largueza las industrias al 
alcance de sus facultades. Reducir, por último, la acción del 
Estado a sus justos límites obstando a que invada la esfera propia 
de la autoridad particular”.?** 


262 “Revista Histórica”, Tomo XXXVI, págs. 673-674. 


El diario “La Democracia” en su edición del 21 de diciembre de 
1913 publicó un reportaje al Dr. Vásquez Acevedo sobre el programa de 
acción parlamentaria de la representación nacionalista, Esta nota periodística 
mereció del Dr. Vásquez Acevedo la siguiente aclaración que estampó de 
su puño y letra en el Libro de Recortes N? 8 de su archivo particular: 
“Este reportaje fue obra exclusiva del reporter. Yo me limité a manifestar 
que en mi discurso en la “Stella d'Italia” había enumerado en términos 
generales mi programa, y que de allí podría tomar base para el reportaje 
que deseaba. Así lo hizo bordando a su gusto mis ideas”. (Museo Histórico 
Nacional. Colección de Manuscritos, tomo 1893). He aquí el reportaje en 
cuestión: "Los representantes del Pueblo. — Lo que harán en el Parlamento. 
— Reportaje al Dr. Vásquez Acevedo. — Autonomía parlamentaria. Libertad 
Electoral, Economías. Supresión del ejército permanente. Reforma Constitu- 
cional. 

Después del noble esfuerzo cívico realizado por el nacionalismo para 
reconquistar las posiciones parlamentarias que abandonara en horas angus- 
tiosas para el país, los representantes que la colectividad llevara al parla- 
mento, tenían necesariamente que ser hombres de primera fila en nuestro 
escenario político, capaces de responder amplia y patrióticamente a la 
evolución sentida en filas, y a las esperanzas que el país cifrara en el partido. 


De cómo hemos respondido a esas esperanzas, lo dicen elocuentemente 
los hechos consumados, La diputación nacionalista representa cumplidamente 
cuanto de selecto, intelectual y socialmente tiene el país. Nuestros primeros 
hombres irán a la próxima legislatura a bregar como ellos saben hacerlo 
por los intereses nacionales, y creemos no pecar de optimistas al afirmar 
que, la sola presencia de ellos en el Parlamento, es una eficaz garantía 
de que los desbordes del Poder encontrarán en los verdaderos y únicos 
representantes que el pueblo se ha dado libérrimamente, una tenaz y pa- 
triótica resistencia, que obrando de fuerza controladora, dará la razón a 
los que sostienen que las minorías parlamentarias, cuando están bien orga- 
nizadas, pueden oponerse con éxito a las mayorías gubernistas aún, en 
aquellos casos, en que, las mayorías, solo tomen en consideración los inte- 
reses del círculo oficial que representan. 


Y es que por encima del éxito momentáneo que impone el número, 
está la opinión del país, que apoya con su aplauso, o sanciona con su 
crítica las actitudes, según sean ellas dignas de aplauso o de censura. Por 
lo demás y relacionando estas breves consideraciones con la acción futura de 
nuestros representantes, cabe afirmar que ella será la expresión exacta de 
las aspiraciones del pueblo, ya harto de soportar aplastantes unanimidades 
oficialistas. 

La Democracia ha querido adelantar a sus lectores, algo de lo que 
hará la representación del partido, en la legislatura, y cumpliendo ese pro- 
pósito ha entrevistado a varios diputados, entre los que se encuentra el 
doctor Alfredo Vásquez Acevedo, personalidad de relieve nacional cuya 


288 REVISTA HISTÓRICA 


A pocos días de instaladas las Cámaras, el 19 de febrero 
de 1914, el Dr. Vásquez Acevedo sorprendió a la opinión con 
su renuncia. La prensa nacionalista dio cuenta de ella, Diario 
del Plata intentó explicarse su actitud expresando que “Quizá 


actuación política, está estrechamente vinculada a todos los sucesos de 
trascendencia que se han sucedido en el Uruguay desde muchos años atrás. 


¿Programar nuestra acción de futuro? He ahí una cuestión dificilísi- 
ma si tomáramos —empezó diciéndonos el doctor Vásquez Acevedo— ¿esta 
proposición en el conjunto de sus interrogantes. Un programa político 
implica una elaboración intelectual, cuyo punto de partida debe sernos co- 
nocida. Pero ¿es que los diputados nacionalistas, estamos en el caso de 
concretar ante el país, un programa dada las especialísimas circunstancias 
que han mediado y median, para que, tanto yo como los dignísimos cole- 
gas recientemente electos, ignoremos aún, el campo donde nos ha de tocar 
desarrollar nuestra labor? 

Nuestro programa lo llenaran los sucesos futuros, momento por mo- 
mento y esos sucesos determinantes los provocará el gobierno y sus defen- 
sores en la Cámara. Para ser más claro: en particular —yo creo— que 
la actitud de los representantes nacionalistas, tiene que ser la de aquellos 
que se defienden contra todos y cada uno de los ataques del adversario. y 

Esto en particular —ya lo he dicho— por lo demás, y esto es evi- 
dente, hemos de trazarnos una norma política, antes de ingresar al Parla- 
mento. Pero aquí entramos al terreno de las generalidades. 

(5 

ps ya tuve el gusto de exponer ante mis correligionarios de 
Montevideo, algo que pudiéramos llamar un programa de acuerdo con lo 
que acabo de decirle. Un programa general, sujeto a ser modificado por 
los sucesos imprevistos. . . 

ES) por ejemplo en aquella oportunidad, dije sobre poco más 0 
menos que el programa de la diputación nacionalista podría sintetizarse en 
esta forma: i f 

Resistir con vigor la influencia que el presidente pretende ejercer 
sobre las cámaras, propendiendo a reconquistar la legítima independencia 
del Cuerpo Legislativo, di i 

Como Vd. podrá ver, esta primera proposición lleva involucradas nu- 
merosas e importantes cuestiones de orden constitucional, 

Sería posible, atendiendo a la amplitud de aquella, entrar a concretar 
punto por punto, nuestra EN futura, 

interrogación evita la respuesta. mer 

B PE IA al referirme a la independencia del Poder Legislativo 
por que no se puede concretar nada. Todos sabemos que en la actualidad 
el Poder Ejecutivo tiene influencia preponderante en las decisiones de las 
Cámaras. ¿Causas? Todos las sabemos también: nuestra deficiente organi- 
zación política, que ha puesto en manos del presidente de la República, 
todos los resortes del Poder. Así, hemos podido ver en la práctica, que la 
previsora tendencia separatista que la Constitución proclama al dividir el 
organismo nacional en tres ramas automáticas, queda burlada de hecho, de- 
bido a que los oficialismos giran siempre dentro de un círculo vicioso: el pre- 
sidente elije a la Cámara, o a la mayoría de la Cámara y ésta a su vez, 
elige presidente al que cuenta con el favor del Elector, y así giramos alre- 
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el convencimiento de la inutilidad del esfuerzo, frente al régi- 
men de las mayorías disciplinadas y unánimes, quizá la impre- 
sión molesta que la actitud de la mayoría oficialista imprime a 
todos los detalles de su acción, han motivado su resolución sen- 


dedor de una hipótesis democrático-republicana, cuyas consecuencias son 
desgraciadamente demasiado reales para que yo me detenga a explicarlas. 

Luchar, pues para que la autonomía del Poder Legislativo, sea una 
verdad, en nuestro medio político, es hacer obra democrática y por ende 
realizar uno de los postulados nacionalistas. 

—(¿?) 

—Otra de las proposiciones a que me tengo que referir es la que 
sigue: Obstar dentro de los límites posibles a la reforma de la Constitución, 
en las condiciones en que el señor Batlle la quiere. 

Sobre este tópico, ya se ha expresado terminantemente y categórica- 
mente el partido y el país. No es necesario entrar en menudas considera- 
ciones para justificar esta otra proposición. Nuestra Constitución es la obra 
sabia de los progenitores de la independencia. Se sancionó a la vista de los 
principios más avanzados de su época, y conserva aún muchísimas disposi- 
ciones que pueden ser orgullo de democracias contemporáneas. Pero, ello 
no obsta a que una severa e imparcial revisión hecha con todas las garan- 
tías posibles, y bajo la directa y positiva intervención del pueblo, modifique 
algunos de sus preceptos, suprima otros, e incorpore ciertos postulados ya 
indiscutibles en cuanto a su necesidad. Lo que no acepta, ni puede aceptar 
el nacionalismo porque lo rechaza todo el país en masa, son ciertas inno- 
vaciones exóticas en nuestro ambiente; al cual se quiere trasplantar, como 
arrancados de cuajo de sociedades fundamentalmente diferentes a la nues- 
tra, —así como las condiciones bajo las cuales ha de constituirse la Con- 
vención, encargada de realizar la gran obra. 

También dije algo sobre libertad electoral, problema eterno en el 
país, propender pues al afianzamiento de la verdad electoral estableciendo 
penas severas contra la intromisión real o moral de los funcionarios públicos 
es hacer obra sana y necesaria. Explicando esta proposición se podrían es- 
cribir varios volúmenes que en puridad de verdad, no serían otra cosa 
que la historia de todas nuestras desgracias nacionales. 

El nacionalismo ha luchado, lucha y luchará para hacer triunfar la 
verdad del sufragio, y esa lucha tomará caracteres bien definidos en la 
próxima legislatura, precisamente, porque munca como ahora, se ha hecho 
sentir con mayor intensidad el abuso del Poder Ejecutivo. La historia de 
estos abusos: el proceso de sus inmoralidades lo han hecho ya todos los 
diarios del país. Los casos particulares de Montevideo y San José, marcan 
la altura que ha alcanzado el fraude y la coacción. Para qué, pues, exten- 
derme en detalles redundantes? La diputación nacionalista hará capítulo 
esencial de esta cuestión, y no dude usted, de que si no conseguimos en 
absoluto lo que por tradición y por conveniencia no se nos ha de dar, 
algo haremos por el honor de nuestra democracia y en bien de los intereses 
del país, que son los que más de cerca sienten las consecuencias de estos 
abusos del Poder. 

(22) 

Supresión del ejército permanente y restablecimiento de la guardia 
nacional: trabar el aumento o creación de nuevos impuestos que dificulten 
la vida de las clases proletarias: impedir el derroche de los dineros del 
Estado y el de los municipios, combatiendo la tendencia a la suntuosidad, 
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sible en todos conceptos, ya que aleja un elemento de altísimo 
valer, de la escena partidaria”.*** Las razones verdaderas de la 
renuncia las consignó el Dr. Vásquez Acevedo en la anotación 
que de su puño y letra dejó al pie del artículo de Diario del 
Plata en el Libro 8 de Recortes de su archivo particular: “Mi 
renuncia fue motivada por los desaires repetidos de que se nos 


en que ha caído el gobierno, afianzar el derecho de propiedad, impidiendo 
las expropiaciones caprichosas y los monopolios de Estado: Proteger a los 
habitantes desheredados de muestros campos, fomentando las industrias, al 
alcance de sus facultades, y muchas otras cosas de cuyo examen no me 
podría ocupar sino a trueque de hacer interminable este reportaje, serían 
en general las tendencias económicas a la diputación de mi partido, 

Ya ve Vd. que generalizando, y así, en forma un tanto precipitada, se 
puede señalar casi un programa de trabajo. Esto sin contar los que las 
circunstancias concreten en cada caso, ya que las oposiciones no pueden es- 
pecificarlos a priori, 

Nada más por ahora, y me parece que le he dicho bastante. Ratifico 
finalmente lo que le manifesté al principio, lo capital de nuestra obra par- 
lamentaria, lo determinarán las circunstancias que desde ya se pueden 
predecir con factor primo de la labor del futuro”. (“La Democracia”. 
Montevideo, diciembre 21 de 1913). 

263 "Diario del Plata” y "La Tribuna” dieron la noticia de la re- 
nuncia del Dr. Vásquez Acevedo en las siguientes notas: "Renuncia del 
Doctor Vásquez Acevedo. Ha presentado renuncia de la diputación por 
el departamento de Montevideo, el Doctor Alfredo Vásquez Acevedo. 

Personalidad descollante dentro de las filas del Partido Nacional, el 
doctor Vásquez Acevedo, por sus antecedentes cívicos, su sama cultura y 
su brillante inteligencia es uno de los ciudadamos más representativos del 
país, y una de las figuras más distinguidas de la minoría parlamentaria. 

Su alejamiento voluntario de la escena parlamentaria, en la que volvía 
a actuar de un modo activo y con la brillantez de siempre representa la 
eliminación insustituible de un alto espíritu y un vigoroso cerebro. 

Quizá el convencimiento de la inutilidad del esfuerzo, frente al re- 
gimen de las mayorías disciplinadas y unánimes, quizá la impresión molesta 
que la actitud de la mayoría oficialista imprime a todos los detalles de su 
acción, han motivado su resolución sensible en todo los conceptos, ya que 
aleja un elemento de altísimo valer, de la escena parlamentaria. 

A último momento circula el rumor que se pediría al doctor Vásquez 
Acevedo el retiro de la renuncia”. (“Diario del Plata”. Montevideo, 20 de 
febrero de 1914). "El doctor Vásquez Acevedo. — La nota política de 
ayer la constituyó la noticia de la renuncia presentada del cargo de repre- 
sentante por Montevideo, del doctor don Alfredo Vásquez Acevedo, una 
de las primeras figuras del Parlamento Nacional y del país, por sus ta- 
lentos, por su saber, por sus antecedentes y cultura. 

La inesperada determinación causó honda sorpresa en todas partes 
y aún en el seno de su propia colectividad política, donde nadie sospechaba 
siquiera el propósito que abrigaba el eminente compatriota. 

Una vez presentada, y por indicación del doctor Ramírez, se nombró 
una comisión parlamentaria encargada de gestionar el retiro de la renun- 
cia, comisión de la que forman parte el propio doctor Ramírez y los 
doctores Berro y Martín Martínez. 

Espérase con ansiedad patriótica el resultado de esa gestión y créese 
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hizo objeto a los miembros nacionalistas de la Cámara, A mi 
no me quisieron poner en la Comisión de Legislación, de miedo, 
sin duda, al daño que en ella podía hacer a los proyectos del 
Gobierno. Me designaron para la Comisión de Instrucción Pú- 
blica junto con algunos tipos que nombraron a Don Francisco 
Simón para Presidente. Esto me indignó tanto que no podía 


que sean cuales fueren los motivos determinantes de la dimisión el doctor 
Vásquez Acevedo la retirará, en obsequio de los altos intereses que reclaman 
su presencia en la representación nacional. 

Su alejamiento de la escena parlamentaria privaría a la Cámara del 
concurso de un hombre de consejo, sereno, enérgico de grande ilustra- 
tración y experiencia, de esos que van siendo cada vez más escasos en nuestro 
ambiente enrarecido por las injusticias y la pasión. 

En cuanto a las causas que han inducido al doctor Vásquez a presentar 
su renuncia, circulan diferentes versiones. Unos quisieran relacionarla con 
el hecho de haber sido nombrado el doctor Francisco Simón presidente 
de la Comisión de Instrucción Pública, para formar parte de la cual había 
sido designado el diputado dimitente. No creemos que ese pueda ser el 
motivo determinante de su actitud. 

i Pensamos más bien que la fundamenta el convencimiento anticipado de 
la inutilidad de todo esfuerzo generoso y patriótico, frente al régimen de 
las mayorías disciplinadas y unánimes tan del gusto del nefasto batllismo. 

De todos modos, confiamos en que será satisfactorio el resultado de 
la gestión de retiro de la renuncia, para bien de la colectividad naciona- 
lista y del país”. ("La Tribuna”. Montevideo, 20 de febrero de 1914). 

“La Razón” publicó la nota que transcribimos a continuación. “Galería 
de los parlamentarios, A propósito de la renuncia de don Alfredo Vásquez 
Acevedo, Cuando el cronista se disponía a trazar la silueta del doctor 
Vásquez Acevedo, el doctor Vásquez Acevedo envía su renuncia de repre- 
sentante a la Cámara de Diputados. ¿Por qué? No lo sabemos. Los doctores 
Ramírez, Martínez y Berro irán a preguntárselo. En antesalas, antes de 
comenzar la sesión, no se hablaba de otra cosa. 

El cronista veía con agrado al doctor Vásquez Acevedo en el labora- 
torio de las leyes. Entraba sereno, austero, pulcro, cumplido... Su Jevita, 
su entallada levita hidalga, era una nota antañona, que decía de tradiciones, 
de entusiasmos románticos, de épocas pasadas en que la fogosidad hacía 
tejer fuertes, grandilocuentes oraciones. 

El doctor Vásquez Acevedo miraba con un poco de melancolía los 
escaños, donde rostros barbilindos ensayaban un gesto diputatorial. En esos 
momentos, don Alfredo debía sentir una extraña laxitud en el espíritu. 
; —iEstos muchachos me hacen más viejo! Pero los contemplaba con 
simpatía. Su espíritu, ese luminoso espíritu volcado en las aulas durante 
muchos años, alumbraba, posiblemente, dentro de muchos de aquellos crá- 
neos juveniles. 

Gran jurisconsulto, sólo con don Martín C. Martínez le encontramos 
comparable en eso de desentrañar cuestiones penales. Lo mejor de sus 
años verdes fue consagrado a la enseñanza. Dijo alguien que entre el que 
enseña y el que aprende se establece un vínculo inmarcesible. ¡Imagínese 
si vivirá rodeado de vínculos este hombre eminente! 

Desde el 80 al 95, no hubo texto en las escuelas que no le perteneciese. 
En la Universidad abrió un ancho surco. Su gestión del 86 al 94 fue 
épica. Le tocó lo más arduo: la reorganización. En ésta, como en otras 
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resistir más y les tiré con la renuncia. Los amigos me aconse- 
jaron que retirase la renuncia y les hice el gusto pero con la 
condición de no formar parte de la Comisión de Instrucción 
Pública”.?** 

Los Dres. Carlos Berro, Martín C. Martínez y Juan An- 
drés Ramírez fueron los encargados de obtener su retorno a la 
Cámara.*” 


muchas «mpresas, evidenciara el doctor Vásquez Acevedo una energía poco 
común. Su impulso precipitó por un camino de progreso a la Facultad 
de Medicina. Y ahora esta cabeza venerable, que emergía por cima de 
casi todas las de sus compañeros de la Cámara, esta cabeza nevada augus- 
tamente, se va del recinto. Es muy posible que sus amigos le disuadan, 
pero podría ser que no lograran convencerlo. Sus grandes mostachos blan- 
cos quedarán de nuevo entre las paredes de su despacho, rebosante de libros. 

El ex presidente del Partido Nacional mo quiere hacernos la merced 
de su palabra brillante, reposada, erudita, mi de sus razonamientos, tan 
sobrios y contundentes que mueven a pensar en Proudom. 

Don Alfredo Vásquez Acevedo se retira de la Cámara y, cualesquiera 
que sean los motivos que impulsan su determinación, este cronista lo 
lamenta. Esas generaciones de las que fue maestro, lo han de sentir tam- 
bién”. ("La Razón”. Montevideo, febrero de 1914.) 

264 Museo Histórico Nacional. Colección de Manuscritos. Tomo 1893. 

265 “La Democracia” informó sobre el retiro de la renuncia en la 
siguiente nota: “El doctor Vásquez Acevedo. Retiro de su renuncia. Ade- 
lantamos ayer la noticia de la renuncia presentada por el eminente ciuda- 
dano doctor Alfredo Vásquez Acevedo del cargo de representante por el 
departamento de Montevideo. 

Como era de suponer semejante actitud produjo en la opinión pública 
una impresión malísima, pues el doctor Vásquez Acevedo, talento robusto 
y una rectitud a toda prueba, constituyó siempre en todos los cuerpos de 
que formó parte, una garantía y una tutela de los derechos e intereses co- 
munes. 

Acreditan este aserto los artículos elogiosísimos de la premsa apare- 
cidos inmediatamente de conocerse la determinación de la referencia. 

La Comisión especial nombrada por la Cámara de Diputados y com- 
puesta por los doctores Martín C. Martínez, Juan Andrés Ramírez y Carlos 
A. Berro, se entrevistó ayer con el ilustrado compatriota, obteniendo el 
retiro de la renuncia. 

Sabemos ya, el efecto favorable que producirá esta buena nueva en el 
ánimo del país. El doctor Vásquez Acevedo, no debía, no podía retirarse del 
Parlamento donde su palabra y su pensamiento son de verdadera necesidad. 

Nosotros haciéndonos intérpretes del sentir general de nuestros corre- 
ligionarios dejamos constancia expresa de la satisfacción íntima con que 
mer periodo la noticia”. (“La Democracia”, Montevideo, Febrero 21 

e 1914). 

“Diario del Plata” al comentar el retiro de la renuncia juzgó la actitud 
del Dr. Vásquez Acevedo como “una lección de alta moral política”: “Una 
renuncia oportuna y una lección práctica. — El doctor Alfredo Vásquez 
Acevedo no ha podido mostrarse indiferente ante el pedido de la Cámara, 
y ha retirado su renuncia. 

Conviene, sin embargo, determinar, en cuanto es compatible con el 
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Su actuación legislativa en este período mo se caracterizó 
por la actividad que había marcado su anterior gestión parlamen- 
taria. En los tres años de Diputación, no presentó ningún pro- 
yecto de ley ni intervino en los grandes debates que provocó la 
discusión de la ley de elecciones de la Convención Nacional 
Constituyente en que les tocó actuar a los más jóvenes repre- 
sentantes del Partido; no participó tampoco en el que se suscitó 


comentario periodístico, el carácter de esa dimisión, ya que ella encierra 
á nuestro juicio, una lección de alta moral política. J 

La actitud del doctor Vásquez Acevedo, ha sido comentada en diversos 
tonos, ya que no se ha conocido å ciencia cierta la causa determinante de 
su renuncia. Sin embargo y ateniéndose á las versiones más verosímiles, 
podría afirmarse que en lo Íntimo se ha apreciado en lo que vale y repre- 
senta esa actitud del distinguido hombre público, que en un conflicto -ntre 
su sentimiento y su deber, prefirió optar por un temperamento radical, 
decidiéndose á abandonar el sitial que le fué conferido espontánea y 
libremente por sus correligionarios. 

Tal conflicto —que puede parecer nimio á muchos espíritus vulgares, 
pero que es explicable en un hombre de larga y brillante actuación—, se 
plantea entre la aspiración de servir al país como legislador y el profundo 
desencanto provocado por el ambiente hostil en que ha de ponerse á prueba 
la patriótica intención. En efecto, el doctor Vásquez, fué en el cargo directivo 
que ejerce dentro de su partido, un decidido adalid de la acción cívica 
como medio de propiciar evoluciones saludables para todos. 

_ Y en ese sentido hizo valer todos los prestigios de su autoridad, mo- 
rigerando impaciencias y reduciendo radicalismos intransigentes. Al fin, 
después de larga lucha, entró al recinto parlamentario con sus compañeros 
de causa, destacándose desde luego, no solo entre ellos, sinó en toda la 
Cámara como personalidad espectable, representante único talvez de una 
generación que sirvió al país durante muchos lustros con abnegación y 
patriotismo. ¿Y cuál fué el hallazgo? Una mayoría sectaria, materialista 
ultra, reacia á toda solución ecuánime; una mayoría en la que los hombres 
maduros optan por ver, oír y callar, y los jóvenes hacen gala de recalcitran- 
te partidismo, despachándose en teorías liberticidas, con un desenfado pro- 
pio de palatinos vetustos. 

4 Para colmar la medida si habían de respetarse por lo menos consagra- 
ciones indiscutibles, se opta por menospreciarlas, incurriendo deliberada- 
mente en designaciones chocantes. Y todo es soportable á cierta edad, 
menos el ridículo, 

En nuestro concepto, pues, —y salvo que otras causas Íntimas muy 
respetables determinen la actitud—, la renuncia del referido legislador tuvo 
una significación digna de meditarse, ya que estamos frente á una ten- 
dencia política que bastardea los más nobles atributos del régimen demo- 
crático. En efecto; los que componen la mayoría parlamentaria y principal- 
mente los jóvenes, creen que un diploma obtenido en forma dudosa, esta- 
blece igualdad de fueros mo sólo legal sinó intelectual y moral. Tan 
diputado y tan personalidad es el imberbe politiquillo, ó el caudillo de 
barrio, encumbrado, como el hombre público que en larga y brillante actua- 
ción ha aquilatado singulares aptitudes. Las jerarquías del talento, la ciencia 
y la virtud, no existen en esta vulgocracia donde se pretende aplicar un 
racero nivelador que para igualar, achica las cumbres y magnifica la 
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en torno a la aprobación de la Convención de Arbitraje con 
Italia donde Juan Andrés Ramírez reiteró la posición que él y 
su padre, el Dr. Gonzalo Ramírez, habían sostenido en 1902 
en ocasión similar, cuando se trató la aprobación del tratado sus- 
crito con España, que el Dr. Vásquez Acevedo defendió en el 
Senado; no intervino en el estudio del proyecto que dividía 
la Facultad de Ingeniería, creándose la de Arquitectura, temas 
todos que en otra época habrían suscitado su participación ac- 
tiva. En realidad, el Dr. Vásquez Acevedo en ese período, con- 
sagraba sus renovadas energías a la gestión cívica desde el Di- 
rectorjo del Partido Nacional cuya presidencia ejerció a partir de 
abril de 1915 y desde la cual dirigió la campaña anticolegialista 
que habría de culminar con el triunfo del 30 de julio de 1916. 
Ello explicaría sus frecuentes ausencias del recinto parlamenta- 
rio. Sin embargo fue un atento y cuidadoso legislador que se 
opuso sistemáticamente a tratar con apresuramiento los proyec- 
tos, reclamando, en diversas oportunidades, tiempo para su €s- 
tudio. Siguió con interés el desarrollo de las sesiones poniéndose 
éste de manifiesto en las intervenciones o en las sugerencias 


chatura. Se diría que lo que interesa es lograr el designio del éxito pura- 
mente material, aunque sea á costa de las peores anomalías. No se practi- 
ca el apotegma sajón “el hombre para el puesto” y por el contrario al 
invertir la fórmula se hace lujo de la más irritante agresividad. Que pro- 
teste, que sufra quien sufra, que se relajen todas las jerarquías, que cunda 
el desaliento, que los mejores y los más aptos den vuelta cara ó se 
encojan de hombros, que el pueblo se indigne y grite y apostrofe. ¡Adelante! 

La caravana sigue al dispensador supremo y para cada claro de un 
rezagado, surgen á montones, reemplazantes, oportunistas que acechan la 
ocasión. Claro que la subversión viene desde arriba, impuesta por el que 
se ha erigido en director de esta cruzada trágica, en la que nadie se detiene 
para mirar hacia atrás. 

Porque abolido todo pasaporte de idoneidad y prestigio ¿quién se 
resiste á la tentación de convertirse en cruzado? Si para ello no hay nada 
más que someterse á las recias disciplinas del que maneja la fusta. Primero 
el empleo, después la diputación, y el ministerio y ... lo que venga. 

“Uno para todos y todos para uno”; tal es la divisa que protege la 
impunidad y disimula las inferioridades evidentes. La cuestión es llegar. 
Y si en la rauda ascención es necesario demoler un viejo ídolo, ó profanar 
un templo, ó despreciar la austeridad, pues, adelante que el éxito justifica 
todo. ¿Qué extraño es por lo tanto, que un viejo adalid de otras épocas, 
haya querido refugiarse en el asilo íntimo, antes que comprometer su 
tranquilidad de espíritu en una lucha cruel y desigual? Al felicitarnos por 
el retiro de la renuncia, justificamos, sin embargo, la actitud, aún cuando 
no nos sea dado convertirla en teoría, ya que las circunstancias nos han 
señalado un puesto de lucha, que —importante ó modesto— hemos de 
mantener con traquilidad é inquebrantable energía”. (“Diario del Plata”, 
Montevideo, 22 de febrero de 1914), 
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que trasmitía a sus compañeros de bancada. No rehuyó funda- 
mentar su voto cuando lo creyó necesario, o abogar contra algún 
proyecto que consideraba inconveniente. Tampoco escatimó su 
colaboración para perfeccionar, asistido por su experiencia y sen- 
tido jurídico, la redacción de los proyectos en discusión, aunque 
no estuviera de acuerdo con ellos. No rehusó su apoyo a actitu- 
des que compartía de sus correligionarios. Así, poco después 
de iniciada la legislatura, en febrero de 1914, apoyó el pedido 
de interpelación sobre la prisión del señor Alfonso Crispo, for- 
mulado por el Dr. Wáshington Beltrán. En la sesión del 26 de 
marzo de ese año fundó su voto contrario al proyecto que auto- 
rizaba al Poder Ejecutivo a invertir por una sola vez, la cantidad 
de cincuenta mil pesos en la instalación de Bibliotecas en las 
capitales de los departamentos del interior y les asignaba una 
subvención anual. Estas bibliotecas formarían parte de los Liceos 
departamentales de Enseñanza Secundaria y serían públicas, gra- 
tuitas y circulantes. El Dr. Vásquez Acevedo expresó que era 
muy grande la erogación para un beneficio relativamente pe- 
queño. “Las bibliotecas populares —dijo— no son un medio de 
cultura general”. “A las bibliotecas populares no concurren sino 
algunos hombres ilustrados y los estudiantes aplicados, que no 
tienen los medios de proporcionarse variedad de textos. Eso está 
comprobado por una larguísima experiencia. A las bibliotecas de 
la Universidad que son cuatro o cinco, no yan más que los es- 
tudiantes. Ahí están las estadísticas que lo demuestran, No asis- 
ten jamás particulares y eso ocurre en Montevideo!! A la So- 
ciedad de Amigos de la Educación Popular — que existe hace 
cuarenta años — y que es circulante — nadie va ni pide libros. 
El pueblo que sabe leer en la República, no tiene como en los 
Estados Unidos y en otros países, hábito de leer. Lee diarios, 
generalmente la parte menos útil de ellos, lee novelas y libros 
frívolos; pero no lee los libros serios con que únicamente deben 
poblarse los estantes de las bibliotecas públicas. Sólo pues con- 
currirán a las bibliotecas de los departamentos alguno que otro 
estudioso de la localidad y los alumnos aplicados de los Liceos. 
Me parece que para eso no vale la pena gastar 80.000 pesos! 
Bastaría si se quiere, asignar en el Presupuesto, una cuota men- 
sual de 30 o 40 pesos a cada Liceo para la compra de libros. 
De esa manera se satisfarían las necesidades del momento y 
con el andar del tiempo se formarían en los departamentos 
pequeñas bibliotecas, como se han formado las de las Facultades 
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universitarias sin sacrificio para el Estado”, Señaló además que 
ignorándose aún los recursos con que se contaría para cubrir el 
Presupuesto, de sancionarse este proyecto se expondrían “a con- 
traer compromisos nuevos, cada vez más onerosos, o a sacrificar 
otros servicios públicos más urgentes e importantes por el gusto 
de tener en todos los departamentos bibliotecas sin lectores”.*** 

El Dr. José Salgado refutó las palabras del Dr. Vásquez 
Acevedo señalando la evolución que se había operado desde la 
época en que el Dr. Vásquez Acevedo actuó en el medio uni- 
versitario. Afirmó que ya existía en el país el hábito de leer 
que el Dr. Vásquez Acevedo negaba y que las bibliotecas de- 
partamentales contribuirían a fomentarlo. La Cámara aprobó 
el proyecto que quedó sancionado en la sesión del 2 de abril de 
1914.“ 

Intervino también en la discusión de la ley que asignaba 
recursos a la Asistencia Pública oponiéndose al artículo 5o. me- 
diante el cual el descuento del 1% que hasta entonces afectaba 
el sueldo de los empleados públicos y jubilados, pasaría a for- 
mar un fondo de seguro de vida en favor de los mismos em- 
pleados públicos y jubilados. También se opuso a la disposición 
complementaria por la cual el monto de ese 1% que hasta 
ahora estaba asignado a la Asistencia Pública se sustituiría du- 
plicando el impuesto progresivo sobre las herencias. En este 
caso consideraba que el aumento era exagerado. “Creo —dijo— 
que ese aumento no es justo ni conveniente. Nos exponemos 
a abatir el espíritu de ahorro, tan escaso y al mismo tiempo 
tan necesario en muestro país y a contrariar el fin que se per- 
sigue en la adquisición de bienes, que es precisamente el de 
asegurar el bienestar y la suerte de las familias”, En cuanto al 
seguro de vida en favor de los empleados públicos expresó su 
creencia de que los empleados públicos y sus familias estaban por 
el momento “suficientemente amparados por las leyes de la Re- 
pública”. “Las pensiones que estas acuerdan —agregó— a los 
que se inutilizan en servicio del país y a sus familias en el 
caso de fallecimiento, constituyen, a mi juicio, un verdadero 
seguro”. Entendía que en algunas ocasiones el auxilio acordado 
por la ley era insuficiente pero creía que en oportunidad debía 
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aumentarse cuando se complementare el fondo de recursos de 
las Cajas de Pensiones Civiles y Militares.?** 

En la sesión del 9 de julio de 1914 se puso a considera- 
ción un proyecto de ley mediante el cual se acordaba al señor 
José Batlle y Ordóñez el permiso necesario para aceptar y usar 
la condecoración de primera clase del Busto del Libertador, con 
que había sido agraciado por el gobierno de los Estados Unidos 
de Venezuela. El Dr. Duvimioso Terra se opuso por considerar 
estas distinciones contrarias a las prácticas republicanas, resabio 
de monarquías fastuosas y reñidas con la idiosincracia del Sr. 
Batlle y Ordóñez. En el debate que se suscitó alrededor de este 
tema, el Dr, Vásquez Acevedo reiteró una opinión ya susten- 
tada en la época en que ocupó la banca de senador por San 
José.*** Entendía el Dr. Vásquez Acevedo que solo se debía 
autorizar a aceptar la condecoración pero no aceptar y usar. 
"De esta manera —expresó— se llena el precepto constitucional 
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usar”, El Dr. Rodríguez Larreta mo tuvo inconveniente en aceptar la mo- 
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que no establece más que la obligación del ciudadano de pedir 
permiso a la Asamblea para la aceptación de insignias u honores 
y se deja al arbitrio de aquel a quien se ha hecho la distinción 
el derecho de usarla o no, sin obligar a la Cámara a que se 
pronuncie sobre el uso de insignias que como ha dicho bien el 
doctor Terra, ofenden sentimientos republicanos”. “Es al criterio 
personal y a las ideas de cada uno que debe dejarse librado el 
uso de las condecoraciones. La Cámara no debe intervenir sino 
en lo que es estrictamente necesario para el cumplimiento de la 
prescripción constitucional”. La Cámara no aceptó este tempe- 
ramento y aprobó el proyecto sancionado ya por el Senado.”"" 

En la discusión del proyecto de ley que prohibía el juego 
de box, parodias de corridas de toros, tiro a la paloma, riña de 
gallos, etc., etc, el Dr. Vásquez Acevedo intervino, luego de 
aprobado el artículo lo., para observar que si bien en él se 
establecían prohibiciones no se señalaban las penas o sanciones 
a los infractores por lo cual propuso un inciso —que fue acep- 
tado— donde se establecían las multas que castigarían las con- 
travenciones. Calificó de inútil el artículo 2o. que prohibía los 
malos tratamientos injustificados a los animales en general por- 
que, dijo, era una materia ya legislada. La Cámara aceptó su 
moción y el artículo 2o. fue suprimido igualmente que el 3o. 
por idénticas razones. El artículo áo, también fue modificado 
de acuerdo al criterio del Dr. Vásquez Acevedo, confiriéndose 
a los Jueces de Paz el enjuiciamiento y castigo de las faltas a 
que se refería esta ley.” 

En el mes de setiembre de 1910 se realizó en Bruselas una 
Conferencia Internacional de Derecho marítimo de la cual re- 
sultó la firma de dos Convenciones para la unificación de ciertas 
reglas en materia de abordaje y en matería de asistencia y sal- 
vamento marítimos. Ambas convenciones y el Protocolo de fir- 
ma anexo, fueron suscritos el 23 de setiembre de 1910, “ad 
referendum” por el plenipotenciario de la República Dr. Luis 
Garabelli. El Poder Ejecutivo solicitó a la Asamblea General su 
aprobación por mensaje fechado el 31 de mayo de 1912. El 
Senado aprobó las Convenciones de Bruselas el 13 de junio de 
1913. La Cámara de Representantes trató el asunto, que fue 
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informado favorablemente por la Comisión de Legislación, en 
la sesión del 30 de julio de 1914. El primero en hacer uso de 
la palabra fue el Dr. Vásquez Acevedo para formular algunas 
observaciones. Comenzó diciendo que los pactos internacionales 
“no se realizan sino en razón de las ventajas recíprocas y equiva- 
lentes que se acuerdan las Naciones contratantes, lo mismo que 
ocurre entre particulares”. Declaró que no encontraba en las 
Convenciones de Bruselas ventajas para la República. “Raros 
muy raros —dijo— deben ser los buques de la matrícula na- 
cional que naveguen en puertos o costas de Alemania y son 
muchos los buques alemanes que navegan en los puertos y cos- 
tas de la República. No es, por eso, probable que ocurra caso 
alguno de abordaje o salvamento de buques nacionales en aguas 
de Alemania, mientras que han de ser frecuentes los casos de 
accidentes de buques alemanes en aguas de la República”. “¿Qué 
utilidad —se pregunta— nos reportan los compromisos que 
quieren contraerse con Alemania? Ninguna que yo alcance 
—rtespondió”. “Entre tanto —agregó— las Convenciones pro- 
yectadas nos imponen alteraciones y ampliaciones en la le- 
gislación patria sobre la materia de que se ocupan, que revis- 
ten cierta importancia, según he podido comprobarlo, confron- 
tando las disposiciones de aquellas con las del Código de Co- 
mercio”. A continuación señaló su falta de concordancia con 
disposiciones del Código de Comercio. Expresó que “el artículo 
20. de la Convención sobre abordajes establece que en caso 
de duda respecto de la causa o causas del accidente los perjui- 
cios serán soportados por los que los hayan experimentado; 
mientras que el artículo 1436 del Código de Comercio ordena 
que se reunan en una sola masa los daños sufridos por los bu- 
ques y se divida su importe total entre todos, en proporción al 
valor respectivo de los mismos”. “El artículo 4o. de la misma 
Convención —agregó seguidamente— establece que si el acci- 
dente ocurriera por falta común de los buques, la responsabili- 
dad será proporcional a la gravedad de la falta cometida por 
cada buque y el Código de Comercio de la República, en su 
artículo 1434, a la inversa, manda que cada buque soporte su 
daño”. El artículo 70. de la Convención —añadió— "permite 
los convenios en el acto del naufragio dejando al arbitrio de los 
jueces anular o rebajar las compensaciones mientras que el Có- 
digo de Comercio, en su artículo 1479, anula toda convención 
en alta mar o al tiempo del varamiento”. Sin entrar a referirse 
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a las ampliaciones que las Convenciones introducían en la le- 
gislación nacional, ni a un examen más exhaustivo de su conte- 
nido para señalar algunas otras modificaciones al Código de 
Comercio, el Dr. Vásquez Acevedo expresó que, si se aproba- 
ban las Convenciones de Bruselas, “vendríamos a tener dos legis- 
laciones: una para los buques alemanes y nacionales y otra para 
los buques nacionales y de los demás países. “Se explicaría 
—continuó— una doble legislación o la desigualdad enuncia- 
da, en tratados o convenciones internacionales de otro orden en 
que sólo está interesado el Estado y no los particulares, como 
por ejemplo, los relativos a exenciones aduaneras. Se explicaría 
también en los tratados sobre derecho internacional privado, que 
fijan la ley o la jurisdicción aplicable en los casos de conflicto; 
pero no se concibe una doble legislación tratándose de disposi- 
ciones sobre abordaje y salvamento. Los preceptos de las leyes 
comerciales, civiles y penales deben aplicarse con entera igualdad a 
todas las cosas y personas situadas en territorio nacional”, Terminó 
manifestando que no discutía la conveniencia o justicia de las 
reglas proclamadas por la Conferencia de Bruselas sobre abor- 
daje y salvamento pero entendía — y esto era el fundamento 
principal de su opinión sobre el asunto “que si esas reglas son 
buenas, su adopción no debe hacerse por medio de pactos inter- 
nacionales sino incorporándolos a los Códigos de la República 
a fin de que favorezcan por igual a los buques de todas las 
naciones”.*** 

Estas opiniones del Dr. Vásquez Acevedo fueron rebatidas 
por el Sr. Horacio Maldonado quien explicó que no se trataba 
— como suponía el Dr. Vásquez Acevedo — de una Convención 
celebrada entre muestro país y Alemania exclusivamente sino 
que había sido firmada por veinticinco países, aunque el re- 
partido no lo dijera por omisión de la traducción. Aclarado el 
alcance del Tratado, el Dr. Vásquez Acevedo no tuvo reparos en 
aceptarlo pero mantuvo su objeción en lo que se refería al 
problema de la doble legislación, defecto que César Miranda 
creía que se subsanaría casi de inmediato y al que por tanto no 
atribuía mayor inconveniente. “Sobre esto —dijo el Dr. Vásquez 
Acevedo— es que discordamos fundamentalmente. Yo entiendo 
que la sanción de las Convenciones no deben hacerse sino des- 
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pués de reconocida la bondad de las disposiciones que contienen 
y su incorporación al Código de Comercio, para evitar los incon- 
venientes de la doble legislación”. Insistió en que la Comisión 
de Legislación debió haber estudiado y haberse pronunciado so- 
bre ese aspecto del asunto. Las objeciones del Dr, Vásquez Ace- 
vedo no fueron compartidas por la Cámara y el proyecto quedó 
sancionado el 4 de agosto de 1914.7 


En la sesión del 15 de mayo de 1915, al estudiarse el pro- 
yecto de reorganización de la Administración de Justicia de 
Salto, el Dr. Vásquez Acevedo intervino en la discusión del 
mismo para oponerse tenazmente a la reforma que se proyecta- 
ba. Esta consistía en suprimir uno de los dos Juzgados Letrados 
Departamentales que había en Salto y crear en su lugar, un 
Juzgado de lo Civil, Comercial y Correccional que se denomi- 
naría Juzgado de lo Civil y Correccional del Salto. 


El Dr. Vásquez Acevedo sostuvo que era más racional es- 
perar a que se complementara el proyecto de Código de Procedi- 
miento Civil, que una Comisión de Jurisconsultos estaba redac- 
tando, a hacer una reforma aislada sobre organización judicial 
en un solo Departamento. Entendía que la organización judicial 
debía ser uniforme, que en ella debía haber unidad, que no 
había razones para atender exigencias locales que perjudicaban 
los intereses generales de la Administración de la Justicia.?”* 
En la sesión del 22 de mayo, el Dr. Vásquez Acevedo mocionó 
para que se suspendiera la consideración de este proyecto en 
presencia del mensaje que había elevado el Poder Ejecutivo “so- 
bre la sanción de la primera parte del Código de Procedimiento 
y en la que está tratada la organización judicial en la cual está 
comprendida la organización de los tribunales judiciales en toda 
la República”. Esta moción no fue aprobada. Sin embargo el 
Dr. Vásquez Acevedo participó en el estudio del proyecto propo- 
niendo modificaciones que lo perfeccionaban y que fueron acep- 
tadas por la Cámara.*”* 


Al sancionarse el proyecto de ley sobre Condena Condicio- 
nal, en la sesión del 30 de noviembre de 1915, el Dr. Vásquez 
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Acevedo fundó su voto negativo en los siguientes términos: 
"Creo que la Condena Condicional es realmente un ideal en 
materia criminal, pero considero que nuestro país no está pre- 
parado para una institución tan avanzada. Necesitaríamos una 
magistratura enérgica, capaz de resistir a todas las influencias 
bastardas que la trabajan ordinariamente y esa no la tenemos, 
sin que ello importe desconocer que existan magistrados muy 
honorables y rectos. Necesitamos en todo el país una policía 
bien servida y bien organizada, que tampoco tenemos, y, por 
último, necesitaríamos un pueblo convencido de que debe mirar 
a los delincuentes como enemigos del orden social y de que debe 
prestar un concurso decidido a las autoridades públicas para la 
persecución y castigo de los delitos y eso tampoco lo tenemos. 
Son muchas y muy frecuentes las pruebas que existen de la 
benevolencia excesiva de nuestro pueblo en favor de los delin- 
cuentes. Creo, por consiguiente, que si se establece la condena 
condicional, desde luego correríamos el riesgo de abrir la puerta 


a abusos innumerables”.?”* 


Al sancionarse un proyecto que ampliaba la ley sobre juegos 
de azar, el Dr. Vásquez Acevedo dejó constancia de que no 
había votado en ninguna de sus partes el proyecto porque en- 
tendía “que él, lo mismo que todas las leyes que se han dictado 
anteriormente para fomentar el juego, están preparando un de- 


sastroso porvenir moral para la República”.*"* 


XXVI 


Al finalizar su mandato de Representante, el Dr. Vásquez 
Acevedo ingresó en la Cámara de Senadores ocupando la banca 
correspondiente al Departamento de San José para la que había 
sido electo en las elecciones de enero de 1917. Conjuntamente 
con el Dr. Martín C. Martínez, senador por el Departamento de 
Cerro Largo, se incorporó al Senado en la sesión del 7 de febrero 
de 1917 prestando el juramento de estilo. Durante ese año, su 
actividad legislativa se vio comprometida por sus tareas en la Con- 
vención Nacional Constituyente, electa el 30 de julio de 1916, a 
las que evidentemente, dedicó su principal atención. Como vere- 
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mos en el Capítulo correspondiente, al iniciar sus sesiones aquel 
alto Cuerpo, fue designado Vicepresidente del mismo; presidente 
de la Comisión de Constitución y, finalmente, a partir de junio de 
1917, presidente de la Convención Nacional Constituyente hasta 
su clausura a fines de octubre de ese año. 

Si no fue intensa su labor legislativa en este lapso, está 
en consonancia con la desarrollada anteriormente y pone de 
manifiesto la unidad de su pensamiento, la firmeza de sus con- 
vicciones y el vigor de su personalidad. 

Fue un opositor sistemático, desde el primer día que asis- 
tió al Senado, a tratar asuntos sobre tablas o con apresuramiento. 
Aunque no siempre lo logró, reclamaba tiempo para pensar y 
estudiar los asuntos. Reiteró su posición frente a las autorizacio- 
nes para aceptar y usar condecoraciones obteniendo que el Se- 
nado, en oportunidad de tratarse la autorización solicitada por 
el Sargento Mayor de Artillería, D. Alberto Cuestas, aceptara 
la modificación que propuso, reconociéndose que ella importaba 
corregir un error frecuentemente cometido.” 


278 Transcribimos a continuación del acta de la Sesión del Senado 
del 21 de abril de 1917 la parte relativa a la discusión de la autorización 
al Sr. Alberto Cuestas: “(En sesión secreta) : 

Señor Presidente — Léanse el proyecto é informe respectivo. 

(Se leen): 

“Comisión de Legislación. 


INFORME 
Honorable Senado: 

El sargento mayor de artillería don Alberto Cuestas solicita de Vuestra 
Honorabilidad autorización para aceptar condecoración de Gobierno ex- 
tranjero, 

Vuestra Comisión no tiene inconveniente alguno que oponer al petitorio 
de la referencia por cuanto en todos los casos análogos se ha otorgado ese 
permiso, y os aconseja, en consecuencia, la sanción del siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1% Acuérdase al teniente coronel de artillería don Alberto 
Cuestas el permiso necesario para aceptar y usar las condecoraciones de 
Caballero de la Real Orden de Carlos II y Medalla de Alfonso XIII, con 
que ha sido agraciado por el Rey de España. 

Art. 2%. Comuníquese, etc. 

Sala de la Comisión, Abril, 21 de 1917. 

Francisco Simón - Aguirre y González - Alfredo Vásquez 
Acevedo (discorde en parte)”, 

Señor Presidente. — En discusión general. 

i Señor Vásquez Acevedo, — Yo he sido contrario siempre á la autori- 
zación para usar condecoraciones. En más de un caso he hecho observaciones 
al respecto, considerando que no es propio que las Cámaras de un país 
democrático autoricen el uso de condecoraciones extranjeras, ni de conde- 
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En la misma sesión del 21 de abril de 1917 en que se 
trató ese asunto explicó su discrepancia con sus compañeros de 
la Comisión de Legislación respecto a un proyecto de ley que 
reglamentaba la profesión de Contadores y Peritos Mercantiles, 
“Yo he firmado —dijo— discorde el dictamen de la Comisión 


coraciones de ninguna clase. He sostenido, —y creo que eso es lo que se 
había llegado á aceptar últimamente, — que lo único que las Cámaras 
pueden hacer es autorizar á que se acepten las condecoraciones. . - 

Señor Gallinal (don Alejandro) — Apoyado. , 

Señor Vásquez Acevedo — ... omitiendo el término “usar”. De ma- 
nera que propondría que, en lugar de decirse "para aceptar y Usar”, se 
dijera simplemente para “aceptar”. 

Señor Presidente — ¿Acepta la Comisión? , 

Señor Aguirre y González — Sí, señor Presidente; la Comisión acepta: 
tiene razón el señor senador por San José. 

Señor Presidente — En discusión general el proyecto. 

Si no se observa, se vá á votar si se pasa á particular. 

Los señores por la afirmativa, en pie. 

—-(Afirmativa). Sl 

En discusión particular el proyecto con la modificación que propone 
el señor senador por San José, y que hace suya la Comisión. 

Señor Ramasso — Pido la palabra. 

Yo no voy á aceptar la modificación que propone el senador por San 
José, por una simple consideración: hasta ahora las autorizaciones que se han 
otorgado por la Asamblea han sido para aceptar y usar. De modo que la 
modificación esta colocaría en condiciones de inferioridad á los actuales 
solicitantes. i 

Señor Aguirre y González — Se corrige un error que se ha cometido 
frecuentemente. 

Señor Varela Acevedo — Yo voy a apoyar la moción presentada por el 
señor senador por San José, porque creo que se ajusta estrictamente á los 
términos de la Constitución, 


Señor Ramasso — Pido la palabra para una moción de orden: para 
que se prorrogue la hora hasta terminar la discusión de este asunto. 

Señor Presidente — ¿Y hasta dar cuenta de la resolución en sesión 
pública? 

Señor Ramasso — Muy bien. 

Señor Presidente — Si mo hay oposición, se va á votar si se acepta la 


moción para que se prorrogue la sesión hasta terminar la discusión de este 
asunto. 4 " f 

Los señores por la afirmativa, en pie. 

—-(Afirmativa). 

Puede Continuar el señor senador por Rocha. 

a e z PF A 

Señor Varela Acevedo — Ajustándose á los términos estrictos de la 
Constitución, no puede ser impugnada. y 

La observación que ha hecho el señor senador por San José se ha for- 
mulado repetidas veces en las Cámaras en oportunidades análogas, y muchas 
veces ha sido atendida. , 

Días pasados, cuando se concedió al doctor Blanco Acevedo la auto- 
rización para aceptar y usar la condecoración de la Legión de Honor, tuve 
intención de hacer la misma objeción y no la hice por tratarse de un pro- 
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de Legislación porque el proyecto de la Cámara de Representan- 
tes, que ha sido aceptado por mis colegas, no se aviene con 
ideas que sustento desde tiempo atrás sobre la materia. Ese pro- 
yecto crea un monopolio ó privilegio injustificado, en mi con- 
cepto, á favor de determinados gremios profesionales. Para for- 
mular cuentas particionarias, divisiones de bienes, inventarios, 
balances comerciales, no es indispensable valerse de contadores 
o peritos mercantiles diplomados. Estas operaciones pueden ser 
ejecutadas por personas de mediana ilustración o práctica en 
negocios comerciales o judiciales y aún por los mismos intere- 
sados, como lo demuestra una experiencia de largos años. Re- 
servar para los contadores ó peritos mercantiles y para los abo- 
gados y escribanos el derecho exclusivo de realizarlas es una 
injusticia que afecta á la libertad del trabajo y acarrearía au- 


2 


mento de gastos para los interesados, sin razón ó motivo bas- 


yecto que venía de la otra Cámara y no querer obstaculizar su sanción; pero 
reconozco que no procedí bien. Hay que atenerse siempre á los preceptos 
constitucionales. 

En cuanto á la observación que hace el señor doctor Vásquez Acevedo, 
sobre la inconveniencia de que en un país democrático se acepte esta clase 
de condecoraciones, yo creo que hay motivo para hacer una distinción. 
Desde que nuestra Constitución admite la aceptación de las condecoraciones 
extranjeras, no puede decirse que se va contra los principios republicanos 
que nuestro país ha aceptado. 

En Estados Unidos ningún ciudadano americano acepta condecoracio- 
nes extranjeras, porque se considera prohibido, ya que mo por la letra, por 
el espíritu de la Constitución; pero entre nosotros no pasa eso, y el deber 
de los ciudadanos sería hacer la distinción que nosotros aconsejábamos hace 
algunos años en la Cámara de Diputados, cuando se debatió extensamente 
este asunto: aceptar aquellas condecoraciones que procedan de un país re- 
publicano, pero no aquellas que signifiquen el acatamiento á instituciones 
monárquicas, porque serían inconciliables con las obligaciones de los ciu- 
dadanos de un país libre, como hay muchas de esas condecoraciones £x- 
tranjeras, 

Recuerdo, con este motivo, que hay un precedente en nuestra Asamblea 
á este respecto. El ciudadano don Francisco Magariños, durante la Guerra 
Grande, fué obsequiado Ó premiado por el Rey de España con la conde- 
coración de Isabel La Católica: —(excusarán los señores senadores que 
demore su atención, pero me parece interesante) :— fué obsequiado con la 
condecoración de Isabel la Católica, y entonces la Asamblea Nacional no 
le concedió el permiso para aceptarla y usarla, porque había sido recibida 
en premio de servicios prestados al Rey de España antes de la Independen- 
cia, y mo eran en favor de la independencia del país; pero es el único 
caso, creo, que podría citarse, en la historia nacional, de una condecoración 
negada de un modo expreso. En cambio, me parece á mí que sería un 
buen principio el que se examinara en cada caso si las condecoraciones que 
se otorgan representan Ó imponen obligaciones contrarias á las que la 
Constitución determina para todos los ciudadanos del país. 

He terminado. 
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tante. Se ha argüido que se trata de funciones técnicas, para las 
cuales es menester estar habilitado por un título especial. La 
prueba de que esto no es exacto es que se hace gozar del pri- 
vilegio a los abogados y escribanos, que no entienden nada de 
contabilidad, Se arguye, también, que existe interés en fomentar 
las profesiones de Contadores y Peritos Mercantiles, y que se 
favorece la buena administración de justicia al impedir que per- 
sonas incompetentes intervengan en los asuntos judiciales con 
riesgo de cometer errores más ó menos graves. Esta última consi- 
deración, á la que se da gran valor, está reñida con principios 
dominantes de muestra legislación. Es notorio, en efecto, que 
existen leyes en la República por las cuales se admite la liber- 
tad de defensa siempre que los mismos litigantes concurran á 
los pleitos: y esa franquicia es, sin duda alguna, mucho más 
trascendental para la buena administración de justicia que la de 


Señor Presidente — Si no se hace uso de la palabra, se va á votar si 
se da por discutido el punto. 

Los señores por la afirmativa, en pie. 

—( Afirmativa). 

Léase el artículo modificado. 

leyó) : 

li 19% Acuérdase al teniente coronel de artillería don Alberto 
Cuestas el permiso necesario para aceptar la condecoración de Ja Real 
Orden de San Carlos III y medalla de Alfonso XII, con que ha sido agra- 
ciado por el Rey de España”. 

Señor Presidente — Si no se hace uso de la palabra, se va á yotar... 

Señor Simón — Concedida la venia ên esa forma, ¿implica que no 
tendrá derecho á usarla? 

Señor Varela Acevedo — Tiene derecho á usarla. . 

Señor Simón — Perfectamente; en ese concepto no tengo inconve- 
niente en aceptarlo. Por consiguiente, no es más que adaptarse á la forma 
constitucional. 

Señor Varela Acevedo — Àl texto constitucional. 

Señor Presidente — Se va á votar si se aprueba el artículo. 

Los señores por la afirmativa, en pie. 

—-( Afirmativa). 

El 2% es de orden. ñ y 

Queda aprobado el proyecto en primera discusión general y particular. 

Está en segunda discusión. 


Señor Gallinal (Don Alejandro) — Mociono para que se suprima la 
segunda discusión. —(Apoyados). y > 

Señor Presidente — En discusión la moción del señor senador por 
Florida. 


Si no se observa, va á votarse. 

Los señores por la afirmativa, en pie. 

—(Afirmativa). ey 

Queda sancionado el proyecto y se comunicará", 

(“Diario de Sesiones de la H. Cámara de Senadores”. Montevideo, 
1917. Tomo CXI, págs. 191-193). 
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permitir la libre formación de cuentas particionarias, balances 
comerciales, etcétera, etcétera”. 


"Respecto de la otra consideración aducida por la Comisión 
de Legislación —agregó— yo pienso que tiene por fundamento 
una equivocada inteligencia del fin verdadero á que responde 
la Escuela de Comercio, Este instituto no ha sido fundado con 
el propósito de expedir títulos de Contadores y Peritos Mercanti- 
les. Ese es, apenas, fin secundario. Su fin principal es propor- 
cionar una instrucción apropiada á los jóvenes que se dediquen 
al comercio, para que puedan expedirse con el mayor acierto 
en el ejercicio de su industria. Tal es, en mi concepto, el alcance 
razonable de la Escuela de Comercio, Creer que ella está desti- 
nada á fomentar las carreras de Contadores y Peritos Mercantiles 
importa un desconocimiento de las conveniencias públicas y aún 
de las particulares de la juventud estudiosa. El Estado no tiene 
mayor interés en que haya muchos contadores y peritos mer- 
cantiles. Los casos en que sus servicios pueden ser necesarios 
son limitados. Lo que al Estado conviene es generalizar la ins- 
trucción comercial para que los que se consagren al comercio 
puedan sacar el mayor provecho posible en beneficio propio 
del país. Tampoco le interesa á la juventud estudiosa, porque 
el exceso de profesionales como está sucediendo ya con otras 
carreras, crea una desastrosa competencia que acaba por aumentar 
el proletariado profesional. Por estas breves razones me he se- 
parado de la opinión de mis compañeros de Comisión, y me 
permito aconsejar al Honorable Senado el rechazo del proyecto 
de la Cámara de Representantes y la sanción en su lugar del 
que á esa misma Cámara propuso su Comisión de Legislación 
con fecha 10 de Marzo de 1913. Este proyecto, que se halla 
agregado al repartido, contiene las únicas disposiciones que con 
justicia y sin menoscabo de la libertad y de los sanos principios 
de nuestra legislación pueden adoptarse en favor de los Conta- 
dores y Peritos Mercantiles. Coinciden esas disposiciones con las 
de la ley universitaria de 1885, que me tocó el honor de pro- 
yectar siendo Rector de la Universidad”. 


El proyecto sustitutivo a que hizo referencia el Dr. Vásquez 
Acevedo decía así: “Artículo 1° Siempre que la Administración 
de Justicia necesite ser asesorada en materia de contabilidad, 
tratándose de libros de cuentas, y cuando, por faltar la confor- 
midad de partes, deba nombrarse de oficio peritos en esa ma- 
teria, se designará al efecto á Contadores ó Peritos Mercantiles. 
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Art. 22 Para todo cargo de la Administración Pública que 
haya de proveerse en adelante, en que sean indispensables los 
conocimientos técnicos de la contabilidad de libros, puestos de 
Contadores de Oficinas, de recaudación ó de fiscalización, Ins- 
pectores de Bancos ú otros semejantes, serán nombrados Conta- 
dores ó Peritos Mercantiles, salvo casos excepcionales en que 
medie á favor de un funcionario la antigüedad de servicios de 
más de cinco años en el puesto inmediato inferior y competen- 
cia probada. 


Art. 3% Comuníquese, etc. 
El asunto fue aplazado tratándose nuevamente en la sesión 
del 26 de abril a la que no concurrió el Dr. Vásquez Acevedo. 
En ella el senador Juan Aguirre y González, miembro informan- 
te, en un extenso discurso impugnó la posición sustentada por 
el Dr. Vásquez Acevedo. El senador Javier Mendivil también 
se pronunció en discrepancia con el criterio sustentado por el 
Dr. Vásquez Acevedo.” e, 
El 6 de octubre de 1917, el Senado, luego de una sesión 
secreta a la que no asistió el Dr. Vásquez Acevedo, con la pre- 
sencia de los Ministros de Relaciones Exteriores, Dr. Baltasar 
Brum; de Instrucción Pública, Dr. Rodolfo Mezzera; de Indus- 
tria, Dr. Justino Jiménez de Aréchaga y de Guerra y Marina, 
Dr. Arturo Gaye, aprobó el proyecto de ley enviado por el Poder 
Ejecutivo por el que se declaraban rotas las relaciones diplomá- 
ticas y comerciales con el gobierno del Imperio Alemán por 
trece votos contra tres. En la sesión siguiente, del 10 de octubre, 
el Dr. Vásquez Acevedo dejó expresa constancia de su voto 
contrario. Estas fueron sus palabras: “Por motivos de salud no 
me fue posible asistir a la última sesión del Senado en que iba 
a tratarse el proyecto enviado por el Poder Ejecutivo sobre rup- 
tura de las relaciones de nuestro país con Alemania y Austria. 
Deseo, sin embargo, que quede constancia de que, a pesar de 
mis simpatías por los aliados, que no las he ocultado nunca, no 
habría votado afirmativamente el proyecto del Poder Ejecutivo”. 
En el año 1918, la gestión del Dr. Vásquez Acevedo en 
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279 “Diario de Sesiones de la H. Cámara de Senadores”. Tomo CXI 
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el Senado fue más activa y su asistencia más regular, aunque su 


estado de salud le obligara, ocasionalmente, a disminuir el tra- 
bajo.*** 

Intervino en los más variados asuntos, ya sea de política in- 
terna o internacional, Conjuntamente con el Dr. Martín C. Mar- 
tínez desarrolló una política de contención en materia de gas- 
tos. Frecuentemente pedía se dejara constancia de su voto nega- 
tivo.” Cuando en la Sesión del 3 de julio se trató el proyecto 


282 En la Sesión del 1% de marzo de 1918, el Dr. Vásquez Acevedo, 
que había sido designado por la mesa, miembro de la Comisión de Legis- 
lación para el segundo período de la XXVI legislatura, expresó que hu- 
biera preferido que se le relevara de esas tareas aunque no podía renunciar 
a ellas totalmente. Pidió se le excusara de desempeñarlas por algún tiempo 
por razones de salud. La Comisión —agregó— tenía mucha tarea y él 
atravesaba un período de escasa salud. Mientras no se aumentara el número 
de miembros de la Comisión o se modificara el Reglamento en forma de 
hacer más llevadera la tarea misma, solicitaba se le nombrara un reempla- 
zante. El senador por Minas, Dr. Hipólito Gallinal fue nombrado suplente 
del Dr. Vásquez Acevedo a quien se le acordó licencia. ("Diario de Sesiones 
de la H. Cámara de Senadores”. Tomo CXIII, pág. 208. Montevideo, 1918). 

283 Cuando en la sesión del 2 de enero de 1918, el Dr. Jacobo Va- 
rela Acevedo propuso que se tratara sobre tablas un proyecto por el que 
se autorizaba la inversión de determinada suma para una placa que habría 
de colocarse en el monumento de José Martí en Cuba, el Dr. Vásquez 
Acevedo tomó la palabra para expresar, luego de reiterar su oposición a 
tratar asuntos sin dar tiempo para que se estudien bien, que el proyecto 
sobre Martí le “despertaba resistencia, mo porque desconozca —dijo— que 
fue un hombre eminente, sino porque no se hasta que punto es justificado 
que invirtamos nuestro dinero en monumentos a personalidades extrañas, 
cuando tenemos olvidadas personalidades propias”, ("Diario de Sesiones de 
la H. Cámara de Senadores”. Montevideo, 1918, Tomo CXIII, pág. 10). 
La consideración de este proyecto fue aplazada entonces, aprobándose en la 
sesión del 4 de enero a la que no concurrió el Dr. Vásquez Acevedo. Votó 
negativamente, también, los recursos para la prosecución de las obras del 
Palacio Legislativo. ("Diario de Sesiones de la H. Cámara de Senadores”. 
Tomo CXIII, pág. 758). En la sesión del 10 de enero de 1919 la Cámara 
de Senadores comenzó a estudiar el proyecto de ley sobre el aumento del 15 
y 20 % de las asignaciones de los empleados de la Administración. Martín 
C. Martínez formuló algunas objeciones, haciendo referencia a la forma en 
que se había sancionado el presupuesto del Ministerio de Guerra y Marina. 
Señaló la tendencia a aumentar los gastos, sin un propósito de hacer eco- 
mnomías. El Dr. Florencio Aragón y Etchart le refutó y defendió el aumento 
sancionado en el Presupuesto de Guerra y Marina. Esto le llevó a exaltar 
la figura de los soldados llamados a exponer sus vidas en defensa del 
territorio o en defensa de la paz interior “cuando nuestras calaveradas po- 
líticas o nuestras pasiones indomables nos han llevado a dirimir en las 
cuchillas nuestras contiendas domésticas”. ("Diario de Sesiones de la H. 
Cámara de Senadores”. Tomo CXVI, pág. 63). En determinado momento 
de su discurso, el Sr. Aragón y Etchart dijo que si el Ejército había aumen- 
tado, que si el presupuesto de Guerra y Marina había sido elevado a las 
cifras en que se encontraba en aquel momento, eso se debía “a la intem- 


310 REVISTA HISTÓRICA 


de la construcción de una escuela en el Solar de Artigas donado 
por el Paraguay, el Dr. Vásquez Acevedo se opuso al mismo 
porque consideraba que el estado del erario nacional no permi- 


perancia” de sus adversarios políticos y formuló una serie de apreciaciones 
sobre el levantamiento revolucionario de Aparicio Saravia en 1903 y la 
Revolución de 1904, que provocaron reacciones inmediatas de desaprobación 
del Dr. Alfredo Vásquez Acevedo, quien acabó recomendando al Dr. Aragón 
y Etchart que aprendiera historia. Más adelante, éste se refirió al intento 
revolucionario de 1910: "En 1910 —dijo— imperaba en la República un 
Gobierno tranquilo, apacible, respetuoso de todos los derechos y respetado 
hasta por el Partido Nacional como lo era el del Dr. Williman. La can- 
didatura del señor José Batlle y Ordóñez se había impuesto con el asenti- 
miento del Partido Colorado. Pues bien: el Partido Nacional, por el hecho 
de que aquel ciudadano era contrario a sus ideas, por el odio que le tenía, 
incubó una revolución, que fue combatida por el cordón sanitario de nues- 
tro bravo ejército en Paysandú, sofocándose así el conato revolucionario del 
Partido Nacional producido con cientos de cañones, con miles de fusiles”, 
El Dr. Vásquez Acevedo, luego de reiterar que el Sr. Aragón y Etchart no 
sabía historia, explicó que las causas del intento revolucionario de 1910 
“fueron los vicios de aquella Administración, los peligros que envolvían, 
El doctor Williman —agregó— no era más que un representante del 
señor Batlle y Ordoñez”. ("Diario de Sesiones de la H. Cámara de Senado- 
res”. Tomo CXVI, págs. 64-65). En realidad, las verdaderas expresiones 
del Dr. Vásquez Acevedo respecto al Dr. Williman fueron otras. Dijo que 
"el Dr. Williman fue un ente manejado por el señor Batlle y Ordoñez”, 
palabras que modificó al corregir la versión taquigráfica. Las expresiones del 
Dr. Vásquez Acevedo en el Senado provocaron violentos ataques periodísti- 
cos a los que ya nos hemos referido al estudiar su gestión en la magistra- 
tura. ("Revista Histórica”. Tomo XXXVII, pág. 15). 

La reacción producida en el Partido Nacional después de superar eta- 
pas de desorientación y de crisis interna, que culminaron con el triunfo 
electoral del 30 de julio de 1916 y las conquistas incorporadas a la Cons- 
titución de 1917 retemplaron el ánimo y el ardor cívico del Dr. Vásquez 
Acevedo. Su lealtad a los principios y fervor republicano jamas habían de- 
clinado; pero el dilatado predominio del partido adversario en el poder, 
al que había accedido en 1865 con la intervención extranjera; la avasa- 
llante arrogancia de las disciplinadas mayorías legislativas de Jas Cámaras, 
en las que siempre había actuado con sentido de la tolerancia, abatieron 
en más de una oportunidad su espíritu, sin llegar a quebrantar su volun- 
tad y entereza moral. Al resurgimiento de la comunidad política en la que 
militaba desde la adolescencia, debemos asociar el tomo combativo que 
distingue algunas de las intervenciones parlamentarias de este período, en 
las que, con frecuencia, enjuició al adversario tradicional. Las manifestacio- 
nes sobre la gestión presidencial del Dr. Claudio Williman originaron la in- 
mediata reacción de éste en una carta que dio a publicidad. Reproducimos 
su texto con las anotaciones que, a manera de réplica, escribió al margen 
de la columna periodística el Dr. Vásquez Acevedo. 

"Montevideo, Enero 15 de 1919. — Señor doctor don Alfredo Vás- 
quez Acevedo. — Presente — Distinguido señor: Recién he tenido opor- 
tunidad de conocer las apreciaciones y juicios que ha hecho usted en el 
Senado respecto a mi persona, a mi gestión gubernativa y a mi situación 
durante el tiempo que tuve el honor de ocupar la Presidencia de la Repú- 
blica. No puedo dejar pasar en silencio esas palabras, no solamente por la 
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tía hacer “regalos rumbosos”. Dijo que en el último ejercicio 
había quedado un déficit de tres millones de pesos. Además, no se 
hallaban suficientemente atendidos una porción de servicios pú- 


absoluta falta de verdad y de consideración que las informa, sino porque 
ellas proceden de un ciudadano altamente colocado, que por su larga actua- 
ción, su experiencia y sus años está obligado a no desconocer el carácter 
de los hombres públicos del país y a apreciar con criterio justiciero y 
sereno los hechos de nuestra reciente historia política.[ 1] 

, Nadie mejor que usted, que durante largos años me ha visto actuar 
activamente en el medio ambiente universitario, está en condiciones de 
juzgar si efectivamente hay en mí aquella falta de convicción propia y 
aquella docilidad de carácter necesarias para que un hombre pueda aceptar 
incondicionalmente el imperio de otro hombre.[2] Sabe usted perfectamen- 
te que no está en mi idiosincracia aceptar tales yugos intelectuales o sim- 
plemente políticos, y que muy al contrario, mi actuación se ha caracteri- 
zado siempre por la independencia que he exigido para el ejercicio de las 
funciones que se me encomendaban, sin que jamás haya tolerado, no ya 
negación, pero ni siquiera limitación de esta independencia. 

Por lọ que se refiere a mi actuación política, no puedo suponer que 
usted crea que es falta de carácter, y aceptación incondicional de extrañas 
influencias, y hasta sometimiento a manejos de terceros, al ser leal a la 
amistad, consecuente con la propia tradición política, y el cumplir honrada 
y sinceramente el pacto celebrado con el partido que me llevó al poder.[3] 
Lo que yo reputaría falta de carácter, deslealtad y hasta traición a la 
causa política por mí abrazada, sería el que yo, una vez elegido Presidente 
de la República, hubiera rechazado y perseguido a mis compañeros de la 
víspera para sustituirlos por adversarios y enemigos. Ese es precisamente 
uno de los hechos que más estimo en mi modesta biografía política: la leal- 
tad, la consecuencia, la sinceridad y la absoluta independencia de acción y 
de convicción con que procedí en aquellos difíciles momentos. [4] 

Parece por otra parte, pueril, o simplemente fabulosa esa influencia 
que usted atribuye al señor Batlle y Ordóñez sobre todos los actos de mi 
gobierno, influencia que ha debido ser ejercida desde dos mil leguas de 
distancia, [5] puesto que es notorio que durante toda mi administración 
aquel ciudadano permaneció en Europa. Nadie puede sostener seriamente, 
sobre todo tratándose de una situación como aquella, que la influencia 
personal del señor Batlle y Ordóñez sobre el Presidente de la República 
fuera tan poderosa como para salvar el océano y pesar en todos los momen- 
tos sobre los actos de gobierno. 

Si efectivamente esa influencia o influjo pesaba sobre el Presidente 
de la República, cómo explicar la diferencia de criterio gubernativo y aún 
de orientación que se advierte entre la acción presidencial del señor Batlle 
y Ordóñez y la mía? Esa diferencia de orientación, notablemente acen- 
tuada en materia social y aún en ciertos aspectos de la actividad política, [6] 
ha sido repetidas veces puesta de manifiesto y comentada por la prensa 
del país. Hay más: no han faltado personas que utilizaran en provecho 
propio esas discrepancias entre mi gestión y la del señor Batlle y Ordóñez 
e hicieran de ellas capítulo de adhesión a este ciudadano, aún a trueque 
de lesionar torpemente nuestra amistad. 

Y si del terreno de las apreciaciones personales pasamos al de los he- 
chos, creo tener derecho de exigirle que concrete usted los cargos que 
contra mí y mi gestión presidencial formula en términos generales, y que 
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blicos y principalmente, el de la Instrucción Primaria. Agregó 
que no encontraba en la Constitución disposición alguna que au- 
torizara a la Cámara para disponer de los dineros públicos en 


señale uno solo de los actos de mi re Et, sola de mis actitudes 
íti e puedan justificar sus lijeras palabras. f 

ean Y ga de la “vicios y peligros” de mi administración; pero es 
verdaderamente singular que esos imaginarios vicios y peligros es 
ahora por usted en un diálogo parlamentario, no figuren para nada en 
los manifiestos con que el Comité Revolucionario de Buenos Aires y los 
jefes macionalistas reunidos en Rivera pretendieron justificar la injusta 
revolución que en 1910 hicieron contra mi gobierno. Y sin ge 
si mal no recuerdo, el doctor Vásquez Acevedo formaba parte de aque 
gr A cuando se combatía a mi gobierno con las armas en la 
mano, y se buscaban pretextos para justificar el movimiento armado, no 
se encontraron vicios ni peligros en mi administración, es porque aqué- 
llos no existían y porque éstos, si alguno había, no amenazaban pot 
cierto a ninguna garantía esencial, a ningún principio democrático o de 
buena política. Lo que peligraba entonces, si algo peligraba, [no eran 
ni las instituciones republicanas, ni los derechos ciudadanos, ni las ga- 
rantías individuales; lo que peligraba eran las aspiraciones de una frac- 
ción política y el veto opuesto por ella a determinada candidatura presi- 
gaar: a sin declararle que es realmente singular que usted que 
en su larga vida pública se ha visto varias veces en la necesidad E 
contemporizar con situaciones políticas repudiadas por la opinión | sana de 
país, y aún asociarse a ellas en forma notoria, no obstante sus Er y 
los terribles “peligros” que ellas entrañaban para las libertades pú icas y 
para las garantías individuales, lance ahora esta acusación, abso AE 
desposeída de fundamento, y formule juicios tan severos ARS un ciu z 
dano que en el poder o en la llanura ha tenido por invarial le norma a 
conducta el cumplimiento de sus deberes, sin más q que las 
impuestas por su conciencia. Tengo motivos yo, y los tiene el país, para 
suponer que en aquellas épocas no era usted tan exigente ni tan severo 
ji Termino escordicdods que si usted ha retribuido las pruebas de sa 
sideración y respeto que invariablemente le he dispensado, con s insó ee 
actitud que motiva esta carta, yo en cambio respondo a esa Pe con la 
calma y serenidad con que estoy acostumbrado a afrontar todas las situa- 
ciones, aún aquellas en que la injusticia y la malevolencia Sp ira po 
drían justificar la irritación y la violencia.[10] Soy de uste t Syao 
y S. S. — Claudio Williman”. ("La Razón”, 16 de enero de 1919). 
anotaciones del Dr. Vásquez Acevedo, expresan: , 

[1] Todo el mundo sabe que Williman fué electo presidente por la 
voluntad de Batlle y en virtud de un pacto en que aquel se q á E 
modificar la situación en perjuicio de Batlle y á favorecer la reelección 
lie “S Ya lo creo q® tenía falta de convicciones y docilidad de carác- 
ter, A mí no me quería y sinembargo no se atrevía á hacerme la DR. leve 
oposición; lo que si tenía era mal carácter pero nunca se atrevió acer- 
melo sentir á mi, porq.* sabía q.* no lo habría aguantado. 

[3] No fué el partido el q.* lo llevó al poder sino Batlle. 

[4] Sirviendo á Batlle como todo el país lo sabe. 
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favor de obras y servicios de países extranjeros. Las rentas de 
la Nación no pueden destinarse —expresó— sino al servicio de 
la misma. Propuso que se rechazase el proyecto; que se agrade- 


[5] Se ejercía por cartas, por Viera y otros amigos de Batlle y por los 
mismos elementos q.* este había dejado. Williman no cambió ni Gefes Po- 
líticos, ni Gefes de Batallón. 

[6] En cosas zonzas, q.* Batlle le consentía, porq." no lo perjudicaban. 

[7] Mentira, gran mentira! 

Yo no formé parte del Comité de Buenos Aires en 1910 ó 1911. 
Al contrario, fuí Presidente del Directorio, que se manifestó en Montevideo, 
por patriotismo contrario á los trabajos revolucionarios de esa época. 

[8] Que desverguenza!! Williman, calificándose de defensor de las 
instituciones republicanas!! 

[9] Estas alusiones á la Fiscalía y al Rectorado no me afectan. Mi 
actitud independiente como magistrado y como Rector, se halla bien acre- 
ditada y reconocida por las gentes de bien. 

¡Y el muy independiente de Williman no era catedrático cuando yo 
era Rector en tiempo de Santos! 

[10] Yo no le debo consideraciones á Williman. Es el quien me 
las debía a mi, porq.* yo lo nombré catedrático, yo lo nombré Decano — 
y después del Quebracho fui á pedirle al Gral Santos q£ lo repusiera en 
la cátedra de Física, como lo repuso, por atención á mi. Las consideraciones 
q* le debo á Williman, son las que resultan de esa carta insolente, que no 
contesté por las razones q% publicamente dí, — y las que me dispensó 
cuando era Presidente, rebajándome indignamente la jubilación que me 
correspondía, contra la opinión de los dos Fiscales de Gobierno el Dor. Gil 
y el Dr. Pacheco. 

Por eso es que yo no gozo sino de 2600 pesos anuales de pensión, 
cuando De-María, Brito del Pino, y otros con menos títulos que yo tienen 
5000 $ á pesar de haber desempeñado por poco tiempo el Rectorado dela 
Universid.l; y en la lista de jubilados cualquier tipo insignificante — sim- 
ples catedráticos ó vistas de Aduana tienen más altas pensiones”. (Museo 
Histórico Nacional. Montevideo. Colección de Manuscritos. Tomo 1893. 
“Archivo del Dr. Alfredo Vásquez Acevedo”. Tomo VIIL Diversos. 1914- 
1918). 

El tono vehemente que distingue estas apreciaciones del Dr. Vásquez 
Acevedo, escritas en un libro de recortes y apuntes privados, expresa sin 
duda la fidelidad de su pensamiento; su juicio se basa en hechos ciertos 
pero con algunos matices de pasión, resabios acaso de anteriores desinteli- 
gencias con el Dr. Williman, que lo llevaron a olvidar los esfuerzos de 
éste para perfeccionar las leyes electorales e impedir la intervención de la 
policía en las actividades políticas, em consonancia con ideas que Vásquez 
Acevedo siempre había sustentado. Análoga observación merecen algunos 
pasajes de la carta del Dr. Williman. El conato de polémica entre los Dres. 
Williman y Vásquez Acevedo tuvo amplia repercusión en la prensa de 
la época. (Ver "El País”, enero 18 y 24 de 1919; “La Razón”, enero 
16 de 1918, que acusó al Dr. Vásquez Acevedo de usar en el Senado 
"una violencia por demás sindicada”, apreciación que le mereció este co- 
mentario: "La única vez que he empleado una expresión fuerte contra colo- 
rados ha sido ésta y mi actitud ha sido siempre serena a pesar de los 
atentados y escándalos de la política oficial”; “El Día”, enero 17 de 
1919; “El Bien Público”, enero 18 de 1919; "La Epoca”, Colonia, 26 
de enero de 1919; "La Democracia”, Artigas, 24 de enero de 1919). 


314 REVISTA HISTÓRICA 


ciera al Paraguay la donación del “Solar de Artigas” y que en 
él se estableciera un modesto monumento que recordara la re- 
sidencia del general Artigas en su emigración y nuestra gratitud 
al pueblo hermano. Correspondió al Dr. Julio María Sosa recha- 
zar las palabras del Dr. Vásquez Acevedo y abogar entusiasta- 


mente por la sanción del proyecto. El Senado así lo hizo.?** 


Su nacionalismo patriótico, unido a su espíritu equilibrado, 
le llevaron a oponerse a homenajes que consideraba excesivos. 
Cuando en la sesión del 2 de enero de 1918, el Dr. Jacobo 
Varela Acevedo propuso que se tratara sobre tablas un proyecto 
por el que se autorizaba la inversión de determinada suma en 
una placa que habría de colocarse en el monumento de José 
Martí en Cuba, el Dr. Vásquez Acevedo tomó la palabra para 
expresar, luego de reiterar su oposición a tratar asuntos sin dar 
tiempo para que se estudiasen bien, que el proyecto sobre Martí 
le "despertaba resistencia, no porque desconozca —dijo— que 
fue un hombre eminente, sino porque no se hasta qué punto es 
justificado que invirtamos nuestro dinero en monumentos a per- 
sonalidades extrañas, cuando tenemos olvidadas a numerosas per- 
sonalidades propias”.*** La consideración de este proyecto fue 
aplazada entonces, aprobándose en la sesión del 4 de enero a la 
que no concurrió el Dr. Vásquez Acevedo. Meses después, al pro- 
ducirse el triunfo aliado, en la sesión del 12 de noviembre, el 
Dr, Francisco Soca pronunció un inspirado discurso sobre la paz 
que ponía fin a la primera guerra mundial exaltando la gloria 
de Francia. Al finalizar, mocionó para que se enviara un telegrama 
de saludo al Senado francés. Vásquez Acevedo propuso —y así 
se resolvió— que el saludo se dirigera a todos los Senados de 
los países aliados. A continuación, el Dr. Julio María Sosa mo- 
cionó para que en la Sala de la presidencia del Senado, en sitio 
de honor, se colocara el retrato de Georges Clemenceau. Vásquez 
Acevedo manifestó su desacuerdo con esta moción. “Clemen- 
ceau es —dijo— sin duda alguna, un eminente hombre público, 
un gran hombre, pero no reúne en su conjunto todas las condi- 
ciones necesarias para acercar la voluntad del país a su respecto”. 
Entendía que en la Sala de la Representación Nacional — o 
en la de su presidencia — no debían figurar sino los hombres 
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eminentes de nuestro país. Era un lugar destinado a los patri- 
cios nacionales.” Su criterio no fue compartido y la moción 
del Dr. Sosa fue aprobada. 

El 19 de junio comenzó a discutirse en el Senado el pro- 
yecto sobre reorganización de la Escuela de Veterinaria. Vásquez 
Acevedo siguió atentamente el debate, que se prolongó en las se- 
siones del 21, 26 y 3 de julio. Tuvo en él algunas intervencio- 
nes aisladas para conciliar puntos de vista encontrados, propo- 
niendo fórmulas que los armonizaban. Apoyó al Dr. Martín C. 
Martínez cuando defendió la situación de los profesores cuyos 
cargos quedaban sometidos a la ratificación de los dos tercios 
de votos del Consejo Directivo, sosteniendo que debía ser la 
mayoría. Pero no intervino de manera activa como lo hicieron 
los Drs. Alejandro Gallinal y Martín C. Martínez. Hizo comen- 
tarios breves apoyando objeciones que se hacían al articulado e 
intervino frecuentemente, cuando al tratarse el artículo 16, se 
consideró el plan de estudios. El proyecto quedó sancionado 
en la sesión del 6 de julio de 1918. 

En la sesión del 2 de enero de 1918 se puso a considera- 
ción el proyecto de ley que creaba un Juzgado de lo Civil, Co- 
mercial y Correccional en el Departamento de Paysandú, con la 
misma competencia que los de igual clase de la Capital en los 
asuntos que se tramitaran en aquel Departamento, Establecía un 
Juzgado de lo Civil, Comercial y Correccional en las mismas 
condiciones del que fue creado en Salto por ley de 31 de agos- 
to de 1915. 

El proyecto fue informado favorablemente por la Comisión 
de Legislación. Suscribieron el informe fechado el 12 de diciem- 
bre de 1917, Juan Aguirre y González y Francisco Simón sola- 
mente, aunque el Dr. Vásquez Acevedo también integraba la 
Comisión de Legislación. El informe expresaba que el proyecto 
significaba una modificación favorable de la administración de 
justicia en cuatro departamentos de Ja República. En Paysandú 
desde luego, pero también en Salto, porque el proyecto establecía 
que, en los casos de impedimento, recusación, licencia o vacan- 
cia del Juez Letrado de lo Civil, Comercial y Correccional de 
Paysandú, sería subrogado por el de Salto y viceversa, evitándose 
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así, en la inmensa mayoría de aquellos, la necesidad de enviar 
los asuntos a un Juez de lo Civil o de Comercio o al Juez Co- 
rreccional de Montevideo, como se hacía hasta aquel momento. 
La reforma también favorecía a los Departamentos de Artigas 
y Río Negro porque prescribía que, de las apelaciones que se 
deduzcan en el Juzgado Departamental, en cada uno de dichos 
Departamentos, conocerán en segunda y tercera instancia respec- 
tivamente, los jueces de lo Civil, Comercial y Correccional de 
Salto y Paysandú. El informe analizaba y refutaba los argumen- 
tos que se habían hecho contra esa reforma: que no respondía 
a un plan general, al cual había que ajustar toda la administra- 
ción de Justicia y que los otros Departamentos reclamarían tam- 
bién la creación de Juzgados que abreviaran a los jueces letrados 
de sus abrumadoras tareas e hicieran posible “una justicia más 
rápida, barata y mejor en todos sentidos”. A lo primero con- 
testaba el informe, que en esa materia era muy difícil aunar 
opiniones, por lo cual las reformas parciales tenían la ventaja 
de que permitían corregir los defectos a medida que la práctica 
los fuera poniendo de manifiesto. A lo segundo —cexpresaba— 
puede responderse “que no es motivo para impedir que cuatro 
Departamentos de la República recojan de inmediato los gran- 
des beneficios de la reforma en proyecto, la circunstancia de que 
también reclame mejoras la Administración de Justicia en otras 
regiones del país respecto de las cuales nada obstará a que se 
estudien las soluciones que más convengan y que se trate de 
llevarlas a la práctica si los recursos del Tesoro lo permiten”. 


El proyecto fue aprobado sin discusión. Solamente, al es- 
tudiarse el artículo 6o., el Dr. Vásquez Acevedo propuso una 
nueva redacción en favor de la claridad y, además, agregó un 
inciso creando un auxiliar para la Fiscalía. El Dr. Aguirre y 
González, miembro de la Comisión de Legislación aceptó la 
modificación propuesta por el Dr. Vásquez Acevedo con lo cual 
vino a quedar como opinión de la mayoría de la Comisión de 
Legislación. Esto determinó que el artículo primitivo fuera su- 
primido, poniéndose a consideración el redactado por el Dr. 
Vásquez Acevedo que fue aprobado, como todo el proyecto.** 


En la sesión del 10 de enero de 1918 se trató, en primera 
discusión general, el proyecto de ley por el que se modificaba 
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el artículo 93 del Código Penal, relativo a la Libertad anticipada. 
La Cámara de Representantes había sancionado el proyecto en 
los siguientes términos: “Artículo lo. Derógase la ley de 28 
de noviembre de 1910. El artículo 93 del Código Penal que- 
dará redactado en la siguiente forma: “Art. 93. — A los con- 
denados a penitenciaría no reincidentes, que hayan dado pruebas 
ciertas de corrección moral, se les podrá disminuir, por cada día 
de buena conducta, un día de condena, concediéndoseles opor- 
tunamente la libertad condicional revocable, por los días restan- 
tes siempre que éstos no representen más de la mitad de la pena 
a que hubieren sido condenados”. A la Alta Corte de Justicia 
corresponderá decretar la libertad anticipada y podrá otorgarla a 
simple mayoría de votos, previo informe del Director del Es- 
rablecimiento Penal respectivo y dictamen del Ministerio Público. 
En caso de reincidencia la Alta Corte de Justicia solo podrá 
otorgar el beneficio que acuerda el inciso lo. por unanimidad 
de votos. La denegación de la libertad condicional no priva al 
penado del derecho de pedirla de nuevo”. 


La Comisión de Legislación del Senado, integrada por los 
Drs. Juan Aguirre y González, Alfredo Vásquez Acevedo y el 
Sr. Francisco Simón, se expidió el 4 de enero de 1918, en un 
informe suscrito por el Dr. Vásquez Acevedo en discordancia. 
La Comisión formuló un proyecto sustitutivo, introduciendo en- 
miendas que perfeccionaban la redacción del proyecto sancionado 
en Diputados y extendiendo el beneficio de la libertad antici- 
pada no sólo a los condenados a penitenciaría, sino también a 
prisión, 

El artículo 93 del Código Penal de acuerdo al nuevo pro- 
yecto formulado por la Comisión en mayoría del Senado decía: 
“A los condenados a penitenciaría o a prisión, que no hayan 
recibido condena anterior por delito de derecho común y que 
ofrezcan pruebas ciertas de corrección moral, se les podrá dis- 
minuir por cada día de buena conducta un día de condena, con- 
cediéndoseles oportunamente la libertad condicional revocable, 
por los días restantes. A la Alta Corte de Justicia corresponderá 
decretar la libertad anticipada y podrá otorgarla a simple ma- 
yoría de votos, teniendo en cuenta los antecedentes del penado, 
y previo informe del Director del Establecimiento Penal respec- 
tivo y dictamen del Ministerio Público. Tratándose de delin- 
cuentes no primarios, la Alta Corte de Justicia sólo podrá otor- 
gar el beneficio que acuerda el inciso lo. por unanimidad de 
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votos. La denegación de la libertad condicional no priva al 
penado del derecho de pedirla de nuevo”. 


Al fundamentar su discrepancia, el Dr. Vásquez Acevedo 
expresó que el Senado no debía aprobar aquel proyecto porque 
consideraba conveniente contrariar “ese espíritu de reforma pre- 
cipitada de las leyes penales que viene dominando —dijo— de 
un tiempo a esta parte”. Repitiendo conceptos reiterados en 
diversas ocasiones, sostuvo que cuando los Códigos necesitan mo- 
dificarse, la costumbre entre nosotros y en todas partes, ha sido 
la de designar Comisiones especialmente preparadas para que 
después de un detenido estudio, indiquen las alteraciones que 
deban hacerse. Las Cámaras no tienen —a su juicio— ni tiempo 
ni competencia para introducir modificaciones en los Códigos que 
pueden alterar la economía de los mismos y la armonía que en 
ello debe reinar. “Nosotros —agregó— tenemos una legislación 
penal clasificada como muy benigna en comparación con la que 
rige en otros países. Nuestra justicia se señala también por su 
excesiva benevolencia”. En razón de ello no debiera hacerse más 
fácil todavía la suerte de los criminales sino buscarse el medio 
o medios de disminuir la criminalidad creciente. Expresó que 
en vez de esto la mayoría de las leyes que se han sancionado y 
las reformas que se proyectan al Código Penal sin estudio ni 
antecedentes bastantes, desde que ni siquiera hay estadísticas que 
demuestren cual es el estado y el desarrollo de la criminalidad 
en nuestro país, para modificar el Código Penal, con conoci- 
miento de causa, buscan disminuir cada día más el rigor de la 
penalidad. Agregó que la cuestión de la liberación condicional 
fue materia de un detenido estudio de parte de la Comisión del 
Código Penal. Era una novedad que se ensayaba en el país. No 
se creyó que podía de pronto dársele la extensión que tenía en 
otros países, por eso se la establecía para los reos de más de 
cuatro años de penitenciaría. Pensó que tratándose de penas 
inferiores, no era fácil comprobar la enmienda real de los reos 
que es su fundamento. Es necesario que transcurra un intervalo 
suficiente de tiempo para que sea posible darse cuenta de que 
ha habido una corrección real en el delincuente, que no ha 
habido simulación de corrección. Consideraba que esto era do- 
blemente necesario en países como el nuestro, donde las cárceles 
carecen del personal suficientemente apto para apreciar la refor- 
ma moral de los criminales. La ley de 1910 bajó a dos años de 
penitenciaría como mínimun de pena. Ahora —dice— no se 
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juzga bastante y se establece dos años de penitenciaría o prisión. 
No le parece conveniente seguir ese camino. “No se tienen ante- 
cedentes de ninguna clase que nos habiliten para resolver con 
acierto estas graves reformas penales. No sabemos cuales han 
sido los resultados de la liberación condicional; no sería, por 
consiguiente, juicioso ni sensato realizar más favorables reformas 
sobre ella”. Señala que no hay ni siquiera uniformidad respecto 
a la manera de llevar a cabo la reforma: el autor propone una 
cosa, la Cámara de Representantes otra y la Comisión otra. "Lo 
razonable sería —a su juicio— que si el Código Penal necesita 
en ese punto o en otro, ser enmendado, las Cámaras se abstu- 
vieran de hacer enmiendas por medio de leyes sueltas y dejaran 
que el Poder Ejecutivo nombrara una Comisión, como se hace 
en todas partes, encargada de proponer todas las que fueren re- 
queridas”. Lo demás —agregó— es comprometer y arriesgar la 
solución de problemas de gran trascendencia para la causa pú- 
blica. En esta sesión, el Dr. Vásquez Acevedo no entró en los 
detalles de la reforma porque —dijo— lo haría en la discusión 
particular, 29 

El proyecto continuó debatiéndose en la sesión del 19 de 
enero, en la que el Dr. Aguirre y González refutó las palabras 
del Dr. Vásquez Acevedo y defendió el proyecto de la Comi- 
sión. Á esta sesión, el Dr. Vásquez Acevedo no concurrió. El 
Dr. Aguirre y González reivindicó para el Cuerpo Legislativo la 
facultad de reformar o introducir modificaciones en los Códigos 
y rebatió la opinión del Dr. Vásquez Acevedo de que los Códi- 
gos deben reformarse por Comisiones especiales; rechazó el con- 
cepto de que la benignidad de la pena aumenta la criminalidad; 
dijo que la falta de estadística en la materia a que se refería 
la Comisión del Código Penal, de la que formaba parte el Dr. 
Vásquez Acevedo, no impidió que la reforma se hiciera en 
aquella oportunidad. Respecto a los resultados del instituto de 
la libertad anticipada, consagrado en el artículo 93 del Código 
Penal, declaró que había datos de que sus resultados habían sido 
buenos. Debemos aprovechar —dijo— la experiencia de otros 
países. Defendió la extensión del beneficio a los condenados a 
prisión expresando que son los que han cometido delitos menos 
graves, de ahí que no se les pueda exigir con el mismo rigor 
pruebas de enmienda. En cuanto a los reincidentes, sería necesa- 
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rio, según el proyecto, la unanimidad de votos de la Alta Corte 
para concederles la libertad condicional, El Dr. Aguirre y Gon- 
zález insistió a nombre de la Comisión, en que el proyecto pro- 
piciaba una reforma justa y humana.”” 

En la sesión siguiente del 24 de enero de 1918, al entrarse 
en la discusión particular, el Dr. Vásquez Acevedo usó de la 
palabra para reiterar, ampliándolos, los argumentos que ya había 
expuesto contra el proyecto. El Dr. Aguirre y González refutó 
esta nueva exposición del Dr. Vásquez Acevedo defendiendo la 
reforma. El tema continuó tratándose el 26 de enero, sesión a 
la que no concurrió el Dr. Vásquez Acevedo, y en la que el 
Dr. Martín C. Martínez, formuló reparos al proyecto sosteniendo 
la controversia con el Dr, Aguirre y González. El Dr. Javier 
Mendivil intervino pronunciándose en favor del proyecto que fue 
aprobado.*” 

El Dr. Vásquez Acevedo consideraba muy ventajoso el tra- 
tado de Extradición de criminales, suscrito entre nuestro país y el 
Brasil en Río de Janeiro, el 27 de diciembre de 1916, por el 
Ministro brasileño Lauro Müller y el Dr. Baltasar Brum en re- 
presentación de nuestro gobierno. Sin embargo, observó algunas 
de sus cláusulas cuando se trató en el Senado, su ratificación. 
A su juicio, había ciertas confusiones en la redacción, a las que 
se refirió. El miembro informante, Dr. Antonio María Rodrí- 
guez, expresó que las observaciones del Dr. Vásquez Acevedo 
lo tomaban de sorpresa. Sostuvo que los tratados internacionales 
se apreciaban en su conjunto. Lo que se discute es la ley apro- 
batoria. Declaró que, a juicio de la Comisión, era preferible la 
aprobación del tratado, no obstante las observaciones de detalle 
que se formulaban, a mantener la situación existente en que no 
era posible obtenerse la extradición de los delincuentes después 
de la denuncia de los tratados de 1851. Esto implicaba dar pa- 
tente de impunidad a los habitantes de la campaña, especial- 
mente de los Departamentos fronterizos, en que sólo con tras- 
poner la frontera, eluden toda sanción penal de los delitos. 
Agregó que de acuerdo a ese criterio, la Comisión no entró a 
un examen minucioso del tratado. El Dr. Vásquez Acevedo res- 
pondió que el Senado no podía conformarse con eso. Jacobo Va- 
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rela Acevedo, integrante de la Comisión de Asuntos Internacio- 
nales, intervino para aclarar, que el Dr. Antonio María Rodrí- 
guez daba al término minucioso un alcance extremo porque, en 
realidad, la Comisión había realizado un examen reflexivo del 
tratado. Refutó al Dr. Vásquez Acevedo, sin llegar a conven- 
cerlo. El tratado fue aprobado en la sesión del 10 de enero de 
1918.22 

El 10 de mayo de 1918, el Senado trató el informe y pro- 
yecto de resolución de la Comisión de Peticiones, sobre las pro- 
testas de las elecciones de Juntas Económico Administrativas y 
Juntas Electorales realizadas en los Departamentos de Rocha, 
Tacuarembó y Treinta y Tres, realizadas conjuntamente con las 
elecciones de Representantes, también protestadas. Sobre éstas, 
ya la Cámara de Representantes había adoptado resolución. La 
Comisión integrada por los Drs. Javier Mendivil, José Ramasso 
y Alejandro Gallinal —quien firmó discorde—, expresaba en su 
informe que, sin entrar a un estudio circunstanciado, tratándose 
de elecciones secundarias y dado el tiempo transcurrido en que 
dichas juntas estaban funcionando en condiciones irregulares, pre- 
fería aconsejar “una solución de carácter político, en consonancia 
con las respectivas sanciones de la otra Cámara”. "Está convenci- 
da de antemano por otra parte —agregaba— que esa sería la 
solución a que habría de arribarse en definitiva si esas protestas 
hubieran de ser estudiadas, en sus detalles, aunque más no fuera, 
por espíritu de solidaridad entre las mayorías de una y otra Cá- 
mara tratándose de pleito de fondo exclusivamente político”. Se 
explicaría —continuaba— "el estudio especial hecho por cada 
Cámara cuando ella es en realidad juez privativo de la elección 
de que se trata, y no en el caso en el que la discusión de elec- 
ciones secundarias vendría a ser una especie de revisión o revi- 
sión indirecta del proceso clausurado en la otra Cámara. Plan- 
teado así el caso sería extraordinario que una Cámara llegara 
a desautorizar a la otra. De ahí que cuando las elecciones son 
conjuntas la solución previa del mismo proceso por cualquiera de 
las Cámaras tiene siempre una influencia decisiva en las deter- 
minaciones de la otra. Y las mayorías de una y otra Cámara 
coinciden políticamente hasta el momento. Sólo cuando las elec- 
ciones no son conjuntas las Cámaras conservan verdaderamente 
libertad de criterio y apreciación sobre los procesos electorales 
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en que indistintamente son jueces privativos. Así, pues, la inter- 
vención del Senado, que era más efectiva cuando las elecciones 
de Juntas Económicas y Juntas Electorales se efectuaban por la 
ley en distinta fecha de las generales, ha dejado de ser práctica 
hoy que se verifican conjuntamente con las de representante, y 
en realidad las protestas sobre las de esas corporaciones tienen 
siempre que demorarse y estar pendientes en el hecho de las 
deliberaciones necesariamente previas de la otra Cámara, porque 
son protesta de conjunto, como la ha resuelto el Senado en el 
asunto de Treinta y Tres, y es lógico que se resuelva primero el 
asunto principal y no el accesorio”. Al tratarse en Sala este 
informe, el Dr. Alejandro Gallinal fundamentó su discrepancia 
en que en las elecciones de Rocha, aunque la Cámara de Re- 
presentantes lo hubiera declarado, el triunfo no correspondió al 
Partido Colorado; no correspondía en consecuencia que el Se- 
nado se hiciera solidario de la doctrina del informe. El Dr. 
Hipólito Gallina] por su parte, expresó también su opinión sobre 
“esa especie de teoría sentada por la Comisión de Poderes en 
mayoría, teoría —dijo— que tiende a hacer lo que puede ser 
una norma política de esa mayoría, un acto de consecuencia 
partidaria, una especie de doctrina constitucional”. Con ello el 
Senado —dijo— no tendría sino una apariencia de deliberación 
desde que los fallos extraños de la Cámara de Representantes se 
iban a imponer a sus deliberaciones. Esta tesis dejaría cercena- 
das las atribuciones del Senado, verdadero juez en esos proce- 
sos electorales. El Dr. Hipólito Gallinal votó negativamente en 
lo relativo a Rocha y Tacuarembó y afirmativamente respecto 
a Treinta y Tres, El Dr. Vásquez Acevedo expresó que participaba 
de las opiniones del Senador por Minas, Dr. Hipólito Gallinal, 
especialmente —dijo— en lo que se refiere a la teoría o doctrina 
que sirve de fundamento al dictamen de la Comisión de Peticio- 
nes. “Creo —expresó— que esa doctrina no la podemos admitir 
sin establecer un precedente completamente ilegal o inconstitu- 
cional”. Agregó que ante la necesidad de habilitar cuanto antes 
la organización electoral en los Departamentos cuyas elecciones 
habían sido protestadas, votaría afirmativamente en general, el 
proyecto.*”* A ese efecto, días después, el 22 de mayo, presentó 
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un proyecto de ley prorrogando el período de inscripción en los 
Departamentos de Rocha, Tacuarembó y Treinta y Tres, cuyo 
texto transcribimos a continuación: “Art. lo. La prórroga esta- 
blecida por ley de 4 de Mayo corriente se extenderá para los 
Departamentos de Rocha, Tacuarembó y Treinta y Tres hasta el 
30 de junio, debiendo habilitarse para la inscripción, además de 
los domingos, todos los jueves del enunciado mes. Art. 20. Los 
reclamos y tachas en los mismos Departamentos se deducirán en 
los domingos comprendidos desde el 11 hasta el 25 de agosto, 
sustanciándose los juicios a que den lugar, en los cinco domingos 
de setiembre y en los tres primeros de octubre”. 


El Dr. Vásquez Acevedo fundamentó su proyecto con las si- 
guientes palabras: “La ley de 4 de mayo prorrogó las inscrip- 
ciones en el Registro Cívico hasta el 6 de junio. Para los Depar- 
tamentos de Flores, Río Negro y Rivera, donde las últimas elec- 
ciones no han tenido mayores tropiezos, la prórroga establecida 
por esa ley es suficiente; pero tratándose de los Departamentos 
de Rocha, Tacuarembó y especialmente Treinta y Tres, cuyas 
elecciones fueron protestadas, dando sus incidencias motivo a que 
los Registros Cívicos no se hayan abierto en la época legal, 
por no estar resueltas las protestas o por hallarse en la Cámara de 
Representantes los cuadernos incripcionales, la prórroga concedida 
es, a todas luces, insuficiente. En Treinta y Tres, según me consta 
de una manera positiva, el Registro Cívico se ha abierto con 
gran premura recién el 19 del corriente, es decir, el último 
domingo. Los ciudadanos de ese Departamento gozarán apenas 
de cuatro o cinco domingos para inscribirse, cuando la ley ge- 
neral de Registro Permanente les concede diez. Supongo que 
lo mismo habría ocurrido en los Departamentos de Rocha y Ta- 
cuarembó porque la labor comicial ha estado detenida a la espera 
de la resolución de las protestas que pendían del conocimiento 
de las dos Cámaras. Preciso es evitar la injusticia y abrir el ca- 
mino para que en los Departamentos a que me he referido no 
les falte tiempo a los ciudadanos para habilitarse a concurrir a 
los comicios de este año”.?™ Este proyecto pasó a la Comisión 
de Legislación pero luego, en la sesión del 29 de mayo, fue 
sustituído, con el consentimiento del Dr. Vásquez Acevedo, por 
otro proyecto similar que llegó al Senado, sancionado por la 
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Cámara de Representantes. Este nuevo proyecto establecía el 
funcionamiento de las mesas inscriproras en los Departamentos 
de Tacuarembó y Treinta y Tres, desde las horas 8 y 30 de la 
mañana en el período inscripcional. Además de los domingos, 
funcionarían los días jueves. La Comisión de Legislación del 
Senado sustituyó el proyecto sancionado en Representantes, por 
otro que prorrogaba el período de inscripción hasta el 30 de ju- 
nio como se establecía en el proyecto del Dr. Vásquez Acevedo. 
Consideraba que era más conveniente prorrogar el período de 
inscripción que modificar el horario y habilitar los jueves como 
proponía el proyecto de Diputados. De acuerdo a esa prórroga, 
escalonaba los plazos para la oposición de tachas y la substan- 
ciación de los juicios respectivos. Además hacía extensiva la 
prórroga a los demás Departamentos que iban a elegir Senador. 

El Dr. Vásquez Acevedo aceptó el proyecto de la Comi- 
sión de Legislación a pesar de las diferencias que tenía con el 
suyo. No encontraba justificada la extensión de la prórroga a 
los Departamentos de Río Negro, Flores y Rivera porque no 
estaban en el caso especial de los Departamentos en los cuales, 
por motivo de las protestas electorales que acababan de resol- 
verse y la pérdida de cuadernos inscripcionales, había sido im- 
posible abrir los Registros en la fecha legal. Rechazó, además, 
las afirmaciones del miembro informante, Dr. Aguirre y Gon- 
zález, respecto de la conducta de las Comisiones inscriptoras de 
Río Negro, de mayoría nacionalista, a las que acusó de hacer 
obstrucionismo. Esto dió origen a un pequeño incidente verbal 
con el Dr. Aguirre y González, que no impidió la sanción del 
proyecto.*”" 

En la sesión del Senado del lo. de julio de 1918 se inició 
el estudio del Proyecto de Ley de Reorganización de la Dirección 
General de Instrucción Pública aprobado por la Cámara de Re- 
presentantes el 17 de mayo de 1918. 

El proyecto sustituía la Dirección General de Instrucción 
Primaria por el Consejo Nacional de Enseñanza Primaria y 
Normal, y el Inspector Nacional de Instrucción Pública por el 
Director General de Enseñanza Primaria y Normal. 

El Dr. Vásquez Acevedo observó el cambio de denomina- 
ción. Dijo no comprender el fundamento o el motivo para el 
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cambio de nombre de las autoridades superiores de enseñanza 
primaria desde que no había modificación en las atribuciones de 
los cargos respectivos. No tiene objeto el cambio —expresó— 
“a no ser —cosa que no creo— que se haya tenido la intención 
de dejar cesante al personal de la Dirección General de Instruc- 
ción Primaria. Eso sería injustificado, tratándose de personas que, 
en su mayoría han prestado importantes servicios a la Instruc- 
ción Primaria y que afectaría además, las prescripciones consti- 
tucionales bajo cuyo régimen han sido elegidas”. Agregó que 
era un convencido de que debía renovarse nuestra legislación 
escolar, pero entendía que el problema no se resolvía con un 
cambio de personas sino con la adaptación de muestra vieja ley 
—dijo— a los dictados de la experiencia y a las aspiraciones del 
progreso y de la época. 

La segunda objeción que formulaba el Dr. Vásquez Ace- 
vedo, radicaba en lo reducido del período de duración de los 
cargos de Director y Vocales. Estos durarían tres años, reno- 
vándose anualmente los vocales. “No entro a discutir —expre- 
só— si esto es posible dentro de las prescripciones constitucio- 
nales ya que según se deduce de éstas, los empleados todos de la 
Administración Pública deben durar todo el tiempo de su bue- 
na comportación; pero aún prescindiendo de esto, considero que 
se reduce de una manera exageradísima el período de duración 
de los cargos de Inspector Nacional y Dirección General de Ins- 
trucción Primaria con perjuicio evidente para este valioso ser- 
vicio público”. “Para desempeñar con acierto cargos tan difíciles y 
complicados —agregó— es preciso haberse consagrado durante 
largo tiempo al estudio de las cuestiones escolares”. Se necesitan 
hombres especializados; pensaba que con tres años, en el mejor de 
los casos, era imposible habilitarse para poder desempeñar con 
éxito las tareas relativas a la Instrucción Primaria. Hacía notar 
que cuando recién se hubieran compenetrado de las funciones 
del cargo serían separados de él. Además consideraba que no 
era fácil encontrar personas con las aptitudes necesarias. Nadie 
se prestaría a ello. El Dr, Vásquez Acevedo preguntaba si abun- 
daban las personas especialmente preparadas para esas tareas 
educacionales. 


Además de estas objeciones, el Dr. Vásquez Acevedo ob- 
servaba también el sistema de las dietas, sistema que había sido 
abandonado en las Cámaras Legislativas y consideraba exigua 
la remuneración. Por estas razones entendía que el Senado no 
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debía sancionar aquel proyecto sino el que había venido de la 
Cámara de Representantes “cuyo único objeto —dijo— ha sido 
salvar una injusticia antigua, aumentando los sueldos reducidos 
de que gozan las autoridades superiores de la Dirección de Ins- 
trucción Primaria”.?” El senador Francisco Simón contestó re- 
batiendo las observaciones del Dr. Vásquez Acevedo. Respecto 
al cambio de denominación de las nuevas autoridades, expresó 
que ella era más adecuada a la función que debía desempeñar 
el Jefe de la Administración Escolar en una época en que la 
función se había hecho sumamente compleja, difícil y extensa; 
en que el Jefe de la Administración Escolar no debía concretarse 
a ser un Inspector; debía ser un verdadero director de la ense- 
ñanza, debía ser un individuo que tuviera vistas generales, que 
recogiera los datos que le proporcionaban todos los empleados 
de la Administración y del Gobierno Escolar y que, desde el 
punto de vista central que ocupaba, vigilara y dirigiera la en- 
señanza del país. De manera que la designación que le corres- 
pondía era la de Director. La designación de Consejo Nacional 
de Enseñanza Primaria y Normal dijo que estaba de acuerdo 
con la legislación universal. 


En cuanto a la inconstitucionalidad de la ley, señalada al 
pasar por el Dr. Vásquez Acevedo, por cuanto vendría a dejar 
cesante a una cantidad de funcionarios, si esa era la intención 
del proyecto, Francisco Simón expresó que no veía el precepto 
constitucional que fuera obstáculo para que el Poder Legislativo 
pudiera establecer un cambio de organización en cualquier ser- 
vicio público. Para ello —dijo— no había ningún inconvenien- 
te constitucional, como tampoco lo había para que el Poder 
Legislativo suprimiera cualquier función pública que considerara 
innecesaria, Si como consecuencia de ello cesaban algunos fun- 
cionarios públicos, nadie podría decir que eso fuera inconstitu- 
cional y que el Cuerpo Legislativo no tuviera facultades para 
ello. Después de argumentar extensamente sobre esta posición, 
expresó que le parecía completamente desprovista de funda- 
mento la preocupación del Dr. Vásquez Acevedo en ese sentido, 
Consideraba también sin fundamento la apreciación de breve el 
término de duración de los cargos de Director y Vocales. En 
primer lugar, porque había que suponer que las personas que 
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iban a ocupar esos cargos tenían ya preparación en los problemas 
de la enseñanza. En tres años —dijo— se puede hacer obra, 
sino completa, pero alguna obra se puede hacer. Puso el ejem- 
plo de José Pedro Varela que en tres años implantó la reforma. 
Expuso los inconvenientes que tenía un mandato largo. Tres 
años era en general el plazo de duración que tenían los Conse- 
jos de enseñanza primaria en el mundo. Consideraba conve- 
niente la renovación anual; “conviene que quede siempre —se- 
ñaló— dos tercios de los miembros en cada elección, que conozcan 
el mecanismo, que estén al tanto de los asuntos que se trami- 
tan y que puedan por consiguiente, informar a los miembros 
entrantes de todas las cuestiones que tengan bajo su jurisdicción, 
y todos los problemas que estén en trámite, como se han plan- 
teado y como se han resuelto y también para evitar que los 
nuevos Consejos que vengan se dediquen a derribar la obra del 


Consejo que acaba de terminar”.?** 


El Dr. Manini Ríos fundó su voto en el sentido en que 
lo había hecho el Dr. Vásquez Acevedo. Expresó que no veía 
las ventajas que se derivarían para la instrucción primaria por 
el hecho de cambiar de organización. Agregó que había leído 
algunas producciones en que Francisco Simón fundamentaba su 
sistema y también lo había oído expresarse sobre el particular. 
Dijo que Francisco Simón parecía fundamentar principalmente 
el cambio de sistema en el hecho de armonizar esta institución 
con las demás similares existentes en el país, aduciendo que allí 
donde hay organizaciones colectivas para regir ciertos organismos 
públicos, la dirección de esos organismos colectivos está siempre 
limitada a cierto número de años. Es positivamente exacto, 
acotó el Dr. Manini Ríos, pero, agregó, eso ha ocurrido sin 
herir derechos adquiridos por otros funcionarios que ya estaban 
en su lugar. No se ha tratado de sustituir Consejos permanentes 
por Consejos con funciones limitadas por un período determina- 
do de años sino de un Consejo que por primera vez rigiera 
ciertos Órganos de la Administración. En esos casos se ha llegado 
a esa forma. El Dr. Manini Ríos sostenía que, para que él 
diera su voto para cambiar una autoridad permanente por una 
temporaria, era necesario que se le demostrara que esa autoridad 
permanente que está al frente de un servicio nacional, por el 
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sólo hecho de su duración ilimitada, perjudicaba al servicio. El 
senador Simón respondió que podía hacer dicha demostración 
provocando con esto, la duda del Dr. Manini Ríos, máxime 
—señaló— cuando el Poder Ejecutivo, en mensaje suscrito con 
el Ministro de Instrucción Pública, sostenía que era de absoluta 
justicia el aumento de sueldo a los vocales de la Dirección Ge- 
neral de Instrucción Pública. Creía que debía oirse al Ministro 
de Instrucción Pública por lo que correspondería que el asunto 
volviera a Comisión.?”” 


El Dr. Atilio Narancio refutó al Dr. Manini Ríos desarro- 
llándose un debate dialogado entre ambos legisladores que luego 
se generalizó con la intervención de los senadores Simón, Agui- 
rre y González y Sosa. El Dr. Vásquez Acevedo se mantuvo al 
margen. Al fin se rechazó la moción del Dr. Manini Ríos en- 
trándose a la discusión particular del proyecto. Al considerarse 
el artículo 1o., el Dr. Martín C. Martínez expresó que no había 
quedado bien esclarecido si el cambio de nombre importaba el 
cese del actual Inspector Nacional y de los vocales de la Direc- 
ción de Instrucción Pública. Creía que debería aclararse el punto 
porque —dijo— la permanencia relativa de esos funcionarios no 
sería incompatible con el régimen de la Dirección General de 
Instrucción Pública que se establecía en el artículo 30. “Por este 
artículo —agregó— queda mayoría siempre de elementos con- 
servadores, digamos así, en la Dirección. El autor del proyecto 
recalcaba que no era conveniente que viniera un Consejo a des- 
hacer todo lo que hubiera hecho el anterior”. Tendría elementos 
del Consejo antiguo para impedir revoluciones en la enseñanza 
pública no bien meditadas. El Dr. Martínez expresó que, como 
el número de miembros se elevaba de cuatro a seis, sería posible 
que al principio quedara constituída la Dirección con los cuatro 
miembros existentes y dos nuevos. “En ese sentido —concluyó— 
conviene que se aclare si este cambio de denominación importa 
o no el cese de las actuales autoridades. Bastaría integrar esas 
autoridades con dos elementos nuevos para que funcionase el 
sistema que ha querido implantar el proyecto en debate”. 

El Dr. Narancio expresó que “El espíritu de la ley parece 
ser que debén cesar todos los miembros actuales de la Dirección 
General de Instrucción Pública. El Poder Ejecutivo podría des- 
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pués, con arreglo a la ley, reelegirlos o no reelegirlos. Si los 
reelige, ellos volverán a ocupar los cargos y si no los reelige 
ellos se acogerán a otro artículo que habla de jubilaciones. Ese 
es el espíritu de la ley”. 


El Dr. Martínez expresó entonces que ese artículo consa- 
graba el método de quitarle la inamovilidad a los empleados 
por el simple cambio de denominación. El Dr. Martínez enten- 
día que el nuevo sistema consistía en que en el futuro, hubie- 
ran cuatro miembros antiguos y dos nuevos todos los años. Por 
consiguiente —dijo— para ser lógicos lo que habría que hacer 
es integrar la Dirección actual. “No hay la razón doctrinaria 
que se alega; no hay más que la arbitrariedad de separar por 
cambio de denominación, a los empleados que tienen por la 
Constitución garantido su destino”. El debate se generalizó en 
torno a este planteamiento. El Dr. Manini Ríos apoyó al Dr. 
Martínez contra las opiniones sustentadas por el Dr, Narancio y 
el senador Francisco Simón.*” 


En la sesión del 5 de julio de 1918 continuó la discusión. 
Llegado el momento de la votación, el Dr. Vásquez Acevedo 
pidió votación nomina] porque —dijo— “doy tanta importancia 
a este asunto que creo debe procederse así”.** El votó negati- 
vamente el artículo lo. pero esto no impidió que interviniera 
en el curso del debate y formulara indicaciones tendientes a con- 
ciliar opiniones, indicaciones que fueron aceptadas.*”* En la se- 
sión del 11 de julio finalizó el debate, sancionándose el proyecto. 


En la sesión del 4 de octubre de 1918, el senador Dr. 
Atilio Narancio se refirió al mensaje del Poder Ejecutivo soli- 
citando aclaración de la ley de 21 de setiembre de 1916, en lo 
referente a las disposiciones contenidas en las leyes de Registro 
Cívico y solicitó fuera tratado sobre tablas. El Dr. Vásquez Ace- 
vedo manifestó que no creía que este asunto estuviera en el 
caso de tratarse sobre tablas. Creía sí que era necesario estudiar 
los antecedentes. “Además —agregó— yo entiendo que no es 
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propio ni democrático entrar a modificar las leyes electorales 
en el momento en que se están ejecutando, porque eso parece- 
ría responder a intereses o conveniencias políticas del momento 
y no a intereses permanentes del país, que son los que deben 
dirigir y guiar la conducta de la Asamblea General. Por más que 
se crea que se trata de un asunto sencillo, en mi concepto no 
lo es. Hay de por medio una porción de resoluciones dictadas 
por la Alta Corte que hacen cosa juzgada, y que han sido tras- 
mitidas y comunicadas a los Departamentos. Si se dictase ahora 
por las Cámaras una disposición en sentido contrario, vendría 
la Alta Corte a quedar obligada a modificar el criterio de fallos 
anteriores, produciéndose la injusticia y la irregularidad de que 
quedaran unas apelaciones de tachas resueltas en un sentido y 
otras en sentido contrario. Ese desorden tiene que perjudicar 
necesariamente a la buena administración de justicia en materia 
electoral. Creo, pues, que lo juicioso sería no tomar en conside- 
ración ahora, desde que estamos en momentos de finalizar el 
período de tachas, este proyecto de ley que presenta el Poder 
Ejecutivo, para resolverlo después que haya pasado ese período; 
pero si se creyera deber tratarlo, habría, por lo menos, que dar 
tiempo al Senado para que estudiase la cuestión y se inclinase 


por el partido que fuera justo y conveniente”.*” 


En un debate áspero con el senador Dr. Francisco Simón 
y el Dr, Atilio Narancio, el Dr. Vásquez Acevedo sostuvo que 
no era moral interpretar las leyes electorales en momentos cer- 
canos a las elecciones; que ello respondía a conveniencias par- 
tidarias; que la Cámara no tenía “la facultad de estar enmen- 
dando la plana a la Alta Corte en las sentencias que dicta”, El 
Dr, Martín C. Martínez intervino apoyando la posición del Dr. 
Vásquez Acevedo y oponiéndose por tanto, a que el asunto se 
tratara sobre tablas. Estas manifestaciones de los senadores nacio- 
nalistas fueron rechazadas por los Drs. Florencio Aragón y 
Etchart y Ambrosio Ramasso resultando triunfante la moción del 
Dr. Narancio de tratar el asunto sobre tablas. Entrando al fondo 
de la cuestión se dio lectura al mensaje del Poder Ejecutivo de 
4 de octubre de 1918 suscrito por el Presidente Viera y el Mi- 
nistro Pablo Varzi (hijo). En él expresaba que el Comité Eje- 
cutivo Nacional del Partido Colorado se había dirigido al Mi- 
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nisterio del Interior solicitando la interpretación de la ley de 
21 de setiembre de 1916 a fin de que se declare que la disposi- 
ción de su artículo 4o. era de carácter general y derogaba las 
disposiciones de la ley de Registro Cívico Permanente que le 
fueran contrarias. Ese artículo 4o. acordaba a los partidos el be- 
neficio de recurrir a la Alta Corte en una tercera instancia, 
cuando los fallos de las Juntas Electorales, ya sean confirmato- 
rios como revocativos, no habían sido dictados por unanimidad. 
El Poder Ejecutivo entendía que esta disposición no había sido 
instituída con carácter transitorio para tener aplicación tan sólo 
en el período electoral que terminó con los comicios del 14 de 
enero de 1917, sino que el precitado artículo 4o. de la ley del 
21 de setiembre de 1916, era una disposición de carácter per- 
manente y por consiguiente, legalmente obligatorio mientras el 
Cuerpo Legislativo no sancionara una ley especial que le derogara. 


El pedido de interpretación formulado por el Comité Eje- 
cutivo del Partido Colorado a que se refería el mensaje, fue 
provocado por el hecho de que la Alta Corte de Justicia había 
fallado algunos juicios de tachas que habían llegado a ella en 
apelación, adoptando el criterio de que no era aplicable el ar- 
tículo 4o. de la ley de 21 de setiembre de 1916 porque dicha 
ley, no se refería al período electoral del momento, sino al 
que había culminado con los comicios del 14 de enero de 1917. 


El Poder Ejecutivo consideraba errónea esta interpretación 
de la Alta Corte de Justicia de acuerdo a "la discusión y sentido 
claro de la misma”, aunque reconocía que podía dar lugar a 
dudas su redacción. Como la Alta Corte no coincidía con la in- 
terpretación del Poder Ejecutivo y del Comité Ejecutivo del 
Partido Colorado y como esto determinaba, según el mensaje, 
que “la resolución de los casos que se presentan se hacía con 
sujeción a un criterio legal que no era el de las amplias garan- 
tías contenidas en el artículo 40. de la ley del 21 de setiembre 
de 1916 para todos los partidos políticos sin excepción alguna 
y que, por consiguiente, no se cumple la voluntad legislativa que 
sancionó un principio avanzado en nuestra legislación electoral 
para que rigiera en todos los casos que en lo sucesivo se presen- 
taran, como criterio legal permanente”, el Poder Ejecutivo adjun- 
taba los antecedentes de la discusión de la ley de 1916 conside- 
rando que serían base suficiente para que el Cuerpo Legislativo 
sancionara el proyecto que adjuntaba, en el que se interpretaba 
la norma de la ley de setiembre de 1916 en el sentido expre- 
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sado. Encarecía su pronto despacho declarándolo incluído entre 
los que motivaron la convocatoria a sesiones extraordinarias. 

El proyecto constaba de dos artículos. Por el primero se 
declaraba que el artículo 4o. de la ley del 21 de setiembre de 
1916 estaba en vigencia y derogaba las disposiciones contenidas 
en las leyes del Registro Cívico que a él se opusieran. Por el 
segundo se disponía que el Poder Ejecutivo, inmediatamente de 
sancionada esta ley, la comunicaría telegráficamente a todas las 
Juntas Electorales a efecto de que dieran curso a las apelaciones 
que se presenten en tiempo. 

El Dr. Areco defendió la justicia y moralidad del proyecto 
interpretativo a la vez que la actitud del Comité Ejecutivo Co- 
lorado al proponerlo. El Dr. Martín C. Martínez rebatió infruc- 
tuosamente su argumentación. El proyecto fue sancionado.””* 


El 26 de noviembre de 1918, el Dr. Atilio Narancio mo- 
cionó para que se tratara sobre tablas, la aprobación del tra- 
tado celebrado por nuestro país con el Brasil sobre arreglo de 
nuestra deuda. El Dr. Vásquez Acevedo se opuso —como era 
habitual en él— a que se considerase con ese apresuramiento 
un asunto que no era urgente ni sencillo. Por su parte el Dr. 
Manuel B. Otero pidió se suspendiera la consideración del tra- 
tado porque él tenía que poner en conocimiento del Senado 
algunos antecedentes en los cuales tuvo intervención en la época 
en que desempeñó el Ministerio de Relaciones Exteriores. A ese 
efecto solicitó que el Senado celebrara sesión secreta, invitándose 
a los miembros de la Cámara de Representantes que quisieran 
asistir a la barra. Así se resolvió.” 

Con relación a este asunto en la sesión del 3 de diciembre 
se leyó un mensaje enviado por el Poder Ejecutivo con fecha 
30 de noviembre de 1918, suscrito por el Presidente Viera y 
el Ministro de Relaciones Exteriores, Dr. Baltasar Brum, en el 
cual, con referencia a la sesión secreta que el Senado había 
acordado celebrar para tratar el tratado con el Brasil, el Poder 
Ejecutivo expresaba que consideraba de su deber manifestar que 
la celebración de la sesión secreta perjudicaba “el interés na- 
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cional en su relación directa con la política exterior”, Agregaba 
que habiéndose anunciado que el senador que había pedido la 
sesión secreta proyectaba formular cargos contra la Cancillería 
“parecía razonable al Poder Ejecutivo que las objeciones tanto 
como las respuestas que a ellas convenga, sean expresadas en 
sesión pública con el objeto de que la Nación conozca plena- 
mente la gestión del Poder Ejecutivo”.*” 


El Dr, Otero rectificó algunos pasajes de este mensaje ex- 
presando que él no iba a formular cargos contra el Poder Eje- 
cutivo y pidió se prorrogara unos días la sesión secreta, por 
cuanto no había podido obtener todavía los documentos que 
necesitaba para su exposición. El Dr. Vásquez Acevedo consideró 
que el mensaje atacaba los fueros del Senado por lo cual no se 
debía guardar silencio frente a él. “Tengo, —expresó— ha 
tiempo, el convencimiento de que la obra más útil en la vida 
pública de nuestro país consiste en propender a contrariar todas 
las desviaciones en el régimen constitucional y democrático, ya 
partan de los gobernantes o de los gobernados, porque entien- 
do que solamente así llegará a ser verdad el sistema republicano. 
La nota pasada por el Poder Ejecutivo al Senado envuelve una 
desviación de los principios en que está cimentada la organiza- 
ción constitucional de los Poderes Públicos. El Ejecutivo no tiene 
facultad para hacer observaciones al Senado, y menos aún, re- 
proches por su manera de proceder en el ejercicio de legítimas 
y privativas atribuciones. Esto es de evidencia incontestable”. 
Terminó formulando una moción para que se le dirigiera una 
minuta en ese sentido. 


Un largo y prolongado debate subsiguió a esta moción del 
Dr. Vásquez Acevedo cuya posición fue apoyada por el Dr, 
Martín C. Martínez. La actitud del Poder Ejecutivo fue defen- 
dida por el Dr. Atilio Narancio. Julio María Sosa no creía que 
el mensaje del Poder Ejecutivo importara un ataque a los fueros 
del Senado pero si, que era “el resultado de una errónea inter- 
pretación de sus atribuciones”. "Creo —dijo— que el Poder 
Ejecutivo no tiene ninguna intervención en lo que es reglamen- 
tariamente privativo de este alto Cuerpo”, “En este caso —agre- 
gó— no puede ejercer el rol de Poder colegislador, porque solo 
nos corresponde a nosotros discutir las normas a las cuales ha de 
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ajustarse el Senado en la discusión de la ley. Es una cosa exclu- 
sivamente privativa de la Cámara, con independencia del asun- 
to mismo que se considere”.*” 

El Dr. Vásquez Acevedo mantuvo en todos sus términos la 
moción que había formulado no aceptando la modificación pro- 
puesta por el Dr. Martín C. Martínez cuando predominó en el 
Senado, el criterio de celebrar la sesión secreta y dar por termi- 


nado el incidente, archivándose la nota.** 


307 “Diario de Sesiones de la H. Cámara de Senadores”. Tomo 
CXV ya citado, pág. 324. 

308 “Diario de Sesiones de la H. Cámara de Senadores”. Tomo CXV 
ya citado, págs. 324-330. "La Razón” de 4 de diciembre de 1918, órgano 
de prensa adicto al gobierno de la época, al comentar la posición adoptada 
por el Dr. Vásquez Acevedo en defensa de los fueros del Senado, la atribuyó 
a que había asistido al Senado de "mal humor”, que lo impulsó a emitir 
sus apreciaciones contra el Poder Ejecutivo. “El mal humor, consignó Vás- 
quez Acevedo en sus Ápuntes, me lo produjo la conducta del Senador 
Narancio — a quien contesté precisamente para no hablar con violencia, 
ante la conducta observada por él y segundada por otros”. Y agregó: "Yo 
obro guiado únicamente por elevados móviles y en servicio de los prin- 
cipios. Nunca he buscado la popularidad, — y por el contrario muchas 
veces he ido contra ella”. (Museo Histórico Nacional. Colección de Ma- 
nuscritos. Tomo 1893, antes citado). La defensa de los fueros del Senado 
hecha por Vásquez Acevedo en esta oportunidad, mereció el siguiente 
comentario de Antonio Soto (Boy), sutil observador y comentarista de 
una etapa de la historia parlamentaria del Uruguay: "Desde la barra. El 
Senado, por sus fueros. Todavía de vez en cuando este viejo cabildo de 
Montevideo nos promete entre sus muros soleados algunos de esos episo- 
dios que luego sirven de tema a un pintor de tapices para decorar heroi- 
camente una galería histórica destinada a levantar el espíritu y a entonar 
el carácter de las generaciones sucesivas. 

Como los tiempos han cambiado tanto, acaso el episodio desarrollado 
ayer entre los senadores careció de ciertos gestos y ademanes que hace 
algunos años habrían sido imprescindibles, o que como imprescindibles los 
habría puesto el pintor; pero dejando aparte esta cuestión de matices pu- 
ramente decorativos, preciso es reconocer en el fondo de este cuadro un 
movimiento dinámico que después de mantener en tensión los nervios del 
auditorio reclama una leyenda como ésta: 

“El Senado, por sus fueros”. 

Nosotros elegiríamos aquel momento en que Areco se agazapó de- 
trás de la campanilla y dibujó en su semblante una extraña sonrisa CON- 
minatoria de hombre impaciente e incomodado para interrogarle a Vás- 
quez Acevedo si mantenía su moción de áspera censura al Poder Ejecutivo, 
en tanto que Vásquez Acevedo respondía que sí con un enérgico movi- 
miento de cabeza, apenas sin alterar esa elegante línea suya que adereza una 
indumentaria singular, que prestigia un perfil aguileño, que acicalan unas 
manos venerables y que siempre, en todos los instantes, en los de suerte, en 
los de adversidad, hasta en los de sus largos silencios, se confunde en nues- 
tra fantasía con la primera hoja de un grande y querido librote que cuando 
éramos chicos rodaba por nuestra casa y que comenzaba así: “En un lugar 
de la Mancha de cuyo nombre no quiero acordarme...” Eligiríamos, de- 
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Las tareas legislativas del Dr, Vásquez Acevedo en 1919 
continuaron casi hasta la víspera de su incorporación al Consejo 
Nacional de Administración, para el que había sido designado 
candidato por el Congreso Elector de su Partido el 2 de febrero 
de 1919.3% 

Con el mismo interés con que hasta entonces había estu- 
diado los asuntos, en la sesión del 6 de febrero de ese año plan- 
teó la duda, ante la proximidad de las sesiones preparatorias, 
de si los senadores cuyas elecciones hubieran sido protestadas 
podían asistir a las sesiones del Senado a defender sus poderes. 
Recordó que en la Cámara de Representantes, años atrás, se 
había planteado el problema y se había resuelto afirmativamente. 
Como esto implicaría una reforma al Reglamento del Senado 
que no contiene —expresó— una disposición al respecto, pre- 
sentó un proyecto de reforma al artículo 30o. de dicho Regla- 
mento concebido en los siguientes términos: “Artículo 30. A 
las sesiones preparatorias asistirán los senadores que hayan de 
quedar en ejercicio en el período anual que va a empezar y 
aquellos nuevamente electos cuyos poderes sean aprobados. Los 
senadores cuyas elecciones hayan sido protestadas podrán tam- 
bién asistir a la sesión preparatoria u ordinaria en que se con- 
sideren sus poderes respectivos y ser admitidos a la defensa de 
los mismos, pero no tendrán derecho a votar”. Pasó a estudio de 
la Comisión de Legislación donde quedó encarpetado.”*” 


En la misma sesión del 6 de febrero, al tratarse un proyecto 
del Dr. Ricardo J. Areco sobre separación de cuerpos y divorcio, 
el Dr. Vásquez Acevedo fundó su voto en los siguientes térmi- 
nos: “Voy a votar en general este proyecto porque entiendo 
también que las disposiciones vigentes sobre divorcio necesitan 


cimos, aquel momento, porque fué el que dió la más alta expresión patética 
a la actitud del Senado ante el último mensaje del Poder Ejecutivo y 
también porque fué lo que más entonadamente interpretó la impresión 
dominante en la asamblea, aunque luego en lo formal mo fuera eso lo 
que prosperó. Hubo un piadoso sentimiento de tolerancia que primero 
atenuó las esperanzas de la censura convirtiéndola en una manifestación 
de condolencia, que más tarde la suavizó todavía, rebajándola a un simple 
acuse de recibo y que finalmente disolvió la fórmula en un discreto y pu- 
doroso, “archívese”, (“El Plata”, diciembre 4 de 1918). 
n E E. Tomo XXXVI, pág. 144. 
"Diario de Sesiones de la H. Cámara d x i- 
deo, 1919. Tomo CXVI, págs. 214-215. codi 
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ser reformadas en varios puntos; pero mis opiniones son diame- 
tralmente opuestas a las que han inspirado este proyecto de ley. 
Yo entiendo que en lugar de dar facilidades al divorcio, se le 
debe restringir en todo lo posible, en interés de la familia y del 
Estado mismo”.** 

En la sesión del 14 de febrero, como miembro de la Co- 
misión de Poderes, intervino en la discusión de los poderes del 
senador electo por Río Negro, D. Manuel Stirling, expresando 
no haber tenido tiempo de estudiar los antecedentes por lo cual 
pidió se aplazara el asunto para las sesiones ordinarias, a la vez 
que señaló la conveniencia de solicitar a la Junta Electoral de 
Río Negro, todos los expedientes relativos a la elección, como se 
había hecho con la Junta Electoral de Treinta y Tres. Insistió 
sobre esto, luego que se leyó el informe de la Comisión en ma- 
yoría aconsejando que se aprobaran los poderes del Sr. Stirling. 
Aunque Julio María Sosa apoyó la solicitud del Dr. Vásquez 
Acevedo, el Senado no la aceptó y entró a considerar los poderes 
del senador por Río Negro, los que fueron aprobados.” 

Esta fue la última intervención del Dr. Alfredo Vásquez 
Acevedo en el Senado, cuyas Comisiones de Asuntos Internacio- 
nales e Instrucción Pública integraba en el momento en que 
presentó renuncia a su banca, al ser electo por la Asamblea 
General, el 1? de marzo de 1919, miembro del Consejo Nacio- 
nal de Administración. Su suplente, el Dr. Leonel Aguirre, ocupó 
la senaturía por San José. 


311 "Diario de Sesiones de la H. Cámara de Senadores”. Tomo CXVI 
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CAPÍTULO VI 
EL Constituyente 


Intentos para reformar la Constitución de 1830 durante 
el período de la organización nacional 


1836 - 1874 


I 


La Constitución de 1830 fue reformada en el año 1917 des- 
pués de un largo y complejo proceso a traves del cual fueron ma- 
durando las ideas, definiéndose las opiniones, formándose con- 
cepto sobre el procedimiento y necesidades reales del país, proce- 
so íntimamente ligado al desarrollo de la conciencia política de 
la nación y a la estabilización de sus instituciones. De ahí que 
encontremos sus manifestaciones tanto en el ámbito oficial co- 
mo en el de la iniciativa particular. Paralelamente a los intentos 
gubernamentales o legislativos y a las discusiones parlamenta- 
rias, el tema se trató en la prensa, en la cátedra o en el libro. 
Fue, durante el siglo pasado, una constante aspiración para su- 
perar las inevitables crisis que el desarrollo de nuestro organis- 
mo político provocó. Al entrar el Siglo XX, la Reforma Cons- 
titucional apareció como un verdadero problema nacional de cu- 
ya solución dependía el bienestar y la tranquilidad pública. 

La prolongada vigencia de la Constitución de 1830 se atri- 
buye generalmente a la rigidez del procedimiento que en ella 
se estableció para su reforma. Según los artículos 153, 154, 155, 
156, 157 y 158, el proceso de la reforma debía cumplirse en 
tres etapas. En la primera, “hecha la moción en una de las Cá- 
maras y apoyada por la tercera parte de sus miembros, lo co- 
municará a la otra de oficio, sólo para saber si en ella es apo- 
yada también por igual número de votos”. Si no alcanzaba el 
número de votos indicados quedaba desechada y no podía reno- 
varse hasta el siguiente período de la misma legislatura. Si la 
otra Cámara a quien se comunicó, apoyaba la moción por igual 
número de votos, se reuniría la Asamblea General para tratar 
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el asunto, Si la moción de reforma no fuera apoyada por los 
dos tercios de la Asamblea General, no podía ser tratada hasta 
la siguiente legislatura, pero si las dos terceras partes declaraban 
que existía interés nacional en la reforma, los diputados y se- 
nadores electos para la nueva legislatura quedarían investidos de 
poderes especiales para revisar la Constitución “y proponer las 
reformas, variaciones o adiciones que fuesen apoyadas por la ter- 
cera parte de los miembros de ambas Cámaras”. A la siguiente 
legislatura, cuyos miembros recibirían de la ciudadanía, al tiem- 
po de las elecciones, poderes especiales, correspondía sancionar o 
rechazar, en todo o en parte, las enmiendas propuestas, Recién 
entonces, en esta tercera etapa, quedaría sancionada la reforma. 
El artículo 159 disponía que para variar la forma constitucio- 
nal de la República, debía reunirse una grande Asamblea com- 
puesta de doble número de Senadores y Representantes espe- 
cialmente autorizados por la ciudadanía. Se requería en este ca- 
so por lo menos las tres cuartas partes de votos para sancionar 
la reforma de este punto. 

Evidentemente estas disposiciones no facilitaban una rápi- 
da reforma de la Constitución pero es también evidente, estu- 
diando el proceso de la reforma, que fue necesario el transcur- 
so de los años para que, como ya hemos dicho, se concretaran las 
aspiraciones reformistas en soluciones de carácter nacional. 


II 


El primer intento para reformar la Constitución fue el pe- 
titorio presentado a la Asamblea Constituyente por los militares 
en 1829. La Constitución ya había sido sancionada y estaba a 
estudio de las potencias signatarias de la Convención de 1828 
en virtud de lo dispuesto en el artículo 7% de la misma. Solici- 
taban la modificación del artículo 25 que establecía la incom- 
patibilidad de ser electo representante con el ejercicio de cual- 
quier otro empleo civil o militar, en términos muy rigurosos. La 
Asamblea rechazó este petitorio considerándolo improcedente e 
inoportuno. Pocos años después comenzaron a aparecer en la 
prensa los primeros comentarios críticos señalando fallas en la 
Constitución y sugiriendo enmiendas. 

En La Revista de 1834 José Rivera Indarte señaló algu- 
nos puntos que entendía debían ser reformados: reducir a dos 
años la residencia en el país para otorgar la ciudadanía legal 
a extranjeros naturales de otros países de América; prolongar 
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hasta 1860 la entrada en vigencia de la causal de analfabetis- 
mo para suspender el ejercicio de la ciudadanía natural; supri- 
mir la incompatibilidad establecida en el artículo 25; clarificar 
las facultades del Poder Ejecutivo en lo relativo a medidas ex- 
traordinarias; modificar el artículo 142 que consagraba el de- 
recho de petición en forma, a su juicio, inadecuada.* 


Antonio Díaz combatió estas ideas desde El Universal. Con- 
sideraba inconveniente la reforma, a pesar de haber abogado por 
la modificación de algunos artículos mientras se discutían y de 
no creer que una Constitución fuera algo inalterable, pero en- 
tendía que sólo ante una necesidad evidente, “en ocasión opor- 
tuna y preparada por muy detenidas y profundas reflexiones”, 
era admisible la reforma de la Constitución.? 


Ramón Masini por el contrario, sostenía en El Estandarte 
Nacional, en enero de 1835, que la Constitución debía ser en- 
mendada en todo aquello que la experiencia pusiera de manifies- 
to como una falla; cn lo demás debía ser observada estricta- 
mente.* 


Cuando al año siguiente —marzo de 1836— anunció en 
la Cámara de Representantes que presentaría una moción sobre 
si se debía o no proceder a la reforma, los comentarios periodís- 
ticos pusieron nuevamente de manifiesto, la diversidad de opi- 
niones que suscitaba el tema. El Universal reiteró su oposición 
de 1834 a la idea de la reforma. Sostenía que en lugar de re- 
formar la Constitución se debían aclarar algunos artículos so- 
bre atribuciones de poderes y legislar sobre imprenta, elecciones, 
organización de la policía, administración de justicia e instruc- 
ción primaria. Sostenía que el tiempo y la experiencia debían 
ser los que indicaran el momento oportuno de revisar la Cons- 
titución. Se planteaba la interrogante si ya era el tiempo y si ya 
teníamos la experiencia necesaria para proceder a la reforma. 
En El Nacional Andrés Lamas se manifestó favorable a la re- 
forma, no participando de la reverencia religiosa que debía ro- 
dearla según El Universal. “Artículos contiene la Constitución 
—decía— que claman por reformas porque la experiencia, las 
necesidades del pueblo, sus costumbres mismas, pugnan abierta- 
mente con ellos, y demuestran cada día que hay disposiciones 


1 Pivel Devoto, Juan E., “Historia de los Partidos y de las Ideas 
en el Uruguay”. Editorial Medina, Montevideo, 1956. Tomo Il, pág. 215. 

2 Pivel Devoto, obra citada, pág. 216. 

3 Pivel Devoto, obra citada, pág. 217. 
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de la ley fundamental que la práctica y la conveniencia conde- 
narán al desuso y de esto nos resultará un mal grave que hoy 
podemos y debemos preveer”.* Señalaba los artículos 11, 25, 81 y 
142, entre los que debían ser revisados coincidiendo con lo ex- 
presado por Rivera Indarte dos años antes. Santiago Vázquez 
consideraba útil la reforma pero juzgaba inconveniente su rea- 
lización en aquel momento por razones de orden político. Te- 
mía que fuera aprovechada por el partido del gobierno para 
asegurarse la mayoría de la Asamblea y posibilitar el estableci- 
miento de un régimen contrario a la libertad’ 

Esta preocupación por la reforma constitucional tuvo su 
primera manifestación en el ámbito legislativo, el 19 de ma- 
yo de 1836 cuando Ramón Masini presentó la moción anun- 
ciada en el mes de marzo, en la Cámara de Representantes. 
Decía así: “Procédase a la revisión de la Constitución de la 
República, para proponer en ella las mejoras de que sea sus- 
ceptible salvo las bases de la división de los Poderes y las ga- 
rantías de los derechos individuales”. Al fundamentarla expresó: 

“Sabe la H. Cámara, como sabe toda la República, que 
la misión que la Asamblea General Constituyente recibió para 
formarla emanó de la Convención Preliminar de Paz celebrada 
entre la República Argentina y el Imperio del Brasil, más bien 
que del pueblo que hoy representamos, y constituye hoy una 
República libre y en estado de perfecta independencia. Aunque 
esto nada importa respecto a la legalidad de esta constitución 
es muy conducente esta observación para que no se dude que la 
época de darla no era aquella y si la en que el país estuviese 
gozando de una plena paz y de una perfecta independencia y 
tranquilidad como las que ha disfrutado después que salió de 
esa especie de tutela en que permanecía. Digo tutela porque es- 
taban autorizadas dos naciones para intervenir en nuestros ne- 
gocios hasta pasados los cinco años de jurada la constitución. 
Llegada pues la época en que reconocido el país como nación 
independiente tiene los derechos y elevación que como a tal le 
corresponden, cuando los que le representan poseen la ilustra- 
ción y experiencia necesaria, sobre las Leyes que reclama la ín- 
dole del mismo país y sobre sus recursos y necesidades, que en- 
tonces apenas conocían; es también llegada la ocasión de exa- 
minar si esta constitución llena todas las condiciones que debe 


å Pivel Devoto, obra citada, pág. 219. 
5 Pivel Devoto, obra citada, pág. 220. 
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tener una obra de esta clase para merecer el sello de la apro- 
bación general y hasta el de la perpetuidad que le asegure el 
respeto más profundo sin el cual son ilusorios los bienes que 
tenemos derecho a exigir cerrando el abismo de las revoluciones”. 


"Si del examen que de ella haga el Cuerpo Legislativo 
resultase que no hay necesidad de hacer alteración alguna en su 
texto, esta declaración le dará una mayor firmeza y que cuando se 
invoque bastará que se fije la vista en las sagradas tablas de 
nuestra ley política y constitutiva para que se aterre el sa- 
crílego que quiera convertirla en servil instrumento de sus miras 
ambiciosas”. 


“Si se creyese susceptible de mejora, se procederá por los 
trámites indicados en los artículos 156, 157 y 158 de la cons- 
titución lográndose de este modo perfeccionar aquella obra y 
obtener resultados mucho más felices que los conseguidos has- 
ta el día. Digo más felices porque, por mucho camino que po- 
damos haber adelantado, mucho nos resta que andar, y debemos 
imitar a Catón ese sabio patriota de la antigüedad que consi- 


deraba que poco había hecho cuando le quedaba algo por 
hacer”. 


“La mayor parte de los pueblos que se han dado una cons- 
titución no lograron una cual sus necesidades exigían, sino des- 
pues de muchos ensayos. De esto es testigo la Nacion Francesa. 
Que diferencia tan grande entre su primera constitución en el 
año 1791, y la que adoptara en 1814. Y sin embargo en 1830 
la Francia, la ilustrada Francia, tuvo todavía que reformar la 
Carta que había otorgado Luis XVIII a su elevación al trono”. 


“La España se dió una constitución en 1812 y a pesar del 
grande entusiasmo con que fué recibida por esa ilustre y anti- 
gua mación tampoco pudo subsistir mucho tiempo por los de- 
fectos de que adolecía, hijos sin duda de las circunstancias en 
que se dictó. Posteriormente le hemos visto adoptar un sistema 
mejor combinado, su carta O estatuto aparece menos popular que 
la Constitución de las Cortes de 1812, pero en la práctica le- 
jos de producir resultados funestos hará grandes servicios a la 
libertad quizá no sean éstos de poca importancia de este lado 
del Atlántico”. 


“Creo suficiente lo dicho para probar que no es impropio, 
ni irreverente el que un pueblo revise su constitución, como 
pienso que cuanto mas se habla en esta materia tanto más se 
descubren los errores y se reúne mayor copia de luces para en- 
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trar en una obra tan delicada, procederé (aunque con el mayor 
temor) a indicar los defectos de que a mi juicio adolece nues- 
tra constitución. Advertiré primero que al hablar de defectos, 
no es mi intento deprimir en manera alguna a sus autores, en- 
tre los cuales (aunque sin merecerlo) tenia el honor de sentar- 
me cuando salió de las manos de la Asamblea Constituyente”. 


Pasó luego Masini a referirse a aquellas disposiciones de 
la Constitución que a su juicio debían ser modificadas. Respec- 
to del artículo 8% que establecía los modos de adquirir la ciu- 
dadanía, decía Masini que debía procurarse que esta gracia re- 
cayese en personas que reunieran todas las calidades necesa- 
rías. Aconsejaba una reforma esencial en la organización del Po- 
der Legislativo, a fin de que el Senado fuera en realidad “un 
cuerpo verdaderamente deliberante” mediante el aumento del 
número de sus componentes; “me parece —decía— que nues- 
tra república no es tan pequeña e impotente que no pueda sos- 
tener una Cámara de Senadores que reuniendo por el mayor 
número de miembros todas las luces y respetabilidad necesarias 
facilite sus trabajos y no presente un Senado, que numérica- 
mente tomado, es casi una Comisión comparado con el de la 
Cámara de R. R. Es cierto que en América el número de miem- 
bros de las Cámaras de Senadores ha sido siempre mucho me- 
nor, que el de las de R. R. pero no debería quedar tan diminu- 
to que, como sucede muchas veces formen Cámara cinco indi- 
viduos”. Señaló la conveniencia de que las calidades exigidas 
para ser senador y representante aseguraran la independencia de 
los miembros de ambas Cámaras; de que fuera aclarado el sen- 
tido del artículo 25 cuya interpretación había suscitado tantas 
controversias. Aludiendo al hecho de que empleados del Poder 
Judicial hubieran sido admitidos en el parlamento, dijo: “Esto 
habrá traído quizás ventajas por las calidades que sin duda han 
adornado a las personas que han merecido esta honrosa distin- 
ción; pero esta práctica podría traer en lo sucesivo inconvenien- 
tes de mucha trascendencia, y es incompatible con el texto de 
la constitución que debe ser venerado hasta los ápices”, La or- 
ganización ministerial debía ser motivo de una ley que impidie- 
ra pudiesen ser refundidas en una todas las secretarías; el Poder 
Judicial debía organizarse tal como estaba previsto con la crea- 
ción de la Alta Corte de Justicia. “Para que existiese en reali- 
dad la división de los Poderes —decía— debería llenarse co- 
mo corresponde el artículo constitucional a este respecto. Me 
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consta que varios artículos de la constitución relativos al orden 
y formalidades de los procesos, han producido conflictos en las 
autoridades para cumplirlos sin que se haya logrado deslindar 
o comprender el orden que debe observarse”.* 


Pivel Devoto, que ha estudiado el tema, dice que “La mo- 
ción de reforma presentada por Masini fue apoyada por más de 
la tercera parte de los representantes presentes, en cuya virtud, 
y a los efectos de lo establecido en el artículo 153 de la Cons- 
titución se informó que sería pasada a la Cámara de Senadores. 
Habría correspondido entonces que este cuerpo se pronunciara 
acerca de si la moción era apoyada o no por la tercera parte 
de sus integrantes, pero al dársele trámite se le pasó indebida- 
mente a la Comisión de Legislación la que no demostró mayor 
interés en expedirse. El 2 de marzo de 1837 Masini mocionó 
en la Cámara de Representantes para que se recabaran infor- 
mes del Senado sobre el “estado en que se hallaba la referida 
moción, para en el caso necesario reproducirla en esta Cámara”. 
Así se acordó hacerlo. En sesión celebrada por el Senado el 9 
de junio de 1837, D. Antonino D. Costa sostuvo que, a su jui- 
cio, la moción de reforma debía considerársela desechada des- 
de que no fue apoyada después de leída, pero que en la Cámara 
de Representantes se la consideraba detenida, en cuya virtud, 
y para definir aquella situación, propuso y obtuvo que se decla- 
rase expresamente que la moción de reforma había sido recha- 
zada en el Senado, lo cual fue comunicado a la otra Cámara”. 


También en este momento, el Dr, José Ellauri puso de 
manifiesto su inquietud por el problema al cual no podía ser 
ajeno dada su preponderante intervención en la redacción del 
Código de 1830. Pivel Devoto en su “Historia de los Partidos 
y las Ideas Políticas en el Uruguay” se refiere a ello en el si- 
guiente pasaje: "No podemos aseverar que haya sido en oca- 
sión de esta iniciativa de reforma propuesta por Masini, que el 
Dr. José Ellauri haya articulado las ideas centrales de un pro- 
yecto de reforma de la constitución de la República, pero lo 
indudable es que fue redactado en 1836 sin que su autor lo hu- 
biera dado a conocer ya fuera por causas derivadas de la re- 
volución iniciada en julio de aquel año o por la timidez que 
lo inclinaba a rehuir la vida pública. El proyecto escrito por 


i 6 Pivel Devoto, obra citada, págs. 220-223. El Republicano. Mon- 
revideo, agosto 1% y 3 de 1836, 
7 Pivel Devoto, obra citada, pág. 223, 
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Ellauri en 1836, se mantenía dentro de las líneas fundamenta- 
les del código vigente, al que no obstante, hacia importantes 
reformas. 

En los artículos de la Sección I, que trata "De la Nación, 
su soberanía y culto”, Ellauri introducía leves correcciones de 
forma. De mayor entidad son las modificaciones propuestas en 
la Sección II. “De la ciudadanía, sus derechos, modos de sus- 
penderse y perderse”. Suprimía el distingo entre ciudadanos na- 
turales o legales. Limitaba la calidad de ciudadanos acordada a 
los extranjeros que en carácter de oficiales hubieran combati- 
do o combatieren en las fuerzas de mar o tierra de la nación 
“mientras sean reconocidos como tales Oficiales de ella”; exigía 
cuatro años de residencia consecutiva a los extranjeros casados 
con hijas del país y elevaba a 6 y a 8 años la residencia con- 
secutiva para los otros casos previstos en el artículo 8 de la 
constitución, “con tal que acreditasen haberse inscripto en el 
Registro Cívico”, como lo estableció el proyecto de la Comisión 
redactora en 1829. A continuación en el artículo 7 proponía 
Ellauri una reforma fundamental: la inscripción obligatoria en 
el Registro Cívico de todo ciudadano nacido en el país. En el 
artículo 8 establecía la norma que regiría para los extranjeros 
que avecindados en el país quisieran conservar sus fueros de 
extranjeros; sufrirían las cargas que les fuesen impuestas por 
las leyes del país, siempre que no mediasen “pactos en con- 
trario con sus respectivas naciones”. 


El inciso 5 del artículo 11 de la Constitución establecía co- 
mo causal de suspensión de la ciudadanía el no saber leer ni 
escribir para los ciudadanos que entrasen al ejercicio de ella 
desde el año 1840 en adelante. Ellauri proponía al respecto una 
enmienda de real importancia: la suspensión inmediata de la 
ciudadanía para los analfabetos. Conservaba sin variantes el ar- 
tículo 12 de la Sección II y los 13 y 14 de la Sección II. Las 
reformas más trascendentales del proyecto de Ellauri son las que 
se relacionan con la organización de los poderes. Refundía en 
una Sección las Secciones IV, V y VI de la Constitución vigen- 
te que trataban “Del Poder Legislativo y sus Cámaras”, "De las 
sesiones de la Asamblea General, gobierno interior de sus dos 
Cámaras y de la Comisión permanente” y “De la proposición, 
discusión, sanción y promulgación de las leyes”. Ellauri organi- 
zaba el Poder Legislativo mediante una sola Cámara, el Consejo 
Supremo “junto con el Presidente de la República”. El Conse- 
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jo Supremo se compondría de tantos miembros cuantos fuesen 
los departamentos, electos directamente, debiendo durar cinco 
años en el ejercicio de sus funciones. El Vice Presidente de la 
República sería el Presidente nato del cuerpo, pero sin voto, (ar- 
tículos 15, 16, 17, 18, 19 y 20). Los artículos 21, 22, 23, 24, 
25, 26, 27, 28 y 30 del proyecto de Ellauri relativos a la in- 
tegración del Consejo Supremo y facultades del mismo repro- 
ducen, con algunas variantes, el texto de los artículos 25, 30, 34, 
35, 36, 37, 38, 44, y 71 de la Constitución vigente. 


Al Consejo Supremo proyectado se le atribuían todas las 
facultades legislativas que el artículo 17 de la Constitución asig- 
naba a la Asamblea General (incisos 1 al 17). El Consejo no 
podría deliberar sin la concurrencia de las dos terceras partes 
de sus miembros, pero podría reunirse para discutir, conferenciar 
y dar cuenta, con la asistencia de una tercera parte (artículo 
29). Eliminábanse en este proyecto los artículos de la Sección 
IV sobre funcionamiento de la Asamblea General y gobierno 
interior de las Cámaras de Representantes y Senadores y de la 
Comisión Permanente, siendo del caso destacar que con ello se 
suprimían las inmunidades parlamentarias consagradas en los ar- 
tículos 49, 50 y 51 de la Constitución, así como la facultad que 
el artículo 53 de la misma confería a cada una de las Cámaras 
de hacer venir a sala a los ministros del Poder Ejecutivo para 
pedirles y recibir informes. 


La Sección VI de la Constitución era igualmente suprimi- 
da. Del proyecto de Ellauri no surge de manera muy clara en 
que forma el Poder Ejecutivo intervendría en la discusión y san- 
ción de las leyes. El artículo 15 expresa que el Poder Legisla- 
tivo será delegado a un Consejo Supremo “junto con el Presi- 
dente de la República”; el artículo 30 establece que sancionada 
una ley se usará para su promulgación la siguiente fórmula: "el 
Consejo Supremo Legislativo y el Exmo. S.” Presid. de la Re- 
pública han decretado”, y en el artículo 42, que determina las 
facultades del Presidente, se dice que a éste "compete también 
tomar parte p.” medio de sus Ministros en la proposición, discu- 
sión y sanción de las Leyes”, de donde resultaría que la ley 
sería un acto jurídico elaborado por ambos poderes a la vez 
interviniendo en la sanción también el Poder Ejecutivo . 


De acuerdo a los artículos de la Sección V del provecto 
de reforma, el Poder Ejecutivo sería desempeñado por CA Presi. 
dente de la República, el que con el Vice- Presidente —que 
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presidiría el Consejo Supremo Legislativo— serían electos indi- 
rectamente, debiendo durar diez años en sus funciones, El Pre- 
sidente no podría ser reelecto sin que mediase un período igual 
entre el cese y su reelección (artículos 31, 32, 33, 34, 35, 36, 
37, 38 y 39). Al determinar las facultades del Poder Ejecutivo, 
Ellauri reproduce en los artículos 40 y 41 exactamente las que 
la Constitución le confiere en los artículos 79 y 80, y en el 42 
—que está al parecer inconcluso— adapta a la nueva organi- 
zación de los poderes, las atribuciones que figuran en el artícu- 
lo 81 del Código de 1830. 


El proyecto de reforma articulado por Ellauri aparece in- 
concluso en el manuscrito por el cual lo conocemos. Alcanza 
hasta la Sección VII de la Constitución. Ignoramos cuales pudie- 
ran ser las modificaciones que pensó introducir en Ja Sección 
VIII que trata “De los Ministros de Estado”, pero señalamos el 
detalle de que en el artículo 38 se habla “del gran Canciller 
lo que induce a pensar que Ellauri proyectó atribuir a un Mi- 
nistro la categoría de jefe de gabinete como de hecho ocurría 


con el Ministro de Gobierno”.* 


ul 


En 1838, en oportunidad de negociarse la paz entre Ri- 
vera y el presidente Oribe, Francisco Joaquín Muñoz propuso 
la reforma de la Constitución, mediante la convocatoria de una 
Doble Asamblea.” Rivera recogió la idea en el Manifiesto publi- 
cado en Durazno, el 24 de febrero de 1839 del que fue autor 
Juan Bautista Alberdi.” En él señalaba, la necesidad de refor- 
mar la Constitución para fortalecer el Poder Ejecutivo y organi- 
zar el gobierno municipal. Las Cámaras aceptaron la idea y en- 
tendieron que ella debía hacerse mediante una Doble Asamblea. 
La guerra contra Rosas y la invasión del territorio nacional por 
el ejército de Echagüe impidieron llevar adelante este pensa- 
miento. En diciembre de ese año, José Ellauri desde Europa, 
aconsejaba a sus amigos políticos que emprendieran resuelta- 
mente la reforma constitucional. Seguía animado por las dudas 
que lo habían inquietado cuando se redactó y discutió la Cons- 


8 Pivel Devoto, obra citada, págs. 223-225. y i 

9 Pivel Devoto, Juan E., “Historia de los Partidos Políticos en el 
Uruguay”. Montevideo, 1942. Tomo I, pág. 125. 

10 Pivel Devoto, obra citada, pág. 127. 
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titución de 1830 respecto a la organización del Poder Legislati- 
vo persistiendo en sus ideas unicameralistas.*” 

En 1841 se actualizó la idea de la reforma mediante una 
Doble Asamblea. La firma de la Convención Mackau-Arana y 
el levantamiento del bloqueo francés a Buenos Aires dejó a Ri- 
vera sin el apoyo de Francia en la lucha contra Rosas. Este he- 
cho repercutió en la vida interna del país que se aprestaba a 
realizar elecciones para renovar las Cámaras en noviembre de 
1840. Los comicios fueron suspendidos y el 24 de febrero de 
1841 el Poder Ejecutivo dirigió un mensaje a las Cámaras plan- 
teándoles la grave situación en que se encontraba el país. En la 
Cámara de Representantes fueron entonces —12 de marzo de 
1841— aprobados los proyectos preparados por el Dr. Manuel 
Herrera y Obes y Joaquín de la Sagra y Peris autorizando al 
Poder Ejecutivo para convocar a elecciones de Representantes de 
la 4? legislatura, los que estarían investidos de la facultad de 
convocar una Doble Asamblea para proveer a las necesidades ex- 
traordinarias que pudieran presentarse a la República en aque- 
llas circunstancias también extraordinarias. Esta iniciativa no 
prosperó. Tuvo opositores en la propia comisión redactora de 
los proyectos y también en el Poder Ejecutivo.” 

Después del pacto del 8 de octubre de 1851, que puso fin 
a la Guerra Grande, volvió a agitarse la idea de la reforma cons- 
titucional mediante la Doble Asamblea. “En esa oportunidad 
—dice Pivel Devoto— en que iba a reanudarse la vida institu- 
cional del país —el hecho vale no solo como antecedente si- 
no como síntoma— se volvió a actualizar la idea, ya tantas ve- 
ces anunciada, de la reunión de una gran Asamblea para refor- 
mar la Constitución de la República, Aún cuando la Doble 
Asamblea sólo debía convocarse para el caso en que se intenta- 
se modificar la forma de gobierno, sin embargo a ella se re- 
curría toda vez que se consideraba posible la reforma de la 
Constitución. En 1838, en 1840, en 1841 y en 1851, separán- 
dose del procedimiento que la propia Constitución establecía 
para su reforma, los hombres dirigentes o el Parlamento en- 
cuentran en la Doble Asamblea el medio más práctico —ya 
que no ofrecía las dilaciones del sistema que correspondía ob- 
servar— de consultar a la soberanía del país e iniciar con el pres- 
tigio que tal pronunciamiento podría aparejar, una etapa nueva 


11  Pivel Devoto, obra citada, pág. 146. Nota 5. 
12 Pivel Devoto, obra citada, pág. 139. 
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regida por una Constitución nueva”.'* Andrés Lamas En a 
idea que en ese momento no encontró resonancia, > olv 
manifestarse en 1853, cuando la revolución conserva: = pig 
vocó la caída del gobierno del Presidente Giró. Juan Carlos Gó- 
mez, ministro del Gobierno Provisorio de Flores, sostuvo Saar 
ces la necesidad de hacer una amplia consulta a la so p 
nacional como medio de salir rápidamente de la MRE e 
hecho y perfeccionar el orden constitucional mediante la ie 
ma del código de 1830 al que no consideraba fra per : 
ta de nuestra soberanía por haber sido sometida a la aA le 
ción del Brasil. A pesar de la opinión contraria de q aA 
rrera y Obes que creía improcedente e inoportuna la reuni E 
ción * la Doble Asamblea fue convo 
para reformar la Constitución, Jobl a 
cada a fines de octubre de 1853, asignándose e adem 
metido de revisar la Constitución y cambiarla en pe o en 
todo”, el de juzgar los actos del gobierno Provisorio y elegir un 


nuevo gobierno.” 


"La Grande Asamblea —Jecía el artículo 5% del decreto 
del 27 de octubre de 1853— debe ocuparse preferentemente de 
la revisión de la Constitución de la República, y terminada su 
reforma en el período de una sola sesión, cesarán en el acto sus 
poderes y se disolverá”. 


La Doble Asamblea no realizó la Reforma. pde p 
de 1854 actuó como legislativa, complementaria de la © 
Talai disuelta por la revolución conservadora. Cada Cá- 
mara procedió a declarar el interés nacional de la Reforma tal 
como estaba prescrito en el artículo 153 de la Constitución, pe- 
a 2.18 
ro la Asamblea General desechó la moción. 


En mayo de 1857, José G. Palomeque presentó en la Cå- 
mara de Diputados una moción destinada a promover la revi- 
sión de la Constitución, “en aquella parte que la Dpue 
haya aconsejado en pro de los intereses nacionales . Fue aproba- 
da a pesar de la oposición de Mateo Magariños Cervantes y 
Juan Antonio Labandera, pero fue desechada en el Senado. 


i Devoto, obra citada, págs. 205-206. 1 T 
y aaa ESA obra citada, págs. 226 y sigts. Véase y o Apae 
ce N°? 3 la constestación del Dr. Manuel Herrera y Obes al Gral. Flores. 
é ó i N°? 4. A . 
16 bl vq renal de la H. Asamblea General de la República 
Oriental del Uruguay”. Montevideo, 1886. Tomo Il, pág. 418. 
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IV 


En 1863 es el presidente de la República, D. Bernardo Be- 
rro quien promueve la reforma constitucional. En su mensaje 
a la Asamblea Legislativa de febrero de aquel año planteaba el 
problema de las fallas de la Constitución de 1830 y proponía 
a los legisladores la consideración de si era mejor violar la Cons- 
titución para evitar el mal que de observarla viene o corregirla 
para suprimir ese mal y esa violación.” 


Estas expresiones del presidente de la República dieron 
ocasión para que se manifestaran opiniones contradictorias sobre 
la reforma de la Constitución. El Siglo en su edición del 22 de 
febrero publicó un artículo suscrito por C en que se comentaba 
favorablemente el pasaje del mensaje presidencial relativo a la 
reforma. Apoyaba la idea considerando que en la Constitución 
estaba la causa de los males sufridos por el país. “Obligados 
nuestros padres —decía— a dotar al país de esa ley para ase- 
gurarle la vida de Nación soberana e independiente a que le 
llamó el tratado preliminar de paz de 1828, ellos se ocuparon 
tan solo de tomar al acaso y con la precipitación de aquellos 
momentos, las disposiciones que encontraron en otros Códigos 
de esa naturaleza, no llevando más regla de juicio que la de la 
belleza y conformidad con el espíritu de liberalidad que preside 
a la época. De ahí las diformidades que le descubre el Mensaje 
del Sr. Presidente Berro aunque ha más de 30 años que para 
nadie sea un misterio y que en la convicción de todos esté la 
necesidad de remover esa causa eficiente de tantos males por 


17 En el Mensaje que el Presidente Bernardo Berro leyó ante la 
Asamblea Legislativa al inaugurar sus sesiones correspondientes al año 1863, 
llamó la atención de los legisladores sobre un punto que consideraba de la 
mayor importancia: la Reforma Constitucional. Dijo en esa oportunidad: 
"La Constitución de la República, contiene disposiciones que la experien- 
cia de los años transcurridos, desde que fue puesta en vigor, han mostra- 
do ser muy inconvenientes. Contiene también, otras que esa misma expe- 
riencia ha hecho ver que son impracticables, Para evitar lo primero, y su- 
plir lo segundo, se ha hecho lo que la Constitución prohibe, y no se ha 
practicado lo que ella manda; es decir, se ha creído encontrar en su vio- 
lación un bien y un deber, y su observancia un mal y una culpa. Excuso 
demostrar el desorden moral, el extravío de ideas que esto ha de produ- 
cir y sus funestas consecuencias. Me limito, por tanto, a proponer a vues- 
tra honesta e ilustrada consideración, la siguiente cuestión. ¿Qué es mejor? 
¿Violar la Constitución, para evitar el mal que de observarla viene, o co- 
rregirla para suprimir ese mal y esa violación?” (Publicado en “Diario de 
Sesiones de la H. Asamblea General de la República Oriental del Uruguay”. 
Tomo III. Montevideo, 1886. Pág. 511). 
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una inteligente y prudente reforma de aquel Código”. Luego ex- 
presa: “Nuestra Constitución tan liberal y hermosa como es, es 
una amalgama de disposiciones incoherentes y mal colocadas. 
Abundante, por demás, en unas, es deficiente en otras. Dictadas 
con olvido de nuestras tradiciones históricas, de nuestras costum- 
bres, de nuestros hábitos. Sin tomar en cuenta las condiciones 
características de nuestra sociabilidad y de los hombres que la 
componen, presididas por la abstracción más lamentable, en 
cuanto a teorías de gobierno, dominados nuestros legisladores 
por su republicanismo tan equivocado como exagerado, todas las 
bellas disposiciones del Código, se hallan neutralizadas por las 
malas, a punto de haber sido completamente inútiles para la 
libertad, la seguridad y el bienestar del habitante del país, fin 
que ellas se propusieron”. Critica a continuación la organización 
del Poder Ejecutivo y agrega: “Todos los poderes públicos están 
mal o defectuosamente constituídos, resultando de ello, el roce 
constante de sus atribuciones, los conflictos y las trabas con que 
embarazan a cada paso la marcha regular de la administración. 
Este mal es mayor de lo que generalmente se cree porque sien- 
do el primero y principal objeto de toda buena administración, 
garantir a cada uno el goce de lo que la ley le da, todo el 
mundo está a merced del capricho de los funcionarios públicos 
o de la audacia y atrevimiento de los malos, alentados por la 
impunidad. Vida pues, de vejaciones, de humillaciones, de inse- 
guridad”. Señala también entre los defectos, la falta de organi- 
zación de los municipios.'* 

Desde las mismas columnas de El Siglo se defendió la in- 
tegridad de la Constitución. El 24 de febrero apareció un artícu- 
lo suscrito por B que juzgaba de muy distinto modo el pasaje 
del mensaje de Berro. En primer término no admitía la posibi- 
lidad de que pudiera un funcionario violar la Constitución a pre- 
texto de que de su cumplimiento provocaba un mal. Si ello 
quedara librado a su apreciación, fácilmente —dice— pasaría- 
mos al absolutismo. No consideraba oportuna la reforma aunque 
admitía que la Constitución no era perfecta. Entendía que las 
modificaciones que se hiciesen, serían otras tantas manzanas de 
discordia, ya que no sería la obra de todos los partidos. Lo que 
se haría —en su opinión— con la reforma, sería promover nue- 
vas causas para la lucha de los partidos. "No puede haber nada 


18 “El Mensaje”. El Siglo. Montevideo, 22 de febrero de 1863. Pág. 
1, cols. 1 a 4 
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que una buena que no tenga ese prestigio”. Por otra parte, no creía 
que nuestros males tuvieran su origen en la Constitución sino 


Otro comentarista que se identifica por G señaló la conve- 

niencia de la reforma refiriéndose al problema que plantearía 

r Pa .. y 

+ un próximo futuro, la desproporción entre los integrantes de 
a Cámara de Diputados y la de Senadores. 


Entendía que no sólo debían reformarse los artículos 19 
21 de la Constitución sino que debían hacerse “muchas otras Ed 
formas” a fin de evitar las inconstitucionalidades a que aludiá 
el mensaje del Presidente Berro. Señalaba dos pel ari 
la abolición de la pena de muerte y la reglamentación del ar. 
tículo 81. “Sin la primera —decía— nuestra constitución es pl 
republicana y bárbara; sin la segunda, las garantías individuales 
son un grosero sofisma”, Terminaba manifestando la creencia de 
que algún senador o diputado, comprendiera la necesidad y ur- 
gencia de la reforma y la dejara planteada antes de dl i 
aquel período legislativo.?” ica 


La revolución de Flores distrajo la atención hacia Otros pro- 
blemas; sin embargo, al ser convocadas las Cámaras a sesiones 
extraordinarias para el 28 de octubre de ese año, el Poder Eje- 
cutivo insistió, incluyendo entre los objetos de la pera 
el de la reforma constitucional. En el Mensaje dirigido en esa 
ocasión, el presidente Berro sugirió que aquella legislatura de- 
clarara su interés nacional de acuerdo a lo establecido en el ar- 
tículo 153 de la Constitución.” El tema fue tratado en la Cá- 


19 "La Reforma d itución” 7 i 
iha AS Si -3 te raid El Siglo. Montevideo, 24 de 


20 "La publicación del censo y la Reforma Constitucional”. El Siglo. 


ni ss rió a la necesidad de la reforma en los siguientes términos: 
Pts icho otra vez, cuan persuadido estoy, de la necesidad de re. 
e Eo Bo de A Ley Fundamental, Considerando los 
ecidos en ella, para esa reforma, h íd 

tener esta última reunión, la presente Legi Ma 
, S gislatura, convenía estuvi ier- 

eo er ros si lo tuviese a bien, usase de la toldos. er 
e el artículo 143 de la Constitución”. (Publicado en el “Diario de 
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mara de Representantes en la sesión del día 26 de diciembre. ex 
diputado Pedro Fuentes lo planteó manifestando su opinión con 
eraria a “tocar” la Constitución en el estado de excitación en g5 
se encontraban las pasiones. Esta opinión fue compartida por la 
Cámara. Se resolvió ya o su consideración hasta las sesiones 
inarias del Cuerpo Legislativo”. 
pts Civil se prolongó más allá del gobierno de creo 
A Anastasio Cruz Aguirre quien, por su calidad de presi e 
del Senado, entró en el ejercicio del Poder Ejecutivo el 1* de 
marzo de 1864, le correspondió afrontar la etapa ro 
ca de la lucha que acabó con el triunfo de la drop es- 
pués de la definición de los bandos políticos en a : E 
do el período de la fusión que aspiró a extinguirlos, ROSEE 
políticos resurgieron y quedaron definitivamente con A 
con el desenlace que la guerra civil tuvo en 1865. Quedó en- 
tonces planteado el problema que Andrés gaa con pag e 
deza, señaló en la época: el de lograr los medios qee o 
existencia legal y pacífica de los partidos. La o + só 
vino a poner de manifiesto con toda crudeza la reali a A e 
blema al que después de dos años de enfrentamiento s o p 
tidos en una nueva guerra civil, se le encontró una so uci n = 
eraconstitucional contenida en las cláusulas verbales”, “pactadas 
entre caballeros”, de la Paz del 6 de abril de 1872. Por esas 
cláusulas se hacía efectivo en la práctica, el ana ud 
participación en el Ria de cuatro jefaturas de policia 
a i e deponía las armas. 
y ee oo omis este episodio al proceso de la reforma 
constitucional. Ponía de relieve la inadecuación del texto cons- 
titucional a la realidad política del país. En 1830, el constitu- 
yente no previó la formación de los partidos políticos. aom ES 
gieron como una consecuencia del propio sistema repu a 
representativo que la Constitución instituyó pero ye pr ra 
gales que regularan su acción. El enfrentamiento ia : 
y la solución equitativa para alcanzar la convivencia de hi me 
tidos, quedó librada a la voluntad circunstancial del que oan an 
el poder. Cuando quienes ejercian el poder se place c > 
medio de pacificar el país, a una fórmula que contemp po ; 
derechos de la minoría, para no violar públicamente la Consti 


y 


Sesiones de la H. Asamblea General de la República Oriental del Uruguay”. 


i 1886. Tomo III. Pág. 533). E 
Pic de Sesiones de la H. Cámara de Representantes . Tomo 


IX. Montevideo, 1874. Pág. 425. 
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tución, tuvieron que apelar al recurso de complementar el texto 
del pacto de pacificación con cláusulas no enunciadas en él sino 
convenidas verbalmente para que el Poder Ejecutivo no apare- 
ciera renunciando a potestades que la Constitución le otorgaba 
sin limitación alguna. La coparticipación fue desde entonces un 
motivo que animó de manera constante el proceso de la Re- 
forma Constitucional, a fin de adecuar el orden legal al país real, 


La idea había sido sostenida durante la Revolución. El pro- 
blema de la guerra civil provocó en 1870 en el elemento culto, 
sin distinción de color político, un profundo interés que lo llevó 
a analizar con espíritu crítico las causas determinantes del per- 
manente estado de enfrentamiento de los partidos, que el país 
había vivido. La prensa y el libro, donde polemizaron los jove- 
nes principistas, recogieron sus ideas e interpretaciones sobre el 
carácter y la actuación de los partidos tradicionales; sobre la res- 
ponsabilidad que les cabía en aquel estado de cosas y sobre la 
misión que les correspondía en la obra de consolidar la liber- 
tad, el orden y las instituciones, ideal en que todos concorda- 
ban. Ya nadie ponía en tela de juicio la vigencia de las divisas. 
La fusión política estaba definitivamente superada. La solución 
aparecía en la coexistencia pacífica de los partidos que pusiera 
fin al exclusivismo y a la intransigencia y que en un ambiente 
de tolerancia impulsara el desarrollo institucional de la Repú- 
blica y consolidara la paz, mediante el respeto y la garantía de 
todos los derechos de los individuos. 


Bajo el signo de la conciliación que la Paz de Abril inició 
entonces, los diversos grupos políticos se aprestaron de inmedia- 
to a la lucha electoral de noviembre de aquel año 1872. Se 
organizaron en clubs, con programas escritos en los que recogie- 
ron las aspiraciones del principismo liberal, sustentadas por los 
elementos doctorales que dominaban el escenario político. Una 
de ellas era la reforma constitucional, El Partido Radical de re- 
ciente formación la inscribió, entre otras aspiraciones, en el pro- 
grama que hizo público el 30 de mayo de 1872. Apartándose 
de los partidos tradicionales, este grupo dirigido por Carlos Ma- 
ría Ramírez aspiró a una amplia reforma constitucional. El ar- 
tículo 15 de su programa, publicado en el diario La Paz, del 2 de 
junio, se refería a ese punto en los siguientes términos: “El 
Club Radical propenderá a que el país inicie la reforma de la 
Constitución, y con este objeto defenderá y propagará los si- 
guientes principios constitucionales: 
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Consagración expresa de todos los derechos individuales de- 
clarándose nula toda ley que los suprima o restrinja preventiva- 
mente en su ejercicio. A 

Apropiación a nuestro estado social y a nuestra organiza- 
ción política de las garantías del habeas corpus inglés y estable- 
cimiento preceptivo del juicio por jurados en materia criminal. 

Imposición de la responsabilidad a todos los funcionarios 
públicos por los actos ilegales en que dañen derechos o intere- 
ses de cualquier habitante del país. 

Prohibición absoluta, bajo severas responsabilidades, de que 
los tribunales apliquen leyes derogatorias de la Constitución del 
Estado. 

Exclusión del plazo de residencia fijado a los miembros del 
poder ejecutivo. 

Elección del Presidente por intermedio de Colegios electo- 
rales nombrados al efecto y con ese esclusivo mandato. 

Extensión del derecho de sufragio a todas las clases de la 
sociedad, con un sistema electoral capaz de asegurar la repre- 
sentación de las minorías. 

Derogación de algunas de las incompatibilidades parlamen- 
tarias establecidas por el artículo de la Constitución, 

Planteación del Municipio administrativo, judicial y mili- 
car, sobre Ja base de una descentralización prudentemente com- 
binada con la ingerencia política del Poder Central. 

Organización de la Guardia Nacional o las milicias, sobre 

la base de la elección popular con arreglo a los principios uni- 
formemente adoptados en toda la Unión Americana y en otros 
pueblos libres. SA 
Asignación de un fondo y rentas fijas expresa e inviolable- 
mente afectas a la obra de la educación, puesta al alcance de 
todos los habitantes del Estado, s 

Y en general, todas las reformas que tiendan a garantir 
la libertad y a consolidar el gobierno del pueblo por el pueblo”. 

El artículo 16 agregaba: “Siendo muchas de las reformas 
indicadas susceptibles de realizarse en leyes orgánicas, de acuer- 
do con el art. 17 de la Constitución, el Club Radical, trabajará 
en el sentido de conseguir que esas reformas sean implantadas 
por la Asamblea que el país elegirá próximamente”. 

En el Manifiesto que acompañó al Programa, coincidente 
con las ideas vertidas por el Dr. Ramírez desde la cátedra de 
Derecho Constitucional, el Club Radical expresaba: “En cuaren- 
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ta años de vida independiente ¡cuán pocos esfuerzos hechos en 
el sentido de la reforma y el mejoramiento de sus instituciones! 
Mientras otros pueblos cultos, en cuyo seno se agitan verdaderos 
partidos de principios, van consignando en sus leyes fundamen- 
tales todas las grandes verdades morales y políticas puestas en 
evidencia por la civilización del siglo en que vivimos, nuestros 
partidos de guerra nos mantienen estacionados en el año 1830, 
con una Constitución que fue adelantada en su tiempo, pero que 
reclama en nuestra época serias reformas para ser puesta en ar- 
monía con los progresos a que, en las ideas como en las cos- 
tumbres públicas, ha llegado felizmente nuestra patria, por el 
simple transcurso del tiempo y por la sola fuerza de las cosas, 
a pesar de la letra de sus leyes y de la inacción de sus partidos. 


Si poco han hecho los partidos por el adelanto de las le- 
yes, si nada han hecho por la reforma de la Constitución del 
Estado, bien poco también hicieron por el progreso material”. 


Terminaba manifestando que los integrantes del Club Ra- 
dical estaban dispuestos a dar sus votos “por aquellos ciudadanos 
que, sean cuales fueren sus opiniones, estén dispuestos a em- 
prender la Reforma de la Constitución en el sentido de estable- 
cer el imperio absoluto de la igualdad, y de asegurar el más 
amplio goce de las libertades sociales a todos los habitantes 
del Estado”. 


Observa Pivel Devoto que ésta era la primera vez que se 
planteaba la reforma como una aspiración partidista y que mu- 
chos de sus capítulos recogían ideas expuestas con anterioridad 
por Carlos María Ramírez en La Bandera Radical y en las Con- 
ferencias de Derecho Constitucional que dictó en 1871, en el 
curso inaugural de la Cátedra, en la Universidad. Este curso, 
sin embargo, no versó estrictamente sobre el texto de la Cons- 
titución de 1830 porque Ramírez tenía una concepción más tras- 
cendente del Derecho Constitucional. “El comentario de la Cons- 
titución, artículo por artículo, —expresó en la cuarta conferen- 
cia— apenas podría darnos el conocimiento más o menos imper- 
fecto de las piezas y resortes que componen nuestra máquina 
política, sin alcanzar las leyes racionales de sus movimientos, ni 
percibir el soplo sagrado que la anima... esa libertad, autono- 
mía O soberanía del hombre, cuya clara percepción, cuyo senti- 
miento enérgico, puede sólo encontrarse en las apreciaciones ge- 
néricas de los destinos que la humanidad cumple en la Tierra. 
Por otra parte, creo como Grimke, que el derecho constitucional, 
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no es solamente la ciencia de lo que es, sino de lo que debe ser 
y en adición a estas dos cosas, de lo que debe hacerse que ses. 
Encerrarse ciegamente en el estudio de un código fundamental, 
es suponer que se ha llegado a la última expresión de la ver- 
dad, que las instituciones son inmutables y que los pueblos no 
progresan”. En realidad, el curso del Dr. Ramírez fue un curso 
de doctrina constitucional fundada en el pensamiento liberal, ra- 
cionalista e individualista de la filosofía política del siglo XVII. 
Partiendo del principio de que los pueblos progresan, considera- 
ba que la Constitución de 1830 no llenaba “las condiciones ge- 
nerales del ideal cuya luz clarea en los horizontes tormentosos 
de la América; que se manifiesta en la República una extra- 
ña fuerza de expansión, tendente a desprenderla de las viejas 
riberas a que se encuentra vinculada; que misteriosas ráfagas 
empujan nuestra nave hacia las presentidas regiones donde de- 
be operarse una transformación radical de nuestro ser político”. 
Si ya no constituye un ideal, su reforma —decía— es principio 
indispensable de todo buen programa de política”. La justifica 
—además— con las manifestaciones de los constituyentes de 
1830 quienes, en el Preámbulo de la Constitución, declaran ha- 
ber actuado, al establecer el nuevo orden institucional, del mo- 
do más conforme con las costumbres, circunstancias y situación 
del país en aquel momento. “En cuarenta años que llevamos de 
vida soidisant constitucional —agrega— absurdo sería suponer 
que no hubiesen cambiado nuestras costumbres, nuestras circuns- 
tancias y nuestra situación, de manera que no se hace más que 
interpretar la voluntad de los constituyentes al pretender que ese 
cambio sirva de base a la transformación de nuestras institucio- 
nes”. Señala en éstos una inconsecuencia lamentable porque por 
un lado fueron conscientes de su debilidad para acertar en la 
delicada tarea que se les había confiado, según lo expresó Jo- 
sé Ellauri en el discurso con que presentó el proyecto a la Asam- 
blea, y por otro trabaron “con injustificable demasía los medios 
de una reforma progresiva”. 


En esta cuarta conferencia, Ramírez formuló un juicio muy 
severo sobre la Constitución de 1830. Dijo que estaba “plaga- 
da de imperfecciones, de deficiencias y de errores” y “que a pe- 
sar de no haber imperado un solo día con verdad y con prove- 
cho, los partidos se empeñan en mantener como un símbolo in- 
violable, acaso porque les parece buena como bandera de com- 
bate, sin serles incómoda como norma práctica de acción”, En 
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la undécima conferencia, al tratar de los derechos individuales, 
señala que la Constitución de 1830 omitió la declaración de de- 
rechos y principios que forma —dice— "el peristilo del edifi- 
cio constitucional en casi todos los Estados civilizados del mun- 
do”. Recuerda también en este punto las palabras del Dr. Ellau- 
ri quien se refirió a esa declaración aunque, como tal, no apa- 
rece en la Constitución de 1830. Carlos María Ramírez expli- 
ca su omisión en el hecho de que muestra Constitución fue re- 
dactada cuando triunfaba en Europa la reacción contra los idea- 
les de la Revolución Francesa. “Las declaraciones de derecho 
—dice— caían envueltas en el anatema lanzado a los excesos 
y extravíos de la Revolución. Se recogió la conquista pero se le 
dió otra forma”. Después de 1830 las declaraciones de derechos 
comenzaron a difundirse nuevamente en las naciones europeas. 
Ramírez considera que nuestra Constitución sin embargo no es 
por eso, ni inferior mi superior a todas las Constituciones de la 
época. Sin embargo, cree necesario reunir en una sola parte, la 
declaración de los derechos reservados a los ciudadanos que —co- 
mo decía Ellauri— estaban diseminados por todo el proyecto. 
De ese modo aparecería consagrada en la Constitución la perso- 
nalidad jurídica del hombre. 


En la conferencia duodécima Ramírez trató la libertad re- 
ligiosa que no figura —dice— entre los derechos individuales 
que los constituyentes aseguraron a los habitantes de la Repú- 
blica Oriental del Uruguay. Sin embargo, la redacción del ar- 
tículo 5? —según Ramírez— revela “que los hombres liberales 
de la época desesperando de poder arriesgar una batalla contra 
las preocupaciones dominantes, querían salvar la libertad reli- 
giosa por medio de reticencias y frases ambiguas. Evolución par- 
lamentaria —agrega— que no triunfó del todo pero que no 
ha dejado de producir algunos frutos benéficos”. Recuerda el 
texto del proyecto primitivo que decía en forma vaga que la 
religión del Estado era la pura y santa de Jesucristo y la reac- 
ción que provocó en algunos constituyentes que propusieron 
fórmulas sustitutivas que consagraban a la Religión Católica y 
Apostólica Romana como religión del Estado en forma exclu- 
yente. Los constituyentes no aprobaron ninguna de esas fórmu- 
las optando por otra que si no consagró la libertad de cultos 
tampoco la negó. “Quedó —dice— la reticencia y de la reti- 
cencia ha resultado sino la libertad, la tolerancia al menos”. 
Observa que si bien es cierto que la Constitución consagró la 
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libertad de pensamiento, la ley de imprenta sancionada por los 
mismos constituyentes, consideraba delitos contra la sociedad 
los ataques a los dogmas de la religión católica. De ahí que 
los constituyentes, que no negaron la libertad de culto impidie- 
ron la libertad de propaganda, “complemento indispensable de 
la libertad de conciencia”. Sin embargo —dice Ramírez— en el 
Uruguay subsiste, contra la disposición expresa de la ley sancio- 
nada por los constituyentes, la libertad de propaganda religio- 
sa. Aquí —expresa en forma que recuerda al dilema plantea- 
do por el Presidente Berro— se presenta el caso de preguntar 
con razón: qué es mejor ¿violar la ley para que se restablezca 
el derecho, o cumplirla para que el derecho violado busque la 
reforma de la ley? Se declara decidido partidario de cumplir las 
leyes aunque sean malas, siempre que no sean inconstituciona- 
les, porque dejan entonces de ser leyes, y que se cumplan con 
rigor para que la intensidad de los males apresure su reparación. 
Por último en la conferencia décimo cuarta al referirse a la li- 
bertad de pensamiento alude al artículo 141 de la Constitu- 
ción que la consagra ampliamente.” 


23 Ramírez, Carlos María. “Conferencias de Derecho Constitucional”. 
Biblioteca Artigas. Colección de Clásicos Uruguayos. Volumen 103. Monte- 
video, 1966. Al referirse al artículo 5% de la Constitución de 1830, Carlos 
María Ramírez reprodujo en su Conferencia, la discusión que suscitó en la 
Asamblea Constituyente, tomándola textualmente de las actas de las sesio- 
nes en que fue estudiado. Las Actas de la Asamblea Constituyente y Le- 
gislativa del Estado que funcionó desde el 3 de noviembre de 1828 has- 
ta el 7 de febrero de 1829 y que contienen toda la información sobre la 
discusión de la Carta constitucional de 1830, fueron publicadas en la épo- 
ca por la Imprenta de la Caridad en cuatro volúmenes. Esta edición se hizo 
sumamente rara de tal manera que, el legislador, el profesor o el simple 
ciudadano que se interesara por conocer el proceso de nuestra organización 
constitucional, no tenía a su alcance una fuente de información directa. 
(Puede verse un ejemplar de esta primera edición de las Actas de la 
Asamblea Constituyente en la Biblioteca del Codificador Dr. Eduardo Ace- 
vedo incorporada a la Biblioteca de la Facultad de Derecho y Ciencias So- 
ciales, según el Catálogo de la “Exposición Eduardo Acevedo”, celebrada con 
motivo del centenario de su muerte, publicado por la Biblioteca Nacional, 
Montevideo, 1963). El 21 de marzo de 1870, a poco de iniciarse la guerra 
civil provocada por la crisis política, institucional y económica que conmo- 
vió al país, la Cámara de Representantes resolvió autorizar al secretario de 
la misma, D. Carlos M. de Nava, para publicar la discusión del proyec- 
to de nuestra Constitución política extraído de las actas en las que el tema 
fue debatido conjuntamente con asuntos de carácter legislativo. La iniciativa ha- 
bía sido presentada por el Sr. Carlos M. de Nava apoyándola en los si- 
guientes fundamentos: “Que hace cuarenta años duerme en los Archivos 
de Secretaría, relegada al olvido, la importante discusión que tuvo lugar 
en la Honorable Asamblea General C. y Legislativa cuando se sancionaba 
el entonces proyecto de nuestro Código Fundamental”. Luego de extenderse 
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También el Partido Nacional puso de manifiesto en aquel 
momento su interés en la revisión de la Constitución. Su pro- 
grama de 7 de julio de 1872 reconoció la conveniencia de la 
reforma constitucional “adaptándola a las exigencias de la épo- 
ca y a la marcha progresiva de la sociedad” sin indicar puntos 
concretos de enmienda aunque señalaba como un vicio de la 
Carta de 1830, la elección de presidente de la República por 
los legisladores. El Club Colorado dirigido por Francisco Bauzá, 
fijó su posición frente al problema de la reforma dejando en 
libertad a los diputados para seguir el trámite previsto en la 
Constitución o ir a una consulta directa al pueblo.”* 

A la preocupación partidista se sumó la actitud del presi- 
dente Gomensoro quien, en la alocución que dirigió al pueblo 


en otras consideraciones de orden práctico, manifestaba que esa obra se- 
ría “de inmensísima utilidad para todos los ciudadanos, por que con dicha 
obra tendremos el verdadero espíritu de nuestra Constitución política y más 
que será la vanguardia de sus comentarios, que alguna pluma competente 
tomará a su cargo”. La Comisión de Peticiones se expidió favorablemente 
sobre la solicitud de Nava. En el informe que produjo, entre otras consi- 
deraciones manifestó: “No obstante que en el año de 1830 se publicó el 
Diario de Sesiones de aquella época, hay tan escaso número de ejempla- 
res, que la Comisión sin avanzarse mucho, podría asegurar que dicha edi- 
ción se encuentra enteramente agotada, no existendo de ella a lo sumo, 
más de una veintena de ejemplares y como no escapará a la penetración de 
Vuestra Honorabilidad los muy pocos tenedores de dicha obra la tienen co- 
mo un depósito sagrado y como tal no circula con la profusión que debe- 
ría documento de esa naturaleza”. Señalaba la Comisión que en cuarenta 
años de vigencia de la Constitución, el Sr. de Nava era el primero que 
había coordinado “un volumen en el cual exclusivamente se trata de la dis- 
cusión del proyecto de Constitución”, labor que ponía de manifiesto en tér- 
minos laudatorios. El proyecto propuesto por la Comisión autorizando la 
publicación de Nava fue aprobado después de una breve discusión en la 
que Isidoro de María sostuvo que no era necesario solicitar permiso para 
la impresión de un documento histórico de este carácter. Pero más expre- 
sivo fue Fermín Ferreira y Artigas cuando, al apoyar con su voto la 
iniciativa, dijo: “Felices hubiéramos sido, Señor Presidente, en la actual 
Legislatura, en que se han suscitado cuestiones tan graves, si hubiéramos 
podido tener la norma o el espíritu que guió a los constituyentes cuando 
formaron nuestro Código Fundamental. Este conocimiento es imprescindi- 
ble para poder con acierto interpretar un artículo de la Constitución cuya 
violación se denuncia a cada momento o que se cita para apoyar tales o 
cuales derechos que invoca, bien sea un individuo, bien sea una corpora- 
ción”. (“Diario de Sesiones de la H. Cámara de Representantes”. Tomo 
XIV. Montevideo, 1875. Págs. 255-260). 

La compilación ordenada y editada por Nava en 1870 contribuyó efi- 
cazmente a facilitar la labor de exégesis constitucional que se inició con el 
curso de Carlos María Ramírez en 1871 y se prosiguió después, con ma- 
yor'amplitud, en los debates legislativos de las Cámaras de 1873 y en las 
polémicas periodísticas que los acompañaron. 

24 Piyel Devoto, Juan E. “Historia de los Partidos Políticos en el 
Uruguay”, ya citada. Tomo II, págs. 110-120. 
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con motivo de la publicación del decreto de elecciones legisla- 
tivas, recordó a los ciudadanos que, entre las grandes cuestiones 
que debían abordarse, estaba la reforma de la constitución cu- 
ya “trascendencia —dijo— exige trabajar por una situación de 
legalidad que traiga los elementos dispersos de muestra nacio- 
nalidad, para que todos concurran a la reconstrucción del por- 
venir”.”” Nuevamente la idea de la reforma aparecía asociada a 
la de la pacificación espiritual y a la reconstrucción del país, 
una vez finalizada la guerra civil y fue ampliamente tratada 
por la prensa. El Siglo apoyó la idea pues creía que era llegado 
el momento de realizarla, ya que todos los partidos coincidían 
en su necesidad. Para preparar la opinión pública invitó a los 
colegas a emitir Opinión, anunciando la publicación de la su- 
ya.*” Esta invitación de El Siglo promovió un interesante deba- 
te periodístico sobre el tema en el que se trató la necesidad y 
oportunidad de la reforma, los medios para llevarla a cabo y 
el alcance que debía tener, señalándose los principales defectos 
que se habían puesto de manifiesto en el Código de 1830, en 
los cuarenta años que llevaba de vigencia.” 


Respecto a la necesidad y oportunidad de la reforma, no 
hubo discrepancias. La Paz, El Siglo, La Democracia y Los De- 
bates estuvieron de acuerdo en constatar la unanimidad de opi- 
niones sobre las deficiencias de la Constitución y sobre la con- 
veniencia de su reforma. La oportunidad estaba dada por di- 
cha unanimidad y por la situación de concordia política que ha- 
bía sucedido a la guerra civil. No existió el mismo acuerdo en 
cuanto al procedimiento que debía seguirse para hacer la refor- 
ma, ni en el alcance que debía tener, aunque en ambas mate- 
rias hubo ciertas concordancias. 


La Paz, analizando el primer punto, señalaba tres posibles 
caminos de llegar a la reforma: 1% Cumplir el trámite de las 
tres Legislaturas establecido en la Constitución, iniciándolo en 
la próxima Asamblea; 2? Apelar directamente a la soberanía 
del país convocando una convención Constituyente y 3% Convo- 
car una convención especial encargada de resolver si debía re- 


25 El Siglo. Montevideo, 19 de junio de 1872. 

26 El Siglo, Montevideo, 6 de julio de 1872, pág. 1, col. 2. 

27 El Siglo. Montevideo, 13, 14 y 24 de julio de 1872; La Paz. 
Montevideo, 11, 13, 16 y 21 de julio de 1872; La Democracia. Montevi- 
deo, 12, 16, 21 y 25 de julio de 1872. Los Debates, Montevideo, 18 y 27 
de julio de 1872. 
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formarse la Constitución, y en caso afirmativo, señalar los me- 
dios que debían emplearse. 


José Pedro Varela, Director de La Paz y autor del artículo, 
expresó su opinión personal en favor del tercer camino. Enten- 
día que la Constitución debía reformarse, siempre que la inmen- 
sa mayoría del país lo considerara necesario. Para constatar la 
existencia de esa mayoría opinaba que debía convocarse “una 
convención extraordinaria, cuyo único cometido fuera resolver 
si debe reformarse la Constitución, y en ese caso porque medio”. 
Si la Convención resolvía que la Constitución no debía refor- 
marse, el Código de 1830 quedaba fortalecido desapareciendo 
todas las dudas que algunos de sus artículos provocaban. Si por 
el contrario, resolvía la reforma y que ésta se hiciera de acuer- 
do a las prescripciones constitucionales, también desaparecían 
las dudas que la lentitud del sistema provocaba en aquellos que 
creían podía apelarse directamente a la soberanía y la Constitu- 
ción de 1830 quedaría revestida de mayor autoridad. Si, por el 
contrario, la convención resolvía apartarse del trámite constitu- 
cional y decidía que la reforma se hiciese mediante una conven- 
ción Constituyente, nadie podría negar la legitimidad de este 
medio, pues nadie puede sostener —dice— que el pueblo de- 
be seguir obligado al cumplimiento de un precepto que ha des- 
conocido. Creía que el pueblo tenía derecho a derogar la Cons- 
titución siempre que lo juzgara conveniente.” 


En artículos posteriores, La Paz insistió en la necesidad de 
la reforma y en la misión de la prensa de formar conciencia al 
respecto, dando a la idea formas precisas para hacerla práctica, 
Entendía que debía primero definirse el procedimiento para lle- 
varla a cabo y luego, señalarse los puntos a reformar. De ahí 
que no trató especialmente este tema aunque incidentalmente 
se refirió a las injusticias de las restricciones en el ejercicio de 
la ciudadanía, a la defectuosa organización de los poderes mu- 
nicipales, a “el temible” artículo 81 y a la injusta exclusión 
de los militares del Cuerpo legislativo, Polemizando con El Si- 
glo, que defendió el procedimiento establecido en la Constitu- 
ción, La Paz criticó ese procedimiento no sólo por lo lento, si- 
no porque era entregar la labor constituyente a las Asambleas 
legislativas, que no han representado la voluntad nacional; que 
han sido siempre asambleas de partidos, encargadas, por otra 


28 La Paz. Montevideo, 11 de julio de 1872. Pág. 1, cols. 1 y 2. 
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parte, de dictar leyes orgánicas y, “lo que es peor”, de elegir 
presidente de la República. Por todo ello, como garantía de que 
la reforma se efectuara con el acuerdo del país entero, La Paz 
sostenía que debía prescindirse del procedimiento constitucional 
y realizarse mediante la Convención que, además, tendría la vir- 
tud de revestirla del voto popular, de que careció la de 1830. 


La idea de la Convención había sido sostenida por El Siglo 
durante la guerra civil como medio de pacificar el país con el 
concurso de todos los partidos.” Admitía que entonces podría 
haber salido de esa consulta a la soberanía, la reforma de la 
Constitución, pero, “desde que —decía— la solución de las di- 
ficultades en que el país se encontraba, se ha buscado den- 
tro de la Constitución, creemos que ha pasado la oportunidad 
de apelar al país por otros medios que los que ella misma es- 
tablece”. No veía razón para alterar el camino señalado en la 
Constitución para su reforma. Consideraba que ese procedimien- 
to aseguraba la certeza de que la Nación quería la reforma, por 
tanto no deploraba la lentitud del trámite. Deploraría sí, que 
se procediese con precipitación. Respecto a las reformas que 
había que introducir en la Constitución entendía que había que 
proceder con método, distinguiendo aquellas fundamentales so- 
bre las cuales todos estaban de acuerdo y aquellas otras que po- 
drían hacerse por la vía legislativa. Entre las primeras, que de- 
bían ser consagradas en la Constitución, señalaba las siguientes: 
el artículo 5% que establecía la religión del Estado; el artículo 
11 en cuanto suspende el ejercicio de la ciudadanía a los anal- 
fabetos; el artículo 17, parágrafo 18, que confiere a la Asam- 
blea Legislativa la elección de presidente de la República; la de 
los artículos 25 y 31 que inhabilitan a los militares para ser 
legisladores y el artículo 81, en su última parte que ha sido 
—dice— interpretada de un modo incompatible con el ejercicio 
de los derechos individuales. Insistía especialmente en la refor- 


29 En La Bandera Radical, Carlos María Ramírez había sostenido una 
idea similar. "La Convención Nacional —expresaba— es la solución legí- 
tima y verdadera de la crisis en que se encuentra la República. Los princi- 
pios y los grandes ejemplos de la Historia así lo abonan. De la Convención 
Nacional saldrán las grandes reformas políticas y sociales; allí se discu- 
tirán las bases que han de servir a la futura organización de la República”. 
Como reformas necesarias señalaba el sufragio universal, el derecho de aso- 
ciación y el régimen municipal. (La Bandera Radical. Tomo I, pág. 163; "El 
gran pensamiento de la Convención Nacional”). 

30 El Siglo. Montevideo, 13 de julio de 1872. 
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ma del artículo 5%, pronunciándose en favor de la separación 
de la Iglesia del Estado, en nombre del progreso de las ideas." 


La Democracia, a través de la pluma de Alfredo Vásquez 
Acevedo, coincidía con las reformas señaladas por El Siglo pero 
agregaba otras cinco: “1* El establecimiento del municipio en 
las condiciones verdaderas de la organización democrática; 2* La 
limitación de las facultades legislativas y la consagración ex- 
presa de los derechos individuales, declarándose nula toda ley 
que los derogue o restrinja en su ejercicio; 3? La extensión del 
derecho de sufragio a algunas de las personas incapaces según 
el inciso 2? del mismo artículo 11; 4* La libertad de enseñanza 
y 5* La prohibición expresa a los Tribunales de aplicar leyes 
contrarias a la Constitución”. Vásquez Acevedo destacaba la im- 
portancia de la organización del régimen municipal considerán- 
dolo “verdadera base de las instituciones democráticas y la más 
perfecta garantía de la libertad individual”. "Nuestros constitu- 
yentes —agregaba— comprendiendo apenas su verdadera im- 
portancia, crearon las Juntas Económico Administrativas que por 
su Organización defectuosa, no han representado en nuestro país, 
el rol que les corresponde. Preciso es pues, corregir sus vicios y 
darles las condiciones de independencia y de vida propia que 
les falta para que ellas sean lo que deben ser en nuestra organi- 


zación política”.*” 


En cuanto al procedimiento para hacer la reforma, Vásquez 
Acevedo no creía que debiera seguirse el orden constitucional. 
Aunque reservaba su Opinión para emitirla luego de un estudio 
más detenido, se inclinaba a la idea de la Convención sostenida 
por La Paz. Fue Agustín de Vedia el que definió la posición de 
La Democracia en ese punto, En la edición del 21 de julio es- 
cribió especialmente sobre ese aspecto del problema reformis- 
ta. No consideraba oportuno ocuparse en detalle de las refor- 
mas requeridas, pero sí tratar del procedimiento. El que estable- 
cía la Constitución le parecía “una verdadera usurpación” de la 
soberanía. “La Constituyente —decía— debió limitarse a de- 
clarar derechos, establecer garantías y organizar el mecanismo 
gubernamental, con lo cual terminaba su mandato. Debió dar 
una Constitución para la época, dejando facilidades para su re- 
forma, pues entonces no se hacía más que un ensayo; y no lle- 


31 El Siglo. Montevideo, 14 y 24 de julio de 1872. 
32 La Democracia. Montevideo, 16 de julio de 1872, reproducido 
ea "Revista Histórica”. Tomo XXXVI, págs. 268-270. 
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gar hasta enagenar la soberanía originaria de la Nación, ponien- 
do a su ejercicio en el porvenir, trámites, dilaciones y procedi- 
mientos que estuvieron muy lejos de observarse para la forma- 
ción y sanción de la Constitución actual” . 

Por no acordar a la Constituyente de 1830 el derecho de 
limitar la soberanía originaria y por considerar imposible la re- 
forma por el medio que la Constitución establecía, el articulista 
de La Democracia creía que debía apelarse a la soberanía popu- 
lar mediante la elección de una Convención ad-hoc para hacer 
la reforma constitucional. Esta debía ser iniciada por el cuerpo 
legislativo: “Una ley debe convocar al pueblo para las elecciones 
que van a formar la Convención, designando la época en que 
deban tener lugar y estableciendo con precisión todos los requi- 
sitos previos a la instalación”, Complementaba su idea expresan- 
do que "si se tratara de ligeras enmiendas, reformando vicios bien 
conocidos de todos, y cuyos correctivos hubieran entrado en el do- 
minio de la opinión, una sola Convención nos parecería bastante, 
porque ella traería un mandato preciso y definido para resol- 
ver sobre puntos ya bien conocidos”. Pero como las reformas a 
introducir en la Constitución son numerosas y es posible que al 
entrarse a ellas se haga necesaria una reforma radical del tex- 
to, creía necesaria una segunda Convención también ad - hoc que 
apruebe o rechace la reforma. Esta forma de ratificación popu- 
lar la creía más adecuada que el plebiscito, “que solo podría 
aceptar o rechazar in totum el proyecto de Constitución por al- 
gunas pocas disposiciones buenas o malas”. Luego agregaba: “El 
proyecto de Constitución preparado por la primera Convención 
sería bien conocido del pueblo, por la publicidad de sus deba- 
tes y por la propaganda de la prensa y de las asociaciones. Se 
habría hecho la luz sobre sus vicios como sobre sus buenas dis- 
posiciones, y el pueblo daría con conocimiento de causa su voto 
a ciudadanos de su confianza, que, interpretando el sentimiento 
y la opinión pública, aprobarían, rechazarían O aceptarían 
con modificaciones definitivas el proyecto, que pasaría así, sin 
más trámite, a ser ley fundamental de la Nación. Habría de es- 
te modo más garantías de acierto, habiendo la Constitución pa- 
sado por el crisol de una doble discusión en cuerpos colegia- 
dos elegidos tal vez por corrientes distintas de opinión”.*” 

En La Democracia del 25 de julio, Agustín de Vedia se 
refirió al alcance de la reforma sobre la cual dijo que no iba 


33 La Democracia. Montevideo, 21 de julio de 1872. 
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a entrar en puntualizaciones. Sin embargo expresó que desea- 
ba que al hacerse la reforma constitucional se adoptaran los 
principios más avanzados del derecho. “Los pueblos atrasados 
—agregó— necesitan instituciones avanzadas para salir del atra- 
so y del oscurantismo e incorporarse al movimiento general del 
progreso porque es el perfeccionamiento de las instituciones el 
que ha facilitado el progreso social y el desenvolvimiento mo- 
ral y material de la humanidad”.** 

El Siglo no estuvo de acuerdo con La Democracia en in- 
cluir dentro de la categoría de reformas constitucionales la ley 
de elecciones con la representación de la minoría ni el juicio 
por jurado en materia civil.” 

Los Debates, dirigido por Pedro y Francisco Bauzá, se pro- 
nunció francamente por una Convención constituyente electa 
expresamente pues, si se siguiera el procedimiento establecido 
en los artículos 153 a 159, "jamás —decía— podremos refor- 
mar la Constitución”. “La Asamblea General —agregaba— por 
acuerdo de la mayoría de sus miembros puede abrir registros 
en todos los colegios electorales pidiendo el voto de los ciuda- 
danos para que sea elegida una Convención Constituyente con 
el único fin de reformar la Constitución. Computados los votos 
que se recojan, si resulta mayoría, como es indudable, se pro- 
cederá a la elección de los convencionales en la fecha que el 
pueblo o la Asamblea designe. Una vez formada la Convención, 
sus trabajos serán reposados y ventajosos, pues no tendría más 


ocupaciones que la reforma de la Constitución”.** 


V 


Triunfante el principismo en las elecciones de noviembre 
de ese año, llevó a las Cámaras de 1873 sus inquietudes li- 
berales que se tradujeron en una serie de iniciativas, Entre ellas 
la de la reforma de la Constitución. 

En la sesión del 13 de marzo de 1873, el diputado Pedro 
Bustamante planteó el problema coincidiendo con el pensamien- 
to de Agustín de Vedia quien, en La Democracia de ese día, 
precisamente, señalaba la necesidad de que las Cámaras se preo- 
cuparan de la reforma de la Constitución. Entre sus “vicios capita- 


34 La Democracia. Montevideo, 25 de julio de 1872. 
35 El Siglo. Montevideo, 24 de julio de 1872. 
36 Los Debates. Montevideo, 18 de julio de 1872. 
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les” Vedia apuntaba, acorde con lo señalado en el Programa de su 
Partido, el sistema de elección presidencial. Decía al respecto: “El 
día en que se haya reformado en esa parte la Constitución que- 
dando reducidas las Cámaras a sus facultades puramente legis- 
lativas, no habrá ya que temer que ellas sean tomadas por asal- 
to por los círculos intransigentes que todo lo subordinan a sus 
intereses precarios y transitorios”. La excesiva centralización ad- 
ministrativa que “mata la iniciativa individual que sólo nace de 
la libertad y de la responsabilidad”; la falta de la institución 
municipal, la centralización de la justicia en la capital eran de- 
fectos que de Vedia entendía debían ser eliminados de la Car- 
ta fundamental en la que debía consagrarse la representación 
de las minorías. Era esta otra reforma a hacerse y en la cual 
Vedia ponía el acento. Si bien —decía— puede ser materia de 
una ley ordinaria “debe entrar en la reforma Constitucional, por- 
que conviene salvar el principio de los accidentes y de las al- 
teraciones a que está expuesta una ley orgánica”. Aspiración del 
partido blanco que desde la Revolución del 70 buscaba la co- 
participación política, la representación de la minoría constitu- 
yó en aquel momento uno de los más importantes postulados 
de la acción cívica del grupo que poco después se denominaría 
Club Nacional y lo incorporaría en su programa del 7 de julio 
de aquel año. El establecimiento de ese principio en la Consti- 
tución sería para Vedia "una hermosa conquista del derecho y 
uno de los más grandes progresos realizados en la marcha del 
gobierno representativo”.* 

Pedro Bustamante demostró en un extenso discurso, que 
no consta en acta pero que recogió la crónica parlamentaria de 
la prensa, la necesidad de la reforma. Dijo “que no creía que 
debiera atribuirse a nuestro código fundamental la causa de to- 
dos nuestros males pasados. Se inclinaba más bien a ver en ella 
consagrados los derechos primordiales del hombre y del ciudada- 
no. Acataba profundamente el espíritu elevado de los constitu- 
yentes, que tan arriba de su época estuvieron. Pero preciso es re- 
conocer —agregó— que nuevas épocas engendran necesi- 
dades nuevas, y que esas necesidades reclaman también 
nuevas leyes. La ciencia del derecho ha adelantado todos los 
días y el pueblo oriental no puede quedar rezagado, cuando las 
ideas y los principios de la democracia moderna acusan la de- 
ficiencia o el error en sus antiguas instituciones. Comprendo que 


37 La Demotracia. Montevideo, 13 de marzo de 1873. 
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no es sino con suma circunspección que los pueblos deben aco- 
meter la reforma de su ley fundamental. Pero la impremedita- 
ción con que pudiese tratarse ese grave asunto, y la opinión 
que aconsejara su inmutabilidad, serían igualmente exagerados 
y peligrosos. La Constituyente quiso precaver su obra contra las 
reformas precipitadas, pero no podía encadenar a las generacio- 
nes futuras a sus preceptos imperativos sin atribuirse una infa- 
libilidad que no es de. este mundo. En una sociedad nueva, que 
ensayaba recién sus instituciones, no podía principalmente des- 
conocerse que la experiencia y las conquistas del progreso, po- 
drían hacer aparecer más tarde como un mal, lo que se creía 
un principio benéfico en la época en que recién se consagraba; 
también las paradojas de la víspera suelen ser las verdades del 
día siguiente. Sin desconocer los principios avanzados de la Cons- 
titución y sin creer que a ella se deba la causa de nuestras con- 
mociones sociales, es preciso reconocer que puede contribuir en 
parte a esos males, si traba la acción amplia del individuo o 
del pueblo, en la esfera reservada a sus legítimas manifestacio- 
nes”.** 

La moción de Bustamante concebida en los siguientes tér- 
minos: “Revísese la Constitución del Estado a los efectos del ar- 
tículo 153 de la misma” provocó una breve discusión en cuan- 
to al procedimiento a seguir. 

El presidente expresó que de acuerdo al art. 153 la mo- 
ción requería para su apoyo, la tercera parte de los votos de los 
representantes presentes. Vázquez Sagastume entendía que co- 
respondía, según el Reglamento, el pase a la Comisión respec- 
tiva para que dictaminase. Pedro Bustamante refutó esta Opinión. 
Vázquez Sagastume insistió. José Pedro Ramírez le impugnó 
pero como el caso era nuevo y había divergencia, entendía debía 
someterse el punto a la resolución de la Honorable Cámara. 
Así se hizo leyéndose los artículos 153 y 154 de la Constitución 
resolviéndose que el asunto fuera tratado en discusión libre. Váz- 
quez Sagastume entonces usó de la palabra para pedir que se 
aclarase el punto de si debía o no pasarse a Comisión la mo- 
ción de Bustamante. En su opinión, debía pasarse a Comisión. 
Pedro Bustamante sostuvo la tesis contraria pidiendo se leyeran 
los artículos 153, 154 y 155 de la Constitución, luego de lo 
cual se desechó el pase a Comisión. 


38 La Democracia. Montevideo, 15 de marzo de 1873. "Crónica par- 
lamentaria. Proyecto de interés”, Pág. 1, cols. 1-3. 
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Puesta a votación la moción de Bustamante fue aprobada 
con la sola excepción del voto negativo de Ambrosio Velazco.” 
El Senado, en sesión del 17 de marzo, recibió la moción apro- 
bada en Diputados y la pasó a la Comisión de Legislación. Esta 
se expidió y su dictamen se leyó en la sesión del 19 de marzo. 
La Comisión de Legislación entendía que, de acuerdo al artícu- 
lo 153 no correspondía oír la opinión de la Comisión “sino es- 
tar al texto expreso de la ley fundamental que requiere única- 
mente el apoyo de la tercera parte de la Honorable Cámara”. 
Agregaba que lo que correspondía era buscar “el apoyo constitu- 
cional a la referida moción”. Puesta a votación, resultó aproba- 
da por unanimidad. Pasó entonces a la Asamblea General, la 
que trató el asunto en la sesión del 10 de julio de ese año 1873. 
En esa oportunidad se produjo un extenso debate entre Vázquez 
Sagastume y Pedro Bustamante, en el que intervinieron tam- 
bién Laudelino Vázquez, Vicente Garzón, José Pedro Ramírez, 
José Navia, José M. Muñoz, Alejandro Chucarro y Ambrosio 
Velazco, Pedro Bustamante comenzó por referirse al apoyo que 
en ambas Cámaras había encontrado su moción. Expresó su pro- 
fundo respeto por la Constitución y se refirió al que debe ro- 
dear siempre a las Constituciones aunque ello no excluye la ne- 
cesidad que pueden experimentar los pueblos de revisarlas 
en determinados momentos de sus vidas. De ahí los trámites 
que se establecen para su reforma. Respecto a la Constitución 
de 1830 creía que la acción del tiempo había hecho necesaria 
su revisión, “cuando menos —agregó— sinó propiamente ha- 
blando, en sus cimientos, en una parte del edificio constitucio- 
nal”. En su opinión no eran muchas las reformas que requería 
nuestra Constitución. Determinar esas reformas no era tarea de 
aquella Asamblea, de ahí que votar su revisión no era votar su 
reforma. Vázquez Sagastume manifestó su oposición a la idea 
de la reforma, aunque reconocía que la opinión general se ma- 
nifestaba por ella. Abogó por el respeto de la Constitución, en 
lo que veía una garantía de estabilidad institucional. Expresó 
que ese respeto no se aseguraba “sino con el transcurso del tiempo 
y la costumbre de venerar la ley”. Invocó antecedentes históricos 
europeos y americanos para demostrar que los cambios constitucio- 
nales provocaban trastornos en la vida de los pueblos aunque —di- 
jo— comprendía bien que el espíritu de progreso a que obedece 


39 “Diario de Sesiones de la H. Cámara de Representantes”. Tomo 
XVIII, págs. 159-160. Montevideo, 1878. 
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la humanidad y al que adhería, llegara a arrastrar la Constitución 
de la República. Agregó que eso debiera ser cuando fuese “in- 
dispensable para bien del pueblo”. Entendía que nuestra Cons- 
titución, “mas avanzada que la época en que fue dictada”, res- 
pondía “actualmente” a las necesidades supremas de la nación. 
No creía que fuera una obra perfecta; comprendía que pudiera 
sufrir reformas útiles, pero creía que su observancia estricta, ga- 
rantía las libertades y los derechos del pueblo. Dijo que si la 
paz no había podido radicarse en el país no era por la Consti- 
tución; no podía culparse de ello a las instituciones sino a los 
defectos de los hombres. El estricto cumplimiento de la Consti- 
tución con leyes liberales reglamentarias haría la felicidad del 
pueblo. Luego agregó que lejos de ser un inconveniente para la 
paz y progreso del país, creía que la Constitución había sido la 
tabla de salvación, o el “áncora”, “el arca sagrada”, en que se 
habían salvado las instituciones de la República del naufragio 
a que le habían arrastrado esas tempestades que se llaman gue- 
rras civiles. Declaró que no quería romper esa arca. Creía que 
las modificaciones que se buscaban podían traer más peligros 
que bien. Temía que la reforma de la Constitución fuese una 
nueva causa de luchas internas. Bustamante rebatió estas ideas. 
Expresó que reformar la Constitución no es faltarle el respeto. 
“Precisamente —dijo— para que sea mas digna si es posible del 
respeto general; para que tenga hoy y en lo sucesivo el apoyo 
de la opinión que tuvo la Constitucion en sus primeros tiem- 
pos, para eso es preciso ponerla al nivel de las necesidades ac- 
tuales del país; precisamente para poder corregir poco o mu- 
cho, los vicios de que puede adolecer la Constitución o suplir 
las omisiones que la experiencia ha probado después haber en 
ella; para eso precisamente, es menester reformar y para refor- 
marla es preciso empezar por revisarla”. Desechó los temores de 
Vázquez Sagastume de que la reforma pudiera dividir al país 
y provocar la lucha interna. Ello ocurriría si se excluyera a al- 
gún partido pero la reforma se realizaría por una Asamblea don- 
de estarían representados todos los partidos políticos en los que 
se expresaba la opinión general manifestada en favor de ella, co- 
mo el mismo Vázquez Sagastume lo había reconocido. 


Luego declaró que no era de los que creían que bastaban 
las buenas intenciones para asegurar el progreso de los pueblos. 
Creía que la principal garantía de progreso en las sociedades 
políticas radicaba en los hombres y no en las instituciones, aun- 
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que no negaba la influencia benéfica y eficaz que las buenas 
instituciones tenían en el desarrollo y progreso de las Naciones. 
Agregó: “Las instituciones tienen que estar un poco arriba de 
la sabiduría de los pueblos. No son el simple resultado, el sim- 
ple efecto del progreso, son a la vez que efecto causa de pro- 
greso, lo ayudan, lo impelen hacia adelante”. 


Ante las críticas de Bustamante, J. Vázquez Sagastume pun- 
tualizó sus manifestaciones: “He dicho que las leyes fundamen- 
tales de los países, tienen mas efecto benéfico sobre ellos cuan- 
do son más respetadas; cuando se les prestigia con la veneración 
de los tiempos y el respeto que se les rinde; y que mientras esas 
leyes fundamentales no sean un inconveniente para el progreso 
del país, no garantan bien las libertades, los derechos y los prin- 
cipios en todos los ramos de la libertad del hombre; mientras 
ayuden, mientras protejan esos derechos, no deben reformarse”. 
Contestando a Bustamante dijo que una Constitución debe re- 
formarse cuando no sirva a garantir los derechos del hombre. 


Creía que la Constitución mala debe reformarse; admitía 
la reforma de nuestra Constitución cuando se le demostrase que 
era mala para el país. No la consideraba perfecta, pero creía 
que podía mejorarse mediante leyes interpretativas sin necesidad 
de reformarla. Laudelino Vázquez, que había apoyado la mo- 
ción en la Cámara de Diputados, expresó en esta oportunidad, 
los motivos en que fundamentaba su apoyo. Estaba de acuerdo 
en que la Constitución podía ser perfeccionada con leyes regla- 
mentarias; que no era una necesidad vital entrar a las modifi- 
caciones de detalles y que el progreso del país podía cumplirse con 
el severo cumplimiento de la ley fundamental. Reconocía que 
no eran los defectos de la Constitución la causa de los males del 
país. Para él había otra razón que hacía necesaria la revisión de 
la Constitución. “Debemos —dijo— cuanto antes, borrar de 
nuestro código fundamental el sello de dos potencias extrañas 
que nos estan recordando siempre, que nos han hecho gracia y 
favor de nuestra independencia”. “Debemos —agregó— reivindi- 
car la verdad histórica que esa Constitución es la obra del es- 
fuerzo de muestros soldados, de nuestros padres, borrando ese 
preámbulo ignominioso”. “Convengo perfectamente bien en que 
el Código Fundamental del Estado ha sido y será el arca donde 
nos salvemos; pero es preciso que esa arca sea guardada bajo 
el árbol de la libertad que plantamos y cultivamos todos los 
orientales y que no esté protegida por el pabellón de dos Na- 
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ciones que nada tienen ya que hacer con nosotros”, “Es preci- 
so pues reaccionar, Es necesario que declaremos lo que somos: 
una Nación soberana e independiente por el esfuerzo y la vo- 
luntad de sus hijos”. Esta fue la razón fundamental que llevó a 
Laudelino Vázquez a votar en favor de la reforma constitucio- 
nal. Vicente Garzón habló en favor de la reforma por los me- 
dios establecidos, reforma impuesta por la civilización y el pro- 
greso. Las leyes —Jdijo— que son el alma de los pueblos, no 
pueden permanecer estacionarias. Además, creía que votando en 
favor de la revisión de la Constitución se hacía una gran con- 
quista sobre la preocupación de los que creen “que la Consti- 
tución es un sagrado que no puede retocarse nunca y sobre to- 
do, porque procediendo así marchamos con el espíritu del siglo”. 
Ramírez apoyó también la idea de la reforma y sin entrar al 
análisis de ella señalaba que si no se reformaba la integración 
del cuerpo legislativo, dentro de poco tiempo sería nulo el ré- 
gimen representativo, ya que la Cámara de Representantes ten- 
dría un número de miembros, desproporcionadamente superior 
al Senado que permanecía estático. Señaló que también había 
conveniencia en la reforma para que la Constitución tuviese “la 
sanción legítima de los Representantes del pueblo”. Por la cir- 
cunstancia en que se dictó y a las condiciones a que fue some- 
tida, no podía ser considerada un ídolo, al que no se debía tocar. 
Sería, además, ocasión para que la inteligencia vigorosa del país, 
discutiera su destino permitiendo a los partidos cambiar el tea- 
tro de sus luchas. José M* Muñoz expresó que la reforma cons- 
titucional por el camino prescripto en ella, era una muestra de 
respeto por la Constitución y por los Constituyentes, quienes pre- 
vieron la reforma de su obra y establecieron los medios de rea- 
lizarla. Revisada la Constitución quedaría, a su juicio, “doble- 
mente prestigiada ante la opinión del país, sea que se reforme 
o no”, ya que la cuestión, en aquella etapa, no tenía más al- 
cance que decretar que se revisase la Constitución. La próxima 
legislatura era la encargada de hacer la revisión y decretar si 
se reformaba o no. Por eso daba su voto en favor de la moción 
que declaraba de interés nacional la revisión de la Constitución. 
Chucarro se manifestó contrario a la reforma. Examinó si era 
oportuno, si era conveniente que se declarase la necesidad de la 
reforma. Opinó que no era llegada la oportunidad de la refor- 
ma y la razón que tenía para pensar así estaba en que la “Cons- 
titución que se quiere reformar —dijo— no está complementa- 
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da, no está en plena ejecución, como correspondía porque no 
existen los tres altos Poderes en quienes reside la soberanía de 
la Nación”. Agregó que el Poder Judicial "no está más que su- 
plido”. No estando la Constitución en todo su ejercicio creía que 
no era oportuno entrar a su reforma. “Desde que no está cum- 
plida mi complementada su ejecución, para saber si esa obra es 
buena o mala decimos vamos a reformarla. Es decir vamos a 
reformar una obra que todavía no está completa porque no 
existe entre nosotros el Poder Judicial, uno de los tres Altos 
Poderes en quienes reside la soberanía Nacional; sin que exista 
la organización judicial que la Constitución establece. Si esa 
organización existiese, las garantías estarían en su plenitud, por- 
que el Poder Judicial existiendo como lo ha establecido la Cons- 
titución, sería uno de los que pondría coto a los desmanes de 
la generalidad de los que han mandado o tenido intervención 
directa en los gobiernos”. En su concepto no existía la necesi- 
dad de la reforma de una obra que no estaba completa. Veía 
en la carencia de educación, la causa de todas las vicisitudes y la 
falta de preparación del país para la vida constitucional. 


Contestó al argumento de que la reforma era necesaria pa- 
ra dar a la Constitución la sanción popular que había faltado al 
Código de 1830, considerado como una emanación de la Con- 
vención de 1828, en el siguiente pasaje de su discurso: “Pero 
yo considero que los orientales o lo que hoy se llama Nación 
independiente, libre y soberana, hizo esa declaración clara y ter- 
minantemente en la Florida y que a esa declaración los dos Go- 
biernos, tanto el Brasileño como el Argentino, no tuvieron mas 
remedio que rendir homenaje a esa declaración hecha por los 
orientales solos el 25 de Agosto en la Florida. Ahí está el acta 
levantada por los que representaban la soberanía del pueblo orien- 
tal, y ¿no se ha realizado merced a la decisión y energía con 
que los orientales abandonando todo para luchar contra el impe- 
rio; y no fue contra todo que declararon solemnemente que 
los orientales solo pertenecían a si mismos; no vino la guerra 
que esos mismos orientales sostuvieron a las ordenes de su pri- 
mer jefe el general Lavalleja y los treinta y tres que vinieron 
a rescatar el país de la dominación extranjera que fue cuando 
se hizo esa declaración a la que espontáneamente se adhirieron 
todos los orientales?”. 


“Por consiguiente nada veo que sea desdoroso para la na- 
cionalidad oriental, nada absolutamente. No se puede negar que 
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esos gobiernos se vieron en la necesidad de someterse a la vo- 
luntad del pueblo Oriental como se sometieron”. Por todas estas 
razones, Alejandro Chucarro, uno de los Constituyentes de 1830 
y miembro de la Sala de Representantes desde 1826, consideraba 
que no era oportuno entrar a la reforma de la Constitución. 
El último en hablar fue Ambrosio Velazco quien modificó su 
primitiva Opinión. Expresó los temores que lo asaltaban al tra- 
tar un asunto tan importante como el de la reforma de la Cons- 
titución pero creía que toda ley, incluso la fundamental, era sus- 
ceptible de mejoras. Nuestro estado actual —dijo— las requie- 
re. Por tanto la reforma realizada en las condiciones prescrip- 
tas en la Constitución es una garantía contra los males que 
puede traer aparejada. Consideraba que la Constitución de 1830 
tenía el defecto —lesivo para nuestra soberanía— de que ha- 
bía sido sometida a la revisión de las potencias signatarias de 
la Paz de 1828, defecto que quedaría salvado “dándonos una 
Constitución que sea la expresión de la voluntad nacional”. 


Cerrado el debate, la Asamblea General aprobó la de- 
claración de que el interés nacional exigía la revisión de la 
Constitución de la República con los yotos en contra de los 
Sres. Vázquez Sagastume y Alejandro Chucarro.*” 


De este modo quedó consumada la primera etapa del pro- 
ceso de reforma establecido en la Constitución. Esta resolución 
y las expresiones vertidas por los legisladores en el curso de la 
discusión, pusieron de manifiesto que en las Cámaras domina- 
ba la idea de que la Constitución debía reformarse por el pro- 
cedimiento en ella establecido. Evidentemente, en el medio le- 
gislativo no había prosperado el pensamiento de la Convención, 
sostenida por la prensa principista, con excepción de El Siglo, 
en el debate que sobre la reforma constitucional había mante- 
nido el año anterior. 


VI 


En 1873, luego de aprobada la moción Bustamante en la 
Cámara de Representantes, el tema fue nuevamente tratado con 
toda amplitud por la prensa. En esa oportunidad se renovó en- 


40 “Diario de Sesiones de la H. Asamblea General de la Repúbli- 
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tre El Siglo y La Democracia, la controversia sobre el procedi- 
miento de reforma. 


El Siglo —dirigido por Julio Herrera y Obes— ratificó la 
opinión que había sustentado meses antes, Creía que la reforma 
podía quedar consumada en siete años. "No hay motivo —ex- 
presaba el 18 de marzo— para desalentarse por esa demora. Es 
prudente rodear de garantías más sólidas la subsistencia del Có- 
digo Fundamental que la de las leyes comunes. Por lo mismo 
que las democracias son expresión de la opinión a veces incons- 
tante y movediza, conviene que no sean excesivamente fáciles 
los cambios constitucionales. Las sociedades humanas no pueden 
petrificarse como una momia pero tampoco pueden estar en per- 
petuo movimiento como una veleta”. Respondió La Democracia, 
en la que Agustín de Vedia ratificó también su ya manifestada 
opinión sobre el sistema de la Convención. Expresaba —luego de 
referirse a las trabas impuestas por el Código de 1830 — que no 
era “avanzado afirmar que el pensamiento de la reforma cons- 
titucional por los medios constitucionales es un sueño irrealiza- 
ble”. De ahí que la cuestión había que plantearla en términos 
que permitieran resolverla y buscar los medios que posibilitaran 
conciliar el respeto a la Constitución “con los grandes y funda- 
mentales intereses vinculados a su reforma”. No se puede acep- 
tar —agregaba— el falso principio de que una constituyente 
puede enajenar la soberanía originaria de las generaciones futu- 
ras”. La solución estaba en apelar a la soberanía de la Nación, 
que la Constitución reconoce en su artículo 4°, mediante la con- 
vocatoria de una Convención extraordinaria facultada especial- 
mente para revisar la Constitución y proponer las adiciones o 
variaciones que Juego serían sometidas a otra Convención tam- 
bién electa especialmente con ese fin. 


Para Agustín de Vedia, la estabilidad que los constituyen- 
tes de 1830 buscaron por medio de ese trámite tan dificultoso, 
se conseguía por el sistema de la doble convención. La refor- 
ma no sería una obra impremeditada, impulsiva y apasionada. 
Sostenía que el sistema que preconizaba no era violatorio de la 
Constitución porque ella establece que la soberanía originaria 
reside en el pueblo, “fuente de todo poder y de toda legitimi- 
dad”. El Siglo, que consideraba que el problema del procedimien- 
to estaba ya virtualmente resuelto al iniciarse la reforma por 
moción de Bustamante, siguiendo el trámite constitucional, no 
dejó de contestar a La Democracia aquello de que ninguna Asam- 
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blea podía privar a las generaciones posteriores del derecho que 
les asistía de mejorar y reformar sus instituciones pero se pre- 
guntaba cuál sería el resultado si por evitar ese inconveniente 
no se pusiese ninguna traba a las reformas constitucionales. 


El Siglo consideraba acertada la previsión de los Constitu- 
yentes “rodeando la reforma constitucional de trabas que fuesen 
el baluarte en que se estrellasen las tentativas anárquicas de los 
que a pretexto de continuas reformas la hubieran destruído; y 
al pensar el peligro de que los Constituyentes salvaron a la Pa- 
tria, no nos sentimos —dice— con fuerzas para condenarles por 
esas trabas, que han salvado tal vez la existencia de la Consti- 
tución”. Consideraba el principio sostenido por La Democracia, 
“verdadero en su ciencia”, pero “peligroso” entendido y practica- 
do con la amplitud que le atribuía pues es uma doctrina —di- 
ce— que tiende a establecer la omnipotencia de las asambleas 
parlamentarias. Declaraba que tenía “horror a Jos Poderes omni- 
potentes” y agregaba: “Tememos siempre que se apodere de ellos 
el vértigo y se persuadan de veras de que todo lo pueden y to- 
do les es lícito, hasta la injusticia”, Julio Herrera y Obes que 
no había participado del debate periodístico de 1872, ocupado 
entonces con sus tareas de Ministro de Gobierno de Gomenso- 
ro, aprovechó esta ocasión para exponer ampliamente sus opi- 
niones sobre el tema. Así, continuando la refutación de los ar- 
gumentos de La Democracia, decía que no consideraba razón su- 
ficiente para prescindir de los trámites constitucionales, la lenti- 
tud de los mismos, Reiteraba que la reforma podía hacerse en 
siete años. Luego entraba en otro aspecto muy interesante de la 
cuestión. Preguntaba a La Democracia si creía que la Asamblea 
de aquel momento estaba habilitada para decidir que no se ob- 
servaran los artículos constitucionales relativos al modo de ha- 
cer la reforma. Opinaba que no lo estaba. “La Asamblea actual 
—decía— no ha recibido al efecto Poderes especiales de sus co- 
mitentes. De suerte que siendo así que los que hayan de hacer 
esa reforma necesitan autorización especial al efecto, se daría el 
contrasentido de que no la necesitarían los actuales legisladores 
para borrar varios artículos constitucionales por su propia y ex- 
clusiva autoridad”, Insistía que la cuestión estaba “ya virtual- 
mente resuelta por la Cámara de Representantes en el sentido 
de hacerse la reforma con arreglo a lo que la misma constitu- 
ción prescribe y no nos parece —agregaba— que la aplicación 
de esas disposiciones ha de ofrecer dificultades tan insuperables 
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como teme La Democracia. La opinión está muy formada y ma- 
dura acerca de este asunto, y no creemos que han de presentar- 
se grandes resistencias a la solución que buscamos”. 

Terminaba expresando: “La demora indispensable de esta 
solución será ampliamente compensada con la gran autoridad 
moral con que aparecerá revestida la reforma. La misma lenti- 
tud de su elaboración le dará cierta solemnidad muy convenien- 
te para el prestigio de la misma; y los años dedicados a esa 
elaboración servirán también para que todos los puntos consti- 
tucionales sobre que haya de versar la reforma se discutan a 
fondo y en todos sus detalles”.*” 

Agustín de Vedia no estaba de acuerdo en que la aproba- 
ción de la moción Bustamante en la Cámara de Diputados sig- 
nificara la virtual resolución del problema en favor del trámite 
constitucional porque la moción se reducía “simplemente a pro- 
poner la revisión de la Constitución, moción que debía aceptar- 
se o desecharse sin discusión”. “No siendo discutida —agregaba— 
la moción en el fondo, no podía adelantarse opinión sobre aque- 
lla cuestión”. Entendía que solo “al reunirse ambas Cámaras pa- 
ra tratar y discutir el asunto, con arreglo al art. 155 de la Cons- 
titución, podría suscitarse la discusión de los medios de llevar a 
efecto la reforma”. A continuación señalaba que si entonces no 
se planteaba la cuestión de prescindir de los trámites constitucio- 
nales, “tácitamente quedaba establecido que los únicos medios 
adecuados para ir a ese resultado serían los que designa la mis- 
ma ley fundamental”. Pero podía en la Asamblea promoverse 
la discusión y entonces “sería indispensable tratar y resolver una 
cuestión que de otra manera sería absolutamente extraña a sus 
deliberaciones”. 

A la pregunta de El Siglo sobre si la Asamblea actual esta- 
ría habilitada para decidir si la Constitución se reformaba por 
medio de una Convención, La Democracia respondió que el que 
resolvería sería el pueblo, es decir, el soberano. “Si este envía 
—dice— sus Diputados a la Convención, con plenos poderes pa- 
ra proceder a la reforma, su voluntad se habría manifestado en 
el sentido de nuestras opiniones. Si no los envía, querrá que se 
adopte el temperamento que impone la Constitución”.** 

La controversia terminó en los días siguientes luego de que 
cada uno de los contrincantes, agotados sus argumentos, ratifica- 


41 El Siglo. Montevideo, marzo 21 de 1873. Pág. 1, cols. 2 y 3. 
42 La Democracia. Montevideo, 22 de marzo de 1873. 
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ron sus opiniones. E} Siglo, manifestó, el 25 de marzo su creen- 
cia de que la mayoría de la Asamblea se pronunciaría porque 
la reforma siguiera el curso que la Constitución establecía. Si 
así no fuera nada tendría que oponer, pero declaraba que mien- 
tras la Asamblea no tomara resolución, El Siglo sostendría la 
opinión que le parecía más justificada y menos expuesta a in- 
convenientes. 

Por su parte La Democracia cerraba el debate el 27 de 
marzo declarando que sostendría siempre, que la solución justa y 
democrática de la reforma constitucional estaba en la convoca- 
ción de una Convención Especial. Sin embargo, cuando la Asam- 
blea —a cuya resolución había quedado el punto— trató el pro- 
blema de la reforma el 10 de julio siguiente, Agustín de Vedia 
no concurrió a la sesión, en la que, como dijimos, nadie se refi- 
rió a la Convención. Como había supuesto Julio Herrera y 
Obes, la opinión estaba muy formada respecto a que debía se- 
guirse el trámite constitucional. 


vu 


La inquietud reformista de las Cámaras del 73 no pudo que- 
dar colmada con la declaración de interés nacional de la Refor- 
ma de la Constitución parque si bien ponía en marcha el meca- 
nismo revisionista, al ceñirse éste al trámite previsto en la Car- 
ta de 1830, no ofrecía ninguna perspectiva de satisfacción inme- 
diata a las aspiraciones renovadoras manifestadas en los años an- 
teriores. Precedidas por el movimiento ideológico que promovió 
la Revolución del 70 en medio de la cual el curso de Carlos Ma- 
ría Ramírez difundió las doctrinas de la escuela liberal que exal- 
taba los valores del individuo frente al Estado y señaló el ori- 
gen y los límites de la soberanía,“ principios que recogieron en 
sus programas partidistas los diferentes clubs políticos organiza- 
dos después de la Paz de Abril; integradas por las figuras más 


43 El plan primitivo del curso que Carlos María Ramírez pensaba 
desarrollar en la Cátedra de Derecho Constitucional, comprendía dos años. 
En el primero se estudiarían todos los derechos individuales “com todas 
sus imprescindibles garantías” de tal modo que quedara definida la esfe- 
ra de acción del individuo. En el segundo se estudiaría el poder público 
y su organización interior. En 1871, el primer curso quedó inconcluso; 
sólo llegó a tratar la libertad de cultos y la libertad de pensamiento. 
En 1872 amplió las nociones generales dadas en el curso anterior. (Véase 
Blanca Paris de Oddone: “La Universidad de Montevideo en la forma- 
ción de nuestra conciencia liberal”. Montevideo, 1958, págs. 264 - 65). 
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relevantes de la generación jóven formada en dicha escuela que 
las identificó en la realización de ideales comunes al extremo de 
presentar listas mixtas en las elecciones de noviembre de 1872 
para enfrentar al caudillismo personalista, es explicable que las 
Cámaras del 73 mostraran especial interés en el examen del tex- 
to constitucional que hasta entonces no había sido objeto de un 
análisis tan detenido. En esa obra dieron prioridad —también ex- 
plicable— al estudio, que llevaron hasta la sutileza, de lo que 
más directamente les importaba: limitar, abatir la omnipotencia 
del poder estatal que coarta el libre desarrollo de las actividades 
del individuo. No hubo en ella, dominada por el respeto al or- 
den jurídico, ambiente —como ya vimos— para llegar a la re- 
forma constitucional por el medio rápido de la Convención, pero 
por la vía legislativa se buscó la solución inmediata a las más 
sentidas carencias del Código de 1830. Muchos proyectos se pre- 
sentaron; pocos fueron sancionados porque se discutió mucho, 
se afinó mucho y se llegó hasta la sublimación de los problemas 
en el afán de encontrar la fórmula que hiciera real el ideal. De 
esa labor quedó algo muy importante que fue la sanción de la 
ley interpretativa de la facultad de tomar medidas prontas de se- 
guridad conferida al Poder Ejecutivo por el artículo 81 de la 
Constitución, declarando hallarse limitada por los artículos 83, 
136 y 143 de la misma Constitución; la ley reglamentando las 
garantías de la libertad individual; la ley de Reorganización del 
Registro Cívico; también la que reglamentaba el artículo 8? de 
la Constitución. 


CAPÍTULO VII 
EL Constituyente 


El proceso de la reforma constitucional desde 1875 hasta 1903 


1 


El motín de 1875 abrió el camino a la dictadura militar. 
El proceso legislativo de la ¡reforma quedó en suspenso al di- 
solverse el Poder Legislativo en marzo de 1876 cuando Lato- 
rre asumió el Gobierno Provisorio. Durante tres años gober- 


1 Desvinculado del momento político que vivía el país, tenemos 
en el año 1875 un proyecto de Reforma Constitucional cuyo autor era 
el periodista de origen español, D. Jacinto Albistur. La dictadura militar 
había ahogado el espíritu público, cerrado el Parlamento, disuelto los par- 
tidos políticos, anulado la libertad de prensa. En esas condiciones era 
difícil la labor periodística reducida a temas que no tuvieran relación 
con la situación que se vivía. Esto seguramente impulsó a Albistur a pu- 
blicar su trabajo que apareció en “El Siglo”, entre el 4 de marzo y el 6 
de abril de 1875. El proyecto estaba precedido por un estudio sobre "La 
Constitución de la República y la reforma de la misma” realizado en el 
plano teórico, sin vincularlo al proceso histórico nacional. Al realizar es- 
ta tarea, según sus propias palabras, Albistur se propuso dos objetivos: 
“facilitar el cabal conocimiento de las prescripciones constitucionales a las 
muchas personas que no tienen tiempo ni costumbre de dedicarse a esta 
clase de estudios, e indicar las reformas que a nuestro juicio se hace ne- 
cesario verificar en dicha Constitución por las mudanzas de los tiempos”. 
De acuerdo a las ideas expuestas en esta parte de su trabajo, Albistur es- 
tructuró un proyecto de Constitución que publicó a continuación y en el 
que revela su ideología liberal. Entre las reformas que introduce está la 
del artículo 5° estableciendo libertad de cultos sin perjuicio de la obli- 
gación del Estado de mantener la Religión Católica; dedica una Sección 
especial —la II— a los Derechos Individuales en la que omite también 
los derechos de reunión y asociación, como en la Constitución de 1830; 
modifica la forma de elección del Presidente de la República quitando 
esa prerrogativa a la Asamblea General por ser contraria a sus funciones 
específicas y dispone que su elección sea indirecta según lo disponga la 
ley, realizándose el escrutinio general de los sufragios en la capital de 
la República. 

El proyecto de Albistur no tuvo eco en nuestro ambiente; no sus- 
citó comentarios ni polémicas. Permaneció prácticamente desconocido has- 
ta que fue publicado en el Tomo XIX de la “Revista Histórica”, Mon- 
tevideo, 1953, págs. 1-145, por el Dr. Héctor Gros Espiell quien lo es- 
tudia detenidamente. 
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nó dictatorialmente: sin Parlamento y sin partidos políticos cu- 
ya actividad anuló. Cuando quería auscultar la opinión públi- 
ca recurría, por la vía del asesoramiento, a instituciones repre- 
sentativas como la Asociación Rural —si se trataba de asuntos 
vinculados con la campaña— o a organismos especialmente nom- 
brados como el Consejo Consultivo o el Consejo de Estado, sí de- 
bía tomar decisiones en importantes materias políticas tales co- 
mo la prórroga de la dictadura o la reforma de la ley electo- 
ral. Respecto de ésta, el 24 de diciembre de 1877 integró un 
Consejo de Estado el que, luego de haber estudiado el problema 
sometió a su consideración un avanzado proyecto de ley que es- 
tablecía el voto obligatorio, la representación proporcional y el 
reconocimiento jurídico de los partidos políticos no previstos en 
la Constitución de 1830. Esto último significaba introducir una 
modificación de carácter constitucional porque la existencia de 
los partidos políticos, debido a su naturaleza y sus funciones tie- 
nen que estar expresamente reconocidos por la Ley Fundamental. 


La prórroga de la dictadura que se resolvió en 1877, trajo 
nuevamente la consideración del problema de la Reforma Cons- 
titucional, que se planteó a la luz de la situación creada a la 
República por el régimen militarista. Cuando se pidió al Coro- 
nel Latonre la continuación del gobierno provisorio, este reunió 
en su casa, el 6 de diciembre de aquel año 1877, un grupo dis- 
tinguido de ciudadanos a quienes solicitó opinión sobre si con- 
venía o no la prórroga; si había de adoptarse el pensamiento de 
la Convención Nacional para la reforma de la Constitución o 
si debía, y en qué tiempo, entrarse al régimen constitucional. 
Todos los miembros del Consejo de Estado coincidieron en la 
necesidad de prorrogar la dictadura por un tiempo limitado; en 
que no debía reunirse la Convención y en que la reforma debía 
dejarse a la Asamblea ordinaria que de ella debía ocuparse. Así 
se manifestó el Dr. Eduardo Brito del Pino quien dijo “que ha- 
biendo sido esa reforma declarada de interés público por la úl- 
tima Asamblea, no había otra cosa que hacer sino dejar que el 
pensamiento siguiese su curso natural”, Carlos de Castro y Lau- 
delino Vázquez rechazaron la idea de la Convención. Algunos 
asistentes no hicieron en esta oportunidad, más que reiterar Opi- 
niones vertidas anteriormente. Vázquez Sagastume demostró que 
la reunión de la Convención era incompatible con el Gobierno 
Provisorio y se opuso a la reforma repitiendo opiniones vertidas 
en el debate parlamentario de 1873. También Manuel Herrera 
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y Obes expuso ampliamente sus ideas contrarias a la reforma y 
a la idea de la Convención.* 

“En cuanto á la Convención Nacional —expresó— sólo 
"tengo que agregar a lo dicho por mi amigo el doctor Vásquez 
"Sagastume, que la petición de su elección, la creo absurda. Una 
“convención de esa especie es un Poder Extraordinario en quien 
“la nación delega la plenitud de su Soberanía. Reconcentra, pues, 
“y ejerce las funciones de los tres altos poderes en quienes hoy 
“está delegada aquella Soberanía. Ella legisla, administra y juzga. 

“Es decir, que procede con las facultades de la más espan- 
“tosa Dictadura; mil veces más peligrosa y dañosa, para las li- 
“bertades públicas, por su origen y composición, que la ejercida 
“por el señor coronel Latorre. Basta recordar lo que fue, lo que 
“hizo la afamada Convención francesa, para comprender lo que 
“podría llegar a ser la nuestra. 

“Eso me hace creer que sus peticionarios, no es eso lo que 
"buscan y quieren sino la reforma de la Constitución hecha ex- 
“peditivamente por esa Convención. 

“A este respecto mis opiniones no han variado. Con todos 
‘sus vacíos, muestra Constitución actual es de las mejores que yo 
"conozco. En ella están establecidos y preceptuados, todos los de- 
“rechos civiles y políticos que constituyen los primeros intereses 
“del hombre y del ciudadano; y todas las garantías posibles de su 
“respetabilidad. 

“¿La que venga será mejor? Y aun siéndolo ¿que garantías 
“tenemos de que será mejor observada y cumplida? 

“En nuestras encarnizadas y continuas luchas civiles, las im- 
“perfecciones o la deficiencia de nuestra Constitución actual no 
"han entrado por nada. Sus causas únicas están, en nuestro atra- 
“so social, en la completa carencia de hábitos y tradiciones po- 
“pulares en armonía con lo adelantado de las disposiciones de 
“aquella legislación; en que ella jamás fue una verdadera prác- 
"tica si se exceptúa su artículo 81 que continuamente ha estado 
"funcionando para anonadar las libertades públicas prostituyen- 
"do la más hermosa y necesaria de nuestras instituciones políticas. 

“Mientras mo cambie ese estado social: mientras no se ra- 
"diquen entre nosotros los hábitos y costumbres del trabajo ho- 


2 “Relato de lo sucedido en la reunión que en 6 de Diciembre 
de 1877 tuvo lugar en Casa del Coronel Latorre y a invitación de este 
con motivo de las peticiones que le habían sido presentadas para la pro- 
longación de la Dictadura”. Copia manuscrita de época en el Museo His- 
tórico Nacional. Colección de Manuscritos. Tomo 900. Véase el Ap. N? 5. 


25 


382 REVISTA HISTÓRICA 


“nesto; mientras sus necesidades de paz y orden legal no 
"ocupen el primer lugar entre nuestros intereses sociales, es in- 
“útil, cuando no perjudicial, ocuparse de mejorar nuestra Cons- 
“titución actual. Sucederá siempre con la mejorada lo que con 
“su antecesora. 

"Pero ya que esa reforma se quiere, hágase como la mis- 
“ma Constitución lo tiene prescripta. De otro modo; adoptan- 
“do un procedimiento excepcional, ese trabajo sólo servirá para 
“dar nueva bandera a nuestras discordias actuales y futuras, dis- 
“tribuyendo entre los combatientes las anticipadas divisas de la 
“Constitución del año 30 y la del año 78. 

“Soy pues de opinión que a este respecto, se aconseje al 
“señor coronel Latorre el rechazo del medio propuesto; y que 
“no admita otro que no sea el establecido por la misma Cons- 
“titución actual”.* 

La idea de la reforma constitucional en este período en- 
contró ambiente propicio en el campo universitario en torno a 
la Cátedra de Derecho Constitucional que desde su iniciación en 
1871 surgió consubstanciada con los problemas nacionales. Esa 
orientación que le impuso su primer catedrático, Dr. Carlos Ma- 
ría Ramírez, fue continuada por su sucesor el Dr. Justino Ji- 
ménez de Aréchaga quien desde 1874, y por el espacio de una 
década, estuvo a su frente. El estudio de la doctrina llevó na- 
turalmente a la confrontación con nuestro derecho constitucio- 
nal positivo cuyas fallas se pusieron de manifiesto a la yez que 
se anunciaron soluciones a través de las tesis doctorales en las 
que los alumnos de Jiménez de Aréchaga, bajo la orientación 
de éste, trataron los más variados temas de derecho público, no 
en forma abstracta sino refiriéndose a nuestra realidad política 
e institucional, Fue así generalizándose en la opinión universi- 
taria la necesidad de la Reforma Constitucional. Entre otros tes- 
timonios al respecto podemos citar un expresivo pasaje de la te- 
sis de doctorado en jurisprudencia de Arturo Lerena sobre el 
artículo 73 de la Constitución en que se refiere al tema en los 
siguientes términos: 

“La reforma de nuestra Constitución política es una de 
las primeras necesidades de la época; y permítaseme decir con 
una persona, para mi muy querida y respetada, que, partiendo 
del principio incontestable de que la soberanía reside radical- 


3 La Razón. Montevideo, marzo 2 de 1881. Exposición de Manuel 
Herrera y Obes. Véase el Ap. N? 5, 
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mente en el pueblo, no pudieron ni debieron nuestros constitu- 
yentes poner trabas al derecho que las generaciones futuras te- 
nían de modificar como mejor lo entendieran su vida política, 
en armonía con las necesidades siempre crecientes de la socie- 
dad, y del progreso de las ideas. 


Que la ciencia del derecho constitucional, la ciencia de go- 
bernar, no es hoy lo que fue cincuenta años atrás, cuando nues- 
tros padres sancionaron la Constitución actual, no podrá desco- 
nocerlo hombre alguno que haya estudiado medianamente el 
adelanto de las ciencias políticas en América y haya asistido a 
la solución de los problemas de gobierno en el presente siglo. 


Ciudadanos competentes, entre nosotros, que se han dete- 
nido a estudiar la vida política interna de la República, vienen 
reconociendo y proclamando desde años atrás, la necesidad de 
modificar nuestra Constitución sin que amengue el valor de ta- 
les opiniones aquello de que en breves y excepcionales perío- 
dos haya sido aplicada en toda su verdad y pureza. Quizás de- 
bamos a los defectos de esa misma Constitución los inconve- 
nientes de nuestra existencia anormal, porque ni define bien el 
ejercicio de las libertades individuales y sociales, mi lo garante 
como lo ha menester la democracia, ni establece el deslinde y 
límite de los poderes públicos, ni fija las responsabilidades po- 
líticas y civiles de los funcionarios, ni les marca el período de 
duración que garanta la posible efectividad de esas responsabili- 
dades, ni se preocupa de la institución municipal y de la des- 
centralización administrativa, ni sienta sobre bases liberales el 
derecho de ciudadanía, ni confiere a electores el nombramiento 
de Presidente y Vice- Presidente de la República, esto último 
tan esencialmente indispensable para la continuidad del orden 
administrativo, como nos lo demuestran los saludables ejemplos 
de los Estados Unidos del Norte. 


Señores: La cuestión es de actualidad, porque estamos en 
vísperas de la reforma de nuestra Constitución, reforma que mu- 
cho temo no sea bastante radical atendida la composición del 
Cuerpo Legislativo y el espíritu de abstención que predomina 
precisamente en los ciudadanos más inteligentes, llamados a 
ilustrar en la prensa, en los clubs, en los centros científicos, esas 
cuestiones de vital interés para el porvenir de nuestro país. Lle- 
gados, pues, aquí, al punto de mi tesis voy a examinar los tres 
distintos modos de llevar a cabo la elección presidencial: el di- 
recto, ejercido por el mismo pueblo; el indirecto, confiado al 
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Cuerpo Legislativo, tal cual se practica entre nosotros; y el in- 
directo también por medio de un Cuerpo electoral, elegido ad 
hoc, como sucede en los Estados Unidos y en la República Ar- 


gentina”.* 


I 


Restablecido el régimen constitucional en 1879, al insta- 
larse las Cámaras electas en los comicios de noviembre del año 
anterior, éstas, de acuerdo a la declaración del 10 de julio de 
1873, debían ocuparse de revisar y señalar los puntos a refor- 
mar en la Carta de 1830. Así lo hizo notar el diputado Martín 
Aguirre en la sesión del 13 de marzo de aquel año. Opinaba 
que debía encomendarse a una Comisión Especial el estudio de 
la reforma. En este sentido propuso la siguiente moción: 

"Que se cometa el estudio de los puntos que deben ser 
materia de la reforma constitucional, de acuerdo con la pres- 
cripción del artículo 156 de ese Código, a una Comisión Es- 
pecial de quince miembros, cuya base sean los siete que com- 
ponen la actual Comisión de Constitución y Legislación, enco- 
mendándose especialmente a esa Comisión que presente el re- 
sultado de sus trabajos en los diez primeros días del próximo 
período”. El asunto pasó a la Comisión de Legislación que se 
expidió favorablemente. Su dictamen suscrito por los Sres. Blas 
Vidal, Joaquín Requena y García, Carlos Martínez Castro, Fran- 
cisco Bauzá, Mariano Soler y Martín Aguirre, proponía que la 
Comisión de Legislación y Constitución aumentada hasta 15 
miembros, designados por el Presidente de la Cámara, estudia- 
ría y fijaría los artículos de la Constitución que debieran ser 
reformados proponiendo, además, las adiciones que juzgara con- 
veniente. 

Debía expedirse en el plazo fijado en la moción Aguirre. 
El 5 de mayo de 1879 la Cámara trató este dictamen. Los Sres. 


å Lerena, Arturo. “Consideraciones sobre nuestra Constitución”. Te- 
sis presentada para optar al grado de Doctor en Jurisprudencia. Publica- 
ción de la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales. Montevideo, 1879. 
Págs. 8-9. 

5 "Diario de Sesiones de la H. Cámara de Representantes”. Tomo 
XXXIII, págs. 62-63. Montevideo, 1880, Años más tarde, el Dr. Mar- 
tín Aguirre explicó en el Senado —sesión del 13 de julio de 1893— los 
verdaderos móviles de su moción: dilatar el proceso de la reforma en la 
esperanza de que mejorara la situación política de modo que, cuando 
llegara el momento de realizarla, hubieran desaparecido los peligros que 
entonces la amenazaban. 
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Juan Idiarte Borda y Urbano Chucarro lo impugnaron por in- 
constitucional. Entendían que la reforma debía hacerse en Asam- 
blea General. Se discutió largamente sobre interpretación de los 
arts. 157 y 158 de la Constitución. La Comisión de Legislación 
opinaba que el asunto debía tratarse en Cámaras separadas mien- 
tras algunos legisladores sostenían que debía hacerse por am- 
bas Cámaras reunidas en Asamblea General, Este fue el tema 
que provocó mayores discusiones. También, sobre si tenían man- 
dato imperativo o no, es decir, si tenían la obligación de hacer 
la reforma o no, si tenían o no poderes para tratar el asunto; 
número de miembros de la Comisión, si ésta se nombraba o no 
sobre la base de la de Legislación y Constitución. El debate se 
prolongó a las sesiones del 16 y 24 de mayo aprobándose al fin 
el dictamen con algunas variantes. El estudio de la Constitución 
y las reformas a hacérsele se encomendó a una Comisión Espe- 
cial compuesta de 15 miembros mombrados por la Cámara, la 
que debía presentar su dictamen en los primeros diez días del 
siguiente período de sesiones.” 

Esta se expidió un año después. No pudo aunar criterio so- 
bre las reformas a introducirse en la Constitución. De ahí que, 
como resultado de sus trabajos, surgieran dos informes, uno de 
la mayoría y otro de la minoría, sobre los cuales tampoco hu- 
bo un total acuerdo entre sus firmantes. El informe de la ma- 
yoría, fue suscrito el 14 de julio de 1880 por José L. Terra, Blas 
Vidal, Carlos Honoré, Martín Aguirre, Luis Palacios y Pablo Ote- 
ro. Conformes, en parte, lo firmaron José Cándido Bustamante, 
Alcides Montero, Mariano Soler y Pedro Visca. El informe de la 
minoría está fechado el 19 de abril de 1880 y lo suscriben Car- 
los Martínez Castro, Francisco Bauzá, Adolfo Pedralbes, Pablo 
Nin y González y discorde, en parte, Urbano Chucarro. La idea 
de la Convención Constituyente fue la determinante de esta di- 
visión. La Comisión en mayoría proponía la reforma de los ar- 
tículos 153 a 158, es decir, la reforma del procedimiento de re- 
forma constitucional. Cualquiera de los miembros de cada Cá- 
mara puede proponer una o muchas enmiendas y modificacio- 
nes a la Constitución, las que, apoyadas por la tercera parte de 
sus miembros serán comunicadas a la otra Cámara para que se 
reúna la Asamblea General. Resuelta en ésta, por mayoría de 
dos tercios, la necesidad de la reforma, “convocará una Asam- 


6 “Diario de Sesiones de la H. Cámara de Representantes”, Tomo 
XXXIII ya citado, págs. 365-377; 480-509; 572-609 y 616-629. 


386 REVISTA HISTÓRICA 


blea ad - hoc que solamente se constituirá si concurriese a su elec- 
ción la mayoría de los ciudadanos inscriptos en el Registro Cí- 
vico”. La misma Asamblea promulgará las reformas cuando hu- 
bieran sido sancionadas por mayoría absoluta de sufragios. En el 
informe que acompañaba este proyecto de resolución la Comi- 
sión en mayoría desarrolló extensamente los fundamentos de su 
dictamen, refiriéndose a la situación interna del país, particular- 
mente después de los sucesos del 10 de marzo de ese año. Ex- 
puso una serie de consideraciones sobre la conveniencia de la 
reforma y la constitucionalidad de la que proponía apoyándose 
en el artículo 153 de la Constitución de la República.” 

El informe de la minoría comienza por reseñar las discre- 
pancias surgidas en el seno de la Comisión. “Se pretendió —di- 
ce— por varios miembros que la fijación de los puntos reforma- 
bles y la propuesta de las adiciones a la Constitución, se confia- 
sen a una Convención Nacional, elegida en mérito de la refor- 
ma de los artículos 153 a 158 que determinan el procedimiento 
rigurosamente preciso para actuar en este punto. 

Abierto el debate sobre tales premisas objetóse por los que 
firman, que sus consecuencias podrían dar lugar a un doble al- 
zamiento, contra las prescripciones expresas de V. H. y contra 
la Constitución de la República. Contra V. H. porque su resolu- 
ción superior de 24 de mayo nos manda estudiar y fijar los ar- 
rículos de la Constitución de la República que deben ser refor- 
mados, proponiendo las adiciones que juzguemos necesarias in- 
troducir; lo que en manera alguna nos autoriza a una reforma 
de procedimiento, sino que nos obliga a una revisión, en virtud 
de ese procedimiento mismo, dentro del cual estamos. Contra la 
Constitución, porque sus prescripciones bien claras y expresas, pro- 
hiben a la Asamblea Nacional la delegación de la facultad de 
legislar, que mo otra cosa importaría la novación introducida, 
pretendiendo delegar en un Cuerpo extraño a las instituciones 
del país, le reforma de su código político”. La Comisión en mi- 
noría creía que bajo ningún concepto podía realizarse la refor- 
ma apartándose del procedimiento indicado en los artículos 153 
a 158. Analiza los argumentos que se han hecho en favor de la 
reforma por medio de una Convención Nacional para llegar a 
la conclusión de que “lo mejor de todo es marchar por el ca- 
mino recto que indica la Constitución. Si algún mal —agrega— 


7 Terra, Arturo. “El Poder Constituyente”, Artículos publicados en 
El Heraldo. Montevideo, 1904. Págs. 23 y sigts. 
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pudiera resultar de esto, será seguramente el menor”.* La Comi- 
sión en minoría se limitaba a proponer —como lo hacía tam- 
bién la Comisión en mayoría— reformas en la redacción de 
ciertos artículos y la supresión de algunos de estos, destinadas a 
depurar el texto constitucional de disposiciones que si bien ha- 
bían tenido su razón de ser cuando se sancionó la Constitución, 
ya habían perdido sentido. 


II 


Un año más tarde, en vísperas de finalizar el tercer perío- 
do ordinario de la 13* legislatura, la Cámara de Representantes 
se aplicó al estudio de ambos informes. En la sesión del 13 de 
junio de 1881, el diputado Martínez Castro señaló la imposibili- 
dad de tratar el asunto en el breve término de que se disponía. 
Entendía que debía aplazarse. 

En concordancia con lo expuesto por Martínez Castro, el 
Dr. Terra expresó que no pudiendo la Cámara ocuparse de la 
Reforma Constitucional en sesiones ordinarias por falta de tiem- 
po, “y considerando que el cumplimiento de ese mandato por 
parte de la actual legislatura está asegurado por las facultades 
prescriptas en los artículos 56 y 57 de la Constitución”, hacía 
moción para que fuera aplazado “hasta la oportuna convocato- 
ria”. Después de debatirse extensamente el punto fue aprobado 
el aplazamiento comunicándolo al Senado. 

El 2 de enero siguiente, el Poder Ejecutivo convocó a la 
Asamblea General a sesiones extraordinarias para considerar el 
problema de la reforma de la Constitución. Días después, el 12 
de enero de 1882, la Cámara de Representantes se constituyó 
en Comisión General para tratar el asunto. Desde abril y julio 
de 1880 estaba pendiente la consideración de los dos informes 
—mayoría y minoría— preparados por la Comisión designada 
en 1879 al iniciar su gestión la décimotercera legislatura, Evi- 
dentemente las circunstancias políticas habían cambiado. El ale- 
jamiento de Latorre en marzo de 1880 había abierto la posibi- 
lidad de la consolidación de las libertades públicas y la concor- 
dia política, posibilidad que quedó frustrada cuando en mayo de 
1881 el santismo irrumpió en la vida política del país como una 
fuerza avasalladora de las garantías constitucionales, Esa situación 
no pareció la más apropiada para iniciar el debate sobre la re- 
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forma de la Constitución. Asi lo entendieron los legisladores 
que habían postergado su consideración y que en enero de 1882, 
al ser convocados para tratar el tema, modificaron sus opinio- 
nes acerca de la conveniencia de la reforma, sobre todo aque- 
llos que habían sustentado la idea de la Convención Constitu- 
yente. Pareció entonces peligroso dejar librada, en última ins- 
tancia, la reforma de la Constitución a un acto electoral que 
en aquellos momentos no ofrecía garantías. En este punto, las 
circunstancias políticas acercaban a los firmantes del informe 
en mayoría con los de la minoría justificando una de sus reser- 
vas al sistema de la Convención.” 

El 13 de enero la Cámara de Representantes entró en la 
consideración del problema con un criterio ya formado en la 
discusión en Comisión General, realizada el día anterior. José 
Cándido Bustamante, que había suscrito el informe de la mayo- 
ría, aunque discorde porque era contrario “al sistema de Conven- 
ciones”, concretó su Opinión en aquel momento, en el siguiente 
pasaje: “He dicho y repetido —dijo— que la mejor reforma 
constitucional, para no ser radical —y hasta no preparar un nue- 
vo Código como lo pueden exigir las necesidades de una época 
de mayor progreso— es el fiel cumplimiento de nuestro código 
fundamental como hoy existe. Así, pues, como las mismas mo- 
dificaciones que se aconsejan por la Comisión en mayoría, poco 
divergen de las que se hacen por la Comisión en minoría, y 
como ellas no son de fondo, sino simplemente de forma, no ten- 
go inconveniente en manifestar que acompañaré a mis colegas 
que voten en contra de toda reforma constitucional”. Dijo tam- 
bién que si no fuera por que había firmado uno de los infor- 
mes “sería el primero en hacer la moción que espero haga algún 
otro de mis honorables compañeros. Porque esta es la verdad, 
señor Presidente: la reforma de la Constitución debe ser radical, 
de fondo, y en oportunidad, o de lo contrario, no perder el tiem- 
po en divagaciones sobre cosas de mera forma, que si están de 
más, no dañan para nada nuestro sistema”. Después de esta de- 
claración manifestó que votaría “con los que estén en contra ab- 
solutamente de la reforma constitucional”. José L. Terra expresó 
que estaba “casi en igual caso” pues también había firmado el 
informe de la Comisión en mayoría “y en aquella época estaba 
perfectamente conforme con la que ella establecía”. Creía que 


9 Ver la exposición del Dr. Martín Aguirre en el Senado en la 
sesión del 13 de julio de 1893. 
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había que reformar la Constitución empezando por cambiar el 
procedimiento. El establecido por la Constitución es el menos 
adaptado “a lo que el día de hoy aconseja e indica la ciencia 
política”. Pero creía también que la época en que se iniciaban 
esos trabajos “no era la más apropiada para tratar de puntos 
esenciales de la Constitución; que por consiguiente debíamos 
concretarnos solamente a aquellos que eran de forma”. Esto era 
lo que pensaba al suscribir el informe. Pero tenía cierto temor 
a la reforma por una convención que podría ser una institución 
demasiado adelantada para nuestro estado social, para nuestra 
educación política. “He creído —continuó— que en nuestro país, 
en donde la gran mayoría de los ciudadanos no toma en ningu- 
na época la parte que debiera tomar en la dirección política del 
Estado, ejercitando sus derechos de una manera activa, estado que 
continúa siendo y que continuará quien sabe por cuanto tiempo, 
en una situación como esta, en que la educación política está 
por hacerse, en que una gran mayoría del país por ignorancia, 
por indiferentismo no se ocupa de la cosa pública y en que solo 
se ocupa de ella una pequeña parte en relación al gran núme- 
ro, en un país en donde no se toma el interés que se debe to- 
mar por lo que puede afectar el orden público, es un arma te- 
rrible que se le pone entre manos, una convención nacional pa- 
ra la reforma de la Constitución”. Reflexionando sobre esto que 
estaba en el proyecto de la mayoría que él firmó, llegó a con- 
vencerse —dijo— “que era peligroso, que era arriesgado, inten- 
tar esa reforma de la Constitución” por lo que resolvió adherir 
a lo que aconsejaba la Comisión en minoría, Agregó que la Cá- 
mara tenía un mandato imperativo que no podía rehuir: el de 
indicar los puntos a reformar. Creía que debía hacerlo. Señalaba 
que el artículo 149, contrario a nuestra soberanía, debía ser bo- 
rrado de la Constitución. Aceptaba el informe en minoría en 
lo relativo a los puntos a reformar pero mo aceptaba las ideas 
que sobre la materia habían expuesto sus autores. 


Adolfo Pedralbes dijo que la única reforma que se necesitaría 
“sería la de declarar que se cumpliera estricta y puntualmente 
de hoy en adelante”. La reforma de la Constitución con la fal- 
ta de estudio y de tiempo en que se hallaban podría dar oca- 
sión a banderas de partidos, “banderas más delicadas que las per- 
sonales que han existido hasta ahora”. Agregó que hubiera pre- 
ferido que el “Acta” que está al principio de la Constitución 
“no hubiera existido” y expresó: “Pero no fueron las potencias 
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que garantieron la Constitución, Ó su conservación temporal, las 
que afirmaron esa independencia: la independencia la afirmó el 
valor de los hijos de la patria, que quisieron ser independientes 
y que han conservado ese derecho, del mismo modo que lo con- 
servarán en adelante. A ese fin, lo primero que es preciso, es 
que no se preparen elementos de discordia entre nosotros”.*” 


Pedralbes creía que lo mejor que podían hacer era no ha- 
cer nada en cuanto a la reforma constitucional, Antonio Rivero 
era partidario de no tocar nada de la Constitución. Fernando To- 
rres también fue contrario a introducir reformas. Recordó la 
Asamblea de 1854 y dijo que aquella “se aterró ante la respon- 
sabilidad que contraían para con el país y declaró que no en- 
contraba que reformar”. Creía que había que dejar la reforma 
constitucional para época más serena, en que las pasiones se hu- 
bieran gastado, para una época de mayor tolerancia política. Mo- 
cionó para que se declarase que la Honorable Cámara después 
de haber examinado la Constitución del Estado no encontraba 
reforma que proponer a la legislatura venidera. Pablo Nin y 
González también fue partidario de no modificar la Constitución. 
Había firmado el dictamen de la Comisión en minoría pero en 
vista del nuevo planteamiento, se desligaba del dictamen y apo- 
yaba la moción de Torres. 


El diputado Carlos Honoré, que había suscrito el informe 
en mayoría no apoyó la moción Torres. Insistió en que la Cá- 
mara, dominada al parecer —dijo— por un espíritu conservador, 
debía señalar las reformas. El debate continuó pero solamente 
Honoré se mostró partidario de la revisión acusando a la Cá- 
mara de tímida. Al fin, en votación nominal, la moción Torres 
salió aprobada por 24 votos. El único voto negativo fue el de 


Honoré.” 


El asunto pasó al Senado que lo trató el 21 de enero. La 
Comisión de Legislación integrada por Alberto Flangini, Blas Vi- 
dal y Carlos A. Salvañach, se había expedido el día 16, mani- 
festando que su tarea se había visto simplificada al conocer la 
opinión unánime del Senado en contra de la reforma. “La hono- 
rable Cámara de Representantes —agregaba— después de revi- 
sar la Constitución ha declarado que no encuentra reforma, va- 


10 “Diario de Sesiones de la H. Cámara de Representantes”. Mon- 
revideo, 1884. Tomo XLVI, pág. 224. 

11 "Diario de Sesiones de la H. Cámara de Representantes”. Tomo 
antes citado, pág. 241. 
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riación o adición alguna que proponer a la Legislatura venidera. 
Esta resolución ha sido prestigiada mo solo por el número de vo- 
tos determinados en el artículo 157 de la Constitución, sino por 
la casi unanimidad de los miembros de aquella rama del Poder 
Legislativo. La Comisión del honorable Senado piensa del mis- 
mo modo. Hace suya y propone a V. H. la sanción de una re- 
solución análoga a la adoptada por la otra Cámara”. 

“No cree la Comisión, ni siquiera puede suponer, que nues- 
tro Código Fundamental sea una obra perfecta. Es y tiene que 
ser susceptible de mejora como todo lo humano. No es bajo ese 
punto de vista de la perfección que debemos estudiar la refor- 
ma, sino también de su oportunidad, consultando el verdadero 
interés Nacional. Y la verdad es que sin tocar uno solo de sus 
artículos, nuestra Constitución, es capaz de hacer a esta Repú- 
blica próspera y feliz. Sus disposiciones encarnan la libertad en 
todas sus manifestaciones y fué tal la previsión de nuestros Cons- 
tituyentes, y se adelantaron tanto a su época, que si bien algunas 
otras Repúblicas americanas han necesitado reformar su Constitu- 
ción, la nuestra podemos y debemos conservarla íntegra, sin te- 
mor de que se nos tache de atrasados. El porvenir de nuestra 
República no está cifrado en la reforma sino en el fiel cumpli- 
miento de la Constitución por gobernantes y gobernados”.'* 

Puesto a discusión este informe, Salvañach dijo que la Co- 
misión no había hecho un informe más extenso porque hubie- 
ra sido predicar a convertidos ya que la opinión unánime del 
Senado era contraria a la Reforma. "Nuestra Constitución —-ex- 
presó— como toda obra humana, está sujeta a reformas y se- 
ríamos imprudentes —por no decir otra cosa— si nos atrevié- 
ramos a decir que no es susceptible de mejoras. Basta que con- 
vengamos en que esas reformas no son absolutamente necesa- 
rias”. Respecto a la obligación en que se encontraban de seña- 
lar reformas por el hecho de que la anterior legislatura había 
hecho la declaración de su interés nacional, dijo: “Se ha preten- 
dido y puede establecerse, como cuestión a debatirse, el hecho de 
decir, por la circunstancia de haber sancionado la otra Asam- 
blea, que la Constitución era susceptible de reformas, que el in- 
terés nacional así lo exigía, esta Asamblea necesariamente debía 
proceder a establecer los puntos de la reforma. Pero, como esta 
interpretación pugnaría con los principios más elementales de 
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jurisprudencia política y de simple buen sentido, no es posible 
aceptarla — y digo de simple buen sentido porque no es dado 
suponer que si esta Asamblea o cualquier otra, encontrase que 
la verdadera conveniencia del país es mantener incólume su Có- 
digo fundamental, debería disponer lo contrario. Sería torturar 
la conciencia de los miembros del Cuerpo legislativo, sería pugnar 
contra la verdad, obligar a la Asamblea a dictar una disposi- 
ción que sería inconveniente para el país. No hay pues mejor 
negación de la verdad, que establecer un absurdo y a ese ab- 
surdo llegaríamos si fuéramos, señor Presidente, si pudiéramos 
obtener que la Asamblea quiera o no quiera, piense o no pien- 
se deberá necesariamente señalar reformas”. Apoyó su argumen- 
tación en el artículo 157 de la Constitución que prescribe que 
las reformas serían propuestas cuando obtuviesen el apoyo de la 
tercera parte de cada Cámara. En el caso que estaban tratando, 
cada una de las Cámaras pensaba, de modo casi unánime, en 
sentido contrario. Pone de relieve las excelencias de la Consti- 
tución de 1830, reconocidas a través de los años por todos los 
partidos, que no se han atrevido a atentar abiertamente contra 
ella “porque es el mito salvador”, “porque es el arca santa que 
debemos guardar a todo trance, el lazo de unión de nuestros 
partidos y de todos los orientales”, Insiste en que no es posible 
convenir en que el Senado necesariamente quiera o no quiera, 
piense o no piense, deba señalar los puntos de la reforma. Eso 
no lo dice —agrega— ni la letra ni el espíritu de la Constitu- 
ción, ni las conveniencias políticas podrían decirlo tampoco”. Ter- 
mina proponiendo — como lo hace la Comisión— que el Se- 
nado dicte una resolución análoga a la de la Cámara de Re- 
presentantes.** 

El senador Juan Alberto Capurro apoyó esta posición. Se 
refirió a los dos informes de la Comisión de Legislación de la 
Cámara de Representantes. Dijo que el de la minoría solo pre- 
sentaba la reforma de artículos que ya habían caducado; el de 
la mayoría declaraba que por una Convención Nacional se po- 
dría proceder a la Reforma Constitucional. Consideraba este pro- 
cedimiento —excelente en Francia y Estados Unidos— inaplica- 
ble en nuestro país. “Nuestra situación política —dijo— des- 
graciadamente no está a la altura de aquellas grandes naciones. 
Lo que nos conviene es proceder del modo que lo han estatuí- 
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do nuestros constituyentes”. Blas Vidal —que había firmado uno 
de los informes de la Comisión de Legislación de la Cámara de 
Representantes que proponían la reforma— explicó su nueva po- 
sición contraria a ella. Consideraba que faltando pocos días pa- 
ra la terminación de aquella Legislatura no había tiempo para 
tratar esta cuestión; además, la casi unanimidad de opiniones 
en la Cámara de Representantes le habían hecho variar de opi- 
nión. Castro dijo que apoyaba la resolución de la Cámara 
de Representantes no porque no encontrara reformas que ha- 
cer a la Constitución sino porque consideraba que el momento 
no era oportuno para eso. “Creo —dijo— que debe hacerse 
cuando estén representadas todas las fracciones en que el país 
está dividido y que haya mas armonía entre los orientales”. Opi- 
naba que la Constitución más tarde o más temprano debía su- 
frir algunas reformas. En la votación nominal que siguió, resul- 
tó aprobada por unanimidad la declaración de la Cámara de 
Representantes de que, revisada la Constitución de la Repúbli- 
ca no se encontraba reforma, variación o adición alguna que 
proponer a la legislatura venidera.'* 


IV 


Seis años más tarde, durante el gobierno del General Má- 
ximo Tajes, Manuel Herrero y Espinosa planteó nuevamente el 
problema de la reforma constitucional. En la sesión del 5 de 
junio de 1888 presentó a la Cámara de Representantes la si- 
guiente moción: “Artículo 1° — Declárase de interés nacional 
la revisión de la Constitución de la República”. Fue aprobada 
sobre tablas pues Herrero y Espinosa entendía que solo se re- 
quería en este momento, que fuera aprobada por la tercera par- 
te de la Cámara. Igual cosa debía ocurrir en el Senado. Luego 
pasaría a la Asamblea General y entonces, recién allí, debía dis- 
cutirse. De ahí que Herrero y Espinosa no fundó su moción, por- 
que entendía que era en la Asamblea General donde debía ha- 
cerlo y donde debía llenarse el trámite de pasarla a la Comisión 
respectiva. Aprobada en Representantes pasó al Senado. En el pri- 
mer momento este Cuerpo dispuso el pase a la Comisión de Le- 
gislación, pero el Senador Manuel A. Silva puso de manifiesto 
que no correspondía dicho trámite. Leyó los artículos 153, 154 
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y 155 de la Constitución. Entendía Silva que lo que se reque- 
ría, era saber si el Semado la apoyaba por la tercera parte de 
sus miembros para proceder luego a su discusión. Castro apoyó 
las manifestaciones de Silva. Como miembro de la Comisión di- 
jo que el informe de ésta no podría ser otro que aconsejar que 
el punto fuera sometido a la votación del Senado, de ahí que 
apoyaba la indicación de Silva. A continuación se puso a vota- 
ción la moción de la Cámara de Representantes y fue afirmati- 
va. El asunto fue tratado y resuelto en la sesión del 6 de junio 
de 1888. Aprobada la moción en el Senado pasó a la Asam- 
blea General que lo trató en la Sesión del 12 de junio de 1888. 
José Pedro Ramírez propuso que pasase a estudio de una Co- 
misión Especial. Herrero y Espinosa opinó que ese trámite no 
correspondía. “La Comisión —dijo— no tendría en este caso ob- 
jeto alguno pues no habría de ocuparse sino del interés de la 
reforma”. 

Herrero y Espinosa admitía la Comisión si se tratara de la 
revisión inmediata pues entonces correspondería señalar cuales 
serían los puntos de la reforma. Pero ese no era el caso, pues 
en esta primera etapa lo que se discutía es si había o no inte- 
rés nacional en la reforma y entonces eran todos los miembros 
de la Asamblea los que debían expresar su opinión. Agregó que 
éste de la reforma de la Constitución, era un problema que no 
debía sorprender a ninguno de los legisladores. “Para hombres 
que se ocupan de política no puede ser nunca una novedad, ni 
una sorpresa, siendo presumible que son bastante aptos para juz- 
gar de este punto capital en todo instante. El que alguna vez ha 
ocupado un puesto, el que alguna vez ha batallado en la prensa o 
en alguna parte, en la vida política, sabe si la Constitución tiene 
defectos o no; sabe si el interés nacional reclama o no reclama 
que tal o cual punto se reforme o si conviene que su totalidad 
sea reformada. De manera que llegando al puesto a que ha sido 
elevado por sus conciudadanos, está en condiciones de dar un 
voto perfecto y acertado, diciendo; la Constitución de la Re- 
pública debe ser revisada porque el interés nacional lo exije”. 
Francisco Bauzá opinó en el mismo sentido que Herrero y Es- 
pinosa apoyando también su opinión, en la interpretación del 
texto constitucional que se refiere al pronunciamiento de la 
Asamblea General sobre si existe interés en la Reforma Cons- 
titucional. 

Dijo que sobre este punto la opinión está formada. Se- 
ñaló “que hace mucho tiempo que hay verdadero interés en aco- 
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meter la revisión proyectada” e indicó que la organización de la 
vida municipal era una de las necesidades reformistas. Por es- 
ta y orras razones que expuso manifestó su apoyo a la opinión 
de Herrero y Espinosa. La Asamblea así lo resolvió y entró en- 
seguida a considerar si había o no interés en la reforma. He- 
rrero y Espinosa fundamentó entonces su moción, Dijo: “La 
Constitución de la República, que lleva ya más de medio siglo 
de existencia, exige una revisión en la mayoría de sus artículos”. 

“Los defectos que encierra, mo podemos atribuirlos á los 
hombres eminentes que nos dieron nuestro Código fundamental”. 

"La República, desde la época de su constitución, hasta la 
época presente, ha variado de una manera tan asombrosa, que 
no es un cargo que se formula cuando se dice, que aquellos 
hombres no se imaginaron el progreso que habíamos de reali- 
zar en un espacio de tiempo tan pequeño”. 

“Nuestros constituyentes, redactaron nuestro código políti- 
co, teniendo á la vista las conquistas más importantes del de- 
recho político, por aquel entonces, y fiaron á la honradez de 
los hombres y al desarrollo progresivo del país, el cumplimien- 
to del Código fundamental que formularon”. 

“De aquella época hasta la presente, la mayoría de las 
instituciones y disposiciones consagradas en muestro código po- 
lítico, en el ejercicio práctico de todos los pueblos democráti- 
cos, han sufrido reformas sérias, importantes, de acuerdo con 
las exigencias del nuevo desarrollo de la vida social y políti- 
ca de los pueblos”. 

“Así como lo expresaba el señor Diputado Bauzá que los 
Estados Unidos, al poco tiempo de haber dictado su Constitu- 
ción, la reformaron, ha sucedido con la mayoría de los países 
Americanos y con la mayor parte de los países Europeos”. 

“Los códigos políticos, reflejo en este caso de la ciencia 
política son al presente, la expresión de todo lo que se ha 
adelantado”. 

“Nuestro código, por el contrario, permanece estacionario 
y debo decir que creo que la revisión no se ha llevado á cabo 
hasta el presente por un obstáculo insuperable que presenta la 
reforma de la misma Constitución”. 

“Ella ha librado en resumidas cuentas, á tres Legislaturas 
la reforma de nuestro código político, y el país en su vida la- 
boriosa y turbulenta, no se ha dado hasta el presente un pe- 
ríodo bastante largo de paz y de estabilidad para que pudiera 
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llegarse á la reforma, en la forma consagrada por la Consti- 
tución”. 

“Tan es así, que algunos espíritus pacientes, espíritus se- 
lectos, en algunos casos, cuando la paz y la estabilidad ha cla- 
reado para la República, han creído que no debían aceptar 
las formas establecidas por la Constitución para su reforma, y 
que una Convención Nacional resultante por medio de un ple- 
biscito, debía ser la que reformara la Constitución”. 


“Felizmente, señor Presidente, esta idea no ha sido acep- 
tada, y tengo la convicción que llegaremos á la reforma de la 
Constitución siguiendo los trámites estricta y taxativamente se- 
ñalados en ella misma; pues si bien en la esfera del derecho 
constitucional puede atribuirse exactitud á la doctrina que es- 
tablece que el Poder constituyente reside potencialmente en la 
masa popular y que esta debe reformar la carta fundamental 
en el momento mismo en que la mayoría de sus miembros lo 
considere necesario, si bien, como decía, en la ciencia consti- 
tucional puede sostenerse esto, en los actos de la política y en 
el momento actual, no creo que pueda defenderse, si no, por el 
contrario, todas las razones abonan para demostrar la consecuen- 
cia de seguir estrictamente los trámites constitucionales”. 


“Los defectos que encierra nuestra Constitución, señor Pre- 


sidente, se sienten en el día yá”. 


"Mencionaré dos ó tres de sus disposiciones principales que 
son objeto ya de violación de la Constitución de la República y 
que la Legislatura y los Poderes Públicos no podrían cumplir, 
sino creando una situación difícil”, 

“Enumeraré el primero: el que se refiere al número de Di- 
putados en relación á los habitantes de la República”. 

“El año 1885 se levantó el censo del Departamento de la 
Capital por una oficina Nacional”, 

“Este censo oficialmente aprobado, ha dado al Departamen- 
to de la Capital, alrededor de 170.000 habitantes para hablar en 
números redondos”. 

"Pues bien, de conformidad al artículo de la Constitución 
de la República que establece que se eligirá un diputado por 
cada tres mil almas ó una fracción que no baje de dos mil, la 
Asamblea actual, debería de componerse pura y exclusivamente 
de Diputados de Montevideo que daría un número igual al que 
tiene la actual Asamblea”. 
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“En caso que el censo oficial se realizara en toda la Re- 
pública, vendríamos á tener una Asamblea tan numerosa como 
la que tienen la mayoría de los países de Europa con una des- 
proporción de población inmensa con el nuestro”. 


"Otra de las dificultades insuperables de la Constitución y 
que tocamos ya, ha sido durante mucho tiempo la de la crea- 
ción de la Alta Corte de Justicia, que apesar de existir un pro- 
yecto que ha sido enviado á la Honorable Asamblea, tengo la 
convicción que dará origen á largas discusiones y que el pen- 
samiento fundamental de los Constituyentes no será aceptado, 
pues que respondía en aquel entonces á la falta de un número 
suficiente de ciudadanos aptos, hábiles para componer la Alta 
Corte de Justicia”. 


“Me refiero á los miembros no letrados de la Alta Corte, 
hecho sin ejemplo en ninguna de las disposiciones constituciona- 
les actuales”. 


“El señor Diputado Bauzá refirió también, uno de los de- 
fectos capitales de muestra Constitución: la falta de organismo 
municipal”, 

“La vida municipal, es en todas partes la vida en que se 
practica y se enseña dentro del pequeño radio del municipio, el 
ejercicio de la práctica política republicana”. 


“En nuestro país, falta en absoluto, pues aun cuando esta 
Asamblea apruebe las leyes tendientes á dar autonomía á las 
municipalidades, nunca podremos sino violando las disposiciones 
constitucionales, darle una autonomía completa á nuestras Jun- 
tas Económico - Administrativas pues el artículo constitucional 
ha establecido expresa y taxativamente que dependen del Poder 
Ejecutivo”. 

“Esto en cuanto se refiere á la organización de los Depar- 
tamentos. Yo lo diré, señor Presidente, este método singular de 
nuestros constituyentes lo tomaron de la Constitución brasilera, 
de dirimir los conflictos de ambas Cámaras por medio de la 
Asamblea, es indudablemente la forma peor de suprimir la efica- 
cia que tiene la división del Poder Legislativo en dos ramas, co- 
mo tambien el defecto capital de ser nuestra Asamblea la elec- 
tora del Presidente de la República, defecto que estoy seguro, 
ha obstaculizado en las más de las ocasiones el desenvolvimien- 


to regular y el cumplimiento de las altas funciones de nuestros 
Poderes Públicos”. 
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"Estas enunciaciones, hechas así, ligeramente, creo que son 
suficientes para determinar á la Honorable Asamblea General á 
declarar que existe interés Nacional en la revisión de la Cons- 
titución de la República. 

A los que nos suceden, en este punto corresponderá estu- 
diar definitivamente los puntos que deben ser materia de revi- 
sión, y ellos los establecerán de conformidad á los progresos del 


derecho político actual y á las necesidades del país”.”* 


vV 


La moción de Herrero y Espinosa resultó aprobada en vota- 
ción nominal. Treinta y tres votos por la afirmativa y trece por 
la negativa, De este modo el 12 de junio de 1888 quedaba con- 
sumada con la declaración del interés nacional de la reforma, 
la primera etapa del proceso instituido en el Código de 1830. 

Esta moción tuvo andamiento en el período presidencial 
de Máximo Tajes quien gobernó con un parlamento muy ho- 
mogéneo, en cuya elección, realizada bajo la influencia directriz 
de Tajes, éste buscó una solución conciliatoria que lo respaldara 
políticamente aunque se advirtieran visibles manifestaciones de 
partidarismo en las actitudes del Ministro de Gobierno, Dr. Ju- 
lio Herrera y Obes. Durante este período, se operó un primer 
paso hacia la anulación efectiva del régimen militarista y del 
fortalecimiento, por la vía de los hechos, de la institución presi- 
dencial. El proceso hacia el civilismo culmina con la elección de 
Julio Herrera y Obes, vigorosa personalidad que tenía ideas par- 
ticulares en materia política e institucional. Fue durante su go- 
bierno que se reanudó el proceso iniciado en el año 1888, 

La segunda etapa se inició cuando, en la sesión ordinaria 
del 5 de mayo de 1891, el diputado Antonio María Rodríguez 
presentó un proyecto de ley, conjuntamente con el Dr. Juan Cam- 
pisteguy, relativo al procedimiento a seguirse en las reformas 
que debía introducir en la Constitución de la República, la XVII 
legislatura de acuerdo a lo resuelto por la Asamblea General 
el 12 de junio de 1888. 

El proyecto estaba concebido en los siguientes términos: 


“El Senado y la Cámara de Representantes, etc., etc. 


15 "Diario de Sesiones de la H. Asamblea Legislativa de la Re- 
pública Oriental del Uruguay”. Montevideo, 1890. Tomo VI, págs. 318-327. 
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DECRETAN: 


“Artículo 1%. La revisión de la Constitución de la Repú- 
blica, que deberá practicar la XVII Legislatura (de acuerdo con 
lo resuelto por la H. Asamblea General el 11 de junio de 1888) 
se efectuará en reunión de ambas Cámaras, observando el pro- 
cedimiento establecido en los artículos siguientes: 


u o . + fà O] 4 
y Art. 2, Toda reforma, variación ó adición á la Constitu- 
ción, deberá ser presentada por escrito, en reunión de Asamblea 
a 7 
y luego de fundada por su autor, si fuese apoyada por cinco de 
los miembros presentes, se pasará á estudio de la Comisión de 
Constitución”. 

e. o , .., . 

Art. 3°. Créase una Comisión Especial de Constitución, 
compuesta de cinco Senadores y diez Diputados, designados res- 
pectivamente por los Presidentes de ambas Cámaras”. 

te JEF z . . 

a Esta Comisión tendrá por objeto estudiar las reformas, 
adiciones ó variaciones á la Constitución, propuestas por los se- 
ñores Senadores y Diputados, y formular el Proyecto de Consti- 


tución que ha de ser sometido á la discusión de la H. Asam- 
blea General”. 


“Art. 4°. La Comisión de Constitución presentará su dicta- 
men y Proyecto de Constitución, antes de finalizar el 22 perío- 
do ordinario de la XVII Legislatura”. 


“Art. 5%, Aceptado en general el Proyecto de Constitución 
por una tercera parte de los miembros presentes de la Asam- 
blea, se pasará á discutirlo en particular, y sólo se reputarán 
incorporadas al Proyecto de Constitución que ha de ser someti- 
do á la consideración de la XVIII Legislatura (de acuerdo con 
los artículos 157 y 158 de la Constitución vigente), las refor- 
mas, adiciones ó variaciones que hayan sido apoyadas en cada 


caso por una tercera parte de los miembros presentes de la 
Asamblea”. 


“Art, 6°. En el curso del debate, los Senadores y Diputados 
podrán proponer nuevas reformas ó adiciones á la Constitución 
ó al Proyecto de la Comisión, pero éstas no podrán ser tratadas 
sobre tablas, sino que, formuladas de acuerdo con lo establecido 
en el artículo 2°, debidamente apoyadas, se pasarán á estudio de 
la Comisión de Constitución. La Comisión gozará de un término 
de diez días para expedirse sobre cada una de estas reformas, 
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pudiendo ser prorrogado este plazo, por resolución especial de 
la Asamblea, á solicitud de la mayoría de la Comisión”. 


“Art. 7%. La H. Asamblea General Constituyente se reuni- 
rá los días y horas que ella misma designe, y además, toda vez 
que así lo soliciten un Senador y cuatro Diputados”. 


“Art. 8% Mientras no se sancione el Reglamento de la H. 
Asamblea General, la Asamblea Constituyente se regirá por el 
Reglamento interno de la H. Cámara de Representantes”. 


“Art. 9% Comuníquese, etc. — Montevideo, Mayo 2 de 
1891. — Antonio M. Rodríguez, Diputado por Montevideo. — 


”16 


Juan Campisteguy, Diputado por Río Negro”. 


Este proyecto pasó a estudio de la Comisión de Legislación. 


El 2 de julio de 1891 se trató el asunto en Cámara infor- 
mado por la Comisión mencionada, integrada por Luis Melián 
Lafinur, Antonio E. Vigil, Carlos de Castro, Marcelino Izcua 
Barbat, José V. Carvallido, José Román Mendoza y Francisco 
del Campo. 

La Comisión se pronunció favorablemente sobre el proyec- 
to de Antonio M. Rodríguez y Juan Campisteguy referente al 
procedimiento a observarse en las reformas de la Constitución. 
Aprobaba la idea de que fueran realizadas por la Asamblea Ge- 
neral. “Por punto general —decía el informe— las Constitucio- 
nes se discuten, reforman y sancionan en Asambleas que, por 
mandato expreso, dan cima a sus tareas definitivamente, sin la 
espera de nueva revisión por parte de otro Cuerpo legislador”. 

"Siguiendo este precedente, el Proyecto que Vuestra Comi- 
sión patrocina, establece, que las variaciones, reformas O adicio- 
nes a la Constitución, hayan de proponerse en reunión de ambas 
Cámaras, según el procedimiento que en el mismo Proyecto se 
indica”, 

“Esta manera de formar una especie de Constituyente para 
la revisión que del Código Fundamental ha de hacer la presen- 
te Legislatura, aunque útil y recomendable, tendría que desechar- 
se, si no cupiese, como cabe, dentro de los preceptos de aquel 
Código, que de antemano ha establecido los medios de llegar a 
su propia reforma”. 


16 “Diario de Sesiones de la H. Cámara de Representantes”. Mon- 
tevideo, 1893. Tomo CXIII, págs. 141-142. 
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“Bien que en apariencia sea algo anfibológico al artículo 
157 en su parte final, ha de entenderse, sin embargo, que cuan- 
do habla de ambas Cámaras, han de ser reunidas y no separa- 
das; porque aun cuando quepa la discrepancia en el modo de 
entender aquel artículo, como muchos otros de la Constitución, 
la verdad es, que las razones mas poderosas están en pro de la 
interpretación que le dan los autores del proyecto”. 


“Prescindiendo de que tal modo de explicar el artículo 157 
citado, se ajusta perfectamente a los antecedentes que informan 
la generalidad de las enmiendas constitucionales, resulta tam- 
bién, que esa interpretación da el medio único de que tales re- 
formas queden propuestas en la Legislatura designada para indi- 
carlas. Esto se concibe con claridad: la Constitución quiere que 
haya reformas; pero si para proponerlas ha de seguirse la trami- 
tación de su sección sexta, bien puede suceder que no lleguen ja- 
más a quedar propuestas, bastando para su fracaso que las dese- 
che la Cámara a quien la otra se las remita en carácter de Pro- 
yecto de Ley”. 


“Por lo demás, si el artículo 157 que se analiza hubiese 
querido que para las reformas a efectuarse se siguiese el proce- 
dimiento de la sanción de las Leyes generales, no habría tenido 
para qué dejar de decirlo; y cobra mas fuerza la interpretación 
de que se refiere a ambas Cámaras reunidas, si se tiene en cuen- 
ta que en el siguiente artículo 158, para el desechamiento o 
admisión de las reformas propuestas se establece que han de 
seguirse las reglas prescriptas en la sección sexta”. 


“Si la Constitución hubiese querido que esas mismas reglas 
sirviesen para proponer las variaciones y adiciones, por qué no 
lo habría dicho claramente?”. 


“Estos raciocinios convencen de que, en la mente de los 
autores de nuestro Código Político, estuvo el propósito de que 
en ambas Cámaras reunidas se propusiesen las enmiendas, sin 
perjuicio de que para aceptarlas o rechazarlas en todo o en par- 
te, se adoptase por la Legislatura subsiguiente el procedimien- 
to mas complicado que establece la sección sexta para la san- 
cion de las Leyes en general”.* 


17 "Diario de Sesiones de la H. Cámara de Representantes”. M i- 
deo, 1893. Tomo CXIV, págs. 378-79. j E 
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VI 


La discusión particular del proyecto comenzó en la sesión 
del 7 de julio de 1891. 


El diputado Luis M. Gil mocionó en el sentido de aplazar 
la discusión durante un tiempo prudencial para que pudiera es- 
tudiarse debidamente. Luis Melián Lafinur no apoyó esta mo- 
ción. Tanto él como el Dr. Juan Campisteguy y Antonio María 
Rodríguez sostuvieron que el proyecto había sido repartido, pu- 
blicado y discutido por la prensa. Marcelino Izcua Barbat, ex- 
presó que se habían observado los trámites reglamentarios. Gil, 
para apoyar su moción, llegó a decir que no había tenido tiem- 
po material para ocuparse del proyecto cuyos antecedentes le- 
gislativos no había podido estudiar; agregó que era inconstitu- 
cional. Hipólito Gallinal dijo haber comentado en la prensa el 
proyecto, tener conciencia sobre él, pero entendía que debía apo- 
yarse la moción de aplazamiento del Sr. Gil por la trascenden- 
cia del asunto; declaró no encontrarse habilitado como desearía 
para entrar a la discusión del Proyecto. Entendía que en él se 
interpretaba un artículo constitucional, en su concepto “de un 
modo torcido”, al mandar que la revisión constitucional se hi- 
ciera por ambas Cámaras reunidas, cuando, según su Opinión, 
el artículo 157 mo había querido decir eso. Agregó: “Yo entien- 
do que lo que ha querido la Constitución es que se presente a 
la Legislatura venidera un cúmulo de proposiciones, de mocio- 
nes contradictorias o no, apoyadas por la tercera parte de am- 
bas Cámaras. La Legislatura venidera no tiene iniciativa; por 
consiguiente, hay que darle amplio campo para que pueda se- 
leccionar, para que pueda tratar, para que pueda reformar la 
Constitución. No cabe, pues, un Proyecto de Constitución como 
aquí se indica, Proyecto que tendría que obedecer a un plan 
sujeto a un sistema determinado”. Expresó sus dudas respecto 
a la oportunidad de la reforma. Dijo no desconocer los defec- 
tos de la Constitución pero a pesar de ellos, miraba con mucho 
respeto ese Código político. Desearía que los preliminares de 
su revisión estuviesen rodeados de la suficiente garantía y se- 
riedad que requiere asunto tan importante. Después de referirse 
al intento de 1879 expresó que si no se aplazaba, votaría en 
contra del Proyecto. 


Antonio María Rodríguez sostuvo el proyecto defendiendo la 
interpretación que hacía del artículo 157 cuya redacción oscura, 
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se prestaba a dos interpretaciones. Expresó que la interpretación 
del proyecto era la más acertada “porque está en armonía con los 
precedentes observados en esta materia en casi todos los países 
en que se ha abordado la reforma constitucional, lo que siempre 
se ha realizado por medio de Asambleas Constituyentes”. Gil 
entendía que esa interpretación estaba en contradicción con los 
antecedentes nacionales que era lo que había que tener en 
cuenta. Rodríguez señaló sin embargo que la Constitución del 
año 30 se había hecho por una Asamblea Constituyente, de 
manera que frente a las dos interpretaciones del artículo 157, 
de si la reforma debía hacerse en Cámaras separadas o en Cá- 
maras reunidas, entendía que esta última era la mejor de las 
dos interpretaciones. Insistió, ante los argumentos de Gil y Ga- 
llinal, en que la reforma, según el artículo 157, debía hacerse 
en Cámaras reunidas. Era partidario de entrar de inmediato a 
la discusión del proyecto, declarándose contrario a un aplaza- 
miento indefinido como lo proponía Gil. Al fin se resolvió 
aplazar el asunto por unos días.'* Sin embargo fue tratado nue- 
vamente recién el día 5 de abril de 1892. El diputado Gil 
expuso sus objeciones al proyecto. En primer término dijo: “es 
contrario a la letra y al espíritu de nuestra Constitución, con- 
trario a la letra del art. 157 y también al espíritu de nuestras 
instituciones formuladas en cada uno de los artículos de nuestra 
Carta Fundamental. Y como si no fuera esto bastante para des- 
echarlo, el Proyecto encierra tal procedimiento de Comisiones Es- 
peciales, de Comisión General y mociones de reconsideración, 
etc. que viene a dificultar completamente la reforma de la Cons- 
titución”. Agregó que era contrario a la letra del artículo 157, 
“porque este artículo condena el procedimiento adoptado en el 
Proyecto y aconsejado por la Comisión de Legislación”, 


Más adelante expresó que era contrario al espíritu de nues- 
tras instituciones porque “anula completamente la influencia 
del Senado” sobre lo cual se extendió. Mocionó en el sentido de 
que el estudio de las reformas se hiciera por una Comisión Es- 
pecial, compuesta de quince miembros, como se propuso en la 
legislatura del año 82, nombrada por la Cámara. Esta Comi- 
sión estudiaría y propondría las reformas que hubiera que hacer 
a la Constitución. 


18 "Diario de Sesiones de la H. Cámara de Representantes”. Tomo 
CXIV antes citado, págs. 464-479. 
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En síntesis, las objeciones de Gil al proyecto de Rodríguez 
y Campisteguy eran: 1° Que el proyecto era contrario al espi- 
ritu de nuestras instituciones, en cuanto a que la regla general 
era la discusión en ambas Cámaras; 2° que el proyecto desco- 
nocía “la influencia legítima que debe tener el Senado” pues 
la mayoría estaría dada por los diputados de manera que estos 
en definitiva resolverían el asunto; 3% “que si la Constitución 
hubiera querido que el proyecto se discutiese en Asamblea, lo 
hubiera establecido expresamente”. 


Antonio María Rodríguez refutó estas críticas de Luis M. 
Gil. No veía los inconvenientes que anotaba Gil y expresó que 
votaría en contra de su moción. El diputado Juan José Segun- 
do usó de la palabra para expresar su oposición al proyecto de 
Rodríguez y Campisteguy y su oposición a la moción de Gil. 
Entendía que el artículo 157 señalaba el procedimiento a se- 
guirse: “un grupo de Diputados en su Cámara y otro de Sena- 
dores en la suya, podrían proponer las reformas o adiciones, o 
artículos que se les ocurra”. 


Las reformas debían ser propuestas por las Cámaras sepa- 
radamente. Agregó que si la Constitución no se reformaba de 
acuerdo al procedimiento concreto de los artículos 157 y 158, 
votaría “porque la Constitución actual sea la que impere siem- 
pre; porque si hemos de reformarla contrariamente al espíritu 
y letra de los artículos 157 y 158, es posible que eso fuera 
un semillero de revoluciones. No es el único caso que ha exis- 
tido, que medio país ha levantado la Constitución vieja, y otro 
medio ha levantado la Constitución reformada; y esto ha traído 
grandes desastres y derramamientos de sangre, y podría suceder 
en nuestro país, que ya lleva cincuenta años de luchas intesti- 
nas desastrosas, y vendríamos a agregar un factor mas de des- 
gracias a las que ya ha tenido”. Terminó manifestando que vo- 
taría en contra de las dos proposiciones porque ninguna de ellas 
se ajustaba al artículo 157 de la Constitución. Habló luego el di- 
putado Hipólito Gallinal. Comenzó por hacer un panegírico de la 
obra de los Constituyentes de 1830. Entendía que la revisión en 
Asamblea General era contraria a la letra y al espíritu de la Cons- 
titución. Expresó que no había manifestación espontánea que 
demostrara que el pueblo deseaba la reforma. Pidió a sus co- 
legas que meditasen sobre la autoridad moral que se necesita- 
ba para emprenderla. Dijo que la interpretación de Rodríguez 
era difícil de fundamentar porque no descansaba en principio 
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ni antecedente constitucional alguno. Al terminar su diserta- 
ción Hipólito Gallinal puso de manifiesto su “oposición franca 
a la reforma mientras no varíe la situación del país”. 


“En tanto que esto no sea posible —agregó— dictemos, 
señores Representantes, una buena ley electoral; estimulemos y 
habilitemos al pueblo a ejercer libremente el derecho de su- 
fragio, para que en época de menos apremio, de mas tranqui- 
lidad, de mas educación política, se pruebe la necesidad de la 
reforma y se realice”. Terminó diciendo “Las culpas de todas 
estas desgracias, no es de la Constitución; la culpa es nues- 
tra”.'” En la sesión siguiente —7 de abril de 1892— Anto- 
nio María Rodríguez contestó a Gallinal. Dijo pensar todo lo 
contrario. Si bien está de acuerdo en que la Constitución de 
1830 “es un modelo de sabiduría y de admiración, juzgada en 
atención a la época y condiciones en que fue redactada y san- 
cionada, ello no debe ser un obstáculo para que nosotros, apre- 
ciándola imparcialmente, a mas de medio siglo de distancia de 
la fecha de su sanción solemne, reconozcamos que en esa Cons- 
titución hay lagunas que colmar y defectos a corregir”. Ro- 
dríguez refutó el discurso de Gallinal en lo que se refería a 
negar la utilidad de su reforma por no haber nada que refor- 
mar en ella. Se refirió luego a la crítica que hizo Gallinal 
del proyecto relativo al procedimiento que debía seguir aque- 
lla legislatura para indicar los puntos que debían reformarse. 
Gallinal y Segundo se oponían radicalmente a que la revisión 
se hiciese en reunión de ambas Cámaras. Refutó sus apreciacio- 
nes al respecto no creyendo —dijo— que la reforma pudiera 
provocar las divisiones que preveía Gallinal y en caso que las 
provocara, no veía mal en ello. Por el contrario —agregó— 
las divisiones por divergencias en materia constitucional “son 
dignificantes del pueblo que las sustenta”. Defendió su proyec- 
to pretendiendo demostrar que la interpretación de los artícu- 
los 157 y 158 del proyecto que presentó con el Dr, Campis- 
teguy cabía perfectamente; no era anticonstitucional. Respecto 
a la duda manifestada por el Dr, Hipólito Gallinal sobre si 
existía un anhelo de reforma, Rodríguez mencionó las declara- 
ciones formuladas por los legisladores de 1873 y 1888. "En 
nuestro país —agregó— es cierto que no se ha producido has- 


. 19 “Diario de Sesiones de la H. Cámara de Representantes”. Mon- 
tevideo, 1893. Tomo CXVIII, págs. 262-285. 
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ta ahora un plebiscito o manifestación popular de otro carác- 
cer, en favor de la reforma. Pero eso puede tener su explica- 
ción; es debido tal vez a que el propio procedimiento que nues- 
tra Constitución establece para llegar a la reforma, hace muy 
dudoso, muy lejano, el período de la efectividad de las refor- 
mas; eso sin duda, explica el poco entusiasmo popular, la po- 
ca fe en el éxito de cualquier movimiento de opinión popular, 
la poca fe en el éxito de cualquier movimiento de opinión a 
favor de una reforma constitucional”. Señaló como de primera 
importancia, cuatro puntos a reformar: el procedimiento de re- 
forma sustituyendo el sistema de las tres legislaturas por una 
Convención Constituyente; organización de la vida municipal; 
forma de elección presidencial y la prolongación del período 
de duración del mandato presidencial, además de las enmien- 
das de segundo orden que no mencionó. Su enunciación —agre- 
gó— demostraba que el Dr. Gallinal estaba equivocado al soste- 
ner que no había llegado todavía la época de proceder a la refor- 
ma, Luego de defender la interpretación sustentada en el proyecto 
presentado con el Dr. Campisteguy, el Dr. Rodríguez expre- 
só que, al tener la convicción, por la consulta que había reali- 
zado en el Senado, que el proyecto sería rechazado en aquel cuer- 
po, ya que solo un senador pensaba como ellos, habían creído 
más práctico y conducente conciliar opiniones con los adversarios 
de ambas Cámaras. Agregó que con los Sres. Hipólito Gallinal, 
Luis M. Gil y Juan Campisteguy, habían redactado un proyec- 
to sustitutivo, por lo cual solicitaba el retiro del anterior. El 
nuevo proyecto estaba concebido en los siguientes términos: 


"El Senado y la Cámara de Representantes, etc., etc. 


DECRETAN: 


Art. 1%. La revisión de la Constitución de la República que 
deberá practicar la XVII Legislatura (de acuerdo con 
lo resuelto por la H. Asamblea General el 11 de ju- 
nio de 1888), se efectuará en ambas Cámaras, ob- 
servando el procedimiento establecido en los artícu- 
los siguientes: 

(En este art. se sustituyeron los palabras Asam- 
blea General por la de ambas Cámaras de acuer- 
do al pensamiento dominante en el Senado y en 
muchos integrantes de la Cámara de Diputados). 


Arr. 


Art. 


Art. 


49, 
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Toda reforma, variación o adición a la Constitución, 
deberá ser presentada por escrito en cada Cámara y 
luego de fundada por su autor, si fuese apoyada 
por tres Senadores y cinco Diputados respectivamen- 
te, se pasará a estudio de la Comisión Especial de 
Constitución. 


Créase una Comisión Especial de Constitución en 
cada Cámara, compuesta de cinco Senadores y diez 
Diputados respectivamente, elegidos a mayoría de vo- 
tos por cada Cámara. 

Esta Comisión tendrá por objeto estudiar las 
reformas, adiciones o variaciones a la Constitución, 
propuestas por los señores Senadores y Diputados y 
formular en cada caso el Proyecto de reforma a la 
Constitución que ha de ser sometido a la discusión 
de cada Cámara. 


(En este articulo se hizo otra corrección to- 
mando en cuenta una crítica fundada que hizo el 
Dr. Aréchaga al Proyecto, de que no se podía ha- 
cer un Proyecto de Constitución, sino Proyectos par- 
ciales de reforma; que podrían hacerse Proyectos de 
reformas sobre todos los artículos pero no una Cons- 
titución completa, según los términos de la Consti- 
tución vigente). 


Las comisiones de Constitución presentarán su dicta- 
men tres meses antes de finalizar el 3.” período de 
la XVII Legislatura. 


(Esta era otra modificación que se imponía por el 
curso que habían tomado los sucesos). 


Aceptado en general el Proyecto de reforma a la 
Constitución por una tercera parte de los miembros 
presentes de cada Cámara, se pasará a discutirlo en 
particular, y solo se reputarán incorporados al Pro- 
yecto de reformas a la Constitución que ha de ser 
sometido a la consideración de la XVII Legislatura 
(de acuerdo con los artículos 157 y 158 de la Cons- 
titución vigente), las reformas, adiciones o variacio- 
ciones que hayan sido apoyadas en cada caso por una 
tercera parte de los miembros presentes de cada Cá- 
mara. 


408 REVISTA HISTÓRICA 


Art. 6°. En el curso del debate, los Senadores y Diputados po- 
drán proponer nuevas reformas o adiciones a la Cons- 
titución o al Proyecto de la Comisión pero éstas no 
podrán ser tratadas sobre tablas, sino que, formula- 
das de acuerdo con lo establecido en el art. 2? debi- 
damente apoyadas, se pasarán a estudio de la Comi- 
sión de Constitución. La Comisión gozará de un tér- 
mino de diez días para expedirse sobre cada una de 
esas reformas, pudiendo ser prorrogado este plazo, 
por resolución especial de la Cámara a solicitud de 
la Mayoría de la Comisión. 


Art. 7%. Las Cámaras Constituyentes se reunirán los días y 
horas que ellas mismas designen. 


Art. 8%. Comuníquese, etc.”.* 


Este proyecto pasó a estudio de la Comisión de Legislación 
debiendo ésta informar oralmente en la siguiente sesión. En esa 
oportunidad el diputado Eduardo Lenzi expresó, a nombre de la 
Comisión, que se habían suscitado serias dificultades que no po- 
drían resolverse en el poco tiempo que se le había acordado pa- 
ra pronunciarse. Como, además, recién en la tarde anterior se 
había repartido a los Diputados y éstos tampoco habían tenido 
tiempo de estudiarlo, mocionó para que se suspendiera la discu- 
sión de este asunto hasta que la Comisión pudiera expedirse “con 
el estudio requerido por su importancia y sea impreso y repar- 
tido su dictamen en la forma reglamentaria”, moción que fue 
aprobada por la Cámara.” 


VII 


Como el anterior, este proyecto no encontró ambiente fa- 
vorable en la Cámara. No llegó a discutirse ni se produjo in- 
forme sobre él, a pesar de haber sido impreso y repartido. De 
ahí que Rodríguez presentara solo, un tercer proyecto, el 5 de 
mayo de 1892. Este tercer proyecto de reforma Constitucional se 
refería exclusivamente al procedimiento de reforma, sustituyendo 
el trámite de las tres legislaturas por una Convención Nacional 
Constituyente. 


20 "Diario de Sesiones de la H. Cámara de Representantes”. Tomo 
CXVIII citado anteriormente, págs. 295-315. 

21 "Diario de Sesiones de la H. Cámara de Representantes”. Tomo 
antes citado, págs. 332-334, 
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Decía así: “Proyecto de Convención Nacional Constituyen- 
te. El Senado y Cámara de Representantes, en uso de los pode- 
res especiales conferidos a sus miembros para proceder a la re- 
forma de la Constitución, y de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 157 de dicha Constitución, resuelven proponer a la 
XVIII Legislatura, como única reforma, la que se indica en se- 
guida”. 

“Modificar los artículos 153, 154, 155, 156, 157 y 158, 
de acuerdo con las siguientes bases: 


“1%. Declarada por la H. Asamblea General Legislativa de 
interés nacional la revisión total o parcial de la Constitución, es- 
ta revisión se llevara a cabo por intermedio de una Convención 
Nacional Constituyente, elegida directamente por el pueblo”. 

“Esta Comisión funcionará con absoluta independencia de 
la Asamblea Legislativa ordinaria, y tendrá por único y exclusi- 
vo cometido, proyectar, discutir y sancionar las reformas que la 
Constitución reclame”, 


"2%, La Convención se compondrá de un número de miem- 
bros igual al total de los que constituyen la H. Asamblea Ge- 
neral Legislativa, en la época en que aquella Convención sea 
convocada”. 


“3% Para poder ser electo miembro de la Convención Na- 
cional Constituyente, será menester reunir las mismas condicio- 
nes que la Constitución exige para poder ser electo Senador”. 


“4% El cargo de Convencional será gratuito y compatible 
con el ejercicio de cualquier otro empleo o función pública, sal- 
vo lo dispuesto en el artículo 25 de la Constitución vigente. No 
se hallan comprendidos en esta excepción los empleos para cu- 
yo ejercicio se requieran aptitudes técnicas o profesionales”. 


“5%. Los miembros de la Convención Nacional Constitu- 
yente gozarán de las mismas prerrogativas, inmunidades y exen- 
ciones acordadas a los miembros del Poder Legislativo”. 


“6* La elección de la Convención se verificará a los tres 
meses de sancionada su convocatoria por el Cuerpo Legislativo, 
pero no se constituirá en Asamblea deliberante, sino después de 
transcurridos seis meses, contados desde la fecha de su elección, 
y siempre que a esta elección haya concurrido la mayoría de los 
ciudadanos inscriptos en el Registro Cívico”. 
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"7%, Las vacantes que se produzcan en la Convención, por 
renuncia, muerte o cualquier otra causa, serán llenadas por su- 
plentes elegidos al mismo tiempo que los titulares”. 


"8%, En la organización y régimen interno de la Conven- 
ción, se aplicarán en lo posible las mismas reglas y principios 
establecidos por la Constitución vigente para el Cuerpo Legisla- 
tivo”. 

"9% La instalación solemne de la Convención Nacional 
Constituyente, se verificará en una de las plazas públicas de la 


Capital, en presencia del pueblo, convocado al efecto, y de to- 
dos los Altos Poderes del Estado”. 


“En ese acto, los Convencionales prestarán en manos del 
Presidente de la H. Asamblea Legislativa el siguiente juramento: 


—"Juráis ante Dios y la Patria desempeñar bien y fielmen- 
te el cargo de Convencional para que habéis sido electo?”. 

—"'Si, juro”. 

— "Si asi lo hiciereis, Dios y la Patria os lo premien; y si- 
no, os lo demanden”. 


“10%. Las reformas a la Constitución o a la nueva Constitu- 
ción sancionada por la Convención Nacional Constituyente, se- 
rán promulgadas por ella misma, quien al mandarlas publicar, 
suscritas por todos sus miembros, fijará a la vez la fecha en que 
deban entrar a regir”. 


“11%, La Convención celebrará sus sesiones en la Capital 
de la República y en el local que ella misma designe, no pu- 
diendo prolongarse aquellas por mas de seis meses. Si vencido 
este plazo, la Convención no hubiese llenado su cometido, to- 
tal o parcialmente, se declarará disuelta, y continuará en vigen- 
cia la Constitución revisada, sin alteración alguna hasta tanto 
otra Legislatura no declare nuevamente de interés nacional la 
reforma y convoque otra Convención. — Montevideo, Mayo 5 
de 1892”. 

El nuevo proyecto pasó a estudio de la Comisión de Le- 
gislación que se expidió el 6 de mayo de 1892. La integraban 
los Sres. Luis Melián Lafinur, Eduardo Lenzi, Francisco del 
Campo y Carlos E. Barros. En su informe, la Comisión opinaba 


22 "Diario de Sesiones de la H. Cámara de Representantes”. Mon- 
tevideo, 1893. Tomo CXIX, págs. 7-8. 
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que debía ser sancionado ya que contaba con adherentes no só- 
lo en la Cámara de Diputados y en el Senado, “sino en el país 
entero, y especialmente en el concepto de muchos de sus hom- 
bres ilustrados”. 

Consulta la soberanía popular —agregaba— "fuente fe- 
cunda y única para fijar y regularizar los derechos políticos, un 
tanto menoscabados, hay que decirlo, en los artículos constitucio- 
nales que ponen trabas tales a la reforma, que de seguirse la tra- 
mitación allí prescripta es casi seguro que jamás lograríamos los 
cambios reclamados por nuestro régimen institucional. Pero es- 
tando en la conciencia pública que la revisión se impone des- 
pués de más de sesenta años de vida política en que las defi- 
ciencias del Código de 1830 se han palpado con todo su corte- 
jo de inconvenientes, es ocioso insistir en que, hallándose de 
acuerdo en la reforma los ciudadanos de todas las opiniones que 
dividen al país, lo correcto y lo patriótico es acometer desde lue- 
go la tarea de revisión; y ninguna forma más adecuada que esa 
obra es dable imaginar, que la de una Convención Nacional Cons- 
tituyente, que venga prestigiada por la pureza de los medios que 
se hayan empleado para elegirla, y por el personal desinteresado 
y competente que la componga”.”* La Comisión proponía ligeras 
enmiendas y aconsejaba su sanción. 


Se puso luego en discusión general en la sesión del 17 de 
mayo de 1892. Hizo uso de la palabra el diputado Manuel A. 
Silva quien consideró inconstitucional el proyecto, porque la 
Constitución decía que compete exclusivamente al Poder Legis- 
lativo reformarla. Esa inconstitucionalidad “sería —dijo— fuen- 
te fecunda de anarquía y de bandera para las pasiones políticas, 
para la anarquía que con tanta facilidad puede asomar en na- 
cionalidades nuevas como la nuestra”. 


El Dr. Antonio María Rodríguez contestó a Silva defendien- 
do la constitucionalidad del mismo. Alrededor de este punto se 
generalizó la discusión en la que intervinieron varios legisladores: 
Batlle y Ordóñez, Eduardo Lenzi, Antonio E. Vigil, Luis Melián 
Lafinur, Juan José Segundo, Francisco J. Ros, prolongándose 
en la sesión del 19 de mayo.** El 31 de ese mes se inició la dis- 
cusión particular comenzándose por el exordio o encabezamiento, 


23 "Diario de Sesiones de la H. Cámara de Representantes”. Tomo 
CXIX antes citado, págs. 133-135. 

24 “Diario de Sesiones de la H. Cámara de Representantes”. Tomo 
CXIX antes citado, págs. 135-136 y 158-186, 
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donde se establecían los artículos de la Constitución, que se ha- 
bían de modificar (153, 154, 155 y siguientes). Luego se pa- 
saría a las bases. El diputado Antonio E. Vigil mocionó en el 
sentido de cambiarle de título: en lugar de Proyecto de Conven- 
ción Nacional Constituyente propuso Proyecto de Reforma 
Constitucional. Consideraba que este título era más ajustado, Ro- 
dríguez no veía razón en el cambio, lo consideraba de simples 
palabras. Propuso sí que se cambiase la redacción suprimiendo 
lo de “única reforma” por “la reforma que se indica a continua- 
ción” e incluía, según lo había propuesto el diputado Silva, el 
artículo 152 entre los artículos a reformar. 


La discusión siguió en la sesión del 2 de junio de 1892. 
Quedó aprobada la modificación al título propuesta por el dipu- 
tado Vigil y el proemio con la modificación propuesta por Ro- 
dríguez. Luego entró en discusión la base 1? Fue aprobada con 
el voto negativo de Silva que usó de la palabra para oponerse a 
la Reforma mediante una Convención por considerar que ello 
era apartarse del sistema de reforma propuesto por la Constitu- 
ción. La 2* base fue aprobada con la modificación propuesta por 
la Comisión de Legislación referente a precisar que la Conven- 
ción se compondría de un número de miembros titulares igual al 
total de los que constituyen la H. Asamblea. 


La base 3* que establecía para los convencionales las con- 
diciones requeridas para ser electo senador, fue largamente dis- 
cutida. El diputado Tulio Freire mocionó en el sentido de que 
se ampliara el límite de edad para dar entrada en la Conven- 
ción al elemento joven. Para ser senador se requerían 33 años, 
en cambio para ser electo diputado, sólo 25. Freire proponía 
que las exigencias fuesen las de diputados. Las dos mociones fue- 
ron aprobadas pues ambas fueron apoyadas por una tercera par- 
te de los miembros de la Cámara. 


La base 4? y la 5° fueron aprobadas sin discusión. La ba- 
se 6? también fue aprobada luego de algunas explicaciones for- 
muladas por Antonio María Rodríguez para aclarar dudas de in- 
terpretación planteadas por los diputados. La discusión particular 
continuó en la sesión del 4 de junio de 1892 con la base 7° 
del Proyecto, relativa a la provisión de las vacantes. No fue 
aceptada siendo aprobada en su lugar la base 7* propuesta por 
la Comisión. Se llenarían por nueva elección y no por suplentes 
electos al mismo tiempo que los titulares. 
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La base 8? fue igualmente aprobada. En la discusión de la 
base 9? se objetó la ceremonia de instalación en una plaza pú- 
blica y el juramento por Dios. Sobre este punto José Batlle y 
Ordoñez hizo una exposición en que declaró creer en Dios y no 
pertenecer a la escuela positivista. Sin embargo sostenía que de- 
bía eliminarse la palabra Dios del juramento porque eso violen- 
taba los derechos de los que no creían en Dios —los ateos— o 
de los positivistas que no querían mencionar a Dios porque ese 
era un asunto que no les incumbía. No niegan ni afirman su 
existencia, expresó.” 


VII 


La discusión sobre este punto continuó en la sesión del 9 
de junio de 1892 en la que Luis Melián Lafinur pronunció un 
hermoso discurso. Manifestó que Jos miembros de la Comisión de 
Legislación, Sres. Barros, Lenzi y él, aceptaban la modificación 
propuesta por Batlle y dio los fundamentos de este cambio de 
opinión. Luego de haberla estudiado, se ha persuadido —dijo— 
que “la sola invocación a la patria, es preferible a la fórmula 
que anteriormente había propuesto la comisión”. Señaló los pre- 
cedentes de Estados Unidos e Inglaterra, las razones religiosas 
—caso de los cuáqueros a quienes les está prohibido invocar a 
Dios para un juramento— y las razones de orden general de 
que las cosas de la religión y las cosas del fuero de la concien- 
cia, no deben mezclarse en los actos políticos, para apoyar la en- 
mienda propuesta por Batlle. Antonio M. Rodríguez, autor del 
proyecto, también la aceptó. Al fin fue aprobada por la Cá- 
mara con la oposición manifiesta del diputado Nicolás Granada. 
La base 10* fue aprobada. Quedó en esta forma aceptado el pro- 
yecto de Rodríguez relativo a la Reforma de la Constitución en 
lo que se refería al proceso de Reforma.?* 

Pasó al Senado donde fue puesto en discusión en la sesión 
del 11 de julio de 1893.” 

La Comisión de legislación compuesta por los Sres. José L. 
Terra, Lucas Herrera y Obes, Carlos María Ramírez, Martín 


25 "Diario de Sesiones de la H. Cámara de Representantes”. Tomo 
antes citado, págs. 301-306, 308-347 y 349-369. 

26 "Diario de Sesiones de la H. Cámara de Representantes”. Tomo 
antes citado, págs. 395-403. 

27 "Diario de Sesiones de la H. Cámara de Senadores”. Montevideo, 
1894. Tomo LXI, págs. 531 y sigts. 
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Aguirre y Alcides Montero, que firmó en discordia con las con- 
clusiones, se pronunció en contra del proyecto. Comenzó por se- 
ñalar cual era el procedimiento de reforma establecido en la 
Constitución de 1830 expresando que sin duda alguna era un 
procedimiento lento y difícil pero que respondió al sano y pa- 
triótico propósito de salvar la Constitución de la volubilidad de 
las pasiones anárquicas y de las ambiciones prepotentes. Reseñó 
el proceso que venía desarrollándose desde 1888, cuando la le- 
gislatura anterior, por resolución del 11 de junio de aquel año, 
declaró que el interés nacional exigía que se revisase la Consti- 
tución de la República. Luego el 8 de junio de 1892 la Cáma- 
ra de Diputados envió al Senado una serie de enmiendas que 
obtuvieron el apoyo de más de una tercera parte de sus miembros. 
Correspondía ahora a este cuerpo apoyar o desechar esas en- 
miendas por más de dos terceras partes de votos. 


Respecto al proyecto aprobado en la Cámara de Represen- 
tantes, la Comisión hacía notar que se limitaba a reformar los 
artículos relativos a la Reforma Constitucional. En lugar de las 
tres legislaturas, establecía que “resuelto por una Legislatura or- 
dinaria que la Constitución debe reformarse, el pueblo entra a 
elegir una Convención Constituyente que discuta y sancione por 
si sola las reformas constitucionales”. 


La Comisión consideraba “que en las actuales circunstan- 
cias del país no hay conveniencia alguna en abrir la puerta a 
fáciles y frecuentes reformas de la Constitución por el simple 
voto de una Legislatura y de una convención convocada a ese 
solo efecto”. Aconsejaba el “rechazo absoluto de las enmiendas 
remitidas por la Honorable Cámara de Representantes”. Juzga- 
ba que “no era oportuno proponer enmiendas de otra índole, 
que afecten los principios fundamentales o el mecanismo orgá- 
nico de la Constitución. Bajo la presión de la crisis económi- 
ca, —decía— el país no se ha preocupado ni ha podido preo- 
cuparse de las reformas que sería útil introducir desde luego en 
aquel Código; y ahora toda iniciativa a ese respecto surgiría co- 
mo expresión de juicios individuales, sin arraigo y sin eco en 
la opinión pública”. 

“Pensamos pues —agregaba la Comisión— que a seme- 
janza de lo que se hizo en 1882, la revisión Constitucional de 
1888 debe quedar sin efecto por falta de enmiendas que reu- 
nan una tercera parte de los votos de ambas Cámaras y apla- 
zarse en consecuencia la reforma de la Constitución para tiem- 
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pos mas propicios al debate de las cuestiones sociales, religio- 
” 28 


sas y políticas”. 


El Dr. Martín C. Martínez comentó en El Siglo este pro- 
yecto manifestándose contrario a él. Lo consideraba un verda- 
dero peligro para la estabilidad de las instituciones por la po- 
sibilidad de hacerse la reforma en pocos meses. Su principal crí- 
tica radicaba en el poco tiempo que transcurriría entre la pro- 
clamación de la necesidad de la reforma constitucional y su san- 
ción definitiva. Defendía la Constitución de 1830 declarando 
no ser verdad el que hubiera sido obstáculo para mejoras fe- 
cundas habiéndolo en cambio sido para algunos atentados. Sos- 
tenía las ventajas del procedimiento de reforma establecido en 
ella sobre el del proyecto, solidarizándose con el dictamen de la 
Comisión del Senado. Si bien no creía en las versiones que asig- 
naban al Presidente Julio Herrera y Obes, ambiciones reeleccio- 
nistas, veía un peligro en las facilidades que el proyecto otor- 
gaba para que en el futuro pudiera hacerse reelegible la pre- 
sidencia o prolongar su mandato a seis años o modificarse la 
organización de las Cámaras o del Poder Judicial, “todo a la 
minuta”, "según la impaciencia del Gran Elector”. “En países 
como el nuestro —agregaba— de tan escaso respeto institucio- 
nal, en que todas las subversiones se temen, como lo prueba 
este mismo rumor de la reelección, será una imprudencia cri- 
minal permitir a sabiendas que la Constitución pueda alterarse 
en unos cuantos meses, según el capricho o el interés de los 
gobernantes o de los partidos prepotentes”.? 


28 "Diario de Sesiones de la H. Cámara de Senadores”. Tomo LXI 
antes citado, págs. 533-535. 

. 29 El Siglo. Montevideo, 12- y 18 de julio de 1893. Véase el Apén- 
dice N? 6, En la edición del 13 de julio de ese año bajo el título "La 
votación del Senado” expresaba El Siglo: 

“Estamos lejos de creer ni media coma de las versiones que se han 
dado a circular por algunos colegas sobre intenciones pérfidas de reelec- 
ción o de prórroga en el mando de parte del Presidente de la República, 
que se ocultarían en el proyecto de reforma de la Constitución. En primer 
lugar porque para nada le serviría el talento que tiene, si el doctor Herrera no 
alcanzase la gravedad y la resistencia que ofrecería una tentativa de esta 
especie traducida, con razón, como una pretensión de dominio personal e 
indefinido, que al fin le depararía la misma suerte que a otros ambiciosos 
vulgares”. Más adelante agrega: 

Pero si el texto mismo del proyecto es una demostración acabada del 
absurdo de tal especie, no es menos cierto que la facilidad con que puede 
hacerse la reforma de la constitución en pocos meses con arreglo a él, lo 
constituye en un verdadero peligro para la estabilidad de las instituciones 
según lo demostrábamos ayer. ' 
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IX 


En el Senado las opiniones estuvieron divididas. La discu- 
sión sobre la reforma se prolongó a la sesión del 13 de julio 
de 1893 en la que el Senador Juan Idiarte Borda partidario de 
la reforma, manifestó su extrañeza al conocer la posición de 
algunos Senadores que fundamentaban su oposición en la si- 
tuación del país, no considerando oportuno ni conveniente en- 
trar en aquellas circunstancias a reformar la Constitución. Idiar- 


Es posible, no obstante el dictamen de la Comisión, que se encuentre 
en el Senado el tercio de votos que únicamente se necesita para apoyar 
las modificaciones y hacerlas pasar a la siguiente legislatura. 

Y como el asunto va a tener una segunda discusión en el Senado con- 
viene por lo mismo insistir en que al menos se modifique parcialmen- 
te el proyecto, estableciendo la garantía del tiempo entre la proclamación 
de la necesidad de la reforma constitucional y su sanción definitiva. 

Por lo mismo que la suspicacia pública ya se ha apoderado de este 
asunto, sería conveniente desvanecerla en absoluto, tanto más cuanto que 
esa suspicacia no es del todo censurable: en el fondo habría el interés 
patriótico de que en ningún caso sirviese la Constitución como expediente 
de ambiciones vulgares. 

En países como estos, de tan escaso respeto institucional, en que 
todas las subversiones se temen, como lo prueba este mismo rumor de la 
reelección, será una imprudencia criminal permitir a sabiendas que la 
Constitución pueda alterarse en unos cuantos meses, según el capricho o 
el interés de los gobernantes o de los partidos prepotentes. 

Aún en el campo de la teoría, en buena doctrina constitucional no 
se considera que una constitución pueda ser legítimamente sancionada sin 
que el pueblo ratifique por una votación solemne el proyecto que haya 
preparado la Constituyente. En los Estados Unidos se observa religiosa- 
mente este principio como una máquina fundamental de la democracia 
americana, y se recuerda que cuando una vez, en el Estado de Nueva York, 
se pretendió prescindir de la ratificación por el pueblo, la gran autoridad 
del canciller Kent se levantó contra esa tentativa y consiguió hacerla anular. 

Entre nosotros esa consulta directa ofrecería dificultades prácticas, pe- 
ro la ratificación podría hacerse por medio de una nueva asamblea, cuyo 
cometido se limitase a ratificar o no el proyecto preparado por la con- 
vención. La cuestión esencial, repitámosla, sería la de poner cuando menos 
tres años de intervalo entre una y otra convención, a fin de que no pa- 
sase reforma constitucional alguna que no respondiese a un probado inte- 
rés social y que esos trámites forzosos alejasen la idea de servirse de la 
reforma constitucional como un arma de partido para responder a propó- 
sitos ocasionales o a ambiciones prepotentes. 

Es preciso que nadie, ni un hombre, ni un partido, puedan pensar en 
nuestro país en hacer derogar un artículo de la Constitución porque sea 
valla para tal o cual propósito pasajero, que aún no siendo ilegítimo pue- 
de ser mal inspirado. Ese es el peligro que no prevé el proyecto de la 
Cámara de Representantes y que aún estaría en tiempo la fracción del Se- 
nado que lo acepta, de reformar en esa parte. Nada cuadraría mejor al es- 
píritu prudente y conservador que, según la teoría constitucional, debe ca- 
racterizar a esa rama de la legislatura”. (El Siglo. Montevideo, julio 13 de 
1893, pág. 1, col. 1). 
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te Borda, creía, por el contrario, que la situación era propicia, 
por lo menos, igual a la del año 1880 en que varios senadores 
que ahora se mostraban contrarios, entonces abogaron por ella. 
Señaló Idiarte Borda que los Dres, José L. Terra, Blas Vidal, 
Monseñor Mariano Soler y Martín Aguirre, en aquella época, 
habían manifestado sus “inquebrantables convicciones” respecto 
a la necesidad de la reforma aconsejando justamente lo que la 
actual Cámara de Representantes había indicado. Ante esa con- 
tradicción se permitía preguntar: “¿La actualidad política del 
país, cuando menos, no es semejante —aunque yo creo que es 
muy superior— a la de 1880? ¿Si en aquella época se aconsejaban 
esas reformas, porqué hoy no se hace lo mismo? ¿Que peligros 
existen actualmente que no pudieran existir en aquella época, 
para que estas modificaciones se aconsejasen entonces y se re- 
chazasen hoy?”.* El Dr. Martín Aguirre contestó a Idiarte Bor- 
da explicando su actitud de 1880 y la que asumía en aquel mo- 
mento. Dijo que no había inconsecuencia en su proceder al abo- 
gar antes por la reforma que ahora desechaba. Para demostrar- 
lo hizo la siguiente exposición: 

“La Asamblea del año 74 había declarado como la que 
nos ha precedido de inmediato, la necesidad pública de la re- 
forma constitucional. Después de un interregno parlamentario 
bastante largo, la Asamblea del 79 apareció en el escenario po- 
lítico con la facultad expresa de proponer enmiendas a la Cons- 
titución. En el interín, se había dado el caso de que el gober- 
nante que regía de hecho los destinos de la República, al con- 
testar a solicitaciones que algunos ciudadanos poco celosos de 
su condición de tales le dirigían, pidiéndole la prórroga del sis- 
tema dictatorial, había manifestado que esa prórroga sólo po- 
día tener razón de ser en el caso de que se tratara de empren- 
der nuevo derrotero político mediante la reforma de la Cons- 
titución. Bajo la impresión de este precedente alarmante que in- 
quietaba a la opinión de que fue servidora respetuosa aunque 
mal apreciada la Asamblea de 1879, muchos miembros de ella, 
entre los que se contaba el que habla, se encontraron investi- 
dos de un cometido que pudiera servir para llegar a resultados 
contrarios a sus intenciones y propósitos patrióticos. 

: Hubo, pues, necesidad de idear y poner en práctica un me- 
dio cualquiera en virtud del cual a la vez que se pusiera en 
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ejercicio la facultad de proponer enmiendas a la Constitución, 
se inutilizara esa facultad como arma de innovaciones peligro- 
sas y tal yez funestas para la República. 


Me cupo entonces el honor de tomar la iniciativa buscan- 
do un procedimiento lento y difícil que aminorara en gran par- 
te los peligros que, con razón o sin ella, se presagiaban y temían. 
Propuse al efecto en el seno de la Cámara de Representantes 
que los cometidos de la Asamblea en la parte que correspondía a 
aquella Cámara, fueran confiados a una Comisión de quince miem- 
bros, no designados por el Presidente, sino electos a pluralidad 
de sufragios por la Cámara misma, tratando de que merced al 
número y a la forma de la elección se encontraran representa- 
dos en ella las diversas opiniones y las diversas tendencias por 
personas que pudiesen ser una garantía efectiva contra retrogra- 
daciones o innovaciones notoriamente malas. 


Fue así que la Comisión, parte de intento y parte en razón 
de su propia composición, demoró más de un año en expedirse 
y sólo al final del segundo período de la Legislatura, expidió 
su informe en mayoría y minoría y dentro de la mayoría y la 
minoría, todavía hubo salvedades y distinciones. La forma que 
se encontró más prudente para aplazar durante el término de 
aquella situación de día en día más difícil, la ejecución de to- 
da reforma, fue proponer que no se hicieran enmiendas sustan- 
ciales directas, sino que se variara el procedimiento de reformas 
aplazando así uno o dos años más las enmiendas efectivas”. “No 
se creía posible otra cosa” —continuó. “No había la libre opción 
en aquellos momentos, no se creía, por lo menos, en medio a 
las incertidumbres y zozobras que a todos preocupaban, que hu- 
biera la libre opción entre los extremos de no reformar nada, o 
entrar resueltamente en la vía de las reformas amplias, progre- 
sivas y benéficas, sin coacción mi peligros; y se tomó entonces 
el término medio de establecer que se reformaba tan sólo el 
procedimiento de reforma para que se produjera el aplazamien- 
to, como acababa de decirlo el señor senador por Maldonado. Las 
circunstancias cambiaron algo durante el proceso legislativo, pe- 
ro la esencia de las cosas persistió la misma, y en el año 82, 
en momentos de cesar por ministerio constitucional la Asamblea 
encargada de proponer enmiendas a la Constitución, alarmada 
profundamente por la intromisión indebida del Poder Ejecutivo 
que se permitía incluir entre los asuntos a tratarse en las sesio- 
nes extraordinarias el de la reforma Constitucional, en la cual 
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no tiene nada que ver el Poder Ejecutivo y respecto de la cual 
le está vedado expresar opiniones, alarmada como he dicho an- 
tes, por esta intromisión indebida, hubo un movimiento unánime 
de conservación institucional del cual puedo hablar con elogio, 
sin reserva alguna por la circunstancia de que, aún cuando era 
miembro de aquella legislatura no concurría por entonces a las 
deliberaciones, pues había tenido que abandonar el país en pos 
de los sucesos harto notorios del 20 de mayo de 1881. La Asam- 
blea declaró en ambas Cámaras por inmensa mayoría, que casi 
puede llamarse unanimidad, que no tenía enmiendas, variaciones 
ni adiciones que proponer al Código Fundamental de 1830. Esa 
resolución lleva más de diez años de hecha, y en esos diez años 
no se ha levantado ninguna voz de censura y si muchas de aplau- 
sos que hacen justicia laudatoria a la firme y patriótica pruden- 
cia de los que la adoptaron. Es evidente que por muy graves y 
notorias razones las circunstancias actuales son igualmente ma- 
las que en 1882 para acometer una reforma constitucional grata 
al país y bien acogida por éste. De cierto que, cuando no ha- 
yamos retrocedido por lo menos no hemos progresado en espí- 
ritu cívico. De cierto que no podemos halagarnos con la espe- 
ranza de sensibles adelantos en las prácticas del sufragio. Con 
una ley malísima, fruto circunstancial de funesto extravío, con 
una ejecución que exacerba los males propios de la ley y so- 
foca los derechos soberanos del pueblo hasta en aquella medida 
que los mismos absolutistas creen prudente cohonestar, no es po- 
sible que sinceramente nos prometamos una Asamblea Constitu- 
yente que refleje con mediana exactitud las opiniones y tenden- 
cias de la sociedad nacional. Faltan por consiguiente, ahora co- 
mo en 1882, términos hábiles para acometer la reforma. Una 
ventaja hay en cambio, y esa ventaja consiste en que podemos 
tener mayor libertad moral que la Asamblea del 82 para adop- 
tar el remedio radical de no proponer enmienda alguna. Incu- 
rriremos por lo mismo en mayor responsabilidad sino obramos 
con igual prudencia. Estas son las razones por las cuales no he 
trepidado en poner mi firma en el informe de la Comisión de 
Legislación en mayoría y en votar de acuerdo con las opiniones 
en él sentadas. De ninguna manera implica eso que en abstrac- 
to, prescindiendo de la oportunidad y de las circunstancias, sea 
yo enemigo de la reforma Constitucional. Las ideas que se en- 
cuentran en el informe de 1880 que ha recordado el señor se- 
nador por Maldonado, las profeso ahora como las profesaba en- 
tonces. 
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Creo que de haber probabilidad fundada de que pudiera 
la reforma ser benéfica y aceptable al país, no habría razón pa- 
ra oponerse a ella, pero a la verdad debiendo la reforma ser 
una obra del pueblo y tropezando con la coincidencia desgracia- 
da de que el interés político de la renovación del Poder Ejecu- 
tivo y Cámara de Representantes, prima sobre los intereses per- 
manentes de la nación influyendo morbosamente sobre el pro- 
ceso electoral, no me parece que debamos cometer a la Asam- 
blea que va a ser electa con fines especiales electorales y polí- 
ticos el de proceder a la reforma constitucional. Aquí está el 
fundamento capitalísimo que tengo para ser opuesto a la refor- 
ma actual, con que en principio soy partidario de ella. Hoy co- 
mo en 1880 mi oposición a la reforma es cuestión de oportuni- 
dad de reforma. Entonces creí que no podría conseguirse más 
que un aplazamiento y así lo aconsejé. Ahora creo que no es- 
tamos en el caso de emplear ese medio indirecto. Esta es la 
ventaja que reconozco a la actual situación sobre aquella. Me 
parece que no son necesarios rodeos, que puede francamente 
decirse: No conviene, no es oportuna, en el momento la re- 
forma; y precisamente por eso es que así francamente lo di- 
go”.* Lucas Herrera y Obes habló a continuación de Martín 
Aguirre para fundamentar su voto en contra del proyecto de 
reforma. Consideraba que el momento no era oportuno. “Un 
cúmulo de circunstancias económicas, políticas y hasta físicas mos 
han hecho atravesar años de verdadera angustia. Las consecuen- 
cias aún están por dominarlas en parte. Harto pesada era la 
tarea de la futura presidencia, y me parece que la dificultaría- 
mos en mucho preparando agitaciones que serán inherentes a la 
elección de una Convención encargada de la reforma Constitu- 
cional que tiene que entrañar indispensablemente cuestiones re- 
ligiosas que sabemos cuan candentes son, y en nuestro caso, pue- 
da decirse con verdad, se sabe como empezarán pero no se sabe 
como concluirán”.*?* El Senador Duncan Stewart sostuvo por el 
contrario que aquella era la verdadera época en que debía ini- 
ciarse la reforma de la Constitución; no creía en los peligros 
que otros legisladores vislumbraban. “La forma —dijo— en que 
se ha de llegar a la reforma de la Constitución, no entraña los 
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peligros que muchos explotan en estos momentos, de que es una 
trama para la reelección del Presidente de la República y otras 
vulgaridades por el estilo”. “Tengo la convicción— agregó— de 
que este gobierno deja consolidada en el país la libertad de la 
prensa, la libertad y los derechos de los ciudadanos y la libertad 
absoluta del sufragio y de las elecciones en su más amplia ma- 
nifestación, puesto que con la ley actual, sino quieren contri- 
buir los partidos a la renovación de los poderes públicos, es 
porque los guiará otra idea pues cuenta con plena libertad y 
a nadie se le coarta en el perfecto derecho de tomar ingeren- 
cia con su voto en la elección de la Asamblea futura”.** Dun- 
can Stewart votó favorablemente las enmiendas proyectadas por 
la Cámara de Diputados. Habló luego Amaro Carve en contra 
del proyecto de reforma y Tulio Freire en favor. Dándose el 
punto por suficientemente discutido, se pasó a la votación. Re- 
sultaron apoyadas suficientemente Jas bases de reforma constitu- 
cional venidas de la Cámara de Representantes; por tanto se pa- 
só a su discusión particular. Sin objeción fueron aprobadas las 
bases 1° y 2*. Respecto a la 3* relativa a la edad de los Con- 
vencionales fue aprobada la 2* proposición que permitía la 
elección aunque no tuvieran 33 años los candidatos. Sin discu- 
sión fueron aprobadas las bases 4* a 8* inclusive. Con la 9* 
se planteó el problema nuevamente del juramento por Dios. Los 
senadores Freire e Idiarte Borda se manifestaron contrarios a ella. 
Expresaron que la base 8* ya establecía que los convencionales 
debían hacer y proceder en la forma establecida por la Consti- 
tución para la reunión de su legislatura. “La Constitución ha 
establecido ya el juramento y la forma en que debe procederse 
para aceptar el puesto —dijo Idiarte Borda— ya sea de Sena- 
dor o representante y por analogía se aplicará a Jos Convencio- 
nales”. Consideraba que la base 9* estaba demás. El resultado fue 
que dicha base resultó suprimida. Fueron luego aprobadas las 
10* y 11°. La base 12* propuesta en la sesión anterior por el Se- 
nador por Minas, Prudencio Ellauri y que decía: “La revisión de 
la Constitución sólo podrá verificarse cuando menos, cada seis 
años a contar desde la sanción de las reformas primeras” fue 
desechada en la discusión. A pedido del Senador Alcides Monte- 
ro, se dejó constancia de que "las modificaciones a la reforma de 
la Constitución han sido apoyadas por 7 votos, tanto en las dis- 
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cusiones generales como en las particulares”. Así se hizo. De 
esta manera, y contra lo aconsejado por la Comisión, quedaron 
aprobadas en el Senado, el 13 de julio de 1893, las reformas 
a la Constitución propuestas en la Cámara de Representantes 
por Antonio María Rodríguez. Quedaba consumada la segunda 
etapa del proceso iniciado en 1888.** 


X 


Correspondía entonces a la XVIII Legislatura pronunciar- 
se sobre este proyecto de Reforma Constitucional. En la sesión 
del 6 de julio de 1894, el Senado trató el proyecto aprobado 
por la XVII Legislatura el 13 de julio de 1893. La Comisión 
de Legislación integrada por Eduardo Chucarro, Carlos M? Ra- 
mírez y Alcides Montero informaron aconsejando el rechazo “in 
totum” de las enmiendas proyectadas. La Comisión opinaba que 
la más fuerte objeción al proyecto radicada en que los únicos 
artículos que abarcaba la reforma, eran los relativos al procedi- 
miento de reforma. El cambio proyectado significaba a su juicio 
“destruir con un radicalismo imprudente todos nuestros prece- 
dentes constitucionales y dejar sin base de estabilidad las ins- 
tituciones fundamentales del país. En ninguna de las Constitu- 
ciones republicanas del nuevo mundo, ni aún en las de aque- 
llos Estados de la Unión Americana que se distinguen por la 
extrema aplicación de los principios democráticos se ha simpli- 
ficado y facilitado el procedimiento de la reforma constitucional 
hasta el punto en que lo hacen las enmiendas proyectadas en la 
Legislatura anterior; y bien se deja ver que tal rapidez y tal 
amplitud de resortes para transformar en todo momento la es- 
tructura de la Constitución solo dejaría de ofrecer gravísimos 
peligros en un pueblo donde la ilustración general, la sólida 
organización de los partidos, la moralidad de las costumbres pú- 
blicas y el arraigo de los hábitos conservadores, asegurasen el 
predominio permanente de la voluntad nacional y del buen sen- 
tido político”. 

La Comisión aconsejaba pues su rechazo para que la Cons- 
titución pudiera ser reformada “como lo indique el interés na- 
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cional, con el concurso de tres Legislaturas sucesivas donde se 
refleje la opinión reflexiva y persistente del país”. 


Carlos María Ramírez fue el autor de este informe. Sus 
ideas respecto a la Reforma Constitucional eran muy arraigadas 
y ampliamente conocidas desde sus Conferencias de Derecho 
Constitucional en 1871 en la Universidad y a través del Progra- 
ma y Manifiesto del Club Radical que fundó en 1872. Su po- 
sición en 1894 no había variado en cuanto al fondo del pro- 
blema, sí, en cuanto a la oportunidad de la reforma por razo- 
nes políticas. 

En La Razón del 23 y 24 de junio de aquel año expuso 
los fundamentos de su rechazo al proyecto sancionado por la 
XVI Legislatura. Expresaba que indudablemente la Constitu- 
ción podía ser objeto de mejoramiento pero no creía que hu- 
biera en ella artículo alguno que obstaculizara el progreso del 
país, o el bienestar o la libertad del pueblo. Por el contrario 
—decía— podían señalarse en su texto preceptos que en medio 
de hondas crisis habían salvado al país de las dominaciones per- 
sonales o que estrictamente observados le habrían ahorrado mu- 
chos errores en el orden político, administrativo y financiero. Ana- 
lizó en esta oportunidad los puntos más generalmente critica- 
dos de la Constitución: la religión del Estado, la elección pre- 
sidencial y la omisión del régimen municipal. Ninguno de ellos, 
a su juicio, podría considerarse funesto para el país o contra- 
rio a su progreso; demostraba que no urgía la reforma, “ni aun 
sobre aquellos puntos en que estamos habituados a considerar 
más vulnerable nuestra Constitución”. En esa situación enten- 
día “que sería contra el buen sentido político sacrificar las gran- 
des ventajas de la estabilidad a la aventura de una reforma en 
que el interés público no tiene exigencias apremiantes ni aspi- 
raciones definidas”. “¿O —se preguntaba— hay otras exigen- 
cias apremiantes y otras aspiraciones definidas, que no alcanza 
a vislumbrar el que escribe estas líneas?”. Este temor es el que 
indudablemente le inspiró su rechazo al proyecto de reforma. 
"Reformar la Constitución —agrega— fuera de las condiciones 
indispensables para que la reforma sea obra común, simpática 
para la generalidad, indispensablemente legítima para todos, es 
conspirar, inconscientemente Ó a sabiendas, contra la estabili- 
dad de la paz y contra la concordia de los partidos orientales”, 
Comenta finalmente el programa del gobierno de D. Juan 
Idiarte Borda, encerrado en las palabras administración y tra- 
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bajo, que le parece insuficiente y expresa: “Paz y administra- 
ción. ¡Nada de política! Pero a favor de este marasmo del es- 
píritu público, de esta mortal anemia en que han caído los 
partidos, quedará consumada la reforma constitucional! El con- 
trasentido es tal que tiene visos de superchería; y como concep- 
tuamos al señor Idiarte Borda un espíritu sincero, incapaz de 
dobleces maquiavélicos y de ambiciones insanas, abrigamos la 
esperanza de que sus amigos en el Cuerpo Legislativo, en vez 
de llevar adelante la reforma, ayudarán a enterrarla, rechazan- 
do las enmiendas aprobadas sólo por un tercio de votos de ca- 
da Cámara en la Legislatura anterior, El país aplaudirá ese 


rasgo de buen sentido”.” 


Alcides Montero que había firmado discorde el informe, 
expresó que lo había hecho porque consideraba que la Consti- 
tución tenía muchos puntos que debían reformarse. Había vo- 
tado favorablemente el proyecto, en la XVII Legislatura, y has- 
ta el momento no había encontrado ninguna razón para arre- 
pentirse. Hizo moción para que este asunto se aplazara hasta 
que se pronunciara la Cámara de Representantes sobre la re- 
forma de la Constitución. Fundamentaba su moción en que el 
Senado solo, no podía prohibir a los miembros de la Cámara 
de Representantes que entraran a la discusión del asunto, cosa 
que ocurriría si aprobaba el dictamen de la Comisión y el Se- 
nado rechazaba el proyecto. Carlos María Ramírez refutó es- 
tas manifestaciones de Montero, reivindicando la potestad del 
Senado de considerar el asunto y rechazarlo si así lo decidía. 
Igualmente opinó el Senador Castro que, además apoyó el dic- 
tamen de la Comisión. “Cualquiera de las dos Cámaras —di- 
jo— está en su perfecto derecho de aceptar o rechazar los pro- 
yectos en discusión. Si la Cámara de Representantes trata el 
asunto primero y lo rechaza, el Senado queda ante el país sin 
el honor de rechazar un proyecto de esta naturaleza, notoria- 
mente inconveniente para la República. Porque aún nuestro 
país no está en las condiciones de una verdadera República, 
porque las elecciones no son libres, que es la base del sistema 
Republicano”. “No es este el momento de reformar la Cons- 
titución —agregó— porque ni la prensa, ni el pueblo, ni los 
clubes mi nadie se ha ocupado de semejante reforma, porque 
la considera inconveniente por ahora, ahí está la barra, como 
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ejemplo, completamente vacía a pesar de saberse que va a tra- 
tarse de asuntos tan graves para el país. La reforma puede ha- 


cerse cuando haya elecciones populares libres”.** 


Francisco Bauzá manifestó que la Constitución tenía mu- 
chos puntos cuya reforma estaba indicada desde mucho tiempo 
atrás a impulso del sentimiento general. “Ningún hombre —di- 
jo— que se preocupe seriamente de las instituciones fundamen- 
tales vigentes en los países republicanos, puede desconocer los 
defectos de que adolece nuestro Código político relativamente a 
la Constitución del Poder Ejecutivo, a la de las Municipalida- 
des y a la excepción con que injustamente repudia a los mili- 
tares del seno del Cuerpo Legislativo. La falta de un Vicepresi- 
dente de la República con nombramiento y funciones permanen- 
tes, supone la ingerencia necesaria, imprescindible, del Poder Eje- 
cutivo en las elecciones de ese orden que verifica el Senado, so 
pena de tener frente a sí un adversario o un aspirante. Y esa 
situación no se modificará, mientras impere el precepto consti- 
tucional que hace del Presidente del Senado, anualmente elegi- 
ble, el sucesor eventual del jefe del Ejecutivo”. 


Bauzá señaló también como punto a modificar la organi- 
zación de la Junta Económico-Administrativa. Dijo que por más 
reformas que se hagan para subsanar los defectos de estas cor- 
poraciones, “es imposible que su estructura las deje llegar al ni- 
vel de las instituciones municipales, tal cual las concibe el espí- 
ritu moderno”. Luego se refirió a la exclusión de los militares 
del parlamento y a la inconstitucionalidad de la ley que autoriza 
su incorporación. Más que inconstitucional, dijo que esa ley 
era violatoria de la Constitución y que estaba pronto para pres- 
tar incondicionalmente su voto a todo proyecto que buscara la 
derogación de esa ley ominosa. Pero Bauzá no estaba de acuerdo 
con el procedimiento que se proyectaba para la reforma. En su 
Opinión el proyecto que estaban considerando era “una violación 
clara y flagrante de la Constitución de la República”. Era par- 
tidario de que la reforma se iniciara y se realizara dentro del 
Poder Legislativo. Era contrario a la idea de la reforma por una 
Convención Nacional, ajena al Cuerpo Legislativo, "cuya con- 
vención —dijo— podrá hacer de la Constitución lo que le pa- 
rezca, O podrá hacer una constitución mueva, porque lo establece 
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taxativamente el artículo de una de las bases que tenemos en vis- 
ta”, Recordó que él era Diputado en una Asamblea donde se 
inició la reforma sobre iguales fundamentos, que fue rechazada 
en la Cámara de Representantes porque “es una doctrina re- 
volucionaria y subversiva, no solamente del orden constitucional 
sino del régimen republicano que no admite delegaciones in- 
definidas del Poder constituyente”. Ahora —agregó— nos en- 
contramos con la misma doctrina resucitada. “Los Diputados y 
Senadores de la actual legislatura tienen poderes especiales para 
provocar la revisión y reforma de la Constitución dentro del 
modo que ella lo indica, pero no tienen poderes especiales para 
facultar a una convención nacional a que cambie el orden de 
nuestras instituciones. Es completamente, irregular e inconsti- 
tucional lo que se pretende”. Opinaba que el Senado debía re- 
chazar, como corporación conservadora, esas enmiendas “reyo- 
lucionarias que no sabemos a donde nos llevarían”.* Martín 
Aguirre habló a continuación, manifestándose partidario de que 
el asunto de la reforma fuera ampliamente discutido. Dijo que 
esta cuestión no era puramente ideológica, que podía por tanto, 
resolverse en pocos días u horas. Por el contrario ésta es una 
cuestión en la que es menester ponerse en comunicación con otras 
personas, en que es indispensable tener en cuenta un cúmulo de 
consideraciones. Declaró que él, en aquel momento, no podía votar 
concienzudamente en el asunto de la reforma. Siguió diciendo 
que si fuera una cuestión puramente ideológica “sin vacilar 
diría que la razón está de parte de quienes propongan la reforma 
de la Constitución porque en el sentido puramente especulativo 
o teórico, la Constitución vigente sería insostenible”. Pero hay 
que atender a otras consideraciones. Expresó que a él— que 
había suscrito 14 años antes un proyecto semejante al que tra- 
taban— no le era fácil, “sin oir razones de mucho peso” cam- 
biar de modo de pensar. “A esto se objetará —agregó— que el 
año pasado voté contra las proposiciones de reforma que han 
venido a conocimiento de la actual legislatura; pero no hay 
que andar con tapujos: la verdad verdadera es que aquel voto 
no fue un voto constituyente sino que fue un voto político, 
dado con el objeto de prevenir peligros que se indicaban como 
inminentes entonces. La cuestión ahora es otra. Ahora vamos a 
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hacer verdadero oficio de constituyentes y hay necesidad de la 
amplitud de discutir que no veo en camino de producirse”. 
“Quisiera conocer más ampliamente los fundamentos de la Co- 
misión de Legislación para rechazar el proyecto”. El Dr. Agui- 
rre manifestó su deseo de que los que estaban más habilitados 
para dilucidar el punto lo discutieran para ver si sus argumentos 
eran decisivos y lo inducían a votar con la Comisión o si por 
el contrario suscitaban objeciones que oponerles. De cualquier 
modo se reservaba para votar en la segunda discusión.** En la 
sesión siguiente del 11 de julio de 1894, puesto el asunto de la 
Reforma Constitucional en segunda discusión general, el Dr. 
Aguirre usó de la palabra para expresar que en vista de que no 
se quería discutir ampliamente el asunto sino votarlo y que la 
Comisión no había ampliado los fundamentos someros de su 
informe, toda ampliación del debate en aquel momento la con- 
sideraba inoficiosa y sin objeto. Quiso abstenerse de votar pero 
obligado por el Reglamento, lo hizo en contra del proyecto que 
resultó rechazado por trece votos. Sólo obtuvo a su favor, dos 
votos. 


Con esta resolución quedó desechado el proyecto en la se- 
gunda discusión general, en la sesión que celebró el Senado, el 
11 de julio de 1894.*” Fue comunicada de inmediato a la Cámara 
de Representantes que tomó conocimiento de ella al día siguien- 
te, 12 de julio. * 


XI 


De este modo quedaba cerrada, en la XVIII? Legislatura, 
la tercera etapa del proceso iniciado en 1888. Sin embargo, 
antes de finalizar el mandato de aquella legislatura, en la sesión 
del 22 de febrero de 1896, el diputado Eduardo Flores replan- 
teó el problema reivindicando para la Cámara de Representan- 
tes, el derecho de pronunciarse sobre la Reforma. Mocionó para 
que se encomendara a la Comisión de Legislación, informar en 
un plazo de 15 a 30 días si la Cámara de Diputados podía ocu- 
parse del asunto luego del rechazo del proyecto por el Senado. 


38 “Diario de Sesiones de la H. Cámara de Senadores”. Tomo LXIV 
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Esta moción dio origen a un amplio debate en el que He- 
rrero y Espinosa sostuvo que sobre ese punto la Cámara de Re- 
presentantes no tenía nada que hacer desde que el Senado de la 
XVIII? Legislatura había desechado las reformas proyectadas 
por la XVII? Legislatura. Esta opinión, no fue compartida por 
Flores, Lenzi y algunos otros legisladores que entendían que 
la Cámara de Diputados no podía verse impedida de pronun- 
ciarse sobre el punto por la decisión del Senado. Flores sostenía 
que ello significaría desconocer las facultades de la Cámara de 
Representantes y una de las prerrogativas más importantes que 
habían traído sus integrantes.** El tema fue tratado en posteriores 
sesiones en las que Flores analizó los antecedentes del problema 
desde 1854. Señaló los puntos que a su juicio debían reformarse 
e insistió en que el Senado desconoció los derechos de la Cámara 
de Diputados cuando desechó el proyecto de reforma. Al fin 
fue aprobada su moción que pasó a estudio de una Comisión 
Especial.** Esta se pronunció en abril de aquel año, pero no sobre 
las reformas proyectadas sino solamente sobre el derecho de la 
Cámara de Diputados a ocuparse del asunto a pesar de haber 
sido desechadas las reformas, por el Senado. 


La Comisión entendía que la Cámara de Representantes se 
encontraba habilitada para ocuparse del proyecto de reforma 
Constitucional. Este dictamen fue aprobado por la Cámara pero 
no tuvo ulterioridad alguna ya que no se entró a analizar el 
proyecto que había sido aprobado en la XVII? legislatura y 
rechazado por el Senado de la XVIII.“ Los acontecimientos 
políticos de ese año y el siguiente desplazaron la atención hacia 
el problema de la reforma de la ley electoral. 


XII 


En 1899, el Dr. Alberto Palomeque, presentó a la Cámara 
de Representantes un nuevo proyecto de reforma constitucional. 
Basándose en el principio de la soberanía del pueblo, prescindía 
del trámite de las tres legislaturas proponiendo la reforma me- 
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diante una Convención Constituyente elegida en las condicio- 
nes establecidas en el proyecto aprobado el 13 de julio de 1893, 
Al fundar su proyecto expresó: “He creído necesario presentar 
ese proyecto y fundarlo ligeramente, demostrando, con las pa- 
labras del escritor, del constitucionalista don Eduardo Laboulaye, 
que nuestros Constituyentes exageraron el ejercicio de las fun- 
ciones que les había encomendado el pueblo tratando de vincu- 
lar al pueblo mismo para lo futuro y no dejándole la libertad 
de acción necesaria para reformar el Código fundamental si 
así lo exigiesen la experiencia y las circunstancias posteriores”. 


“En Francia se presentó esta cuestión, porque la Constitu- 
ción Francesa tenía un artículo, el 111, que contenía casual- 
mente las mismas imposibilidades —diremos así— que los 
nuestros, para la reforma de su Constitución en 1848; y enton- 
ces el escritor a que me he referido, criticando esa resolución y 
consiguiendo así que triunfase su doctrina en aquella época, 
decía: ¿Qué es una Constitución? ¿Cuál es el mandato y el 
poder de los Constituyentes? Esta última cuestión, cuya grave- 
dad ha experimentado la América, jamás la hemos pensado, y 
esta negligencia ha causado mas de un error funesto en la Re- 
volución. Se diría que para el mayor número, los Constituyen- 
tes son la Nación misma, y no sus mandatarios; que tienen, 
por consiguiente, un derecho ilimitado, indefinido, como el poder 
que los nombra. He ahí un principio falso, que ha legitimado 
las usurpaciones de muestras Asambleas revolucionarias. Pero su 
falsedad se ha puesto de relieve en el artículo 111 si es que éste 
encierra una orden; porque resultaría entonces que en virtud de 
su mandato, los representantes de Francia han podido vincu- 
larla a su pesar e imponerle una voluntad que no es la suya; en 
dos palabras, que los mandatarios son el verdadero soberano y 
que el mandante debe obedecer. Así entendido, no solamente 
encierra un absurdo el dicho artículo, sino un atentado enorme 
contra esta soberanía del pueblo que todos reconocemos como 
el principio fundamental y superior del gobierno y de las leyes; 
pues una Constitución no es una ley que vincula y une la Nación 
contra su voluntad, y es únicamente la ley que dispone y orga- 
niza el gobierno, es la regla suprema de los Poderes públicos; 
nada más, nada menos”. 


"De donde les vendría esta autoridad soberana, ese derecho 
superior al derecho eterno de la Nación, ese poder exorbitante 
en virtud del cual los delegados obligarían al pueblo, no res- 
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pecto de un tercero, sino respecto de sí mismo? ¿De un man- 
dato expreso? ¿De un mandato tácito?” 

“Estas consideraciones que ha hecho este escritor, y que 
triunfaron en Francia, son las mismas que más tarde ha recor- 
dado a su país en diversas ocasiones el distinguido publicista 
don Agustín de Vedia, que más de una vez honró desde este 
asiento las deliberaciones y las resoluciones de esta H. Cámara 
de Representantes, sosteniendo con el acopio de su talento, de 
su experiencia y de su bondad, esa doctrina, de que la reforma 
de la Constitución puede hacerla el pueblo cuando la crea con- 
veniente a sus intereses, sin que haya nada que lo vincule ni 
ate para lo futuro”. 

"Dejo así ligeramente fundado el proyecto fundamental a 
que me he referido”.** El proyecto del Dr. Alberto Palomeque 
no estaba asociado a ningún proceso político del país ni interno 
de su partido, en cuyo seno el Dr. Palomeque adoptó siempre 
actitudes propias, muy individuales. No es de extrañar entonces 
el destino que le estuvo reservado. Pasó a la Comisión de Le- 
gislación donde quedó encarpetado. 


XII 


El gobierno de Batlle y Ordoñez se inició el 1° de marzo 
de 1903 en medio de una gran inestabilidad política derivada 
de las circunstancias en que el país había vivido desde la Paz 
de 1897. El Pacto de la Cruz que puso fin a la Revolución de 
Aparicio Saravia y Diego Lamas contempló la situación de los 
partidos, consolidados ya como fuerzas reales, estableciendo una 
fórmula de coparticipación que — como la de la Paz de Abril 
de 1872 — importaba una limitación a las facultades constitu- 
cionales del Poder Ejecutivo. Esa fórmula y sucesivos acuerdos 
partidarios mantuvieron el equilibrio político que permitió a 
Cuestas cumplir su mandato legal en completa paz y armonía. 
Pero esa solución realista, que no concordaba con la norma 
constitucional ni con la evolución operada en el país respecto 
a la consolidación del principio de la autoridad, que había per- 
mitido el afianzamiento de la institución presidencial, encerraba 
en sí, el gérmen de nuevas perturbaciones como lo denunciara 
en el parlamento el Dr. Julio Herrera y Obes cuando se ratificó 
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la Paz del 97 y en su Carta Abierta de 1901. El temor de 
que el equilibrio mantenido por el Presidente Cuestas con su 
inalterable adhesión al Pacto de la Cruz, se rompiera al reno- 
varse la presidencia de la República, provocó hondas preocu- 
paciones a las autoridades nacionalistas al tratarse la sucesión 
de Cuestas. El candidato colorado independiente, José Batlle y 
Ordóñez, sobre cuyas ideas acerca de la coparticipación se tenían 
justificadas desconfianzas, no contó con su apoyo. Sin embargo 
el grupo de legisladores encabezados por Acevedo Díaz le dio 
sus votos una vez que Batlle y Ordóñez declaró, en carta datada 
el 15 de febrero de 1903, dirigida a Eduardo Acevedo Díaz 
—que éste luego hizo pública— que estaba dispuesto a man- 
tener la política de coparticipación y aun ampliarla si lo con- 
sideraba conveniente.*” Estos votos otorgaron a Batlle y Ordóñez 
la mayoría necesaria para ser electo presidente de la República. 
Cuando días después, designó los nuevos jefes políticos, de las 
seis jefaturas que el Pacto de la Cruz había conferido al Partido 
Nacional, otorgó dos al grupo de Acevedo Díaz que había sido 
expulsado del Partido, al desacatar la resolución del Directorio 
de no votar a Batlle y Ordóñez. El Partido Nacional consideró 
violado el Pacto de la Cruz y se alzó en armas en un movimiento 
que tomó desprevenido al muevo presidente. El Pacto de Nico 
Pérez puso rápidamente fin al levantamiento. En él, el pre- 
sidente Batlle y Ordóñez se comprometió a designar cinco jefes 
políticos macionalistas con el acuerdo del Directorio del Par- 
tido Nacional y uno, nacionalista también, sin la anuencia del 
Directorio, pero que hubiera militado o adherido a la Revolu- 
ción de 1897. Fue ésta la primera vez que en un documento 
oficial se mencionó la provisión de las jefaturas políticas como 
fórmula de paz. Esto ratificaba el concepto de que era necesa- 
rio dar al problema político, una solución de carácter institu- 
cional. El Dr. Vásquez Acevedo vio con claridad esta situación 
y pensó en la Reforma de la Constitución. En sus Memorias 
recuerda ese momento en el siguiente pasaje: "Los peligros que 
se cernían sobre la República eran grandes. Batlle carecía de 
la altura y flexibilidad necesarias para encaminar con acierto 
la política y el Partido Nacional se sentía lleno de brío y de 
confianza en su poder. Era fácil que surgiese de nuevo, en cual- 
quier momento, la lucha armada. En esa situación se me ocu- 
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rrió buscar un derivativo a las agitaciones partidarias promo- 
viendo la reforma, en términos breves, de la Carta Fundamen- 
tal, que tantas veces se había intentado en vano. Creí que sería 
resolver por medios acertados y patrióticos, en una nueva 
Constitución, algunos de los problemas de actualidad política”.** 
La urgencia en alcanzar esa solución era inconciliable con la 
lentitud de un trámite reformista que se desarrollara dentro del 
procedimiento establecido en la Constitución de 1830, De ahí 
que apartándose de la interpretación clásica que prescribía la 
continuidad de las tres legislaturas, Vásquez Acevedo estructuró 
un proyecto de reforma constitucional que presentó al Senado 
el 15 de abril de 1903, por el cual los Senadores y Diputados 
que debían ser elegidos en noviembre de 1904 vendrían auto- 
rizados con poderes especiales para tomar en consideración nue- 
vamente las reformas aprobadas el 13 de julio de 1893 que 
habían sido desechadas en 1894, por el Senado de la XVIII 
legislatura. También vendrían autorizados “para alterar o cam- 
biar la carta Fundamental de la República como lo juzguen 
más acertado con la limitación prevenida en el artículo 159 
de la misma”.* Al fundamentar su proyecto, Vásquez Aceve- 
do, hizo la siguiente exposición: “En el año 1888, las Cáma- 
ras entonces existentes, declararon que era de interés nacional 
la reforma de la Constitución de la República. La Asamblea 
Legislativa siguiente, munida de poderes especiales, de acuerdo 
con los preceptos constitucionales se ocupó del trascendental 
asunto, señalando las modificaciones que a su juicio debían in- 
troducirse en la Carta Fundamental. Con arreglo a lo prescripto 
en el artículo 158 de ésta, esas modificaciones debían ser some- 
tidas a la aprobación de una tercera Asamblea. Asi se hizo; pero 
esa Asamblea por consideraciones del momento, creyó conve- 
niente todavía, aplazar la reforma de la Constitución. ¿Debe 
entenderse después de esa decisión, que no es posible alterar la 
Carta Fundamental, sin empezar de nueyo la tramitación lenta 
que ella establece en sus artículos 153 a 158? No lo creo. La 
reforma constitucional ha sido ya decretada y aun iniciada en 
debida forma en las Legislaturas XVI y XVII, además de haber 
sido reconocida como indispensable y urgente por los gobiernos, 
por los partidos y por el país entero. 
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El objeto que la constitución se propuso al establecer trámi- 
tes lentos para su reforma, fue impedir que ésta se hiciera con 
precipitación obedeciendo a intereses transitorios y no a los 
intereses permanentes y bien entendidos del país y de la sociedad. 
Ese objeto se ha logrado ya. La idea de la reforma constitucio- 
nal, ha sido estudiada y discutida con toda calma, en un largo 
intervalo de tiempo, con despreocupación completa de cálculos 
y de conveniencias accidentales, y la opinión se halla perfecta- 
mente preparada para abordarla con entera independencia y aun 
seguridad de acierto. No había razón ninguna para dejar pasar 
siete u ocho años más, a la espera de la ansiada reforma. Sería, 
ciertamente, una injusticia culpar a nuestra Constitución de todos 
los males que han afligido a la República; pero está en la con- 
ciencia de todos, que ella ha contribuído con sus imperfecciones, 
a ahondar y aún a provocar muchas de las desgracias públicas. 
Urge, pues, remediar esas imperfecciones, dando al país una nue- 
va Constitución que responda a sus necesidades reales, que se 
avenga con su índole propia y con su modo de ser peculiar, una 
Constitución en fin, original, como diría el doctor Alberdi. Esta 
aspiración de una Constitución mueva y original, se acentúa 
cada día más, en presencia de los conflictos que se producen 
para conciliar las disposiciones constitucionales con las exigen- 
cias legítimas o naturales de nuestro estado político y social. 
Duran aún las amarguras de los terribles momentos que el 
patriotismo acaba de pasar, a causa precisamente de uno de esos 
conflictos, Quizás si hubiera existido en nuestra Carta Funda- 
mental una disposición que acordara a los departamentos la 
facultad de nombrar, o por lo menos de proponer, sus jefes 
políticos, mos habríamos evitado horas aciagas. Las razones que 
determinaron el aplazamiento de la reforma constitucional en 
1894, han desaparecido ya. Hoy no existe obstáculo ninguno 
para la realización de la gran obra, al contrario, el momento 
se presenta propicio; la Asamblea que debe elegirse en 1904, 
va a ser, es dado esperarlo, la expresión genuina de la opinión 
nacional, Puede, pues entregarse a ella con entera confianza, 
la reforma de nuestra Carta Fundamental”.* 

Indudablemente este proyecto del Dr. Vásquez Acevedo 
respondía al sano propósito de evitar las calamidades de la 
guerra civil pero su fundamento violentaba los principios cons- 
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titucionales. Era exacta la apreciación que hacía Vásquez Acevedo 
respecto a la finalidad perseguida por los Constituyentes cuando 
establecieron el mecanismo tan complejo de las tres legislatu- 
ras; era exacto también lo que dice respecto a que ya se había 
formado opinión sobre la necesidad de la reforma, pero no era 
exacta la interpretación de que en 1894 hubo un aplazamiento 
del asunto. En aquella ocasión hubo una resolución concreta 
del Senado rechazando el proyecto de reforma. En los hechos 
ese rechazo sí, significaba un aplazamiento, pero no era un 
simple aplazamiento que permitiera y autorizara su considera- 
ción en cualquier momento. De acuerdo al texto constitucional, 
con el rechazo o aprobación en la tercera legislatura, quedaba 
cerrado el proceso reformista. En 1894, es evidente que el re- 
chazo del Senado cerró el proceso iniciado en 1888. Además 
el proyecto de Vásquez Acevedo no se ajustaba a la Constitu- 
ción de 1830, al posibilitar la realización de nuevas reformas 
por los legisladores electos en 1904, reformas que se harían 
desde luego, al margen del trámite de las tres legislaturas clá- 
sicas. 

Estas fueron —seguramente— las ideas dominantes en el 
ámbito legislativo que determinaron el fracaso de su iniciativa. 
Ella, sin embargo, contó con el apoyo de ciertos núcleos de opi- 
nión. El Siglo se pronunció a su favor. En un comentario apa- 
recido el 8 de mayo se analizaba la faz legal del proyecto de- 
clarándose partidario de la interpretación amplia del texto de 
1830 que no prescribía expresamente la continuidad de las tres 
legislaturas. “Si bien es cierto —dice— que los constituyentes 
exigieron para la reforma de su obra tres períodos diferentes, 
destinado el primero a declarar la necesidad de tal reforma, 
el segundo a concretar los puntos a que debe limitarse aquella, 
y el tercero a determinar su forma definitiva de ningún modo 
es lógico entender que la interrupción de la tentativa de refor- 
ma, en cualquiera de esos tres períodos, coloca las cosas en su 
primitivo estado y exige un retroceso al punto inicial de dicha 
tentativa. Para que así fuera entendido el Capítulo II de la 
sección XII de la Constitución, sería necesaria una disposición 
que lo estableciera de un modo expreso y categórico. Faltando 
esa disposición, corresponde una interpretación más amplia, 
más liberal del derecho de reforma, con tanta mayor razón 
cuanto que aún es discutible y discutida la facultad que se arro- 
gan los cuerpos constituyentes para imponer, durante cierto nú- 
mero de años, el respeto a su obra considerada inviolable, o 


ALFREDO VÁSQUEZ ACEVEDO 435 


para someter a formas y restricciones especiales la voluntad de 
la nación en lo relativo a la reforma de sus leyes constitucio- 
nales”, 

En lo relativo a la conveniencia y a la oportunidad de la 
reforma la opinión de El Siglo era también francamente favo- 
rable. Hablaba de que en América, “nuestro país, petrificado 
en su primitiva organización constitucional”, constituía “un 
caso verdaderamente extraordinario”. 

Consideraba que sobrepasadas las épocas en que “la Sobe- 
ranía nacional era una mentira” no podía en aquel momento 
en que la libertad política había sido restablecida, haber incon- 
veniente en realizar la reforma que juzgaba “por mil concep- 
tos benéfica y útil”. 


XIV 


Mientras el proyecto del Dr. Vásquez Acevedo quedó de- 
tenido en la Comisión de Legislación, a cuyo estudio pasó, la 
idea de que la reforma de la Constitución sería el único medio 
de evitar la guerra civil amenazante, inspiró la iniciativa de 
la Comisión Directiva del Ateneo de reunir un Congreso de 
personalidades que estudiara el problema. 

El Ateneo, además de su intensa obra cultural con la que 
contemplaba todas las inquietudes intelectuales del medio, era 
sensible a los grandes problemas macionales que afectaban el 
destino de la República. No era de extrañar que adoptara en 
1903 la iniciativa que vamos a considerar. En 1899 había coope- 
rado con la idea de El Siglo de reunir una Convención Municipal 
encargada de proyectar la ley orgánica de los gobiernos locales. 
Esta se instaló en el Ateneo de Montevideo en cuya sede trans- 
currieron las deliberaciones que se prolongaron hasta el 28 de 
abril de aquel año. La Convención fue presidida por el Dr. 
Eduardo Acevedo, uno de los más caracterizados dirigentes de 
aquella institución.” 

El 8 de mayo de 1903 se inauguró el Congreso Revisio- 
nista de la Constitución bajo la presidencia del Dr. Pedro Figari 
y con la asistencia del presidente de la República José Batlle 
y Ordóñez, Ministros de Estado y un grupo numeroso de ciuda- 


= al El Siglo. Montevideo, 8 de mayo de 1903. Véase el Apéndice 
50 “Actas taquigrafiadas de la Convención Municipal instalada en 
Montevideo el 19 de abril de 1899”. 1 vol.; 241 págs. Montevideo, 1899. 
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danos representativos de todas las tendencias y sectores. El Dr. 
Figari, presidente de la institución, abrió el acto con un discurso 
en el que manifestó el objeto de aquel Congreso. Dijo que las 
tentativas que se habían hecho para reformar la Constitución 
llevaron a pensar a la Junta Directiva del Ateneo en la con- 
veniencia de promover una discusión pública sobre ese punto, 
es decir, sobre si era una necesidad positiva o no la Reforma 
constitucional. Agregó que si llegara a establecerse que había 
verdadera conveniencia en la reforma, debía iniciarse entonces 
un estudio serio sobre la cuestión. "Solo cuando se concreten las 
conclusiones de un debate de esta naturaleza —dijo— y cuando 
a su respecto se haya hecho plena conciencia pública, será fac- 
tible y francamente aconsejada la revisión; de otro modo, la 
vaguedad que encierra toda abstracción y los peligros de las 
improvisaciones en asuntos de esta índole, por una parte, y por 
la otra, el respeto que la opinión pública ha rendido siempre a 
la Constitución, el culto casi superticioso con que el pueblo la 
ha proclamado, cuando no tenía otro baluarte que oponer a los 
avances del depotismo, serían causas bastantes para determinar 
un fracaso”. “Tal vez —agregó— ha llegado a su madurez la 
oportunidad de darnos una buena Constitución, una Constitu- 
ción sabia y apropiada, sobre todo apropiada a las necesidades 
peculiares de muestro organismo social, político y económico”. 
Concretando el pensamiento de la Comisión Directiva del Ate- 
neo, Figari puso a consideración del Congreso el siguiente 
punto: “si ha llegado la oportunidad de abordar el estudio de la 
reforma constitucional”. Luis Melián Lafinur, fiel a ideas ma- 
nifestadas en otras oportunidades, sostuvo a continuación, que 
la Constitución debía reformarse pero no por los trámites en ella 
establecidos, sino por una gran Convención Nacional. No consi- 
deraba competentes para esa función a las Asambleas ordinarias, 
cuyos miembros eran fundamentalmente electores presidencia- 
les. El Dr, Martín Aguirre leyó sus ideas respecto a la Reforma 
de la Constitución concretadas en un proyecto de ley que tenía 
preparado para presentar en la Cámara. En él decía que el in- 
terés nacional reclamaba urgentemente la reforma muy difícil de 
hacerse por el trámite establecido en los arts. 153 a 158 del 
Código de 1830. Además, la lentitud del proceso de las tres 
legislaturas era incompatible con la urgencia y premura de em- 
plear esa reforma como medio de extirpar los males políticos 
que reclamaban un remedio inmediato. “Que no obstante esa 
premiosa urgencia no es lícito a los poderes públicos, que sólo 
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tienen la delegación restricta del ejercicio de la soberanía, apar- 
tarse de las formas y términos establecidos para la revisión 
constitucional por el mismo código supremo a que deben su 
existencia”. Pero esas limitaciones “no alcanzan ni pueden obsta- 
Culizar la acción libre y consciente del pueblo de la nación en 
quien radica la plenitud de la soberanía”, por tanto, si la 
“unanimidad de los ciudadanos debidamente consultados auto- 
riza la reforma de la Constitución por una Convención o 
asamblea especialmente electa al efecto, no cabría poner en 
duda la perfecta legitimidad de esa resolución y su carácter im- 
perativo y obligatorio para todos los habitantes de la Repúbli- 
ca”. Aguirre entendía que no podía aceptarse la discontinuidad 
de las legislaturas. En su concepto habría que empezar el pro- 
ceso. Constitucionalmente no podía hacerse la reforma a partir 
de la resolución legislativa de 1893. Además consideraba que 
la reforma no podía dilatarse como sería el caso si se la en- 
comendara a la legislatura que se eligiera en noviembre de 
1904 porque dijo: "si queremos valernos de la reforma como 
remedio de una enfermedad que hará crisis precisamente en- 
tonces, debemos necesariamente anticipar la medicación al te- 
mible momento”. Creía que la reforma constitucional debía co- 
menzarse ese mismo año solicitándose “autorización especial al 
verdadero soberano, cuyo derecho a darla o a negarla es per- 
manente e inenagenable”, El próximo 25 de agosto concurrirían 
los ciudadanos a las mesas electorales a expresar si están con- 
formes en que se proceda por una convención o asamblea 
especial a la reforma. Si los 3/5 de los sufragantes votasen 
afirmativamente se procedería a convocar a la Convención o 
Asamblea. Luego el Dr. Aguirre señalaba por orden de impor- 
tancia cuales eran en su opinión, los puntos a reformar: Sufragio 
universal; gobierno municipal autónomo; cambio en la forma 
de la elección y constitución del Poder Ejecutivo. “Esta elec- 
ción, ya sea que se mantenga el sistema del Poder Ejecutivo 
unipersonal o se opte por el sistema suizo de un consejo de 
varias personas que vayan ejerciendo la presidencia por turno 
anual, en uno u otro caso debe practicarse por un Colegio 
de compromisarios designados ad hoc directamente por los ciuda- 
danos, que tendrán también el derecho de indicar en la misma 
papeleta, el nombre o nombres de su preferencia, los que no po- 
drán ser preferidos por los compromisarios en primera votación, 
salvo su derecho a votar por otros candidatos si no se hubiera 
alcanzado la mayoría prevista en la Constitución reformada”. Si 
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se optara por conservar el Ejecutivo unipersonal creía indispen- 
sable dar entrada al método parlamentario, “que no es en rea- 
lidad —expresó— un sistema si no una aplicación progresiva 
del sistema de gobierno representativo”. Dijo que sus preferen- 
cias estaban "por la constitución de un consejo ejecutivo elegido 
por el voto incompleto, que a ese respecto no sería tan objeta- 
ble como puede serlo en su aplicación a las elecciones legisla- 
tivas”. Por último, consideraba conveniente quitar a los senado- 
res y representantes toda remuneración del tesoro público.” El 
Dr. Teófilo Díaz manifestó ser partidario de la reunión de la 
Doble Asamblea señalada en el art. 159 de la Constitución de 
1830 para hacer la reforma sin necesidad de reunir una conven- 
ción. Si bien es cierto que esa doble Asamblea debía reunirse 
para reformar la “forma constitucional” debe tener también —di- 
jo— la facultad de reunirse para tratar la reforma Constitucio- 
nal que fue declarada de interés nacional por una legislatura 
anterior. Habló luego el Dr. Justino Jiménez de Aréchaga. Se 
refirió a los anteriores intentos de reforma y dijo que esta se 
imponía porque el hecho positivo es que "hemos vivido siem- 
pre, completamente fuera de la Constitución”. Se extendió so- 
bre este punto señalando que había necesidad de la reforma. 
En cuanto a la forma de hacerla declaró estar de “perfecto” 
acuerdo con los Dres. Melián Lafinur y Aguirre. Era partida- 
rio de la reunión de una Convención Nacional porque —dijo— 
el único que tiene el derecho de hacer o reformar sus leyes fun- 
damentales, es el pueblo. Expresó luego que para hacer algo prác- 
tico debía sancionarse la moción que había hecho poco antes el 
Dr. Enrique Azarola sobre constituir una Comisión para que for- 
mulara los medios de llevar a cabo la Reforma luego de pro- 
nunciarse respecto a si el interés nacional exigía o no la refor- 
ma constitucional. Jiménez de Aréchaga agregaba a los come- 
tidos de la Comisión el de indicar también los puntos a refor- 
mar. Eduardo Flores se manifestó partidario de la Reforma por 
medio de una Convención, pero no de indicarle los puntos a re- 
formar, Debía dejársela en completa libertad; por lo tanto con- 
sideraba prematuro e inconveniente el nombramiento de una 
Comisión. José Sienra y Carranza expresó su Opinión discorde 
respecto a que la reforma debía hacerse prescindiendo de los 


51 El discurso pronunciado por el Dr. Martín Aguirre en el Con- 
greso Revisionista del Ateneo fue publicado en 1910, en "Vida Moder- 
na". Segunda época. Año XI. N? 3, págs. 305-316. 
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trámites señalados en la Constitución de 1830. Creía que la 
Convención Nacional era el camino de la revolución. El some- 
timiento a esos trámites es la vía evolutiva, es “el camino de la 
evolución para llegar al progreso de la reforma de la Consti- 
tución” y la evolución es la revolución realizada lentamente. 

Al resultar aprobada la moción de Azarola fue nombrada 
la Comisión, que quedó integrada por los Dres. Alfredo Vás- 
quez Acevedo, Domingo Mendilaharsu, Gonzalo Ramírez, Juan 
P. Castro, Justino J. de Aréchaga, Martín Aguirre, Carlos M. de 
Pena, Luis Melián Lafinur, Juan Zorrilla de San Martín, Anto- 
tonio M. Rodríguez y José Espalter, además del Dr. Pedro Fi- 
gari. 


XV 


El 11 de mayo se instaló esta Comisión que debía estudiar 
la conveniencia de la reforma y, en caso de declararse afirma- 
tivamente, señalar los medios más convenientes y oportunos. À. 
Vásquez Acevedo fue designado presidente y el Dr. José Espal- 
ter, secretario. El Dr. Vásquez Acevedo tomó la palabra dicien- 
do que antes de que iniciara sus trabajos aquella Comisión, era 
necesario que declarara si la reforma de la Constitución era una 
cuestión de interés público en aquellos momentos. Se votó afir- 
mativamente, Luego se inició el debate acerca de la forma en 
que debía encararse el problema de la reforma. El Dr. Jiménez 
de Aréchaga dijo que había cuatro procedimientos por medio de 
los cuales podía iniciarse la obra de la reforma: 


1% El proyecto presentado al Senado por el Dr. Vásquez 
Acevedo; 2? Una Convención Nacional elegida directamente por 
el pueblo; 3° la celebración de una Doble Asamblea; 4° Iniciar 
la reforma siguiendo el trámite establecido en la Constitución 
de 1830. Jiménez de Aréchaga combatió el proyecto de Vás- 
quez Acevedo considerándolo inconstitucional y por lo tanto 
expuesto a su rechazo. Entendía que las tres legislaturas de- 
bían ser consecutivas; constituían tres procedimientos de un solo 
y único proyecto de ley. Ramírez y Vásquez Acevedo le refuta- 
ron sosteniendo que en aquel momento se trataba de un caso 
especialísimo que no debía asimilarse al proyecto de ley de re- 
forma. 

Entendían que la legislatura actuante podía reconsiderar el 
rechazo de 1894 y aprovechar así las declaraciones legislativas 
por las que se juzgaba de interés nacional la reforma. El Dr. 
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Domingo Mendilaharsu dijo que ante todo debía declararse si la 
cuestión de la reforma era de urgencia y que de ser así debía 
iniciársela de inmediato. Declaró que él interpretaba de distinto 
modo el proyecto del Dr. Vásquez Acevedo, al que no podía 
tacharse claramente de inconstitucional y que por el contrario le 
parecía digno de estudio. 

El Dr. Ramírez manifestó que no le parecía aceptable la 
idea de celebrar una Convención Nacional porque con ella se 
sentaría un precedente peligroso. Esta opinión fue compartida 
por varios miembros de la Comisión. En su segunda sesión ce- 
lebrada el 15 de mayo, Aréchaga continuó la crítica al proyec- 
to de Vásquez Acevedo. Prescindiendo del aspecto constitucio- 
nal, dijo que dicho proyecto no resolvía las dificultades políti- 
cas del momento, las que harían crisis en las próximas eleccio- 
nes. Esa reforma no podía hacerse hasta 1905 y esto, a su jui- 
cio, restaba al proyecto de Vásquez Acevedo toda utilidad prác- 
tica. Antonio María Rodríguez observó que modificándose al- 
gunos plazos, podía hacerse la reforma a mediados de 1904. Ji- 
ménez de Aréchaga creía que la reforma, para dar resultados po- 
sitivos, debía hacerse antes de las elecciones de 1904, Sostuvo 
luego la fórmula de la Convención Nacional como la más le- 
gítima, “aunque extra constitucional”. Defendió su legitimidad 
“en razón de que el pueblo podía siempre proceder a la re- 
forma de la Constitución; que los procedimientos determinados 
de reforma establecidos expresamente en nuestra Carta funda- 
mental, sólo podrían hacerse valer respecto de los Poderes Pú- 
blicos pero de ninguna manera respecto del pueblo, que era la 
fuente de la soberanía ilegislable e ilimitada”. No estuvieron de 
acuerdo con esta opinión los Dres. Domingo Mendilaharsu, Car- 
los Mt de Pena, Gonzalo Ramírez, Alfredo Vásquez Acevedo, 
José Espalter y Antonio María Rodríguez. Consideraban la Con- 
vención “abiertamente contraria a la Constitución”; dijeron “que 
era una fórmula revolucionaria en el sentido de que desconocía 
formas y procedimientos regulares establecidos terminantemente en 
el Código Fundamental”. De acuerdo a la Constitución, el ejer- 
cicio de la soberanía estaba delegado a los poderes públicos, por 
tanto, dentro del orden constitucional no podía ser este ejerci- 
cio desempeñado por el pueblo directamente. Se discutió también 
sobre la Doble Asamblea y el sentido que tenía lo de cambio 
de la “forma constitucional” . 

La tercera reunión se realizó el 18 de mayo. Al iniciarse 
la sesión el Dr. Figari manifestó que de acuerdo a la moción 
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del Dr. Enrique Azarola, el cometido de la Comisión no sólo 
era establecer las fórmulas del procedimiento a adoptar para la 
Reforma, que era lo que hasta el momento se venía estudiando, 
sino también, el estudio “de cualquier otro procedimiento, aún 
de carácter puramente moral, destinado a hacer fácil y viable la 
reforma constitucional”. Por tanto podría convenir cambiar el 
método adoptado para el debate, considerando en primer térmi- 
no los puntos de la Constitución materia de reforma y luego los 
procedimientos para la reforma misma. Jiménez de Aréchaga di- 
jo que entendía que el cometido de la Comisión se refería, es- 
trictamente, a considerar los medios para hacer la reforma y 
que por tanto la Comisión no tenía facultades para indicar los 
puntos que debían reformarse en la Constitución. El Dr. Es- 
palter manifestó que el cometido asignado a la Comisión por la 
Asamblea reunida en el Ateneo contenía dos aspectos: daba a 
la Comisión la facultad de dictaminar sobre si era o no de 
interés nacional la reforma y le encargaba estudiar los medios 
conducentes a la realización de dicha reforma. Agregó que en 
este concepto “bien podía la Comisión informante extender el 
radio de sus estudios hasta las materias constitucionales dignas 
de reforma, aunque mas no fuera que para hacerlas servir al fin 
expreso atribuído a la Comisión dictaminante, que es el de es- 
tudiar los procedimientos para hacer la reforma”. Se aceptó en 
este sentido la moción del Dr. Pedro Figari y se pasó entonces 
a considerar cuales serían las materias dignas de reforma que 
podrían servir para solucionar las “graves dificultades políticas 
del momento”. El Dr, Martín Aguirre expuso la manera de so- 
lucionar la crisis política mediante la rápida reforma constitu- 
cional que debería verificarse antes de las elecciones generales 
de 1904. Habló de la conveniencia de un Ejecutivo colegiado, 
compuesto por “seis ayudantes ejecutivos nombrados por el sis- 
tema del voto incompleto”. “De esa manera se legalizaba la 
actual situación política y se daba una amplia satisfacción al de- 
seo unánime de establecer sobre bases amplias el actual régi- 
men de coparticipación de los partidos en el gobierno”. 

Al finalizar el mandato de Batlle y Ordoñez, el Poder Eje- 
cutivo se compondría de seis ciudadanos: cuatro colorados y dos 
nacionalistas. El Dr. Espalter discrepó con las ideas de Martín 
Aguirre. Manifestó “que aun prescindiendo de los argumentos 
de escuela que podrían dirigirse contra una organización multi- 
personal del Poder Ejecutivo, esa fórmula nada resolvía en cuan- 
to a establecer un amplio sistema de coparticipación. Que era 
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lógico suponer que los agentes ejecutivos de la mayoría asumie- 
ran toda la suma del Poder Ejecutivo relegando a los de la mi- 
noría a una absoluta inercia”, Jiménez de Aréchaga agregó que 
el Colegiado propuesto por el Dr. Aguirre “no consistía en otra 
cosa que en trasladar la suma del Poder Ejecutivo, puesta hoy 
en manos de una persona, a las manos de los cuatro represen- 
tantes del partido de la mayoría, agravando todavía por otros 
conceptos los males que se pretenden remediar”. 

El Dr, Mendilaharsu se pronunció por un régimen parla- 
mentario, “en el que gobernasen los ministros representativos 
de las mayorías parlamentarias”. Juzgaba que de ese modo po- 
día hacerse fácil la rotación de los partidos en el Poder. Arécha- 
ga se manifestó contrario también. Consideraba esta innovación 
“como el establecimiento de un sistema de gobierno muy infe- 
rior todavía al que actualmente nos rige”. 

El debate continuó en la sesión que la Comisión celebró el 
20 de Mayo. En ella el Dr. Antonio María Rodríguez mocionó 
para que la legislatura “solicite poderes para proceder a la re- 
forma constitucional que se propuso en la legislatura de 1893 
en el concepto de que las reformas que se sancionasen serán 
sometidas oportunamente, a una ratificación popular”. Esta mo- 
ción fue aprobada con los votos de Aguirre, Melián Lafinur, Ra- 
mírez, Figari, Pena y Aréchaga. Espalter y Juan Zorrilla de San 
Martín votaron en contra. No asistieron a la reunión Mendila- 
harsu, Vásquez Acevedo y Castro. Al Dr. Gonzalo Ramírez se 
encargó la redacción de un informe para presentar a la Asam- 
blea de ciudadanos que les había conferido la tarea. 


XVI 


El 8 de junio la Comisión aprobó el informe luego de “ani- 
mado debate”. Vásquez Acevedo, Juan P. Castro y José Espal- 
ter lo firmaron en carácter de “conforme en general”. Zorrilla 
de San Martín no asistió. Elevado al Congreso, fue considerado 
por éste el día 15 de junio luego de haber fracasado por falta 
de número, la reunión convocada para el día 12. 

En el informe se puntualizaba el cometido que se había 
dado a la Comisión: abrir dictamen sobre si había interés na- 
cional en la Reforma de la Constitución y en caso afirmativo, 
indicar los medios “más conducentes, prácticos y patrióticos” de 
llevarlo a cabo. Respecto al primer punto expresa que no hu- 
bo discrepancias. Todos los miembros de la Comisión conside- 
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raron de interés nacional la reforma. Estaban de acuerdo en que 
la Constitución no se adaptaba a las circunstancias del país y 
su reforma constituía una necesidad apremiante. Las discrepan- 
cias surgieron al tratar el segundo punto. El informe decía ha- 
ber logrado armonizar las distintas Opiniones emitidas con la 
fórmula preparada por los Dres, Jiménez de Aréchaga y Anto- 
nio María Rodríguez que fue aprobada por la Comisión. Dicha 
fórmula incorporaba al proyecto presentado por el Dr. Vásquez 
Acevedo en el Senado, en abril de ese año, la consulta popular. 
De este modo creía conciliar la posición de los que entendían 
que la reforma debía hacerse dentro de los marcos constitucio- 
nales, por el mecanismo de las tres legislaturas, únicas habilita- 
das para realizarla, y los que entendían que era perfectamente 
legítima la reforma mediante una Convención Nacional Consti- 
tuyente, previa consulta directa al pueblo, fuente originaria de 
la soberanía, 

Decía así: “El Poder Ejecutivo convocará al pueblo a elec- 
ciones extraordinarias el próximo 25 de agosto con el objeto de 
que los ciudadanos confieran o rehusen poderes especiales a to- 
dos los miembros de la actual legislatura a fin de habilitarlos 
para tomar en consideración el proyecto de reforma a los arts. 
152 a 158 de la Constitución, formulado por la XVII Legisla- 
tura el 13 de julio de 1893. Las reformas que sancionase la ac- 
tual legislatura en virtud de los poderes que le fueron conferi- 
dos no podían ser promulgados definitivamente sino después de 
haber obtenido una expresa ratificación popular en un nuevo co- 
micio extraordinario y que tendría lugar el último domingo del 
mes siguiente a la sanción de las reformas”. 

La diferencia entre este proyecto y el del Dr. Vásquez Ace- 
vedo —decía el informe redactado por el Dr. Gonzalo Ramí- 
rez— estaba en que, en el de Vásquez Acevedo, eran los sena- 
dores y diputados elegidos en noviembre de 1904 los que de- 
berían discutir y sancionar las reformas propuestas en 1888 y 
1893, y en el proyecto de Aréchaga y Rodríguez, era la asam- 
blea actuante en aquel momento la que llenaría ese cometido, 
una vez que le fueran concedidos los poderes especiales que 
prescribía el art. 157 de la Constitución. Además tenía la ven- 
taja de la consulta al pueblo, La reforma se sometía a la san- 
ción de su voluntad soberana. Este proyecto —explicaba— ha 
obtenido el asentimiento de los miembros de la comisión que 
piensan que los trámites que establece la ley fundamental para 
su reforma sólo obligan a los Poderes Públicos. Por su parte los 
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miembros de la Comisión que consideran que los trámites esta- 
blecidos en la Constitución obligan lo mismo a los Poderes Pú- 
blicos que a la nación que representan, los encuentran respeta- 
dos en el proyecto de los Dres Jiménez de Aréchaga y Rodrí- 
guez, Entienden que el rechazo del Senado de la XVIII legisla- 
tura no puede “dejar sin efecto la ley que declaró de interés na- 
cional la revisión de nuestro Código político y la resolución de 
la Asamblea subsiguiente que propuso determinadas reformas. 
Que según el art. 158 de la Constitución, la Legislatura, cuyo 
Senado rechazó las reformas, debía discutirlas y samcionarlas 
aprobando o rechazándolas en todo o en parte con arreglo a la 
Sección VI”. Que ese rechazo impidió que la Legislatura de que 
formaba parte, las discutiese y votase con arreglo a la Sección VI 
de la Constitución. Que ese rechazo no puede “ser interpretado, 
en defecto de una disposición constitucional expresa que deter- 
mine sus efectos, sino en el sentido de un simple aplazamiento”, 
de conformidad al artículo 138 del Reglamento del Senado, que 
dispone que cuando un proyecto de Ley fuere rechazado en la 
Cámara de origen no puede ser presentado de nuevo sino en el 
próximo período y con más razón en los períodos de las legis- 
laturas subsiguientes. Que careciendo, dos terceras partes de los 
miembros del Senado que se opuso a la reforma, de los poderes 
especiales de que estaban munidos los demás miembros de la 
Asamblea, no podía ese rechazo ser impuesto por una mayoría 
del Senado que careciese de los poderes especiales otorgados a 
sus demás colegas de una y otra Cámara”. Para dar fuerza a su 
posición invocaban un precedente chileno y la doctrina del cons- 
titucionalista de aquel país, Jorge Hunneus. Estos fundamentos 
justificaban, para algunos, el proyecto de Vásquez Acevedo del 
punto de vista de su constitucionalidad. Creían también que no 
se oponían a la Constitución las modificaciones contenidas en 
el proyecto de Jiménez de Aréchaga y Rodríguez. "Para pensar- 
lo así —agrega el informe— tiene en cuenta las siguientes con- 
sideraciones: el art. 158 de la Constitución establece que los 
miembros de la Legislatura encargada de sancionar definitiva- 
mente las reformas deben estar munidos de poderes especiales 
sin exigir expresamente que esos poderes sean conferidos desde 
el momento de la elección aun cuando sea presumible que sea 
ese el procedimiento que comúnmente se siga, Desde que las 
reformas pueden ser sancionadas en cualquier período de la 
Asamblea reformista bastará que cuando las sancione, estén sus 
miembros en posesión de esos poderes, para que se cumpla el 
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precepto constitucional, sino en la letra, en su espíritu razona- 
blemente interpretado”. “Sin poderes especiales la Asamblea ac- 
tual no puede sancionar reformas; pero si los obtiene en cual- 
quier período de su funcionamiento puede constitucionalmente 
discutirlas y votar su aceptación o rechazo”. “Del punto de vis- 
ta de la Constitución, racionalmente interpretada, es indiferente 
que sea la actual legislatura o la subsiguiente la que sancione la 
reforma proyectada; lo esencial es que sus miembros están mu- 
nidos de poderes especiales cuando la discutan y procedan a dar- 
le sanción definitiva”. 

Se llenaría más ampliamente el requisito de que la Asam- 
blea tuviera poderes especiales confiriendo el poder constituyen- 
te a la actual y no a la subsiguiente, porque en el primer caso 
todos sus miembros recibirían esos poderes especiales, en cambio 
en el segundo caso, en el de la futura asamblea, las dos terce- 
ras partes del Senado por terminar su mandato después de no- 
viembre de 1904, carecerían de poderes especiales para votar la 
reforma. 

El informe, encara en último término, la justificación de 
la ratificación popular de la Reforma, propuesta en el proyecto 
de Aréchaga y Rodríguez. Dice al respecto que "los mismos co- 
legas que piensan que la reforma debe practicarse respetando los 
trámites constitucionales, entienden que esa convicción no exclu- 
ye que sea consagrada, para su mayor prestigio, con el voto 
expreso del pueblo soberano”. 

Concluye finalmente el informe que, sin coincidir en la ra- 
zón del voto que formulan, la mayoría de los miembros de la 
Comisión consideran; que es de interés nacional proceder de in- 
mediato a la Reforma de la Constitución y que los medios más 
prácticos de llevarla a efecto son los señalados en el proyecto 
dé los Dres. Jiménez de Aréchaga y Antonio María Rodríguez. 


XVII 


Puesto a discusión el informe, Jiménez de Aréchaga ma- 
nifestó su Opinión contraria a la continuación del estudio del pro- 
blema de la reforma en vista del desinterés público evidencia- 
do en el escaso número de concurrentes a la segunda convoca- 
toria, Consideraba que debía declararse disuelta la Asamblea. 
Esta opinión no fue compartida por la mayoría de los asisten- 
tes que apoyó una moción de Juan Andrés Ramírez para que 
se pusiera en discusión el informe. Hizo entonces uso de la pa- 
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labra el Dr. José Espalter, miembro de la Comisión que habia 
firmado el informe con ciertas reservas. En su exposición expu- 
so ampliamente sus ideas respecto al problema reformista. Co- 
menzó por expresar que deseaba la reforma, Había podido apre- 
ciar en muchas oportunidades que la Constitución era deficiente, 
que debía ser seriamente reformada y reformada cuanto antes. 
Sobre todo, señaló la necesidad de reformar el régimen del go- 
bierno local, estableciendo el municipio autonómo. Creía necesa- 
rio también, al reformar la Constitución, “equilibrar muchas 
fuerzas en nuestro organismo político; es necesario dar más in- 
fluencia legítima a la acción de los hombres y de los partidos 
en el manejo de la cosa pública”. Pensaba que las reacciones 
anárquicas eran “una reacción natural contra el excesivo centra- 
lismo administrativo y político que nos abruma”, que era necesa- 
rio destruir lo más brevemente posible. Dijo que el país recla- 
maba la descentralización administrativa y política. Acabar con 
el predominio de un solo hombre. Al decir esto, expresaba que 
no pensaba en el federalismo, pues en el país no había masa 
para establecer un régimen federal. Pero se debía establecer la 
descentralización política, mediante cierta autonomía de admi- 
nistración y de gobierno, en los departamentos. “De esta ma- 
nera —dijo el Dr. Espalter— le garantizaríamos y hasta cons- 
titucionalizaríamos, la actual situación de la República”. “No de- 
pendería entonces la situación de la República de los pactos o 
acuerdos entre los hombres y los gobiernos, tan ocasionados a 
desprestigiar a los gobiernos, a exaltar a los hombres, y a en- 
gendrar la anarquía, sino que dependería de la Constitución 
que nos rigiera”. 

Luego agregó que él quería que la reforma se hiciera por 
medios orgánicos, “la quiero dentro de la Constitución misma; 
no quiero prescindir de un punto sólo del régimen que la Cons- 
titución establece al respecto”. “Quiero respetar la Constitución 
absolutamente en todo, en sus defectos, errores y vicios”. Esa 
era la reforma que deseaba y no la que se hiciera por procedi- 
mientos arbitrarios y de dudosa constitucionalidad. En una pala- 
bra, quería la Reforma por los mismos medios que la Constitu- 
ción establecía para ser reformada, De ahí que no se conciliasen 
sus deseos con las conclusiones del informe que estaba a con- 
sideración. Explicó por qué lo firmó, estableciendo que estaba 
“conforme en general”. 

Al decir esto —expresó el Dr. Espalter— se concre- 
taba a manifestar que la reforma debía hacerse, y que la Cons- 
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titución reclamaba urgentes enmiendas, “pero con eso no quería 
significar que estuviera conforme con ninguno de los procedi- 
mientos para efectuar la reforma de que se habla en el Informe”. 

Dijo que la solución aconsejada por el informe surgió de 
dos ideas, de dos pensamientos que se trataron de armonizar. 
Declaró que no era partidario de ninguna de aquellas dos ideas. 
Esos dos pensamientos no son dos doctrinas que expresan la 
verdad, “son sencillamente dos errores”. La conciliación de dos 
errores importa un error todavía mayor. 

Luego de señalar lo incomprensible de una conciliación 
de principios, que en realidad no es tal, sino la absorción de 
una idea por la otra, entró a analizarlas separadamente. Expre- 
só que una de ellas era la adoptada por el Dr. Alfredo Vás- 
quez Acevedo en su proyecto de reforma presentado al Sena- 
do. La analizó detenidamente. Dijo que el pensamiento primi- 
tivo del Dr. Vásquez Acevedo, era conferir a la Asamblea que 
se eligiera en 1904, poderes para encarar la Reforma de una 
manera amplia, sin limitación de ningún género. “Podría ha- 
cer la reforma constitucional sin trabas, es decir, podría hacer 
la reforma de la Constitución en todos sus artículos y en la for- 
ma que ella considerara más conveniente a los intereses públi- 
cos”. “Con posterioridad —agregó— Vásquez Acevedo restrin- 
gió el pensamiento originario de su proyecto, y con el objeto 
de encuadrarlo mejor en los preceptos establecidos en la Carta 
Fundamental para la modificación de la Constitución, estable- 
ció que la Legislatura futura a elegirse en 1904, que vendría 
con poderes para abordar el estudio de la reforma constitucio- 
nal no pudiera sinó estudiar el proyecto presentado por el Dr. 
Antonio María Rodríguez en el año 1893”. 

“Con posterioridad —continuó el Dr. Espalter— el pro- 
yecto de Vásquez Acevedo sufrió otra modificación: en lugar 
de ser la próxima legislatura de 1904 la que estudiara la re- 
forma, sería la presente legislatura, mediante un pedido expre- 
so de poderes a los electores, permiso que se solicitaría de in- 
mediato según el estado actual del proyecto del Dr. Vásquez 
Acevedo, aceptado en el informe que se hallaba a considera- 
ción de la Asamblea. Se dictaría una ley por la Asamblea 
Legislativa para que sobre la marcha, se verificara una con- 
sulta popular en la cual los electores le otorgaran a ella mis- 
ma los indispensables poderes para entrar inmediatamente 
al estudio de la reforma constitucional y considerar aceptán- 
dolo o rechazándolo el proyecto del Dr. Antonio M. Ro- 
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dríguez presentado en 1893. Este proyecto, a medias, había si- 
do tomado por la Comisión cuyo informe analizaba. Para el 
Dr. Espalter, el proyecto de Vásquez Acevedo era inconstitucional, 
se apartaba del régimen establecido por la Constitución. Sus sos- 
tenedores creían que se adaptaba a la Constitución pero Espal- 
ter sostenía que esas ideas eran contrarias a los preceptos cla- 
ros de la Constitución. Recordó el procedimiento en ella esta- 
blecido para la reforma. El proyecto de Antonio María Rodrí- 
guez fue rechazado en 1894 y allí quedaron entonces anuladas 
las resoluciones tomadas anteriormente: declaración de interés na- 
cional en la reforma, de 1888, e iniciativas de reforma, de 1893. 
Para Espalter el requisito de las tres legislaturas importaba tres 
procedimientos de una ley, no tres leyes. Agregó que para ha- 
cer la reforma constitucional había que comenzar por declarar 
de nuevo el interés nacional por la reforma pues el rechazo de 
1894 había extinguido totalmente el proceso. Pasó luego a ana- 
lizar el otro pensamiento que se encontraba en el informe de 
la Comisión, el de que podía hacerse la reforma de la Consti- 
tución, prescindiendo de todos los trámites en ella establecidos, 
en virtud del principio de la absoluta soberanía del pueblo, que 
es dueño de su vida y de sus destinos. Según este pensamien- 
to, aceptado por el informe, las disposiciones contenidas en la 
Constitución respecto a su reforma son mulas porque están en 
pugna con el principio matriz de toda institución republicana, 
con el principio de la soberanía nacional. Los que sostienen esa 
doctrina creen que el pueblo no puede delegar de ninguna ma- 
nera el ejercicio de su soberanía cuando se trata de la reforma 
constitucional, aunque sí, cuando se trata de sancionar leyes or- 
dinarias o de administrar los intereses fiscales. Espalter se pre- 
guntaba si sería verdad que el pueblo, en razón de su soberanía 
inmanente, tenía la facultad y el deber de hacer la reforma por 
sí mismo directamente, sin consultar las disposiciones de la Cons- 
titución. 

“¿Será verdad que este deber es una consecuencia necesa- 
ria del principio:que informa el gobierno republicano, del prin- 
cipio de la soberanía nacional?”. 

El Dr. José Espalter negaba en absoluto la existencia de ese 
derecho y ese deber. “Dentro del régimen representativo de go- 
bierno, dentro de una situación de gobierno de formas orgánicas 
perfectamente constituídas, la soberanía nacional mo se ejerce 
directamente nunca por el pueblo, sino en el caso que es im- 
prescindible, de la constitución y elección de los poderes públi- 
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cos. Lo único que hace por sí mismo el pueblo es designar sus 
representantes. Pero para reformar la Constitución, para admi- 
nistrar justicia para el manejo de sus intereses, dentro del régi- 
men representativo de gobierno, el pueblo en ningún caso ha 
ejercido la soberanía sino por medio de los poderes que él mis- 
mo ha constituido y organizado”. Lo contrario sería admitir que 
el pueblo puede dictar leyes, manejar sus intereses por sí mis- 
mo. Sería el régimen de la democracia pura; el régimen del 
Agora; "es ese régimen absurdo, en el cual es imposible conci- 
liar la libertad y el orden”. Había también que admitir que se 
han equivocado todos los constituyentes del mundo porque en 
todas las constituciones se han establecido procedimientos especia- 
les para la Reforma. No niega sin embargo que el pueblo en 
ciertos casos pueda y deba reasumir el ejercicio de la soberanía 
pero es el derecho de resistencia, el derecho de revolución que no 
existe cuando en la sociedad funciona un régimen político de for- 
mas reglamentarias y orgánicas. Cree que dentro del régimen re- 
presentativo, que es el régimen de la libertad, ordenada y exenta 
de turbulencias demagógicas, el pueblo no debe administrar justi- 
cia por sí mismo; no debe dictar leyes ni debe aceptar el gobierno 
de la plaza pública. "Por consecuencia —agrega— el pueblo tam- 
poco puede tener una acción directa e inmediata sobre la constitu- 
ción que se dicta”, Todos estos cometidos deben ser delegados 
por el pueblo en una corporación. El pueblo interviene de una 
manera indirecta por medio de los representantes que nombra. 
Si el pueblo no debe intervenir directamente en la redacción de 
las leyes no lo puede hacer tampoco en la reforma de la Cons- 
titución. 

El pensamiento de que el pueblo puede intervenir directa- 
mente en la reforma había sido recogido por la Comisión. En su 
informe “una Convención Constituyente propone, toma la ini- 
ciativa de la reforma, pero quien la hace, es realmente el pue- 
blo”, pues al pueblo debe someterse esa reforma, que no será 
válida hasta que obtenga su ratificación. 

Agregó: “En Suiza, que es un régimen de democracia pu- 
ra, en que el pueblo interviene en la confección de las leyes, 
cabría ese pensamiento pero entre nosotros, en un régimen re- 
presentativo, es una gran inconstitucionalidad y una innovación 
peligrosa”. No cree que en el proyecto de la Comisión haya una 
conciliación entre la idea de la reforma constitucional hecha con 
arreglo a la Constitución y la idea de la reforma hecha por el 
pueblo directamente, fundándose en el principio de la soberanía 
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nacional. Por el contrario, entiende que ha habido absorción de 
una idea por otra, que ha quedado derrotada. 


Los que sostienen que la reforma la puede hacer el pueblo 
directamente y con prescindencia de las disposiciones que para 
el efecto se encuentren en la Constitución pueden, dice el Dr. Es- 
palter, aceptar el informe sin incurrir en contradicción alguna. 
No les interesa quien tome la iniciativa, lo importante para ellos 
es que el pueblo ratifique la reforma. Pero —expresó— aquellos 
que sostienen que deben respetarse las disposiciones constitucio- 
nales, no pueden aceptar la ratificación popular que está en pugna 
con los preceptos de la Constitución. 


Declaró ser partidario de la Reforma pero por el trámite 
de las tres legislaturas establecidas en la Constitución, Dijo que 
ello podría hacerse en un plazo de cuatro años y medio, Si has- 
ta ahora no se había hecho, dijo que no era por las dificultades 
de la Constitución, sino por motivos políticos que no creía del 
caso determinar. Juzgaba que la reforma constitucional, tal co- 
mo la planteaba el informe, no solucionaba la crisis política 
que sufría el país. Por el contrario pensaba que plantearía pro- 
blemas dificilísimos, que tal vez agravarían la situación. La re- 
forma, según el informe, debería hacerse por una Convención 
Nacional que se elegiría antes de 1904. Preguntaba cómo se cons- 
tituirá esa Convención. “¿Se va al acuerdo?”. Pero si se ha 
combatido el acuerdo para la constitución de la Legislatura or- 
dinaria, ¿cómo no tendrá opositores para la integración de la 
Convención? Si se va a la lucha "¿no se anticipan los peligros 
tan temidos de la elección de 19042”. Sería indudablemente una 
lucha más encarnizada que la de la elección de la Legislatura 
de 1904. Terminó expresando que sólo en un caso aceptaría la 
reforma: cuando se le demostrara que ciertas disposiciones in- 
corporadas a la Constitución conjurarían la crisis política que 
afectaba al país.” 


Con esta exposición quedó clausurado, en realidad, el Con- 
greso revisionista del Ateneo ya que el miembro informante, Dr. 
Gonzalo Ramírez, anunció su contestación para la siguiente 
sesión que no llegó a realizarse. El discurso del Dr. Espalter reco- 


52 Véase en el Apéndice N° 10 las Actas del “Congreso Revisio- 
nista de la Constitución de la República efectuado en el Ateneo de Mon- 
tevideo (R. O. del Uruguay)”. Primero y Segundo Cuadernillo en el Ar- 
chivo particular del Sr. Pedro Figari, hijo, y las crónicas periodísticas de 
la época que incluyen los documentos de aquel Congreso. 
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gía la opinión predominante en los círculos políticos y par- 
lamentarios que no sentían la urgencia de la reforma como 
para decidirse a abandonar la interpretación clásica del texto 
constitucional que prescribía el procedimiento de las tres le- 
gislaturas entendidas sin solución de continuidad. Por otra parte, 
la inquietud política del Partido Nacional, en el que gravitaba 
poderosamente la influencia de Saravia, se polarizaba en torno al 
mantenimiento de las conquistas del Pacto de la Cruz, tamba- 
leante desde la llegada al poder de José Batlle y Ordóñez. 


CapríTtULO VIII 
El Constituyente 


La Reforma de la Constitución y el procedimiento 
para realizarla 


1904 - 1912 


I 


La revolución de 1904, en la que estaba en juego el sis- 
tema de coparticipación establecido en el Pacto de la Cruz, pu- 
so de manifiesto la urgencia de una solución definitiva del pro- 
blema político que convulsionaba al país desde hacía años. El 
Dr. José Espalter, militante en el partido colorado y Senador 
por el departamento de Durazno, pensó que a dicha solución 
solo podía llegarse mediante la reforma constitucional. En ple- 
na guerra civil, el 1° de mayo de 1904, bajo el título “El pro- 
blema de actualidad” publicó sus ideas al respecto, como antici- 
po del proyecto de reforma que presentaría en el Senado poco 
después. “He creído siempre —escribió en la introducción— que 
para constituir una situación de paz estable, de democracia efi- 
ciente, de progreso sólido, de administración verdaderamente tu- 
telar, exigíase incorporar a nuestro régimen político las necesa- 
rias modificaciones para disminuir de una parte, la suma enor- 
me de facultades del Poder Ejecutivo, y aumentar, de otra, la 
intervención del pueblo en las cosas propias que se refieren a 
su inmediato interés. La intervención de los Departamentos en 
la designación de sus autoridades gubernativas, y el establecimien- 
to del régimen municipal, han sido siempre para mí el medio 
único de darle libertad y orden al país”. Para fundamentar sus 
ideas reformistas, el Dr. Espalter analiza la situación política del 
país desde 1897. Justifica plenamente la revolución nacionalista 
contra un “régimen de abominación, producto de la corrupción 
de los hombres y de la maldad de las leyes”. Señala la justicia 
que encerraba el Pacto de la Cruz que “puso fin al sistema de 
los gobiernos de exclusivismo y a la prepotencia del oficialismo 
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elector” a pesar de “los gérmenes de inconstitucionalidad y sub- 
versión” que llevaba en su seno. Ánota que inconstitucionalidad 
y subversión existían en mayor grado antes de la Paz de Se- 
tiembre que, al fin, permitió salir de aquella engañosa legalidad 
de gobiernos asentados sobre la usurpación de la soberanía na- 
cional. “A su amparo —dice refiriéndose a la Paz de Setiem- 
bre— dejamos para siempre a la espalda, el régimen de la ini- 
quidad y la usurpación constituída en gobierno. Bajo sus aus- 
picios, entramos en el amplio sistema de la tolerancia política, 
de la representación equitativa de los partidos en el Parlamen- 
to, en el régimen verdaderamente representativo de gobierno”. 
Admite sin embargo, que su abusivo ejercicio engendraba la 
anarquía, Opina que en la situación de guerra que vivía el país 
en 1904, mantener la paz con pactos como el de setiembre de 
1897, no era posible. Constituirían “una completa subversión”, 
un quebrantamiento del poder, un fraccionamiento de la autori- 
dad, en un régimen de legalidad como el que, en aquel mo- 
mento, existía. “Los poderes públicos legítimos —dice— no de- 
ben tratar con los revolucionarios la coparticipación política, co- 
mo la trataron los. poderes públicos usurpadores de otro tiem- 
po”. Pero esto no significa que él sea contrario a la copartici- 
pación política. La situación para Espalter está en legalizarla, 
en constitucionalizarla. Para ello es necesario la reforma de la 
Constitución que permita incorporar a ella el espíritu de los pac- 
tos, Expresa que “la paz institucional sólo es posible mediante 
la reforma institucional”. Agrega: “Los pactos de paz rotos por 
esta guerra deben ser sustituídos por otros pactos, por esos Otros 
pactos en los cuales sean partes celebrantes, no los poderes pú- 
blicos y los revolucionarios sino los partidos políticos entre sí. 
Contraten las colectividades de ciudadanos las condiciones de su 
nueva ley fundamental, de tal manera que les sea posible co- 
participar sin subversiones, en la gestión de la cosa pública, y 
muy particularmente en la esfera rica de interés y de vida del 
gobierno local, y habrían contratado entonces la paz perpetua, la 
gran paz patriótica. No se llamarán concesiones esos pactos, ni 
las garantías de su existencia se llamarán feudos, caudillos pre- 
potentes, o parques de armamento de guerra, sino que se lla- 
marán soberanía nacional, opinión legal de los departamentos, 
y sus garantías, preceptos de las leyes y mandatos de la Consti- 
tución”. La política de coparticipación y la política de libertad 
de sufragio constituían para Espalter “los dos pilares sobre los 
cuales ha de apoyarse la paz institucional de la República”. 
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Concretaba sus ideas revisionistas en cuatro puntos: descentrali- 
zación administrativa con el funcionamiento de municipios autó- 
nomos; jefes políticos designados de una terna de candidatos pro- 
puestos por las Juntas Económico - Administrativas; ampliación 
del mandato presidencial y de los legisladores y plebiscito como 
medio de llevar a cabo rápidamente la reforma. La organización 
del gobierno departamental autónomo tenía dentro de las ideas 
reformistas de Espalter importancia capital. 

"El remedio —dice— consiste en la reforma constitucional, 
realizada por el pueblo soberano, por medio del plebiscito, para 
incorporar a nuestra vieja carta política, el régimen de gobierno 
departamental”. Entiende por gobierno departamental a "aquel 
organismo compuesto del jefe político propuesto por la Junta 
Económico - Administrativa y nombrado por el Presidente de la 
República y de la Junta misma, con todas las atribuciones del 
municipio autónomo con facultades de gobierno y administra- 
ción local definidas y con rentas propias”. “La intervención de las 
juntas en la designación de los jefes políticos elevará la copar- 
ticipación de los partidos al rango de una institución pública”. 

Según el pensamiento de Espalter, las juntas integradas 
por el sufragio libre de los departamentos con mayoría colora- 
da, propondrían una terna de candidatos colorados a las jefatu- 
ras políticas y las integradas por mayoría nacionalista, lo harían 
de candidatos blancos, de manera que habría legalmente jefes po- 
líticos blancos o colorados según lo decidiera el sufragio popu- 
lar. Ya no sería necesaria la revolución para que el Partido Na- 
cional obtuviera jefaturas departamentales. Esta organización 
haría imposible la intransigencia y el exclusivismo presidencial, 
sostenidos hasta aquel momento por el régimen institucional. 
Mantiene Espalter su opinión adversa a una reforma que cam- 
bie el Poder Ejecutivo unipersonal por un colegiado. Sostiene 
que el colegiado no soluciona el problema de la omnipotencia 
presidencial ni el de la coparticipación de los partidos. "Tan 
contrario a la naturaleza de las cosas es un Poder Ejecutivo co- 
legiado, como un hombre con muchas cabezas. El monstruo ja- 
más ha servido para otra cosa que para engrendrar el despotismo 
o el desorden”. Menos objetable le parece el régimen parlamen- 
tario, pero duda de sus posibilidades en nuestro medio. “Sin 
duda alguna —dice— es más fácil alcanzar la mayoría en el 
Consejo de Ministros, que en la Presidencia de la República y, 
en este concepto, la rotación de los partidos, imposible o difi- 
cilísima desde la presidencia, sería posible y tal vez fácil, desde 
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el gabinete ministerial. No desconocemos esta gran virtud de 
circunstancias que podría tener el régimen parlamentario. Y aun 
agregamos, que en su funcionamiento regular, con todos los in- 
convenientes de que está lleno, lo preferiríamos a este régimen 
nuestro, en que el Presidente de la República, por enemigo que 
sea del gobierno personal, no tiene más remedio que dirigir por 
sí mismo todos los resortes de la máquina gubernamental. Pero 
¿es posible en la República, en la actualidad al menos, el fun- 
cionamiento regular del Parlamentarismo? ¿Desde el momento 
en que fuera el Parlamento y no el Poder Ejecutivo el centro 
de la administración y del gobierno, no deberíamos temer una 
intervención mayor, una ingerencia más descarada del Poder Eje- 
cutivo y su influencia directriz en las elecciones de senadores y 
diputados? Por otra parte, en un país como el nuestro, en que 
todo está por hacerse en materia de administración y de régi- 
men económico y rentístico, ¿no sería calamitosa la inestabili- 
dad gubernamental del parlamentarismo, de que se lamentan al 
presente, aun aquellas viejas naciones en las cuales los servicios 
públicos se hallan definitivamente consolidados, y la monarquía 
constituye el centro de gravedad inmutable de todo el orden po- 
lítico y social? No es, pues, tampoco el régimen parlamentario 
la reforma benéfica a que aspiramos”. Insiste que la reforma 
“está en las jefaturas, en las juntas, en lo que permita a los 
partidos probar su vitalidad y su pujanza, no con la barbarie 
de las pasiones feroces, sino con la noble rivalidad de las con- 
tiendas democráticas, en la disminución de las agitaciones elec- 
torales que permita a los ciudadanos todos, consagrarse al tra- 
bajo civilizador”. Cree que aquel es el momento oportuno para 
realizarla porque además, sería el medio de poner fin a la gue- 
rra civil. Para ello había que hacerla inmediatamente, por un 
trámite extra constitucional, ya que el establecido en el Código 
de 1830 requiere varios años por el juego de las tres legislatu- 
ras que considera deben ser consecutivas. La urgencia legitima, 
en su concepto, el plebiscito, al que había condenado el año an- 
terior en el Congreso del Ateneo como medio ordinario de re- 
forma constitucional. “Dijimos en aquella sazón —expresa— 
que eramos partidarios de la reforma, pero con arreglo a los 
trámites en la propia constitución establecidos, salvo el caso de 
que ella constituyera la suprema exigencia de la salud pública, 
caso en el cual iríamos a la reforma revolucionaria, consultando 
por medio del plebiscito las inspiraciones de la soberanía nacio- 
nal”. Señala los peligros que puede encerrar una reforma plebis- 
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citaria pero cree que puede y debe hacerse “toda vez que los par- 
tidos y la gran masa de los ciudadanos la deseen y la pidan”. 
Agrega: “Sobre todos los procedimientos ordinarios para llevar 
a cabo la reforma constitucional, está el mandato directo y ca- 
tegórico de la soberanía nacional. Y sobre todos los recelos que 
pueda inspirar el mal uso de los procedimientos plebiscitarios, se 
levanta muy arriba la salud pública”. Piensa que el pueblo po- 
dría delegar por medio del plebiscito, facultades constituyentes 
a una Convención ad hoc o a la legislatura que había de elegir- 
se en noviembre de ese año 1904. El plebiscito de ratificación 
podría terminar a corto plazo las reformas que se hicieran.* 


II 


Poco después, el 3 de junio de ese mismo año, el Dr. Es- 
palter presentó en el Senado un proyecto de reforma constitui- 
cional en el que recogió con ligeras variantes las ideas vertidas 
en su estudio sobre “El problema de actualidad”. Al realizarse 
las próximas elecciones generales para renovar la Legislatura se 
consultaría también a la soberanía nacional, por medio del vo- 
to directo del pueblo, para que antes manifieste si acepta o de- 
secha la reforma constitucional siguiente: 


a) Los representantes durarán cuatro años en sus funciones. 


b) Las funciones del Presidente durarán seis años; mo podía ser 
reelegido hasta pasados otros seis años. 


c) Se modifica la Sección X "Del Gobierno y Administración 
interior de los departamentos”. 


El jefe político encargado de lo gubernativo y del servi- 
cio de policía de seguridad, será nombrado por el Presiden- 
te de la República de una terna de candidatos que propon- 
drá la Junta Departamental. El Poder Ejecutivo puede de- 
sechar las ternas y solicitar otras, debiendo en el ínterin, 
encargarse de la Jefatura, el Presidente de la Junta o 
quien haga sus veces. 

Los jefes políticos deben ser vecinos en el Departamen- 
to con propiedades cuyo valor no baje de $ 4.000 y ser 


En Jo $ E qe, “El problenta de actualidad. Montevideo, 1904”. 
: José alter. “Discursos tarios”. Cá 
VII págs. 381-446, arlamentarios”. Cámara de Senadores. Tomo 
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mayores de 30 años. Durarán en sus funciones todo el 
período de las Juntas pero podrá repetirse su nombramien- 
to indefinidamente. Proveerán libremente los agentes y de- 
más empleos de su dependencia. Los jefes políticos podrán 
ser removidos con venia del Senado, sin que sea exigida la 
previa comprobación de motivo alguno. 


Las Juntas Económico - Administrativas funcionarían en la 
capital del Departamento, compuestas por vecinos de arraigo y 
su número no podría bajar de siete ni pasar de once. Los extran- 
jeros podrán formar parte de ellas como vocales pero su nú- 
mero no podrá exceder de la tercera parte del total de sus miem- 
bros. Serán elegidos directamente por el pueblo, durarán cuatro 
años. Las Juntas nombrarán Comisiones auxiliares en todas las 
villas del departamento. Las juntas deben cuidar de la policía 
de salubridad, comodidad y recreo; cuidar de la construcción y 
reparación de los caminos, calzadas, puentes y de todas las obras 
públicas de necesidad, utilidad y ornato que se costeen con fon- 
dos municipales; promover la educación primaria, la agrícultura, 
la industria y el comercio; proponer a la Legislatura y al Eje- 
cutivo todas las mejoras departamentales que juzgaren necesarias 
o útiles; velar por la conservación de los derechos individuales 
y por la recta aplicación de las leyes en el departamento. La 
ley determinará el máximum de los arbitrios que podrán votar 
las juntas para atender sus objetos y dispondrá de rentas nacio- 
nales, las asignaciones complementarias que sean necesarias. Las 
juntas tendrán la facultad de arreglar su régimen interno, con- 
feccionar su presupuesto de gastos, crear y proveer los empleos 
necesarios para su correspondencia y demás servicios y remover 
a sus empleados con causa justificada. Deberán rendir cuentas 
anuales al Poder Ejecutivo, de la inversión de sus rentas y pu- 
blicarán mensualmente un estado de los ingresos y egresos. Los 
miembros de la Junta estarán sujetos a la inspección. y vigilancia 
del Poder Ejecutivo en los ramos de la administración a su car- 
go y podrán ser separados de sus funciones por ineptitud, omi- 
sión o delito: en los primeros casos por el Poder Ejecutivo con 
venia del Senado y en el último, por ministerio de la ley, luego 
de ejecutoriada la respectiva sentencia condenatoria. 


Los artículos relativos a la Reforma Constitucional (153 a 
159) eran reformados en el proyecto de Espalter del modo si- 
guiente: Una legislatura dicta una ley declarando de interés na- 
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cional la Reforma y determinando los puntos a que aquella ha- 
ya de contraerse. La legislatura subsiguiente, competentemente 
autorizada, podía proceder sin más trámite a realizarla, bajo las 
reglas prescriptas para la sanción de las leyes. Una vez declara- 
da de interés nacional la reforma deberá comunicarse al Poder 
Ejecutivo para que lo circule al tiempo de convocar a eleccio- 
nes generales.” 


En la exposición que hizo Espalter para fundamentar su 
proyecto, recogió las ideas que había dado ya a publicidad. Se 
refirió a la concentración de autoridad que la Constitución de 
1830 permitía en el Poder Ejecutivo. Dijo que en su proyecto 
repartía esas facultades en todos los ámbitos del territorio. Po- 
nía la autoridad administrativa “lo más directamente posible en 
manos de los ciudadanos” y disminuía las “enormes facultades 
que hasta ahora recaen sobre el Poder Ejecutivo y, en general, 
sobre los poderes centrales de la Nación”. Entendía que “la po- 
lítica debe ser ejercida por el gobierno directamente y lo más 
indirectamente que sea posible por el pueblo; pero la adminis- 
tración, por el contrario, debe ser ejercida indirectamente por el 
Gobierno y lo más directamente que sea posible por el pueblo”. 
Agregó que con su proyecto elevaba “el régimen de coparticipa- 
ción de los partidos a la categoría de institución política permanen- 
te”. Insistió en la necesidad de la reforma constitucional para 
obtener los resultados que se proponían, concretada en la crea- 
ción del Gobierno Departamental. Renovó sus argumentos en fa- 
vor del plebiscito en aquellas circunstancias y de la unidad del 
Poder Ejecutivo. Confería a la legislatura de aquel momento la 
tarea de formular las reformas en lugar de la legislatura pró- 
xima como sugería en "El problema de actualidad”. Se declara 
enemigo del Colegiado y del régimen parlamentario en térmi- 
nos, en este último caso, más radicales que en “El problema de 
actualidad”. Cree haber armonizado en su proyecto de Gobier- 
no Departamental, la unidad y autoridad del Poder Ejecutivo, 
con la libertad, el orden y la paz. Se explana sobre la organi- 
zación del gobierno municipal y declara que su “proyecto tien- 
de a cambiar la anarquía, la revolución, la licencia, por la jus- 
ticia, por las instituciones, por la libertad. De ahí que yo esté 
firmemente convencido —expresa— de que la adopción del pro- 


2 “Diario de Sesiones de la H. Cámara de Senadores de la Re- 
pública Oriental del Uruguay”. Montevideo, 1905. Tomo LXXXIII, págs. 
203-207. 
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yecto de ley que fundo, satisface lo que haya de legítimo y ra- 
zonable, en medio de las desordenadas aspiraciones del partido 
revolucionario. Y por esto mismo puede constituir el principio 


de la paz, alcanzada por la paz misma”.* 


In 


La muerte de Aparicio Saravia, el 10 de setiembre de 1904, 
marcó el fin de la Revolución entrándose en negociaciones de 
paz. La reforma Constitucional apareció entonces como una as- 
piración del Partido Nacional que consideraba necesaria, para la 
estabilidad política y social del país, una renovación de sus ins- 
tituciones, En las bases de paz que los revolucionarios presenta- 
ron en las negociaciones de Aceguá, la reforma de la Constitu- 
ción figuró en primer término. Al fundamentarla en el Memo- 
rándum que las acompañaba, se señaló la necesidad y urgencia 
de la reforma, puesta de manifiesto en diversas oportunidades. 
Dificultada su realización por la severidad de los requisitos exi- 
gidos por la Carta de 1830, el Partido Nacional, proponía co- 
mo solución rápida, el que se confiriera a las próximas Cáma- 
ras la facultad expresa de realizarla “a fin de alcanzar —decía— 
además de otras reformas de orden fundamental, la independen- 
cia efectiva del Poder Legislativo, el deslinde claro y preciso de 
las funciones del ejecutivo, la reforma judicial y la elección de 
presidente de la república por órgano de un congreso elector 


exclusivamente elegido por el pueblo a ese objeto”.* 


La paz concertada poco después, sólo recogió la aspiración 
reformista en el compromiso que contrajo el Poder Ejecutivo, de 
incluir la reforma Constitucional entre Jos asuntos que propon- 
dría a la consideración del Cuerpo Legislativo en el próximo perío- 
do de sesiones extraordinarias, sin que esto implicara obligación 
para el Poder Legislativo de realizarla y mucho menos, en un 
sentido determinado. En cumplimiento de ese compromiso el 23 
de noviembre de 1904, el Poder Ejecutivo dirigió un mensaje a 
la Asamblea General con un proyecto de reforma Constitucio- 
nal similar al presentado por Vásquez Acevedo en el Senado en 
abril del año anterior cuyos fundamentos reproducía, El Poder 
Ejecutivo hacía suya, con este proyecto, la interpretación de Vás- 


3 "Diario de Sesiones de la H. Cámara de Senadores”. Tomo LXXXIII 


antes citado, págs. 209-237. 
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quez Acevedo de la no continuidad de las tres legislaturas al 
proponer que los senadores y diputados que se elegirían en enero 
de 1905, vendrían “autorizados con poderes especiales para to- 
mar en consideración nuevamente el proyecto de reformas a los 
artículos 152 a 158 de la Constitución de la República formu- 
lado por la XVII Legislatura con fecha 13 de julio de 1893”. 


Difería de las bases de paz propuestas por el Partido Na- 
cional en setiembre anterior, en que limitaba la labor reformis- 
ta de las nuevas Cámaras a la revisión del proceso de reforma, 
tal como se establecía en el proyecto aprobado por la XVII le- 
gislatura. En cambio las bases nacionalistas, conferían a esas mis- 
mas Cámaras amplios poderes para introducir reformas en la 
organización y funcionamiento del régimen institucional y seña- 
laba algunos puntos concretos. 


El proyecto del Poder Ejecutivo, como el de Vásquez Ace- 
vedo con esa interpretación amplia del texto legal, pretendía 
realizar la reforma manteniéndose dentro de las normas consti- 
tucionales. La fórmula de las bases nacionalistas se apartaba to- 
talmente de ellas. Se inscribía dentro de la doctrina de la legiti- 
midad de la reforma que emanara de una decisión directa del 
pueblo cuyo pronunciamiento no podía verse limitado por tra- 
bas constitucionales que sólo regían para los poderes públicos. 
Pasó a estudio de la Comisión de Asuntos Constitucionales o 
internacionales de la Cámara de Representantes integrada por 
Carlos de Castro, Ricardo J. Areco, Eduardo Vargas, Benito M. 
Cuñarro, José E. Rodó, Agustín Ferrando y Olaondo y Manuel 
E. Tiscornia. Esta se expidió favorablemente en un informe de 
13 de diciembre de 1904, en el que aconsejaba su sanción des- 
pués de analizar la necesidad de la reforma y la constitucionali- 
dad del proyecto presentado por el Poder Ejecutivo. Demostra: 
ba la necesidad de la reforma recordando las manifestaciones 
formuladas en ese sentido desde 1854 hasta las recientes bases 
de paz nacionalistas presentadas en Aceguá. En cuanto al se- 
gundo punto sostenía su constitucionalidad desde dos puntos de 
vista: no violentaba el procedimiento establecido en la Consti- 
tución de 1830 para llevar a cabo la reforma constitucional ni 
el Poder Ejecutivo al proponerla excedía sus facultades. Respec- 
to a si era constitucional o no retomar el proyecto sancionado 
en 1893 después de su rechazo por el Senado de la XVIII le- 


5 Véase Apéndice N? 12, 
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gislatura, la Comisión se pronunciaba por la interpretación am- 
plia de la Carta de 1830, admitiendo que no era necesario que 
las tres legislaturas exigidas para cumplirse el proceso, fueran 
sucesivas. Sostenía su posición transcribiendo las palabras pro- 
nunciadas por el Dr. Vásquez Acevedo en el Senado al funda- 
mentar su proyecto de reforma en abril de 1903 y en la doctri- 
na del constitucionalista chileno, Jorge Hunneus. Respecto a si 
el Poder Ejecutivo podía tomar la iniciativa en esta clase de 
asuntos, la Comisión creía que sí, porque —decía— “es un prin- 
cipio inconcuso de derecho, que las restricciones tienen que ser 
de interpretación estricta, y en todo nuestro código fundamental 
no existe una sola disposición que prohiba al Poder Ejecutivo to- 
mar iniciativa en estas cuestiones, Por el contrario, se le faculta 
para que tome esa iniciativa en toda clase de leyes y para de- 
terminar cuales son los asuntos que deben ocupar la atención 
de la Asamblea durante su receso (artículos 42 y 81 de la Cons- 
titución)”. “Sostener lo contrario —agregaba— nos llevaría al 
absurdo siguiente: Dado el caso de que al finalizar el último pe- 
ríodo ordinario de una legislatura se hiciera en una de las Cá- 
maras la moción que prescribe el artículo 153 y fuera apoyada 
suficientemente, pero sin el tiempo para que la otra rama legis- 
lativa la considerase y la apoyase a su vez, resultaría que si ca- 
recía de facultades el Ejecutivo para tomar iniciativa al respec- 
to, no podría incluirlo entre los que motivaran la convocación 
de la Asamblea a sesiones extraordinarias, y todo el trabajo rea- 


lizado quedaría perdido y demorado por más de tres años”.* 


IV 


Puesto en discusión el tema de la reforma en la sesión del 
19 de diciembre de 1904, el primero en usar de la palabra fue 
el Dr. Manuel Tiscornia que había firmado discorde el informe 
de la Comisión. Expresó que consideraba al proyecto en cues- 
tión “abiertamente inconstitucional” exponiendo ampliamente 
sus ideas al respecto. Dijo que era inconstitucional en primer tér- 
mino porque atribuía a aquella Cámara facultades para enten- 
der en un asunto para el que no estaba legalmente habilitada. 
La Constitución —dijo— establece un proceso de reforma a tra- 
vés de tres legislaturas: la 1° declara la necesidad de la reforma; 


G “Diario de Sesiones de la H. Cámara de Representantes”. Mon- 
tevideo, 1905. Tomo CLXXIX. Años 1904-1905, págs. 48-51. Véase Apén- 
dice N° 12. 
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la segunda proyecta las reformas y la 3* aprueba o rechaza las 
reformas proyectadas. 


Aquella Cámara no pertenecía a ninguna de esas tres legis- 
laturas. “No somos la primera —dijo— puesto que no vamos a 
deliberar sobre la necesidad o utilidad de la reforma, tampoco 
somos la segunda, porque no nos arrogamos la facultad de de- 
terminar las reformas, tampoco somos la tercera, porque no las 
discutimos mi las vamos a resolver. Constitucionalmente, pues, 
nuestras funciones, están aparte de la ritualidad que el código 
fundamental establece”. Agregó que no tenían facultades para 
entender en el asunto por dos razones: “porque la facultad de 
las Asambleas está establecida expresamente en la constitución, 
y esta facultad nuestra —dijo— que ejercitaríamos, no está es- 
tablecida, ni tampoco tenemos facultad porque no tenemos po- 
deres especiales que nuestra constitución exige como condición 
indispensable para abordar su estudio”. El Dr. Tiscornia creía 
que el proyecto era inconstitucional —además— porque confe- 
ría al Poder Ejecutivo una facultad que no tenía. De acuerdo 
al artículo 152 de la Constitución correspondía exclusivamente 
al Poder Legislativo entender en materia de reforma constitu- 
cional. Entendía que el Poder Ejecutivo carecía “en absoluto” de 
facultades para intervenir en el asunto. Refutó la argumenta- 
ción que a este respecto hacía el informe de la Comisión. Im- 
pugnó luego la doctrina sostenida por el Dr. Vásquez Acevedo 
para fundamentar su proyecto de 1903, recogida por el del Po- 
der Ejecutivo, con la que pretendía demostrar la constituciona- 
lidad del mismo sosteniendo que no violentaba el trámite esta- 
blecido en la Constitución para su reforma. Tiscornia entendía 
que el proceso iniciado en 1888 había quedado cerrado en 1894 
con el rechazo expreso —no aplazamiento como interpretaba 
Vásquez Acevedo— del Senado y tácito de la Cámara de Re- 
presentantes, ya que si bien esta Cámara declaró, por resolución 
del 21 de abril de 1896, estar habilitada a discutir el asunto, 
nunca se decidió a hacerlo, lo que tácitamente significaba que lo 
desechaba. Consideraba el procedimiento de reforma establecido 
en la Constitución de 1830 como el más perfecto. Impugnó el 
que proponía el proyecto que a su juicio tenía graves incon- 
venientes porque autorizaba la reforma total de la Constitu- 
ción por una Convención Constituyente, La gravedad estaba en 
que una sola Asamblea sería la que propondría, discutiría y san- 
cionaría la reforma sin que interviniera ningún otro Poder. 
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“Interviniendo —decía— sólo el Poder Legislativo, tendrían 
el control del Senado, o de la Cámara de Diputados, según cual 
fuera la rama en que se proyectaran las reformas, tendrían el 
control de las dos discusiones que necesariamente tendrían que 
hacerse en cada rama; pero esto, de que una sola Asamblea Cons- 
tituyente, una sola corporación, sea la que proponga, discuta, san- 
cione y hasta promulgue, esto me parece que es sumamente 
malo; y es sumamente malo, porque efectivamente, no da nin- 
gún medio de evitar los posibles errores de toda Asamblea”. 


Finalmente el Dr. Tiscornia se refirió a la necesidad de la 
Reforma discrepando en esto también con lo expresado por la 
Comisión en su informe. Dijo que la necesidad de la reforma 
no había sido manifestada, ya que, a través de los años no ha- 
bían sido uniformes las opiniones al respecto; no han habido pun- 
tos concretos sobre los cuales se hubiera hecho sentir la necesi- 
dad de la reforma. “Unos entienden —dijo— que la reforma 
debía versar sobre el artículo 5? de la Constitución, que esta- 
blece que la religión del Estado debe ser la católica; y yo pre- 
gunto si es sobre ese punto que se ha uniformado opinión. Me 
parece imposible que se pueda responder afirmativamente, por- 
que hombres públicos y de gobierno han entendido que esa re- 
forma no convenía realizarla. Otros han supuesto que convenía 
reformar el período presidencial haciéndolo más duradero; otros 
que se estableciera la reelección; pero sobre estos mismos puntos 
ha habido discrepancia fundamental. Algunos creen que debe es- 
tablecerse el gobierno municipal; otros lo resisten abiertamente; 
¿dónde está la uniformidad de opiniones?”. En cuanto a los an- 
tecedentes que se invocaban en su favor, Tiscornia los analizó 
para llegar a la conclusión de que “dicen lo contrario” a lo que 
expresaba el informe, El único antecedente que se podía invo- 
car era el que motivó el proceso desarrollado a través de la 
XVI, XVI y XVIII Legislaturas y que fracasó también. Ante- 
riormente siempre se había manifestado resistencia a la refor- 
ma. Concluyó recordando que el Dr. Pedro Bustamante que, en 
1873 abogaba por la reforma de la Constitución, luego, en 1882, 
fue su gran opositor. 


Correspondió al doctor Areco defender el informe y lo hi- 
zo en todos sus aspectos. Insistió en la necesidad de la reforma 
apoyándose no sólo en los antecedentes sino en el compromiso 
contraído por el Poder Ejecutivo en la Paz de Aceguá. Dijo que 
por ese compromiso estaban obligados a tratar el asunto y resol- 
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verlo favorablemente porque “cuando, los revolucionarios esta- 
ban con las armas en la mano, cuando el Poder Ejecutivo se di- 
rigió a nosotros solicitando la ley de amnistía, que era una con- 
secuencia lógica de la Paz pactada, sin la cual no podía esta lle- 
varse a efecto, nosotros ya lo sabíamos, porque se había hecho 
público por la prensa, y ya lo sabíamos porque el propio men- 
saje del Poder Ejecutivo nos indicaba que una de las bases pro- 
puestas por la revolución, era la reforma constitucional”. “Si 
nosotros —agregó— sabíamos que no podíamos autorizar a la 
Asamblea siguiente para abordar esa reforma, si creíamos que 
no podíamos autorizar a los miembros de la nueva Asamblea 
para que vinieran con poderes para votar esa reforma, nosotros 
estábamos moralmente obligados a decirle al Poder Ejecutivo 
“no podemos aceptar sus bases de paz”. Y entonces los revolu- 
cionarios hubieran sabido lo que tenían que hacer. Pero habien- 
do tácitamente expresado con nuestro silencio al respecto, que 
nosotros estábamos dispuestos a coadyuvar a la acción del Po- 
der Ejecutivo y a hacer cumplir todas y cada una de las bases 
de paz, nosotros estamos hoy obligados a darle curso a la re- 
forma, es decir, a darle a la nueva Asamblea los poderes necesa- 
rios para que pueda ocuparse de ella, aceptándola o rechazándo- 
la”, Sostuvo que aquella Cámara tenía facultades para tratar el 
asunto. No temía poderes para abordar la reforma, pero esa no 
era su tarea. Lo que iba a hacer, era dictar una ley que cual- 
quier asamblea puede dictar, ley —dijo— que, en el peor de los 
casos podía considerarse como interpretativa de la Constitución 
ya que al dictar una ley estableciendo que los miembros de la 
próxima asamblea tendrían poderes para tratar el proyecto de 
reforma constitucional aprobado en 1893, estaban interpretando 
la Constitución en el sentido de que las legislaturas pueden no 
ser sucesivas. Defendió también la facultad del Poder Ejecutivo 
de incluir el asunto entre los que debe tratar en sesiones extra- 
ordinarias el Poder Legislativo: “Si el Poder Ejecutivo —expre- 
só— el Poder Colegislador, tiene, por el propio código funda- 
mental facultades amplias para tomar la iniciativa en toda cla- 
se de ley ¿cómo en una cuestión tan fundamental se le va a 
negar esa facultad, la facultad de esa iniciativa, cuando no hay 
un solo artículo de la Constitución que se lo prohiba...?”. Sos- 
tuvo la constitucionalidad del proyecto negando que el rechazo 
del Senado en el primer período de la XVIII Legislatura, hu- 
biera tenido por consecuencia el rechazo del proyecto. Funda- 
mentó su posición en el artículo 67 de la sección VI de la 
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Constitución en el que se establece que un proyecto de ley, 
rechazado por una de las Cámaras del Poder Legislativo al cual 
fue enviado por la otra, no puede ser tomado en consideración 
nuevamente hasta el período siguiente de la misma Legislatura. 
“Si puede —agregó— tomarse en consideración en períodos su- 
cesivos de la misma legislatura, es claro que puede tomarse en 
consideración en legislaturas sucesivas; y si puede tomarse en 
consideración en el período inmediatamente siguiente es claro 
que puede tomarse en consideración, en el período subsiguien- 
te al siguiente”. Abogó por el procedimiento de la Convención 
Nacional Constituyente, recordando las opiniones vertidas por el 
doctor Agustín de Vedia en La Democracia de 1873. Insistió en 
la oportunidad de la reforma y desechó la crítica de que no se 
sabía lo que se iba a reformar, señalando que la Convención 
una vez electa, debía esperar seis meses para reunirse, plazo que 
permitiría a la opinión pública manifestarse ampliamente. 


El representante Dr. Eduardo Vargas, apoyó el informe in- 
sistiendo en el derecho de reformar la Constitución fuera del 
trámite establecido en ella, basándose en el principio de que la 
soberanía radica en el pueblo y no pudo quedar limitada por 
la voluntad de los constituyentes aunque entendía que el pro- 
yecto que se estaba debatiendo, satisfacía ampliamente a los que 
se aferraban al régimen de las tres legislaturas, ya que la re- 
forma sería estudiada por cuatro asambleas: la XVI, la XVII, 
la próxima de 1905 y luego la Convención Nacional Constitu- 
yente. 

En la sesión del 23 de diciembre el doctor Pedro Figari se 
pronunció también favorablemente al proyecto. Señaló la nece- 
sidad de la reforma que se venía postergando desde hacía cin- 
cuenta años —dijo— por razones de momento. Destacó algu- 
nos puntos a reformar entre los que indicó como de primera im- 
portancia el de la sucesión de los poderes públicos. Figari con- 
sideraba que éste era el gran defecto de la Constitución de 1830. 
Prácticamente todos los años debían efectuarse elecciones. Ello 
determinaba que el país viviera en una permanente agitación 
electoral: elecciones generales, elección presidencial, renovación 
parcial del Senado. Consideraba esto perjudicial porque en ese 
estado no se podía fomentar el espíritu de orden, de previsión, 
de trabajo, que es donde —dijo— radica el bienestar de las na- 
ciones. Por el contrario, anula un mundo de energías que de- 
bían aplicarse al trabajo y a la producción. Trató luego lo re- 
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lativo al procedimiento. Recordó la solución dada al problema 
por la Comisión del Congreso del Ateneo del año anterior, cu- 
yo informe leyó en Sala precediéndolo de las siguientes pala- 
bras: "En las asambleas del Ateneo que tuvieron lugar a me- 
diados del año pasado, donde se congregó lo más selecto del 
país, se abordó el estudio de esta cuestión y se produjo un in- 
forme luminoso suscrito por varias personas conspicuas, en el 
cual se aconsejaba la revisión por el procedimiento indicado por 
el doctor Vásquez Acevedo, en instantes en que ocupaba una 
banca del Senado. Ese informe es digno de ser recordado a la H. 
Cámara...”. Terminada su lectura, el Dr. Figari expresó que el 
informe daba cuenta de las opiniones que sobre la necesidad de 
la reforma y sobre el procedimiento sustentaban el año anterior 
sus firmantes entre los que se encontraba él y los Dres. Alfredo 
Vásquez Acevedo, Antonio María Rodríguez, Justino Jiménez de 
Aréchaga, Juan Pedro Castro, Carlos M. de Pena, Domingo Men- 
dilaharsu, Martín Aguirre, Luis Melián Lafinur, José Espalter y 
Gonzalo Ramírez, “Cierto —agregó— que al suscribir este in- 
forme los doctores Vásquez Acevedo, Castro y Espalter, manifes- 
taron la salvedad: conformes en general. Se concibe sin embar- 
go que la discordia que pudiera haber debió ser de detalle; nun- 
ca se referiría a entender que es inconstitucional el procedimien- 
to porque de esta manera, no habrían estado conformes en ge- 
neral, sinó habrían estado discordes en lo fundamental y en el 
procedimiento que aconsejaba el informe. Ahora bien: si se pu- 
diera decir que son razones de oportunismo, también las que 
movieron a estos distinguidos conciudadanos a suscribir aquel 
informe, no podría, sin inferírseles ofensa, suponerse que han 
podido patrocinar y aconsejar una reforma inconstitucional por 
simples razones de oportunidad, porque entonces llegaríamos a 
la conclusión de que el oportunismo puede llegar a todos los 
extravíos”, Recordó más adelante el Dr, Figari que la revisión 
de la Constitución estaba consignada en la Paz de Aceguá. “Hay 
pues —dijo— además de todas las consideraciones expuestas que 
por sí solas bastarían y sobrarían para determinar premiosamen- 
te la reforma de la Constitución— hay, digo, un compromiso de 
honor, un compromiso moral que debemos cumplir”. Considera- 
ba que el momento era oportuno; que se daban todas las ga- 
rantías para que se tuviera la seguridad de que no habría de 
empeorarse la obra de los constituyentes; que si se reformaba la 
Constitución sería para mejorarla y para adaptarla a nuestras ne- 
cesidades crecientes. Terminó expresando: “Es indudable que no 
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codos los inconvenientes que hemos sentido y sentimos, pueden 
atribuirse a los defectos de muestro código político, como que 
es indudable que fue un acto de optimismo el hacer una Cons- 
titución avanzada, en pleno campamento, para un pueblo que 
no estaba ni podía estar preparado para practicar las formas 
mas avanzadas del gobierno republicano; pero, como quiera que 
sea, aún hoy, no puede ponerse en duda que este procedimiento 
de cambiar anualmente los Poderes públicos, de traer agitacio- 
nes a cada paso, de dificultar el trabajo y el estudio sereno, tran- 
quilo de las grandes cuestiones económicas y administrativas que 
afectan hondamente al país, es un inconveniente que, por sí so- 
lo, basta y sobra para ir a la revisión constitucional” . 

José Enrique Rodó refutó, en un enjundioso discurso, la 
impugnación del Dr. Manuel Tiscornia respecto a la constitu- 
cionalidad del procedimiento propuesto para la reforma y la ne- 
cesidad y conveniencia de la misma. Refiriéndose al primer pun- 
to, apoyó la interpretación amplia del régimen establecido en el 
Código de 1830 que permitía la no continuidad de las tres le- 
gislaturas, pero declaró que este problema de la constitucionali- 
dad del procedimiento de reforma era para él, un problema de 
importancia relativa. Creía que la reforma de la Constitución 
debía encararse del punto de vista "de los altos intereses públi- 
cos, de la alta conveniencia nacional que puede haber en la re- 
forma, y de la posibilidad de verificarla con acierto; y creo —di- 
jo— que si se demuestra que la reforma es conveniente, que la 
reforma es oportuna, y que responde a una aspiración nacional, 
y que hay medios de llevarla felizmente a término, detenerse 
ante la inconstitucionalidad por lo menos dudosa del procedi- 
miento, es verdaderamente un temor supersticioso, siendo infini- 
tamente discutible que los hombres en quienes delegó el ejerci- 
cio de su soberanía una generación remota, aunque haya sido la 
generación fundadora de la nacionalidad, hayan podido amarrar 
a su voluntad y su criterio el criterio y la voluntad de las ge- 
neraciones sucesivas, en cuanto a la forma de resolver en cual- 
quier instante su propio destino, y modificar, con arreglo a 
necesidades nuevas, que pueden ser perentorias, sus instituciones 
fundamentales”. Dijo tener el respeto histórico que se debe a 
la Constitución de 1830, pero ese respeto no asumía en su espí- 
ritu el carácter de una idolatría. En cuanto al segundo aspecto 
de la impugnación del doctor Tiscornia expresó que consideraba 
necesaria, conveniente y oportuna la reforma, cosa que quedó 
demostrada al aparecer como una base de paz en ocasión de la 
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última revolución nacionalista. No creía que los pactos pudie- 
ran ya garantizar una paz estable y duradera. Las garantías de- 
bían estar en las mismas instituciones y para ello había que re- 
formar la Constitución. No abrigaba los temores que manifestó 
el doctor Tiscornia sobre los resultados de la misma. Declaró 
tener “fe en el tino, ciencia y experiencia de nuestros hombres 
de consejo”. 


Alberto Zorrilla se pronunció también por la reforma. En 
la sesión del 28 de diciembre el doctor Tiscornia volvió a ha- 
cer uso de la palabra para rebatir a los oradores que habían re- 
futado sus críticas y abogado por la reforma. No terminó su di- 
sertación que quedó pendiente para la sesión del día 9 de ene- 
ro de 1905. En esa fecha comunicó a la Cámara que no po- 
día asistir por tener que ausentarse a Río Negro a causa del 
problema electoral surgido en aquel departamento. Solicitaba li- 
cencia y dejaba a la Cámara en libertad para resolver el asun- 
to de la reforma. Así se hizo, pasándose a votar nominalmente. 
Resultó aprobado por treinta y dos votos y sólo tres en contra.” 


El proyecto aprobado de este modo en la Cámara de Dipu- 
tados, pasó al Senado que no llegó a tratarlo. Entró en la se- 
sión del día 11 de enero pasando a la Comisión de legislación. 
Esta se expidió en un informe del que la Cámara tomó cono- 
cimiento en la sesión del 16, ordenando su repartido. A partir 
de ese momento el Senado no sesionó más, por falta de núme- 
ro, hasta el 9 de febrero en que se iniciaron las sesiones prepa- 
ratorias del primer período de la XXII Legislatura. Vale decir 
que los legisladores electos el 22 de enero de 1905, no fueron 
investidos con los poderes a que hacía referencia el proyecto y la 
reforma constitucional quedó de este modo, aplazada de hecho. 


Vv 


Paralelamente al debate parlamentario, el proyecto del Po- 
der Ejecutivo fue tratado ampliamente en la prensa. Ya el 27 
de noviembre, pocos días después de enviado el mensaje a las 
Cámaras, Osvaldo Crispo Acosta llamó la atención pública so- 
bre el mismo desde las columnas de El Siglo, tachándolo de 


7 "Diario de Sesiones de la H. Cámara de Representantes”. Tomo 
a págs. 51-67; 84-100; 130-144; 148-150; 166-181; 212- 
216, 
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inconstitucional. No compartía la doctrina del Dr. Vásquez Ace- 
vedo, expuesta en 1903, renovada en el mensaje presidencial.* 

La dirección de El Siglo quiso contribuir al estudio del pro- 
blema. A ese efecto, reprodujo los artículos publicados en sus 
columnas, en 1893, por el Dr. Martín C. Martínez al discutirse 
en la XVII legislatura, el proyecto del Dr. Herrero y Espinosa, 
y en La Razón de 1894, por el Dr. Carlos M? Ramírez, abogan- 
do por el rechazo del proyecto elevado a la XVIII legislatura. 
Publicó también, los informes de la Comisión del Senado de 
1893 y 1894, que aconsejaban el rechazo de las enmiendas y el 
discurso pronunciado por el Dr. José Espalter en el Congreso 
del Ateneo rebatiendo el Informe de la Comisión, redactado por 
Gonzalo Ramírez, favorable a la reforma. Además organizó 
una encuesta entre eminentes ciudadanos, de la que participaron 
los Dres. Martín C. Martínez, José Sienra y Carranza, Juan Zo- 
rrilla de San Martín, Alberto Nin, Luis Piñeyro del Campo, Pa- 
blo de María, Duvimioso Terra, José Pedro Ramírez, José Es- 
palter, José Irureta Goyena, José E. Rodó, Justo Cubiló, Angel 
F, Costa, Juan P. Castro y Pedro Figari, cuyas respuestas se pu- 
blicaron entre el 25 de diciembre de 1904 y 5 de enero de 
1905.* 

El primero en responder fue el Dr. Martín C. Martínez, 
cuyas opiniones compartió totalmente el Dr. José Pedro Ramí- 
rez. El Dr. Martínez mantenía su oposición a la reforma consti- 
tucional concretando sus ideas en nueve puntos: 1° era incons- 
titucional la iniciativa del Poder Ejecutivo; 2° era inconstitucio- 
nal que la legislatura de la época, sin tener poderes especiales, 
propusiera reformas, pues eso significaría el recomendar las que 
redactó la XVII legislatura; 3° En 1894 con el rechazo del pro- 
yecto en el Senado, quedó clausurado el proceso, en consecuen- 
cia era inconstitucional la pretensión de reiniciarlo, sin el trá- 
mite de las tres legislaturas; 4° la nueva Constitución, surgida de 
modo tan controvertido, sería cuestionada del punto de vista de 
su legitimidad y podría ser fuente de nuevas luchas internas; 5° 
consideraba “preferible” el procedimiento de reforma estable- 
cido en la Constitución de 1830 en cuanto a garantías de acier- 
to, al que se proyectaba; 6° no había hasta el momento opinión 
formada sobre la conveniencia de determinadas reformas y po- 
día conmover la tranquilidad del país la revisión general del 


8 Véase Apéndice N° 13. 
9 Véase Apéndice N° 13. 
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Código de 1830; 7° los antecedentes en esta cuestión demostra- 
ban “que la Constitución, en vez de mejorada había sido “de- 
formada”, si las iniciativas reformistas hubiesen prosperado”; 8? 
no consideraba el momento oportuno, recién terminada “una 
guerra sangrienta”, para realizar la reforma, máxime cuando no 
se había puesto en evidencia una necesidad determinada y 9° 
cuando se alcance una época más tranquila, la reforma de la 
Constitución debería hacerse no en forma general, sino median- 
te enmiendas concretas, “estudiadas y aceptadas por la opinión 
pública y la legislatura iniciadora de la reforma”, 

El Dr. Sienra y Carranza se pronunció también en contra 
del proyecto de reforma. Su opinión se basaba en la inconstitu- 
cionalidad del mismo que analizó desde el punto de vista del 
procedimiento y de la facultad del Poder Ejecutivo para tomar 
la iniciativa. A sus argumentos de orden jurídico agregó otros 
de orden político. Dijo que si bien reconocía al pueblo —como 
lo había dicho en el Congreso del Ateneo— el derecho de re- 
asumir su soberanía y prescindir de la Constitución y de la ley 
como medio de salvación en momentos supremos, no creía que 
ese fuera el caso de nuestro país. Recordó sus opiniones publi- 
cadas en La Democracia de 1873 contrarias a una reforma ple- 
biscitaria y convencional. Señaló sus consecuencias peligrosas ya 
que podría provocar una división en la opinión pública. “Lo 
más probable sería la protesta nacional y la guerra civil”, Ne- 
gó por último, el derecho del Presidente de la República a “pac- 
tar la reapertura, mi la obertura de un procedimiento de la 
Asamblea sobre la reforma de la Constitución” y el de las Cá- 
maras de “sancionar el proyecto de ley, imprudentemente some- 
tido a su consideración”. 

El Dr. Zorrilla de San Martín, Alberto Nin y Luis Piñeyro 
del Campo se pronunciaron también contra el proyecto. Zorrilla 
creía que no era el momento oportuno para hacer la reforma 
constitucional y aludió a los trabajos de la Comisión del Ateneo 
en el año anterior expresando que no compartió sus opiniones. 
Alberto Nin opinó, que la Constitución no necesitaba más “que 
ser cumplida”; los que tenían que reformarse eran los ciudada- 
nos. “El país —decía— quiere más administración que reformas 
políticas doctrinarias o teóricas”. Se manifestaba contrario a to- 
da reforma por inoportuna, ilegal e impolítica. Piñeyro del Cam- 
po entendía que la única forma legal de reformar la Constitu- 
ción era mediante la intervención de las tres legislaturas suce- 
sivas, sistema cuyas ventajas señaló. No consideraba oportuna la 
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reforma. “Puede admitirse —decía— que algunos artículos cons- 
titucionales sean susceptibles de modificaciones acaso útiles, pe- 
ro creo que ningún mal de los que profundamente afectan al 
país debe atribuirse sinceramente a la Constitución. Nuestros de- 
fectos, engendros de origen no combatidos por la educación, que 
son la causa verdadera de nuestras desgracias, solo tenderán a 
desaparecer conforme nuestra población se vaya haciendo más 
densa, cuando necesidades imperiosas vinculen al hombre de 
trabajo y desaparezcan las esperanzas generalizadas de vida más 
o menos fácil, fundadas en modificaciones políticas. La población 
mantendrá entonces el equilibrio desempeñando en la marcha 
política, el papel de reguladora y hará respetar su voluntad”. 

El Dr. Pablo De María declaró ser partidario, en princi- 
pio, de la reforma constitucional. A su juicio había que adaptar 
la Constitución a los modernos tiempos eliminando disposiciones 
cuya injusticia O inconveniencia había sido demostrada e incor- 
porándole otras que promovieran el engrandecimiento nacional. 
Pero no era partidario de la reforma propuesta por el Ejecutivo. 
Entendía que la reforma debía realizarse “en condiciones lega- 
les, regulares y prudentes”, que asegurasen a la nueva Constitu- 
ción el respeto del país para ser instrumento de progreso y or- 
den y no de nuevas desgracias. Á su juicio el proyecto en cues- 
tión era inconstitucional, “Lo legal —escribe— y al mismo tiem- 
po lo prudente y patriótico es que la actual Asamblea, si, lo 
que es dudoso, juzga oportuno apresurar a todo trance los pro- 
cedimientos reformistas, a pesar de las contraindicaciones que 
para ello existen, se limite a declarar (ya que puede hacerlo, 
desde que para eso no se requieren poderes especiales), que el 
interés nacional exige la revisión de la Constitución y comuni- 
carlo al Poder Ejecutivo a fin de que los senadores y diputados 
que próximamente deben ser elegidos, puedan venir autorizados 
con poderes especiales para proponer las reformas”, La reforma 
podía quedar consumada en 1908. “Bien vale la pena de espe- 
rarlos —agregaba— acallando toda impaciencia y todo anhelo 
de rápida reforma constitucional, en consideración al supremo in- 
terés de rodear a esa misma reforma de todas las garantías de 
legalidad y acierto que son indispensables para que no nazca 
muerta y para que no se corra el peligro, de que sea una fuen- 
te de discordias en vez de ser, como es preciso que sea, una ga- 
rantía del tranquilo desenvolvimiento de las energías de este 
país admirable, en la vía de su engrandecimiento y su civili- 
zación . 
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El Dr. Duvimioso Terra respondió a la encuesta de El $} 
glo apartándose del problema concreto que se debatía. Trató el 
tema en términos generales. Se refirió en primer lugar a la con- 
veniencia de la reforma de la Constitución. Dijo que ella urgía 
y señaló una serie de puntos en que debía ser reformada, En- 
tre ellos, las relaciones de los Poderes Ejecutivo y Legislativo a 
fin de evitar obstruccionismo, como había ocurrido en el gobier- 
no de Ellauri; la libertad de sufragio y la extensión de la ciuda- 
danía. En cuanto a la oportunidad dijo que resultaba de la mis- 
ma conveniencia. "Cuando en la práctica se ha notado que una 
ley es defectuosa y cuando se trata, mada menos, de una ley 
institucional, nunca es demasiado temprano para corregir sus de- 
fectos”. 

El Dr. José Espalter al contestar la encuesta, reiteró su Opi- 
nión favorable a la reforma manifestada durante el período de 
la guerra civil, a través de su proyecto de reforma presentado 
al Senado y de los folletos en que difundió su pensamiento. Dijo 
que deseaba la reforma, que últimamente se había transformado 
en un problema de interés nacional. Reiteró los puntos que creía 
debían reformarse, como también sus ideas respecto a la incons- 
titucionalidad del proyecto del Ejecutivo que reproducía el del 
Dr. Vásquez Acevedo. Sostuvo la legitimidad del plebiscito po- 
pular. Pensaba que para hacer legítimo el proyecto a considera- 
ción de las Cámaras, era necesario “disponer que las reformas 
constitucionales sean sancionadas por el sufragio directo de la 
soberanía nacional”, 

El Dr. José Irureta Goyena se pronunció en contra de la 
reforma de la Constitución. Dijo que nunca había sido partida- 
rio de la reforma constitucional. “Los achaques de nuestra de- 
mocracia —expresó— no provienen de la ley, sino de los hom- 
bres. Si algo hay que derogar en el país son los ciudadanos. El 
mal estriba en el espíritu de intolerancia, en la avidez política, 
en la incultura cívica, en el posibilismo alimenticio de los anal- 
fabetos, en el radicalismo asustadizo de los intelectuales y más 
que nada en el inveterado extrañamiento de la ley”. Se muestra 
escéptico acerca de los resultados de la reforma en aquellas cir- 
cunstancias. En cuanto al procedimiento entiende que debe ser 
el de las tres legislaturas consecutivas. “Cierto es —<expresa— 
que la Constitución no dice que las legislaturas deben ser suce- 
sivas, pero lo que la letra omite, el espíritu suple”. 

A José Enrique Rodó la encuesta de El Siglo le dio opor- 
tunidad de ratificar sus ideas, expuestas en Cámara, en favor de 
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la reforma constitucional y hacer algunas precisiones al respec- 
to. Insistió en que era una de las condiciones de la paz y si 
bien dijo era cierto que el Poder Ejecutivo, al contraer el com- 
promiso de promoverla dejó a salvo la libertad del parlamento, 
no era menos cierto que la aprobación de la paz “sin divergen- 
cia manifiesta, anticipó para la opinión que el ánimo de la Asam- 
blea no resistía, en principio, aquella cláusula”, que el sentir 
general consideró “la más substancial, trascendental y honda”. 
Se refirió a la oportunidad de la reforma y al infundado temor 
de algunos, de que ésta sirviera para lograr la reelección presi- 
dencial. Terminó expresando: “La reforma constitucional fue sa- 
ludada como un horizonte de esperanza por la opinión del país, 
ávida de paz duradera, desencantada de recursos de paz precarios 
y angustiosos. Tengo por mi parte la patriótica intuición de que 
esa esperanza no será defraudada, de que la nueva Asamblea 
Constituyente ofrecerá a los partidos el medio de hallar la fór- 
mula de un definitivo avenimiento. Cambiando ideas sobre so- 
luciones institucionales, sobre altos intereses de todos para una 
obra de tal magnitud, se aplacará el hervor de pasiones en que 
hoy vivimos, se pondrá la mira en lo porvenir y se abonará el 
debate estéril de las reconvenciones e inculpaciones recíprocas. 
Es necesario, en verdad, “formar ambiente” a la reforma, poner 
el sentimiento público en el diapasón que ella reclama. Toca la 
mayor parte de esa tarea a los que ejercen el gobierno, y lo más 
importante y esencial en ella, es propender a que la paz vuelva 
a los espíritus, como se ha establecido en la realidad material; 
por que sólo en verdadero ambiente de paz la obra de la Asam- 
blea Constituyente puede ser fecunda y prestigiosa”. 

El Dr. Justo Cubiló se pronunció francamente por la re- 
visión, que consideró necesidad perentoria. Admitía que dentro 
de las normas constitucionales no podía hacerse, pero había que 
plantear el asunto en el terreno —dijo— de la soberanía inma- 
nente; ir a la decisión plebiscitaria. 

Angel F. Costa también se pronunció por la reforma re- 
cordando sus ideas al respecto manifestadas desde hacía mucho 
tiempo y más recientemente en mayo de ese año, cuando al pre- 
sentar un proyecto de bases de paz, incluía entre éstas la de 
“Renovación del Cuerpo Legislativo en los comicios libres de no- 
viembre con doble mandato para reformar la Constitución del 
Estado”. Creía que el pacto de Aceguá imponía la obligación 
de realizarla ya que aparecía allí “con todos los caracteres de 
un plebiscito nacional”, formulada como aspiración suprema por 
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los dos partidos en armas. Para el Dr. Costa esto equivalía a un 
plebiscito nacional ya que ambos partidos representaban la opi- 
nión de la ciudadanía. Insistió en los antecedentes históricos so- 
bre la necesidad de la reforma. “Lo que fue bueno —decía— 
para congregar en aquella época, bajo el sol de nuestra bandera 
a la belicosa familia oriental— no lo es ya, para que marchemos 
en la columna del progreso modernísimo a la zaga de las de- 
más naciones”. 

No participaba de los temores sobre la Convención Cons- 
tituyente. Creía que bastaría como garantía el que en la ley de 
convocatoria se estableciera doble número de miembros de los 
de la Asamblea General, cuarenta años cumplidos de edad y las 
demás condiciones para ser senador, Refutaba las opiniones de 
Martín C. Martínez; atacaba la inmovilidad de las constitucio- 
nes. Señalaba nuestro espíritu de inercia que “no ha podido ser 
más medroso y retardatario”. “Casi —agregaba— podría decir- 
se que somos O queremos ser una nación momificada”. 

El Dr, Juan Pedro Castro consideraba a la Constitución 
“susceptible de reformas que la adapten mejor a la idiosincracia 
y a las necesidades del país”. Se declaraba “hostil” al procedi- 
miento del plebiscito por considerarlo “revolucionario y funestí- 
simo como precedente”. Entendía que la soberanía popular que- 
daba limitada por la Constitución. Menos peligroso le parecía el 
procedimiento que adoptaba el proyecto del Ejecutivo pero du- 
daba de su constitucionalidad. No creía que el momento fuera 
oportuno para llevar adelante esa reforma de legitimidad dudo- 
sa que podría ser fuente de nuevos males. Creía que debía hacer- 
se la reforma siguiendo el trámite de las tres legislaturas con- 
secutivas, cosa que podría lograrse en cuatro años, “espacio de 
tiempo —escribía— que parecía muy largo a la impaciencia 
de los hombres, pero que es término fugaz en la vida de un 
pueblo”. 

Figari en un extenso estudio sobre la realidad socio- 
política del país ratificó conceptos e ideas vertidas en la discu- 
sión de la Cámara y sostuvo la necesidad y Oportunidad de la 
reforma. En cuanto al procedimiento expresó que “optaría siem- 
pre por la interpretación que consulte los altos y permanentes 
Intereses nacionales, antes que por meticulosidades formalistas, 
tanto más cuanto que, a mi juicio —decía— no se ha estable- 
cido en vano el art. 4? de la Constitución que reconoce y con- 
sagra la soberanía absoluta del pueblo, en concordancia con la 
Opinión de ilustres pensadores y en consonancia con prácticas 
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y jurisprudencias de países, respecto de los cuales la reflexiva 
imitación, no nos afrenta, por cierto. Creo además —termina- 
ba— que en un país consciente, las exigencias de propia ob- 
servación están siempre por encima de los devaneos y filigranas 
de la dialéctica jurídica”. 


VI 


Contemporáneamente a la encuesta de El Siglo, La Tribu- 
na Popular organizó un concurso sobre el tema “El Problema 
Nacional” que dio origen a la publicación de interesantes tra- 
bajos en los que, al analizarse la situación general del país, se 
trató el problema de la reforma constitucional. 

Entre los participantes figuró el Dr. Luis Melián Lafinur 
quien tituló su estudio “El Problema Nacional y su solución in- 
mediata”. En él consideraba que la solución de los males que 
el país padecía, estaba en la reforma de la Constitución. Se 
manifiesta contrario a los pactos políticos rebatiendo los argu- 
mentos con que hasta entonces se había venido postergando la 
reforma: que los hombres son los malos y no la Constitución; 
que podría propiciar la perpetuación de un ambicioso, si se in- 
cluyera un artículo autorizando la reelección presidencial; que 
no es momento oportuno para realizarla, El Dr. Melián Lafi- 
nur piensa que la reforma constitucional debe realizarse median- 
te la reunión de una Asamblea Constituyente, elegida ad hoc. 
Este procedimiento permitiría acudir a la fuente originaria de 
la soberanía sin tener en cuenta las trabas atentatorias a esa so- 
beranía que han impuesto los artículos 152 a 159 de la Cons- 
titución de 1830. Critica a los constituyentes por no haber to- 
mado a los Cabildos como antecedente para establecer munici- 
pios autónomos. Considera que la obra que realizaron fue de 
carácter teórico y falta de lógica. Pasa revista a los intentos de 
reforma desde 1853 hasta 1903, Dice que prueban el anhelo 
constante del pueblo por la reforma de su Constitución. Afir- 
ma que es un problema que no admite mayor espera. Cree que 
"una Constitución bien meditada, original, adaptable a nuestra 
idiosincracia, y con la menos copia posible de instituciones de 
otros países que con el nuestro tienen pocos puntos de contacto, 
sería la tabla salvadora en el naufragio de nuestra estabilidad 


”10 


institucional, siempre discutida y amenazada”. 


10  Melián Lafinur, Luis. “El problema nacional y su solución inme- 
diata”. Montevideo, 1905, pág. 49, 
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Más adelante expresa: “Hagamos, pues, el nuevo estatuto 
adecuado a muestra idiosincracia, y es seguro que resolveremos 
por su medio el problema de las tribulaciones nacionales, con- 
cluyendo con los partidos de guerra que no tendrían entonces 
razón de ser, para transformarlos, con viejos o muevos lemas, 
en partidos de principios y de gobierno”. 

“Para ello hay que prescindir de la Constitución; hay que 
entrar sin vacilaciones en el terreno del acatamiento al pueblo 
soberano y como él ha decidido cien veces que la reforma se 
haga, debe hacerse la reforma por respeto, por decoro, por de- 
ber, por conveniencia y porque ya es imposible dilatarla un 
día más”? Pretender —dice— que la Constitución sólo puede 
ser reformada por los trámites que ella establece, es “humillan- 
te”, “absurdo” y atentatorio de los derechos del pueblo urugua- 
yo. Cree que puede hacerse mediante la elección de una Asam- 
blea Constituyente. Se extiende sobre los derechos soberanos del 
pueblo. Sostiene que los constituyentes de 1830 no respetaron la 
soberanía nacional “maniatando la voluntad del pueblo con los 
eslabones de una cadena forjada para hacer difícil, ya que no 
imposible la renovación de la carta política”.'** 

Señala los defectos que se notaron de inmediato en la Car- 
ta de 1830: el no establecer el sufragio universal; el no 
permitir el acceso de los militares al parlamento. Luego fue cons- 
tantemente violada. Insiste en que los Constituyentes abusaron 
de sus poderes cuando fijaron el procedimiento de reforma por- 
que disponían de la voluntad de la nación. “Todas nuestras des- 
gracias —dice— vienen de la estúpida Constitución que nos ri- 
ge, y por consiguiente reformarla es el único remedio a nues- 
tros males. El pueblo está convencido de esto; pero al pueblo 
que está en lo cierto se le han atado hasta ahora las manos pa- 
ra todo lo que no sea mandarlo armado a las cuchillas”. “La cul- 
pa de todas nuestras desgracias está en la Constitución que nos 
rige y que condena al país a vivir en un completo despotismo, 
sin culpa muchas veces de los mismos que mandan. Es un des- 
potismo tolerable cuando el Presidente de la República es un 
caballero; es un despotismo cruel e ignominioso cuando el Pre- 
sidente es un pícaro”.'* El mal proviene de que el Presidente 
es elector. Dice que habiendo el país “alcanzado ya un grado su- 


11 Obra antes citada, pág. 50. 
12 Obra antes citada, pág. 51. 
13 Obra antes citada, pág. 56. 
14 Obra antes citada, págs. 77-79. 
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perior de cultura y una relativa conciencia de sus derechos, no 
se aviene con el régimen que le cierra la puerta a sus ambicio- 
nes legítimas, de llevar al Parlamento hombres independientes 
y de sus simpatías. La Constitución actual es tan absurda que 
obliga fatalmente al Presidente de la República a usar de los 
medios que ella le pone en la mano para las funciones de gran 
elector”.* Hay que reformar la Constitución otorgando al Pre- 
sidente de la República la misma estabilidad que la de 1830 y 
mayor respetabilidad, “quitándole el carácter de agente electo- 
ral para darle el mucho más honroso y dignificante de primer 
magistrado de un pueblo libre consciente de sus derechos y en 
pleno uso de ellos”. Respecto a los jefes políticos —instrumen- 
tos del Poder Ejecutivo para ganar las elecciones— cree que 
hay que sustituirlos por funcionarios permanentes por algún 
tiempo, llamados gobernadores departamentales, elegidos por un 
colegio electoral; que durarían 3 años en sus funciones y no serían 
reelegibles sino pasado un trienio. Nombrarían sus delegados y 
comisarios con independencia del Poder Ejecutivo quedando a las 
órdenes de éste para todo menos para las cuestiones electorales 
en las que intervendría la Alta Corte de Justicia. Da garantías 
al Presidente de la República respecto a una posible mayoría 
opositora en las Cámaras. El presidente tendría las mismas fun- 
ciones que en la Constitución de 1830 y algunas más, por ejem- 
plo, el nombramiento de la Alta Corte de Justicia con venia 
del Senado. Sostiene que la Reforma debe hacerse mediante una 
Convención Nacional. Melián Lafinur resumió sus ideas al res- 
pecto en el siguiente proyecto de ley que el actual —decía— 
Cuerpo Legislativo debía dictar inmediatamente, como remedio 
de la gravísima enfermedad que aquejaba al país: 


“Artículo 1% Resuelto constantemente por el pueblo uru- 
guayo desde hace cincuenta y dos años, que es de interés na- 
cional reformar la Constitución, esta reforma se llevará a ca- 
bo por una Convención Nacional elegida directamente por el 
pueblo. 

Art. 2% La Convención tendrá por único y exclusivo obje- 
to revisar la actual Constitución, modificarla en lo que juzgue 
conveniente O sancionar otra enteramente nueva. 


Art. 3% La Convención se compondrá de miembros que 
se elijan en la proporción de uno por cada diez mil habitantes. 


15 Obra antes citada, pág. 81. 


31 


478 REVISTA HISTÓRICA 


Art. 4? Para ser electo convencional se necesitará ciudada- 
nía natural y treinta años cumplidos de edad. 


Art. 5° Los convencionales gozarán de las mismas inmuni- 
dades que los miembros del actual Cuerpo Legislativo. 


Art. 6% Los convencionales desempeñarán sus funciones 
gratuitamente, y pueden serlo sin excepción alguna, reuniendo 
las condiciones del artículo 4?: los funcionarios y empleados pú- 
blicos, los militares, los frailes y todo ciudadano natural que no 
tenga sus derechos políticos perdidos o suspendidos . 


Art. 7% La elección de convencionales se verificará el últi- 
mo domingo del mes de Julio. Los meses de Abril y Mayo se- 
rán para la inscripción y el de Junio para las tachas con arre- 
glo a las leyes actuales de registro cívico y elecciones en cuan- 
to no se oponga a la presente ley. 

Art. 8° El sufragio es universal y pueden por consiguiente 
votar todos los ciudadanos de más de veinte años, sin otra ex- 
clusión que la de los guardias civiles y los sargentos, cabos y sol- 
dados de los cuerpos de línea. 


Art. 9% La convención se instalará el 25 de Agosto próxi- 
mo en la Plaza Independencia de la capital, en presencia del 
pueblo soberano que se convocará al efecto. 


Art. 10% Una vez instalada comenzará sus tareas trasla- 
dándose al local de sus sesiones que será el teatro de Solís. Las 
sesiones serán públicas y a ellas podrán asistir todas las perso- 
nas de uno y otro sexo que lo deseen. 


Art. 11% Las sesiones de la Convención durarán tres meses 
vencidos los cuales se considerará de hecho disuelta, haya ter- 
minado o no su cometido, quedando en el último caso sujeta 
a la censura del pueblo, que deliberará en la forma que corres- 
ponda sobre la convocatoria de una nueva Convención. 


Art. 12? La Convención una vez instalada girará contra la 
Tesorería de la Nación por las sumas que necesite para llenar 
sus fines”, ° 

Expresa que si las Cámaras no quieren llamar a la elec- 
ción de Convención debe iniciarse un movimiento de opinión 
popular que obligue al Cuerpo Legislativo a satisfacerlo. Con- 
sidera que no podemos continuar con un Código que necesitó 
el visto bueno de países extranjeros; que debemos llamarnos Re- 


16 Obra antes citada, págs. 91-93. 
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pública del Uruguay; que el art. 5% debe desaparecer pues el 
Estado no puede tener religión; que es un error la Asamblea 
General, “que abruma al Senado con los votos en mayoría de 
la Cámara de Representantes”. Sufragio universal; establecimien- 
to de la Alta Corte de Justicia a quien debe corresponder la 
declaración de inconstitucionalidad de las leyes, regularización del 
número de representantes; municipio autónomo y elección pre- 
sidencial por Colegio electoral, son las reformas que considera 
indispensables. 


Para el Dr. Carlos Martínez Vigil, que fue laureado con 
el segundo premio en el concurso organizado por “La Tribuna 
Popular”, el problema nacional era complejo ya que había que 
considerar los males políticos, económicos, sociales y morales 
que aquejaban al país y para los cuales no podía pensarse en 
un remedio capaz de curar a todos, aunque entendía que la edu- 
cación popular era entre todos los remedios, el más importan- 
te y eficaz. Al desarrollar sus ideas sobre el aspecto político de 
la cuestión se refirió a la reforma constitucional considerándola 
además “una exigencia de los tiempos” que imponía la necesi- 
sidad de incorporar a la Constitución “los progresos operados en 
la ciencia política durante los últimos setenta años”; “un recur- 
so para apresurar muestra evolución”. Encaraba la reforma cons- 
titucional, no del punto de vista del procedimiento que en aque- 
llos momentos había agitado tanto a la opinión, sino del pun- 
to de vista de la modificación que había que introducir en nues- 
tro organismo político para adaptarlo a la época y a las pecu- 
liaridades de nuestra realidad social. La elección de presidente 
de la República mediante un Congreso especial, directamente 
elegido por el pueblo, era una de las reformas que, a su juicio, 
traería grandes bienes. Mejoraría la composición del cuerpo le- 
gislativo elevando su nivel intelectual y moral ya que los le- 
gisladores no serían electos como hasta entonces, “en atención 
al voto presidencial que significan”. Esto traería aparejado el 
mejoramiento de las leyes. Señala como uno de los grandes in- 
convenientes del régimen vigente, la frecuencia de elecciones. 
Sus apreciaciones al respecto recuerdan las formuladas anterior- 
mente por el Dr, Pedro Figari, en El Siglo, y en la Cámara de 
Diputados. Consideraba demasiado breve el término de cuatro 
años para el mandato presidencial, elevándolo a seis, Agregaba 
además: la independencia efectiva del Poder Legislativo; “mo- 
dificar fundamentalmente la institución de la Asamblea Gene- 
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ral, que abruma siempre al Senado con los votos en mayoría de 
la Cámara de Representantes” coincidiendo con lo expresado 
por el Dr. Melián Lafinur; “deslindar, de un modo claro y 
preciso las funciones del Poder Ejecutivo, tan poderoso, tan pre- 
dominante, tan absorbente, que un error común, que toma su 
origen en el espectáculo de su predominio y de su acción arro- 
lladora, nos conduce a cada momento a designarlo con el nom- 
bre de gobierno, como si él lo fuera todo y los demás nada, 
como si el gobierno residiera en un solo poder del Estado”; la 
reforma judicial; garantía de los derechos y libertades; descen- 
tralización administrativa y mecanismos que propiciaran la ex- 
tinción de los odios de partidos.'* 

El Dr. José Espalter participó también del concurso de La 
Tribuna Popular. En su trabajo fechado el 1° de febrero de 1905 
enfocó el problema nacional del punto de vista político. A su 
juicio, éste consistía en el desequilibrio entre las fuerzas del go- 
bierno —del Poder Ejecutivo en particular— y las fuerzas so- 
ciales. Nuestro mal radicaba en la organización institucional del 
gobierno, que ha sido el estímulo al despotismo para el poder, 
y el estímulo a la intransigencia para los partidos. El remedio 
en su Opinión estaría en una serie de reformas de orden insti- 
tucional. Estudia el problema de la reforma de la Constitución 
pero no del punto de vista del procedimiento para llevarla a 
cabo sino de las transformaciones que habría que introducir en 
el organismo político para solucionar la crisis que han plantea- 
do en el país los dos grandes partidos tradicionales. Desde que 
el mal del país es político —expresa— su remedio está en ma- 
nos del legislador que debe garantizarle al pueblo la verdad 
absoluta del sufragio y a los partidos, la intervención legítima 
en la cosa pública. Desarrolla sus ideas acerca de tres reformas 
que considera fundamentales: establecimiento del municipio au- 
tónomo; representación proporcional de los partidos en el Cuer- 
po Legislativo y elección popular del Presidente de la Repúbli- 
ca. Son tres soluciones fáciles —dice— destinadas a transformar 
la faz de nuestra sociedad política. Respecto al primer punto 
el Dr. Espalter dice que la extrema centralización convierte al 
Poder Ejecutivo en absorbente y despótico; en el árbitro de las 
elecciones por su intervención en ellas y en árbitro de la suerte 
del país por la política que en el gobierno puede implantar, Cree 


17 Martínez “Vigil, Carlos. “El Problema Nacional”. Montevideo. 
Imprenta de "La Tribuna Popular”, 1905, págs. 13-22. 
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que descentralizadas las jefaturas políticas, su poder disminui- 
ría. Expresa que es una anomalía que solo se les considere agen- 
tes directos del Poder Ejecutivo y sea éste quien los nombre ex- 
clusivamente, Dice que son principalmente, funcionarios depar- 
tamentales y solo de una manera secundaria, delegados del po- 
der central. Por sus funciones gubernativas generales y adminis- 
trativas locales, los jefes políticos son funcionarios locales y de- 
ben ser designados por las localidades. Esa es para el Dr. Es- 
palter, la más elevada manifestación de descentralización po- 
lítica que se impone en nuestro país. En este punto pone el 
acento. Cree que los jefes políticos deben ser electos con inter- 
vención de los vecinos del departamento. Las Juntas debían pro- 
poner ternas de candidatos al Presidente de la República quien 
podría rechazarlas y pedir otras. También el Presidente podría 
promover ante el Senado la destitución de los jefes políticos. 
Este sistema cree que no afectaría la unidad política del país, 
que en el orden gubernativo, no quiere decir otra cosa, que re- 
misión final de todas las gestiones de ese orden a la resolución 
del Poder Ejecutivo. Según el Dr. Espalter, esta forma de elec- 
ción de los jefes políticos haría posible la coparticipación. La 
extrema centralización política convierte al Poder Ejecutivo 
en poder absorbente y despótico, en árbitro de las elecciones y 
de la suerte del país por la política que el Poder Ejecutivo pue- 
de implantar. A juicio del Dr. Espalter la organización del go- 
bierno local era la principal reforma que había que introducir 
en nuestro régimen institucional. En cuanto a la representación 
proporcional expresa que es el único régimen electoral democrá- 
tico. El régimen de las simples mayorías es contrario a la de- 
mocracia y a la razón. Considera que la exclusión de las mino- 
rías es un gran atentado. Sostiene el régimen proporcional pa- 
ra la integración de la Asamblea Legislativa y para las Juntas 
Económico-Administrativas. Dice que debe regir donde haya que 
elegir funcionarios, Se refiere luego a la elección de Presidente 
de la República. Expresa que alguna vez sostuvo el sistema de la 
elección mediante un Colegio Electoral especial pero al hacerlo 
estaba bajo la sugestión de la enseñanza universitaria. En este 
punto había evolucionado hacia la elección directa por el pue- 
blo. Respecto a la duración de los mandatos expresa que algu- 
na vez fue partidario de su ampliación. En el momento, creía 
que debía mantenerse el de cuatro años para el Presidente de la 
República y alargar en un año el de la Cámara de Represen- 
tantes y el de las Juntas Departamentales. Sostenía la conve- 
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niencia de la elección simultánea de todas las autoridades. Con- 
sideraba un mal las elecciones frecuentes pero un mal mayor, 
los períodos demasiado largos. Insiste en que en el país no hay 
ningún otro gran problema de actualidad que el problema po- 
lítico. Mientras se mantenga —dice— el desequilibrio entre el 
poder del Ejecutivo y los demás factores y fuerzas sociales no 
habrá progreso y mo tendremos gobierno libre. Si la Constitu- 
ción —agrega— es el obstáculo, debe ser removido, Nada pue- 
de imponerse a la voluntad nacional. “Hagamos a un lado pues, 
procedimientos y trámites y haciendo acto de soberanía, abra- 
mos paso prontamente a nuestro porvenir político y nacional”.** 


Al participar del concurso de “La Tribuna Popular” el Dr. 
Amadeo Almada señalaba entre las causas generales que provo- 
caban la crisis nacional, el desacuerdo entre las leyes y las cos- 
tumbres. "Hemos perdido varias décadas en infructuosos ensa- 
yos de adaptaciones viviendo entre tanto de convencionalismos, 
lógicamente necesarios para poner de acuerdo leyes bastante 
avanzadas con prácticas políticas que se confundían a menudo 
con la barbarie. De ahí en parte que nuestros pasos hasta hoy 
hayan sido vacilantes y como al azar, encontrándonos con que, 
del punto de vista político, estamos todavía tras setenta años de 
vida independiente, casi en el punto de partida”.*” La reforma 
constitucional aparecía así como una solución, al extremo de 
haber sido incluida en las bases de paz, No cree que ahí radi- 
que todo el problema. Expresa que si bien es cierto la Consti- 
tución tiene sus imperfecciones, ellas no son fundamentales. No 
puede ser considerada un obstáculo para el progreso del país. 
Cree que si no ha funcionado bien es porque no se ha sabido 
aplicarla. No se la ha respetado ni obedecido. De ahí que no 
crea que la salvación del país dependa de la reforma que podía 
ser útil y oportuna, “pero que no importará nunca la gran so- 
lución de nuestros problemas”. “El mal está en los hombres an- 


tes que en las leyes”.”” 


No se pronuncia sobre los medios de llegar a la reforma, 
pero señala los puntos que, a su juicio, deben ser reformados: 


1° “Ensanche de la vida municipal con tendencia a una 
autonomía moderada”. 


18 Espalter, José. “El Problema Nacional”. 
19 Almada, Amadeo. “El Problema Nacional”, pág. 37. 
20 Almada, Amadeo. Obra antes citada, pág. 38. 
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2% Elección presidencial por "un colegio electoral nom- 
brado directamente por el pueblo”. 


3° Designación de Vice-presidente de la República. Limi- 
tación de las facultades del Poder Ejecutivo “sin salir de la uni- 
dad política que es condición ineludible de buen gobierno”. 


49 “Prolongación del período presidencial con el fin de dar 
algo más de estabilidad a la política”. 


Sostiene el Dr. Almada que deben ponerse en práctica algu- 
nos recursos constitucionales como el de la nacionalización de 
los extranjeros, quienes, como más desvinculados de la tradición, 
serán —dice— un elemento nuevo capaz de aplacar las pasio- 
nes partidistas. Su intervención en el gobierno contribuiría a 
lleyar a puestos representativos “a hombres independientes que 
harían oír en el seno de las Asambleas la voz de las clases la- 
boriosas consagradas al comercio, a la agricultura y a la in- 


dustria”,* 


VII 


En 1906 se reinició el proceso legislativo de la Reforma. 
En la sesión del 26 de marzo, el Senador Dr. Carlos Travieso 
presentó una moción para que la Asamblea General declarase 
que el interés general exigía la revisión de la Constitución a 
fin de proceder a su reforma de acuerdo a los artículos 153 y 
siguientes de la misma. No la fundó pues entendía que, de acuer- 
do al texto constitucional, por el momento solo era necesario 
formular la moción a fin de saber si era apoyada sucesivamen- 
te en cada una de las ramas del Cuerpo Legislativo por una 
tercera parte de sus miembros. Expresó, sin embargo, que des- 
de hacía muchos años tenía la convicción “de que sino todos, 
una gran parte de los males que afligen a nuestro país, es de- 
bida a los errores y defectos de nuestra organización política”, 
por lo cual desde la prensa, en los clubes, en los programas 
de partido había propendido a la reforma de la Constitución. 
Dijo que razones ajenas al interés del país y a sus verdaderas 
aspiraciones habían hecho fracasar iniciativas similares tomadas 
por anteriores legislaturas. Terminó manifestando su esperanza 
en el éxito de esta nueva iniciativa “por las circunstancias del 


21 Almada, Amadeo. Obra antes citada, pág. 71. 


484 REVISTA HISTÓRICA 


país y por las exigencias cada vez más crecientes de los tiem- 


pos”, 


La moción de Travieso fue aprobada. Pasó a la Cámara de 
Representantes que la trató al día siguiente produciéndose un 
breve debate, El Dr. Vásquez Acevedo, que integraba la Cá- 
mara como representante de Montevideo, sostuvo que la impor- 
tancia de la moción requería que fuese estudiada y discutida. Se 
oponía a que se aprobara o rechazara sobre tablas. “Yo creo 
—dijo— que debe ir como todas, a Comisión y después que la 
Comisión informe y dé sus razones, entonces será el caso de 
que la Cámara resuelva si apoya la moción. ¿Cómo es posible 
que la Cámara, así ex abrupto, forme opinión y diga si proce- 
de o no procede, si es útil o no es útil ir a la reforma de la 
Constitución y si debe hacerse en esta ó en aquella forma?” ** 


Pedro Manini Ríos y Ricardo J. Areco sostuvieron la te- 
sis contraria; la discusión debía tener lugar en la Asamblea Ge- 
neral luego que la moción fuera aprobada por el tercio de vo- 
tos de cada una de las Cámaras del Cuerpo Legislativo. “Se 
trata —dijo Areco— del trámite que se da a todos los proyec- 
tos de ley, con una diferencia: que en lugar de estar prescripto 
por el Reglamento, está prescripto por la Constitución”. La mo- 
ción resultó aprobada pasando a la Asamblea General, donde 
fue considerada en la sesión del 14 de julio de 1906. El Dr. 
Vásquez Acevedo renovó en esta oportunidad, la opinión que 
había sustentado en la Cámara de Representantes, es decir, que 
la moción debía pasar a Comisión y luego de informada por 
ésta, discutida en Asamblea General. Expresó que sobre tablas 
solo pueden tratarse asuntos de carácter urgente o de fácil re- 
solución. La moción de Travieso —agregó— no se encontraba 
en ninguno de esos dos casos; podía reservarse sin inconvenien- 
te alguno para el próximo período de aquella legislatura pues- 
to que siempre había tiempo para que en la convocatoria de la 
siguiente, se incluyera el aviso a los electores a fin de que los 
nuevos representantes fueran investidos en el acto eleccionario 
de poderes para tratar la reforma constitucional. Respecto a que 
no era asunto de fácil resolución, expresó el Dr. Vásquez Ace- 
vedo que ello surgía del hecho de que, a pesar de haber una- 


22 "Diario de Sesiones de la H. Cámara de Senadores”. Montevi- 
deo, 1908. Tomo LXXXVII, págs. 311-312, 

23 “Diario de Sesiones de la H. Cámara de Representantes”. Mon- 
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nimidad de opiniones sobre la necesidad de la reforma, no la 
había en cuanto al trámite que debía seguirse. “Yo por mi par- 
te —declaró— entiendo que no procede declarar nuevamente la 
necesidad de la revisión constitucional; que esa declaración ya 
se ha hecho por repetidas veces, y que lo propio es tomar el 
proceso de la reforma en el segundo paso establecido por la 
Constitución, puesto que ya hay un proyecto en el cual han si- 
do propuestas las alteraciones que deben introducirse en la Ley 
Fundamental; y si bien es cierto que existe una resolución del 
Senado de 1894, rechazando esas alteraciones tal resolución 
no tiene, en mi concepto, valor. Considero que el Senado mo 
puede constitucionalmente pronunciarse por sí solo sobre las re- 
formas propuestas por la Asamblea General en la Legislatura 
anterior”. Vásquez Acevedo sostenía aquí la tesis en que ha- 
bía fundamentado su proyecto de 1903, reiterada en el Congre- 
so del Ateneo y adoptada luego por el Poder Ejecutivo en el 
Mensaje enviado a la Asamblea después de la Paz de Aceguá, 
tesis que no fue compartida en aquella ocasión por el Cuerpo 
Legislativo. Vásquez Acevedo consideraba que el Senado no pu- 
do constitucionalmente pronunciarse por sí solo sobre las refor- 
mas propuestas por la Asamblea General en la XVII Legisla- 
tura. Luego agregó: “Es este, quizá, un punto controvertible, 
pero basta para demostrar la necesidad de que la cuestión sea 
estudiada detenidamente antes de considerarse por la Asamblea 
General”. 

Sostenía que debía pasar a Comisión para que esta infor- 
mara y luego, tratarse en otra reunión. En tal sentido hizo mo- 
ción la que resultó apoyada.”* Pasó entonces a estudio de la 
Comisión de Legislación del Senado y Asuntos Constitucionales 
de la Cámara de Representantes que actuaron reunidas, El au- 
tor de la iniciativa, Dr. Carlos Travieso, al fundamentar su pro- 
yecto reiteró su arraigada convicción respecto a la necesidad de 
la reforma. “Soy —agregó— de los que creen que mientras se 
mantenga vigente la actual Constitución de la República, no 
acabará en nuestro país la era de las revoluciones”. Travieso 
consideraba a la Constitución de 1830 causa y promotora de 
las guerras civiles porque no consagró el régimen municipal y 
porque estableció “un poder central absorbente e incontrastable 
que ha extendido sus ramificaciones por los menores ámbitos y 


24 "Diario de Sesiones de la H. Asamblea General”. Tomo XI, 
pág. 197. 
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los más recónditos extremos del territorio, trayendo hacia sí y 
asumiendo por si solo toda la vida de la nación”. Sobre este 
punto se extendió atribuyéndole una primordial importancia co- 
mo factor de perturbación política, aunque no desconocía la in- 
fluencia de los de orden social y económico. Se refirió en ge- 
neral a los artículos que era necesario reformar por caducos, 
por inconvenientes, por absurdos, por que no se cumplían o eran 
deprimentes de nuestra soberanía. Entre los defectos de la Cons- 
titución señaló la institución de la Asamblea General que —di- 
jo— “anula en gran parte las ventajas tan proclamadas del sis- 
tema bicameral”; la “exigua proporción de los miembros del 
Senado, que da lugar a que cinco o seis legisladores resuelvan 
a veces las cuestiones más importantes del país”; “el desconoci- 
miento del principio de la proporcionalidad en la elección de los 
Senadores”; la diferencia de duración entre la Cámara de Re- 
presentantes y la Presidencia de la República; la elección presi- 
sidencial por la Asamblea Legislativa; la falta de la institución 
de la Vicepresidencia y el sistema de reforma que la ha obsta- 
culizado hasta el momento. Declaró que para él sería suficien- 
te, como reforma previa, la reforma de los artículos que esta- 
blecían el proceso de la reforma. Destacó como un vicio de la 
Constitución de 1830 que justificaría por sí solo la Reforma, 
el hecho de haber sido aprobada por las potencias signatarias de 
la Convención de 1828. Manifestó que al proponer la reforma 
por los trámites que ella misma establecía había querido evitar 
obstáculos, aunar voluntades y llegar cuanto antes a la reforma. 
Creía que la reforma podría realizarse así en el término de cin- 
co años. Pero dejó constancia expresa de su opinión contraria 
a procedimientos imperativos en materia de reforma constitucio- 
nal “por cuanto —expresó— los constituyentes al dictarlos han 
salido de la órbita de sus atribuciones, mo pudiendo nadie li- 
mitar las facultades de la soberanía del pueblo para darse en 
todo momento la organización que le plazca”. Agregó que es- 
taba dispuesto a seguir esta opinión en el momento que le pa- 
reciera oportuno. Se manifestó también favorable a la tesis del 
Dr. Vásquez Acevedo en el sentido de que no eran absoluta- 
mente necesarias las tres Asambleas consecutivas ni que era pre- 
ciso recomenzar el ciclo cada vez que se produjera una inte- 
rrupción aunque no aceptaba que las bases aprobadas en julio 
de 1893 fueran inmodificables en la tercera legislatura que las 
considerara, “Las leyes ordinarias —dijo— tienen para su san- 
ción la garantía del sistema bicameral, las leyes fundamentales 
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no la tendrían por el sistema de las bases de 1893, porque una 
sola Convención tendría la facultad de realizar por si misma el 
proyecto, la discusión y la sanción de todas las reformas cons- 
titucionales que estime conveniente”. 


No era partidario de un Cuerpo único, sin limitación de 
facultades, como sería la Convención Constituyente. Manifestó 
que a la reforma por medio de esas bases, preferiría la refor- 
ma por las Asambleas Legislativas.” 


VII 


Un año después, el 25 de junio de 1907, la Comisión de 
la Asamblea General integrada por la Comisión de Legislación 
del Senado y por la Comisión de Asuntos Constitucionales de 
la Cámara de Representantes se expidió en sentido favorable a 
la iniciativa del Dr. Travieso. Comenzó por declarar que la re- 
forma de la Constitución era un postulado nacional. Había que 
reformarla cuanto antes. No creía necesario enunciar concreta- 
mente las aspiraciones del país en la materia. Juzgaba que la 
Asamblea no debía vacilar en aprobar la moción del senador 
Travieso con lo cual se completaría la primera etapa del pro- 
ceso que podría culminar en el plazo de cuatro años a partir 
de aquel momento. A pesar de las diferencias de interpreta- 
ciones sobre tales o cuales preceptos de la Carta Constitucional, 
todos los miembros de la Comisión —decía el informe— esta- 
ban conformes en que la reforma podía iniciarse “por la adop- 
ción lisa y llana de la moción del señor senador por Maldonado, 
y hasta en que, en el momento actual, es esa la manera mas in- 
contestable, más fácil y más oportuna de realizarla”, Expresada 
de este modo su opinión, la Comisión hacía seguidamente, una 
serie de precisiones. Analizaba los dos procedimientos que podían 
seguirse para la Reforma: el ordinario y el extraordinario. El 
primero se ajustaba al trámite establecido en la propia Consti- 
titución y el segundo colocaba la reforma en manos del pueblo 
mediante el plebiscito popular para ratificar la obra realizada 
por la Legislatura. 


Agregaba que la Comisión no tenía por qué entrar en el 
debate doctrinario que había surgido alrededor de esas dos po- 


25 "Diario de Sesiones de la H. Asamblea General”, Montevideo. 
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siciones. Cada miembro de la Comisión se reservaba sus opi- 
niones personales sobre el punto pero declaraba que todos con- 
cordaban en que, en el momento, “nada justificaría la adopción 
del procedimiento plebiscitario”. “Ese procedimiento —agrega el 
informe que fue redactado por el Dr. José Espalter, quien en 
1903 y 1904 había sostenido la conveniencia del plebiscito da- 
das las circunstancias políticas que entonces vivía el país— solo 
podría ser aplicado en obedecimiento de una exigencia nacional 
perentoria, manifestada por la voluntad unánime de los partidos 
y la casi totalidad de la masa del pueblo. Emplear ese procedi- 
miento en esta ocasión sería en el más favorable de los casos, 
hacer violencia injustificada a la naturaleza misma de las cosas”. 
No desechaba la posibilidad de que las contingencias del futuro 
pudieran actualizar la reforma por el plebiscito; en ese caso la 
Asamblea podría deliberar sobre él en cualquier tiempo si lo 
juzgase oportuno. Respecto al procedimiento ordinario, por el 
cual en ese momento se pronunciaba la Comisión, creía también 
necesario señalar las dos interpretaciones a que había dado lu- 
gar desde el proyecto del Dr. Alfredo Vásquez Acevedo en 1903 
y si bien se abstenía de emitir opinión sobre el fondo de esas 
interpretaciones creía que la más conveniente y oportuna era la 
que en su aplicación suscitase menos dificultades. En ese sentido 
recordaba las objeciones que se habían hecho a la fórmula del 
Dr. Vásquez Acevedo, tachada de inconstitucional en la anterior 
legislatura al ser rechazada por el Senado luego de haber sido 
aprobada por la Cámara de Representantes, por entenderse que 
las tres legislaturas debían ser continuas y por atribuirsele un 
carácter demasiado restrictivo ya que la próxima Asamblea sólo 
podría ocuparse de la reforma proyectada en la XVII legislatu- 
ra, vale decir, modificar el sistema de reforma estableciendo la 
Convención Constituyente como único medio para hacerla. Te- 
merosa la Comisión de que se renovaran las críticas que deter- 
minaron el fracaso de la reforma en la XVIII legislatura, acon- 
sejaba mantenerse en la estricta constitucionalidad del procedi- 
miento al que se ajustaba la moción Travieso por lo cual fina- 
lizaba el informe aconsejando su aprobación. Puesto a conside- 
ración de la Asamblea en la sesión del 13 de julio de 1907, 
fue aprobado habiendo hecho uso de la palabra solamente el re- 
presentante nacionalista Julián Quintana para puntualizar que la 
resolución aconsejada por la Comisión que él había suscrito, con- 
cordaba con los principios del Partido Nacional expuestos en 
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las Bases de Paz aprobadas por el Ejército nacionalista en Ace- 
guá en octubre de 1904, ratificados luego en la Convención del 
Partido celebrada en julio de 1906.** El Dr. Vásquez Ace- 
vedo no asistió a esta sesión. 


IX 


Declarada de interés nacional la revisión de la Constitu- 
ción de la República, la siguiente legislatura entró a estudiarla. 


El 14 de febrero de 1908, en la tercera sesión preparato- 
ria de la XXIII Legislatura, al procederse a designar las Comi- 
siones Permanentes la mesa planteó la conveniencia, ya que a 
aquella legislatura correspondía estudiar la reforma constitucio- 
nal, de nombrar una comisión especial para su estudio. Por la 
importancia del asunto proponía que dicha Comisión estuviera 
integrada por nueve miembros. Herrero y Espinosa señaló la 
conveniencia de que estuviera integrada por quince miembros. 
Como número tan elevado importaba una reforma del reglamen- 
to, que preveía para asuntos no ordinarios, Comisiones de siete 
a nueve miembros, pasó a estudio de la Comisión de Asuntos In- 
ternos la que se expidió favorablemente al aumento señalado. 
El 29 de febrero de 1908 quedó integrada la Comisión de Re- 
forma. Esta Comisión preparó un proyecto determinando el pro- 
cedimiento a seguirse en el estudio de la revisión de la Consti- 
tución. Fue tratado en Cámara en la sesión del 19 de marzo de 
ese año 1908 resultando aprobado luego de oídas las explica- 
ciones del miembro informante, Dr. Lagarmilla, sobre las ob- 
servaciones que sobre la constitucionalidad del mismo formuló el 
representante José Pedro Massera. Los proyectos de reforma y sus 
fundamentos debían ser presentados por escrito. Pasarían a la 
Comisión de Revisión sin necesidad de ser apoyados. Para la 
presentación de los proyectos se fijaba como plazo, todo el pri- 
mer período ordinario de aquella legislatura. La Comisión los 
estudiaría y formularía luego el proyecto que sería sometido a 
la discusión de la Cámara al iniciarse el segundo período ordinario 
de sesiones. Se entenderían aceptadas aquellas reformas que hu- 
bieran sido apoyadas por la tercera parte del total de los miem- 
bros de la Cámara. También se considerarían aceptados “los pro- 
yectos sustitutivos que sobre los puntos que han sido objeto de 
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estudio por parte de la Comisión propusieran los representantes 
en el curso del debate”, siempre que fueran apoyados, por la 
tercera parte de la Cámara. Las reformas aprobadas serían re- 
mitidas al Senado. Las reformas propuestas por el Senado y las 
que éste devolviera con modificaciones, pasarían a la Comisión 
de Reforma. Informadas por ésta, serían discutidas en Cámara; 
las que fueren aprobadas por la tercera parte del total de sus 
miembros se someterían a la XXIV legislatura.” 

En los plazos establecidos ”?* la Cámara recibió y pasó a la 
Comisión de Reforma, los proyectos presentados por Carlos One- 
to y Viana, Ramón Mora Magariños, Alfredo F. Vidal, Floren- 
cio Aragón y Etchart, Héctor R. Gómez, Laureano B. Brito, Ja- 
vier Mendivil y los presentados conjuntamente por los represen- 
tantes Manuel Stirling y Florencio Aragón y Etchart. 

El Dr. Carlos Oneto y Viana presentó tres proyectos: el 1* 
relativo al Art. 5%: el Estado no tiene religión; establece la li- 
bertad de cultos. El 2? suprime el Art. 137 que prescribía el 
juicio por jurados en las causas civiles y criminales y el 3° da 
nueva forma al artículo 77 relativo a los casos en que el Pre- 
sidente del Senado sustituye al Presidente de la República. 

El proyecto de Ramón Mora Magariños contenía veinte 
enmiendas a la Constitución. Las diez primeras se referían al Po- 
der Legislarivo: funcionamiento, atribuciones, condiciones para 
ser electo Senador, número de los mismos, duración de la 
Cámara de Representantes y compensación a los legisladores. Con- 
sagraba la independencia de los poderes del Estado; elevaba a 
seis años el período de duración de las funciones del Presidente 
de la República no pudiendo ser reelecto sin que pasaran seis 
años. Otras enmiendas se referían a las obligaciones y faculta- 
des del Poder Ejecutivo e integración del Supremo Tribunal de 
Justicia; eliminaba la suspensión de la ciudadanía por sirviente 
a sueldo o peón jornalero y el juicio por jurados; establecía 
la incompatibilidad de miembro de la Administración de Justi- 
cia con cualquier otro puesto público; dejaba librado a la ley 
ordinaria el fijar el múmero de miembros y las atribuciones de 
las Juntas Económico-Administrativas. Al fundamentar su pro- 
yecto expresó que no presentaba enmiendas de los artículos 5°, 


27 "Diario de Sesiones de la H. Cámara de Representantes”. Mon- 
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8%, 76 y 81 porque la iniciativa había sido tomada por otros 
diputados según había informado la prensa. 

El Dr. Alfredo F. Vidal presentó varios proyectos: El pri- 
mero se refería al curso forzoso. La ley que lo estableciera debe- 
rá ser sancionada por dos tercios de votos. El Cuerpo Legislativo 
en ningún caso podrá dictar ley que autorizase la emisión de pa- 
pel moneda. El segundo proyecto se refiere a la elección del pre- 
sidente de la República pero no modifica el régimen estable- 
cido que confiere a la Asamblea General la facultad de desig- 
narlo. Actualiza y aclara con artículos aditivos, el Capítulo I de 
la Sección VII de la Constitución de 1830. El tercer proyecto 
modifica el artículo 43 que confería a cada Cámara la facul- 
tad de entender privativamente en la elección de sus miembros 
agregándole la de rever y anular todo el proceso electoral. El 
cuarto proyecto modifica el artículo 144 relativo a la expropia- 
ción por causa de utilidad pública, debiendo ser calificada por 
ley y previamente indemnizada. 


Laureano B. Brito presentó un proyecto relativo a la inte- 
gración de la Cámara de Representantes estableciendo un dipu- 
tado cada diez mil habitantes, electo el último domingo del mes 
de setiembre, por un período de cuatro años. Las exigencias para 
ser representante son menores que las establecidas en el artículo 
24 de la Constitución. 

El proyecto del Dr. Javier Mendivil modifica los artículos 
137, relativo a los juicios por jurado en materia criminal de- 
jando a la Asamblea determinar y reglamentar por una ley es- 
pecial la constitución e intervención del jurado, y 144 relativo 
a la expropiación por causa de utilidad pública calificada por ley. 

El representante Héctor Gómez propuso modificaciones al 
artículo 23 elevando a cuatro años el período de duración de las 
funciones de los representantes; al artículo 25 estableciendo que 
no pueden ser electos representantes los militares y los individuos 
del clero; suprime el artículo 43; eleva a seis años la duración 
del mandato presidencial y modifica la fórmula del juramento 
contenida en el artículo 76 eliminando su contenido religioso; 
reforma el artículo 96 agregando a las atribuciones de la Alta 
Corte de Justicia la de entender en las protestas a que den lu- 
gar las elecciones de diputados y senadores y de miembros de 
las Juntas Económico-Administrativa y Juntas electorales. Su- 
prime el art. 98 sobre admisión o retención de bulas y breves 
pontificios, 
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El Dr. Florencio Aragón y Etchart presentó dos proyectos. 
El primer proyecto modifica el art. 27 relativo al número de 
integrantes de las Cámaras de Senadores; cada departamento de- 
bería elegir un Senador por cada tres diputados y por una frac- 
ción de dos diputados. El segundo proyecto suprime el juicio por 
jurado establecido en el artículo 137 y 105. Conjuntamente con 
el diputado por Paysandú, Manuel Stirling, presentó otros pro- 
yectos. Uno relativo a la libertad individual, estableciendo las 
circunstancias en que los individuos pueden ser apresados, que 
modificaba el artículo 113 de la Constitución. Otro proyecto 
perfeccionaba la redacción del artículo 139 sobre libertad ba- 
jo fianza de un encausado. Un tercer proyecto de estos repre- 
sentantes, modificaba el artículo 19 relativo al número de dipu- 
tados, estableciendo uno cada quince mil habitantes o fracción 
de diez mil? 


X 


En octubre de 1908, José Enrique Rodó, miembro de la 
Comisión de Reforma, presentó a ésta, un proyecto con carácter 
previo y excluyente, limitado a modificar el procedimiento de 
reforma constitucional. Entendía que la Comisión “debía 
informar a la Cámara en el sentido de que sólo se propusiera 
a la próxima legislatura, la modificación de los artículos refe- 
rentes a los procedimientos de reforma de la Constitución, sin 
entrar a considerar los demás proyectos presentados”. Creía que 
dichos proyectos eran inoportunos. Para la reforma de la Cons- 
titución —según la fórmula propuesta por Rodó— debía hacer- 
se previamente una declaración de conveniencia nacional por las 
dos terceras partes de votos de ambas Cámaras legislativas. El 
Poder Ejecutivo convocaría entonces a elecciones de una Conven- 
ción Nacional Constituyente por el sistema de la representación 
proporcional. El número de convencionales sería de uno por ca- 
da cinco mil habitantes exigiéndoseles las mismas condiciones 
que se requieren para ser electo senador. Dentro de los seis 
meses siguientes a su instalación, la Convención debía realizar 
la reforma. Después de reformada la Constitución no podía de- 


29 “H. Cámara de Representantes. Reformas de la Constitución. En- 
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clararse nuevamente la conveniencia de su reforma hasta pasa- 
dos seis años. Fundamentó su iniciativa expresando que la obra 
de la reforma constitucional debía rodearse de las condiciones 
más adecuadas para asegurar su acierto y robustecer su presti- 
gio. En este sentido consideraba indiscutibles las ventajas de una 
Convención Nacional sobre la Asamblea Legislativa. Una Con- 
vención Nacional podría reunir un mayor número de elementos 
intelectuales preparados para tarea tan excepcional, además del 
prestigio y fuerza moral que tendría una Convención Constitu- 
yente expresamente elegida. En la elección de la Convención 
no predominarían, como ocurre con la Asamblea legislativa, ra- 
zones circunstanciales e intereses políticos del momento. Agregó 
que “tratándose de una obra que afectaba fundamentalmente la 
organización del país, sería acto de equidad y de buen sentido 
llamar a intervenir en ella a todo lo que representase una fuer- 
za intelectual o moral considerable, aún a aquellos elementos 
que ordinariamente no intervienen en las agitaciones de la polí- 
tica militante”. Esto aseguraría el prestigio nacional de la re- 
forma de la que se declaró resuelto partidario aunque “prefería 
que esta obra no se realizase si los procedimientos que se apli- 
caran a ella no fuesen los que consideraba necesarios para ase- 
gurar su acierto y prestigio”.*” Esta fórmula de Rodó vino lue- 
go a ser la fórmula N? 2 aprobada por la Cámara. 


Julio María Sosa, también integrante de la Comisión, pre- 
sentó seguidamente otro proyecto —la fórmula N? 3— sobre re- 
forma del procedimiento de reforma que aspiraba perfeccionar 
el de Rodó, al que criticaba la omnipotencia de la Convención 
Constituyente. Según el proyecto de Sosa, la Constitución solo 
podría revisarse o reformarse de acuerdo al siguiente procedi- 
miento: en cualquiera de las Cámaras podía presentarse la mo- 
ción para declarar la necesidad de la reforma. Apoyada por la 
tercera parte de sus miembros, debía pasar a la otra Cámara pa- 
ra saber si en ella era también apoyada por el mismo número 
de votos. En caso de no obtener ese apoyo quedaba desechada 
no pudiendo renovarse en el mismo período; si fuese debida- 
mente apoyada pasaba a la Asamblea General, pudiendo enton- 
ces declararse de interés macional la reforma por las dos terce- 
ras partes de votos de los miembros presentes. Si no alcanzase 
dichos dos tercios de votos no podría volverse a tratar en la mis- 


30 Obra antes citada, pág. 66. 
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ma legislatura. Declarada de interés nacional la reforma, los se- 
nadores y diputados nuevamente electos debían venir con pode- 
res especiales para revisar la Constitución y proponer reformas 
o adiciones. “Toda reforma o adición que obtenga, despues de 
discutida un tercio de apoyados en cada Cámara, será reservada 
para la discusión y sanción definitiva de una Convención Nacio- 
nal Constituyente”. La Convención Nacional Constituyente sería 
elegida popularmente e integrada con un número de miembros 
honorarios doble del de la Asamblea General. Para ser conven- 
cional se requerían las mismas condiciones establecidas para ser 
electo diputado. La Convención estudiaría y discutiría las enmien- 
das propuestas por intermedio del Presidente de la Asamblea Ge- 
neral, las aceptará o rechazará en todo o en parte por mayoría 
absoluta de votos y de acuerdo con los reglamentos internos que 
ella se dicte. La Convención debía instalarse dentro del año si- 
guiente a la fecha en que fueron apoyadas las enmiendas pro- 
puestas por las Cámaras legislativas y se expediría dentro del 
plazo de un año. Las resoluciones adoptadas por la Convención 
serían comunicadas a la Presidencia de la Asamblea General pa- 
ra que las trasmitiera al Poder Ejecutivo quien debería publicar- 
las y promulgarlas dentro del término de diez días. El Poder 
Ejecutivo en ningún caso podía oponer observaciones a las en- 
miendas sancionadas. Al fundamentar este proyecto sustitutivo 
del de Rodó, Julio María Sosa dijo: “La fórmula del señor Rodó 
estableciendo uma Convención única que por su parte propon- 
ga y resuelva las enmiendas a la Constitución, después de de- 
clararse platónicamente por la Asamblea Legislativa el interés 
nacional de la reforma, me parece que es contraria a todas las 
enseñanzas del derecho constitucional positivo y a las opiniones 
de los tratadistas más liberales en la materia. En primer lugar, 
las tendencias del derecho público moderno no son las de faci- 
litar con exceso las reformas, ni tampoco las de quitar al cuer- 
po legislativo una intervención importante que debe correspon- 
derle necesariamente”. La fórmula de Rodó, estimaba Julio Ma- 
ría Sosa, tenía el defecto de que la “soberanía constituyente ra- 
dica en una convención única que puede rápida, radicalmente, 
sin cortapisa alguna, modificar la estructura de la Constitución”. 
Consideraba esto “un peligro en un país nuevo como el nues- 
tro, en el que todavía se sufre la influencia de graves y pertur- 
badores atavismos”. En ese cuerpo único sería fácil formar ma- 
yorías accidentales que no reflejaran la verdadera opinión ge- 
neral. Sosa consideraba necesario que la reforma “no se desarro- 
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lle integralmente en un solo momento, ni se radique en un mis- 
mo y solo órgano todo el poder constituyente”. Insiste en las 
ventajas de su fórmula en la que una segunda legislatura pro- 
pone enmiendas que serían, sin duda, debatidas públicamente, 
serían controladas por la propia opinión, serían discutidas por 
los partidos y en la prensa. 


Cuando la convención “se eligiera por la soberanía, por la 
opinión, enterada de las reformas concretas a que iría a dedi- 
car su atención dicha Asamblea, podría, si, de un modo insos- 
pechable y prestigioso, interpretar los verdaderos anhelos, los 
verdaderos propósitos, las verdaderas ideas ambientes. Hasta el 
punto de vista democrático, pues, el procedimiento de que una 
Convención subsiga a la Legislatura que tiene la facultad de 
proponer las reformas, es siempre preferible al de una Conven- 
ción única que esté armada de todo el poder constituyente com- 
pleto, pleno, absoluto”, 


"Ningún partido, ningún ciudadano —agregaba— por mas 
alejado que esté del poder, podría considerar peligrosa la refor- 
ma en tales condiciones. Y no podría considerarla peligrosa por- 
que ni dentro de un período presidencial, ni en un solo mo- 
mento político, ni consultando solo la opinión predominante en 
determinadas circunstancias, podría decidirse la reforma comple- 
ta de la Constitución. Cosa que, en cambio, se haría fácilmente 
por medio de la Convención única, omnímoda, que propone el 
señor diputado Rodó”. Por todo esto, Julio María Sosa creía 


que la Comisión debía auspiciar su fórmula con preferencia a la 
de José E. Rodó." 


La comisión recibió un tercer proyecto —que luego fue la 
fórmula N? 4— de otro miembro de la Comisión, el Dr. Juan 
José Amézaga. Versaba igualmente sobre el procedimiento de 
reforma. Para introducir enmiendas a la Constitución se reque- 
ría que la mayoría absoluta de ambas Cámaras declarase la ne- 
cesidad de la reforma e indicara concretamente las modificacio- 
nes a introducirse en la Constitución. Luego se convocaría una 
Convención Nacional Constituyente encargada de estudiar las 
reformas indicadas y redactar el proyecto definitivo. La conven- 
ción se compondría de doble número de convencionales que de 
Senadores y diputados reunidos, elegidos por representación pro- 
porcional. La Convención debía reunirse tres años después de 


31 Obra antes citada, págs. 67-78. 
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declarada la necesidad de la reforma. El proyecto definitivo re- 
dactado por la Convención debía ser ratificado “por la mayoría 
absoluta de los ciudadanos incriptos en las listas electorales”. 
El plebiscito de ratificación debía realizarse dos años después de 
sancionadas las reformas por la Convención. El Dr. Juan José 
Amézaga asignaba gran importancia al problema del procedi- 
miento de reforma y manifestaba preferir un sistema rígido como 
el de 1830, al de revisión fácil, a merced de la mayoría de una 
Asamblea o una convención, mayoría que se puede lograr por 
coaliciones parlamentarias. “La Constitución —expresó— debe 
estar por encima del alcance de la voluntad de las mayorías 
parlamentarias y aún de las mayorías ocasionales que puedan 
formarse en las masas populares. Una Constitución que pueda 
ser modificada a cada instante, no tiene absolutamente ningún 
valor”, 


Fundamentó su proyecto en una serie de antecedentes ex- 
tranjeros y declaró que su intención “es establecer un procedi- 
miento más racional que el existente, pero oponiendo siempre 
dificultades insalvables de procedimientos a todas aquellas re- 
formas que pudieran inspirarse exclusivamente en intereses po- 
líticos de determinadas personas o agrupaciones”. Asignó espe- 
cial significación a la ratificación popular y aclaró que los pla- 
zos que proponía respondían al propósito de impedir que la Cons- 
titución pudiera reformarse en los cuatro años del mandato pre- 
sidencial, propósito que perseguía también la fórmula de Julio 
María Sosa.” 

Posteriormente, el 9 de diciembre de 1908, Julio María 
Sosa, diputado por Maldonado, presentó un proyecto de refor- 
ma que abarcaba todo el texto de la Constitución, desde el Pre- 
ámbulo hasta las disposiciones generales, en el que incluía la 
correspondiente a la Sección XII, interpretación y reforma de la 
Constitución, que ya había presentado por separado a la Comi- 
sión de reforma. De las enmiendas propuestas por Sosa hay que 
destacar el preámbulo redactado en términos acordes con el ca- 
rácter y la dignidad de nación soberana de la República Orien- 
tal del Uruguay, nombre que sustituye al de Estado Oriental 
del Uruguay y el art. 5% que consagra la libertad de cultos. 
Incorpora todos los derechos y garantías contenidos en los arts. 
130 a 147, al Capítulo III de la Sección I con algunas modifi- 


32 Obra antes citada, págs. 78-89, 
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caciones; establece la expropiación por causa de necesidad o uti- 
lidad pública; derecho de reunión y asociación; la enseñanza 
pública laica. Suprime la suspensión de la ciudadanía por la 
condición de sirviente a sueldo, peón jornalero y notoriamente 
vago. En la parte relativa al poder legislativo deja librado a la 
ley el fijar el número de diputados en proporción al de habitan- 
tes. Las elecciones se harían el último domingo de setiembre; 
durarían los representantes 4 años; modificaba la base de inte- 
gración del Senado, ya no por departamentos sino por el nú- 
mero de habitantes de los mismos, y el régimen de compensa- 
ciones de los legisladores. Ampliaba el período de sesiones ordi- 
narias — del 15 de febrero al 15 de diciembre de cada año. Su- 
primía la Comisión Permanente al suprimir los arts. 54 a 58 
inclusive, atribuyendo al Presidente de la Asamblea General la fa- 
cultad de convocarla extraordinariamente en los casos que seña- 
la en el art. 42 y en el aditivo que figura a continuación. Otros 
artículos estaban destinados a asegurar la independencia del Po- 
der Legislativo frente al Ejecutivo. Introducía también modifi- 
caciones en la Sección VI, relativa al trámite de confección de 
las leyes. En la Sección VII relativa al Poder Ejecutivo introdu- 
cía modificaciones de detalle sin transformar sustancialmente ni 
la organización ni el funcionamiento de dicho Poder. Tal lo que 
ocurría con la elección de Presidente de la República agregan- 
do la designación de un Vicepresidente en el mismo acto y en 
la misma forma. Modificaba igualmente la fórmula del jura- 
mento suprimiendo su contenido religioso y la redacción del 
art. 81 relativo a las facultades del Poder Ejecutivo para ade- 
cuarlo a las reformas ya introducidas en el texto constitucional 
O para precisarlas como en el caso de la declaración de guerra, 
“previa resolución de la Asamblea Nacional, solo en el caso de 
haberse empleado sin éxito, para evitarla, todos los recursos con- 
ciliables con el honor y la soberanía de la República, especial- 
mente el arbitraje, que es un postulado nacional”. Respecto al 
Poder Judicial ocurría lo mismo, no se modificaba su estructura 
limitándose al cambio de designación de la Alta Corte de Jus- 
ticia por Supremo Tribunal de Justicia, a la supresión de ar- 
tículos que habían perdido vigencia o a sustituciones para con- 
cordar con otras disposiciones. Suprimía el juicio por jurado. 
Más importante son las reformas que propone en la esfera de- 
partamental. Modifica el art. 118 designando al agente del Po- 
der Ejecutivo con el nombre de Jefe de Policía y el art. 122 
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en el que las Juntas Económico-Administrativas son sustituidas 
por la Municipalidad integrada por un Concejo Municipal y un 
Intendente. El Concejo se compondría de cinco a nueve miem- 
bros, según la población; vecinos del departamento de por lo 
menos veinticinco años de edad; elegidos direcramente por el 
pueblo; de carácter honorario; duraban en sus funciones cuatro 
años y elegían Presidente entre sus miembros. Los arts. 126 y 
127 precisaban sus facultades y los recursos propios de que dis- 
ponían para llenar sus cometidos, además de los fondos o arbi- 
trios que les señalase la ley. Entre los primeros —decía el art. 
126— "...dictar todas las medidas tendientes a la recaudación, 
administración e inversión de recursos propios; proponer a las 
Cámaras por intermedio del Intendente y del Poder Ejecutivo, 
la creación o supresión de impuestos locales; ...aceptar legados 
y donaciones; negociar empréstitos para obras públicas, previa 
aprobación legislativa...”. También tenían la facultad de confec- 
cionar sus Presupuestos los que debían ser propuestos cada dos 
años a las Cámaras. 


Los Intendentes serían designados por el Poder Ejecutivo 
entre los miembros de los Consejos Municipales; durarían el mis- 
mo tiempo que éstos; gozarían del sueldo que le fijase la ley; 
las mismas condiciones requeridas para ser Concejero y debían 
tener la filiación partidaria de la mayoría del Concejo. Sus fun- 
ciones serían puramente ejecutivas, reglamentadas por la ley y 
estaban especificadas en un artículo aditivo. Para las localida- 
des se preveían Concejos auxiliares y Subintendentes. La Sec- 
ción XII, relativa a la reforma de la Constitución, era sustituida 
por el proyecto de reforma de los arts. 152 a 159 inclusive que 
había presentado separadamente a la Comisión de Reforma, En 
este proyecto el régimen de las tres legislaturas era sustituido por 
dos, una que declaraba el interés nacional de la reforma y otra que 
la proponía, y una Convención Nacional Constituyente que dis- 
cutiría y sancionaría la reforma. En la parte de disposiciones ge- 
nerales el proyecto establecía que la Constitución reformada se- 
ría promulgada y jurada, seis meses después de su sanción, en 
todo el territorio nacional.” 


© Otro proyecto presentado a la Comisión, fue el de los se- 
ñores Sosa, Mendivil y Oneto y Viana fechado el 8 de mayo 
de. 1909. No tiene la amplitud del presentado por Julio María 
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Sosa individualmente. Aunque reproduce en general las reformas 
propuestas por éste; mo consagra la supresión de la Comisión 
Permanente, la del juicio por jurado, el régimen municipal ni 
el procedimiento de reforma que había propuesto Sosa, limitán- 
dose en este último punto, a adoptar la fórmula que acordara la 
Comisión. En cambio, es más concreto y ajustado en su redac- 
ción. Coincide en sus líneas generales. Incluye las mismas su- 
presiones pero no tiene los artículos aditivos que incorporó el 
proyecto de Sosa. Evidentemente se trata de una versión de este 
proyecto, corregida por el propio Sosa con la colaboración de 
Mendivil y Oneto y Viana, del que se suprimieron las reformas 
más llamativas, capaces de promover choques de opiniones.” 


XI 


En general los proyectos presentados no señalaban reformas 
de fondo que modificaran la estructura del Estado. La mayo- 
ría de ellos se referían a articulos aislados, a perfeccionamien- 
tos de redacción, supresión de disposiciones ya caducas, actua- 
lización de otras, ajustes técnicos en una palabra. El problema 
más importante tratado por algunos proyectos fue el del ar- 
tículo 5%, la separación de la Iglesia del Estado, tema éste que 
dominaba la atención de los hombres de la época. No hay nin- 
guna reforma fundamental en lo que se refiere al Poder Eje- 
cutivo ni a la organización de los otros poderes del Estado ni 
a los gobiernos departamentales, si exceptuamos el proyecto de 
Julio María Sosa —el de mayor amplitud— que suprimía la 
Comisión Permanente y establecía el gobierno municipal. En 
lo que se refiere a la materia judicial, la supresión de los ju- 
rados aparece como aspiración bastante generalizada así como 
en lo relativo a derechos y garantías, la consagración de los 
derechos de reunión y asociación y seguridades para la liber- 
tad individual. 

Con este material debía trabajar la Comisión de Reforma 
y Constitución. No hubo en ella, acuerdo de opiniones. El 26 
de octubre de 1909 la Comisión en mayoría presentó a la Cá- 
mara el informe de su labor conjuntamente con un proyecto de 
reforma constitucional que había elaborado sobre la base de 


34 “H. Cámara de Representantes. Reforma de la Constitución. En- 
miendas propuestas por los Señores Representantes. Resolución de la Cá- 
mara y Proyecto de la Comisión de Reforma Constitucional en mayoría”, 
ya citado, págs. 60-62, 
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los diversos proyectos que le habían llegado. Ambos estaban suscri- 
tos por los señores Javier Mendivil —que fue el miembro au- 
tor del informe— Julio María Sosa, Julio Muró (hijo), Al- 
berto Guani, Eugenio J. Lagarmilla, Carlos Oneto y Viana, Juan 
J. Amézaga y Pedro Manini Ríos. El proyecto evidentemente 
fue redactado sobre el que presentaron conjuntamente los Sres. 
Sosa, Mendivil y Oneto y Viana al que reproduce con escasas 
variantes. En el informe, la Comisión explicó los dos criterios 
que se sustentaron y que la habían dividido en mayoría y mi- 
noría: el de la mayoría quería abordar el estudio de todos y 
cada una de las enmiendas presentadas por los señores Repre- 
sentantes; el de la minoría pretendía que ese estudio se con- 
cretara exclusivamente al proyecto que, limitando la reforma al 
procedimiento constitucional de la revisión, presentó desde el 
primer momento en la Comisión, uno de sus miembros, Jo- 
sé E. Rodó. 

Triunfante el primer criterio —continúa el informe— la 
Comisión en mayoría resolvió concretar el proyecto de reforma 
a aquellas proposiciones más generalmente aceptadas; a los re- 
toques de forma, y la eliminación de disposiciones que por 
su carácter transitorio ya eran anacrónicas dentro del texto cons- 
titucional; a la corrección y complementación más urgente y ne- 
cesaria. La indujo a ello el propósito de no demorar más la re- 
forma, tantas veces iniciada y otras tantas fracasada, por moti- 
vos diversos. En este punto hace referencia a los intentos refor- 
mistas que se sucedieron desde 1836 y a las causas de dichos fra- 
casos. 


En primer término, el problema planteado alrededor del ar- 
tículo 5% cuya reforma —dice— ha sido resistida por los ele- 
mentos católicos con el apoyo de los hombres de partido y de 
las clases conservadoras, temerosas de una conmoción religiosa. 
En el orden político, la preocupación por evitar la reelección 
presidencial. Luego, la falta de ambiente aunque —+expresa— 
esta causal “ha ocultado siempre o casi siempre, ya sea un pro- 
pósito político, ya el temor a reformas de orden social, y este 
último sentido tendría algo de común con la causal ya apuntada 
relativa a la falta de rumbos definidos y a la necesidad de con- 
cretar de una manera restrictiva los puntos de la reforma”. Ex- 
presa que ninguna de estas causales pueden invocarse para im- 
pugnar el proyecto presentado por la Comisión en mayoría, ya 
que las enmiendas que se proponen responden “a aspiraciones 
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manifiestas que tienen desde luego ante la opinión toda la au- 
toridad de la cosa juzgada”. Impugna el criterio de la minoría, 
defendiendo la reforma por vía legislativa. Considera errónea la 
apreciación de los partidarios de la Convención sin trabas ni li- 
mitaciones. Sostiene que en aquellas circunstancias no se justifi- 
caría un nuevo aplazamiento de la reforma cuya necesidad cons- 
tituye un postulado nacional. La forma en que ha procedido la 
Comisión en mayoría al limitar las enmiendas a los puntos que 
concitaban la opinión general, —continúa el informe— no da 
base para pensar que haya actuado con propósitos de orden po- 
lítico. Aunque ello le ha valido a su labor la injusta clasifica- 
ción de anodina, la Comisión cree haber destruido la incertidum- 
bre sobre el alcance de la revisión y facilitado la realización de 
la reforma. Comenta luego las enmiendas propuestas, extendién- 
dose en la relativa al art. 5° considerada como la mas importan- 
te de las proyectadas. El informe dedica la parte final a las re- 
formas de trascendencia política que deben estudiarse y que la 
Comisión no quiso tratar por no dificultar la labor revisionista 
dado el escaso tiempo que le quedaba para pronunciarse y la 
controversia que ellas suscitaban. Son reformas —dice— que 
tarde o temprano deberán tratarse: el aumento de la duración 
del período presidencial ya que el término de cuatro años lo 
considera relativamente breve; la forma y la fecha de la elección 
del presidente de la República; la creación de la Vicepresiden- 
cia; la organización del Municipio autónomo y la reforma del 
procedimiento de reforma. La Comisión no propone enmienda 
sobre estos puntos. Cree que lo más acertado “es continuar los 
procedimientos iniciados, haciéndola desde luego por los medios 
que la Constitución establece, por el camino recto indicado de 
antemano”. Se refiere a los proyectos sobre ese aspecto presen- 
tados por Rodó, Sosa y Amézaga. Como Rodó “ha declarado que 
solo tuvo por propósito el proponer una fórmula de circunstan- 
cias y que como fórmula definitiva no tenía interés en defender 
su proyecto, porque la solución final debería surgir de la Con- 
vención cuya reunión perseguía a los efectos de la reforma...”, la 
Comisión no insiste sobre él. Al no haber podido unificar opi- 
niones sobre los proyectos sobre procedimientos presentados por 
Sosa y Amézaga con motivo de la iniciativa de Rodó, ésta re- 
solvió recomendar ambos proyectos a la consideración de la Cá- 
mara, de cuya discusión quizás surgiría la fórmula definitiva.” 


35 Obra citada anteriormente, págs. 91 y sigts. 
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Posteriormente la Comisión de Reforma cambió de opinión. 
El 17 de setiembre de 1910, casi al término de la XXIII legis- 
latura, presentó un nuevo informe. Ahora toda ella estaba de 
acuerdo en aconsejar solamente la reforma del procedimiento de 
reforma, arts. 153 a 158 de la Constitución, criterio que en 
ocasión de producir su primer informe, había desechado. Pe- 
ro, en la sesión del día 22, al mocionar Gregorio L. Rodríguez 
en el sentido de que la Cámara —por la premura del tiempo— 
dedicara todas las próximas sesiones, hasta que se concluyera el 
asunto, a la discusión de los proyectos de reforma que la Comi- 
sión aconsejaba, se planteó un problema de orden legal: si la 
Cámara, en sesiones extraordinarias podía tratar un asunto sin 
mensaje del Poder Ejecutivo. Algunos diputados entendían que 
eso era ir contra las prácticas establecidas. Otros opinaban que 
en este asunto de la Reforma Constitucional, no correspondía 
que el Ejecutivo tuviera ingerencia por ser un asunto reservado 
al Parlamento. En vista de ello, Rodríguez modificó su moción. 
Propuso que se tratara la cuestión “de si las Cámaras pueden, 
en sesiones extraordinarias ocuparse de la Reforma Constitucio- 
nal”. En el caso de que la Cámara adoptara ese criterio, se 
continuaría con la discusión del asunto. Así quedó resuelto.** 


En la sesión del 27 de setiembre de ese año 1910 se inició 
el debate. La discusión fue extensa continuando en la del día 
29 a pesar de que el Poder Ejecutivo, para salvar las dudas plan- 
teadas, envió un Mensaje declarando el asunto de la reforma 
Constitucional, incluido entre los que debían tratarse en sesio- 
nes extraordinarias. Cerrado el debate se votó nominalmente si 
la Cámara se consideraba habilitada para abordar la reforma 
de la Constitución en aquel período extraordinario. Todos los 
diputados votaron afirmativamente: unos por considerarla facul- 
tad propia de la Cámara; otros en virtud del Mensaje del Po- 
der Ejecutivo. Algunos legisladores votaron afirmativamente sin 
dar fundamento alguno.” En la sesión siguiente del 1? de octu- 
bre de 1910 se pusieron en discusión las mociones de reforma 
a la Constitución aconsejadas por la Comisión.” Todas ellas se 
referían al procedimiento de Reforma; las tres presentadas por 


36 “Diario de Sesiones de la H. Cámara de Representantes”, Mon- 
tévideo, 1911. Tomo CCVI, págs. 310- 13. 

37 "Diario de Sesiones de la H. Cámara de Representantes”. To- 
mo antes citado, págs. 320, 350 y 369. 

38 “Diario de Sesiones de la H. Cámara de Representantes”. To- 
mo antes citado, pág. 374 y sigts. 
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Rodó, Sosa y Amézaga respectivamente y una "Fórmula de Con- 
ciliación” preparada por la Comisión. Esta fórmula, señalada con 
el N? 1, comenzaba por reformar el artículo 152 asignando ex- 
clusivamente al Poder Legislativo la facultad de interpretar o 
explicar la presente Constitución. Luego sustituía los arts. 153 a 
158 de la Constitución de 1830 que establecían el procedimiento 
de las tres legislaturas por el siguiente: ambas Cámaras Legislati- 
vas debían declarar la conveniencia nacional de la reforma por las 
dos terceras partes de votos. En la declaración se expresaría si 
se autorizaba la revisión total de la Constitución o si la refor- 
ma se concretaría a determinados artículos, 


En este caso se señalarían los artículos que debían ser re- 
formados sin proponerse los sustitutivos. Sancionada la declara- 
ción de conveniencia de la reforma, el Poder Ejecutivo convoca- 
ría a elecciones de una Convención Nacional Constituyente, por 
el sistema de la representación proporcional, dentro del plazo de 
un año. La Convención estaría integrada por el doble de miem- 
bros del Cuerpo Legislativo, exigiéndose para ser convencional 
las condiciones requeridas a los representantes. Las reformas adop- 
tadas por la Convención, serían sometidas a la sanción definiti- 
va del Cuerpo Legislativo, en la siguiente legislatura. Esta segun- 
da legislatura podía aprobar o rechazar cada una de las refor- 
mas pero no podía modificarlas. La simple mayoría dentro de 
ambas Cámaras basta para su aceptación. Producida esta acep- 
tación —dice el art. 160 de la fórmula de conciliación— “las re- 
formas se considerarán definitivamente sancionadas pero no en- 
trarán en vigencia hasta el período presidencial siguiente a aquel 
en que se hayan clausurado las sesiones de la Convención Cons- 
tituyente”, 

Cuando en la sesión del 1° de octubre de 1910 se puso a 
consideración la fórmula de Rodó, éste amplió la fundamenta- 
ción que había hecho al presentarla. Se refirió al criterio que 
dominaba en la Comisión de Reforma al iniciar su trabajo en 
1908: arribar de inmediato a la reforma constitucional propo- 
niendo a la siguiente legislatura las reformas de fondo que es- 
timara convenientes. 


Rodó, que consideraba desacertado ese camino para llegar a 
a la revisión de la Constitución, presentó entonces una fórmula 
de reforma inmediata (fórmula N* 2), para oponerla a la de la 
Comisión, que conduciría a la reforma de fondo en muy redu- 
cido tiempo ya que en los últimos meses de ese año 1910, la 
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XXIII legislatura discutiría los puntos a reformarse y en los 
primeros meses del año siguiente, la XXIV legislatura podría 
sancionarlos. Por eso —dijo— se le ocurrió “presentar una fór- 
mula de reforma inmediata también pero que tuviera indiscuti- 
bles ventajas respecto a la otra”, Creía que “una Asamblea legis- 
lativa ordinaria, por mucho y muy merecido que fuese su presti- 
gio, nunca tendría una suma de fuerza moral tan considerable 
como la que podría reunir una convención expresamente elegi- 
da por el pueblo para resolver un asunto de tal magnitud como 
la reforma de la Constitución”. Creía además que en una Asam- 
blea ordinaria no estaban representados con suficiente amplitud 
todos los elementos de opinión, todas las fuerzas morales e inte- 
lectuales del país. Continuó diciendo Rodó que su intención no 
fue presentar un proyecto de reforma del procedimiento de re- 
forma con carácter definitivo, para quedar incorporado al texto 
constitucional, Dijo ser “partidario de que los procedimientos 
de reforma constitucional definitivos sean un tanto conservado- 
res, para que la Constitución resista los movimientos instables 
de las pasiones y de las ambiciones que puedan tener cabida 
dentro de determinada situación”. Este inconveniente de orden 
general creía que no tenía aplicación en aquel momento por eso 
no veía peligro en abordar una reforma de la Constitución por 
medios rápidos como los que él proponía en su proyecto. Lue- 
go agregó: “por razón de tiempo quizá, y quizá por la persua- 
sión que poco a poco se ha hecho en el ánimo de todos, de 
que no conviene ir a la reforma constitucional por el procedi- 
miento que se pensaba, se ha desistido al parecer, por la mayo- 
ría de la Cámara y seguramente por la mayoría de la Comisión, 
de entrar a fondo en la reforma constitucional en esta Legisla- 
tura”. Sobre la base de ese desestimiento se llegó a la “fórmula 
de conciliación” presentada por la Comisión que tiene carácter 
definitivo, es decir, una fórmula que pudiera permanentemente 
servir para la reforma constitucional. Considera que su fórmula, 
para esta primera reforma, es más ventajosa. “Yo he sido —de- 
claró— siempre partidario de que no se demorase la reforma 
constitucional”. Entiende que su fórmula puede permitir en aquel 
momento, en que nada hace prever un peligro para la integri- 
dad de las instituciones, una reforma inmediata de la Constitu- 
ción. Cree, sin embargo, que la Cámara debe apoyar todos los 
proyectos relativos a la reforma del procedimiento para que to- 
dos ellos pasen a la consideración de la próxima legislatura. 
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Cuanto más sean esos proyectos más garantías habrá en el acier- 
to de la elección que haga la XXIV legislatura, Este fue en de- 
finitiva el criterio de la Comisión de Reforma al aconsejar la 
aprobación de las cuatro fórmulas que presentó y el criterio ge- 
neral de la Cámara que las sancionó, reservándose los diputados 
sus Opiniones sobre cada una de esas fórmulas cuyo debate se 
haría en la siguiente legislatura. Amézaga aclaró en esta Opor- 
tunidad, que cuando propuso su fórmula lo hizo con carácter 
definitivo para incorporarlo al texto de la Constitución. Al pos- 
tergarse la reforma no era contrario a fórmulas transitorias que 
permitieran realizar de inmediato la reforma constitucional “pues- 
to que —expresó— puede decirse que en la presente Legislatu- 
ra, la reforma constitucional en realidad ha fracasado”. Declaró 
que votaría todas las fórmulas sin comprometer su Opinión so- 
bre cada una de ellas. 

Luego de apoyadas las cuatro fórmulas propuestas por la 
Comisión, fue también apoyada una quinta fórmula propuesta 
por Manini Ríos al iniciarse la sesión, cuyo contenido era el 
siguiente: Para la reforma de la Constitución se requiere previa- 
mente la declaración de la conveniencia nacional efectuada por 
las dos tercias partes de ambas Cámaras. Luego el Poder Ejecu- 
tivo convocará al pueblo a elecciones de una Convención Nacio- 
nal Constituyente. Esta elección se hará por el sistema de la 
representación proporcional y el número de convencionales se 
fijará en razón de uno por cada cinco mil habitantes; las con- 
diciones que se requieren para ser convencional son las mismas 
que se exigen para ser senador. 

Luego modificó este punto estableciendo las condiciones re- 
queridas para ser diputado. La Convención debía pronunciarse 
dentro de los seis meses de su instalación. Las reformas sancio- 
nadas por la Convención serían sometidas a la ratificación de la 
Asamblea General ordinaria. Esta se pronunciará por mayoría 
de votos. Podrá aceptar o rechazar total o parcialmente las en- 
miendas pero no modificarlas. Después de reformada la Cons- 
titución no podrá declararse la conveniencia de su reforma has- 
ta pasados seis años.” 

En el curso de este debate, Ramón Mora Magariños plan- 
teó la cuestión de los proyectos presentados en 1908 por los 
diputados. Entendía que debían ser considerados también por la 


39 "Diario de Sesiones de la H. Cámara de Representantes”. To- 
mo CCVI antes citado, págs. 375-76. 
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Cámara. Hizo cuestión fundamental que se pusiera a discusión 
el que había presentado y el de Oneto y Viana, al cual se re- 
fería el suyo. Luego de un prolongado debate sobre si corres- 
pondía discutirlos después que la Comisión había aconsejado, en 
su segundo informe, tratar solo los relativos a la revisión del 
procedimiento de reforma, se resolvió discutir el de los legisla- 
dores que así lo solicitaran. Mora Magariños pidió se considera- 
ra el proyecto de que era autor. Este se puso a votación luego 
de aprobadas las cinco fórmulas ya mencionadas. (La de Con- 
ciliación, la de Rodó, la de Sosa, la de Amézaga y la de Manini 
Ríos, señaladas con los números 1, 2, 3, 4 y 5 respectivamente). 

El rechazo de las primeras enmiendas del proyecto de Ra- 
món Mora Magariños, que fueron discutidas por separado, re- 
veló que la Cámara no deseaba apoyar otras fórmulas que aque- 
llas relativas a la revisión del proceso de reforma. Fueron en 
consecuencia desechadas las enmiendas propuestas por Mora Ma- 
gariños con excepción de la referente al artículo 5° que no es- 
taba incluida en las que él presentó, porque había sido proyec- 
tada por otros diputados e incorporada al primer proyecto de la 
Comisión. Esto originó un debate sobre la enmienda de este 
artículo, que se desarrolló en las sesiones del 5 y 6 de octubre 
de ese año 1910. La Cámara resolvió apoyar las tres enmiendas 
del artículo 5% presentadas: la de Oneto y Viana; la de Julio 
María Sosa y la de la Comisión, las que, conjuntamente con las 
referentes al procedimiento de reforma, pasaron a la considera- 
ción del Senado.*” 


XII 


La Cámara de Senadores recibió el 5 de octubre de 1910 
las cinco fórmulas sobre revisión del procedimiento de refor- 
ma que, luego de informadas, entraron a la consideración del 
Cuerpo, el 28 de octubre.* La Comisión Especial integrada por 
los Dres. Carlos Travieso, Carlos A. Berro, Juan Campisteguy, 
Ricardo J. Areco e ingeniero José Serrato, aconsejó la aproba- 
ción de una nueva fórmula —la sexta— presentada en Comi- 
sión por uno de sus miembros: el senador por Maldonado, Dr. 
Carlos Travieso. La Comisión en su informe, fecha 15 de octu- 


40 “Diario de Sesiones de la H. Cámara de Representantes”. T. CCVI, 
pág. 440 y sigts; Tomo CCVIL, pág. 2 y sigts. 

41 "Diario de Sesiones de la H. Cámara de Senadores”. Montevi- 
deo, 1912. Tomo XCVIII, pág. 200 y sigts. Véase el Apéndice N° 14. 
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bre de 1910, hacía suyo este proyecto con excepción del artícu- 
lo 158 que establecía la supresión de la exigencia de saber leer 
y escribir para el ejercicio del sufragio como así mismo la cau- 
sal de suspensión de la ciudadanía por la condición de sirvien- 
te a sueldo o peón jornalero, en las elecciones de Asambleas de 
Revisión y Reforma consignadas en la fórmula Travieso. El se- 
nador por Treinta y Tres, Dr. Ricardo J. Areco se opuso a todo 
el artículo. La supresión de la condición de sirviente a sueldo o 
peón jornalero para ser elector, contó además, con la oposición 
del senador por Montevideo, Dr. Juan Campisteguy, y del se- 
nador por Cerro Largo, Dr. Carlos A. Berro.** 

El Dr. Carlos Travieso, miembro informante, fundamentó su 
iniciativa en una extensa exposición cuya lectura finalizó en la 
siguiente sesión del 31 de octubre. Reiteró, en esta oportunidad, 
conceptos ya vertidos en 1906, en ocasión de fundamentar en 
la Asamblea General, su moción de declaración del interés na- 
cional de la reforma, con la que se iba a reiniciar el proceso 
reformista cuya segunda etapa culminaba entonces. Comenzó por 
señalar que a pesar de sus vicios, la Constitución de 1830 "tie- 
ne la consagración de los tiempos”; que ella consagró la inde- 
pendencia del país; que bajo su tutela se desarrolló nuestra so- 
ciedad; que contiene preceptos y disposiciones tenidas en el día 
como las más adelantadas de la ciencia del derecho. Por todo 
ello, al querer reformarla —dijo— hay que cuidar de “no re- 
incidir en las faltas que observamos en los hombres que nos han 
precedido” buscando garantías de acierto. Luego se refirió a la 
ilegitimidad de las trabas para la reforma constitucional. “No 
hay derecho —dijo— a imponer trabas ni obstáculos de nin- 
guna especie, a la reforma de la Constitución de un Estado”, 
porque ello importa someter el poder originario del pueblo a los 
poderes delegados de sus Asambleas. El pueblo es el soberano, 
por tanto —agregó— "“apresurémonos a desvirtuar los impedi- 
mentos que desde el año 1830 se han hecho valer contra su po- 
der, en el ejercicio de una facultad tan preciosa y de esencia de 
la soberanía, como es la de establecer en cualquier tiempo la 
Carta Fundamental del Estado, las tablas en que se inscribe la 
organización de los poderes que han de regirlo y en las que se 
consagran los derechos del individuo, sus sacrosantas libertades 
civiles, sus tutelares libertades políticas”. Al cambiar el procedi- 


42 "Diario de Sesiones de la H. Cámara de Senadores”. Tomo XCVI!Il 
antes citado, pág. 203. 
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miento de reforma hay que evitar —dice— que a su turno los 
nuevos requisitos constituyan impedimentos de otro orden o es- 
tilo; hay que procurar que ofrezcan “seguridades suficientes de 
que el poder que han de acondicionar, resulte una expresión 
positiva de la soberanía popular”. Cree que la revisión y refor- 
ma de la Constitución solo debe llevarse a cabo por Asambleas 
especiales “ajenas por completo a las funciones ordinarias del 
Cuerpo Legislativo como a las de los demás poderes constitui- 
dos”. Sobre este punto se extiende para fundamentar la insti- 
tución de un poder “pura y exclusivamente constituyente”, “for- 
mado por dos Asambleas sucesivas, una de Revisión y otra de 
Reforma; la primera encargada de proyectar reformas; la se- 
gunda, de admitirlas o desecharlas en todo o en parte, sin hacer 
modificaciones”. Partidario decidido del régimen bicameral en el 
orden legislativo cree que no se debe proceder menos cautelo- 
samente en el orden constituyente, cosa que ocurriría si la re- 
forma se efectuase por medio de una Asamblea única. La Asam- 
blea de Revisión, cuyo solo cometido deberá ser el de prepa- 
rar el proyecto de reformas, se compondrá, —por la naturaleza 
de su misión— de hombres expertos y preparados en la mate- 
ria. No debe ser por tanto, “demasiado numerosa”. En cambio, 
la Asamblea de Reforma, electa luego de caducada la de Revi- 
sión y de publicado su proyecto “deberá ser mucho más nume- 
rosa” para que puedan estar representadas “las mas diferentes 
ideas, intereses y tendencias de la opinión popular, porque debe 
ser el reflejo de las costumbres, del genio y del sentir del país, 
a las que no ha de ser extraña, por ningún concepto, una Cons- 
titución que se haga para regirlo y tener en él existencia verda- 
dera”. Constituiría así “una viva expresión popular que pondría 
su sello en la labor constituyente”. El mo poder introducir esta 
Asamblea de Reforma, modificaciones a las enmiendas prepara- 
das por la de Revisión, debiéndose pronunciar afirmativa o ne- 
gativamente sobre su labor, evita que ninguna de ellas se con- 
vierta en un poder ilimitado y despótico. En la opinión de Tra- 
vieso, sin embargo, el requisito esencial de una reforma consti- 
tucional radicaba en el consentimiento del pueblo para “tocar” 
la Constitución y para autorizar las reformas realizadas por los 
organismos encargados de ello. De ahí los requisitos que incluye 
en su proyecto para la elección de las Asambleas de Revisión y 
de Reforma. “Para ponerse —dice— en la empresa de mudarle 
la Constitución a un pueblo, es necesario consultárselo al mismo; 
y para establecer el imperio de una Constitución nueva, es ne- 
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cesario que el pueblo lo haya consentido de exprofeso”. Si la 
Asamblea de Revisión no fuese electa por la mayoría de ins- 
criptos, quedaría anulada la declaratoria de necesidad de la re- 
forma y si la Asamblea de Reforma no fuese electa por la mis- 
ma mayoría, se entenderá que el pueblo rechazaba la reforma. 
La abstención de la mayoría en ambos casos, significaría la opi- 
nión contraria del pueblo a la necesidad de la reforma y a la 
labor reformista realizada por la Asamblea de Revisión, Tra- 
vieso no es partidario del plebiscito de ratificación. Prefiere el 
sistema de ratificación por delegados, a la ratificación directa 
por el pueblo, “La conveniencia —dice— de reemplazar la vi- 
sación directa por la de una asamblea de comisionados que se 
pronunciarían también por sí o por no, aunque previa delibera- 
ción, es aconsejada desde luego por la índole de las funciones 
que la Asamblea tiene que desempeñar y para las que el pue- 
blo no es apto generalmente, según los mismos principios del sis- 
tema representativo”. Agregaba a continuación: “La tarea de dic- 
tar una Constitución como la de formar una simple ley orgáni- 
ca, es misión bastante compleja; ofrece dificultades y exige co- 
nocimientos y experiencia mada comunes. Ahora bien: el sistema 
representativo de gobierno está basado, no solamente en la im- 
posibilidad de que el pueblo de las populosas democracias mo- 
dernas, cuyos medios económicos y relaciones sociales son tan com- 
plicados, pudiese reunirse a deliberar y a resolver los negocios 
públicos constantemente y a toda hora, sino además en la co- 
rriente incapacidad de la masa popular para intervenir con acier- 
to en la dirección de los negocios e intereses colectivos, en el de- 
licado arreglo, combinado y previsor juego de los resortes de la 
máquina gubernamental. La legislación constitucional, como la 
misma legislación ordinaria, contiene disposiciones que es útil 
someter directamente a la sanción popular; pero no es esa, por 
lo que queda dicho, una regla general siempe recomendable. Ha- 
ciendo intervenir en la sanción del proyecto constitucional, en 
vez del voto escueto del elector, una Asamblea de Ratificación 
deliberadamente electa con tal fin, se habrán contemplado las 
dos exigencias, igualmente imperativas, de que nos ocupamos: 
la de expresión y sello popular que con el referendum se bus- 
ca, y la de la refrendación ilustrada y a conciencia que funda 
y hace necesario el sistema representativo en el gobierno de las 
sociedades humanas”, En su exposición el Dr, Travieso se refirió 
a Otros aspectos de su proyecto: duración de las Asambleas de 
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Revisión y Reforma; elección de la misma mediante el sistema 
del voto proporcional, sistema —dijo— que únicamente puede 
darles condiciones de legalidad, ya que es la forma más genuina 
de representación popular; sufragio universal y compatibilidad de 
las funciones de miembros de ambas Asambleas con el ejercicio 
de cualquier otra función o cargo público.** 

Al cabo de la extensa exposición del Dr. Travieso, el Se- 
nado aprobó su proyecto como asimismo las cinco anteriores fór- 
mulas, enviadas por la Cámara de Representantes. Sólo votó ne- 
gativamente el Senador Manuel B. Otero que no estaba con- 
forme con que las reformas se limitaran estrictamente al proce- 


dimiento.** 
XII 


Enviada a la Cámara de Representantes la fórmula pro- 
puesta por el senador Dr. Travieso, fue aprobada sin discusión el 
3 de noviembre de 1910. 


43 El Dr. Carlos Travieso, al publicar en 1911 sus trabajos legis- 
lativos sobre reforma de la Constitución, señaló la coincidencia de su pen- 
samiento con el del Dr. Justino Jiménez de Aréchaga expuesto en su 
Cátedra de Derecho Constitucional. En un pasaje del prólogo que los 
precede dice al respecto: "Ahora, por lo que toca en particular al acier- 
to de la fórmula que he presentado para proceder a la reforma constitu- 
cional, por más convicciones que abrigue, no me ciega tampoco la pa- 
ternidad, cuando tanto sabemos que humanum errare est. He adquirido, no 
obstante, cierta confianza al respecto, a la vez que he tenido una pro- 
funda satisfacción, por haber llegado a saber que puedo invocar en apo- 
yo de lo fundamental de mi proyecto de procedimiento de reforma una 
opinión tan esclarecida como la del extinto maestro de derecho consti- 
tucional Doctor Justino Ximénez de Aréchaga. No pude remitirme en 
tiempo al concepto de tan alta autoridad, cuando se trató en el H. Sena- 
do la fórmula a que me vengo refiriendo, porque en ninguna de las obras 
del reputado constitucionalista se estudia el problema del poder consti- 
tuyente. Si invoco hoy la opinión del Doctor Aréchaga es utilizando el 
enunciado del programa de 2? Año de Derecho Constitucional que ha 
venido a mis manos y que publicó aquel excelso profesor hace veinti- 
tantos años, cuando dictaba la cátedra correspondiente en la Universidad 
de Montevideo. Los ejemplares de ese programa son rarísimos. El proce- 
dimiento que he propuesto y que se dignó aceptar con breves modifica- 
ciones el H. Senado, no es exactamente el del Doctor Aréchaga; pero, co- 
mo lo dejo dicho, concuerda con él en lo sustancial, y, sigo creyendo 
que, siendo más simplificado que el del maestro, consulta también más 
el sistema representativo de gobierno. Las razones que aquí podría adu- 
cir, y que se refieren a la visación del pueblo, que el Doctor Aréchaga 
quería directa, antes y después del acto constituyente, están dadas en el 
curso de la exposición que constituye parte de esta pequeña obra”. Véase: 
Carlos Travieso: “La Reforma de la Constitución”. Montevideo, 1911; 
págs. 4 y 5. 

áá "Diario de Sesiones de la H. Cámara de Senadores”. Tomo XCVIII 
antes citado, págs. 228-233. 
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De acuerdo a esta sexta fórmula, declarada la necesidad de 
la reforma por la mayoría de los miembros de cada una de las 
Cámaras de una misma Legislatura, se convocará a Asamblea 
Revisora que tendrá como único y exclusivo cometido, proyec- 
tar reformas a la misma, las que serán aprobadas por simple 
mayoría de votos. La Asamblea Revisora se integraría por re- 
presentación proporcional y sufragio universal. Las elecciones se 
realizarían a los cuarenta días de su convocatoria y a ellas de- 
bían concurrir la mayoría absoluta de los ciudadanos inscriptos 
en el Registro Cívico. La Asamblea Revisora se compondrá de 
igual número de miembros que el Cuerpo Legislativo y no du- 
rará más de seis meses en el ejercicio de sus funciones. Si la 
mayoría absoluta de inscriptos no concurriese a la elección de 
Asamblea Revisora, la declaratoria de la necesidad de la revi- 
sión se considerará anulada por la soberanía popular y no po- 
dría iniciarse muevamente la declaratoria hasta otra legislatura. 
Para que sean válidas las reformas proyectadas por la Asam- 
blea Revisora, deben ser aprobadas por otra Asamblea especial- 
mente convocada, de ratificación popular. Esta nueva Asamblea 
—dice— será propiamente la Asamblea de Reforma Constitucio- 
nal, Esta Asamblea se pronunciará sobre cada una de las refor- 
mas, aprobándolas o rechazándolas, sin hacer alteración alguna 
en ellas. La Asamblea de Reforma será igualmente electa por el 
sistema de representación proporcional y sufragio universal, tres 
meses después de publicado el proyecto completo de reforma y 
en elecciones a las que debe concurrir la mayoría absoluta de los 
ciudadanos inscriptos en el Registro Cívico. La Asamblea de Re- 
forma se compondrá de doble número de miembros que la de 
Revisión y durará igualmente, seis meses en sus funciones des- 
de la fecha de su instalación. Si mo concurriesen a la elección 
de la Asamblea de Reforma la mayoría absoluta de los inscrip- 
tos, se entenderá que queda anulado todo lo hecho, por sanción 
popular y no podrá reiniciarse el procedimiento de revisión hasta 
otra legislatura. Ambas Asambleas, la de Revisión y la de Re- 
forma, caducarán de hecho al terminar el plazo de sus funciones, 
cualquiera que fuese el estado de sus trabajos. Los proyectos de 
reforma que quedaron sin votarse en la Asamblea de Revisión 
no serán tomados en cuenta en la de Reforma y los que queda- 
sen sin ratificarse en ésta se tendrán por no propuestos, lo mismo 
que los desechados. Si la Asamblea de Revisión no hubiese vo- 
tado proyecto alguno de reforma, se tendrá por desechada la 
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declaratoria de la necesidad de la misma. En cualquier momen- 
to la Asamblea de Revisión puede declarar expresamente dese- 
chada la declaración de la necesidad de la reforma. Esta sexta 
fórmula tenía, además, otras disposiciones referentes a la com- 
patibilidad de miembro de la Asamblea de Revisión y Reforma 
con cualquier otra función o empleo público; establecía inmu- 
nidades iguales a las de los legisladores. Podían ser miembros 
de ellas todos los ciudadanos, exigiéndose a los legales, cuatro 
años de residencia en el país. La promulgación de la reforma 
correspondería a la Asamblea de Reforma Constitucional.** 
Las fórmulas relativas al art. 5% que la Cámara de Represen- 
tantes había pasado al Senado, quedaron detenidas en la Comisión. 
El criterio general que dominaba en el Cuerpo Legislativo respecto 
a la Reforma Constitucional, se había definido por la sola re- 
visión del proceso de reforma, dejando para otra etapa la reforma 
de fondo del texto de 1830, de acuerdo al nuevo procedimiento 
que adoptase la XXIV legislatura, a la que pasaban ahora las 
seis fórmulas que se habían aprobado en 1910. El Dr. Vásquez 
Acevedo no intervino en esta segunda etapa del proceso de la 
reforma constitucional. Divididos los nacionalistas de Montevi- 
deo en dos listas — en una de las cuales figuraba Vásquez 
Acevedo — el Partido Nacional no obtuvo, en las elecciones 
de noviembre de 1907, la minoría que le permitiera llevar a 
la Cámara una representación departamental. Por ello Vásquez 
Acevedo no integró la XXII Legislatura que inició su labor en 
febrero de 1908 y a la que correspondió, después del arduo traba- 
jo que hemos reseñado, aprobar seis proyectos de reforma, todos 
ellos referidos al procedimiento de revisión. Estos seis proyectos 
fueron elevados a la XXIV Legislatura la que no contó con la 
concurrencia del Partido Nacional porque se abstuvo en las elec- 
ciones celebradas el 18 de diciembre de 1910, Vásquez Acevedo, 
anti abstencionista por principios, Presidente del Directorio 
desde enero de aquel año, había trabajado desde entonces por 
llevar a su Partido a los comicios, venciendo la resistencia del 
grupo radical y el malestar político que provocó entre los blan- 
cos el anuncio de la nueva candidatura presidencial de Batlle 
y Ordóñez. Pero los sucesos de octubre de 1910 decidieron final- 
mente la abstención y el alejamiento del Dr. Vásquez Acevedo 
de la actividad política a la que se reincorporó recién en enero 


45 “Diario de Sesiones de la H. Cámara de Representantes”. Mon- 
revideo, 1911. Tomo CCVII, págs. 171-172. 
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de 1913, al ser designado miembro del Directorio nacionalista 
electo en esa fecha.* 

A la XXIV Legislatura correspondió finalizar el proceso 
revisionista que entró en su tercera etapa coincidiendo con la 
segunda presidencia de Batlle y Ordóñez, electo el 1% de marzo 
de 1911. El ambiente político no era de concordia cívica. La 
ausencia de representantes nacionalistas en el parlamento y la 
nueva elección de Batlle por unas Cámaras comprometidas de 
antemano en dicha elección, crearon en torno a la reforma cons- 
titucional un clima de desconfianza y recelo que acompañó to- 
da la labor revisionista realizada en esta última instancia, En 
vísperas de iniciarse el estudio de las fórmulas aprobadas en 
1910, La Democracia señalaba que las disposiciones que iban a 
ser reformadas eran precisamente aquellas que sirvieron hasta en- 
tonces de valla a las ambiciones de predominio y perpetuación 
en el poder. Expresaba también que una reforma constitucional 
no podía ni debía ser obra de partido “y menos aún de una 
legislatura que, por la fuerza misma de las cosas, fue elegida te- 
niendo en vista principalmente su carácter de electora de Presi- 
sidente y, además, hallándose el país en situación enteramente 
anormal”, Sostenía que la reforma debía ser obra “eminentemen- 
te nacional, y con fines exclusivamente nacionales, y ajenos a 
todo interés transitorio”. En aquel momento no podía serlo, de 
ahí que, para evitar los trastornos que su realización provocaría, 
aquella Legislatura debía rechazar las reformas propuestas por su 
antecesora.“ 

Sin embargo, el proceso reformista siguió su curso. 

La Comisión de Reforma de la Cámara de Diputados a 
cuyo estudio pasaron las seis fórmulas aprobadas en 1910, se 
expidió aconsejando la sanción de un proyecto preparado sobre 
dichas fórmulas. Expresaba en el informe respectivo que se ha- 
bía hecho una selección de las mismas, que posibilitaba la Re- 
forma Constitucional, “constante anhelo de las generaciones uru- 
guayas”, por medio de una Constituyente., Este informe sin em- 
bargo no expresó la unanimidad de las opiniones de los inte- 
grantes de la Comisión. Luis Melián Lafinur, miembro informan- 


46 Sobre los sucesos de octubre de 1910 y la posición política del 
Dr. Vásquez Acevedo en aquel momento, véase “Revista Histórica”, Tomo 
XXXVI, págs. 108-115. 

47 La Democracia. Montevideo, 8 de abril de 1911 en Joaquín Sil- 
ván Fernández: “La Reforma de la Constitución”. Colección de Editoria- 
les de “La Democracia”. Montevideo, 1912, 1 vol. 101 páginas. 
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te, Pedro Díaz, Juan A. Cachón, Juan Carlos Blanco, Héctor R. 
Gómez, Ricardo García Fuentes y Carlos Oneto y Viana lo fir- 
maron sin reservas. Toribio Vidal Belo, Julio María Sosa, Mar- 
tín Suárez y Javier Mendivil, estaban en discordia respecto al sis- 
tema de representación proporcional, establecido en el art. 155 
para la elección de la Convención Constituyente. José E. Rodó, 
Eugenio J. Lagarmilla y Juan José Amézaga fundamentaron su 
discrepancia en que no se establecía un procedimiento de ratifica- 
ción. Jacobo Varela Acevedo firmó discorde simplemente. 


En la sesión del 2 de diciembre de 1911 comenzó a tratarse 
el proyecto presentado por la Comisión. Modificaba los artícu- 
los 152 a 158 de la Constitución de 1830 de la siguiente mane- 
ra: Para reformar la Constitución, cuya interpretación o expli- 
cación correspondía exclusivamente al Poder Legislativo, era ne- 
cesaria una declaración previa de su conveniencia nacional, efec- 
tuada por las dos terceras partes de votos de ambas Cámaras le- 
gislativas (fórmula 1). 


El Poder Ejecutivo convocaría luego a elecciones de una 
Convención Nacional Constituyente (fórmula 1), elecciones que 
se realizarían por el sistema de la representación proporcional 
(fórmula 2). Los convencionales serían honorarios y en doble 
número de los miembros de la Asamblea General. Se requerían 
las condiciones exigidas para ser electo diputado y gozarían de 
las inmunidades acordadas a los legisladores. La Convención Na- 
cional Constituyente, cuya instalación debía hacerse previa con- 
vocatoria del Presidente de la Asamblea General (fórmula 3), 
“después de estudiar y discutir las enmiendas, las aceptará o re- 
chazará en todo o en parte por mayoría absoluta de votos y de 
acuerdo con los reglamentos internos que ella misma se dicte” 
(fórmula 3). 


La discusión giró fundamentalmente sobre el art. 155 que 
establecía la representación proporcional para la Convención 
Constituyente. El debate fue largo y sostenido. Se argumentó y 
contra argumentó sobre la base de doctrinas y antecedentes ex- 
tranjeros. Se proyectó el tema sobre la realidad nacional, de- 
fendiéndose o atacándose el principio de la proporcionalidad con 
argumentos de orden político, técnico y aún filosófico. Es que, 
decidida la reforma constitucional por una Convención Consti- 
tuyente, el problema quedaba desplazado al régimen electoral 
que se adoptara para su elección, régimen electoral que desde 
1897 constituía el motivo principal del enfrentamiento de las 
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dos grandes colectividades políticas y que en aquel momento, 
precisamente, determinaba la ausencia del Partido Nacional de 
la Cámara en que se discutía, 


La dilucidación de este punto en Cámara revistió particu- 
lar interés en aquellas circunstancias ya que el presidente Batlle 
y Ordóñez se había pronunciado desde El Día contra el régi- 
men de la representación proporcional, tanto para la Asamblea 
ordinaria como para la Convención Constituyente mientras la 
elección de Presidente de la República no se hiciera por medio 
de un colegio elector especial o por voto popular. El Siglo reba- 
tió la posición de Batlle y Ordóñez recordando cómo la repre- 
sentación proporcional había penetrado en la opinión pública y 
en la ideología de los partidos en los últimos veinte años por 
la prédica de Justino Jiménez de Aréchaga, Gonzalo Ramírez 
y otros publicistas. Al refutar a El Siglo, El Día en una serie 
de notas, desarrolló los fundamentos de su posición: en una 
Asamblea ordinaria electora de Presidente de la República en 
la que la representación de los dos grandes partidos se diferen- 
ciara por escaso número de votos, podía ocurrir que un grupo 
disidente colorado permitiera al Partido Nacional imponer un 
candidato colorado contrario a la mayoría de sus correligionarios. 
En una Asamblea Constituyente elegida por representación pro- 
porcional, también podría ocurrir que un grupo colorado aliado 
a una minoría, incorporara a la Constitución la representación 
proporcional pero conservando al Cuerpo Legislativo la facultad 
de elegir al Presidente de la República. Ello sería contrario a la 
política de partido haciendo posible nuevamente los gobiernos 
mixtos a los que Batlle y Ordóñez era contrario. Más aún, 
al comentar el informe de la Comisión de Reforma de 
la Cámara de Representantes, El Día se manifestaba de 
acuerdo en cuanto a que mo era necesaria la ratificación 
de la reforma que sancionare la Asamblea Constituyente, pues 
consideraba suficiente garantía el hecho de exigirse para cual- 
quier enmienda, la aprobación de la mayoría absoluta de los 
componentes de la Asamblea, pero discrepaba en lo referente a 
establecer en la Constitución el régimen de elección de la Asam- 
blea Constituyente, por entender que ello era del resorte de la 
ley. Esto como principio general. Concretándose al informe de la 
Comisión consideraba un error pretender que se aplicara el sis- 
tema proporcional a la Convención Constituyente, “cuando nun- 
ca se ha ensayado en el País; cuando no se sabe en que forma 
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se adoptará un sistema que se presta a todas las complicaciones, 
a todas las sorpresas, a todas las desnaturalizaciones en la prác- 
tica y en la ley, sin haberse antes organizado en condiciones ca- 
paces de impedir esos peligros, la propia Constitución de la Re- 
pública”. “Está demás decir —agregaba— que nosotros somos 
partidarios de la representación proporcional pero está demás de- 
cir también que nuestra aceptación de ese sistema depende de la 
reforma misma de la Constitución. Salvo alguno que otro ejem- 
plo aislado, no se podrá citar un caso de reforma constitucional 
por asambleas elegidas bajo el imperio de tal régimen. En este 
punto, pues, divergimos fundamentalmente con el dictamen de 


la mayoría de la Comisión de Reforma de la Cámara de Dipu- 


tados”.** 


En la sesión del 7 de diciembre, al entrarse en la discusión 
particular del proyecto de reforma constitucional, el representan- 
te Dr. Jacobo Varela Acevedo, portavoz del grupo oficialista, ex- 
puso largamente, con acopio de antecedentes doctrinarios extran- 
jeros, las objeciones que le merecía el sistema electoral propues- 
to por la Comisión. No creía tampoco perfecto el régimen ma- 
yoritario vigente. Se proponía presentar, cuando se discutiera la 
ley respectiva, “un sistema de representación de minorías, no de 


48 El Día. Montevideo, 26 de junio, 3, 7, 28 y 29 de julio, 
1° y 4 de agosto, 9 de noviembre y 7 de diciembre de 1911. En 
la edición del 7 de diciembre de 1911, el diario dirigido por José 
Batlle y Ordóñez manifestaba la esperanza de que el sistema proporcional 
prestigiado por la Comisión sería impugnado victoriosamente en Cámara 
al iniciarse ese día su estudio. “Porque —expresaba — sería un grave 
error ensayar dicho sistema en la elección de una Asamblea que ha de 
dar nuevas leyes constitutivas a la organización de nuestras instituciones 
fundamentales”, “Una obra de ésta índole —proseguía— no puede que- 
dar librada al azar de camarillas distribuídas o confabuladas para hacer 
triunfar pequeños intereses u obstruccionismos desastrosos. Debe ser el re- 
sultado de una verdadera fuerza nacional, coherente, organizada, definida, 
que realice la aspiración sino de todos los ciudadanos, que contentar a to- 
dos sería imposible, de una gran mayoría de esos ciudadanos, en los cua- 
les reside la soberanía de la decisión dentro de una democracia represen- 
tativa. Es esa mayoría, pertenezca al partido que pertenezca, la que debe 
señalar su acción en la Constituyente, y a la minoría o a las minorías 
incapaces por lo mismo de traducir o interpretar sentimientos y propósi- 
tos de grandes múcleos de opinión les corresponde la tarea de vigilar, de 
controlar, de corregir las sanciones de la mayoría. Es lo propio que su- 
cedería con la elección presidencial, munca sin error librada a una asam- 
blea constituída por un sistema de elección que divide en muchos matices 
sus representantes cuando la fuerza de un presidente, que lo es tanto en- 
tre nosotros, debe radicar en una gran masa homogénea de ciudadanos vin- 
culados por idénticos principios y anhelos”. 
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una sola minoría —dijo— como tiene acceso ahora al Parlamen- 
to, sino de varias, de todas las que se presenten”. Agregó que 
consideraba necesario “que se reserve a priori” la parte destina- 
da a las mayorías, y que la parte que se fije para las minorías 
—que puede ser más extensa de la que se les da por la ley 
actual— sea distribuida después según la fuerza de los partidos 
populares”.** 


El Dr, Luis Melián Lafinur le refutó y expresó que en ese 
punto de la elección de la Asamblea Constituyente, lo que ha- 
bía que resolver en aquel momento, no era una cuestión doctri- 
naria O una cuestión técnica, sino una cuestión política. Entre 
nosotros —dijo— no se trata de una simple cuestión de sistema 
electoral; “es una cuestión de confianza, es una cuestión eminen- 
temente política la forma en que se han de elegir los Constitu- 
yentes. No hay nada en nuestra historia que haya sido más cons- 
tantemente reclamado que la reforma de nuestra carta política, 
y no hay nada tampoco, que haya atemorizado más al pueblo 
que las proximidades del día en que la Constitución ha de re- 
formarse. Sera un prejuicio, será un vago temor, será una fie- 
bre imaginativa, será lo que se quiera: pero el pueblo uruguayo 
tiene la mayor desconfianza, los mayores temores, por el éxito 
de la reforma de la Constitución”. “Más arriba de todas las opi- 
niones que puedan aducirse contra el sistema del voto proporcio- 
nal, está el plebiscito de nuestro país que nos pide a grito heri- 
do que le demos el voto proporcional, para que la Constituyen- 
te que se elija por ese medio, tenga la autoridad suficiente pa- 
ra darle una nueva Carta Fundamental”. Agregó que el cla- 
mor en aquel momento, “es porque esta elección de Constituyen- 
te se haga bajo la base del sistema proporcional. El país —dice 
Melián Lafinur— cree que ese sistema es el único que ofrece 
garantías. Alude a los comentarios que ya se hacen respecto a 
aspiraciones reeleccionistas de los que quieren mantener el régi- 
men mayoritario. Desecha tales versiones pero cree que hay que 
evitar todos los díceres y ofrecer las máximas garantías. Consi- 
dera que la Comisión en mayoría ha estado acertada, al propi- 
ciar ese sistema inspirándose en los deseos del país. José E. Ro- 
dó defendió el régimen de la representación proporcional, tanto 


49 “Diario de Sesiones de la H. Cámara de Representantes”. Mon- 
tevideo, 1912. Tomo CCXIII, pág. 500. 

50 "Diario de Sesiones de la H. Cámara de Representantes”. Tomo 
antes citado, pág. 509. 
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para la Asamblea Legislativa como para la Constituyente, en un 
hermoso discurso, ya clásico, en el que fundamentó su creen- 
cia de que la Cámara haría “obra de elevación patriótica, de 
consecuente espíritu liberal y de sabia oportunidad política, san- 
cionando el proyecto de la Comisión en esta parte que consagra 
—dijo— para la elección de la Constituyente, el alto y noble 
principio de la representación proporcional”.” 

Las manifestaciones del Dr. Melián Lafinur y José E. Rodó 
fueron comentadas por José Batlle y Ordóñez en El Día del 12 
de diciembre de ese año de 1911. "Han sido —escribió— pie- 
zas notables de efectismo político” que no traducían “sino muy 
hermosos y meritorios sentimentalismos teóricos”. A continua- 
ción rebatió los argumentos que hicieron en favor de la repre- 
sentación proporcional cuya adopción para la elección de la Con- 
vención consideraba —reiterando lo ya manifestado en otras opor- 
tunidades— un grave error, Agregó que ello no significaba que 
quisieran integrar la Asamblea Constituyente con un solo parti- 
do, “en merito de una ley de simples mayorías”. "Nosotros que- 
remos —declara— que en la obra de la reforma intervengan to- 
dos los partidos y núcleos de opinión capaces de obtener el de- 
recho de estar representados en tal solemnidad”. "Para eso —di- 
ce— se dictará una ley especial dando las mayores facilidades a 
la representación de todos los grupos o matices”. “Pero así mis- 
mo —agrega— queremos que los partidos sean cuales fueren, 
que reunan un capital cívico capaz de darles el derecho de re- 
presentar la mayoría de los ciudadanos, obtengan esa mayoría en 
la Constituyente y puedan dar unidad y coherencia a la obra de 
la reforma con el control y la colaboración de los demás”. Con- 
restando al Dr. Melián Lafinur en lo que respecta a garantías 
públicas de libre expresión del sufragio expresa “que si hubiera 
la desconfianza de que el Poder oficial ejerciera indebidas in- 
fluencias en la elección de Constituyente, no sería por cierto la 
aplicación del principio de la representación proporcional la que 
lo impediría. Pero, en cambio, si el poder público procede co- 
mo es su deber dando garantías plenas de libertad de voto y 
de respeto a todos los derechos, cualquier sistema sería bueno. 
Triunfaría el que tuviera aptitudes para vencer”. “Y eso —anun- 
cia— es lo que sucederá en esta situación presidida por hombres 
de principios y honestos”. “Ni hay boletas falsas, ni hay coac- 


51 “Diario de Sesiones de la H. Cámara de Representantes”. Tomo 
CCXIII antes citado, págs. 514-525. 
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ción en las urnas”. Asegura al Dr. Melián Lafinur que todos 
los ciudadanos tendrán la más absoluta libertad para votar en 
aquella situación cuya probidad irreprochable —dice— era una 
garantía. 

La Cámara continuó debatiendo el problema a partir del 
29 de febrero de 1912, El diputado Ambrosio L. Ramasso se 
pronunció contra el sistema propuesto por la Comisión. Dijo que 
el régimen de la representación proporcional “no podía pasar 
todavía de una vehemente aspiración de los pueblos”. El Dr. 
Pedro Díaz hizo luego una extensa exposición en la que refu- 
tó a Varela Acevedo y a Ramasso. Expresó estar más conven- 
cido que nunca de la equidad del sistema. Lo definió como fór- 
mula de justicia electoral, complemento natural del régimen de- 
mocrático.** 

El Dr. José Pedro Massera se pronunció en el mismo sen- 
tido. Dijo que la representación proporcional era la forma polí- 
tica de un principio fundamental de justicia que podría expre- 
sarse en estos términos: “a cada cual según sus fuerzas, a cada 
partido según su capacidad electoral”, La resistencia a este prin- 
cipio —agregó más adelante— “se encuentra principalmente en 
los políticos, y este hecho revela mejor que nada, la naturaleza 
de esa oposición, porque por lo general, las opiniones de los po- 
líticos son el fruto del temor de perder las posiciones adquiri- 
das, al amparo de los más injustos sistemas electorales, pues se 
piensa, muchas veces erradamente, a mi juicio, como ocurre en la 
actualidad en Francia y en muchos otros países, que cualquier 
sistema de representación proporcional va a trastornar por com- 
pleto toda la organización política y las fuerzas respectivas de 
los partidos o de las fracciones de partido, privando de sus ban- 
cas a muchos de los que las usufructúan de largo tiempo atrás 
al amparo de un sistema decididamente injusto”. “Yo creo fir- 
memente —agregó— que la representación proporcional adop- 
tada para la elección de Constituyente, es una garantía, la más 
preciosa, de que la Asamblea Constituyente ha de hacer lo que 
el país desea”. Luego de señalar los defectos del sistema electo- 
ral vigente, que obligan, a su juicio, a buscar otro, dijo que 
“la representación proporcional de los partidos tiene una base 


52 "Diario de Sesiones de la H. Cámara de Representantes”. Mon- 
tevideo, 1913. Tomo CCXV, págs. 110-125, 

53 "Diario de Sesiones de la H. Cámara de Representantes”. Tomo 
antes citado, págs. 125 - 158. 
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de justicia incuestionable, hace desaparecer todos los defectos de 
nuestro actual sistema electoral; da entrada a mas de dos parti- 
dos; es aplicable a todos los departamentos fuere cual fuere el 
número de diputados a elegirse, y no es empírica sino racional, 
pues no determina de antemano y en proporción arbitraria, el 
lote de diputados que haya de llevar la mayoría y la minoría, 
sino que determina el número de diputados en relación con la 
verdadera capacidad electoral de cada partido”. El Dr. Massera 
refutó los argumentos de Varela Acevedo contra el régimen pro- 
porcional e hizo un análisis detenido del que proponía este dipu- 
tado como mejor. Esto dio lugar a un intenso debate— en el 
que intervinieron otros legisladores— desarrollado en las sesiones 
del 9 y 14 de marzo de 1912, Varela Acevedo volvió a hacer 
uso de la palabra en la sesión del 16 de marzo para contestar 
a Melián Lafinur, Rodó, Díaz y Massera. Al hacerlo ratificó las 
ideas que había expuesto en su discurso de diciembre anterior y 
defendió el sistema que había propuesto sosteniendo que era 
también “un sistema proporcional pero —dijo— es un sistema 
proporcional de las minorías, con restricciones, con salvedades, 
que debería desenvolverse en una amplia ley que prevea todas 
las dificultades” .** 

A continuación habló el Dr. Emilio Frugoni para rebatir la 
argumentación de Varela Acevedo y reclamar, fiel a su progra- 
ma partidario, la aplicación del sistema de representación pro- 
porcional tanto para una Asamblea Constituyente como para una 
Asamblea Legislativa. 

Señalaba la contradicción en que incurría Varela Acevedo 
y los demás diputados oficialistas que lo aceptaban para esta úl- 
tima pero no para la primera e hizo suyas las palabras de José 
E. Rodó en este punto. Entendía que el problema que ellos te- 
nían que resolver no era el de establecer cuál sistema era el 
mejor sino el de si convenía o no la representación proporcio- 
nal para la Asamblea Constituyente. Para Frugoni la cuestión no 
debía tratarse del punto de vista doctrinario sino práctico. Re- 
prochó a los opositores el haber aceptado el principio de la pro- 
porcionalidad como principio —ya que estaba incluido en el 
programa del partido colorado— y haber “acumulado objecio- 
nes que se refieren no ya a las consecuencias de su aplicación 
a la Asamblea Constituyente en nuestro país, en el momento ac- 


54 "Diario de Sesiones de la H. Cámara de Representantes”. Tomo 
CCXV antes citado, págs. 202-324, 
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tual —dijo— sino a todas las asambleas en todos los países y 
en todos los momentos”. El Dr. Frugoni continuó en su diserta- 
ción demostrando que los argumentos que se habían hecho para 
impugnar la representación proporcional en la elección de Asam- 
blea Legislativa perdían valor cuando se trataba de una Asam- 
blea Constituyente." 


El Dr. Antonio María Rodríguez se pronunció por el sis- 
tema esbozado por Varela Acevedo, un sistema que garantizara 
la representación proporcional de todos los partidos en minoría 
que existieran organizados en el país. Se eligiría una Asamblea 
Constituyente “donde actuaría una fuerte mayoría capaz de dar 
unidad a su obra, lo que es fundamental, contraloreada por todas 
las minorías existentes en el país, que como mínimum podían 
llegar hasta los dos quintos del total de sus miembros”, Hay que 
aspirar —dijo— a que la obra de la Constituyente “tenga uni- 
dad y perfecta coordinación en sus cláusulas fundamentales a fin 
de hacer posible el funcionamiento regular y armónico de las 
instituciones”. “No hay seguridad de conseguirlo —agregó— con 
una Convención muy probablemente de constitución anárquica 
como sería la resultante de una elección por un sistema de pro- 
porción íntegra, que entre otros, podría dar por resultado in- 
mediato el fraccionamiento del partido dominante, y por lo tan- 
to, la eliminación de la única fuerza de unidad que va a actuar 
en el seno de ese gran cuerpo político”, “Aspirar a que se adop- 
te un sistema que exponga al partido de la mayoría, que siem- 
pre ha tenido en nuestro país, gérmenes de división en su se- 
no, a que se fraccione, a que se divida, a que pierda esa facul-. 
tad de dar unidad a la obra futura de la Convención, a mi 
juicio es una teoría extraviada, es un propósito equivocado”. 
Expresó que lo que proponía Varela Acevedo y lo que él pro- 
ponía, con alguna variante, asegurarían a todos los partidos po- 
líticos del país una justa representación en el seno de la Con- 
vención Constituyente,” 


La discusión continuó en las sesiones siguientes. El Dr. Juan 
José Amézaga fundamentó la cláusula de su proyecto (fórmu- 
la 4) aprobado en la legislatura anterior, que establecía la re- 
presentación proporcional y rebatió apreciaciones del Dr. Anto- 
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nio María Rodríguez. También se pronunciaron a favor de este 
sistema los representantes Juan A. Cachón, Sebastián Puppo, Gre- 
gorio L. Rodríguez, Joaquín de Salterain, Justino F. Martínez, 
mientras que lo hicieron en contra Pedro E. Callorda, Julio Ma- 
ría Sosa, Florencio Aragón y Etchart, Orosmán De los Santos y 
Pedro Cosio. 

En la sesión del 9 de mayo de 1912 recién se dio el pun- 
to por suficientemente discutido después de un intenso debate. 
Puesto a votación el art. 155 del Proyecto de la Comisión que 
establecía la representación proporcional para la elección de la 
Convención Constituyente resultó rechazado. En su lugar se vo- 
tó el propuesto por Mendivil tomado de la fórmula N? 3 del 
Dr. Julio María Sosa, que decía que la Convención sería elegi- 
da popularmente.” 

El Dr. Javier Mendivil, miembro de la Comisión que ha- 
bía firmado discorde en este punto el informe, expresó que lo 
había hecho porque creía que la composición de la Constituyen- 
te tenía que ser objeto de una ley especial. Cuando ésta fuera 
propuesta habría llegado el momento de estudiar el sistema más 
conveniente y aplicable a las circunstancias del país. Declaró que 
entonces se inclinaría en favor del sistema “que contemplando 
nuestras fuerzas políticas actuales, sea más favorable a la repre- 
sentación de las minorías y si es posible a su representación pro- 
porcional”. Como solución para aquel prolongado debate seña- 
laba que no podían ser votadas sino las fórmulas aprobadas en 
la legislatura anterior. Esto restaba viabilidad tanto a la del Dr. 
Antonio María Rodríguez como a la del Dr. Jacobo Varela Ace- 
vedo. Propuso que al no votarse el artículo del Proyecto de la 
Comisión se votase la fórmula de Sosa, que como ya expresamos, 
fue la que se adoptó.” 

En sesiones posteriores la Cámara aprobó un inciso aditi- 
vo del art. 155 que establecía, a propuesta del Dr. Varela Ace- 
vedo, no ser “óbice al ejercicio de la ciudadanía en la elección 
de Constituyente, la condición de sirviente a sueldo o peón jor- 
nalero”, ni la circunstancia de no saber leer ni escribir, por mo- 
ción del Dr. Amézaga.” No prosperó una enmienda presentada 
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por el Dr. Frugoni, mediante la cual se suprimían, para la elec- 
ción de convencionales, las exigencias requeridas para ser dipu- 
tado en lo referente al capital y a la renta." Fue rechazada tam- 
bién la moción de Ambrosio L. Ramasso estableciendo el plazo 
de un año para expedirse la Convención.” 


En la sesión del 23 de mayo de 1912, el diputado Dr. Ja- 
cobo Varela Acevedo, reiteró su Opinión manifestada en la Co- 
misión Especial, de que la obra de la Asamblea Constituyente 
fuera sometida a una ratificación posterior. En consecuencia pre- 
sentó el siguiente proyecto declarando que era parte de la fór- 
mula N? 4 aprobada por la Legislatura anterior: “Las enmien- 
das o adiciones se someterán a la aprobación del Cuerpo Elec- 
toral. Los votantes se expresarán por sí o por no, y si fueren 
varias las enmiendas deberán expresarse sobre cada una de 
ellas”. La Cámara sólo aceptó, siguiendo lo aconsejado por la 
Comisión, la primera parte de este artículo. El art. 159 quedó 
entonces aprobado en los siguientes términos: “Las enmiendas o 
adiciones se someterán a la aprobación del Cuerpo Electoral. 
Los votantes se expresarán por sí o por no”. 


José E. Rodó, al votarlo, expresó que lo había hecho por- 
que en él no se hacía otra cosa que establecer el principio de 
la ratificación, pero se reservaba presentar un artículo aditivo 
estableciendo las condiciones en que ésta debía hacerse.” Se plan- 
teó así en Cámara el problema de la ratificación sobre el cual 
el Dr. Melián Lafinur expresó que había gran discordancia en 
la Comisión. “Unos opinaban —dijo— que debía hacerse po- 
pularmente; otros que esa ratificación debía hacerse por una 
asamblea ulterior, y creo —agregó— que había también quien 
opinaba que la ratificación debería hacerse por la Asamblea or- 
dinaria”. Expresó que por transacción se aceptó la primera parte 
de la fórmula de Varela Acevedo, transacción —agregó— que 
ha respondido a diversos móviles según los diputados. En lo que 
le era personal dijo que él había sido contrario a la ratificación 
porque creía que iba a prevalecer el artículo sobre la represen- 
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ración proporcional en cuyo caso, integrándose una Constituyen- 
te con la representación de todos los partidos y de todas las 
opiniones, la ratificación, no tenía objeto; “era —dijo— un trá- 
mite más que se agregaba para dificultar la vigencia de la nue- 
va Constitución o un arma que se ponía en manos de algún 
partido para que, no ratificando esa obra el país, la tarea se 
perdiera inútilmente”, Expresó que había votado la enmienda de 
Varela Acevedo porque ya no le daba “importancia alguna”, no 
porque la creyera una “gran solución del problema”; al contra- 
rio: creía que era un medio para concluir de una vez con la 
discusión de este asunto en la Cámara.” El artículo aditivo pro- 
puesto por Rodó en su forma definitiva se componía de dos 
partes tomadas de dos de las fórmulas aprobadas en la legisla- 
tura anterior, Se refería a la forma en que debía hacerse la ra- 
tificación. Decía así: “Las enmiendas o adiciones se someterán a 
la aprobación del cuerpo Electoral dos años después de sancio- 
nadas por la Convención; pero no entrarán en vigencia hasta el 
período presidencial siguiente a aquel en que se hayan clausu- 
rado las sesiones de la Convención Constituyente”. En la sesión 
del 13 de junio de 1912 lo fundamentó extensamente, conocien- 
do ya la opinión desfavorable de la Comisión a todo agregado 
a la fórmula del Dr. Varela Acevedo que había sido aprobada. 
Consideraba que después de haberse adoptado el principio de la 
ratificación para la obra de la Asamblea Constituyente, debía 
darse a ese principio formas prácticas que hicieran de la ratifi- 
cación una verdadera garantía. Partidario de la Reforma Consti- 
tucional por medio de una Convención, creía que la labor de 
ésta —máxime luego de haber fracasado la representación pro- 
porcional— debía ser compartida por otra entidad u organis- 
mo político que se reserve la facultad de proponer o la de acep- 
tar O no, lo propuesto. En el primer caso se restringiría el man- 
dato de la Convención porque de antemano se le señalaría su 
esfera de acción; en el segundo caso, se someterían sus resolu- 
ciones a la decisión definitiva de otra entidad política. No con- 
sideraba que en el caso que estaban tratando conviniera restrin- 
gir la revisión de un Código que en el transcurso de casi un si- 
glo no había sido objeto de reformas. Se impone —dijo— una 
revisión total, Las garantías deben tomarse a posteriori de ahí la 
importancia que asignaba a la ratificación mediando un tiempo 
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prudencial a fin de evitar la posibilidad de una reforma precipi- 
tada e inconsulta, “El primer elemento —dijo— para que la 
ratificación sea eficaz y positiva, es la interposición de tiempo 
entre el proyecto de la Convención y el momento en que deba 
ser ratificado”. Las circunstancias políticas del país no le pa- 
recían propicias para que se realizara una reforma rápida, cosa 
que en algún momento pudo aceptarse. Se refirió a su proyecto 
de reforma mediante una Convención Constituyente cuya obra 
no estaba sujeta a ratificación alguna. Expresó que no incurría 
en contradicción en virtud de la diferencia que podía señalarse 
entre la situación política de 1908, fecha de su proyecto, y la 
que vivían en aquel momento. "A pesar de la solidaridad polí- 
tica que las vincula —dijo— esas dos situaciones representan dos 
caracteres O, si se me permite la expresión fisiológica, “dos tem- 
peramentos” de gobierno esencialmente distintos. Aquella era una 
Administración de acción moderada, de ambiente sereno, de im- 
pulso equilibrado y rítmico en materia de innovaciones y re- 
formas; y éste es un gobierno de espíritu impetuoso, aventura- 
do, audaz, de tendencias radicales y violentas, diferencia que to- 
davía puede complementarse en lo político, con la notoria exa- 
cerbación de las oposiciones y de las resistencias que esta situación 
suscita respecto de los que suscitaba la anterior; y la notoria 
exacerbación de las pasiones de partido, que hemos presenciado des- 
de entonces acá”.* Continuó Rodó abogando por la convenien- 
cia de ir a la reforma constitucional en forma dilatoria. A los 
argumentos políticos y circunstanciales, agregó los de orden fi- 
losófico y doctrinario que dio a su discurso el tono de una me- 
ditada disertación, de depurado estilo y profundo contenido, re- 
veladora de la forma en que Rodó sentía y vivía los problemas 
políticos del país, de la seriedad con que los estudiaba y de la 
serena y equilibrada apreciación que de ellos hacía. “Suponga- 
mos —dijo en un pasaje— que todos fuéramos radicales - libera- 
les en la más ilimitada extensión imaginable: no por eso podría- 
mos desconocer, en principio, la necesidad de un resorte conser- 
vador en el mecanismo permanente de las instituciones sociales. 
Supongamos que la tendencia a la innovación y la reforma que 
hoy prevalece en las alturas del Gobierno sea originariamente 
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buena, sea oportuna, esté bien orientada: no por eso se debe re- 
nunciar a las precauciones conducentes a mantenerla en cierto 
límite ó a sujetarla a cierto contralor, porque los movimientos 
buenos en sí, no están exentos de la posibilidad de extremarse 
y desbordarse, porque es humano el errar, y porque las socieda- 
des humanas no tienen por que entregarse como campos inde- 
fensos de experimentación a la voluntad ilimitada de los inno- 
vadores, sólo porque la voluntad de los innovadores sea genero- 
sa y sea buena. No soy de los que creen, señor Presidente, que 
la tendencia a asimilar e imitar todo lo nuevo —que es la pa- 
sión de esta actualidad — sea en sí misma una garantía de acier- 
to, ni siquiera de progreso real y efectivo. Es más: considero que 
es una tendencia que no tiene sentido bueno ni malo, sino apre- 
ciada en cada una de sus manifestaciones particulares. Tan irra- 
cional como la pasión de lo viejo que considera buenas las co- 
sas sólo porque tienen a su favor los prestigios de la tradición, 
es la pasión de lo nuevo que las considera buenas sólo porque 
tienen a su favor los prestigios de la novedad. Esa concepción 
del progreso humano en línea recta y a paso acelerado, de mo- 
do que lo que se piensa y se propone hoy sobre determinado 
punto sea forzosamente superior a lo que se propuso O se pensó 
hace medio siglo, es falsa para quienquiera que se levante un 
palmo sobre la interpretación vulgar de estas cosas. Cada época, 
cada sociedad, tiene sus supersticiones políticas y sociales, sus 
“ídolos del Foro”, como decía el gran pensador inglés; y la su- 
perstición de lo nuevo es en nuestros días una idolatría sofística, 
más generalizada quizás que la superstición de lo antiguo. La 
garantía de la verdad no está ni en la pasión de lo nuevo ni 
en la pasión de lo viejo. La garantía posible de la verdad y tam- 
bién del mejoramiento positivo de las sociedades y de los hom- 
bres; la garantía de esa libertad interior, fuente y origen de to- 
das las libertades reales y efectivas, es la independencia del cri- 
terio individual, que se aplica sin prejuicio a cada reforma en 
particular, a cada idea concreta, a cada iniciativa determinada, y 
las examina con soberana libertad, y las acepta si las con- 
sidera buenas aunque tengan siglos de uso, y las rechaza si las 
juzga malas aunque coincidan con las ideas, o los sueños, o los 
caprichos de los últimos innovadores. Es esa independencia del 
criterio individual, y no la pasión de lo nuevo, la que ha salva- 
do los fueros de la razón humana en todas las crisis de la histo- 
ria, y es esa independencia del criterio individual la que nos im- 
pedirá siempre enrolarnos en ningún propósito sistemático, en nin- 
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gún dogmatismo, viejo ni nuevo, y la que nos hará aplicar el 
mismo rigor de análisis y la misma autonomía de criterio cuando 
se trate de analizar las fórmulas que salgan de los congresos de 
los socialistas, como cuando se trate de analizar las fórmulas que 
salgan de los congresos de los teólogos”.*” Rodó no era partida- 
rio de la ratificación por vía del plebiscito popular, Explicó que 
había apoyado esta fórmula porque creía que “accidentalmente, 
dentro de las actuales circunstancias políticas, la ratificación por 
el Poder Legislativo no sería eficaz para los fines a que debe 
tenderse, y, además, por la necesidad de aunar opiniones y vo- 
tos a favor de alguna fórmula determinada de ratificación”. Pero 
no admitía que una ratificación popular inmediata tuviera valor 
en materia constitucional. Declaró ser partidario en general de 
la ratificación por el Poder Legislativo, por ser un procedimien- 
to más acorde con el fundamento de nuestras instituciones. “El 
sistema representativo es quizás —dijo— la fórmula definitiva 
en la práctica de las instituciones libres, no sólo porque respon- 
de a una idea de selección, que es la más alta forma de la jus- 
ticia social y que redunda en mayor beneficio de todos, sino, 
además, porque reposa sobre un profundo conocimiento, sobre 
una profunda comprensión de la psicología de las masas popu- 
lares, en lo positivo de sus aptitudes como en lo negativo: por 
lo menos dentro del grado de civilización a que la humanidad 
ha alcanzado hasta ahora”. Luego agregó: “Alegar a favor de la 
ratificación plebiscitaria inmediata con el ejemplo de Suiza, se- 
ría un argumento incongruente, que tendría visos de ironía. Aquel 
es un pueblo donde, por un conjunto complejo de factores na- 
turales e históricos, el sentido del gobierno, el don de discernir 
en materia política, es un patrimonio de todos, es un atributo del 
sentido común, como fue un patrimonio de todos el sentimiento 
de lo bello en los días de la democracia ateniense. Pero tan 
absurdo sería inferir del ejemplo de Suiza que en todos los pue- 
blos del mundo, y concretamente en el nuestro, la muchedumbre 
está iniciada para juzgar de inmediato sobre puntos de teoría po- 
lítica, como sería absurdo inferir que las muchedumbres mo- 
dernas están preparadas para percibir los más delicados matices 
de lo bello, solo por que hubo una Atenas en el mundo, donde 
el menestral, el trabajador, el hombre del pueblo, estaba dota- 
do de la facultad de percibir matices de belleza y de arte que 
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hoy sólo son sensibles para aquellos que han sido favorecidos 
con una cultura superior y con una natural selección de espíritu. 

El único medio de que la ratificación popular tenga algún 
resultado efectivo y práctico, es el de dar tiempo para que las 
reformas concretas que haya proyectado la Convención lleguen 
a los cuatro vientos de la República y se infundan en la con- 
ciencia popular; por lo menos en los centros urbanos, por lo me- 
nos allí a donde pueda llegar la eficacia de la propaganda, de 
la enseñanza cívica, de la difusión de las ideas”. Respecto a la 
exigencia de que las reformas luego de sancionadas, no entra- 
rían en vigencia hasta el período presidencial siguiente, Rodó di- 
jo que lo consideraba una garantía necesaria ya que esos pro- 
cedimientos de reforma que estaban discutiendo, iban a quedar 
incorporados a la Constitución de la República, Aclaró que el 
sentido de esta exigencia no estaba vinculado a las denuncias so- 
bre supuestos planes políticos de perpetuación en el poder. “No 
creo —dijo— que en el carácter moral del ciudadano que ocu- 
pa la primera magistratura de la República —por grandes y 
profundas que sean las diferencias que políticamente han llega- 
do a separarme de él en cuanto a puntos esenciales de su orien- 
tación gubernativa— no creo, digo, ni he creído nunca que en el 
carácter moral de ese ciudadano haya base para aquellas formas 
brutales de ambición en que esta pasión humana deja de ser 
conciliable con el sentimiento de la dignidad cívica. Y aún de- 
jando de lado esta razón personal y remontándonos a un plano 
más general y más alto, no creo tampoco que semejantes pla- 
nes contasen jamás con el concurso de los elementos que inte- 
gran y caracterizan la actual situación. Y remontándonos a un 
plano más general, todavía, y más alto, creo firmemente que 
aun cuando no existieran esas dos consideraciones, ya suficien- 
tes por sí solas — planes de semejante naturaleza no podrían 
nunca realizarse contra la conciencia de un país donde la histo- 
ria demuestra que todas las prepotencias personales han sido 
siempre transitorias y efímeras”. 

Creía sí en el exceso de influencia política personal vin- 
culada a la persona del Presidente de la República, mal pecu- 
liar —dijo— de la democracia hispanoamericana. Su fórmula 
buscaba disminuir los inconvenientes y peligros que ese exceso 
de influencia personal pudiera tener en la obra de la reforma 
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de la Constitución. Terminó Rodó declarando que después del 
rechazo de la representación proporcional, si la Cámara recha- 
zaba también los procedimientos de reforma que conceptuaba 
indispensables para que la ratificación fuera una realidad y no 
una vana apariencia, que acababa de proponer, se opondría a 
la declaración de conveniencia nacional de la reforma que hicie- 
ra aquella Legislatura, porque consideraba que con tales proce- 


dimientos y en aquellas circunstancias políticas, la reforma no 
debía hacerse." 


XIV 


El Dr. Pedro Díaz, como miembro informante de la Co- 
misión, refutó el discurso de Rodó analizando cada una de sus 
partes. Frente a la tesis dilacionista de éste sostuvo la de la re- 
forma inmediata y aconsejó a la Cámara, en nombre de la Co- 
misión, el rechazo de la enmienda que había propuesto. El Dr. 
Díaz se refirió, en primer lugar, a las opiniones vertidas por Ro- 
dó sobre las consecuencias que tendría el rechazo de la repre- 
sentación proporcional refutando su opinión de que ello deter- 
minaría la abstención de los partidos y que toda dilatoria que 
se pusiera a la labor revisionista sería buena. Atribuye esa posi- 
ción dilatoria a un espíritu conservador. Comenta las aprecia- 
ciones de Rodó sobre las características de la administración de 
la época y expresa que así como Rodó teme más de lo que es- 
pera de ella, él espera más de lo que le teme. A su consejo, “tí- 
picamente conservador” —dijo— "debemos oponer el consejo 
realmente liberal de realizar, desde luego, como un deber, todas 
las reformas posibles, todas las reformas que nosotros mismos 
creamos prudentes. Contra el exceso de nuestras impaciencias, 
contra nuestros errores y nuestras ilusiones, estarán los hechos 
naturales y la opinión de los menos progresistas, de los más 
moderados. Estarán sobre todo, como digo, los hechos naturales 
impidiendo la realización de las reformas imposibles”.”” 

Expresó más adelante que la ratificación inmediata era la 
regla aceptada en todas las constituciones del mundo; la solución 
natural, de buen sentido, a menos que se señalaran inconvenien- 
tes graves en esa ratificación inmediata, cosa que no había de- 
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mostrado Rodó. Señaló que la concreción de la Reforma, previa 
sanción de la ley electoral para elegir la Constituyente, los de- 
bates de ésta y finalmente el plebiscito de ratificación, deman- 
darían todavía por lo menos dos años, plazo que consideraba de- 
masiado largo para las conveniencias del país, en el sentido de 
su tranquilidad. Esperar dos años más solo serviría para produ- 
cir indiferencia y olvido. Si asi no fuera, si se mantuviera el país 
en la agitación constitucional, sería también un mal, porque el 
país viviría cuatro años en dicha agitación. Respecto a la otra 
dilatoria, la de que no entrara en vigencia hasta el siguiente pe- 
ríodo presidencial al que terminasen las sesiones de la Asam- 
blea Constituyente, con carácter general, como lo proponía Ro- 
dó, no tiene —dijo— justificación porque impediría la solución 
de problemas que no admitieran dilatorias además del contrasen- 
tido que significaría el que una vez aprobada una Constitución 
como mejor, se siguiera aplicando otra ya derogada. Esto inclu- 
sive podría provocar reacciones ilegítimas, alteraciones de la paz. 
Díaz planteó, además, la duda que tenía sobre la validez de una 
disposición de esa naturaleza con el carácter definitivo con que 
la presentaba Rodó puesto que limitaría las facultades de la fu- 
tura Constituyente de establecer cuál sería en el futuro, la for- 
ma de hacer la ratificación. La futura Constituyente tendría que 
incluir en la Constitución que ella iba a sancionar, esas dispo- 
siciones, por las cuales la ratificación popular no podría hacer- 
se de inmediato y además se aplazaba la vigencia de toda la re- 
forma. La duda se le plantea no solo desde el punto de vista 
de los principios sino de los hechos. Si la próxima Constituyente 
resolviera que la ratificación fuera inmediata y la vigencia igual- 
mente, ¿quién —se pregunta— podría legalmente observar esa 
actitud? Si la Constituyente reivindicara en este punto la pleni- 
tud de las potestades podría aquí surgir una bandera para la 
resistencia, dando una base legal para impugnar la validez de la 
reforma que se hiciera. Dice que los que como él son reformis- 
tas quieren que la Constitución se reforme en términos de vali- 
dez indiscutible para que la reforma tenga todo su prestigio y 
no haya pretextos a alteraciones de orden público. Sería una im- 
prudencia actuar de otro modo. Por todas estas consideraciones 
y algunas otras, dijo que la Comisión de Reforma Constitucio- 
nal esperaba que la Cámara rechazara la enmienda propuesta 
por Rodó. 

El problema de la ratificación dio origen a un extenso de- 
bate. El Dr. Amézaga defendió la ratificación popular en una 
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exposición en la que rebatió algunos pasajes del discurso de Ro- 
dó. Amplió los fundamentos de la fórmula que había presenta- 
do a la anterior Legislatura por la que confiaba la Reforma a 
una Convención encargada de estudiarla y proponerla y a la 
mayoría de la ciudadanía la ratificación, es decir, su sanción de- 
finitiva. En este punto Amézaga quería que la ratificación fuera 
hecha por la mayoría absoluta de los inscriptos. Terminó expre- 
sando que votaba la fórmula de Reforma Constitucional que ha- 
bía presentado a la anterior Legislatura. 

A continuación el Dr. José Pedro Massera manifestó no 
compartir totalmente las palabras de Rodó aunque sí la esencia 
de su fórmula —poner trabas, como garantía de la obra consti- 
tuyente, a la ratificación— ni las razones del Dr. Pedro Díaz pa- 
ra oponerse a ellas. Consideraba que la mayoría de aquella Cá- 
mara, que había rechazado la representación proporcional esta- 
ba obligada moralmente a dar las mayores garantías a la ciuda- 
danía al sancionarse la ley de elecciones de Asamblea Consti- 
tuyente. Se mostró partidario de la mediación de cierto tiempo 
como proponía Rodó —entre la sanción y la ratificación popu- 
lar de las reformas. “Llego hasta creer —dijo— que es imposi- 
ble negar que es una mayor garantía de acierto el tiempo inter- 
puesto entre las reformas y la ratificación popular y una segu- 
ridad casi completa, en lo posible, en lo humano, de que se 
ha hecho algo conveniente a los intereses permanentes de la 
Nación y a la verdadera voluntad del pueblo. Tendríamos así la 
seguridad de que no se había procedido improvisadamente o de 
que la nueva Constitución no sería la obra de la pasión o del 
error de un momento dado”.”* 

Pero además de la interposición de tiempo el Dr. Massera 
consideraba que se necesitaba otra garantía: que el plebiscito 
fuera la expresión de la mayoría absoluta del Cuerpo Electoral. 
Declaró ser partidario, más que del plebiscito popular, de la ra- 
tificación por la Asamblea aunque no combatía el procedimien- 
to del plebiscito. Entendía que la ratificación debía hacerse in- 
terponiendo cierto tiempo entre la obra de la Convención y la 
ratificación y que ésta debía hacerse por mayoría absoluta del 
Cuerpo Electoral. Debía exigirse —dijo —<que las reformas se 
aprueben o rechacen una por una, como lo establecía la fór- 
mula de Amézaga. 
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La Comisión dejaba librado a la Constituyente establecer la 
forma de la ratificación. Díaz intervino manifestando que él per- 
sonalmente y la mayoría de la Comisión, no eran partidarios de 
la ratificación en block sino reforma por reforma y que ella 
fuera pronunciada por la mayoría absoluta del Cuerpo Electoral 
pero no quería establecerlo expresamente para dejar en libertad 
a la Convención. El Dr. Massera sostenía que no podía dejarse 
a la Constituyente en libertad de establecer estas garantías en 
cuanto a la ratificación porque eso era darle poderes ilimitados 
que serían funestos para el país. 

Resumiendo su posición, el Dr. Massera expresó que toda 
la reforma no debe desarrollarse en un mismo ambiente político y 
durante el mismo período presidencial porque “nos expone —di- 
jo— a los errores de la pasión o de la irreflexión y la interven- 
ción de diversos órganos, como la intercesión de tiempo son los 
medios más indicados para evitar tales peligros, en éste, como 
en todos los momentos”.** No compartía la parte de la fórmu- 
la que establecía que la Reforma no entraría en vigencia hasta 
el período presidencial siguiente por la generalidad de sus tér- 
minos. La votaría si ella se refiriera a la reforma relativa a la 
reelección presidencial y a la prórroga del mandato del Presiden- 
te de la República como lo había señalado Díaz. Pero no pue- 
den votarse —dijo— respecto a otras reformas en que había ne- 
cesidad de ponerlas en vigencia inmediatamente. 

Cerrado el debate, la fórmula de Rodó fue rechazada. Tam- 
bién fue desechada la fórmula de que “los votantes se expresa- 
rán por sí o por no y si fueran varias las enmiendas deberán 
expresarse separadamente sobre cada una de ellas”. 

Luego se aprobó un inciso aditivo al art. 158 propuesto por 
Julio María Sosa: “Deberá expedirse también en el término de 
un año”, tomado de la Fórmula 3. 

En la sesión del 9 de julio de 1912 quedó en esta forma 
aprobado el proyecto de reforma constitucional que se comuni- 
có al Senado. El informe de su Comisión de Reforma aconse- 
jó aprobarlo sin modificaciones, aunque no hubo unanimidad 
de opiniones sobre él. El Senador por Durazno, Adolfo H. Pé- 
rez Olave, dejó constancia de su discrepancia respecto al otor- 
gamiento del voto a los analfabetos, pues juzgaba que “quien no 
sepa leer ni escribir no debe votar en la elección de Constitu- 
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yente, ni menos en el acto de la ratificación de la reforma rea- 


”?73 


lizada por la misma”. 


Hubo también discrepancias respecto al sistema electoral 
que debía aplicarse en la elección de Constituyente. La mayoría 
de la Comisión decidió “dejar librado el asunto a la Ley Orgá- 
nica en la seguridad de que ella deberá dictar una ley que ase- 
gure la concurrencia a la Convención de las minorías y las opo- 
siciones”, Sobre este punto la Comisión fijó su criterio en el 
siguiente pasaje: “No puede desconocerse que en principio, del 
punto de vista de la doctrina, la representación proporcional co- 
mo fórmula de expresión de la voluntad del país, es la más 
completa, la que mejor satisfaría en general los anhelos de la 
opinión popular, y los fundamentos de una verdadera democra- 
cia. Tanto es así, que el ideal sería que cada ciudadano pudiera 
ser parte y tuviera voto en las Asambleas Legislativas, en de- 
fensa de los intereses nacionales, y en representación de sus ten- 
dencias y aspiraciones. El ideal sería, y nadie lo negará, el de 
las Repúblicas de la antigüedad: el Gobierno del pueblo por el 
pueblo mismo. Mas esto es, por desgracia, una utopía, Forzoso 
ha sido en todos los tiempos lo mismo que en estos que corren, 
atenerse a las Asambleas Representativas, que invocando o in- 
vistiendo el carácter de mandatario, de delegados de la sobera- 
nía popular, resuelvan e intervengan en todo lo que requiere 
la diferencia legislativa y las manifestaciones de voluntad de 
esta misma soberanía”. 


“Dentro de tales términos, el sistema proporcional de re- 
presentación del conjunto de la opinión pública, debe y tiene 
incuestionablemente, en el sentir de Vuestra Comisión, que ser 
restringido”. 

“Los núcleos del pensamiento nacional en todos los países 
civilizados se encuentran por lo común divididos en mayoría y 
minoría. Cada una de estas llena una misión propia y especial 
que responde al programa general que inspira su propaganda. 
La primera imponiendo en definitiva sus ideales y sus mormas 
al Estado, marcando los rumbos determinantes de su desarrollo 
y consistencia dictando reglas y medidas que le lleven a su más 
rápido progreso, y el mayor bienestar, que garantice más eficaz- 
mente todas las libertades, del cumplimiento de todas las obli- 
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gaciones, ya de orden individual, ya de orden colectivo, asi res- 
pecto de la propiedad como respecto de la conciencia, ya ven- 
gan de los gobernantes, ya vengan de los gobernados. La segun- 
da ejercitando que los mandantes en todo caso sepan de la con- 
ducta de aquella, una misión de contralor, de examen, de críti- 
ca y denuncia al pueblo de los actos de la primera, velando por 
que todas sus prerrogativas sean siempre mantenidas, poniendo 
al descubierto cualquier abuso, llamando la atención sobre erro- 
res y faltas, a fin de que los mandantes en todo caso sepan de 
la conducta de aquellos, de sus intenciones y propósitos de la 
mayor o menor fidelidad con que interpreta el mandato confe- 
rido, para de ese modo poner el remedio que las circunstancias 
indiquen o revocar aquel en la debida oportunidad”. 


“Pero se dice: en tales condiciones lo lógico y lo legítimo 
es que cuando se trate de hacer o de reformar la Carta Funda- 
mental, el Código que establece las bases de la vida nacional, 
sean llamados a ella y en ella se sienten, en proporción al nú- 
mero de sus afiliados, los delegados de todos los partidos en que 
la opinión se hallare dividida, los delegados de todas las agru- 
paciones, grandes o pequeñas, constituídas o a constituirse en lo 
porvenir”. 


“A eso contestamos que es un peligro enorme, un mal de 
grandísimas consecuencias dejar librado al azar de combinacio- 
nes efímeras de conveniencias o intereses de momento, la suerte 
de los destinos y de los megocios fundamentales de la Repú- 
blica”. 

"La acción eficiente de una Asamblea Legislativa solo se 
resguardaría debidamente cuando en su composición, el grupo 
que significase la fuerza del partido de la mayoría, tuviere siem- 
pre el poder de hacer prevalecer sus decisiones con carácter per- 
manente, en una orientación concreta y fija”. 


"Teóricamente consideradas las cosas, seguramente que la 
justicia y las ventajas se hallarán del lado de los proporciona- 
listas”, 


“Prácticamente, no. Y esto porque desde luego la rigurosa 
proporcionalidad es y será eternamente un mito; y después por 
que la condición de inseguridad de perpetua sorpresa, sería la 
característica de la obra legislativa y de gobierno”. 


"Nada mas perjudicial para un pueblo que la inestabilidad 
de sus instituciones, nada mas expuesto a riesgos que el mismo 
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sería el primero en sufrir, que dejar la puerta abierta a contin- 
gencias imprevistas que en determinado momento podrían ser la 
fuente de profundos sacudimientos y trastornos”, 


“Y la proporcionalidad lleva en sí esta perspectiva que po- 
dría llamar su defecto, su gran inconveniente, su punto débil y 
de peligro; por lo que procediendo serenamente y sin dejarnos 
arrastrar de simpáticos espejismos, aconsejamos su rechazo en 
cuanto a las mayorías se refiere”, 


“Se va a reformar muestra Constitución. El problema que 
ante el país se va a dilucidar, es de trascendental importancia. 
No es posible, pues, dejar que la sorpresa o el atraso sean los 
factores principales de sus dictados”. 


“Los razonamientos que dejamos consignados se imponen 
entonces con mas fuerte evidencia en este caso”. 


“La obra de la Constitución debe necesariamente ser la ins- 
piración de la razón y del sentimiento del grupo político que en 
nombre de la mayoría de los ciudadanos que van a las urnas, 
sea llevado a ocupar el Poder, a dar impulso y dirección a los 
destinos del país. Esto es obvio. Decidir otra cosa importaría sen- 
cillamente violentar los sucesos, propender al desorden, provo- 
car la anarquía, el desprecio o desobediencia de los mismos pre- 
ceptos sancionados”. 


“El partido que en representación de la mayoría de los ciu- 
dadanos hubiese de regir el gobierno, se vería fatalmente arras- 
trado a conspirar contantemente contra ella, si reconociere que 
por virtud del sistema proporcional, su sanción habría traído 
aparejado el imperio de instituciones que sus programas comba- 
tieran o rechazasen expresamente”. 


“Es harto conocida la condición y la naturaleza del hombre 
para que sea preciso insistir sobre ese punto. Y en la Reforma 
de la Constitución, lo probable sería, si el régimen proporcio- 
nal se admitiera, que esos hechos se produjeran. La pasión y el 
cálculo, la ambición o el odio puestos al servicio de un propó- 
sito preconcebido son factores que podrían intervenir poderosa- 
mente en las decisiones de la Constituyente. Esto tenemos que 
evitarlo si queremos hacer obra patriota, duradera y buena”. 


“El partido a quien las urnas den el triunfo, llámese como 
se llame: Colorados, Blancos, Socialistas, o Católico, en rigor de 
lógica y en rigor de conveniencia pública, debe forzosamente te- 
ner la supremacía en todo cuanto diga y tenga relación con el 
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régimen fundamental y primordial del Gobierno de la Nación. 
Hasta por motivos de propia conservación se impone pensar 


asi”. 

“Los temores de que el partido de la mayoría pudiera pro- 
ceder en determinado momento contrariando la voluntad de la 
mayoría del pueblo, aunque muy remotos, dado su carácter de 
mayoría electoral, quedarían por otra parte, destruídos desde que 
en el proyecto que os aconsejamos, la reforma está subordinada 
a la ratificación popular, la que decidirá sobre ella en última y 
definitiva instancia”. 

“Por manera que tal contingencia resultaría asi absoluta- 
mente salvada. El mismo pueblo, con su decisión incontrarresta- 
ble, destruiría de una sola vez toda la reforma intentada y en 
contra de sus verdaderos anhelos y aspiraciones”, 


“Con relación a las minorías, el razonamiento aducido ya 
no tiene importancia ni alcanza a los extremos que aconsejan el 
rechazo de la proporcionalidad para la mayoría. Las minorías 
conviene que entren a la Constituyente bajo ese régimen, y de 
desear será, para beneficio de todos, que mediante él hallen ca- 
bida en su seno todos los pareceres y todas las tendencias”.”* 


Los Senadores por Durazno y Maldonado, Dres. Adolfo H. 
Pérez Olave y José Espalter, respectivamente, no estuvieron de 
acuerdo expresando que votarían el sistema de representación pro- 
porcional en toda su integridad. Así lo hizo en Sala el Dr. José 
Espalter al votarse el art. 155; Adolfo H. Pérez Olave no con- 
currió por enfermedad. 


En cuanto a la ratificación, la Comisión creyó del caso pre- 
cisar su pensamiento. “La aprobación de la obra de la Consti- 
tuyente directamente por el pueblo —decía— será una sanción 
soberana y verdaderamente inapelable, Aun los que pugnan por 
la aplicación del sistema de la proporcionalidad íntegra para la 
elección de la Constituyente, no pueden dejar de reconocer 
que la aprobación popular da alguna satisfacción a su propósi- 
to, pues el plebiscito realiza por ideal manera, el sistema pro- 
porcional, pues absolutamente todos los votos se hallan repre- 
sentados en él. En esta oportunidad, la reforma que vamos a 
votar es sólo un medio para alcanzar el fin, que es la reforma 
de fondo, pues es el perfeccionamiento de nuestras instituciones 
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políticas y sociales, pero es un medio del que dependerá el acier- 
to y la eficiencia del fin mismo, y a juicio de Vuestra Comisión, 
el medio es adecuado y debéis utilizarlo. En la Constituyente ad- 
quirirán forma definitiva todos los anhelos de progreso y liber- 
tad que han germinado en la conciencia pública desde el año 30 
a acá, y que han sido expresados por nuestros publicistas y por 
nuestros partidos en sus programas de reforma, o sentidos más O 
menos vagamente en el pasado y con los apremios de una ver- 


dadera necesidad en la hora presente”.”” 


Como lo aconsejaba la Comisión, la Cámara de Senadores 
aprobó en la sesión del 26 de agosto de 1912, el proyecto de 
Reforma Constitucional.” Era el fruto de un dilatado y maduro 
proceso institucional y político. La soberanía nacional podría aho- 
ra emprender la reforma de fondo de la Constitución mediante 
un trámite más expeditivo y democrático que el establecido en 
el Código de 1830. 


XV 


Como había ocurrido en 1904, el problema de la refor- 
ma constitucional, debatido en el ámbito parlamentario, susci- 
tó el interés periodístico por conocer el sentir de la opinión pú- 
blica sobre el tema. 


Diario del Plata, preocupado por la ausencia de manifes- 
taciones al respecto, no sabía si atribuir el hecho a indiferencia 
o a desconfianza. “En otro país —decía en la edición del 27 
de marzo de 1912— donde la política menuda no preocupara 
tanto a los espíritus, el tema aludido constituiría la cuestión 
palpitante. Ya se habrían exteriorizado las aspiraciones públi- 
cas por medio de asambleas populares, de conferencias, deba- 
tes y controversias y por todos los medios necesarios para di- 
fundir propagandas. Entre nosotros nadie sabe lo que el pue- 
blo quiere, afirma o niega”. 

Utilizando el sistema de la encuesta, muy usado en la épo- 
ca, se propuso revelar lo que en el país se opinaba sobre la 
reforma de la Constitución. La consulta fue dirigida en pri- 
mer término a destacadas personalidades, sin hacer distingos en 
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materia ideológica. Luego recabó la opinión de la gente del in- 
terior a través de la premsa de las diversas poblaciones de los 
departamentos. 


Respondieron a la encuesta los Dres. Juan Campisteguy, 
Luis Melián Lafinur, Carlos E. Lenzi, José Irureta Goyena, Aure- 
lianu Rodríguez Larreta, Joaquín de Salterain, Wáshingron Bel- 
trán, Martín C. Martínez, José P. Massera y Carlos María Pran- 
do, cuyas contestaciones se publicaron entre el 31 de marzo y 
el 21 de Mayo de 1912.” 


Sin ceñirse estrictamente a un cuestionario, las respuestas ver- 
saron sobre la oportunidad de la reforma; los medios para obte- 
ner el concurso de la opinión pública; si debía realizarla una 
Convención o la Legislatura; si fracasaría el propósito reformis- 
ta en caso de abstenerse los núcleos populares; inconvenientes y 
ventajas del sistema parlamentario y del Poder Ejecutivo cole- 
giado; reelección presidencial y extensión del mandato del pre- 
sidente de la República; separación de la Iglesia del Estado. 
Respecto al primer punto, a la oportunidad de la reforma, 
la generalidad se pronunció en contra; solo el Dr. Melián Lafi- 
nur se expresó afirmativamente. Opinó que el momento era pro- 
picio para la reforma “porque estando el país entero convencido 
de que ella es urgente —dijo— la oportunidad no puede ser 
mejor desde que ha llegado al presente a conciliarse las aspira- 
ciones de aquellos que creen que la reforma debe efectuarse por 
los medios que prescribe nuestro código político y las de aque- 
llos que sostienen los derechos inherentes a la soberanía popu- 
lar para proceder a la reforma por medio de una Convención li- 
bérrimamente electa”. “Con respecto a la situación del país —agre- 
gó— debe decirse que es favorable si nos atenemos al anhelo 
que hay por la reforma sin desconocer que existen desconfianzas 
y temores en lo que atañe al proceso electoral para la designa- 
ción de convencionales, con pureza y acierto”. 


El Dr. Juan Campisteguy no creía, en cambio, que el mo- 
mento fuera propicio, porque el país vivía en medio de una gran 
depresión cívica —que llevaba a la abstención electoral— pro- 
vocada por el convencimiento de un sector mumeroso de la opi- 
nión, de lo estéril que resultaba la lucha contra una organiza- 
ción política dirigida por el Presidente de la República que te- 
nía como auxiliar al personal de la Administración. Entendía 
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que la reforma debía hacerse con la intervención de todas las 
agrupaciones políticas en la elección de la Asamblea Constitu- 
yente. 

Coincidentemente el Dr. Carlos E. Lenzi entendía que los 
progresos políticos y sociales de la República hacían oportuna 
la reforma de la Constitución, siempre que la precediera —co- 
mo condición esencial”— una ley orgánica de elecciones que fue- 
ra verdadera garantía para todos los partidos y para todos los 
ciudadanos pero, agregaba, la situación política del país, con la 
abstención de uno de sus grandes partidos políticos y de núcleos 
importantes del propio partido del gobierno, parecían señalar un 
momento histórico no favorable a una obra del carácter de la 
reforma constitucional. 

El Dr, José Irureta Goyena no creía conveniente ni oportu- 
na la reforma de la Constitución manteniendo a este respecto 
las opiniones que había sustentado en ocasión del intento refor- 
mista del primer gobierno de Batlle y Ordóñez. Anotaba que 
la indiferencia del país contribuiría al desprestigio de la reforma. 


El Dr. Aureliano Rodríguez Larreta expresó que en el mo- 
mento “el descontento de los partidos y de todos los elementos 
políticos y no políticos que no forman parte de la fracción del 
partido colorado que ocupa el poder, es tal, que sería hasta irri- 
sorio llevar a cabo la reforma de la ley fundamental, en seme- 
jante situación. "Hacer una Constitución por la voluntad de unos 
cuantos —agregó— contra la voluntad de todo el mundo, es 
emprender una obra liberticida que traerá en el porvenir ma- 
les y peligros, cuya intensidad será de tanta importancia, que el 
patriotismo se siente y debe sentirse alarmado”. 

Entendía que para preparar el ambiente y hacer aceptable 
la reforma no había que preocuparse tanto “de leyes de repre- 
sentación proporcional o de otras cosas tan fáciles de falsear 
y de hacer ineficaces como las leyes de simple mayoría, sino in- 
fundir confianza a los hombres y a los partidos, por medio de 
una política ecuánime, de tolerancia, de benevolencia y de res- 
peto a todas las opiniones y a todas las creencias”. 

El Dr. Joaquín de Salterain, luego de señalar las excelen- 
cias de la Constitución de 1830, expresó que prefería “cien ye- 
ces” sus disposiciones “a las inmejorables y adelantadas, que no 
contemplan las exigencias del medio ambiente, y con elevación 
de miras, las aspiraciones de los círculos”. Frente al anhelo na- 
cional de la reforma, entiende que debe hacerse con el concur- 
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so de todos, con buena fe y “sin prejuicios reivindicatorios, ni es- 
píritu de procedimientos más adelantados y liberales...” 

El Dr. Wáshington Beltrán fue muy explícito en cuanto a 
los peligros que en aquellos momentos encerraba la reforma cons- 
titucional considerándola “un gran desastre, una tremenda des- 
ventura nacional”. 

El Dr. Martín C. Martínez se remitió a las opiniones que 
expuso en 1904 limitándose en esta oportunidad a reproducir 
las palabras de Carlos María Ramírez que entonces le habían 
servido de acápite. “Reformar la Constitución fuera de las con- 
diciones indispensables para que la reforma sea una obra co- 
mún, simpática para la generalidad, indispensablemente legítima 
para todos, es conspirar, inconscientemente o a sabiendas, con- 
tra la estabilidad de la paz y contra la concordia de los partidos 
orientales”, 


El Dr. Carlos María Prando consideraba propicio el mo- 
mento para la reforma como lo habían sido los momentos an- 
teriores en que se pretendió realizarla porque existen —dijo— 
causas que justifican y reclaman la modificación de algunos de 
sus preceptos. “Pero hoy como ayer —expresó— la inoportuni- 
dad de la reforma aparece como una verdad evidente”. Pensaba 
que el país no estaba preparado para encontrar la solución patrió- 
tica que apoyada por todos, permitiera el surgimiento de una nue- 
va Constitución que como la anterior, permaneciera intacta frente 
“a los desmanes de los déspotas, a las audacias de los demagogos 
y a las violencias desenfrenadas de nuestras luchas internas”. 
No esta preparado —agregó— porque subsiste el rencor entre 
los dos partidos rivales, No hay serenidad para realizar la obra; 
la futura Convención estará dominada por la avidez sectaria de 
los partidos. Desde 1904 no se ha adelantado nada en el cami- 
no del entendimiento entre los grandes partidos. Ir a la refor- 
ma en esas condiciones sería decretar para el futuro próximo, 
males fáciles de prever. 


Por eso afirmaba que el momento era absolutamente in- 
oportuno. Al resentimiento y animosidad entre los partidos ha- 
bía que agregar —dijo— el hecho de que el parlamento ha de- 
fraudado las aspiraciones nacionales al rechazar la representa- 
ción proporcional para la futura Constituyente. La prudencia, 
expresó, nos aconseja respetar muestro viejo código. Señaló las 
excelencias de la Constitución de 1830 aunque reconocía que 
adolecía de errores puestos de manifiesto por la experiencia. En- 
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tre esos errores marcó como el más grave, la facultad del Po- 
der Legislativo de elegir al Presidente de la República. Pero de 
esos errores —agregó— no se podía inferir la urgencia impos- 
ceergable de la reforma. Resumía su posición en los siguientes 
términos: "Iremos a la reforma y los últimos hechos así lo con- 
firman, en el momento más inoportuno, con los medios más in- 
adecuados, con la ausencia de grandes núcleos populares, con la 
falta de serenidad suficiente para resolver el magno problema, 
en un ambiente poblado de recelos y de desconfianza. Nuestro 
viejo código, muerto su espíritu tradicional, como en el milagro 
de Fausto surgirá rejuvenecido, ostentando con orgullo en sus 
textos el Parlamentarismo, el Poder Ejecutivo colegiado, el Es- 
tado absolutamente laico, todas las conquistas y todos los pro- 
gresos más avanzados, pero aquel su espíritu, que era la fuerza y 
que era su nervio habrá huído para siempre y su vida será efí- 
mera, porque ha dejado de animarlo el soplo vivificador que 
dan las consagraciones populares”. 


Todos estuvieron acordes en que la reforma debía hacerse 
por una Asamblea Constituyente integrada mediante el sistema 
de representación proporcional. 


El Dr. Juan Campisteguy consideraba que su adopción po- 
dría ser un estímulo para la acción cívica de los ciudadanos aun- 
que no era muy optimista en cuanto a la eficacia de los siste- 
mas electorales para mejorar las instituciones. "Una declaración 
oficial —decía— dando por clausurada la era de los gobiernos 
de comités, sería un reactivo más enérgico que las leyes electo- 
rales más perfectas”, Se declaraba partidario de que la reforma 
se realizara por una Asamblea Constituyente convocada especial- 
mente e integrada con representantes de todas las actividades 
nacionales. “Solo en una Asamblea así constituída —expresa- 
ba— deben discutirse los defectos de la Constitución actual y 
las reformas que han de introducirse en su estructura para que 
nadie tenga el derecho de observar su veredicto, alegando que 
esa obra no es la expresión de la voluntad nacional, exteriori- 
zada en la mejor forma posible, dado el estado de muestra civi- 
lización y cultura”. Pero —agregaba— si los sectores independien- 
tes y Opositores no concurren a las elecciones, les es indiferente 
que la reforma la haga "una Convención o la Asamblea Legisla- 
tiva, pues los legisladores y los constituyentes serán las mismas 
personas, así como las influencias predominantes que fijen rum- 
bos en los debates de los problemas políticos, sociales y econó- 
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micos que no pueden resolverse bajo el imperio de la Consti- 
tución actual”. 

El Dr. Luis Melián Lafinur consideraba que el mejor me- 
dio para asegurar la concurrencia a las elecciones de todos los 
partidos políticos, radicaba en "la garantía que dé el Gobierno, 
de la pureza de las elecciones, suprimiendo con lealtad el voto 
de los guardias civiles, renunciando al acaparamiento de balotas 
de los empleados subalternos y absteniéndose de la multiplica- 
ción de cabos y sargentos en el ejército de línea”. 

La reforma debía hacerla una Convención Nacional electa 
mediante el sistema de la representación proporcional "único que 
garante al país sus derechos”. Proscribirlo de las elecciones de 
la Convención —decía— “es revelar que no se busca la repre- 
sentación total de las opiniones con arreglo a sus elementos y 
su fuerza, sino que se busca únicamente formar una mayoría “ad- 
hoc” en que le toque la parte del león, a una fracción política 
con detrimento de las demas”. 

El Dr. Carlos E. Lenzi opinaba que para obtener el concur- 
so de la ciudadanía debía darse a ésta participación en la obra 
reformista en proporción a su cociente electoral. De este modo 
la reforma sería la obra del patriotismo, no de un partido, círcu- 
lo o persona, Estimaba que una Convención Nacional integrada 
por el sistema de la representación proporcional era el medio 
más adecuado para realizar la reforma. Creía que la abstención 
de los sectores populares en la elección de Convención se pro- 
duciría si la ley de elecciones es solo una ley acomodaticia a 
intereses y prepotencias de círculo. 

El Dr. José Irureta Goyena consideraba que la representa- 
ción proporcional en las elecciones de la Asamblea Constituyen- 
te podía ser un medio para que la opinión pública prestara su 
concurso a la Reforma pero no se hacía muchas ilusiones sobre 
los resultados positivos de este sistema porque atribuía “más in- 
fluencia en el juego regular de las instituciones, al respeto de 
una ley electoral mediocre, que a una ley electoral doctrinaria- 
mente impecable”. Temía que “la divisa real del sufragio bajo el 
sistema de la proporcionalidad como bajo el régimen de los sis- 
temas precedentes, no sea otro —dijo— que el que ostenta el 
cóndor chileno «por la razón o por la fuerza»”. 

El Dr. Wáshington Beltrán señaló las excelencias del ré- 
gimen de representación proporcional luego de mostrarse pesi- 
mista respecto a remedios eficaces para obtener el concurso po- 
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pular venciendo al abstencionismo. “Asistimos —dijo— a una 
hora angustiosa del sufragio libre y abrigo la persuación pro- 
funda de que los elementos de oposición, por su solo esfuerzo, 
en medio del amargo desencanto en que viven, no saldrían de 
la inercia abstencionista, acaso por mucho tiempo, si no baja 
de la altura un gran aliento de civismo, de tolerancia y de es- 
tímulo que combata el justo escepticismo del partido del llano”. 
Se refirió a los recursos de Gran Elector de que disponía el Po- 
der Ejecutivo para concluir que “solo el día en que todos estos 
resortes poderosos se reduzcan a la inacción, y haya leyes elec- 
torales amplias, podrá devolverse a la masa descreída y sin alien- 
to, la fe en el sufragio”. 


El Dr. José Pedro Massera consideraba provechosa y nece- 
saria la reforma de la Constitución siempre que se hiciera con 
garantías de acierto, de lo contrario no debía hacerse. La pri- 
mera de esas garantías radicaba, a su juicio, en el sistema electoral 
—el de la representación proporcional— que permitiera la con- 
currencia de toda la ciudadanía a las elecciones de Asamblea 
Constituyente. La abstención, muy generalizada en el país como 
arma política, debía combatirse. Pensaba que aun los ciudada- 
nos contrarios a toda reforma, debían estar representados en la 
Constituyente. La segunda garantía estaba en que la obra de la 
Asamblea no fuera definitiva; en que hubiera una nueva instan- 
cia para juzgar su obra. Era partidario de la reforma por una 
Convención pero no que se le confirieran a ésta poderes ilimi- 
tados sino que su labor fuera presentada, con un intervalo de 
tiempo, a la ratificación de otra Asamblea libremente elegida. 
Más aún, el Cuerpo Legislativo debía señalar de antemano a la 
Convención, los puntos concretos sobre los cuales debía versar 
la reforma. De acuerdo a su manera de pensar el proceso de la 
reforma debía desarrollarse en tres etapas, “en no menos de sie- 
te años”. De este modo se llenarían las exigencias de garantía 
que debía rodear a la reforma de la Constitución. Respecto al 
punto de si fracasaría el propósito reformista por la abstención 
de los núcleos populares, el Dr. Campisteguy opinaba que inde- 
pendientemente de ello, el éxito o el fracaso de la Reforma de- 
pendía de cómo la Asamblea Constituyente interpretara el sen- 
timiento público y las necesidades del país. 


En cambio el Dr. Lenzi opinaba que si la abstención se 
producía por falta de libertad electoral o porque la ley res- 
pondía a intereses de círculos, el propósito reformista fracasaría 
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“desde que la Constitución que surgiera de esa Convención se- 
ría la obra del atentado legal o del fraude oficialista”. Si la 
abstención se producía por el acuerdo de la mayoría de los nú- 
cleos populares a pesar de que la ley les garantizara su repre- 
sentación proporcional, la reforma fracasaría porque la inmensa 
mayoría del país entendía que el momento político de apasio- 
namiento y recriminaciones no era propicio para una obra que 
debía hacerse con el concurso de todos y en un ambiente de se- 
renidad. 


Sólo el Dr. Wáshington Beltrán se pronunció a favor del 
régimen parlamentario. Refutó el argumento de que nada se ga- 
naría con cambiar el imperio del Presidente de la República por 
el del primer ministro o Jefe de Gabinete. “No es exacto el 
aserto —expresó. Hay un abismo entre la situación de nuestros 
"Presidentes - providencias” omnímodos y sin control, con la del 
Jefe de Gabinete en el régimen parlamentario, Contra el Presi- 
dente no hay ninguna fuerza legal —en la realidad efectiva de 
los hechos— que puede esgrimirse certeramente. Otra es la si- 
tuación de un gabinete cuya acción estará contraloreada por la 
Cámara la cual podrá crecer en independencia, sabiendo que de 
ella depende, con un voto favorable o adverso, sostener O derri- 
bar el ministerio”. Además, el Dr. Wáshington Beltrán consi- 
deraba que en el régimen parlamentario era más enérgica y efi- 
caz la acción de las minorías. En cambio, coincidiendo con los 
Dres. Campisteguy, Melián Lafinur, Lenzi, Irureta Goyena y 
Massera, el Dr. Beltrán se pronunció contra el Ejecutivo Cole- 
giado y la reelección presidencial a la que consideraba un cri- 
men de lesa patria. El Dr. Beltrán no creía que hubiera un sólo 
ciudadano capaz de defenderla. En cuanto al término de cuatro 
años lo consideraba suficiente para el mandato presidencial. 


El Dr. Campisteguy expresó que el régimen parlamentario y 
el Ejecutivo colegiado no se adaptaban a nuestra situación. "Pa- 
ra extirpar los inconvenientes de nuestro régimen de gobierno 
—<expresaba— no es necesario recurrir a sistemas exóticos in- 
aplicables en nuestro ambiente”. En cuanto a la reelección pre- 
sidencial, la consideraba “un procedimiento peligroso para el 
desenvolvimiento de las instituciones democráticas” y creía que 
el término de cuatro años era suficiente para desarrollar “un 
buen programa administrativo”. Por sus ideas filosóficas era par- 
tidario de la separación de la Iglesia del Estado. Entendía que 
esa separación debía hacerse de manera suave, contemplando el 
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modo de pensar de la conciencia creyente. Sería un error polí- 
tico hacerla de manera violenta, arrancando a la Iglesia los bie- 
nes que poseía, tema sobre el cual se extendió. 

El Dr. Luis Melián Lafinur opinaba que ni la República 
parlamentaria ni el Ejecutivo colegiado podían ser remedio de 
nuestros males. No teníamos educación cívica para aplicar el 
primero. De la prepotencia del Ejecutivo pasaríamos al desor- 
den y tiranía de las facciones de la Cámara. En cuanto al Cole- 
giado lo consideraba “un delirio”. Era contrario también a la re- 
elección y a la prórroga del mandato presidencial. Consideraba 
que no había un solo ciudadano que le propiciara “porque de 
hacerlo no se procedería por error, sino con dañado y punible 
intento”. “El crimen —agregaba— que no se atrevieron a co- 
meter Latorre ni Santos, no es posible que procure legalizarlo 
ningún futuro constituyente a no ser haya perdido toda noción 
de decoro, de civismo y de buen sentido”. Por último, el Dr. Me- 
lián Lafinur señalaba como una reforma a realizar, la separación 
de la Iglesia del Estado sobre la cual se extendió de acuerdo a 
sus conocidas ideas liberales. 

El Dr, Carlos E. Lenzi era partidario del régimen unipersonal 
porque “su acción —decía— es más eficiente y su responsabilidad 
más concreta y por tanto de más fácil restricción”. El Colegiado 
—agregaba— debilita la acción ejecutiva, obstaculiza dicha ac- 
ción, “constituye un mecanismo pesado”. Con respecto al sistema 
parlamentario, creía que era conveniente en las monarquías, pe- 
ro no se ajustaba al régimen presidencial, pues no podía ser fa- 
vorable al ejercicio de sus funciones políticas y administrativas. 
Se declaraba radicalmente opuesto a la reelección presidencial; 
mas aún, creía que ningún ciudadano debía ejercer por dos ve- 
ces la presidencia ni aun con un interregno de varios años. 
Creía asimismo, que el mandato de cuatro años que fijaba la 
Constitución era “bien equitativo y suficientemente largo para 
cualquier gestación política, administrativa o parlamentaria”. Se 
pronunció decidido partidario de la separación de la Iglesia del 
Estado. 

El Dr. José Irureta Goyena se manifestó contrario al régi- 
men parlamentario y al colegiado. Era sí partidario de la sepa- 
ración de la Iglesia del Estado aunque —dijo— se “guardaría 
muy bien de reformar la Carta Fundamental solo por esa mi- 
nucia”, 

El Dr. José Pedro Massera se declaró también contrario al 
régimen parlamentario y al colegiado. “Soy —dijo— por tempe- 
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ramento reacio a la adopción de novedades que no encajen en 
nuestro medio y declaro sin rodeos, que no miro con buenos 
ojos esta innovación, procedente de un país tan distinto del 
nuestro, tan original, verdaderamente único”. Creía que había 
que disminuir las funciones del Poder Ejecutivo mediante el des- 
arrollo de la vida comunal; una mayor independencia y liber- 
tad en el Poder Judicial, favorecer la iniciativa privada y modi- 
ficar las costumbres políticas que ponían todos los resortes de 
la acción electoral en manos del Poder Ejecutivo. No creía con- 
veniente un Poder Ejecutivo débil, trabado en su acción. Aun re- 
duciendo sus funciones era necesario —decía— conservarlo fuer- 
te, “por lo menos, hasta haber obtenido definitivamente la ple- 
na consolidación de la paz interior en muestro atormentado y 
levantisco país, y acostumbrados todos sus ciudadanos a resol- 
ver sus diferencias políticas únicamente por medio de la libre 
discusión y el sufragio”. “Un Poder Ejecutivo fuerte, uniperso- 
nal por lo tanto, es y será, por mucho tiempo, una necesidad 
imperiosa de nuestro atraso político”. “Una cosa es disminuir sus 
facultades, destruir su omnipotencia y hacer cesar esa tendencia 
al despotismo que naturalmente nace por la fuerza de las cos- 
tumbres y de las leyes”. Señalaba que la Constitución había de- 
bilitado al Poder Ejecutivo frente al Legislativo y que a ello se 
debía la tendencia general en el Ejecutivo de propiciarse la vo- 
luntad de los legisladores y sobre todo de intervenir en su elec- 
ción para constituir Cámaras con mayorías adictas. Partiendo de 
esta opinión creía que había que reformar la Constitución no 
para subordinar más la acción del Ejecutivo, antes bien, para 
fortalecerla, para conferirle mayor libertad frente del Cuerpo 
Legislativo, buscando en otras instituciones el contrapeso y el 
equilibrio deseado y las vallas indispensables contra el mal uso 
de esa libertad. Esta reforma nada tendría que ver con el núme- 
ro y complejidad de las funciones del Poder Ejecutivo. Su tesis 
era que no debíamos ir a una reforma que tendiera a debilitar 
el Ejecutivo, como sucedería con la implantación del sistema 
parlamentario; quería para el Poder Ejecutivo más independen- 
cia y poder ante el Cuerpo Legislativo a la vez que disminuir 
las enormes atribuciones que entonces tenía. 


La encuesta de Diario del Plata en la prensa del interior 
arrojó un resultado similar. La opinión general se pronunció 
contra la oportunidad de la reforma por no considerar propicia 
la situación política del país para la realización de una obra 
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de ese carácter. A partir del 30 de mayo, y hasta el 4 de julio, 
fueron apareciendo en las columnas de Diario del Plata, las res- 
puestas de El Municipio, de Carmelo; La Democracia, de Rocha; 
La Publicidad, de Durazno; El Deber Cívico, de Melo; El Co- 
mercio, de Treinta y Tres; El Diario, de Mercedes; La Epoca, 
de San José; La Campaña, de Fray Bentos; La Paz, de San José; 
El Baluarte, de Canelones; La Prensa, de Dolores; La Democra- 
cia, de Trinidad; El Tiempo, de Paysandú; La Lucha, de Sarandí 
del Yí; El Pueblo, de Paysandú; La Propaganda, de San Carlos; 
La Democracia, de Rosario; La Voz, de Florida; El Nacionalista, 
de Melo y El Pueblo, de Santa Isabel.”* Este fue el único que 
consideró el ambiente político propicio a la Reforma en una 
breve respuesta en la que se refiere, además, al mandato que 
tenían los integrantes de la Legislatura para discutir la reforma 
de la Constitución y a la actitud del nacionalismo de no con- 
currir a su integración. Los demás órganos periodísticos con ma- 
yor o menor amplitud, evacuaron los diversos puntos de la en- 
cuesta poniendo de manifiesto una opinión generalizada sobre 
los temores que inspiraba la reforma en una situación política 
en la que la presión oficial en materia electoral, suprimía las 
garantías para el sufragio, para el que no había sido admitida 
la representación proporcional en la elección de la Convención 
Nacional Constituyente y en circunstancias en que las reformas 
económicas y sociales, realizadas vertiginosamente, habían crea- 
do un clima de inseguridad. 


“Lo prudente, lo patriótico —decía La Publicidad, de Du- 
razno— sería el aplazamiento de la reforma hasta que desapa- 
recieran las causas que la convierten en una amenaza para la 
tranquilidad del país. Es preciso decirlo con ruda franqueza: en 
las actuales circunstancias la reforma sería atentatoria porque va 
a variar fundamentalmente nuestro Código político, introducien- 
do en él principios cuyo alcance preciso mo conocemos todavía 
y sin embargo se hace gala de proscribir en las deliberaciones 
a los núcleos de opinión que aisladamente serán sólo minorías 
pero cuyo conjunto representa una mayoría efectiva de la opi- 
nión nacional. Y si en tales condiciones se persiste en realizar 
la reforma, ya que las fuerzas populares son impotentes para 
impedirla, por medios legales, no quedará otro remedio sino de- 
jar solo a los reformistas. La obra será exclusivamente suya y 
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ellos solos responderán ante la historia de los males que pro- 
duzca”. 

El Baluarte, de Canelones declaró ser partidario de la re- 
forma de la Constitución porque encontraba en ella deficien- 
cias y errores que consideraba suficientes como para que se rea- 
lizara. Ponía como ejemplo el artículo 5% sobre el que exponía 
sus ideas. Sin embargo creía que la reforma de la Constitución 
debía aplazarse hasta que pudiera ser realizada con el concur- 
so de todo el país, en un ambiente político que representara 
una garantía eficaz para que el pueblo pudiera efectuar una 
obra que tenía que ser suya, 

Resumiendo sus opiniones expresaba: “Debe esperarse que 
la oportunidad de la reforma de la Constitución sea más propi- 
cia. El ambiente político en que se inicia, lo conceptuamos des- 
favorable. Los medios eficaces para lograr la concurrencia de 
todos los ciudadanos a dicho fin consisten en la libertad electo- 
ral. Las garantías electorales indispensables para el éxito del 
comicio, debe darlas el Poder Público, garantiendo la mayor hon- 
radez y el más alto respeto en el acto del sufragio, evitando el 
fraude y estimulando con legalidad al pueblo para que con con- 
fianza absoluta vote por sus candidatos. Los peligros de la abs- 
tención de los núcleos populares los consideramos desastrosos en 
sus proyecciones”. 

En este punto era también general la opinión de que sólo 
las garantías del sufragio, voto secreto, voto obligatorio, repre- 
sentación proporcional, al asegurar la libertad electoral, podrían 
poner fin a la abstención o al indiferentismo de los ciudada- 
nos y ser un medio eficaz para asegurar su concurrencia a las 
urnas y, por esa vía, llegar a la solución de los problemas na- 
cionales. 

Particular interés revisten estas respuestas que traducen el 
sentir general de la gente del interior, no sólo sobre el proble- 
ma de la reforma de la Constitución en sí, sino sobre la ges- 
tión del gobierno cuya orientación política se cuestionaba. Era 
la primera vez que se hacía público un pronunciamiento de este 
tipo referido a la ciudadanía de la campaña. Revela, en la coin- 
cidencia de las respuestas, un estado de opinión generalizado so- 
bre los temas que en aquel momento preocupaban y afectaban 
la vida nacional, a la par que un vivo interés por arribar a 
soluciones electorales que explican la explosión cívica del 30 de 
julio de 1916. 

MARIA JULIA ARDAO — (Continuará). 


Apéndice Documental 


N? 1 — [Documentos relativos al proyecto de ley sobre Habeas 
Corpus presentado por el Dr. Alfredo Vásquez Acevedo en el 
Senado de la República.) 


[ Montevideo, marzo 3 - mayo 21 de 1902.] 


[Proyecto de ley de Habeas Corpus presentado por el Dr. Al- 
fredo Vásquez Acevedo en el Senado de la República.] 


[Montevideo, marzo 3 de 1902.] 


PROYECTO DE LEY 


El Senado y Cámara de Representantes de la República O 
del Uruguay, reunidos en Asamblea General, etc. 


Artículo 1* Los Jefes Políticos y empleados de su dependencia 
sólo podrán aprehender á los ciudadanos y habitantes de la República 
en caso de delito infraganti. 


Art. 2? Se considera que hay delito infraganti: 


A. Cuando se sorprende á una persona en el acto de delin- 
quir. 

B Cuando se le sorprende momentos después de la perpetra- 
ción de un delito, huyendo, ocultándose, ó en otra situación ó 
estado que haga presumir su culpabilidad, — y es al mismo tiempo 
designada por la parte ofendida ó por la voz pública como partí- 
cipe del delito. 


C. Cuando en tiempo inmediato á la comisión del hecho 
criminoso, es encontrada con objetos procedentes del delito ó con 
señales en sí mismo ó en sus vestidos que hagan presumir su par- 
ticipación en él, ó con las armas ó instrumentos empleados para 
cometerlo. 


Art. 3% No existiendo sino semiplena prueba de delito, la 
aprehensión solo podrá verificarse en virtud de orden escrita del 
Juez å quien incumba por las leyes instruir el sumario ó conocer 
del delito, debiendo las autoridades policiales limitarse 4 denunciar 
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á ese Juez el hecho criminal y á comunicarle los datos Que posean 
sobre sus autores y cómplices. 


Art. 4” Se entiende por semiplena prueba: 


A. La declaración de un testigo presencial fidedigno. 


B. La confesión extra-judicial acreditada por declaraciones de 
dos testigos fidedignos. 


C. Las presunciones ó indicios graves. 


Art. 5° Toda persona aprehendida por la policía ó por auto- 
ridad dependiente del Poder Ejecutivo, tiene la facultad de ocurrir 
ante uno de los Tribunales Superiores ó Jueces del Crimen en el 
departamento de la Capital, ó ante el Juez Letrado Departamental 
en los demás departamentos, para que se le haga saber cual es el 
delito que se le imputa, —la autoridad que ha decretado su pri- 
sión— se justifique debidamente el motivo de ésta ó se exhiba la 
orden original del juez correspondiente. 

Del mismo modo podrá proceder la persona que fuera retenida 
en arresto por más de 24 horas sin ponérsele á disposición de su 
juez natural. 


Art. 6° La acción establecida en el artículo anterior puede ser 
ejercitada por un pariente del preso, ó por cualquier otra persona 
en nombre de éste, sin necesidad de poder, 


Art. 7° El tribunal ó juez ante quien fuese interpuesta la acción 
ó recurso de habeas corpus, habilitando días y horas mandará com- 
parecer inmediatamente á su presencia al funcionario que hubiere 
realizado la aprehensión, al preso y á su defensor, y se pronunciará 


sobre el recurso dentro del término perentorio de 48 horas. 


Art. 8° Cuando resultare haberse verificado la prisión del recu- 
rrente sin los requisitos legales, el tribunal ó juez invocado, mandará 
que se le ponga inmediatamente en libertad, 

Pero, si existiere mérito legal para la prisión y solo se hubiere 
alterado la jurisdicción ó dilatado el interrogatorio ó la remisión 
al juez competente, se mandará pasar el delincuente al juzgado res- 
pectivo en el primer caso, y se decretará en el segundo el inmedia- 
to cumplimiento de los preceptos constitucionales. 

De las resoluciones del Tribunal ó juez no habrá recurso alguno. 


Art. 9? Si el Tribunal ó juez invocado no procediese en los 
términos y forma marcados por esta ley incurrirá en las mismas 
responsabilidades penales y civiles que el funcionario que hubiere 
decretado ó realizado la prisión indebida, ó retenido al reo en su 
poder por más de 24 horas, sin pasarlo á su juez natural. 

Art. 10. Las irregularidades cometidas por los Jueces mismos 
en la aprehensión de las personas se reparan por la vía de los re- 
cursos legales. 
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Art, 11, Cuando un Tribunal ó Juez Militar invadiese la ju- 
risdicción común, aprehendiendo ó enjuiciando á personas no suje- 
tas al fuero militar, el aprehendido ó cualquiera en su nombre 
podrá ocurrir ante el Tribunal Pleno quien resolverá dentro de 48 
horas sobre la competencia Ó incompetencia del Tribunal ó Juez 
Militar prévia audiencia á que concurrirá el Ministerio Público y el 
recurrente con su defensor. 

Art. 12, En el caso de infracciones municipales ó policiales el 
contraventor no podrá ser reducido á prisión, sino cuando habien- 
do mediado formal intimación del pago de la multa legal hubiere 
dejado de pagarla Ó de garantir su pago. 

Art. 13. Son aplicables las disposiciones de esta ley á los casos 
de personas que sin previo y formal contrato de enrolamiento 
sean tomadas para el servicio de las armas. 

Será nulo todo contrato de enrolamiento celebrado por un ciu- 
dadano después de haber sido tomado por la fuerza para el servicio 
militar. 

En ningún caso los ciudadanos enrolados por fuerza en forma 
ilegal podrán ser juzgados y tratados como desertores. 

Art. 14. El recurso de habeas corpus procederá aun en el 
caso del último inciso del artículo 81 de la Constitución, cuando 
el Poder Ejecutivo no diere cuenta á la Asamblea General ó Co- 
misión Permanente de la aprehensión realizada dentro del término 
de 48 horas. 

Art. 15. La escarcelación bajo fianza procede en todas las cau- 
sas comunes y militares, tratándose de delitos que no merezcan pena 
de muerte, de presidio, de penitenciaría ó más de dos años de 
prisión. 

No se admitirá como fiadores sino á personas de buen nom- 
bre y arraigo justificado con títulos ó documentos formales. 

Art. 16 El allanamiento del domicilio privado solo puede reali- 
zarse en virtud de decreto del juez competente para la instrucción 
del sumario ó para el enjuiciamiento del delito, 

Art. 17. Durante el período de vacaciones de los Tribunales el 
recurso de habeas corpus podrá interponerse ante el camarista ó 
juez de feria. 

Art. 18. Deróganse todas las leyes y disposiciones que se opon- 
gan á la presente. 

Art. 19. Comuníquese, etc. 


Montevideo, Marzo 3 de 1902. 
Alfredo Vásquez Acevedo, Senador por Flores. 


"Diario de Sesiones de la H, Cámara de Senadores de la República Oriental 
del Uruguay". Tomo LXXVIII. Montevideo, 1903. Páginas 457-458. 
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[Serie de cinco articulos periodísticos del Dr. Juan Andrés Ra- 
mírez sobre el proyecto de Habeas Corpus del Dr. Alfredo 
Vásquez Acevedo.] 


[Montevideo, marzo 8-19 de 1902.] 


“Habeas corpus” 


Es curiosa la estratagema con que, según testimonios de la 
época se hizo triunfar en la Cámara de los lores el bill de “habeas 
corpus”. Dos de los miembros de aquella, Lord Grey y Lord Norris, 
fueron designados para recoger los sufragios. El primero interrogaba, 
sucesivamente, á los lores y contaba los votos; el segundo escribía. 
Al llegar Lord Grey á un Lord de gran volúmen, lo contó por diez, 
y Lord Norris, sin notar que se trataba de una broma, no tuvo 
reparo en apuntar diez votos, Así se formó la mayoría. Cuando el 
error fue descubierto, los bancos de la Cámara estaban desiertos y 
la rectificación se hizo imposible— Más tarde, la imposibilidad fué 
moral. Aquella garantía de las libertades ciudadanas, que la Carta 
Magna diera ya, en tiempo más lejano, al pueblo inglés, debía in- 
corporarse definitivamente al “Common law”. Si su éxito del mo- 
mento pudo ser fruto de un ardid casi infantil, en realidad esa 
garantía es inseparable de todo régimen cimentado sobre el derecho. 
Una sociedad que luchaba por establecer su organización política 
sobre el derecho desde las épocas en que la fuerza era única 
ley, tenía que incluir entre sus principios fundamentales el recurso 
de “habeas corpus”. Y así fué: se incorporó ese recurso á la vida 
política del pueblo inglés; fué, ha sido y será la salvaguardia de 
sus libertades. De allí salió, para ser adoptado en las naciones más 
libres. Los Estados Unidos de la América del Norte lo inscribie- 
ron en sus Códigos desde los primeros días de su independencia, 
y con denominaciones diversas, sujeto á diferentes reglamentaciones, 
fácil es percibir su existencia en la legislación de buen número de 
pueblos que fundan sus instituciones políticas en la armonía del 
principio de autoridad con el de respeto á las facultades propias 
del individuo. 


Nuestro país, sin embargo, no tuvo ley de “habeas corpus” 
sinó en época muy avanzada de su existencia. Los principios fun- 
damentales de aquella estaban ya en la Constitución. Pero faltaba 
el mecanismo capaz de asegurar su practicabilidad y faltaban las san- 
ciones aplicables á quienes infrigieran dichos principios. La Asam- 
blea ilustre de 1873-1874 llenó ese vacío dictando una ley de 
"habeas corpus”, después de largos é interesantísimos debates. No 
sería perfecta dicha ley, pero era buena. Llenaba los altos fines que 
la inspiraban. Tan cierto es esto, que Latorre no pudo soportarla 
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y la derogó. Promulgada en 6 de Julio de 1874 solo permaneció 
en nuestro cuerpo de leyes hasta 9 de julio de 1877. Desde esa 
fecha, no tenemos una ley que garantice de manera eficaz la liber- 
tad personal. Esta ha sido respetada ó agredida según los caracte- 
res de los períodos sucesivos que ha vivido el país, según la índole 
de los gobernantes que han regido sus destinos. Verdad es que 
siempre subsistían los principios tutelares proclamados por los cons- 
tituyentes; pero su valor práctico era escaso. Proclamar la existencia 
de un derecho á la libertad individual, escribe Dicey en su "Intro- 
ducción al derecho constitucional” no es cosa difícil, y aún resulta, 
con frecuencia, muy nimia ventaja. La real dificultad consiste en 
asegurar el respeto á ese derecho. Tal fué la misión de las “habeas 
corpus act”. Tal es el objeto de la ley que motiva este artículo. 
El constitucionalista citado considera toda obra de ese género, su- 
perior á las declaraciones generales de los derechos del hombre y 
aún á obras legislativas como la petición de derechos y el bill de 
derechos que tanto concurrieron á la elaboración del derecho pú- 
blico de la nación inglesa. 


Nada semejante poseemos en la actualidad, volvemos á decirlo. 
Si en los códigos de Procedimiento Civil, Penal y de Instrucción 
Criminal encontramos dispersas algunas disposiciones tendentes al 
pensamiento que inspiró al doctor Vásquez Acevedo en su pro- 
yecto, es lo cierto que tales disposiciones, aún ordenadas y reunidas 
en un solo cuerpo, estarían lejos de formar una verdadera ley de 
habeas corpus. Les faltaría siempre lo que es más necesario á esa 
clase de obras legislativas si han de responder á sus fines: la fija- 
ción de un procedimiento detallado, en el que todo sea imperativo 
para los magistrados y para las autoridades administrativas, en el 
que los plazos breves y perentorios impuestos a unos y otras bajo 
penas severas, hagan imposible todo fraude, toda burla de la ley. 
En ninguna materia jurídica la forma tiene una vinculación tan es- 
trecha con el fondo, las formalidades procesales con el derecho 
mismo que se pretende afirmar. Cuando de ella se trata, es nece- 
sario decir, con Benjamin Constant, que justicia no es propiamente 
otra cosa que formalidad, y que las formas son las divinidades 
tutelares de las sociedades humanas. Sin una rigurosa especificación 
de aquellas no hay garantía seria para la libertad individual. El 
autor del proyecto así lo ha comprendido, como lo comprendieron, 
igualmente, los legisladores que en 1874 dieron á la República su 
primera ley de “habeas corpus”. 

El momento está bien escogido por otra parte, para la presen- 
tación de un proyecto de esa naturaleza. Lo mismo el partido colorado 
que el partido nacional lo necesitan para tutelar los derechos de 
sus miembros. Pero, no; decimos mal: El partido colorado lo necesita 
más, mucho más que su adversario. Por una curiosísima originalidad 
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de la época, á la que concurre tal vez la índole de los partidos: en 
nuestro país, son los ciudadanos afiliados al partido que se halla 
en el poder los que requieren garantías eficaces para sus derechos; 
son ellos los que viven expuestos á ser encarcelados en cualquier 
momento y aún á recibir alojamiento en la Fortaleza del Cerro, 
sin que la investidura civil sea, para evitarlo, más eficaz que la 
casaca militar. Se puede creer, en consecuencia, que será fácil con- 
seguir mayoría en el Cuerpo Legislativo. En cuanto á su eficacia 
una vez hecho ley, no puede inspirar dudas. Por lo pronto, de 
inmediato la tendrá. No podríamos decirlo si viviéramos bajo uno 
de esos déspotas que todo lo atropellan, instituciones, leyes, dere- 
chos, sin obedecer á otro principio que el de la fuerza bruta. Po- 
demos decirlo, cuando está en el gobierno un hombre como el señor 
Cuestas. Arbitrario, es éste, sin duda, en sus resoluciones, y escasos sus 
miramientos para con la libertad de los ciudadanos; pero siempre, 
justo es decirlo, trata de dar á sus órdenes un cierto aspecto de 
legalidad. Atropella con violencia llevado por sus pasiones, y sin 
embargo, en cierto punto se detiene. Allí donde la acción de los 
otros poderes tiene campo como para hacer sentir su influencia con 
el apoyo de la ley. Por eso, una ley clara y esplícita, que suministre 
los medios necesarios para corregir las supercherías con que, á me- 
nudo, se atropella el derecho de los ciudadanos, sustrayéndolos á sus 
jueces naturales ó de otro modo cualquiera, y que haga sentir sobre 
todos los funcionarios la gravísima responsabilidad en que incurren 
si proceden ilegalmente contra la libertad personal, es una ley 
sabia, una ley preciosa en los actuales momentos. En cuanto á su 
destino futuro, todavía lo encontramos más halagiieño. Que se in- 
corpore esa ley, no solo á nuestra legislación, sinó á nuestras cos- 
tumbres, á nuestro espíritu, á nuestra vida política; que subsista 
durante varios años, y la veremos formar en cada uno de nuestros 
compatriotas esa noble conciencia del derecho propio que hace del 
pueblo inglés uno de los más libres, sinó el más libre de la tierra. 
Vanas serán, entonces, contra ella, violencias y asechanzas. Y no hay 
que decir más para demostrar que, en general, el proyecto del 
ilustrado senador por Flores, merece apoyo decidido. Al estudio de 
sus detalles consagraremos otro artículo. 


"La Razón”, Montevideo, marzo 8 de 1902, pág. 1, cols. 4 y 5. 
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“Habeas Corpus” 


El proyecto del Doctor Vásquez Acevedo 


Cuestiones diferentes y complejas abarca el proyecto de ley 
de garantías á la libertad personal, que el ilustrado senador por 
Flores ha presentado á la cámara de que forma parte. Se preocupa 
de establecer las formalidades necesarias para la aprehensión de los 
delincuentes. Pasa á fijar el procedimiento á que se podrá recurrir 
en los casos de detención ilegal. Establece los recursos que han de 
amparar al ciudadano contra la acción arbitraria de la justicia mi- 
litar. Trata de prevenir los atentados contra la libertad personal 
cometidos por la policía, so pretexto de infracciones leves. Cubre 
con sus disposiciones tutelares á los infelices arrancados del hogar 
y al trabajo para servir contra su voluntad en los cuerpos de línea. 
Legisla para los casos extraordinarios en que el Poder Ejecutivo 
dispone de la libertad de los ciudadanos, en uso de las facultades 
que le acuerda el último inciso del artículo 81 de la Constitución. 
Afirma los preceptos de la misma sobre libertad bajo fianza é in- 
violabilidad del domicilio. A todas esas contingencias atiende por 
medios que, en general, deben ser eficaces, marcando el procedi- 
miento á seguir, fijando plazos breves y perentorios para que se 
expidan las autoridades requeridas, estableciendo penas para el caso 
de que sean omisas en el cumplimiento de sus deberes. Tal es, en 
resumen, el proyecto que analizaremos con toda la extensión que se 
puede conceder á esas cuestiones en las columnas de la prensa 
diaria. Son muchos puntos diversos, y es necesario estudiarlos por 
separado. 


Detallando las formalidades para la aprehensión de presuntos 
delincuentes dice el proyecto: 


Artículo 1* Los jefes políticos y empleados de su dependencia 
solo podrán aprehender á los ciudadanos y habitantes de la Repú- 
blica, en caso de delito infraganti. 


Art. 2° Se considera que hay delito infraganti: a) cuando se 
sorprende una persona en el acto de delinquir; b) cuando se la 
sorprende momentos después de la perpetración de un delito, hu- 
yendo, ocultándose, ó en otra situación ó estado que haga presumir 
su culpabilidad y es, al mismo tiempo, designada por la parte 
ofendida ó por la voz pública como partícipe del delito; c) cuan- 
do en tiempo inmediato á la comisión del hecho criminoso, es en- 
contrado con objetos procedentes del delito ó con señales en sí mis- 
mo ó en sus vestidos que hagan presumir su participación en él, ó 
con las armas Ó instrumentos empleados para cometerlo. 
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Art. 3” No existiendo sino semiplena prueba de delito, la 
aprehensión sólo podrá verificarse en virtud de orden escrita del 
juez á quien incumba por las leyes instruir el sumario ó conocer 
del delito, debiendo las autoridades policiales limitarse á denunciar 
á ese juez el hecho criminal y á comunicarle los datos que posea 
sobre sus autores y cómplices. 


Art. 4” Se entiende por semiplena prueba a) la declaración de 
un testigo presencial fidedigno; b) la confesión extrajudicial acre- 
ditada por declaraciones de dos testigos fidedigmos; c) las pre- 
sunciones Ó indicios graves. 

Son, textualmente, las disposiciones que sobre la materia con- 
tiene el proyecto de Código de Procedimiento Penal, obra del mis- 
mo doctor Vásquez Acevedo, que mereció la aprobación de un 
cuerpo de jurisconsultos eminentes, y que ha tenido en el Cuerpo 
Legislativo, defensores no menos autorizados. Ellas parten del artícu- 
lo constitucional que establece que el ciudadano sólo podrá ser 
preso en estos dos casos: habiendo infraganti delito, Ó cuando exis- 
ta semiplena prueba del mismo, con orden expresa de juez com- 
petente. El proyecto interpreta, sin embargo, el artículo constitucio- 
nal, cuyos términos demasiado restrictivos podrían ocasionar difi- 
cultades insalvables. Como la mayor parte de las legislaciones extran- 
jeras, y también como nuestro Código de I. Criminal, comprende 
bajo la denominación de “infraganti delito”, situaciones que no lo 
constituyen propiamente, pero que pueden y deben asimilarse á 
él. Pasa luego á definir con igual claridad lo que se debe entender 
por semiplena prueba. De esa manera, ni las autoridades pueden 
hallarse coartadas en el desempeño de sus funciones ni queda entre- 
gada á su arbitrio la interpretación de términos confusos, demasia- 
do latos ó demasiados estrechos. 

Dos observaciones ha de motivar, sin embargo, esta parte del 
proyecto. En primer lugar, se podría preguntar por qué su artículo 
1° sólo se refiere á los jefes políticos y empleados de su dependen- 
cia, cuando en otros artículos se habla, en términos generales de 
"policía ó de autoridad dependiente del Poder Ejecutivo”. No al- 
canzamos á comprender la razón que puede haber para omitir esta 
segunda parte en dicho artículo 1% al contrario, encontramos 
verdadera inconveniencia en esa omisión. Cierto es que otras dispo- 
siciones del proyecto salvan esa falta; pero, así mismo, era y es 
mejor decir, categóricamente, que ningún funcionario puede aprehen- 
der a un ciudadano fuera del caso de delito infraganti. Se dirá 
que las autoridades militares tienen facultad para imponer penas 
disciplinarias fuera de tal caso. La ampliación que pedimos no la 
impedirá. Ninguna persona legalmente sometida á la autoridad mi- 
litar y penada por ésta, disciplinariamente, en uso de facultades 
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legítimas, entablaría el recurso de habeas corpus, y si lo entablara 
nada conseguiría. En consecuencia, nada puede oponerse á que se 
dé á la enunciación de funcionarios hecha en el artículo 1° de la 
misma, la amplitud que se le ha dado en el artículo 5% del pro- 
yecto. 

Otra omisión encontramos en esta sección de la ley proyectada, 
y nos sorprende tanto más cuanto que el proyecto de Código de Pro- 
cedimiento Penal del doctor Vásquez Acevedo salva esa omisión de 
un modo feliz. Fuera de los casos establecidos en el artículo 3° 
hay otros en que la aprehensión se puede efectuar sin mandato del 
juez competente. Son cuatro, según el proyecto citado, Con arreglo 
á éste, la policía no necesita orden de juez para aprehender: 1° al 
que después de haber sido sorprendido “infraganti” delito, consi- 
guiere escapar de la acción pública; 2° al que se hubiere fugado 
estando preso por causa pendiente; 3° al que se hubiere fugado 
del establecimiento penal en que debiere cumplir la condena que 
se le hubiere impuesto. El otro caso previsto, de un género espe- 
cial es aquel de un motin, sedición ó asonada, ó hecho criminal 
al que hayan concurrido muchas personas y no sea posible determinar 
exactamente los culpables. Para tales circunstancias, dispone el pro- 
yecto de código, que podrán ser aprehendidos todos los que se en- 
cuentren presentes al acto y no estén exentos de toda participa- 
ción. Esas disposiciones que la legislación nacional argentina y al- 
gunas provinciales han adoptado, serían un buen complemento de 
las que contiene el proyecto de ley. Ellas amplían de una manera 
razonable las facultades de la autoridad policial, que, de otra ma- 
nera, podría encontrarse cohibida en el desempeño de su cometido, 
y ser impotente para llenar cumplidamente la misión conservadora 
que le incumbe dentro de la sociedad. El objeto de una ley que 
se proponga tutelar los derechos de los ciudadanos no puede ser, 
y no lo ha sido ciertamente el del doctor Vásquez Acevedo, atar 
de pies y manos á la autoridad policial, sinó marcar ésta, en forma 
concreta, intergiversable, las situaciones en que cede ante su de- 
recho el derecho individual. Su fin es preservar á los ciudadanos del 
imperio de la arbitrariedad y la arbitrariedad nunca es mejor com- 
batida que cuando se precisa, taxativa, categóricamente, la línea de 
conducta que han de seguir los funcionarios públicos, en todos los 
casos diferentes que pueden solicitar su acción. Dicho esto, dejamos 
para otros artículos, el estudio de las demás secciones del proyecto. 


“La Razón". Montevideo, marzo 14 de 1902, pág. 1, col. 4, 
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Sobre el mismo tema 
El proyecto del Doctor Vásquez Acevedo 


Establecidas, como lo hicimos notar en nuestro artículo de 
ayer, las formalidades indispensables para la aprehensión de los de- 
lincuentes, el proyecto del doctor Vásquez Acevedo entra de lleno 
á fijar los recursos que han de amparar al ciudadano contra la 
privación indebida de su libertad, haciéndolo en los términos si- 
guientes: De 

Art. 5° Toda persona aprehendida por la policía ó por auto- 
ridad dependiente del Poder Ejecutivo, tiene la facultad de ocurrir 
ante uno de los Tribunales Superiores ó jueces del crimen, en el 
departamento de la capital, —ó ante el juez letrado departamental 
de los demás departamentos, para que sé le haga saber cuál es el 
delito que se le imputa— la autoridad que ha decretado su pri- 
sión— se justifique debidamente el motivo de ésta ó se exhiba la 
orden original del juez correspondiente. 

Del mismo modo podrá proceder la persona que fuere retenida 
en arresto por más de veinte y cuatro horas sin ponerse 4 disposi- 
ción de su juez natural. 

Art. 6? La acción establecida en el artículo anterior puede ser 
ejercida por un pariente del preso, ó por cualquier otra persona en 
nombre de éste, sin necesidad de poder. 

Art. 7° El tribunal ó juez ante quien fuere interpuesta la ac- 
ción ó recurso de “habeas corpus”, habilitando días y horas, mandará 
comparecer inmediatamente á su presencia al funcionario que hu- 
biere realizado la aprehensión, al preso y á su defensor, — y se 
pronunciará sobre el recurso dentro del término perentorio de 48 
horas. ES 

Art. 8% Cuando resultare haberse verificado la prisión del re- 
currente sin los requisitos legales, el tribunal ó juez invocado man- 
dará que se le ponga inmediatamente en libertad. ] ) 

Pero, si existiere mérito legal para prisión y sólo se hubiere 
alterado la jurisdicción ó dilatado el interrogatorio, O la remisión 
al juez competente, se mandará pasar el delincuente al S 
pectivo, en el primer Caso, y se decretará en el segundo el inmediato 
cumplimiento de los preceptos constitucionales. 

De las resoluciones del tribunal ó juez no habrá recurso alguno. 

Art. 92 Si el tribunal ó juez invocado no- procediese en los 
términos y forma marcados por esta ley, incurrirá en las mismas 
responsabilidades penales y civiles que el funcionario que hubiera 
decretado ó realizado la prisión indebida, ó retenido al reo en su 
poder por más de 24 horas, sin pasarlo á juez natural. 
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Art. 10. Las irregularidades cometidas por los jueces mismos 
en la aprehensión de las personas se reparan por la vía de los re- 
cursos legales. 

Se trata como se ve, de un procedimiento breve y sumario me- 
diante el cual, fácil es corregir cualquier atentado, y aún la más 
leve transgresión de las formalidades tutelares de la libertad in- 
dividual. Estamos en presencia de un mecanismo sencillo pero no 
por sencillo menos eficaz, que todos pueden comprender y todos 
emplear, sin gastos, sin molestias, sin los mil obstáculos inevita- 
bles en la tramitación regular de los juicios. Es aquí donde según 
lo hacíamos notar en nuestro primer artículo, la forma tiene una 
importancia capital, como que sin ella, nada serían los principios 
fundamentales que se desea preservar. Plazos breves, trámites sen- 
cillos, sanciones fácil é inmediatamente aplicables, tales son, en 
general, las condiciones que debe reunir la parte procesal de una 
ley de habeas corpus, y no hay duda de que el proyecto del doctor 
Vásquez Acevedo las llena de una manera que no puede ser más 
satisfactoria. En consecuencia es nuestra humilde opinión que no 
debe ser alterado, porque toda modificación se realizaría sin prove- 
cho, y aún con riesgo de obscurecer y de complicar una obra cuyos 
principales méritos deben ser, —lo son en el caso presente— la 
sencillez y la claridad. 

El último de los artículos transcriptos nos sugiere, sin embargo, 
una observación, y no objeción ó modificación, porque aquí como 
en lo dicho en otros artículos, nos limitamos á exponer cuestiones 
que surgen á nuestro espíritu al estudiar el proyecto, más bien que 
á proponer soluciones que consideremos superiores á las que adopta 
el autor del proyecto. La observación de que hablamos es la si- 
guiente: según el artículo 10 á que nos referimos, “las irregulari- 
dades cometidas por los jueces mismos en la aprehensión de las 
personas se reparan por la vía de los recursos legales”. Es justa, 
es sabia esta prescripción. Los atentados cometidos por autorida- 
des judiciales no asumen la gravedad de los que cometen las auto- 
ridades ejecutivas, y tienen marcada la vía regular de su repara- 
ción en las fórmulas del derecho procesal ordinario. No obstante, 
creemos del caso hacer notar, que esto es así, tal como lo decimos, 
una vez que ha comenzado el sumario y el prevenido en posesión 
de todos sus medios de defensa, puede hallar en los recursos legales 
la reparación del agravio que se le infiera. Pero, hay un momento, 
el que sigue de inmediato á su aprehensión, en que su situación 
es otra bien diferente. No puede hacerse oir, no tiene defensor, está 
entregado en absoluto al juez sumariante. Verdad es que la ley 
procesal establece un plazo breve, para comenzar el sumario, re- 
querir al prevenido para que nombre defensor é interrogarlo á pre- 
sencia de éste: sin embargo, con fútiles pretextos ó sin ellos puede 
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un juez faltar á ese deber elemental, dejar que transcurra el tiempo 
sin efectuar los actos indicados y mantener así, en prisión, á un 
inocente, sin interrogarlo, sin oir sus defensas sin darle la ocasión 
de justificarse Ó de obtener, por lo pronto, la libertad provisional. 
El caso no es frecuente pero puede ocurrir y ha ocurrido. Contra 
esas transgresiones hay, sin duda, también, recursos en el procedi- 
miento ordinario, pero recursos largos, dispendiosos y cuya sanción 
solo llega tarde Ó munca. Lo que sería necesario, lo que considera- 
mos indispensable á una buena ley de garantías individuales es hacer 
tan fácil el correctivo de esa falta del magistrado, como lo será 
con arreglo al proyecto, corregir el atentado de los funcionarios 
de carácter ejecutivo. Que cualquier persona que tenga conocimiento 
de que un prevenido está más de 24 horas sin ser interrogado y 
sin que se le nombre defensor, pueda presentarse por él, sin ne- 
cesidad de mandato, ante magistrados superiores, denunciando la 
infracción; y que el magistrado requerido, dentro de breve y pe- 
rentorio plazo, tenga que expedirse, restableciendo el imperio de 
la ley procesal y aplicando al juez omiso ó culpable una sanción 
inmediata. Sería ese un buen complemento de la ley proyectada. 

De las disposiciones que dejamos someramente analizadas pasa 
dicha ley a prevenir los actos arbitrarios de la justicia militar, y 
lo hace en esta forma: 


Art. 11. Cuando un tribunal ó juez militar invadiere la ju- 
risdicción común, aprehendiendo ó enjuiciando á personas no su- 
jetas al fuero militar, el aprehendido ó cualquiera en su nombre, 
podrá ocurrir ante el Tribunal Pleno, quien resolverá dentro de 
48 horas sobre la competencia ó incompetencia del tribunal o juez 
militar, previa audiencia á que concurrirá el Ministerio Público y el 
recurrente con su defensor. 

Sucesos recientes han demostrado con la brutal elocuencia de 
los hechos, que la libertad personal será juguete de los gobernantes, 
a pesar de todas las prescripciones legales que la amparen, á pesar 
de la rectitud y de la independencia de los magistrados civiles, en 
tanto pueda, la justicia militar, someter indebidamente los ciuda- 
danos ó aún los militares á su jurisdicción. Vergüenza y escándalo 
de esta época, por tantos motivos llamada de reparación, son los 
procesos militares con que, en ocasiones repetidas, el presidente 
de la República ha pisoteado la libertad de los ciudadanos, sustra- 
yéndolos á sus jueces naturales, encerrándolos en fortalezas, some- 
tiéndolos á una justicia sobre la que tiene una influencia poco 
menos que omnipotente. Poco importa que la magistratura civil 
cumpla dignamente su deber; poco importa que jueces como el 
doctor Mendoza y Durán y fiscales como el doctor Romeu Burgués, 
se opongan á esa impúdica violación de las leyes procesales y de 
las garantías acordadas á los derechos del individuo. En tanto se ven- 
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tila una contienda de competencia, con arreglo á la tramitación 
regular de tales incidentes, llena su objeto el Poder Ejecutivo; dis- 
pone á su antojo de la libertad de los ciudadanos ayudado por esa 
otra monstruosa inconstitucionalidad proclamada por la justicia mi- 
litar, según la cual en los procesos sometidos á esa jurisdicción, no 
existe la libertad provisional de los detenidos. Pasan los días en la 
contienda de competencia, y cuando se vá á fallar, para evitar que 
se falle y quede sentado el precedente contrario á la arbitrariedad 
favorecida por los jueces militares, el presidente de la República 
pronuncia la frase de perdón, y abre las puertas de la cárcel á quie- 
nes legalmente no pudieron estar en ella un sólo instante. Así, 
con esa comedia de magnanimidad, termina el proceso. Tal es el 
sistema que hace irrisorias todas las garantías constitucionales 
y legales para la libertad personal. Si la ley de "Habeas Corpus” 
no había de ser una farsa era necesario incluir en ella disposiciones 
que pusieran término á tan indigna surpechería. Lo ha hecho el 
doctor Vásquez Acevedo en el artículo que dejamos transcripto 
al que convendría, sin embargo, agregar un plazo breve para que 
la justicia militar cumpliera lo dispuesto por el tribunal pleno, bajo 
las penas establecidas para los que indebidamente mantienen á 
una persona privada de la libertad. Ibamos á proseguir, pero en 
presencia del excesivo desarrollo del presente artículo, aplazamos 
para otro la continuación. 


“La Razón”. Montevideo, marzo 15 de 1902, pág. 1, cols. 3 y 4. 


En lo mismo 
El proyecto del Dr. Vásquez Acevedo 


Dice el artículo 12 del proyecto de ley presentado por el 
doctor Vásquez Acevedo que venimos examinando desde hace al- 
gunos días: 


“Art. 12. En el caso de infracción municipales ó policiales, el 
contraventor no podrá ser reducido á prisión, sino cuando habien- 
do mediado formal intimación del pago de la multa legal hubiere 
dejado de pagarla ó de garantir su pago”. 

Hechos recientes han revelado la conveniencia de incorporar 
a muestras leyes la disposición anterior. —Cuando se realizó la pri- 
sión del señor Lacoste, ante las reclamaciones de la Comisión Per- 
manente, creyó el Poder Ejecutivo que podría salvar su responsabi- 
lidad declarando que dicho ciudadano había sido aprehendido por 
infracción policial.— Es una estratagema vulgar, que convenía evitar 
para lo sucesivo, y el proyecto la evita. Las infracciones de carácter 
policial tienen pena de prisión o multa, siendo facultativo para el 
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detenido evitar la primera pagando la segunda. En consecuencia, 
ningún funcionario de policía puede legalmente mantener en la cár- 
cel a un individuo sino en el caso de que se niegue a pagar la 
multa correspondiente. Parecerá que mo había necesidad de de- 
cirlo. Sin embargo, lo repetimos, los hechos han demostrado lo 
contrario y ante tal demostración se impone dejar expresamente 
consignada la disposición contenida en el artículo 12 del proyecto, 


El artículo siguiente se refiere a un tema de verdadera tras- 
cendencia, y dice así: 


Art, 13. Son aplicables las disposiciones de esta ley a los casos 
de personas que sin previo y formal contrato de enrolamiento sean 
tomadas para el servicio de las armas. 


Será nulo todo contrato de enrolamiento celebrado por un 
ciudadano después de haber sido tomado por la fuerza para el 
servicio militar. 


En ningún caso los ciudadanos enrolados por fuerza ó en for- 
ma ilegal podrán ser tratados y juzgados como desertores”, 


Relaciónase directamente el artículo que dejamos transcripto, 
con el problema siempre palpitante de la remonta del ejército. Si 
las cárceles deben abrirse para los ciudadanos encarcelados contra 
derecho por medio de los recursos enunciados en el proyec- 
to, los cuarteles, que también suelen ser cárceles y mo las más 
benignas, deben también tener un capítulo especial en la ley tutelar 
de la libertad personal. Nada puede oponerse á ello. Los que, 
como el señor Cuestas, afirman cada vez que la ocasión se pre- 
senta, que no hay forzados en los batallones, que todos los soldados 
son voluntarios o contratados en forma, tendrán que recibir con 
agrado una disposición legal que permitirá corregir en un mo- 
mento alguna injusticia que haya escapado al ojo perspicaz del pre- 
sidente de la República. Los que como nosotros creen que todavía 
la situación del ejército deja que desear en lo que se refiere al 
punto de que tratamos, á pesar de que, sin duda, mucho se ha 
progresado tienen que recibir con aplauso esa parte del proyecto. 
En todo caso si alguien la criticara, juzgando que puede conducir 
a la desorganización del ejército, le diríamos que lo que traería 
consigo no sería desorganización sino reorganización. Haría ine- 
vitable la reforma que desde años esperamos en vano, la que me- 
jorando la situación del soldado permita colocar la institución mi- 
litar sobre bases diferentes de las que hoy tiene suprimiendo casos 
dolorosos y vergonzosos que aún surgen de vez en cuando revela- 
dos y anatematizados por la prensa diaria, 

Todas las disposiciones que nos ha sido necesario examinar 
en esta serie de artículos se refieren al régimen personal de la li- 
bertad individual, es decir, a las garantías que en épocas normales 
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deben amparar esa libertad. El artículo 14, por el contrario, se 
refiere a las situaciones extraordinarias a los momentos críticos en 
que todos los pueblos suspenden el régimen legal ordinario ante la 
necesidad de conjurar un peligro exterior o una conmoción inter- 
na. Nadie podría desconocer la suprema necesidad de conceder fa- 
cultades extraordinarias al Poder Ejecutivo en esos casos extremos 
pero el ejercicio de dichas facultades ha de tener algunas limitacio- 
nes, pues de otra manera ellas degenerarían en la arbitrariedad 
más absoluta. Los constituyentes así lo entendieron, concediendo al 
Poder Ejecutivo la facultad de adoptar medidas extraordinarias pero 
marcando condiciones para su ejercicio, agregando que debe dar 
cuenta “inmediatamente” a la Asamblea de las medidas adoptadas, 
y estando a su resolución. Es bien claro el artículo constitucional: 
no obstante con frecuencia los gobiernos hacen uso de las faculta- 
des extraordinarias dejando para las calendas griegas el cumpli- 
miento de la prescripción que ordena se dé cuenta inmediata a la 
Asamblea. Es lo que quiere evitar más propiamente corregir el pro- 
yecto del doctor Vásquez Acevedo y lo hace con el siguiente ar- 
tículo: 


“Art. 14. El recurso de “habeas corpus” procederá aún en el 
caso del último inciso del artículo 81 de la Constitución, cuando 
el Poder Ejecutivo no diera cuenta a la Asamblea General ó Comi- 
sión Permanente de la aprehensión realizada, dentro del término 
de 48 horas”. 

No consideramos aceptable la disposición que acabamos de 
transcribir. Lejos de amparar la libertad personal restringe las garan- 
rías que la Constitución ha dado a dicha libertad. Nuestra Consti- 
tución no admite que el presidente de la República pueda ordenar 
la prisión de un ciudadano aún en el caso de la última parte del 
artículo 81, sino al sólo objeto de someterlo á sus jueces naturales, 
dentro de las 24 horas. Quiere decir que el recurso de "habeas cor- 
pus” subsiste aún en situaciones extraordinarias, y que ampara a 
todos los detenidos que pasan más de 24 horas sin ser entregados a 
sus jueces aún cuando se dé cuenta inmediatamente a la Asamblea. 
Lo dice bien claramente el artículo 83 de la Constitución en estos 
términos: 

“El presidente de la República no podrá... ni privar a indi- 
viduo alguno de su libertad personal y en el caso de exigirlo así 
urgentísimamente el interés público, se limitará al simple arresto 
de la persona con obligación de ponerla en el perentorio término de 
24 horas a disposición de juez competente”. Nada más claro mi más 
categórico. Aún en los casos más extremos, el Poder Ejecutivo si 
priva de la libertad a un individuo, está en la obligación de entre- 
garlo a la justicia dentro del término perentorio de 24 horas. Aún 
en los casos más extremos por lo tanto procede el recurso de 
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“habeas corpus”. En consecuencia, ese artículo 14 debe ser supri- 
mido y reemplazado. ¿En que forma? Es lo que diremos en capí- 
tulo separado que será el último de nuestro estudio sobre el pro- 
yecto, 


"La Razón". Montevideo, marzo 18 de 1902, pág. 1, cols. 3 y 4. 


Para concluir 


Hicimos ayer la crítica del artículo 14 del proyecto de ley de 
habeas corpus, presentado por el doctor Vásquez Acevedo. Dijimos 
que aquel artículo, lejos de ser favorable á la libertad personal, era 
restrictivo de tal libertad, contra terminantes disposiciones consti- 
tucionales. Según esa parte del proyecto, el recurso de “habeas cor- 
pus” queda suspendido cuando el Poder Ejecutivo hace uso de las 
facultades que para "casos graves é imprevistos de ataque exterior 
ó conmoción interior” le ha otorgado el artículo 81 de la Consti- 
tución. Ese recurso no procedería, dentro de tales casos, sinó cuando 
el Poder Ejecutivo dejara de dar cuenta á la Asamblea, en el plazo 
de 48 horas de las medidas adoptadas. Es limitar las garantías que 
los constituyentes dieron a la libertad personal. Es dar á las facul- 
tades extraordinarias del Poder Ejecutivo una extensión que no 
pueden tener con arreglo á las prescripciones constitucionales. Nues- 
tra Constitución, como ayer lo dijimos, no admite que el presidente 
de la República pueda ordenar la prisión de un ciudadano, aún 
en el caso de la última parte del artículo 81, sinó al sólo objeto 
de someterlo á sus jueces naturales, dentro de las 24 horas. Quiere 
decir que el recurso de “habeas corpus” subsiste aún en situaciones 
extraordinarias, y que ampara á todos los detenidos que pasan más 
de 24 horas sin ser entregados á sus jueces, aún cuando se dé 
cuenta inmediatamente á la Asamblea. Lo dice bien claramente el 
artículo 83 de la Constitución en estos términos: "El presidente 
de la República mo podrá... ni privar á individuo alguno de su 
libertad personal, y en el caso de exigirlo así urgentísimamente el 
interés público, se limitará al simple arresto de la persona, con 
obligación de ponerla en el perentorio término de 24 horas á dispo- 
sición de juez competente”. Nada más claro ni más categórico. 
Hasta en los casos más extremos, el Poder Ejecutivo, si priva de 
la libertad á un individuo, está en la obligación de entregarlo á la 
justicia dentro del término perentorio de 24 horas. Aún en los 
casos más extremos, por lo tanto, procede el recurso de “habeas 
corpus”. 

Podemos agregar algo más, en apoyo de nuestras afirmaciones. 
Se halla hoy en vigencia una ley interpretativa de la Constitución, 
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que fijó el alcance de las facultades extraordinarias del Poder Eje- 
cutivo. Según esa ley, dichas facultades hállanse limitadas por los 
artículos 83, —ya citado— 136 y 143 de la misma Constitución. 
Nada es posible objetar contra esa interpretación. El artículo 143 
dice bien claramente que el Poder Ejecutivo aún en el caso de que 
el interés público exija urgentísimamente la prisión de un ciuda- 
dano, tendrá que limitarse á la simple aprehensión del mismo, de- 
biendo someterlo dentro de 24 horas á juez competente. El artículo 
136 establece que “ninguno puede ser penado ni confinado sin 
forma de proceso y sentencia legal”; y claro está que dicho artículo 
debe regir aún en situaciones extraordinarias, porque el artículo 81 
sólo autoriza á tomar medidas prontas de seguridad en casos gra- 
ves é imprevistos no á crear situaciones permanentes mi duraderas 
fuera de la Constitución y de las leyes como lo sería la imposición 
de una pena sin previa formación de proceso y sentencia pronun- 
ciada en forma. Por último, ese artículo 143, dice que “la seguri- 
dad individual no podrá suspenderse sinó con la anuencia de la 
Asamblea en el caso extraordinario de traición ó conspiración con- 
tra la patria, y entonces sólo será para la aprehensión de los delin- 
cuentes”. También de este último artículo resulta limitado en for- 
ma que no admite dudas, el artículo 81. Con arreglo á él, aún en 
la situación más extrema —caso de traición ó conspiración contra la 
patria— la suspensión de la seguridad individual mo puede tener 
otro fin que la aprehensión de los delincuentes. Realizada ésta, 
recobran todo su imperio las prescripciones del derecho procesal 
ordinario: con más razón, las garantías constitucionales de los de- 
rechos del individuo. 


Se dirá, tal vez, que entendiendo así las cosas, quedan supri- 
midas las facultades extraordinarias del Poder Ejecutivo. Habría 
error, error evidente en la objeción que dejamos enunciada. Ese 
artículo 143 aclara nuestro pensamiento de una manera que supri- 
me toda discusión. La seguridad individual sólo se puede suspender 
para la aprehensión de los delincuentes. Las facultades extraordina- 
rias del presidente de la República no tienen, mo pueden tener otro 
alcance en lo que á las personas se refiere. Y es bastante. Desa- 
parecen para él en los casos á que se refiere el artículo 81 de la 
Constitución, las restricciones que halla su acción durante las épo- 
cas normales, en lo relativo á la aprehensión de los ciudadanos. El 
presidente de la República podrá, en consecuencia, ordenar su pri- 
sión fuera del caso de infraganti delito y sin orden de juez, pero 
no podrá disponer de la suerte de los presos ni sustraerlos á sus 
jueces naturales. Tal es la verdadera solución constitucional, más 
liberal, más tutelar para la libertad que la del artículo 14 del pro- 
yecto. Con arreglo á ella, dicho artículo podría ser sustituido por 
otro que dijera más ó menos lo siguiente: 
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“En los casos del inciso último del artículo 81 de la Consti- 
tución el presidente de la República podrá privar á cualquier ciu- 
dadano, de su libertad con prescindencia de las formalidades que 
establecen los artículos 1%, 2° 3” y 4”, de la presente ley, pero de- 
berá limitarse á su simple aprehensión, sometiéndolo dentro del 
término perentorio de 24 horas á juez competente”. 


“En el caso de no cumplirse esta última prescripción procederá 
el recurso de habeas corpus”. 


Dejando esta parte del proyecto, pasamos al artículo siguiente 
concebido en estos términos: 


“Artículo 15. La excarcelación bajo fianza procede en todas 
las causas comunes y militares, tratándose de delitos que no me- 
rezcan pena de muerte, de presidio, de penitenciaría ó más de dos 
años de prisión. 

No se admitirá como fiadores sino á personas de buen nombre 
y arraigo justificado con títulos ó documentos formales”. 


Corrige también este artículo una práctica viciosa, opuesta en 
absoluto al espíritu de la Constitución, establecida por los tribu- 
nales militares, con transgresión notoria de derechos consagrados 
por la ley procesal. La justicia militar, bien sabido es, considera 
todas las penas que limitan la libertad de la persona, aun el sim- 
ple arresto, aún el destierro, como penas corporales. De ahí, que 
ningún procesado, sometido a esa jurisdicción obtenga la libertad 
bajo fianza. El artículo que dejamos transcripto corrige tal injus- 
ticia, poniendo fin á un régimen cuyo único resultado tiene que 
ser facilitar las venganzas de todo gobernante que quiera hacer de 
la justicia militar, instrumento de mezquinos rencores y de pasio- 
nes inconfesables. ; 

La Constitución de la República en su artículo 139 dice lo 
siguiente: “En cualquier estado de una causa de que no haya de 
resultar pena corporal, se pondrá al acusado, en libertad, dando 
fianza según ley”. Para fijar el alcance del artículo citado es nece- 
sario, pues, averiguar previamente qué es pena corporal. Para los 
constituyentes, la pena de prisión no pudo ser pena corporal, En 
aquella época la pena de prisión sólo existía con carácter preven- 
tivo, de manera que no pudo referirse á ella el artículo constitu- 
cional. Pena corporal, según éste, debe ser toda pena más grave que 
la de prisión: galeras, presidio, etc. Acercándose al verdadero es- 
píritu de la Constitución el Código de Instrucción Criminal ha 
dicho en su artículo 392, que son penas corporales las que exceden 
de seis meses de prisión o trescientos pesos de multa. El proyecto 
del doctor Vásquez Acevedo, identificándose con dicho espíritu, 
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va más lejos y declara que solo se considerará pena corporal Ja que 
exceda de dos años de prisión. Es lo constitucional y lo que acon- 
sejan los principios del procedimiento penal. 


No sugiriéndonos observación alguna los dos últimos artículos, 
ponemos aquí punto final al estudio del proyecto del doctor Vás- 
quez Acevedo, estudio deficiente como que tiene que ser propor- 
cionado á nuestras aptitudes y también al reducido espacio que se 
puede consagrar a esas cuestiones en la prensa diaria. Se trata de 
un proyecto de ley, digno de la atención del Cuerpo Legislativo, y 
cuyo pensamiento fundamental debe subsistir aún cuando sean ine- 
vitables algunas modificaciones. De cualquier manera, bien merece 
un aplauso el autor del proyecto por su feliz iniciativa. Que las 
cámaras la segunde, y el aplauso serán también para ellas. 


"La Razón”, Montevideo, marzo 19 de 1902, pág. 1, cols. 3 y 4, 


[Carta del Dr. Alfredo Vásquez Acevedo al Dr. Juan Andrés 
Ramírez sobre el proyecto de ley de Habeas Corpus.] 


[Montevideo, marzo 19 de 1902.] 


La Ley de "habeas corpus” 


Carta del Doctor Vásquez Acevedo 


Publicamos en seguida una carta en que el senador por Flores 
doctor Alfredo Vásquez Acevedo comenta las observaciones que 
formulábamos respecto de su proyecto de ley de “habeas corpus” 
en la serie de artículos que terminamos ayer. 

Nuestra divergencia con el doctor Vásquez Acevedo se refiere 
á un punto tan interesante que preferimos aplazar hasta mañana 


la respuesta, dejando, por el momento la palabra al ilustrado 
jurisconsulto. 


He aquí su carta: 


Señor director de “La Razón”. — Mi distinguido amigo: He 
leído complacido los interesantes artículos que ha escrito usted sobre 
mi proyecto de “habeas corpus” y le agradezco profundamente los 
benévolos conceptos que ellos contienen. 

Ha interpretado usted con rigurosa exactitud mi pensamiento 
al exponer los motivos ó fundamentos de las disposiciones princi- 
pales de ese proyecto, y con satisfacción veo que no diferimos fun- 
damentalmente sino sobre una sola cuestión. 
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Fácilmente podemos ponernos de acuerdo respecto de la casi 
totalidad de sus observaciones. 

En efecto, la que hace usted al artículo 1° se resuelve con 
un ligero cambio en la redacción de éste. Como usted lo ha com- 
prendido muy bien, mi mente no ha sabido excluir las aprehensio- 
nes realizadas por autoridades militares Ó de otra clase, puesto 
que el artículo 5” con toda claridad concede el recurso de “habeas 
corpus” á toda persona aprehendida por la “Policía ó por autoridad 
dependiente del Poder Ejecutivo”. Para evitar dudas, en vez de 
decir: “Los Jefes Políticos y empleados de su dependencia sólo 
podrán aprehender á los ciudadanos en caso de delito infraganti 3 
podrá decirse: “Ninguna persona podrá ser aprehendida sino en 
caso de “delito infraganti” no mediando orden de juez competente”. 

La observación por enunciación deficiente de los casos en que 

está autorizada la Policía para practicar aprehensiones, es justa y la 
acepto. l - 
La que se refiere á la necesidad de crear un recurso sencillo y 
rápido en favor de los detenidos, para el caso de dilatar el juez 
más de 24 horas la iniciación del sumario aunque no la considero 
fundada desde que existen los recursos ordinarios y la responsabi- 
lidad penal de los jueces, la acepto también porque creo que tra- 
tándose de garantías para la seguridad individual lo que abunda 
no daña. i 

Pero la última y más importante de sus observaciones, —la 
relativa al artículo 14 del proyecto— no puedo admitirla, á pesar 
de la consideración que me merece su opinión porque afecta con- 
vicciones muy antiguas y muy firmes. A 

Sin ánimo de hacer polémica y con el propósito único de fun- 
dar mi artículo voy á exponer brevemente mis ideas respecto de la 
cuestión constitucional que él envuelve. 

A primera vista parece que usted tuviera toda la razón. 

El artículo 83 de la Constitución dice efectivamente que el 
presidente de la República no puede privar de su libertad personal 
á ningún individuo sino en el caso de exijirlo así urgentísimamente 
el interés público, limitándose entonces al simple arresto de la 
persona, con obligación de ponerla en el perentorio término de 24 
horas á la disposición de su juez yg oa e A 

Pero esa prescripción constitucional, lo mismi ] 
artículos 136 à 143 de la carta fundamental, que usted también 
invoca hay que armonizarla con la del artículo 81. 

De otra manera resultaría que el Poder Ejecutivo en los casos 
de conmoción interior Ó ataque exterior no podría entre las me- 
didas de seguridad que le es permitido adoptar, aprehender ó alejar 
aquellos ciudadanos que pueden constituir en ciertas circunstancias, 
por su poderosa influencia Ó prestigio, un grave peligro para la 


APÊNDICE DOCUMENTAL 569 


estabilidad de las instituciones ó para el orden público. Obligado, 
con arreglo á la doctrina sustentada por usted á entregar inme- 
diatamente esos ciudadanos á la justicia, El Poder Ejecutivo que- 
daría expuesto á que por faltas de pruebas se decretase inmediata- 
mente su libertad. 

Y eso no sería razonable ni fundado, además de ser imprac- 
ticable. 

Desde luego, la disposición de la carta fundamental es tan 
general y amplia que no admite propiamente restricciones de nin- 
guna clase. Más aún, la aprehensión ó alejamiento de ciudadanos 
peligrosos en casos tales es quizá la primera y más indicada me- 
dida de urgencia, á que ha podido referirse la Constitución. 

Así lo han establecido expresamente casi todas las constitu- 
ciones americanas, empezando por la muy liberal y avanzada de la 
República Argentina, que se expresa de esta manera en su artículo 
23: “En caso de conmoción interior ó de ataque exterior que ponga 
en peligro el ejercicio de esta Constitución y de las autoridades 
creadas por ella, se declara en estado de sitio la provincia ó te- 
rritorio en donde exista la perturbación del orden, quedando 
suspensas allí las garantías constitucionales. Pero durante esta sus- 
pensión no podrá el presidente de la República condenar por sí ni 
aplicar pena. Su poder se limitará en tal caso, respecto de las 
personas, á arrestarlas ó trasladarlas de un punto á otro de la na- 
ción, si ellas no prefiriesen salir del territorio argentino”. 

Es cierto que una ley de 22 de Noviembre de 1873, “que 
nunca se ha cumplido”, declara expresamente que la última de las 
atribuciones conferidas al Poder Ejecutivo en el artículo 81 de la 
Constitución se hallan limitadas por los artículos 83, 136 y 143 de 
la misma; pero esa ley altera injustificadamente el alcance de las 
disposiciones á que hace referencia y tiene que ser forzosamente 
derogada de un modo ó de otro. 

El artículo 83, aunque se refiere á exigencias urgentes del 
interés público, debe entenderse que alude á casos distintos de los 
que menciona el artículo 81. 

El artículo 136 solo establece una prescripción de carácter ge- 
neral que no excluye las excepciones previstas Ó contempladas por la 
misma carta fundamental. En el caso no se trataría además, de penas 
propiamente dichas, sino de seguridades transitorias á que cierta- 
mente no alude el artículo. 

El artículo 143 se refiere no ya á la aprehensión de un ciuda- 
dano sino á la suspensión general de las garantías individuales, 
o sea al estado de sitio. 

Todas esas disposiciones pueden perfectamente coexistir, sin 
perjuicio de la facultad extraordinaria, y excepcional á que se refiere 
el último período del artículo 81. 
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Esa facultad es necesaria y no puede hacerse depender de 
ninguna condición previa para su ejercitación, porque hay casos en 
que los acontecimientos no permiten dilación alguna. 

La garantía para los ciudadanos se halla solo en la interven- 
ción que debe darse “expost facto” aunque inmediatamente á la 
Asamblea General ó Comisión Permanente, quien puede aprobar 
ó desaprobar las medidas adoptadas por el Poder Ejecutivo, "de- 
biendo estarse á su resolución”. 

Por eso es que yo creí deber acordar el recurso de “habeas 
corpus” para el caso de que transcurridas 48 horas de la aprehen- 
sión no se hubiere llenado esa importante formalidad. Ese es el 
fundamento del artículo 14 de mi proyecto. 

Reiterando á usted mi agradecimiento por sus amables pala- 
bras me despido. Su affmo. amigo. 


Alfredo Vásquez Acevedo. 
Montevideo, Marzo 19 de 1902. 
“La Razón”. Montevideo, marzo 20 de 1902, pág. l, col. 4. 


[Comentario periodístico del Dr. Juan Andrés Ramírez sobre la 
carta que le dirigió el Dr. Alfredo Vásquez Acevedo referente 
al proyecto de ley de Habeas Corpus.] 


[Montevideo, marzo 21 de 1902.] 


Con el doctor Vásquez Acevedo 


Mucho nos halaga la conformidad prestada por el ilustrado senador 
por Flores á la mayoría de las observaciones que nos sugirió su 
proyecto de ley de “habeas corpus”. Doblemente lamentamos, en 
cambio, que en un punto haya divergencia profunda entre nuestras 
ideas y las del respetable maestro, siendo ese punto, fundamental, é 
imposible, por lo mismo, todo acuerdo. El doctor Vásquez Acevedo 
manifiesta que redactó el artículo 14 del proyecto, inspirado por 
una convicción que de antiguo se ha incorporado á su espíritu. 
Por nuestra parte, claro está que no podremos alegar en defensa de 
la nuestra una larga prescripción. Diremos, sí, que desde las aulas 
universitarias mos ha preocupado esa cuestión, encarándola con el 
mismo criterio que presidió nuestra crítica del artículo 14 del pro- 
yecto del doctor Vásquez Acevedo, y que después, con alguna ma- 
yor experiencia de la vida y de los hombres, no hemos encontrado 
motivo alguno, capaz de modificar ese criterio. El tiempo y el es- 
tudio, el conocimiento inmediato de los sucesos políticos, la noción 
práctica muchas veces del funcionamiento de nuestras instituciones 
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sociales y políticas han ido atenuando en nuestro espíritu muchos 
radicalismos doctrinarios. Sin embargo, todos esos factores no han 
podido hacer otra cosa, —y casi afirmaríamos que no lo harán en 
el futuro— no han podido hacer otra cosa que robustecer nuestra 
convicción de que la interpretación que damos al artículo 81 del 
código fundamental es la verdadera; la que fluye de la letra de la 
Constitución, la que se armoniza con el espíritu de los constitu- 
yentes y la que mejor consulta las exigencias opuestas de la libertad 
y del orden, asegurando la libertad de los ciudadanos sin dificultar 
por eso, más de lo necesario y conveniente la acción eficaz de los 
poderes públicos. 


Ante todo, conviene hacer notar que no es posible identificar 
lo que ha estaruido muestra Constitución en materia de facultades 
extraordinarias y lo que al respecto disponen otras constituciones, 
á las cuales hay que remontarse, por lo general para fijar el alcance 
de prescripciones que parecen dudosas en la nuestra. El sistema 
nacional, en lo que á la materia se refiere tiene peculiaridades que 
hacen inevitables errores capitales siempre que se quiera juzgarlo 
por lo que disponen leyes extrañas. No admitieron los constituyen- 
tes, ni aún para los casos más graves, aquellos de traición ó cons- 
piración contra la patria, el establecimiento de la “ley marcial" 
propio de la constitución americana, medida cuyo ilimitado alcan- 
ce hizo decir á Woodbury que bajo su imperio todo ciudadano 
vive con la cuerda al cuello, expuesto á ser ahorcado por un déspota 
militar en el primer poste de alumbrado, en virtud de sentencia 
que dicte sobre tambor cualquier consejo de guerra. No adoptaron 
tampoco la institución del “estado de sitio” al menos con el al- 
cance que se le ha dado en otros pueblos. Algo hay que puede 
asimilarse á ella la suspensión de la “seguridad individual”, según 
los términos del artículo 143 de la Constitución, pero eso mismo 
sólo con grandes restricciones que en otros países no existen. Por 
eso el doctor Vásquez Acevedo cuando cita en apoyo de su tesis 
el artículo 23 de la Constitución argentina se encarga él mismo 
de probar que la argumentación es falsa por la enorme diferencia 
entre ambas Constituciones. ¿Qué dice ese artículo 23 que para 
el distinguido jurisconsulto “resuelve la cuestión ó por lo menos 
ayuda considerablemente á resolverla? Lo siguiente: “En caso de con- 
moción interior ó de ataque exterior que ponga en peligro el ejer- 
cicio de esta Constitución y de las autoridades creadas por ella, se 
declara en estado de sitio la provincia ó territorio en donde exista 
la perturbación del orden, quedando suspensas allí las garantías 
constitucionales. Pero durante esta suspensión no podrá el presi- 
dente de la República condenar por sí ni aplicar penas. Su poder 
se limitará en tal caso, respecto de las personas, á arrestarlas o 
trasladarlas de un punto á otro de la mación, si ellas no prefiriesen 
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salir del territorio argentino”. —¿Qué dice, por su parte, el artículo 
de nuestro código fundamental, que se trata de interpretar por los 
términos del que dejamos transcripto? Léase: "La seguridad indivi- 
dual sólo podrá suspenderse con la anuencia de la Asamblea, en el 
caso extraordinario de traición Ó conspiración contra la patria y 
entonces sólo será para la aprehensión de los delincuentes”. —La 
diferencia resulta evidente con grave perjuicio de la argumentación 
del doctor Vásquez Acevedo. La Constitución argentina autoriza al 
Poder Ejecutivo, durante el estado de sitio, para todo lo que no 
sea condenar ni imponer penas á los ciudadanos. La nuestra le 
prohibe todo lo que no sea la simple aprehensión de los delincuen- 
tes, á cuyo sólo efecto se suspende la seguridad individual. Bien 
claro está que el verdadero significado del artículo 143, mo puede 
ser otro que el que le dábamos en el sustitutivo del artículo 14 del 
proyecto del doctor Vásquez Acevedo. Suspensión de las formali- 
dades requeridas para la aprehensión de los ciudadanos. Y no es 
poco. Y es bastante. 


La Asamblea de 1873 en la que figuraban muchos de nuestros 
compatriotas más eminentes, dictó la ley interpretativa de la que 
hablábamos en el artículo anterior, y que responde a las ideas 
que sostenemos. No se ha cumplido nunca, dice el doctor Vásquez 
Acevedo, subrayando esa frase como si pudiera tener importancia 
en el debate. No la tiene. Tampoco se ha cumplido la Constitu- 
ción y sin embargo, á ella debemos atenernos. Desde la época en 
que la ley interpretativa fue sancionada con breves interrupciones, 
vivió la República bajo el imperio de la arbitrariedad y de la vio- 
lencia. No quedó atentado por cometer, ni agresión al derecho que 
no fuera perpetrada. ¿Que se puede inducir, entonces, del hecho de 
no haberse cumplido la ley 1873? Absolutamente nada. La ley de 
habeas corpus dictada en 1874 por esa misma Asamblea, no sólo 
no se cumplió sino que fue derogada invocándose para ello las 
exigencias ineludibles de la justicia. Sin embargo, el doctor Vás- 
quez Acevedo presenta hoy un proyecto de ley de “habeas corpus”, 
tendente al mismo fin, producto de los mismos principios. Quiere 
decir esto que sabe aquel ilustrado compatriota, —¿y cómo ha de 
ignorarlo?— que no es posible aceptar como el evangelio la en- 
señanza oficial de aquellos tiempos menguados. No es posible acep- 
tarla en lo que se refiere á la ley de habeas corpus: tampoco en lo 
que atañe á la ley de 22 de Noviembre de 1873, interpretativa de 
la Constitución y limitativa de las facultades extraordinarias del 
Poder Ejecutivo, 

Esa ley hacía precisamente lo que recomienda el doctor Vás- 
quez Acevedo: armonizar el artículo 81 de la Constitución con otros 
estrechamente relacionados con él. En ese caso está el artículo 83 
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concebido así: "El presidente de la República no podrá privar á 
individuo alguno de su libertad personal y en el caso de exigirlo 
urgentísimamente el interés público, se limitará al simple arresto 
de la persona, con obligación de ponerla dentro del término pe- 
rentorio de 24 horas á disposición de juez competente”. Es una 
prescripción que comprende y limita la del artículo 81. El senador 
por Flores lo niega, y dice que ese caso en el que un urgentísimo 
interés público exige la prisión de alguma persona es diferente 
del que ha previsto el inciso último del artículo 81. Podemos decir 
que tal aseveración no tiene fundamento aceptable. Bastan la gra- 
mática y el sentido vulgar para demostrarlo, El caso del artículo 
83 envuelve todos los demás casos, inclusive los del artículo 81. 
La locución “en el caso de exigirlo urgentísimamente el interés pú- 
blico” es de una amplitud que envuelve rodos los otros términos 
empleados por la Constitución; es la locución general y abarca, por 
lo tanto, las mil situaciones en que el interés público exige la 
adopción inmediata de medidas restrictivas de la libertad de los 
ciudadanos. En consecuencia, si ese artículo no permite al presidente 
de la República privar de su libertad á una persona sino para en- 
tregarla dentro de 24 horas á juez competente, ni aún en el caso 
de peligro exterior Ó conmoción interior, —artículo 8l— le será 
dado ir más allá. ¿Qué podría invocar en ese caso el presidente? 
La exigencia urgentísima del interés público. Y bien, aún invo- 
cando fundamento tan respetable, vería detenida su acción por ese 
artículo 83, categóricamente restrictivo de las facultades del pre- 
sidente de la República. 


En cuanto al artículo 136, citado en segundo término por la ley 
invocada, como limitativo del artículo 81, tampoco es posible 
decir como lo hace el doctor Vásquez Acevedo, que se trata de 
una prescripción de carácter general, “que no excluye las excepciones 
previstas Ó contempladas en la misma carta fundamental”. El ar- 
gumento probaría demasiado y por lo mismo no prueba nada: 
probaría que el Poder Ejecutivo está facultado en casos extraordi- 
narios para imponer penas sin forma de proceso y sentencia legal, 
lo que no cabe dentro de nuestra Constitución, lo que no cabe 
siquiera dentro del artículo 23 de la Constitución argentina, que 
citó el doctor Vásquez Acevedo. Hay que confesar, entonces, que ese 
artículo 136, rige aún en los casos extraordinarios; que nadie puede 
ser penado ni confinado aún en tales casos, sin previa sentencia 
dictada en forma legal; que los legisladores de 1873 estuvieron en 
lo cierto cuando señalaron ese artículo, entre otros, como limita- 
tivo de las facultades extraordinarias del Poder Ejecutivo. Si estas 
conclusiones no tuvieran importancia para el punto concreto que se 
discute, pues como el doctor Vásquez Acevedo lo hace notar, no se 
trata en el artículo 14 de su proyecto de imponer penas, la tiene 
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porque demuestran acabadamente, contra lo que el ilustrado maes- 
tro afirma, que las facultades concedidas al Poder Ejecutivo por el 
artículo 81 de la Constitución están limitadas por otras prescripcio- 
nes de la misma Constitución, como lo entendieron los autores de 
la ley que tan poco aprecio merece al autor del proyecto que mo- 
tiva estas discusiones. 

Más concluyente aún tiene que ser nuestra réplica en lo que 
atañe al tercero de los artículos que menciona esa ley —el artículo 
143. El doctor Vásquez Acevedo dice que se refiere “no ya á la 
aprehensión de un ciudadano, sino á la suspensión general de las 
garantías individuales, ó sea al estado de sitio”. Fácil es hallar en 
estas mismas palabras la refutación del razonamiento que encie- 
rran. Si la suspensión de la seguridad individual, aún dictada por 
la Asamblea, no puede tener más objeto que la aprehensión de 
los delincuentes, si fuera de ese único fin aún mediando resolución 
de la Asamblea, lo repetimos, recobran todo su imperio las ga- 
rantías constitucionales, parece obvio que el presidente de la Repú- 
blica, por sí solo no puede ir más lejos y que lo que no le es 
dado hacer sin autorización de la Asamblea, menos puede hacerlo 
por su voluntad exclusiva. Resulta de ese artículo armonizado con 
los artículos 83 y 143, el verdadero sistema que la constitución 
estableció en lo referente á la materia que tratamos. El presidente 
de la República en casos graves é imprevistos puede privar de su 
libertad á un ciudadano —artículo 8l— pero con obligación de 
someterlo dentro de 24 horas á sus jueces naturales —artículo 
83—; y fuera de esas situaciones imprevistas que hacen indispen- 
sable la acción inmediata, puede obtener de la Asamblea la sus- 
pensión de la seguridad individual —artículo 143— también al sólo 
efecto de la aprehensión de los delincuentes. Ahí está la verdad. 
Tal es, según muestro criterio, la verdadera doctrina de la Cons- 


titución de la República. 


Entiende el doctor Vásquez Acevedo que un sistema de esa 
índole, con tales restricciones á la acción del Poder Ejecutivo, en- 
cerraría gravísimo peligro para la estabilidad del orden y para las 
instituciones. Podríamos responder que si la Constitución establece 
un régimen hay que someterse á él, aunque sea defectuoso. No 
lo haremos. Entendemos que nuestra Constitución ha creado, en 
materia de facultades extraordinarias, un sistema que siendo am- 
pliamente tutelar para las libertades públicas, mo priva al gobierno 
de la mínima autoridad indispensable para conjurar ciertas crisis 
extraordinarias, y mínima tiene que ser sí no se quiere sacrificar 
la libertad al orden y la justicia á la seguridad general, sino armo- 
nizar esos elementos igualmente dignos de consideración. El mal de 
nuestras sociedades al menos de treinta años a esta parte, no ha 
sido, como dicen á menudo los autoritarios, no ha sido la anar- 
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quía, sinó el despotismo; no ha sido el desenf 

i ; reno de la pl 
ge ha obstaculizado el desarrollo del organismo nacional. do do 
€! autoritarismo apoderándose del gobierno absorbiendo todos los 


misma Constitución la explicación restrictiva del indicado artículo 
No És exacto que al limitar la facultad extraordinaria del Poder 
Ejecutivo sobre la libertad personal, á la aprehensión de los delin- 
cuentes, quede maniatado, inerme, ante los golpes de los enemi 
del orden. Tener el derecho de encarcelar 4 un ciudadano en Ey 
quier momento, sin mås que una denuncia, que una sospecha, no 
€S, por cierto, carecer de atribuciones eficientes en las horas d 
crisis. La simple aprehensión de los conspiradores, y el plazo > 
siempre breve que tendrán que permanecer en la cárcel sometidos 
á la justicia, unido á la convicción de que los planes están revela. 
dos, de que la autoridad los conoce, los sigue y los espera, es š 
una buena defensa para el orden público. Conceder más, es abrir 
campo á todos los atropellos, mucho más en estos países donde 
å menudo, es inmensa la influencia del presidente de la Re ública 
sobre el Poder Legislativo. Y no se vé, lo repetimos, la PESE 
indispensable de hacer tamañas concesiones. En nuestra corta vida 
política, nos ha sido ya dado contemplar de cerca situaciones di- 
fíciles, casi angustiosas, en que podía ser un problema la conser- 
vación del orden. Ni un momento nos ha ocurrido la idea de 
para resolver ese problema fuera indispensable proclamar la pa 
marcial ni hacer nada parecido. Por el contrario, con esa corta E 
periencia, hemos robustecido la convicción de que la libertad es 1 
mayor custodia de la libertad, y que la Constitución no exige de 
rechazar los ataques que se la dirijan otra cosa que el labo 
de los principios generales consagrados en la misma Constitución 
En tales ideas persistimos hoy. No triunfarán, probablemente. Hay 
un poderoso interés para el Poder Ejecutivo en que no Aii 


ceridad é independencia, —bien lo sabemos—, les haga la teoría 
de sus pretensiones, estas son generalmente invencibles. Día vendrá 
sin embargo, en que nuestra doctrina se abra paso. A obtenerlo 
consagraremos todo nuestro esfuerzo, cada vez que la ocasión s 
presente, seguros de que haciéndolo, defendemos á la vez que el 


imperio de la Constitución, los principi 
a , Principios fundamental śpij- 
men democrático. iiin 


“La Razón”, Montevideo, marzo 2] de 1902, pág. 1, cols. 4 Sy6 
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[Proyecto de ley presentado por el Dr. Alíredo Vásquez Aceve- 
do, ampliatorio del proyecto de Habeas Corpus. 


[ Montevideo, mayo 21 de 1902.] 


"PROYECTO DE LEY. El Senado y Cámara de Representantes 
de la República Oriental del Uruguay, etc., etc. 


Artículo 1° — El arresto de militares por faltas de disciplina 
no podrá jamás cumplirse en fortaleza o prisiones, sinó en Cuarteles 
situados en el mismo lugar de su residencia o en sus propios do- 
micilios. 

Art. 2? — Los oficiales y jefes militares, no están obligados 
a obedecer órdenes de comparencia que no emanen de sus superio- 
res o de los Jueces y Tribunales. : 

Art. 3° — La vigilancia de la autoridad cuando se ejerce en 
condiciones deprimentes para la persona vigilada, o cuando por las 
circunstancias que la rodean puede causar a estas alarmas y zozobras 
naturales, constituye un delito que se castigará con la destitución 
inmediata del empleado policial sobre quien recaiga la responsabi- 
lidad del hecho. 

Art. 4% — Deróganse todas las disposiciones que se opongan 
a la presente Ley. 

da 5 — caca etc. Montevideo, Mayo 21 de 1902. 
Alfredo Vásquez Acevedo, Senador por Flores”. 


Diario de Sesiones de la H. Cámara de Senadores. Montevideo, 1903. Tomo 
LXXIX, pág. 177. 


N? 2 — [Documentos relativos al tratado de arbitraje hispano- 
uruguayo.] 


[ Montevideo, abril 28 - mayo 21 de 1902.] 


[Conferencia pronunciada por el Dr. Gonzalo Ramírez impug- 
nando el tratado de arbitraje hispano-uruguayo.] 


[ Montevideo, 28 de abril de 1902.] 


El tratado hispano - uruguayo 


Conferencia del Dr. Ramírez 


Versión taquigráfica 


Señor presidente, señores: Mas de una de las distinguidas per- 
sonas que me honran esta noche con su presencia en este recinto, 
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ha de pensar que anima mi corazón una chispa de pasión insana, 
cuando vengo á provocar un debate público y de extraordinaria 
resonancia, para demostrar que el tratado de arbitraje hispano-uru- 
guayo daña intereses de un orden superior, y lo que es mas grave, 
compromete, sin que lo hayan comprendido sus autores, los fueros 
de la dignidad nacional. Por eso quisiera ser breve, y apresurar la 
hora en que lleve á todos los espíritus rectos, la íntima persuasión 
de que sólo me anima la pasión del bien público, y deploro también 
no me sea dable herir, dada la rudeza de mi palabra, las cuestiones 
trascendentales que voy á debatir con aquel estilo que usaba un 
célebre autor latino, y que al decir de un gran escritor moderno, 
tenía la concisión del fierro candente. 

Quiero ante todo escusarme del reproche de haberme ocupado 
recién de dilucidar el asunto que motiva mi conferencia, después 
que abandoné el cargo de enviado extraordinario y ministro pleni- 
potenciario en la República Argentina. 

No había recibido todavía sus credenciales el plenipotenciario 
en Méjico, y había yo discutido ya con estadistas argentinos, la 
forma en que deben celebrarse tratados de arbitraje con las naciones 
europeas, y hasta con la misma nación española, más querida por sus 
hijos de América en la hora de la desgracia transitoria, que en los 
siglos de su mayor esplendor y poderío. 


(Muy bien, muy bien. Grandes aplausos). 


El arbitraje 


Se padece una extraña confusión en estas cuestiones de arbi- 
traje amplio y obligatorio. Se empezó —me refiero á la evolución 
que ha sufrido la idea del arbitraje en el transcurso de los siglos— 
por sostener que las naciones no podían comparecer ante otro tri- 
bunal que el de Dios, y á la espera de su fallo justiciero, como 
decía ó se hizo decir al canciller germano, "la fuerza primaba 
siempre sobre el derecho”. 


Bien pronto las naciones que no tenían nada que guardar con 
títulos debidos á la usurpación ó á la conquista, ó que los tenían 
saneados por el transcurso del tiempo y el consentimiento de los 
usurpados, empezaron á reconocer que había cierta clase de cues- 
tiones que podían ser sometidas á arbitraje, y desde luego, dada 
esa concesión, era indudable que las naciones podían recurrir á 
otro tribunal que al de Dios para dirimir los conflictos internacio- 
nales. Se produjo entonces la clásica distinción de las diferencias que 
podrían surgir entre las naciones, en cuestiones jurídicas, cuestiones 
políticas y cuestiones de honor, 

Bien pronto los progresos de la razón pública hicieron desa- 


parecer, al menos para muchas naciones y muchos hombres de es- 
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tado, la clásica distinción: se reconoció que las cuestiones jurídicas 
podían ser sometidas á arbitraje, y que las mismas cuestiones polí- 
ticas, salvando siempre los derechos de autonomía é independencia 
de las naciones, podían ser dilucidadas ante un tribunal humano. 
Por último no se desconoció que las llamadas cuestiones de honor, 
debían ser sometidas muy especialmente á la justicia arbitral, porque, 
precisamente la sentencia que dicta un tribunal arbitral, queda li- 
brada, para su cumplimiento, al honor de las altas partes contratan- 
res, con responsabilidad para ante la razón pública en el mundo 
civilizado. 

En esa evolución progresiva, se concluyó por sostener que todos 
los conflictos internacionales podían ser materia de arbitraje, y ese 
ejemplo lo daba últimamente la Italia. No había presentado mis 
credenciales al gobierno argentino, cuando se firmaba en Roma 
por plenipotenciarios de la Argentina y de Italia un tratado de arbi- 
traje que reproducía otro, que en 1883 estuvieron á punto de cele- 
brar la Suiza y los Estados Unidos del Norte. 


Ese tratado de arbitraje proyectado en 1883, que parecía querer 
vincular en abrazo estrecho y fraternal la patria de Guillermo Tell, 
y la patria de Wáshington, contenía esta cláusula compromisoria; 
“Los Estados contratantes se obligan á someter sus diferencias á un 
tribunal arbitral, cualquiera que sea la causa, el objeto ó la natura- 
leza de la dificultad.” 


Italia y la Argentina 


Esa cláusula compromisoria, cuya amplitud no tiene restricción 
alguna, se consignó en el tratado de arbitraje que celebró el go- 
bierno de Italia con el de la República Argentina. El tratado era 
definitivo para Italia. Lo aprobó el gobierno argentino, y pasó al 
Congreso hace tres años, siendo rechazado allí en la forma en que 

s 
se proponía. 
¿Qué sucedía, señores? 


Todos saben que la República Argentina, desde que nació á 
la vida de pueblo libre é independiente, inscribió en su bandera 
de paz internacional, el sometimiento de todos los conflictos á los 
tribunales arbitrales, é insistió en que su rival de ultra-cordillera 
sometiese las cuestiones del Pacífico á esa misma justicia arbitral, 
á que lo invitaba á someterse el gobierno italiano en un tratado 
de arbitraje amplio y obligatorio. 

¿Faltaba, señores, la nación argentina á su programa de paz 
y de civilización que tanto la ha dignificado en sus relaciones inter- 
nacionales, rechazando ese tratado de arbitraje?. 
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No, señores; si lo resistía y lo resiste todavía, es porque en- 
tendió que comprometía intereses de un orden superior que era 
necesario salvar, pues de otra manera quedaba fundamentalmente 
herida la jurisdicción nacional. Fué entonces que el Senado argentino 
propuso una enmienda á la cláusula compromisoria. En vez de so- 
meter todas las cuestiones internacionales, sin excepción alguna á 
arbitraje, declaró que eso se haría siempre que esas cuestiones no 
afectasen á los preceptos de la Constitución de uno ú otro país. 

La enmienda fué discutida de gobierno á gobierno y rechazada 
por el gobierno italiano. 

Este precedente debía haber aleccionado á los que han suscrito 
el tratado hispano-uruguayo en Méjico para no suponer que el 
mejor de los arbitrajes es aquel que somete á esa clase de justicia, 
toda clase de cuestiones. 

Cuando la República Argentina exijía esa modificacion á la 
clíusula compromisoria, tenía en cuenta la cuestión añeja y tan 
debatida de la ciudadanía; tenía en cuenta el conflicto entre la- ley 
del territorio y la ley de la raza. Mientras que la Argentina consi- 
dera argentinos á los hijos de italianos nacidos en su territorio, 
la Italia los considera ciudadanos italianos. 

Firmado el tratado con esa cláusula amplia de arbitraje, apa- 
rentemente ran simpática, la Italia promovería el conflicto, discutiría 
el punto, lo haría caso de dificultad internacional, y agotada la dis- 
cusión amistosa del conflicto la Argentina se hubiese visto obligada 
á someter á arbitraje cuestiones que deben ser resueltas por la 
justicia nacional, porque están reglamentadas por leyes internas, que 
como tales, sólo van á cumplirse en territorio argentino. El hijo 
de italiano nacido en la República Argentina, como el hijo de 
español, es argentino segun la Constitución Argentina, y es necesario 
que lo sea, porque sino la América desaparecería. Cuando el hijo 
de italiano vuelve á su patria de origen, las leyes italianas lo con- 
siderarán ciudadano argentino ó ciudadano italiano, segun lo juzguen 
conveniente, estarán en su derecho, porque son ésos, actos de legis- 
lacion interna que van á tener efecto en territorio italiano, y esa 
jurisdicción nadie la puede discutir. Estaba pendiente esta discusión, 
cuando nació la negociación del tratado de arbitraje uruguayo-ar- 
gentino. Si el gobierno argentino me hubiese propuesto la cláusula 
compromisoria, amplia tal como la había presentado el gobierno ita- 
liano, hubiera aconsejado á mi gobierno que la aceptase, porque no 
había en ello inconveniente de ninguna especie, dadas las relaciones 
internacionales entre las repúblicas del plata, y la filosofía de sus 
sistemas políticos. 

Pero el gobierno argentino no quería aparecer proponiendo 
en un tratado con la República Oriental, la cláusula compromisoria 
que había rechazado al gobierno italiano, autor de la fórmula. 


580 REVISTA HISTÓRICA 


España y el Uruguay 


Se reconoció, sin embargo, que dicha cláusula podía ser acep- 
tada sin restricción alguna, tratándose del Uruguay y la Argentina; 
mas aun, señores: esa cláusula ha podido consignarse sin inconve- 
niente de ninguna clase en cuanto á las cuestiones de ciudadanía, 
en el mismo tratado de arbitraje hispano-uruguayo, por que en esa 
materia tenemos con España pactos internacionales mas amplios, 
lo que prueba la hidalguía de la nación española para con la Re- 
pública del Uruguay. Existe un tratado —y tratado permanente— 
entre la España y el Uruguay, cuyo artículo 7° dice: 


"Con el fin de establecer y consolidar la unión que debe existir 
entre los dos pueblos, convienen ambas partes contratantes, en que 
para determinar la nacionalidad de orientales y españoles, se ob- 
serven, respectivamente, en cada país, las disposiciones consignadas 
en la Constitución y las leyes de los mismos.” 


El tratado de arbitraje hispano-uruguayo sin embargo, no ex- 
ceptúa de la justicia arbitral, sino las Cuestiones que afecten á los 
preceptos constitucionales. En materia de nacionalidad, un pacto 
preexistente con España dice, pues, algo mas: España respeta, no 
sólo lo que establece muestra Constitución, sino también las leyes 
que dicte al respecto la Asamblea soberana. 


El defecto de la cláusula 


Pero se me preguntará: ¿por qué se protesta contra una cláu- 
sula que, aun cuando no contuviese la excepción de los preceptos 
de la Constitución, podría ser aceptada entre los dos países, al 
menos con relación á la cuestión de la ciudadanía? 


Es, señor presidente, que el defecto de la cláusula, consiste en 
suponer que, salvando las cuestiones de ciudadanía, puede firmarse 
el tratado hispano-uruguayo sin comprometer la soberanía nacional. 


Hace algunos años se reunían en congreso en la ciudad de 
Montevideo la mayoría de las naciones sud-americanas, y firmaban 
tratados de derecho internacional privado, en los cuales se reconocía 
el derecho que tiene cada nación de establecer los casos en que Jos 
jueces nacionales deben aplicar las leyes extranjeras, y se sentaba 
como principio dirimente de todos los conflictos en el derecho in- 
ternacional privado, el de la ley territorial. De manera que, tratán- 
dose de sucesiones, de quiebras, de dominio de bienes, de propiedad 
literaria, de derecho marítimo, de las cuestiones de daños y perjuicios 
entre un Estado y los nacionales de otro ó entre nacionales y extran- 
jeros, quedaba excluída en absoluto la jurisdicción arbitral, porque 
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rodo ello debía ser legislado por las leyes nacionales y juzgado por 
los tribunales nacionales. 

Estableciéndose que todas las cuestiones que puedan surgir entre 
las naciones deben someterse á arbitraje amplio, en todo lo que no 
afecte á los preceptos de la Constitución de uno y otro país, queda 
sentado que todas las cuestiones de derecho internacional privado 
quedan sometidas á arbitraje. De manera que, por la misma razón 
que la República Argentina rechazaba el tratado amplio de arbitraje 
que le proponía Italia, por las cuestiones de ciudadanía, no puede 
la República Oriental aceptar el tratado hispano-uruguayo, sin com- 
prometer su soberanía interna, entregando la dilucidación de las di- 
ficultades que puedan surgir en el dominio del derecho internacional 
privado á una justicia que no es la nacional. 

Cuando se promulgaron los tratados del Congreso Jurídico de 
Montevideo, la Asamblea Legislativa de mi país declaró que los 
gobiernos europeos no podrían adherir á esas convenciones sin ofre- 
cer en cambio beneficios compensatorios y verdadera reciprocidad. 

Había entre otros tratados sancionados, el de propiedad lite- 
raria, al que las naciones europeas se apresuraban á adherir porque 
satisfacía sus conveniencias propias, que no existían para las repú- 
blicas de Sud-América. 

No tuvo esa previsión el gobierno argentino, y por eso se han 
originado conflictos que esperan todavía una solución definitiva. 

Con ese motivo, durante el ministerio del doctor Herrero y 
Espinosa se inició una negociación por la cual se trataba de con- 
seguir que todos los tratados de derecho internacional privado fuesen 
aprobados por España. La negociación se concluyó en Montevideo; 
el tratado firmado por el ministro plenipotenciario español fué 
aprobado por su gobierno y pasado al congreso español para su 
sanción definitiva. Esto ocurría en 1893 y los tratados no han sido 
sancionados todavía, ni lo serán probablemente. 

Sancionado pues, el tratado de arbitraje hispano-uruguayo, Es- 
paña tendría perfecto derecho para sostener que la ley nacional 
sigue á los españoles á todas partes, desde que esa es la doctrina 
europea; y cuando el gobierno oriental le oponga la ley territorial, 
reconocerá el derecho de oponerla, pero le negará la facultad de 
convertirse en juez del conflicto, y justificará su pretensión con la 
cláusula compromisoria del tratado de arbitraje, en la que se establece 
“que todas las dificultades entre las dos naciones se resolverán por 
árbitros”, salvo aquellas que estén Jegisladas por un precepto de la 
Constitución. Como nuestra Constitución ni ningua otra se ocupa 
de cuestiones de derecho internacional privado, quedarían estas su- 
jetas á la justicia internacional, con mengua de la autonomía con que 
cada país dicta leyes que solo van á tener efecto en su territorio. 
(Grandes y prolongados aplausos). 
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No improviso opiniones, señores; mucho he meditado y estu- 
diado cuando he tenido que abordar negociaciones internacionales, 
y aun despues de largas horas de meditación y recogimiento, cuando 
he firmado un tratado en representación de mi patria, me ha tem- 
blado la mano, temiendo siempre no haber defendido lo bastante 
la dignidad y los intereses de la República. (Grandes aplausos). 


Antecedente importante 


Hay un antecedente que debía haber aleccionado á nuestro 
gobierno y que es reciente. i 

Todos saben que en el congreso de Méjico se trataron varias 
proposiciones de arbitraje. Una de ellas fué presentada por la dele- 
gación mejicana. (Pido disculpa, señores, si no soy mas breve, pero 
necesito hacer esta exposición). La delegación mejicana proponía 
como cláusulas compromisorias estas dos — y la proposición venía 
de una república americana. a 

La primera estaba concebida en los siguientes términos: 


“Las altas partes contratantes se comprometen á someter á jui- 
cio arbitral todas las cuestiones de derecho público internacional, 
sin perjuicio de que al firmarse el tratado de arbitraje cada nación 
pueda excluir del compromiso aquella ó aquellas cuestiones que 
considerase á su juicio inconvenientes”. , 

Por la segunda cláusula se declaraba que todas las cuestiones 
de derecho internacional privado se someterían á arbitraje. 

La proposición vino á nuestro gobierno trasmitida por el ple- 
nipotenciario en Méjico, y tuve el honor de ser consultado á su 
respecto. 

Mi contestación fué la siguiente: (no se pensaba entonces en 
celebrar tratados de arbitraje con España) “la primera cláusula á 
nada obliga, porque, si bien se someten a juicio arbitral, todas las 
cuestiones de derecho público internacional, se deja á salvo á cada 
nación en el momento de firmar el tratado, excluir del arbitraje las 
cuestiones que le convenga. Eso no es arbitraje obligatorio: ese 
es el mas facultativo de los arbitrajes. En cuanto á la segunda cláu- 
sula, por una razon contraria, es completamente inadmisible: las 
cuestiones de derecho internacional privado no pueden someterse 
á arbitraje”. J 

Precisamente el punto culminante de toda cuestión de derecho 
internacional privado es el siguiente: ¿cuando ó en qué casos, un 
tribunal nacional pueda aplicar leyes extranjeras? 

Claro está que esa cuestión la resuelve libérrimamente la nación 
en cuyo territorio se van á cumplir esas leyes. Es por esa razón 
que todas las cuestiones de derecho internacional privado no son 
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conflictos internacionales, que podrían, como tales, ser derimidos por 
la justicia arbitral. 

Se contestó entonces al plenipotenciario en Méjico y se le dijo: 
rechace por restrictiva la cláusula relativa á las cuestiones de de- 
recho público y rechace también en absoluto la cláusula relativa á 
las cuestiones de derecho internacional privado, porque esas cues- 
tiones no deben someterse á arbitraje, 

Ahora bien, señores, es cierto que en el tratado celebrado con 
España no se establece expresamente que las cuestiones de derecho 
internacional privado quedan sometidas á juicio arbitral, pero como 
no se excluyen, y todas las que no se excluyan, cualquiera que sea 
su naturaleza, tratándose de dificultades entre las naciones caen bajo 
el compromiso arbitral, sucede que el gobierno oriental, que había 
rechazado en el congreso de Méjico la proposición de comprometer 
en árbitros las cuestiones de derecho internacional privado, aceptó la 
doctrina contraria al firmar el tratado de arbitraje con España. 


Cuestiones mas graves 


Existen todavía, señores, cuestiones mas graves: son éstas las 
relativas á las indemnizaciones de daños y perjuicios que han pre- 
tendido muchas veces los gobiernos europeos dilucidar por la via 
diplomática, sin aceptar la jurisdicción de los tribunales del país, 
cuando esas indemnizaciones, debidas á aquellos gobiernos ó á sus 
súbditos, proceden de culpa ú omisión de los estados sud-americanos 
ó de los ciudadanos de esos mismos estados. 

Mas aun: se ha discutido, con motivo de la suspensión del ser- 
vicio de amortización é intereses de la deuda pública, si los estados 
cuyos nacionales eran damnificados por esa suspensión, podían ejercer 
en su defensa la acción diplomática. 

Hasta ahora ha imperado la doctrina contraria, y creo que se- 
guirá imperando, pero desde el momento en que esa cuestión pu- 
diese ser llevada á la categoría de conflicto internacional, y existiese 
un tratado por el cual la República tuviese que someter á arbitraje 
todas las diferencias internacionales cuando á ello no se oponga un 
precepto constitucional, — esa cuestión, que siempre ha sido resuel- 
ta por leyes internas, que deben acatar nacionales y extranjeros, se- 
ría arrancada al fuero nacional. 

Para que se vea que el peligro es bastante serio, voy á citar 
otro precedente; y lo tomo de la conferencia internacional de la 
paz ó de La Haya. 

El gobierno ruso propuso como cuestiones únicas que debían 
ser sometidas al arbitraje, las siguientes: 


“Art, 10, A partir de la ratificación de la presente acta por 
todas las potencias signatarias, el arbitraje es obligatorio en los casos 
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siguientes, siempre que no comprometan los intereses vitales de 
los Estados contratantes: 


4 


"1° En casos de diferencias ó contestaciones que se refieran á 
daños pecuniarios experimentados por un estado ó sus súbditos, á 
consecuencia de acciones ilícitas ó de negligencias de otro estado 
ó de los súbditos de este último.” 

Precisamente el gobierno ruso proponía como cuestiones com- 
prometidas, aquellas que no pueden someterse en ningún caso á 
juicio arbitral. 

Sabido es, señores, que las cuestiones de daños y perjuicios 
entre nacionales y extranjeros deben ser dirimidas por los tribunales 
nacionales, y en ellas no cabe por lo tanto la acción diplomática 
sino en el caso de denegación de justicia, cuando los tribunales no 
dan al extranjero las garantías que concede la ley nacional. 

Pues bien, señores, la conferencia de La Haya, rechazó aquella 
proposición, no porque la cuestión comprometida no fuese caso de 
conflicto internacional, sino porque se imponía el arbitraje obliga- 
torio, y la conferencia sostenía el arbitraje facultativo aun en las 
pocas cuestiones que sometía á juicio arbitral. 


El tribunal arbitral 


Señores: todo tratado de arbitraje tiene que ocuparse de tres 
clases de cuestiones; la primera comprende la determinación de las 
diferencias internacionales que deben ser sometidas á juicio arbitral. 
La segunda trata de la organización del tribunal y la tercera señala 
los procedimientos á seguir. Las dos primeras cuestiones son igual- 
mente fundamentales. 

Ya hemos visto cómo el tratado hispano-uruguayo, resuelve la 
primera. Véase ahora cómo resuelve la segunda. 

Aparentemente, el tratado somete las cuestiones de arbitraje á 
un presidente de una república americana ó á un tribunal colegiado, 
formado por jueces y peritos españoles, uruguayos ó hispano-ameri- 
canos; pero en realidad y en último término, el sometimiento se 
hace á un tribunal en el cual no figuran sino representantes de po- 
tencias europeas. El artículo relativo del tratado dice así: 


“Art. 3? Para la decisión de las cuestiones que, en cumplimiento 
de este convenio, se sometieran á arbitraje, las funciones de árbitros 
serán encomendadas con preferencia á un jefe de Estado de una 
de las repúblicas hispano-americanas ó á un tribunal formado por 
jueces y peritos españoles, uruguayos ó hispano-americanos. 

En caso de no recaer acuerdo sobre la designación de árbitros, 
las altas partes signatarias se someterán al tribunal internacional 
permanente de arbitraje, establecido conforme á las resoluciones 
de la conferencia de La Haya de 1899, sujetándose en éste y en el 
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anterior Caso á los procedimientos arbitrales especificados en el 
capítulo II de dichas resoluciones.” 


Todos saben las dificultades que se presentan cuando hay que 
constituir el tribunal arbitral si son las partes contratantes las que 
van á designar directamente las personas que deben constituirlo. 
Mientras se trata de dos árbitros, el arreglo es posible porque cada 
contratante mombra el suyo. Es cuando se trata de mombrar un 
tercero que nace la dificultad, y en ese caso ¿qué dice el tratado? 
Que si no se conviene en la designación de tercero, aunque los 
compromitentes tengan la mejor voluntad para nombrar al presidente 
de una República americana, hay que entregar cuestiones que pue- 
den ser de derecho internacional privado á la jurisdicción de un 
tribunal, cuyos miembros por sus Opiniones científicas conocidas 
las han resuelto de antemano en contra de la República del Uruguay. 
(Muy bien, grandes aplausos). l 


Como nos juzgaban en La Haya 


Pero no es esto lo mas grave, señor presidente, y me cuesta 
entrar con serenidad á esta última parte de mi conferencia, Por el 
tratado de arbitraje hispano-uruguayo se han sometido cuestiones 
que son de derecho interno, á un tribunal, —;¡tengo que decir la 
verdad! — organizado por la Conferencia Internacional de la paz, 
que ha hecho á las repúblicas sud-americanas el agravio de negarles 
el derecho de formar parte de aquel tribunal, por su estado inferior 
de civilización! (Muy bien. Aplausos nutridos). 

Como no se lanza una acusación de tamaña gravedad sin pre- 
sentar en el acto la prueba, la tengo aquí, en la mano! (Nutridos 
aplausos). 


El señor Hordeñana — Hay una declaración posterior que 
destruye todo eso. Si el señor presidente me permite... 
(Murmullos ). 


A El doctor Ramírez — Por mi parte, acepto todas las interrup- 
ciones, y tendré el mayor gusto en discutir con mi buen amigo el 
señor Hordeñana la cuestión que estoy dilucidando. (Muy bien. 
Aplausos). 

El señor presidente — La presidencia ha declarado ya que con- 
cedería la palabra al que la solicitara pasando su nombre por escrito 
á la mesa, Es una resolución que ha sido adoptada en el seno de la 
comisión directiva. 


El señor Hordeñana — ¿Después que descienda el doctor 
Ramírez de la tribuna podré ocuparla yo? 
El señor presidente — Si señor. Continúa con la palabra el 


doctor Ramírez, 
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El doctor Ramírez — Los artículos 59 y 60 de la conferencia 
de La Haya dicen así: (lee) 

Art. 59. Las potencias no signatarias que han sido representa- 
das en la conferencia internacional de la paz, podrán adherir á la 
presente convención. — En tal caso, harán conocer su adhesión á las 
potencias contratantes por medio de una notificación escrita, diri- 
jida al gobierno de los Países Bajos, y comunicada por éste á todas 
las otras potencias contratantes. 


Art. 60. Las condiciones bajo las cuales las potencias que no 
han sido representadas en la conferencia internacional de la paz, 
podrán adherir á la presente convención, formarán el objeto de un 
acuerdo ulterior entre las potencias contratantes. 

El informe oficial de la comisión que dictaminó sobre esos 
artículos dice así: 

"Los artículos 59 y 60 reglamentan la cuestión de adhesión. 
Estas difieren de las cláusulas finales de las otras convenciones, las 
que quedan absolutamente abiertas á la adhesión de todas las po- 
rencias. La presente convención ha considerado dos situaciones di- 
ferentes: se ha distinguido entre las potencias representadas en la 
conferencia y aquellas que no lo han estado. A estas dos situacio- 
nes responden los dos artículos 59 y 60. Las potencias representadas 
en La Haya tienen dos medios de llegar á ser partes contratantes. 
Pueden firmar inmediatamente, ó hasta el 31 de Diciembre de 1899. 
Esto hace el objeto del artículo 59. El artículo 60 reglamenta la 
situación de las potencias no representadas en la conferencia. Resulta 
de su texto que estas potencias pueden adherir á la convención, pero 
la determinación de las condiciones de esta adhesión queda reser- 
vada á un acuerdo ulterior de las potencias contratantes.” 

Y mas tarde, refiriéndose á la misma cuestión, los delegados 
franceses defendieron nuestra entrada á la convención que resultó 
de aquella conferencia, en estos términos: 

“Teóricamente se hubiera podido vacilar; era posible sostener 
que las convenciones concertadas suponían cierto fondo común de 
ideas, de sentimientos, de civilización, y que por consiguiente, los 
Estados que no tenían este fondo común, no podrían llegar á ser 
partes contratantes por su sola voluntad. — Pero la composición 
misma de la Conferencia destruía especialmente esta consideración. 
Desde el momento en que la China, la Persia y Siam tienen derecho 
á ser partes contratantes Ó adherentes, ¿con qué derecho se recha- 
zaría á ningún Estado Sud-Americano bajo el pretexto de una di- 
ferencia de civilización?” 

Esta es la defensa, que nos deprime tanto como el ataque que 
tiende á rechazar. — (Muy bien, grandes aplausos). 

Pues bien, señores, la defensa del delegado francés no se en- 
contró buena y se declaró, que apesar de que China, Persia, Siam 
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y Turquía tendrían plenipotenciarios en la Corte arbitral, ella debe- 
ría mantenerse cerrada á las repúblicas Sud-Americanas por su es- 
tado inferior de civilización! — (Muy bien, grandes aplausos), 


Yo sé, señores, que el plenipotenciario que concurrió al Con- 
greso de Méjico, en nuestra representación, no conoce estos ante- 
cedentes que nos denigran, y que se ha tenido la inconciencia de 
agravar con muestro sometimiento voluntario á la jurisdicción de 
aquella Corte; pero los conocía yo, y mi deber es defender á la 
patria! — (Aclamaciones). 


Ahora bien, señores, espero que nadie ya, en adelante, siendo 
oriental, pueda leer con indiferencia este artículo 3° del tratado 
de arbitraje con España. 


“Art, 3% Para la decisión de las cuestiones que, en cumplimiento 
de este convenio, se sometieran á arbitraje, las funciones de árbitros 
serán encomendadas con preferencia á un jefe de Estado de una 
de las repúblicas hispano-americanas Ó á un tribunal formado por 
jueces y peritos españoles, uruguayos Ó hispano-americanos. 


En caso de no recaer acuerdo sobre la designación de árbitros, 
las altas partes signatarias se someterán al tribunal internacional 
permanente de arbitraje, establecido conforme á las resoluciones de 
la conferencia de La Haya de 1899, sujetándose en éste y en el 
anterior caso á los procedimientos arbitrales especificados en el 
capítulo III de dichas resoluciones”. 


Pero, señores, es tan monstruosamente erróneo este artículo 
del tratado hispano-uruguayo, que á fuerza de ser monstruoso ten- 
dría que quedar sin efecto. 

La forma de constitución de esa Corte de justicia arbitral es la 
siguiente: cada nación, y es claro que esto sólo pueden hacerlo 
aquellas naciones que han tenido entrada á la conferencia, nombra 
cuatro delegados á la Corte. Cuando tiene lugar un conflicto inter- 
nacional y los compromitentes lo someten á la jurisdicción de esa 
Corte, el procedimiento para constituir el tribunal arbitral es este: 
cada nación nombra dos árbitros de los que forman parte de la 
Corte. — Es claro que si se produjese una cuestión entre España 
y los Estados Unidos, por ejemplo, como se trata de naciones que 
tienen árbitros propios en la Corte, la España empezará por nom- 
brar dos de sus cuatro delegados y los Estados Unidos nombrarán 
dos de los suyos. Esos delegados nombrarán el que ha de decidir. 
La garantía de la imparcialidad del fallo se encuentra precisamente 
en la forma como se designa ese árbitro. 


Si no se avienen sobre él se designa una tercera potencia para 
que lo elija y si no cabe el avenimiento todavía, cada uno de esos 
árbitros nombra una y las dos designan el árbitro tercero. 


Pero ¿qué sucedería si la República aceptase este tratado y 
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quedase sometida á una corte de justicia arbitral después que se ha 
declarado que somos indignos de tener en ella representación? 

Producido el conflicto entre España y la República, España 
tendría el derecho de nombrar dos publicistas de su mayor confianza, 
porque tiene cuatro en la corte, y nosotros estaríamos obligados á 
elegir entre los delegados designados por otras potencias, ya que no 
tenemos en la corte ninguna representación. — (Muy bien, gran- 
des aplausos). 

Señores: — He fatigado demasiado á mi auditorio y necesito 
concluir. — Además me siento también fatigado. Pero dos palabras 
antes de terminar. 

Declaro que no ha sido mi propósito promover cuestiones 
personales sinó dilucidar cuestiones trascendentales de derecho pú- 
blico de gentes y de autonomía nacional. 

He querido sólo defender á mi patria, y al defenderla creo haber 
salvado los respetos que debemos á la noble nación española. 

¡Si, España; patria de mis abuelos! el día en que perdiste el 
último girón de tierra en las Américas, te adueñaste para siempre 
del corazón de sus hijos! — (Muy bien; aplausos estruendosos). 

Señores: — ¡Viva España! 

"El Siglo”, Montevideo, 28 de abril de 1902, 


[Discurso pronunciado por el Dr. Alfredo Vásquez Acevedo en 

el Senado de la República en el que, al refutar las críticas for- 

muladas por el Dr. Gonzalo Ramírez al tratado de arbitraje 
hispano-uruguayo, aboga por su ratificación.) 


[Montevideo, abril 15 de 1902.] 


Cuando le tocó á la Comisión de Legislación dictaminar sobre 
el Tratado de Arbitraje negociado con España, le consagró toda 
la atención que dispensa siempre á los asuntos de su cometido, 

Analizó una por una todas sus cláusulas, sin encontrar ninguna 
que despertara en su mente la más leve duda sobre la conveniencia 
de su aceptación. 

Apreciando ese Tratado con la misma simpatía con que había 
apreciado poco tiempo atrás el Tratado de igual género con la Re- 
pública Argentina, — concebido en términos casi idénticos — de- 
cidió, sin vacilaciones, aconsejar al Honorable Senado su sanción 
inmediata. 

La decisión se presentaba aún más fácil que en el caso de 
la República Argentina. 

Nosotros no tenemos, en efecto, ningún conflicto pendiente con 
España. Están ya satisfactoriamente arregladas con la madre patria 
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por el Tratado de 1882, la cuestión sobre reconocimiento de nuestra 
Independencia; la de la Deuda por obligaciones de la época colonial; 
y la de ciudadanía de los hijos de españoles que nacen en el terri- 
torio de la República, cuestiones graves aún pendientes con algunos 
otros Estados del mismo origen que el nuestro. 

No hay tampoco probabilidad alguna de que se suscite con 
España en muchísimo tiempo ningún conflicto de importancia, ya 
que la gran distancia que separa á los dos países, suprime muchas 
diferencias y evita muchos rozamientos de intereses á que están 
expuestas las naciones vecinas. 

La Comisión de Legislación no vió por eso en el Tratado con 
España más que una nueva y feliz oportunidad de prestigiar con la 
adhesión de la República, el gran principio del Arbitraje, de que 
es y viene siendo la América el paladín más entusiasta y decidido 
desde mucho tiempo atrás. 

A los ojos de algunos de los miembros de esa Comisión el 
Tratado con España, — lo mismo que el celebrado con la Argentina, 
y el ajustado en el Congreso de Méjico, sólo adolecía de este defecto: 
el de ser un tanto restrictivo. Estando á la letra de su artículo 1° 
parecería que no se abrigaba aún entera confianza en la excelencia 
del Arbitraje para solucionar los conflictos internacionales, que se 
vacilara en renunciar para siempre al nefando recurso de la guerra 
como medio de dirimir estos conflictos. 

La tendencia humanitaria, noble y generosa de los tiempos 
modernos, es á establecer el Arbitraje con carácter absoluto, — sin 
limitaciones ni reservas de ninguna clase. 

Las Repúblicas Americanas han hecho frecuentes manifestacio- 
nes de esa tendencia. 

En el último Congreso Latino-Americano celebrado en esta ciu- 
dad, en que estaban representados, además de la República —el Bra- 
sil, la Argentina, Chile, el Paraguay, Méjico, el Perú, Bolivia y el 
Salvador, fué aprobada por unanimidad de votos y con aplauso, la 
siguiente conclusión, propuesta por el distinguido jurisconsulto bra- 
silero, doctor Manuel A. de Souza Sá Vianna: 


“El Arbitraje debe comprender todas las cuestiones que entre las 
Naciones ocurran, SEAN CUALES FUEREN SU NATURALEZA Y SU 
CAUSA”. 


Es la misma fórmula adoptada en el Tratado de Wáshington, 
de 1890, celebrado entre los Estados Unidos y varios Estados ame- 
ricanos, —en el Tratado pendiente entre los Estados Unidos y 
Suiza, — y en el propuesto por Italia á la Argentina. 

Por estas consideraciones, causó a los miembros de la Comisión 
de Legislación una honda sorpresa la noticia de que nuestro emi- 
nente internacionalista, el doctor don Gonzalo Ramírez, consideraba 
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que el Tratado ajustado con España, dañaba intereses de un órden 
superior, y comprometía los fueros de la dignidad nacional. 

El talento esclarecido del doctor Ramírez, su profundo saber, 
acreditados en hermosos libros y en actas internacionales que hacen 
honor a nuestra joven República, daban a sus opiniones una auto- 
ridad incontestable. 

Confieso, por mi parte, que sentí vacilar mis convicciones ante 
el juicio que se decía formado por el doctor Ramírez respecto de un 
Tratado, cuya aprobación había aconsejado yo, con entera confianza 
al Honorable Senado, en unión con mis colegas de Comisión. 

Pero una vez que el doctor Ramírez hizo públicas sus ideas, 
sentí renacer la tranquilidad en mi espíritu. Después de un detenido 
estudio de la Conferencia dada por él en el Ateneo, formé la íntima 
persuasión de que el distinguido profesor estaba equivocado, y de 
que debía, por consecuencia, mantenerse inalterable el dictamen de 
la Comisión de Legislación. 

Trataré de trasmitir al Honorable Senado, la convicción que 
tengo respecto de las objeciones del doctor Ramírez, —convicción 
de que participan mis honorables compañeros los señores Senadores 
por Río Negro y Canelones. 

Dos son los grandes defectos que el Doctor Ramírez atribuye 
al Tratado Hispano-Uruguayo. El primero, lo encuentra en el ar- 
tículo 1”, que, en su concepto, compromete la soberanía nacional. 


“Por el hecho de establecerse —dice— que todas las cuestiones 
que puedan surgir entre España y la República, deben someterse á 
arbitraje, en todo lo que no afecte á la Constitución de uno y otro 
país, quedan comprendidas en el Tratado las cuestiones de Derecho 
Internacional Privado, — lo que en su concepto importa someter la 
dilucidación de dificultades de orden completamente interno, á una 
justicia que no es la nacional”. 


La primera impresión que deja esta opinión del ilustrado pu- 
blicista, es de extrañeza. 

Sorprende, efectivamente, que el doctor Ramírez repudie los 
términos del Arbitraje convenido entre España y la República, idén- 
ticos á los del Tratado pendiente entre Italia y la Argentina, cuando 
según a lo expuesto por él en su Conferencia, al adoptar la Argen- 
tina la misma fórmula del Tratado Hispano-Uruguayo, salvaba inte- 
reses de un orden superior, evitando que quedase herida fundamen- 
talmente la jurisdicción nacional. 

Y sorprende así mismo la opinión del doctor Ramírez, cuando 
se recuerda que fué él el promotor y sostenedor del Tratado de 
Arbitraje celebrado entre la Argentina y el Uruguay, hace pocos 
meses, cuyo artículo 1* está redactado de la misma manera que el 
del Tratado negociado con España. 
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Sí este es malo, cómo se explica que el doctor Ramírez suscri- 
biera el ajustado con la Argentina? 

El doctor Ramírez intenta explicar el hecho por la calidad de 
las relaciones internacionales que median entre el Uruguay y la 
Argentina, y la identidad de filosofía de sus sistemas políticos. 

Pero la explicación no es admisible. 

Para el doctor Ramírez la fórmula del artículo 1* del Tratado 
Hispano-Uruguayo no es mala solo por la oposición de principios 
que supone existir entre los dos países en materia de Derecho In- 
ternacional Privado, sino porque compromete la soberanía nacional 
y deprime la autonomía de la República, entregando la dilucidación 
de las cuestiones que pueden surgir sobre Derecho Internacional 
Privado á una justicia que no es nacional! (son sus palabras). 

Luego, si la forma del artículo 1° mo puede aceptarse respecto 
de España, tampoco debió aceptarse respecto de la Argentina. 

Por último, sorprende que el doctor Ramírez censure la gene- 
ralidad con que está concebido ese artículo dadas las opiniones que 
ha sostenido hace brevísimo tiempo con el calor de su carácter 
entusiasta. 

El doctor Ramírez fué, en efecto, en el último Congreso Latino- 
Americano á que antes me he referido, uno de los defensores más 
decididos de la conclusión amplia, absoluta, de arbitraje internacio- 
nal, propuesta por el doctor Sá Vianna. 

Tengo á la mano un folleto dado á luz por este esclarecido 
juris-consulto brasilero, en el que se lee lo siguiente: 

“Las conclusiones que propuse en la sesión del 23, fueron las 
siguientes: 


"1° Las Naciones americanas deben celebrar un Tratado Per- 
manente de Arbitraje, obligatorio para los países que en él colabo- 
ren ó acepten los principios en él consignados. 


“29 La Nación que violare el Tratado, declarando la guerra á 
otra ó ejerciendo actos de hostilidad, no podrá exijir de las demás 
que se mantengan en la línea de una rigurosa neutralidad. 

“3? Los principios generales y fundamentales del Arbitraje, 
serán consignados en ese Tratado, sin perjuicio de que las Naciones 
puedan ponerse de acuerdo respecto de las reglas secundarias y 
detalles sobre constitución del Tribunal Arbitral. 

“4? El Arbitraje debe comprender todas las cuestiones que 
ocurran entre las Naciones, sean cuales fueren su naturaleza y su 
causa. 


Y agrega el doctor Sá Vianna: 


“Estas conclusiones fueron unánimemente aprobadas en la se- 
sión del 23 y pasadas á una Comisión Especial para que las am- 
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pliase en el sentido propuesto por los doctores Montero Paullier y 
Gonzalo Ramírez, aquel para que fuesen extensivas á toda la Amé- 
rica Latina y no solamente á la América del Sud, y éste para que la 
fórmula por mí propuesta se extendiese á todas las Naciones civi- 
lizadas!” 

Resulta, por consiguiente, que el doctor Ramírez no solo aprobó la 
fórmula general del doctor Sá Vianna, sino que la modificó en el 
sentido de que se hiciese extensiva á todas las naciones civilizadas, 
yendo más lejos que el doctor Sá Vianna y que el doctor Montero 
Paullier, que limitaba sus conclusiones á los Estados de la América 
Latina 

Ahora bien; si la fórmula del Tratado Hispano-Uruguayo, 
— menos general que la contenida en las conclusiones del doctor 
Sá Vianna, — envuelve — según lo sostiene hoy el doctor Ramí- 
rez — un peligro para la soberanía de las Repúblicas Sud-Ameri- 
canas, ¿cómo se explica que en el Congreso Latino-Americano pro- 
pendiera á extender la fórmula del jurisconsulto brasilero, á todas 
las Naciones civilizadas, entre las que está incluida la España, la 
Iralia y la casi totalidad de los países europeos? 

Pero ¿puede realmente entenderse que la generalidad de los 
términos con que está redactado el artículo 1% del Tratado con 
España, da base para sostener que se encuentran comprendidas en 
él las cuestiones de Derecho Internacional Privado, como lo cree 
el doctor Ramírez? 

No, señor Presidente. 

El artículo 1° alude á los conflictos que pueden suscitarse 
entre España y la República, por hechos sometidos al Derecho Inter- 
nacional Público, — porque son esos hechos los que únicamente 
motivan Tratados de la clase del que se halla á la consideración del 
Honorable Senado. 

No hay ejemplo de que nación alguna haya celebrado Tratados 
de Arbitraje para dirimir cuestiones de Derecho Internacional Pri- 
vado, por una razón muy sencilla, y es: que estas cuestiones son del 
resorte privativo de las Leyes y Tribunales de cada país. 

Así lo establecen todos los tratadistas. 

Tomaré al azar dos de los más conocidos: el señor Carlos Ver- 
gé, comentador de Martens, y el reputado internacionalista argentino 
don Carlos Calvo. 


Dice el primero: 


"Se acaba de ver en el parágrafo precedente, que en razón misma 
de su independencia, cada Nación posee y ejerce sola y exclusivamen- 
te el poder legislativo y la jurisdicción en la extensión de su territorio; 
pero al mismo tiempo su poder mo va más allá de sus fronteras; 
ella no puede, como lo hace observar Foelix, afectar directamente 
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por sus Leyes, ligar ó arreglar objetos que se encuentren fuera de su 
territorio, Ó afectar y obligar á personas que no residen en ella, le 
estén ó no sometidas por el hecho de su nacimiento. De otra ma- 
nera, si cada país pudiese regir á las personas Ó cosas que se en- 
cuentran fuera de su territorio, desaparecería la igualdad de dere- 
chos que debe reinar entre las Naciones y la soberanía que á cada 
una de ellas les pertenece”. 


Dice Calvo: 

“El valor legal que dentro de un Estado pueden tener las le- 
gislaciones extranjeras, depende de su consentimiento expreso ó 
tácito. El primero se manifiesta por medio de leyes directas ó por 
los Tratados habidos entre las naciones. El segundo se deduce de 
las decisiones del poder judicial y administrativo respectivo y aún 
de las doctrinas de los publicistas. 

“Los legisladores, las autoridades públicas, los tribunales y 
"los autores, —dice Foelix— admitiendo la aplicación de las Leyes 
"extranjeras, obran, no conforme á un deber de necesidad ó una 
"obligación cuyo cumplimiento puede exigirse, sino únicamente por 
“consideraciones de utilidad y conveniencia recíproca entre las na- 
“ciones (excomitable, ab reciprocam utilitatem.)” 


Queda, con estas valiosas citas, justificada la afirmación que 
hice. 

Quiero, sin embargo, admitir que el Arbitraje estipulado entre 
España y la República, tenga más latitud que la que yo le atribuyo. 
Serían acaso por eso exactas las opiniones del doctor Ramírez en 
lo relativo á las cuestiones de Internacional Privado? Sería dado 
sostener que estas cuestiones podrían ser materia de arbitraje en 
el caso de que dieran mérito á dificultades con España? 

Lo niego de una manera absoluta, 

La salvedad establecida en el Tratado Hispano-Uruguayo, im- 
pediría, sin duda alguna, que la España pudiera avanzar semejante 
pretensión, en el caso, muy improbable, de que un interés transi- 
torio la arrastrara á establecer un precedente tan peligroso para 


ella misma. 
En efecto: el artículo 1° del Tratado, dice que serán sometidos 


a Arbitraje todas las cuestiones en cuanto no afecten á la Cons- 
titución de uno y otro país. 

Las cuestiones todas de Derecho Internacional Privado, afectan 
á la Constitución. Luego, deben forzosamente considerarse excluídas 
del Tratado, 

El doctor Ramírez dice que muestra Constitución, ni ninguna 
otra, se ocupa de cuestiones de Derecho Internacional, por lo que 
según él la salvedad no las alcanza. 

Pero ese, es otro error del distinguido jurisconsulto. 
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La Constitución ciertamente mo se ocupa de cuestiones de 
Internacional Privado, pero sienta principios que se relacionan fun- 
damentalmente con ellas; y el Tratado con España, al referirse á 
cuestiones que no afectan á la Constitución de uno y otro país, ha 
querido precisamente salvar esos principios. 
` Entre ellos se hallan en primer término el de la soberanía y 
el de la Independencia Nacional; y si se entendiera que las cuestio- 
nes de Internacional Privado, que como lo he demostrado antes, 
son del resorte privativo de cada país, podían ser materia de Ar- 
bitraje, se violarían esos dos grandes principios. 

Se puede, pues, concluir, que de cualquier punto de vista que 
se mire el artículo 1° del Tratado Hispano-Uruguayo, son infunda- 
das las objeciones del doctor Ramírez. 

El segundo defecto capital del Tratado Hispano-Uruguayo, lo 
halla el doctor Ramírez en el artículo 3°, — en cuanto determina 
que en caso de no recaer acuerdo sobre la designación de árbitros, 
las altas partes signatarías se someterán al Tribunal Permanente 
de Arbitraje, establecido conforme á las resoluciones de la conferen- 
cia de La Haya de 1899. 

Sostiene el ilustrado adversario del Tratado Hispano-Uruguayo, 
— que esa estipulación es desdorosa para la República, y le crea, 
además, una situación desventajosa para el caso de un conflicto, 
por la manera como tendría que constituirse el Tribunal Arbitral. 

La estipulación sería desdorosa en concepto del doctor Ramírez, 
porque la Conferencia Internacional de La Haya hizo á las Repú- 
blicas Sud-Americanas el agravio de no invitarlas á participar de 
ella, y les negó el derecho de adherirse á sus conclusiones POR EL 
ESTADO INFERIOR DE SU CIVILIZACION! 

No puede ser materia de duda para nadie que si la afirmación 
terminante del doctor Ramírez fuera exacta, ninguno de los Estados 
Sud-Americanos podría honrosamente ocurrir, para la decisión de sus 
conflictos, á la Corte Internacional de La Haya. 

Pero tiene algún fundamento esa afirmación? 

Nó, señor presidente. Ninguno. 

El doctor Ramírez invoca párrafos incompletos de un informe 
de la Comisión Especial encargada de dictaminar sobre los artículos 
59 y 60 de la Convención de La Haya, —párrafos, que bien exa- 
minados no contienen la más leve ofensa á la delicadeza de las 
Repúblicas Sud-Americanas. 

Presumo que los señores Senadores habrán tenido ocasión de 
ver en la prensa, el texto francés íntegro del informe á que hace 
referencia el doctor Ramírez, y han de estar convencidos de esto. 

La explicación de la exclusión que se hizo de algunos países 
al dirigirse las invitaciones para la Conferencia de La Haya, —así 
como de las restricciones que se pusieron en el artículo 60 de la 
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Convención para la aceptación de adhesiones, se halla en diversos 
libros y revistas. 

El señor Brussa, en la "Revista General de Derecho Interna- 
cional Público”, atribuye lo primero á que el Emperador de Rusia, 
promotor de la Conferencia, creyó que solo debían ser invitadas para 
esta, las Naciones que tenían representantes constituidos en San 
Petersburgo. 

Y agrega: 

“El interés político reclamaba semejantes exclusiones? Es per- 
mitido dudarlo, A la verdad que la naturaleza y el fin de la Con- 
ferencia debieron decidir á la Rusia á invitar á todas las Naciones 
civilizadas, sin distinción”. 

Y después de rechazar la suposición de que la no invitación 
de las Repúblicas del Centro y de Sud-América, fuera debida á la 
influencia de los Estados Unidos, á quienes se ha atribuido la in- 
tención de ejercer la hegemonía de la América, dice lo siguiente: 


“No se podía tampoco atribuir la exclusión de las Repúblicas 
del Centro y Sud de la América á su situación de frecuentes convul- 
siones civiles. En efecto nadie las ha proscrito de la sociedad in- 
ternacional. Los Estados de Europa aprecian con la misma seriedad 
los Tratados que celebran con ellas como las que concluyen con 
todas las demás Naciones. Por eso debe desearse que esas Repúbli- 
cas sean invitadas á las Conferencias que sin duda se celebrarán en 
fecha próxima”. 


El señor Despagnet, en la misma “Revista”, dice á su vez lo 
siguiente: 

“Además de las Naciones europeas, fue invitada la poderosa 
República de los Estados Unidos; — se juzgó también oportuno no 
olvidar á la China, el Japón, la Persia, y el Siam, lo que no debe 
ser censurado, ya que el mejor medio de iniciar á esos países en 
nuestros progresos, consiste en hacerlos partícipes de un gran es- 
fuerzo de la civilización. 

“Pero dónde puede encontrarse una explicación plausible de 
la exclusión de todos los Estados de la América Latina, que por su 
participación en el gran Tratado de Arbitraje Permanente concluído 
en Wáshington el 18 de Abril de 1890 han dado á la Europa un 
ejemplo que basta para condenar su infundado desdén por ellos? 


"El Transvaal y la República de Orange, parece que debían 
haber tenido también su lugar en una conferencia universal en 
principio, y con asiento en territorio holandés, que puede ser con- 
siderado como la patria de origen de sus nacionales. Pero fue preciso 
inclinarse ante la oposición de la política inglesa encarnada en el 
señor Chamberlain, etc., etc.” 
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En lo que respecta á las restricciones puestas á la aceptación 
de adhesiones, citaré los juicios consignados en otros informes de 
la misma “Revista General de Derecho Internacional”. 


Dice el señor Lapradelle, profesor de Grenoble: 


"No quedaba más que permitir á todas las potencias, incluso 
á las que no tenían representación en la conferencia, que se apro- 
piasen sus resultados. Sin hesitar, la conferencia lo reconoció así 
en lo relativo á las declaraciones y á dos ó tres de las convenciones 
la de las leyes de la guerra y la de la extensión de la Convención 
de Ginebra á la guerra marítima, bajo esta reserva: que para suscri- 
bir la extensión, era preciso previamente adherir á la Convención 
de Ginebra. Pero cuando se llegó á la Convención de Arbitraje, el 
derecho de adhesión provocó escrúpulos y susceptibilidades. 


“Ante la idea de que el Papa y el Transvaal pudiesen suscribir 
la Convención de Arbitraje, la Italia, que rehusaba al Papa la calidad 
de soberano, y la Inglaterra que rehusaba al Transvaal el Arbitraje, 
se ligaron para reclamar en lugar de la accesión abierta, la accesión 
cerrada; en el primer caso toda potencia, no representada en la 
Conferencia, habría podido apropiarse los resultados por la simple 
comunicación de su adhesión al Ministerio de Relaciones Exteriores 
de los Países Bajos; en el segundo, era preciso el asentimiento de 
todas las potencias signatarias. Cuando esta cuestión se puso en la 
orden del día de la Conferencia en sesión plena de 25 de Julio, 
Sir Julián Pauncefote y el Conde Nigra, sin expresar las verdaderas 
razones de su oposición, se unieron para reclamar la accesión ce- 
rrada con preferencia á la accesión abierta. Algunas oposiciones se 
diseñaron. 

¿Cómo podían, en efecto, resultados puramente jurídicos, pa- 
cíficos, humanitarios, formar el patrimonio exclusivo de ciertos Es- 
tados? Pero la Inglaterra, y sobre todo la Italia, que hubieran prefe- 
rido no tomar parte en la Conferencia antes que ver al Transvaal 
y al Papado participar de ella, habrían rechazado la Convención que 
se les presentaba, antes que poner su firma al lado de ellos”. 


Coincide con esta opinión la del señor Despagnet, que se ex- 
presa así: 


“La enfadosa influencia de las preocupaciones políticas se 
manifestó á propósito de la accesión á las decisiones de la Confe- 
rencia, como se había manifestado con motivo de las invitaciones 
que debieron dirigirse para tomar parte en ella. Sir Pauncefote, en 
nombre de la Inglaterra, pedía el consentimiento de todas las po- 
tencias signatarias para autorizar la adhesión de cualquier nuevo 
Estado; el Conde Nigra, representante de la Italia, quería que 
esa adhesión mo fuese posible si algunos de los signatarios se 
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oponía: una ú otra combinación permitían a la Gran Bretaña hacer 
a un lado al Transvaal, y á la Italia rechazar a la Santa Sede. Estos 
cálculos, bien mezquinos en una obra de pacificación general des- 
tinada a ser ampliamente accesible para todos, provocaron discusio- 
nes que pusieron en peligro la buena armonía de la Conferencia. 
Gracias á la habilidad de que dió pruebas en esta reunión diplo- 
mática, el señor Bourgeois, se llegó, sino á resolver, al menos á 
aplazar la dificultad que amenazaba comprometer el éxito mismo 
de la Conferencia, haciendo admitir que la manera y condiciones de 
adhesión serían el objeto de un acuerdo ulterior entre las poten- 
cias signatarias”. 

Resulta de todas estas opiniones y de muchas otras que omito 
por innecesarias: 


1° Que la exclusión de la casi totalidad de las Repúblicas 
Americanas, y de otros países de la Conferencia de La Haya, tuvo 
por única causa la limitación que el Emperador de Rusia hizo de 
la invitación á las potencias que tenían representantes en San Pe- 


tersburgo, y á ciertas exigencias de la política europea, extrañas de 
todo punto á los países de la América, 


2° Que los publicistas que se han ocupado de la Conferencia 
de La Haya, convienen en que no ha habido ni podido haber 
motivo alguno para excluir á las Repúblicas Sud-Americanas de 
dicha Conferencia. 


3° Que esos publicistas están contestes, así mismo, en que no 
debe dejar de invitarse á todas las naciones civilizadas y consiguien- 
temente á las Repúblicas Sud-Americanas, para las nuevas Confe- 
rencias que se celebren. 


4° y último: Que la disposición del artículo 60 de la Conven- 
ción de La Haya, por la cual quedó decretada la llamada accesión 
fermée, obedeció únicamente á la política de la Gran Bretaña y de 
la Italia, interesada la primera en dificultar el ingreso del Trans- 
vaal y la segunda el del Papado. 

Puede, pues, con entera satisfacción concluirse que el desaire 
inferido —según el doctor Ramírez— á las Repúblicas Latino-Ame- 
ricanas, por inferioridad de civilización, no ha existido en el ánimo 
de la Conferencia y de ninguna de las potencias que á ella con- 
currieron. 

Me resta considerar, ahora, para concluir, la titulada faz des- 
ventajosa de la estipulación, combatida por el doctor Ramírez. 

Dice el distinguido compatriota, que no estando admitida la 
República en la Convención de La Haya, llegado el caso de un 
conflicto con España, ésta podrá nombrar para constituir el Tribunal 
Arbitral á dos de los cuatro Delegados que tendrá ya designados de 
antemano en la Corte Permanente; mientras que nosotros necesita- 
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remos echar mano de Delegados de naciones extranjeras, los cuales 
como participarán de las ideas dominantes en Europa sobre las cues- 
tiones de Derecho Internacional Privado, tendrán que sernos com- 
pletamente desfavorables en su fallo. 


Demostrado, como queda, que no ha habido ni podido razona- 
blemente haber intención premeditada, de excluir a nuestro país y 
á los demás Estados Sud-Americanos de la Convención de La Haya, 
esta apreciación del doctor Ramírez carece absolutamente de fuerza, 
puesto que es imposible presumir que la República no sea incon- 
dicionalmente y sin demora alguna admitida á dicha Convención, 
tan pronto como se solicite su adhesión por los comisionados desig- 
nados en el Congreso de Méjico. 

Pero si contra lo esperado, alguna dificultad surgiera, que im- 
posibilitara la incorporación de la República, podría entenderse en 
tal caso que la estipulación sería aún así exigible por parte de 
España? 

Me parece, señor Presidente, que se impone una respuesta 
negativa. 

Al pactarse la sumisión á la Corte Arbitral de La Haya, se ha 
partido naturalmente de la base de que la República fuera incor- 
porada á la Convención y tuviera designados sus cuatro Delegados, 
como todas las demás naciones. Otra cosa no podría razonablemente 
entenderse, en primer lugar, por la situación de evidente desigualdad 
en que quedarían las dos partes contratantes, que invalidaría el 
pacto, — en segundo lugar, porque producido el rechazo de la Re- 
pública de la Convención de La Haya, su dignidad resultaría lasti- 
mada, y la España, tan caballeresca, no sería ciertamente capaz de 
exigirnos que soportáramos la humillación de ocurrir a la Corte 
Permanente para dirimir nuestras diferencias con ella. 

Por lo demás, creo que el doctor Ramírez hace una conjetura 
infundada, al suponer que en el Tribunal de La Haya nuestra si- 
tuación sería más desventajosa que en cualquier otro Tribunal, por 
diferencias de principios en materia de Derecho Internacional Pri- 
vado, si sobre esto pudiera versar el conflicto con España, no obs- 
tante lo que antes he argiiido, 

No puede, a mi juicio, pretenderse, que todos los principios 
sancionados por el Congreso de Montevideo, difieran de los pro- 
clamados por la generalidad de los publicistas y de los adoptados 
por la gran mayoría de las naciones civilizadas. Al contrario, son 
pocas las conclusiones de ese Congreso que no tengan por base las 
doctrinas sustentadas por los padres de la ciencia en Europa. 

Es bueno, además, no olvidar que la Corte Permanente de La 
Haya, no debe formarse con simples ministros diplomáticos, sumi- 
sos a las instrucciones de sus Gobiernos, sino con internacionalistas 
de nota, con hombres de reputación universal y de honrosos ante- 
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cedentes, —según lo prevenido en el artículo 23 de la Conven- 
ción, — que no se prestarían jamás a servir mezquinos intereses, 
sino los grandes ideales y aspiraciones de la justicia y de la hu- 
manidad. 

Por otra parte, los principios proclamados por el Congreso de 
Montevideo, solo han sido hasta ahora, admitidos por el Uruguay, 
la Argentina, el Perú y el Paraguay. De manera que si la falta de 
coincidencia completa sobre cuestiones de Derecho Internacional 
Privado, pudiera en realidad constituir una desventaja para la Re- 
pública en la Corte de La Haya, — ella la constituiría también 
en los demás casos á que se refiere el artículo 3° del Tratado con 
España y el mismo Tratado con la Argentina, ya se nombrara como 
árbitro á un Presidente que no fuera el de alguno de los Estados 
indicados, ya se recurriera para la designación de tercero al jefe de 
una potencia amiga. ap 

Creo, haber examinado y refutado todas las objeciones del 
doctor Ramírez. 

No tengo más que agregar. 


“Diario de Sesiones de la H. Cámara de Senadores”, Tomo LXXIX antes citado, 
págs. 147-161. 


[Articulo periodístico en el que el Dr. Juan Andrés Ramírez 
refuta al Dr. Aliredo Vásquez Acevedo respecto al tratado de 
arbitraje hispano-uruguayo.] 


[Montevideo, mayo 21 de 1902.] 


Con el doctor Vásquez Acevedo 


Esperábamos con ansiedad la palabra del ilustrado senador por 
Flores, doctor Vásquez Acevedo sobre el tratado hispano-uruguayo. 
Aun cuando su opinión ya comprometida en documentos públicos 
había sido absolutamente favorable a dicho convenio, se podía creer, 
o bien que se hubiera modificado esa primera impresión en cuyo 
caso la modificación de aquel habría sido inevitable o bien que 
demostrara la inconsistencia de las objeciones formuladas en el 
Ateneo y en la prensa, con lo que desaparecerían todos los peligros 
que deseábamos y deseamos evitar. No ha sucedido ni lo uno ni 
lo otro. El doctor Vásquez Acevedo insiste en sus ideas emitidas en 
el informe de la Comisión de Legislación, y en cuanto a refutar las 
objeciones formuladas contra ellas, bien podemos decir que tampoco 
lo hace. No trae al debate un sólo argumento muevo. Reproduce, 
por el contrario, algunos abandonados después de las primeras es- 
caramuzas hasta por la prensa oficial. No toma en cuenta para nada 
los argumentos contrarios, y así, por ejemplo, sienta como verdad 
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inconcusa que ningún internacionalista considera que el derecho 
internacional privado es materia de arbitraje, cuando nosotros hemos 
citado varios, con transcripciones textuales de sus doctrinas, que 
afirman categóricamente lo contrario. Si se tratara de otro hombre 
se podría sospechar— sospecha evidentemente absurda respecto del 
doctor Vásquez Acevedo— que se ha prescindido de la argumenta- 
ción opuesta y que no se ha querido echar siquiera una ojeada sobre 
los escritos del adversario. De cualquier manera, la prueba es con- 
cluyente— cuando un hombre de las condiciones intelectuales que 
todos admiramos en el senador por Flores, uno de los primeros 
jurisconsultos del país, una eminencia por el talento a la vez que 
por la ilustración vastísima en todas las ramas de la ciencia del 
derecho, mo ha conseguido presentar en defensa del tratado más 
elementos que los encerrados en el discurso, cuya versión taqui- 
gráfica publicamos, hay que reconocer que la defensa es imposible 
y que su triunfo no será el de la razón y de la verdad, sino el de 
un conjunto de factores que convergen, esta vez, por una serie 
de coincidencias, para impedir que luzcan la razón y la verdad, 
obscurecidas, por un eclipse lamentable, hasta en espíritus igualmente 
respetables, por su sinceridad y por su elevación. 


Comparación de los tratados 


Ha empezado el senador por Flores, exhumando un argumento 
que aducido por el «oficial mayor del ministerio de Relaciones 
Exteriores en la tribuna del Ateneo y en las columnas del diario 
oficial, fue abandonado luego por todos los defensores del tratado. 
Nos referimos a la identidad entre el artículo 1? del tratado con 
España y el artículo 1° del tratado con la República Argentina. 
Dice al respecto el doctor Vásquez Acevedo: 

“Y sorprende asimismo la opinión del doctor Ramírez, cuando 
se recuerda que fue él el promotor y sostenedor del tratado de 
arbitraje celebrado entre la Argentina y el Uruguay, hace pocos 
meses, cuyo artículo primero está redactado de la misma manera 
que el tratado megociado con España”. 

"Si este es malo, ¿cómo se explica que el doctor Ramírez sus- 
cribiera el ajustado con la Argentina?” 

Si ese argumento no ha sido contestado una docena de veces, 
consentimos en declarar que no lo ha sido ninguna. La diferente si- 
tuación de muestro país respecto de España y de la República Ar- 
gentina, explica de la manera más natural, esa contradicción apa- 
rente que nadie pensaba ya en aducir como argumento. No es sólo 
por la identidad de principios entre los dos países que baña el 
Plata que no había inconveniente en suscribir en forma tan amplia 
el arbitraje con la República Argentina. Media otra circunstancia 


APÉNDICE DOCUMENTAL 601 


decisiva de la que ha hecho caso omiso el doctor Vásquez Acevedo. 
Varios tratados de derecho internacional privado han resuelto de 
antemano las cuestiones que podían surgir entre ambos países re- 
lacionadas con esa rama del derecho. Y son esos tratados, precisa- 
mente, los que no ha querido aceptar hasta hoy la nación española. 
Existe, pues, alguna razón, para no aceptar en un tratado Jo que se 
aceptó en el otro, No ver esa razón es no querer verla. No reconocer 
la diferencia entre ambos casos es negar la evidencia, y contra tales 
negativas ni la lógica mi la ciencia pueden suministrar recurso 
alguno. 


Contradicciones que no existen 


Pasando a otro género de consideraciones, el ilustrado senador 
por Flores, más preocupado, en apariencia, de presentar al doctor 
Gonzalo Ramírez en contradicción consigo mismo, que de probar 
las excelencias del tratado, recuerda que aquel encontró buena 
para el tratado ítalo-argentino la fórmula del tratado hispano-uru- 
guayo, y que en el Congreso Latino-Americano fue el campeón 
más entusiasta del arbitraje amplio. Podríamos limitarnos a decir 
que las contradicciones del doctor Ramírez, dado que existieran po- 
drían comprometer su posición, pero no mejorar la de los defen- 
sores del tratado, si no aducen, como no aduce el doctor Vásquez 
Acevedo, argumentos que no hayan sido ya cien veces contesta- 
dos. No obstante, como esas contradicciones aparentes podrían im- 
presionar al vulgo, vamos a demostrar que no existen sino en el 
espíritu del respetable senador por Flores. 

Empezando por el Congreso Latino-Americano, reconoceremos 
que en efecto allá, el doctor Ramírez se mostró decidido partidario 
del a-bitraje amplio. Para explicar esto basta recordar el carácter 
del Congreso Latino-Americano. Era un Congreso científico, no un 
Congreso diplomático, y en los congresos científicos no se formu- 
lan declaraciones que puedan ser transformadas en ley al día si- 
guiente, sin modificación alguna, sino principios generales, aspira- 
ciones fundamentales de la ciencia, pensamientos de reformas sin 
concretar sus formalidades mi sus detalles. Debemos también hacer 
notat algo que el doctor Vásquez Acevedo sabría si hubiera asistido 
a los trabajos del congreso mencionado: que se resolvió allá en de- 
liberaciones privadas, dar a la idea de arbitraje una fórmula vaga y 
amplia a la vez, sin entrar en distingos ni en diferencias casuísticas, 
para evitar una larga discusión en que se habría perdido lo ganado 
en un primer momento: la adhesión del delegado chileno a esa fór- 
mula presentada sólo como aspiración de los pueblos sin precisar 
condiciones de detalles. Por lo demás, sería curioso que el doctor 
Vásquez Acevedo, que sostiene que a nadie puede ocurrirle la idea 
de incluir entre las cuestiones objeto de arbitraje las de derecho 
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internacional privado, creyera que el doctor Gonzalo Ramírez las 
quiso incluir en las declaraciones del Congreso Latino-Americano. 
En tal caso, fácil sería percibir donde estaría la contradicción. 

Por lo que toca a la fórmula del tratado ítalo-argentino, es 
erróneo, absolutamente erróneo, que la haya recomendado el doc- 
tor Gonzalo Ramírez, como hecha para salvar los peligros que 
señala hoy en el tratado hispano- uruguayo. Si en el Ateneo se recor- 
dó la modificación introducida en el tratado ítalo-uruguayo, no fue 
para recomendarla como salvadora, lo que habría sido de una incon- 
gruencia inverosímil. El doctor Ramírez la recordó para demostrar 
que se podía ser partidario del arbitraje con gran amplitud y sin em- 
bargo considerar que ciertas cuestiones mo pueden ni deben ser 
objeto de arbitraje. Y para demostrarlo el caso invocado era deci- 
sivo, pues en él se veía a la República Argentina, que ha adoptado 
el arbitraje como principio invariable de su política exterior, opo- 
niéndole reservas y condiciones. No era pues, contradictoria la ar- 
gumentación del doctor Ramírez. Por el contrario demostraba que 
sin contradicción alguna se podía ser entusiasta partidario del ar- 
bitraje, y, sin embargo, imponerle restricciones fundamentales. 


Antecedentes y autoridades 


Tratando de probar que no hace falta en el artículo 1° del tra- 
tado la salvedad referente a cuestiones de derecho internacional pri- 
vado, dice el doctor Vásquez Acevedo: 

“No hay ejemplo de que nación alguna haya celebrado tratados 
de arbitraje para dirimir cuestiones de Internacional Privado, por 
una razón muy sencilla y es que estas cuestiones son del resorte 
privativo de las leyes y tribunales de cada país”. 

“Así lo establecen todos los tratadistas”. 

En ninguna parte del discurso del senador por Flores se per- 
cibe como en la que dejamos transcrita, la absoluta prescindencia de 
todo lo que se ha dicho y escrito en contra de sus ideas. Dice que 
no hay ningún antecedente de que se hayan celebrado tratados de 
arbitraje para dirimir cuestiones de derecho Intermacional privado, 
sin recordar, sin querer recordar que ya en Méjico se pretendió 
someter a la jurisdicción arbitral todas las cuestiones de esa natu- 
raleza. Dice que todos los tratadistas sostienen que esas cuestiones 
no pueden ser objeto de arbitraje, dejando de lado citas repetidas 
hechas por mosotros que demuestran la perfecta inexactitud de sus 
afirmaciones. 

Decíamos textualmente en muestro artículo del domingo: 

“En el terreno de la doctrina hemos visto, igualmente, que 
no pocos intermacionalistas expresan idéntica pretensión. Kama- 
rowsky ha organizado su tribunal internacional de arbitraje en 
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cuatro departamentos: “1° diplomacia, 2° guerra y marina, 3° derecho 
internacional privado, 4° derecho internacional social”. Ruard de 
Card, citado por Revon en su libro sobre el arbitraje incluye «entre 
los puntos del dominio de la jurisdicción arbitral “los conflictos 
entre las leyes civiles o criminales”. Pradier Foderé afirma que “se 
considera susceptibles de arbitraje todas las contestaciones suscepti- 
bles de una sentencia judicial, es decir, todas aquellas en que el 
punto litigioso enunciado con precisión puede ser decidido según 
los principios del derecho. Podríamos continuar haciendo citas, pero 
no lo creemos necesario. Bastan las anteriores para demostrar que 
toda cláusula de arbitraje que no excluya las cuestiones de derecho 
internacional privado, las incluye y las somete a la jurisdicción arbi- 
tral. No siendo una excepción que fluya de la naturaleza de las 
cosas y de la enseñanza unánime de los maestros del derecho, siendo 
posible a cualquiera de las partes invocar precedentes y autoridades 
para resolver por medio del arbitraje tales cuestiones, para estable- 
cer la excepción hay que consignarla expresamente; para dejar sen- 
tada la salvedad hay que formularla taxativamente. Algún lector 
dirá, con harta razón, que formulamos una verdad a la Palisse: 
así es, en efecto, y sin embargo, esa verdad encuentra resistencia 
en espíritus cultivados, y contra ella se rebelan, con más o menos 
violencia, todos los que sostienen la forma actual del tratado his- 
pano-uruguayo”. 


Así, pues, la argumentación contenida en el párrafo del doctor 
Vásquez Acevedo que transcribimos anteriormente, reposa sobre dos 
afirmaciones que encierran otros tantos errores. Existen anteceden- 
tes de haberse querido dirimir por árbitros las cuestiones de dere- 
cho internacional privado. Hay internacionalistas que sostienen la 
competencia de la jurisdicción arbitral. Se ve, por lo tanto, a que 
quedan reducidas, después de un ligero examen, las rotundas aseve- 
veraciones del ilustrado senador por Flores. 


Soberanía e independencia 


Sintiéndose débil en ese terreno el doctor Vásquez Acevedo 
busca otro, manifestando que en fin de cuentas, la salvedad que 
solicitamos está contenida en el artículo 1° del tratado. Dice así: 


“El doctor Ramírez dice que nuestra Constitución, ni ninguna 
otra se ocupa de cuestiones de derecho internacional, por lo que 
según él la salvedad no les alcanza”. 


"Pero ese es otro error del ilustre jurisconsulto”. 


“La Constitución ciertamente mo se ocupa de cuestiomes de 
derecho internacional privado, pero sienta principios que se relacio- 
nan fundamentalmente con ellas; y el tratado con España, al refe- 
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rirse a cuestiones que no afectan a la constitución de uno y otro 
país, ha querido precisamente salvar esos principios”. 


“Entre ellos se hallan en primer término el de “la soberanía y 
el de la independencia nacional; y si se entendiera que las cues- 
tiones de internacional privado, que como lo he demostrado antes, 
son del resorte privativo de cada país, podían ser materia de ar- 
bitraje, se violarían esos dos grandes principios”. 

Fácil es contestar a tan especiosos argumentos. La soberanía 
y la independencia son en efecto principios constitucionales, pero 
desde el momento en que un Estado en uso de esa soberanía e 
independencia dicta una ley por la cual resuelve someter a árbitros 
todas las cuestiones que no comprometan principios constitucionales 
surgen estos dos extremos: O bien se entienden las cosas como el 
doctor Vásquez Acevedo, y entonces todas las cuestiones quedan 
fuera de arbitraje, puesto que todas afectan de un modo más o me- 
nos directo la soberanía, o bien que hay que determinar claramente 
cuales son las cuestiones que quedan fuera del arbitraje. El derecho 
internacional es precisamente, conflicto de soberanías, y si se pre- 
tende que basta que una cuestión comprometa la soberanía sin decir 
en que forma mi bajo qué aspectos, para que no sea sometida a 
árbitros, fácil será llegar a la supresión absoluta del arbitraje. Es 
necesario pues, la especificación de los puntos exceptuados. Eso es 
lo que pedimos en nombre de los intereses públicos, considerando, 
sobre todo, que si en una ley de carácter interno son deplorables 
las confusiones y las obscuridades, mas todavía lo son en convenios 
internacionales, que no es posible modificar y aclarar a medida 
que surgen las dudas, y que no se puede interpretar por los medios 
indicados para la interpretación de las leyes internas. 


La Conferencia de La Haya 


Entrando el doctor Vásquez Acevedo a ocuparse de la segunda 
objeción que provoca el tratado, es decir, a la relacionada con el 
Tribunal de la Haya, llega a las siguientes conclusiones: 


"1°. Que la exclusión de la casi totalidad de las Repúblicas Ame- 
ricanas y de otros países de la Conferencia de La Haya, tuyo por 
única causa la limitación que el emperador de Rusia hizo de la 
invitación de las potencias que tenían representantes en San Pe- 
tersburgo, y a ciertas exigencias de la política europea, extrañas de 
todo punto a los países de América, 

"2° Que los publicistas que se han ocupado de la Conferencia 
de La Haya convienen en que no ha habido ni podido haber motivo 
alguno para excluir a las Repúblicas Sud-Americanas de dicha Con- 
ferencia. 


APÉNDICE DOCUMENTAL 605 


"3° Que esos publicistas están contestes así mismo en que no 
debe dejar de invitarse a todas las naciones civilizadas y consiguien- 
temente a las Repúblicas Sud-Americanas para las muevas conferen- 
cias que se celebren. 


“4% y último: que la disposición del artículo 60 de la Con- 
vención de La Haya, por la cual quedó decretada la llamada “acce- 
sion fermée” obedeció únicamente a la política de la Gran Breta- 
ña y de la Italia, interesada la primera en dificultar el ingreso del 
Transvaal y la segunda el del Papado”. 

Respecto del primer punto diremos que es equivocada la ex- 
plicación que da el doctor Vásquez Acevedo. La primera circular 
del conde Mouravieff, se dirigía, en efecto, a los gobiernos repre- 
sentados en San Petersburgo, pero ese motivo de exclusión para 
las Repúblicas americanas no podía prevalecer después, tanto más 
cuanto que no fue el gobierno ruso el que dirigió las invitaciones de- 
finitivas, sino el gobierno de los Países Bajos. 

En cuanto a las demás conclusiones quedan refutadas con lo 
que decíamos al respecto hace algunos días y que reproducimos 
a continuación. 

"Sabemos, por ejemplo, que en principio se había dirigido 
invitación a todas las potencias, sin excepción, por una circular 
del gobierno holandés. Lo dice Merignhac en su obra sobre la confe- 
rencia de La Haya. Sin embargo, en final de cuentas, quedaron 
excluídas todas las repúblicas sud-americanas, excepto el Brasil, que 
declinó la invitación. ¿Por qué tal exclusión? Nadie ha podido ni 
puede explicarla decorosamente para los estados que fueron objeto 
de ella. Un colega dijo que no se dirigió invitación a esos estados 
porque la circular primitiva del conde Mouravieff tenía por fin 
principal el desarme, y en ese desarme no entrábamos nosotros ni 
las demás naciones sud-americanas. La razón es inapcetable, puesto 
que si ella valiera, hubiera valido también contra el Brasil y contra 
Méjico, tan ajenos como nosotros al desarme de las grandes poten- 
cias. El mismo diario, buscando otra explicación, dijo que la con- 
ferencia tenía por objeto principal el equilibrio de los grandes es- 
tados y que a ese título figuraban la China y Siam como partes 
interesadas, pero no podíamos figurar nosotros. Surge la misma ob- 
jeción —la misma pregunta— ¿qué tenían que ver con tal equilibrio 
Méjico y Brasil? También, se ha dicho que nuestra exclusión, era 
motivada por la necesidad de justificar igual temperamento con el 
Transvaal: explicación igualmente falsa, puesto que, cuando el pue- 
blo holandés protestaba contra la exclusión del Transvaal, nadie 
pensó en invocar el caso de las repúblicas sud-americanas, limitán- 
dose el ministro de negocios extranjeros de los Países Bajos a 
declarar que “la invitación hubiera podido perjudicar la posición 
independiente de la república sud-africana”. No aparece, por lo 
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tanto ninguna explicación razonable de nuestra eliminación de la 
conferencia. Tan cierto es esto, que un internacionalista, echándose 
a buscar la causa del hecho mencionado, dice, con estupendo aplomo, 
que tal vez se dirá que no se invitó a las repúblicas sud-americanas 
porque Chile “la más poderosa de ellas” hubiera declinado la invi- 
tación, como lo hizo en 1890 cuando el Congreso Pan-Americano 
de Wáshington. Queda pues como algo sin ninguna explicación 
aceptable, nuestra exclusión de la Conferencia de La Haya”. 

En cuanto al hecho de haber declarado “convención cerrada” 
la de arbitraje para las naciones no representadas en La Haya, los 
motivos que se dieron para adoptar esa medida, fueran o no los 
verdaderos, eran deprimentes para estos países. El doctor Vásquez 
Acevedo expresó que el doctor Ramírez había incurrido en error, 
al respecto, por una cita trunca: he aquí la cita como la tradujo 
el diario católico: 

“Teóricamente, decía la delegación francesa, se hubiera po- 
dido vacilar. Era posible sostener que las convenciones pactadas Su- 
ponían cierto fondo común de ideas, de sentimientos, de civilización, 
y que, por lo tanto, Estados que no tuvieran ese fondo común no 
podrían llegar a ser partes contratantes por su sola voluntad. Pero 
la composición misma de la conferencia debilitaba singularmente 
dicha consideración. Desde el momento en que la China, Persia y 
Siam tenían el derecho de ser partes contratantes o adherentes, 
¿qué Estados se tendría el derecho de rechazar bajo pretexto de una 
diferencia de civilización? ¿Por qué la República Argentina, Chile, 
el Brasil no serían partes contratantes con el mismo título que 
Méjico?” 

El comentario que surge de estas frases no puede ser otro 
que el que hacíamos en otros artículos. : 

Con o sin ampliación, el resultado es el mismo. En primer 
lugar, esa delegación francesa, —precisamente la que sostenía la 
admisión al convenio de arbitraje, de los estados excluídos de la 
Conferencia, reconocía, sin embargo, que en teoría era posible negar 
a los pueblos sud-americanos la facultad de adhesión, por no tener 
un fondo común —ni siquiera un fondo común!— de ideas, de 
sentimientos y de civilización con las altas partes signatarias. Sólo 
por la circunstancia de figurar entre dichas partes, naciones como 
la China y Siam, se nos podía conceder el derecho de participar de 
tan buena compañía. Eso decían los que podemos considerar como 
nuestros defensores en la conferencia! Esos eran los espíritus más 
fayorables a muestro derecho! 

Se argumenta contra la idea que fluye necesariamente de lo 
que dejamos expresado, diciendo, en primer término, que se trata 
de opiniones aisladas de la delegación francesa; y en segundo tér- 
mino, que no se empleó, en el informe citado, la locución "nivel 
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inferior de civilización”. Contestamos a lo primero, que las palabras 
de la delegación francesa tienen especial valor en lo que a esta 
materia se refiere, porque fue uno de sus miembros, M. Renaut, 
el “rapporteur” del comité encargado del acta final de la confe- 
rencia, habiéndose desarrollado en el seno de dicho comité la dis- 
cusión respecto del derecho de adhesión al convenio de arbitraje. 
Nadie más autorizado, en consecuencia, para expresar fielmente 
el espíritu de aquel debate. Agregaremos que tanto más de tomar en 
cuenta son sus palabras, cuanto que ni esas tímidas y vergonzantes 
frases en favor de muestro derecho encontraron eco en la mayoría. 
En cuanto al segundo argumento es más débil todavía. Hablar de di- 
ferencia de civilización entre Europa y Sud-América, para negarnos 
la entrada a una convención cualquiera, es sentar una diferencia de- 
primente para nosotros. La diferencia tiene que ser de grado y sólo 
de grado, ya que nadie puede dudar de que la civilización sud- 
americana es europea; y esa diferencia de grado no ha de ser, 
por cierto, favorable a estos países. Debemos agregar que no se 
nos reconocía ni aun siquiera un fondo común de civilización res- 
pecto de los estados que tomaron parte en la Conferencia; y, por 
último, que a pesar de los argumentos hechos por los que pedían 
fuera declarada, la convención de arbitraje, de libre acceso para 
todas las naciones civilizadas, se aplazó el reconocimiento de la 
facultad de adhesión, quedando así establecido que ni aún al mismo 
título que Turquía, la China y Siam, podíamos ser partes contra- 
rantes, sin que así lo resolviera una convención ulterior. 


El pacto leonino 


Pero, vamos al punto capital, a la desigual condición en que 
el tratado coloca al país, sometiéndolo al arbitraje de un tribunal 
en el que no tiene representantes. ¿Qué dice a esto el doctor Vás- 
quez Acevedo? le cedemos la palabra: 

“Pero si contra lo esperado, alguna dificultad surgiera que im- 
posibilitara la incorporación de la República ¿podría entenderse en 
tal caso que la estipulación sería aún así exigible por parte de 
España? 

“Me parece, señor Presidente, que se impone una respuesta 
negativa. 

“Al pactarse la sumisión a la corte arbitral de La Haya, se 
ha partido naturalmente de la base de que la República fuera incor- 
porada a la Convención y tuviera designados sus cuatro delegados, 
como todas las demás naciones. Otra cosa no podría razonablemente 
entenderse, en primer lugar, por la situación de evidente desigual- 
dad en que quedarían las dos partes contratantes, que invalidaría el 
pacto, — en segundo lugar, porque producido el rechazo de la 
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República de la Convención de La Haya, su dignidad resultaría 
lastimada y la España tan caballeresca no sería Ciertamente capaz 
de exigirnos que soportáramos la humillación de ocurrir a la Corte 
Permanente para dirimir nuestras diferencias con ella”. 


No resulta cosa sería —lo decimos salvando los respetos— 
eso de que se acepte un tratado internacional descansando en la 
generosidad de la otra parte contratante. Ningún diplomático, nin- 
gún hombre público, está facultado para proceder en esa forma. Si lo 
hace traiciona los intereses que está llamado a tutelar. No se firma 
un pacto leonino con la esperanza de que la caballerosidad de la 
otra parte nos libre de sus consecuencias. Es tan elemental esto que 
decimos, que parece nimio hasta el ridículo decirlo a un hombre 
como el doctor Vásquez Acevedo. Sin embargo, necesario es decirlo 
cuando se pretende que aceptemos un tribunal de arbitraje, descan- 
sando en la esperanza de que si se produce determinada hipótesis, 
seremos exonerados de su cumplimiento por la hidalguía de la 
nación que pacta con nosotros. 


No es exacto, por otra parte, que se pueda creer que al aceptar 
como árbitro la corte de La Haya, lo hacen ambas partes en el 
concepto de que la República tendrá sus cuatro representantes en 
la Corte, al igual de la España. La prueba de que no es así está 
en que en el tratado Pan-Americano de Méjico se establece taxati- 
vamente la indicada salvedad. La cláusula del tratado hispano-uru- 
guayo es lisa y llana, sin condiciones de ningún género. Si se nos 
exigiera su cumplimiento no podríamos protestar, Ningún derecho 
nos asistirá para ello. El pacto sería desigual, monstruosamente de- 
sigual; pero habría que cumplirlo. 

Habría que cumplirlo porque también es inexacto que se so- 
breentienda esa igualdad de condiciones en ese o en cualquier otro 
tratado, como dice el doctor Vásquez Acevedo. Precisamente, esa 
situación desigual, ha sido prevista por las potencias signatarias de 
la Convención de La Haya, y la han aceptado como válida y regu- 
lar, al declarar en el artículo 26 inciso 2* que “la jurisdicción de la 
Corte puede ser extendida en las condiciones prescriptas por los 
reglamentos a los litigios existentes entre potencias signatarias y no 
signatarias si las partes convienen en recurrir a esta jurisdicción”. 


América y Europa 


En pocas palabras contestaremos la última parte de la argu- 
mentación del doctor Vásquez Acevedo. Niega éste que haya ver- 
dadero antagonismo entre nuestros principios y los de las naciones 
europeas, en materia de derecho internacional privado, Discutiendo 
con “El Bien” hemos desarrollado ampliamente la afirmación con- 
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traria. Nos remitimos a lo dicho entonces para no dar todavía 
mayor extensión a este largo artículo, 

Nos detendremos si, al llegar al último párrafo del ilustrado 
senador por Flores. Dice lo siguiente: 

“Por otra parte, los principios proclamados por el Congreso de 
Montevideo, sólo han sido hasta ahora, admitidos por el Uruguay, 
la Argentina, el Perú y el Paraguay. De manera que si la falta de 
coincidencia completa sobre cuestiones de derecho internacional pri- 
vado, pudiera en realidad constituir una desventaja para la Repú- 
blica en la Corte de La Haya, — ella la constituiría también en los 
demás casos a que se refiere el artículo 3° del tratado con España 
y el mismo tratado con la Argentina ya se nombrara como árbitro 
a un Presidente que no fuera el de alguno de los Estados indicados, 
ya se recurra para la designación de tercero, al jefe de una poten- 
cia amiga”. 

Respecto del tratado con la Argentina, contestamos que su- 
primidos los conflictos de derecho internacional privado por los 
tratados del Congreso de Montevideo, poco importa que sea o no 
territorialista el árbitro elegido. En cuanto al tratado con España, 
recordaremos al doctor Vásquez Acevedo, que, precisamente, la cir- 
cunstancia que invoca es la que hace suponer que todos los litigios 
irán al tribunal de La Haya, por falta de acuerdo sobre los árbitros 
hispano-americanos. En consecuencia el argumento solo tendría valor 
contra el tratado y no a favor del tratado. 


Conclusión 


Por todas las consideraciones precedentes creemos que la única 
fórmula de aprobación del tratado hispano-uruguayo, debe ser la 
presentada por el señor senador Acevedo Díaz en su elocuente y 
patriótico discurso, Es, en realidad, una fórmula de transacción, 
puesto que acepta el tribunal de La Haya, si bien bajo la condi- 
ción expresa de ser aceptada la República en la Corte Permanente. 
Es una fórmula feliz, porque salva las cuestiones de derecho inter- 
nacional privado del alcance de la jurisdicción arbitral. ¿Por qué 
no aceptarla? Difícil es comprenderlo. Como lo dijimos el domin- 
go, el problema puede ser condensado en esta forma: todos creemos 
que las cuestiones de derecho internacional privado no deben ser 
objeto de arbitraje; la disidencia estriba en que unos creen que debe 
hacerse una declaración categórica en tal sentido, y Otros, que no 
es necesaria tal declaración. Eso es todo. Ahora bien, concretado 
así el debate, parece inútil discutir cual de los dos bandos está 
en el caso de ceder, sí el que pide el silencio o el que pide la de- 
claración taxativa en el sentido indicado. Esta declaración puede 
salvar grandes peligros y no provoca ninguno; en el peor de los 
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casos, resultaría inútil, pero inofensiva. El silencio puede tener muy 
serios inconvenientes. La solución lógica, razonable y patriótica es- 
taría, por lo tanto, en admitir la salvedad que se pide, y que no 
pedimos sólo nosotros sino que tiene defensores en el seno mismo 
del Senado. 


Por lo demás, repetimos, que si ese alto cuerpo llegara a san- 
cionar el tratado sin modificaciones, podríamos sentirnos heridos 
en el patriotismo pero no en nuestro amor propio. Este, por el 
contrario, se siente singularmente halagado, al ver que a pesar de 
la deficiencia de nuestras aptitudes, gracias a la bondad de la 
causa que defendemos, nos será dado conseguir que el error se 
imponga como error, no con la apariencia engañosa de la verdad. 
La autoridad, el talento, la ilustración, nada han podido esta vez, 
en el terreno de la discusión, contra la razón y la justicia. En el 
de la votación podrá triunfar en el Senado la doctrina equivocada; 
pero, a buen seguro, que ningún espíritu imparcial que haya se- 
guido este debate podrá, en presencia del discurso pronunciado por 
el doctor Vásquez Acevedo, desconocer que cuando con tales medios 
se hace tan débil defensa, es porque las dificultades de la defensa 
superaban las más altas facultades humanas. 

(En el recorte periodístico que figura en el Archivo del Dr. 
Vásquez Acevedo, éste ha dejado de su puño y letra la siguiente 
anotación: “Artículo del Dr. Juan A. Ramírez”).* 
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